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Palabras preliminares

Víctor Manuel Moncayo C.

Hace ya casi veinte años, alcanzamos a preparar un trabajo sobre los acontecimientos universitarios de comienzos de los años setenta, como parte del conjunto de textos que, desde la Rectoría de la Universidad Nacional de Colombia, publicamos sobre personajes muy ligados a su historia como Alfonso López Pumarejo, Gerardo Molina y Camilo Torres, sobre la génesis y reconstitución de nuestra alma mater, y sobre momentos específicos de su historia como los procesos de organización estudiantil entre 1954 y 1966.1 Pretendíamos precisamente, en continuidad con el último ensayo, de Manuel Ruiz Montealegre, titulado “Sueños y Realidades” (2002), dejar memoria de ese movimiento universitario de 1971-1972, pretensión que se vio interrumpida a raíz de nuestra desvinculación de la coordinación general de la Universidad en abril de 2003.

En ese momento, veíamos esos acontecimientos como “una enriquecedora experiencia de participación y organización de la comunidad universitaria”. (Moncayo, 2005). Hoy, con la distancia del tiempo histórico, la vemos más grande, ciertamente agigantada, hasta el punto que la hemos considerado como una verdadera Rebelión Universitaria en búsqueda de una ruptura sistémica, como un caldero efervescente de tendencias y orientaciones teóricas, políticas e ideológicas.

En ese entonces, teníamos presente el recuerdo cercano de los años de la dictadura de Gustavo Rojas Pinilla (1953-1957). Éramos muy jóvenes, casi niños; iniciábamos los primeros años del bachillerato en el centenario Colegio Académico de Buga; marchábamos por las calles del pueblo gritando ¡“libros sí, fusiles no!”. El referente inmediato era la lucha contra la dictadura, en medio de formulaciones y consignas que empezaban a cocinar la “restauración democrática del Frente Nacional”. En realidad, no sabíamos, ni entendíamos mucho lo que sucedía, pero sí que el país había atravesado por un violento conflicto bipartidista, cuyas huellas de desplazamiento se podían apreciar en las calles y los hogares de Buga, por los cuales desfilaban los migrantes forzados de las cercanas montañas del Tolima, lindante con nuestro municipio. Celebramos el 10 de mayo de 1957 el derrocamiento de la dictadura, y abrazamos sin mayores reflexiones los vientos “democráticos” impulsados por los dirigentes de los partidos tradicionales, hasta participar, sin tener la mayoría de edad, en el plebiscito del 1º de diciembre de 1957 que constitucionalizó el régimen político del Frente Nacional durante dieciséis años, con todas sus limitaciones asociadas a la alternación en la Presidencia de los partidos liberal y conservador y a la organización paritaria en los aparatos estatales.

Ya en la Universidad, quienes proveníamos de la provincia enfrentamos una verdadera avalancha de expresiones políticas y de manifestaciones subversivas que empezaron a florecer, como lo tratan de demostrar los ensayos y documentos de esta obra. Al llegar a la Facultad de Derecho una de nuestras primeras aproximaciones a otra realidad, la experimentamos en la confrontación con el Rector Laserna en el Aula Máxima por parte de elocuentes y audaces líderes estudiantiles. Luego vinieron las marchas a la Plaza de Bolívar que confluyeron en una nueva ley para la Universidad (la ley 65 de 1963); el Gobierno de Lleras Restrepo y sus políticas anti-universitarias, el aniquilamiento de la Federación Universitaria Nacional, la supresión del Consejo Superior Estudiantil, y la eliminación de la representación estudiantil en el Consejo Superior Universitario.

En mi caso personal, —y pido licencia para hablar en primera persona, pues, con mi colega de ensayos en este libro, Hernán Darío Correa, fuimos protagonistas estudiantil y profesoral en aquellos tiempos—, después de vivir esos años sesenta y luego de una pausa formativa académica en la Universidad de Lovaina, regresé a mi Universidad en el preciso momento en que empezaron a desencadenarse los sucesos de 1970 y 1971, vinculándome al movimiento profesoral de los Claustros que, como lo señalamos en la obra, era una novedosa y activa organización profesoral, así como a las tendencias genéricamente llamadas socialistas.

Muy rápidamente el giro de los acontecimientos evidenció que no estábamos sólo en presencia de un movimiento reformista de la universidad colombiana que proclamaba los principios de Córdoba, reclamaba acceso universal a la educación superior y participación en las definiciones centrales de la vida universitaria, sino de un propósito de fortalecimiento de la Universidad Pública para erigirla como un espacio crítico, tal y como lo planteó el movimiento de los Claustros, que se anticipó en sus propuestas a lo que posteriormente vino a ser el Sistema de Universidades Estatales, SUE, hoy descaecido y sin ningún protagonismo político. Pero, sobre todo nos develó que ese movimiento, como otros tantos antes y después, exigía la ruptura del orden capitalista del cual forma parte la Universidad.

Lo que vino después fue lo que en esta obra hemos descrito y analizado. La estrategia reformista de Pastrana y Galán, combinada con la política represiva que se encarnó en los “rectores policías”, entre quienes se destaca, como uno de los principales si no el principal, Santiago Fonseca en la Universidad Nacional, derrotado gracias a la fórmula del cogobierno provisional que tuvo que aceptar el Gobierno Nacional, aun cuando, por circunstancias también analizadas en estos escritos, tuvo una breve existencia, sucedida por una acción represiva abierta por parte del ministro Juan Jacobo Muñoz y su Rector Luis Duque Gómez. Es la fase de la resistencia que, más allá de la ocupación militar de los campus universitarios, del riguroso control policivo al ingreso, del desmonte de los sistemas de bienestar, del seguimiento a los dirigentes estudiantiles y profesorales hasta en las inmediaciones de sus domicilios, de la expulsión de profesores y estudiantes, del aniquilamiento de sus organizaciones y de la represión académica, pudo perseverar durante todo el año 1972, para cualificar aún más la significación de la Rebelión Universitaria que, aunque derrotada una vez más como tantas otras, pudo identificar y revelar la verdad de la Universidad, su indisoluble vínculo con la sociedad capitalista y, sobre todo, la significación de las luchas universitarias como parte del conjunto múltiple y heterogéneo de las tentativas, que algún día serán exitosas, de trascender el orden social vigente.

La contribución de estos escritos, por consiguiente, no pretende sólo aportar a la memoria, como en efecto lo hacen, sino hacer posible que experiencias como las analizadas puedan recrearse y prolongarse con otros contenidos y significaciones, como ya lo hizo el movimiento de la Mesa amplia nacional estudiantil, MANE, hace algunos años, o más recientemente las movilizaciones sociales y comunitarias de 2019 y 2021.

Estos textos, por lo tanto, invitan a no sumergirse en las prácticas académicas cediendo ante el pensamiento ingenuo de que la Universidad es externa a la sociedad y que sólo establece con ella relaciones de comunicación, ni mucho menos en la proclamación de que la Universidad es el mundo privilegiado de la academia, de las ciencias y tecnologías, del saber, de la cultura y de las artes, repitiendo que es la esfera por antonomasia de la libertad de pensamiento y de expresión, y el reino máximo de la tolerancia y del reconocimiento del pluralismo, olvidando que por la Universidad cruzan los problemas y contradicciones sociales y que es posible, en ella y desde ella, intervenir aportando visiones críticas, a partir de lo que ella representa.

Ahora bien, la sociedad contemporánea a la Universidad de hoy, no es la misma de hace cincuenta años, pero por ello mismo la Universidad tiene que estar comprometida con los cambios que se vienen escenificando en esta época histórica del capitalismo que estamos viviendo. No son meras transformaciones de coyuntura, sino una reorganización profunda de la organización social productiva que ha hecho obsoletos los mismos paradigmas explicativos o críticos que quizás fueron válidos en otros momentos.

Uno de los puntos centrales de esa reestructuración toca con la redefinición del trabajo, cuyos nuevos perfiles han permitido hablar de la difusión del mismo en la sociedad, pues ya no depende de un agregado de horas, ni responde a una actividad mecánica, ni está focalizado en un lugar autónomo y cerrado, en sitios fabriles y en oficinas, sino que se despliega en cualquier espacio, en todos los intersticios de las relaciones sociales. Y al mismo tiempo, señalar que ya la producción no está determinada por el trabajo material, que el Estado ha cambiado de misión, que nuestras mismas individualidades se interrogan de manera múltiple más allá de las categorías simples de hombre y ciudadano, y que las nuevas formas del trabajo han desplegado al tiempo nuevos espacios de esclavitud y de libertad.

Desde otro ángulo, el orden global del Imperio2 ha hecho desaparecer la anterior misión de los Estados nacionales, que subsisten sólo como estructuras jurídico-formales, pero que ahora nada tienen que ver con la reivindicación de tradiciones, historias, culturas o etnias nacionales, y que han quedado desposeídos de la soberanía que antes proclamaban sobre el territorio, sus riquezas, sus pueblos, su moneda y su orden jurídico, y los ha subordinado a las estrategias del capitalismo global definidas en novedosos espacios del poder imperial, de los cuales son un ejemplo las organizaciones mundiales de comercio, que buscan integrar la educación como bien mercantil.

Todos esos rasgos o características del mundo contemporáneo que hemos abordado en otros momentos (Moncayo, 2002 y 2018), tienen repercusiones en el campo de la educación superior. Ya no se reconoce, por ejemplo, que el Estado tenga una especial responsabilidad frente a las Universidades que él mismo había organizado y protegido, y que incluso reclamaba para fortalecer la idea nacional, como es el caso de la Universidad Nacional de Colombia, sino que ellas deben comportarse como cualquier otra institución de idéntico género en el mismo mercado en el cual actúan, y su reconocimiento y acreditación deben ser resultados de cómo pueden competir en él con éxito.

De igual manera, como se han transformado el trabajo y también las exigencias de calificación profesional, y ya no existen las perspectivas y necesidades de vinculación laboral de otrora, deben concluir las ahora llamadas rigideces de los saberes, disciplinas y profesiones, para abrir paso a las competencias múltiples, flexibles y asociativas demandadas hoy, que, además, no se suministran de manera exclusiva por las Universidades, sino también en otras instancias privadas o públicas. Y claro, como se trata de un comportamiento de típica connotación mercantil, de manera progresiva el Estado tiene que abandonar a su propia suerte el financiamiento de las Universidades estatales, en forma semejante a como lo viene haciendo en otros sectores de la educación, en la salud o en la seguridad social.

En medio de ese abigarrado y complejo panorama en el cual nos encontramos, el movimiento universitario tiene ante sí un reto mayúsculo para trascender los límites de su universo, y aspirar a situarse frente al nuevo orden capitalista, muy similar al que tienen también hoy otros sectores sociales. Su nuevo horizonte ya no pasa por reivindicaciones como las que estructuraron el Programa Mínimo de 1971, ni por el debate teórico-político sobre la sociedad capitalista que floreció en aquel entonces, que ya no es el mismo. Las nuevas luchas que con certeza se focalizarán alrededor de otros problemas surgidos de las transformaciones propias de la fase actual del capitalismo, podrán erigirse otra vez como rebeliones en búsqueda de rupturas, y podrán enlazarse de manera interseccional con otras que no dejarán de producirse.

Los textos aquí reunidos han podido producirse gracias a las decisiones de apoyo eficiente por parte de la Vicerrectoría de la Sede de Bogotá a cargo del profesor José Ismael Peña, de la Decanatura de la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Nacional de Colombia regentada por el profesor Hernando Torres Corredor, y de la Directora del Departamento de Ciencia Política, la profesora Carolina Jiménez. Igualmente, hemos contado con el valioso aporte de los investigadores que se han ocupado de esta misma época mencionados en la bibliografía y a lo largo de los ensayos de la obra. No menos importante ha sido la cooperación de los auxiliares Diana Catalina Fabra-Parra, Miguel Ángel Restrepo y Daniel Felipe Useche Daza, quienes contribuyeron a la búsqueda de fuentes documentales y bibliográficas, a su organización y análisis, y a la elaboración de textos pertinentes incluidos como anexos.

También hemos contado con las apreciaciones de varios de los actores de la rebelión evocada, y de colegas académicos que han sido consultados sobre los asuntos considerados. El conjunto reúne dos ensayos: uno sobre el cogobierno en la Universidad Nacional: entre la reforma, la ruptura antisistémica y la represión, y otro sobre la caracterización del movimiento estudiantil de 1971 (“Todos dejamos de estar a la espera”). Incluye, además, un conjunto de anexos que comprenden una aproximación al sistema universitario de la época, a la identificación social del estudiantado en la Universidad Nacional en los inicios de los años setenta, y a la problemática del movimiento en las universidades regionales. Esperamos que nuestra contribución enriquezca el estudio de movimientos como el abordado y sirva, de alguna manera, para cualificar los que ambicionamos no se detengan y enfrenten en el futuro próximo la realidad capitalista de nuestra colectividad social.

Notas

1 Serie Historia de la Universidad Nacional de Colombia, Bogotá, Unibiblos. (Coordinada y orientada por el historiador Mario Aguilera).

2 Utilizamos esta expresión en el sentido asignado por la obra teórica y política de Toni Negri.


Cogobierno en la Universidad Nacional: entre el reformismo, la ruptura antisistémica y la represión

Víctor Manuel Moncayo C.

I. El contexto social y político del movimiento universitario 71-72

— De los años de la segunda postguerra al Frente Nacional

El movimiento universitario de los años setenta, se despliega en el contexto de las transformaciones ocurridas en la sociedad colombiana durante las dos décadas precedentes. Como bien lo han expuesto los analistas de nuestra realidad,3 los años de la segunda postguerra provocaron un gran salto en el desarrollo capitalista colombiano. En efecto, una vez desaparecidas las limitaciones impuestas por la Segunda Guerra Mundial, fue posible destinar las reservas acumuladas al consumo productivo (adquisición de bienes industriales), mejoraron sensiblemente las exportaciones y, por ende, la disponibilidad de divisas. Como consecuencia, la actividad industrial adquirió un dinamismo vertiginoso que se tradujo en una tasa media de crecimiento anual del 9.4 % durante el período 1945-1953, proceso que estuvo acompañado siempre de una profundización de sus rasgos monopólicos. Fue un salto cualitativo que revivió, de otra parte, la conflictividad agraria que desembocó en la violencia bipartidista y, para sofocarla, en la alteración del régimen político, primero bajo el gobierno militar de Rojas Pinilla (1953-1957), y luego bajo el amplio período del Frente Nacional (1968-1974) que desnaturalizó los mecanismos de la llamada participación democrática.

Esa situación corrió pareja con una represión profunda de las luchas reivindicativas, y con el fenómeno de la violencia bipartidista en el campo. El breve lapso de degeneración de la denominada normalidad democrática, bajo la dictadura militar de Rojas Pinilla, concluyó con un pacto de los partidos tradicionales y de los sectores económico-sociales que ellos representaban, que permitió la restauración institucional bajo el régimen conocido como Frente Nacional, el cual limitó durante dieciséis años (1958-1974) las posibilidades de acceso a las funciones públicas exclusivamente a los integrantes de los dos partidos tradicionales, mediante las reglas de alternación de ellos en la Presidencia de la República y de distribución paritaria de todos los cargos y empleos públicos.

Esta época estuvo signada por la incidencia de fenómenos como el renacimiento de las luchas reivindicativas sindicales, la revolución cubana, la política norteamericana de la Alianza para el Progreso, la reconversión de la antigua guerrilla liberal en movimiento armado de connotación política y social (nacimiento de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, FARC, ligadas al Partido Comunista, como consecuencia del ataque militar a la población rural de Marquetalia en mayo de 1964), y la aparición de otros movimientos subversivos, en especial el Ejército de Liberación Nacional, ELN (1964), al cual se vinculó el sacerdote Camilo Torres Restrepo (1965), y el Ejército Popular de Liberación, EPL (1967). En ese escenario reapareció la política de reforma social agraria, con características redistributivas, que no tuvo éxito por la predominancia de la tendencia histórica de consolidación y transformación capitalista de la gran propiedad tradicional.

La década de 1970 se inició con la controvertida elección del presidente Pastrana Borrero, considerada como producida mediante fraude a la voluntad popular que habría favorecido al General Rojas Pinilla, que dio lugar luego a la conformación del grupo insurgente M-19 (finales de 1973), denominado así para asociarlo a la fecha de los comicios electorales fraudulentos (19 de abril de 1970).

En esos momentos el proceso de urbanización se mostraba progresivo y caótico, provocando a finales de los años sesenta sensibles problemas de desempleo urbano. La principal respuesta fue considerar como líder al sector de la construcción, por su papel generador de empleo, organizándose para ese fin un sistema de acceso a la vivienda con financiación en Unidades de poder adquisitivo constante (UPAC). Durante estos mismos años de vigencia del Frente Nacional, la acción represiva se agudizó al amparo del Plan Laso agenciado por los Estados Unidos,4 combinada con políticas como la promovida por la Alianza para el Progreso del mismo gobierno norteamericano, y el fracasado intento de reforma agraria que produjo el efecto contrario a su aparente propósito redistributivo, consolidando la gran propiedad tradicional y favoreciendo su transformación capitalista.

En materia laboral, frente al crecimiento de las reivindicaciones y a la revitalización del movimiento sindical, los gobiernos del Frente Nacional utilizaron tanto las medidas de cooptación como los instrumentos de represión física, en el contexto del empleo casi permanente de las facultades excepcionales del Estado de Sitio. (Moncayo y Rojas, 1978; Gallón, 1979).

Las resistencias se multiplicaron, no sólo por la organización de otras iniciativas armadas ya mencionadas como el ELN y el EPL o el M-19 nacido como respuesta a la elección controversial de Pastrana Borrero, sino por múltiples movimientos sociales y políticos, que elevaron sus protestas, inclusive con intentos de revuelta e insurrección popular como el paro del 14 de septiembre de 1977, antecedente de la adopción del tenebroso Estatuto de Seguridad (1978) que reprimió y estigmatizó toda manifestación contraria al orden establecido.

Es importante señalar a este respecto que la forma dictatorial que asumió el régimen político, no tuvo el sentido humanitario de detener un enfrentamiento que anegaba de sangre el territorio, sino que significó más bien un cambio estratégico consensuado por las clases sociales que se expresaban a través de los dos partidos tradicionales, para interrumpir la amenaza representada por el cambio advertido en la naturaleza de la resistencia, enfrentar selectivamente la subversión social calificada como “comunista”, adelantar procesos de cooptación e integración de otros sectores sociales, impulsar la transformación agraria por una vía de consolidación de la gran propiedad, avanzar en el modelo de desarrollo iniciado desde los años treinta, y reorganizar los aparatos estatales y el sistema de partidos.

Por ello, la interrupción de la dictadura en virtud del Frente Nacional tiene, en lo fundamental, un sentido de continuidad, y no puede verse como un acontecimiento de valor democrático civilista, sino como la consolidación de un bloque de poder que optó por ir más allá de la disputa por el botín burocrático, para continuar bajo otras formas la exclusión de amplios sectores sociales del sistema representativo, reorientar la política agraria en favor de la transformación capitalista de la gran propiedad, organizar el control social y la represión con el mecanismo del Estado de Sitio, y combinar las formas tradicionales con la organización de bandas paramilitares (“guerrillas para la paz”) y con acciones de cooptación de corte cívico-militar. Obviamente, la organización de la coalición bipartidista se encontró con movimientos políticos de oposición como el Movimiento Revolucionario Liberal, MRL, disidencia significativa del Partido Liberal; otros movimientos de izquierda; la Alianza Nacional Popular —ANAPO— (dirigida por el general Gustavo Rojas Pinilla), y las organizaciones subversivas armadas ya mencionadas.

Como lo advierte Múnera,5 gracias al Frente Nacional, “el Estado, sin llegar a cumplir plenamente las funciones institucionales de legitimación y control social, se fortaleció como actor colectivo y empezó a jugar un papel determinante en el manejo de la política económica y en la represión policial o militar del descontento popular”. Obviamente, el encuentro de los partidos tradicionales con otras fuerzas o movimientos, hicieron posible el surgimiento de otros actores políticos que buscaron “autonomía política” e “independencia organizativa”, en el marco de un proceso signado por factores tales como una incipiente secularización de la política que debilitó el papel que venía jugando la Iglesia Católica; la migración del campo a la ciudad; y una nueva intelectualidad surgida en el medio universitario.

— El panorama general a finales del Frente Nacional

Ahora bien; el panorama general de las luchas, organizaciones y situaciones socio-políticas en los comienzos de los años setenta (durante el último período presidencial del Frente Nacional 1970-1974), acumula todos los procesos acaecidos desde su inicio en 1958, y se puede describir, en apretada síntesis, de esta manera:

a) La cuestión agraria

Ante la frustración del proyecto agrario redistributivo impulsado bajo el gobierno de Lleras Restrepo, la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC), organización nacida a comienzos del mes de julio de 1970 por iniciativa y con el apoyo del propio Presidente Lleras Restrepo, cuyo objetivo inicial era contribuir al desarrollo de ese proyecto reformista agrario, tuvo que enfrentar el abandono de esa iniciativa reformista, que se hizo explícito en el llamado Pacto de Chicoral en enero de 1972. Este Pacto concluyó con una declaración de delegados gubernamentales, representantes de los gremios empresariales y de los partidos tradicionales para poner fin a la orientación reformista, hacer énfasis en la productividad de los latifundios, y entorpecer los procedimientos de reforma agraria establecidos por la ley 135 de 1961,6 frente a lo cual el movimiento campesino se reorganizó para contener los desalojos masivos de campesinos en los latifundios, y formular un plan nacional de invasiones bajo una dirección clandestina. Se trataba como lo indica Silvia Rivera, de la irrupción “de un sector de líderes independientes, que planteaban la necesidad de desligarse de la tutela de los partidos tradicionales para evitar la burocratización de la organización y la urgencia de adoptar medidas de presión a favor de una política redistributiva”. (Rivera Cusicanqui, 1987, en Múnera, 1984: 248 y ss).

Es así como, a finales del mes de febrero de 1971, se realizaron 316 tomas de tierras en trece departamentos con la participación de 16.000 familias y, en los meses subsiguientes, las invasiones estuvieron acompañadas de ocupación de oficinas públicas y paros cívicos en numerosas localidades y regiones. En el mes de octubre se registraron 135 tomas en seis departamentos y la oleada se extendió hasta comienzos de 1972. Luego la acción gubernamental provocó la escisión de la ANUC en dos líneas, la línea Sincelejo y la línea Armenia, la primera de las cuales conservó la radicalidad de la lucha y se aproximó a sectores de izquierda. Todo este entramado conflictivo es parte del escenario crítico de la época objeto de análisis.7

b) El escenario laboral

En el mundo laboral, durante los años sesenta, en medio de la reorientación industrial, de alzas salariales y del mejoramiento de las condiciones de venta de la fuerza de trabajo, no se alteró la tasa de ganancia, pues la participación del conjunto de la remuneración (sueldos, salarios y prestaciones) en el valor agregado bruto real evidenció una tendencia decreciente que, según el DANE, pasó de un índice de participación de 32,4 % en 1958 a 29,6 % en 1969 (Moncayo y Rojas, 1978, p. 199). En los movimientos, el sindicalismo agrupado en las centrales CTC y UTC acudió a las formas de arreglo directo y de tribunales de arbitramento, mientras que la CSTC y el sindicalismo independiente apelaron a las huelgas. En cuanto al crecimiento de estas centrales, es notorio el bajo ritmo de las centrales tradicionales (CTC y UTC) frente a la CSTC y los sindicatos independientes, hasta el punto que en el lapso 1965-1974, las dos primeras aumentaron en un 54 % y un 17 % respectivamente, mientras las dos restantes crecieron un 139 % y un 61 %. (Múnera, 1984: 312 y 327; Gómez Buendía, et al. 1986).

El Estado, por su parte, ante las huelgas y tomas de fábrica que sólo podía controlar mediante mecanismos represivos y tratamientos penales, buscaba formas institucionales y jurídicas para integrar la lucha reivindicativa, como la adopción del régimen de arbitramento obligatorio. La situación era de tal manera convulsiva, que las mismas centrales tradicionales se vieron forzadas a convocar un paro para el 25 de enero de 1965, que el gobierno logró frustrar y conjurar el día inmediatamente anterior mediante la conformación de una Gran Comisión de Estudios, cuyos resultados se plasmaron pronto en el Decreto 2351 de 1965, cuyas disposiciones permitieron al Estado moldear nuevas instituciones para controlar la lucha reivindicativa, introduciendo la alternativa entre huelga o arbitramento obligatorio, la cual representaba un mecanismo disuasivo, pues la opción de cesación de labores significaba la suspensión de los contratos de trabajo y, por consiguiente, el no pago de salarios. Posteriormente el arbitramento obligatorio se volvió más expedito, pues la ley 48 de 1968 lo permitió en cualquier tiempo mediante decisión del Presidente de la República previo concepto de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, para impedir la huelga en cualquier momento del proceso reivindicativo, a lo cual se añadió la tesis jurisprudencial de los “contrapliegos patronales” (Moncayo y Rojas, 1978: 206-209 y ss.).

Como consecuencia de la utilización de esos instrumentos jurídicos, a partir de 1970 empezó un descenso del salario real y una reducción sensible del número de huelgas, lo cual determinó en buena parte que “la fuerza laboral del país empieza… a sacudirse en forma vigorosa de las centrales obreras tradicionales, UTC y CTC, utilizadas como instrumentos paraestatales de integración política e ideológica. Es así como, de un total de huelgas realizadas durante los años 1971 a 1973, sólo treinta fueron dirigidas por la UTC y la CTC, mientras que la CSTC lideró cuarenta y las agrupaciones sindicales independientes ochenta y ocho; es decir, que el 73,34 % de la conflictividad escapaba ya al control de las centrales paraestatales, y el 56,69 % rechazaba la orientación de la lucha reivindicativa tanto de las centrales tradicionales como de la CSTC relacionada con el Partido Comunista, lo cual va unido al abandono de las centrales patronales y al auge de las restantes, incluida la CSTC” (Moncayo y Rojas, 1978, p. 223).

Sin embargo, y como consecuencia del viraje en la afiliación sindical, se presentó un movimiento reivindicativo muy significativo por parte de los trabajadores oficiales: las huelgas combativas del magisterio en 1962, 1964, 1965 y 1966; la huelga en el Ferrocarril del Atlántico en 1962; en 1963 las presentadas en Puertos de Colombia, en los Ministerios de Justicia y Comunicaciones, y en el Instituto de Fomento Municipal, INSFOPAL; en 1965 en Puertos de Colombia, en los Ministerios de Justicia y Trabajo, en la Contraloría General de la República, en Telecom, y en los hospitales de Bogotá, Santa Marta, Ibagué y Cali; y en1966 en Puertos de Colombia, en numerosos hospitales y en las Empresas Públicas de Cartagena. En efecto, esa revitalización de las luchas condujo a que el aumento de la conflictividad en los servicios atendidos por trabajadores del Estado, se tradujera en un ascenso porcentual de 34.09 % en 1969 y de 45,5 % en 1970, respecto del nivel de 1968. Fue así como, al final de la década del sesenta se presentaron los paros cívicos del 22 de enero de 1969 contra el alza del transporte y de los servicios públicos, la huelga en el Puerto de Buenaventura, y el movimiento de los obreros de la industria del cemento, que unieron a amplias capas populares a las luchas obreras.

Sin duda, todo bajo la influencia de las corrientes políticas de izquierda que empezaron a florecer en esa época que, además, sirvieron de canales políticos para que muchos cuadros estudiantiles transitaran hacia las organizaciones de trabajadores como sus instructores, asesores o dirigentes. Como lo señala Múnera, “la integración de los estudiantes a las organizaciones obreras implicó el encuentro de dos lógicas de acción diferentes. El movimiento estudiantil ponía en juego la concepción global de la sociedad y el sentido del sistema educativo, pero no tenía una relación directa con la subsistencia de sus protagonistas. Mientras tanto, el objetivo inmediato del movimiento sindical consistía en garantizar la subsistencia de los trabajadores y mejorar sus condiciones de vida. En él los cambios globales de la sociedad eran metas mediatas y difusas” (Múnera, 1984, p. 376).

c) Los movimientos cívicos

Antes de la década del setenta, el más significativo movimiento cívico fue, sin duda, el paro general promovido en las “jornadas de mayo” contra la dictadura de Rojas Pinilla, por los sectores dominantes y gremiales asociados a los partidos políticos tradicionales, que logró una importante movilización popular, en la cual la participación estudiantil, especialmente universitaria, jugó un papel definitivo, hasta el punto que los estudiantes se erigieron socialmente como los héroes que derrocaron el régimen militar el 10 de mayo de 1957, punto de inflexión para los pactos políticos de los partidos y de los sectores dominantes, que dieron origen a la deformada restauración democrática de los dieciséis años del Frente Nacional.

Esa experiencia, sin embargo, fue la simiente de acciones colectivas de protesta tanto en el mundo rural como urbano que, poco a poco, descubrieron los movimientos o paros cívicos como instrumentos específicos para exigir y alcanzar reivindicaciones, generalmente asociadas a la vida comunitaria. En realidad, esas experiencias no fueron tan numerosas entre 1957 y 1970, pues los analistas sólo registran un total de dieciséis paros cívicos en ese período, pero adquirieron mucha vitalidad y fuerza a comienzos de los años setenta, de manera coincidente con el movimiento universitario de esos mismos años. Su magnitud fue tal que se ha estimado que durante la década del setenta aproximadamente 4,5 millones de personas de pueblos y ciudades se comprometieron en esos movimientos. Se trataba de movimientos localizados en poblaciones menores de cien mil habitantes y mayoritariamente en centros entre veinte mil y cincuenta mil habitantes. Sus principales reivindicaciones giraban alrededor de los servicios públicos (agua potable, energía, educación, salud y transporte) y del desigual desarrollo regional (infraestructura, actividad industrial, inversiones, crédito y mercadeo).8 Su novedad reside en lo que más recientemente se llama interseccionalidad,9 pues compromete a muchos sectores sociales víctimas de la desigualdad e inequidad sociales y no solamente a los regidos por relaciones salariales, como lo evidencia, además, en este momento cronológico de los años setenta, la insurgencia del movimiento campesino y la irrupción del movimiento universitario objeto de este ensayo, que postulan precisamente el problema global del sistema económico y social en medio de tantas particularidades. Es un fenómeno que, ahora vemos más claro, fue un verdadero fantasma que no significa identidad, pero que al mismo tiempo se erigió como una nueva amenaza para todos los agentes del sistema capitalista. Es una realidad fantasmagórica que, desde hace ya más de veinte años, se ha venido denominando multitud,10 enlazada por esa suerte de interseccionalidad, que no tiene un solo eje de dominación, sino que reconoce la naturaleza compleja de las jerarquías dominantes de raza, clase, sexo, género y nacionalidad que viven en ella.

d) Las subversiones armadas y las organizaciones de izquierda

Todos los análisis políticos de las décadas de los sesenta y setenta coinciden en señalarlas e ilustrarlas como un momento histórico de ebullición, y precisamente esa circunstancia es coincidente con la efervescencia del movimiento universitario que se desplegó en esos mismos decenios. Sin la pretensión de explicar plena e integralmente esa circunstancia, sí conviene presentar algunos de sus rasgos esenciales en estos términos: (Múnera, 1984 y Notas previas…).

1) Un referente necesario es la existencia del Partido Comunista Colombiano, PCC, creado desde 1930 como sucesor del Partido Socialista Revolucionario, PSR, de los años veinte, que reunió en esa época las corrientes anarquistas y socialistas para disputarle al Partido Liberal la hegemonía del movimiento sindical.

2) Luego de las formas de autodefensa campesina organizadas para afrontar la violencia liberal-conservadora, y como respuesta al ataque armado del Estado a Marquetalia, El Pato, Guayabero y Riochiquito, la organización se redefinió en mayo de 1964 como Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, FARC, y se inscribió dentro de la orientación de la “combinación de todas las formas de lucha” adoptada por el PCC.

3) Unos años antes, en 1959, surgió el Movimiento Estudiantil Campesino MOEC, para realizar actividades guerrilleras. Después de asesinado su líder, Antonio Larrota, se fraccionó en 1964 dando lugar al MOIR (1969) y al Frente Unido de Liberación FUL y las Fuerzas Armadas de Liberación FAL. Estos últimos grupos se desintegraron antes de las elecciones de 1970. En 1962, se creó el Partido Revolucionario Socialista, PRS, como resultado de la fusión del grupo ARCO (Acción Revolucionaria Colombiana) y del grupo del periódico Estrategia, el cual por divisiones internas desapareció en octubre de 1963.

4) Entre 1962 y 1964 una alianza de varios grupos integró el Frente Unido de Acción Revolucionaria (FUAR), como una alternativa al PCC. Las publicaciones Prensa Obrera y Espartaco agruparon a intelectuales y universitarios trotskistas vinculados a la IV internacional.

5) Del lado de los partidos tradicionales, en 1960 apareció el MRL, creado por Alfonso López Michelsen como una disidencia del Partido Liberal, que se mantuvo activo hasta 1968. Igualmente se fundó la ANAPO en 1964 que estuvo vigente hasta mediados de los años setenta.

6) En julio de 1964, miembros de antiguas guerrillas y militantes de grupos nacidos entre 1959 y 1964, crearon el Ejército de Liberación Nacional, ELN, al cual se integraron cuadros de organizaciones populares o estudiantiles como la Unión Sindical Obrera, USO, la Federación Universitaria Nacional, FUN, y la Asociación de Universitarios de Santander, AUDESA. Casi contemporáneamente (1964-1965) surgió el Frente Unido liderado por Camilo Torres, quien se unió al ELN y murió en combate (febrero 15 de 1966). El legado de Camilo Torres fue recogido por el grupo Golconda (1968-1973), sucedido luego por SAL (Sacerdotes para América Latina) (1972) y por las CEBS (Comunidades Eclesiales de Base). En marzo de 1964 en una reunión del CIMREC (Comando de integración de los movimientos revolucionarios colombianos) se fundó el PC M-L, cuyo primer congreso constitutivo se celebró en 1965, con una declaración explícita maoísta, y con el EPL como brazo armado; luego se escindió en la Línea proletaria y la Tendencia M-L.

7) A finales de 1971 y comienzos de 1972, quienes estaban agrupados en la llamada Tendencia Socialista (alrededor de publicaciones como Crítica Marxista, Diario Latino, Gaceta Obrera, Comandos Camilistas y Prensa Obrera) se identificaron como el Bloque Socialista, embrión de un nuevo partido político, abanderado de la revolución permanente frente al reformismo del PCC, el anarco sindicalismo del MOIR, y el extremoizquierdismo del ELN y los sectores del M-L. Una fracción del Bloque formó la Unión Revolucionaria Socialista (URS), que se expresaba en el periódico El Manifiesto, que se disolvió después de las elecciones de 1978. El Bloque tuvo incidencia en los sindicatos del magisterio y en el movimiento universitario.

8) Al concluir el año 1973 se conformó el M-19 con sectores provenientes del PCC, de las FARC, de la Anapo Socialista, y algunos militantes del ELN y de organizaciones populares.

Como puede apreciarse, se trata de una abigarrada constelación de organizaciones y tendencias políticas de izquierda, desligadas de los partidos tradicionales, en medio de la cual ha de escenificarse el movimiento universitario objeto de estudio, cruzado por todas esas orientaciones diversas y hasta antagónicas.

En este contexto se enmarca, sobre todo a nivel teórico-político, la muy significativa ebullición del debate ideológico (grupos comunistas, maoístas, trotskystas y socialistas), que se expresó durante los años sesenta y setenta, considerado de manera específica en otro ensayo de esta obra,11 el cual se desplegó principalmente en el movimiento universitario de 1971-1972.

e) El Estado de Sitio

Desde el punto de vista de la armazón institucional del régimen político, desde la Constitución de 1886 había estado dotada del instrumento del Estado de Sitio, surgido en el constitucionalismo desde la revolución francesa. En Colombia fue un mecanismo de excepción que permitía al Ejecutivo “declarar turbado el orden público”, bien sea en la totalidad del territorio o en una parte de él, y asumir ciertas prerrogativas con miras a su restablecimiento, cuando quiera que se presentara una “guerra exterior” o una “conmoción interior”, tiempo durante el cual el Presidente de la República estaba autorizado para sustituir las competencias del órgano legislativo y, especialmente, para exceptuar las reglas y garantías fundamentales previstas para “tiempo de paz”.12 En ese momento regía el sistema de la Carta de 1886 con las modificaciones introducidas en las reformas constitucionales de 1910, 1960 y 1968 (Gallón, 1979).

Pues bien, durante el período objeto de análisis, el Estado de Sitio fue un instrumento de uso casi permanente por parte del Ejecutivo (Gallón, 1979). En los años sesenta es importante recordar su utilización con ocasión de las expresiones de protesta contra la invasión de los Estados Unidos de América a Santo Domingo en mayo 1965, y del rechazo a la presencia de John D. Rockefeller, quien visitó la Universidad Nacional en compañía del propio Presidente de la República, donde fueron literalmente expulsados de la ciudad universitaria (octubre 26 de 1966). La respuesta gubernamental fue la liquidación de la organización estudiantil —la “Federación Universitaria Nacional”, FUN—, la supresión del Consejo Superior Estudiantil de la Universidad Nacional, CSE, la eliminación de la representación de los estudiantes en el Consejo Superior Universitario, y la ocupación militar de la ciudad universitaria.

El gobierno de Pastrana Borrero heredó el Estado de Sitio decretado por Lleras Restrepo (en su período total de cuatro años, sólo nueve meses y cuatro días transcurrieron sin Estado de Sitio), desde el 9 de octubre de 1969, hasta el 17 de noviembre de 1970 que, luego de tres meses, se reinstaló en febrero de 1971, a raíz de los hechos ocurridos con ocasión del movimiento estudiantil en Cali, para perdurar casi durante todo su período presidencial, con medidas esencialmente represivas de toda protesta o reivindicación. La justificación de ese restablecimiento del Estado de Sitio fue la huelga que estalló en la Universidad del Valle, la cual vinculó a los estudiantes y a una parte de los profesores que se oponían a la decisión tomada por el Rector, contra su opinión, de designar un decano de facultad. El movimiento denunció y rechazó, además, la actividad de ciertas fundaciones nacionales y norteamericanas en la Universidad. La precipitada intervención del Ejército en el conflicto produjo entre quince y veinte muertos y decenas de heridos el 26 de febrero de 1971 (Ordóñez, 2011). Esto coincidió con las invasiones campesinas en varios departamentos del país en los primeros meses de 1971, los conflictos en otras universidades (Cauca y Pereira), el paro nacional de maestros del 12 de febrero, el paro general de trabajadores anunciado para el 8 de marzo por la UTC y la CSTC, la intervención del ejército en la huelga de Ecopetrol en agosto de 1971, y la conducción de varios trabajadores de esta empresa a Consejos de Guerra, bajo la acusación de sabotaje a la producción.

Pero, lo más significativo fue que, bajo el gobierno de Pastrana Borrero, la institución del Estado de Sitio se perfeccionó y se acentuó su utilización sistemática. Lo más destacado fue la organización de los mecanismos utilizados en el pasado para restringir ciertas libertades, la extensión de las esferas de competencia del Ejército, de la Policía y de los organismos secretos, el control de los efectos de la “anormalidad” sobre la distribución de servicios públicos, el toque de queda, las requisas, la prohibición de grupos mayores de tres personas, reuniones y manifestaciones, la censura de prensa, el restablecimiento de los Consejos de Guerra, el fortalecimiento de la Justicia Penal Militar y del DAS, las medidas restrictivas del derecho de huelga y, en fin, las adoptadas contra el movimiento universitario que consideraremos posteriormente. En síntesis, el gobierno de Pastrana Borrero dio prueba de una elevada y temible capacidad de utilización del Estado de Sitio (Gallón, 1979).

f) Las Fuerzas Armadas

Otro factor clave en esta rápida contextualización de la época de nuestro objeto de estudio, es el proceso acumulado de la violencia bipartidista, la dictadura y finalmente el Frente Nacional, que condujo, como bien lo advierte Múnera (1984, pp. 19 y ss), a la conversión de las Fuerzas Armadas en “un actor institucional con amplios niveles de autonomía en el manejo del conflicto con la guerrilla y en el control represivo de la protesta popular”.

Forman parte de ese proceso, el restablecimiento de la justicia penal militar en 1965 mediante Decreto de Estado de Sitio, ampliamente utilizada, especialmente durante el Frente Nacional para juzgar una extensa gama de delitos asociados a la alteración del orden público; la adscripción de la Policía a las Fuerzas Militares para que asumiera el control de la protesta social como un asunto ligado a la seguridad nacional; las campañas cívico-militares que militarizaron muchos departamentos y municipios, como parte del Plan Laso (1962-1965) y del Plan Andes (1968-1974); la presencia en juntas directivas de entidades descentralizadas; y la formación estratégica y militar en las escuelas estadounidenses. Su presencia en el conflicto estudiado a comienzos de los años setenta, se advertirá posteriormente.

g) El Sistema Universitario13

El sistema universitario colombiano se remonta a las primeras universidades fundadas en Bogotá durante el régimen colonial: San Bartolomé, fundado por los franciscanos en 1605; el Colegio Mayor de Nuestra Señora del Rosario, fundado en 1653, previa autorización del rey Felipe IV, por el arzobispo de Santa Fe en el Nuevo Reino de Granada, Fray Cristóbal de Torres; la Universidad Javeriana, fundada por la Compañía de Jesús en 1623; y la Universidad Tomística establecida por la Orden de los Dominicos en 1636. En otras capitales de provincia como Popayán, Tunja y Cartagena también se constituyeron los Colegios Seminarios, especie de “instituciones de educación superior” responsables de la formación de sacerdotes católicos y abogados. Luego de la independencia, en 1826, Santander organizó la Universidad Central de Santafé de Bogotá, al igual que las Universidades Centrales de Caracas y Quito, posteriormente restaurada en 1867 como Universidad Nacional de Colombia. (Helg, 1987; Jaramillo Uribe, 1982; Moncayo, 2005, en especial capítulo I).

Ya en el siglo XX fueron agregándose nuevas universidades públicas y privadas y, especialmente, a partir de 1960 cuando se crearon diecisiete instituciones de educación superior (cinco fueron oficiales y el resto privadas, siete se ubicaron en Bogotá y diez en los Departamentos), de tal forma que en 1966 existían en el país sesenta y seis centros de educación universitaria. Un factor determinante del crecimiento fue la decisión de muchos departamentos de contar con su propia universidad pública.

Durante el período del Frente Nacional, como lo ha estudiado Arvone, el sistema educativo experimentó una gran expansión, y se recibieron grandes cantidades de recursos de ayuda extranjera, como también asistencia técnica por parte de agencias internacionales (UNESCO, PNUD, el Banco Mundial, la AID), que eligieron a Colombia como escenario de transformaciones educativas, y moldearon la dirección y el contenido del sistema escolar, pero conservaron las desigualdades de los años cincuenta y las diferencias entre educación rural y urbana, pública y privada, básica y superior, reflejando el sistema de estratificación de la sociedad colombiana y su dependencia económico-cultural de los Estados Unidos y de Europa Occidental. Durante la mayor parte de la década del 60 la prioridad para las agencias internacionales era la expansión y mejoramiento de la educación superior. De acuerdo al BIRF, entre 1960 y 1966, las principales agencias de asistencia técnica y préstamos fueron: US/AID, 8.400.000 dólares; las Fundaciones Ford, Rockefeller y Kellogs, 18.000.000 dólares; el Banco Interamericano de Desarrollo, 15.600.000 dólares; PNUD (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo) y agencias relacionadas, 5.500.000 dólares (Arvone, 1978).

En 1958, había aproximadamente un millón setecientos mil estudiantes matriculados en todos los niveles del sistema escolar, mientras en 1974, la cifra subió a cinco millones de estudiantes matriculados y 38.000 escuelas, atendidas por cerca de doscientos mil maestros. La matrícula de primaria llegó a ser más del doble, pasó de 1.493.128 a 3.844.128. La educación secundaria aumentó casi siete veces, pues se elevó de 192.079 a 1.338.876. La educación superior se incrementó de 20.000 a 138.000 estudiantes y, por primera vez, la mujer ingresó masivamente a las universidades, aunque todavía en 1965 el 80 % de los estudiantes de la Universidad Nacional eran varones. La matrícula universitaria estaba concentrada en Bogotá (54,5 %); Medellín, Cali y Barranquilla (26,2 %) y en los centros restantes del país (19,3 %). Todo en gran parte como respuesta a las exigencias sociales de la clase media urbana, más que como resultado de una política oficial dirigida a las necesidades del desarrollo, con énfasis en la gran extensión de la educación superior privada, limitando el tamaño e importancia de las universidades públicas, y discriminando aún más a los estudiantes de las clases bajas (Arvone, 1978).

Al respecto Arvone (1978) explica detenidamente este panorama en los siguientes términos:


“El ritmo y la forma que la expansión de la educación superior ha tomado en Colombia, corresponde a las exigencias del sector medio urbano que utiliza el sistema educativo para asegurar un estatus ventajoso para sus descendientes. La composición de clase social de los estudiantes que se gradúan en educación secundaria y que asisten a las universidades públicas, indica que los niveles superiores del sistema educativo están dominados por los estratos sociales superiores. Cataño, después de revisar estudios sociológicos relacionados con la educación en Bogotá, concluye que a lo sumo el 8 % de los estudiantes que se gradúan del bachillerato proviene de las clases bajas, el 80 % proviene de la clase media y 12 % de la clase alta. Rama presenta resultados similares y anota que los estudiantes de la Universidad Nacional (una institución supuestamente popular, no elitista) son descendientes de abuelos y padres con un nivel de educación relativamente alto, comparado con el promedio nacional. Los datos de la Universidad Nacional y de dos Universidades privadas elitistas de Bogotá (Los Andes y la Javeriana) respaldan esta afirmación. Mientras que sólo el 1,7 % de la población nacional masculina entre 40 y 59 años de edad ha asistido a una universidad, el 18.8 %, el 42,5 % y el 38 % de los estudiantes en estas instituciones, tienen padres que han sido estudiantes universitarios. Es interesante observar el énfasis puesto en la obtención de una educación universitaria para sus hijos por este grupo de padres relativamente exitosos, a pesar del hecho de que una mayoría de ellos no ha tenido ninguna educación universitaria. Las conclusiones a las que llegan estos autores son confirmadas e incorporadas en el informe de la OIT sobre Colombia: ‘Hacia el Pleno Empleo’. En general, los estudios sobre Economía de la Educación, adolecen de fallas metodológicas y limitaciones conceptuales en los indicadores económicos. Los enfoques presentados por los autores citados, tienden a hacer aparecer el problema como una cuestión simplemente de finanzas, prescindiendo de un contexto social en donde se da el fenómeno caracterizado por un conflicto fundamental. Con frecuencia se confunden los conceptos de correlación y causalidad, y no se tiene ningún control sobre variables externas que pueden afectar…”.



Aunque el número de universidades públicas y privadas era casi el mismo, la proliferación de las privadas fue muy importante en las décadas anteriores a 1970, por demanda de capas medias como medio de ascenso social; por la facilidad de la formación nocturna, o por razones simplemente mercantiles. Las universidades privadas sólo dependían del Estado para su reconocimiento, pues su supervisión era meramente teórica. Se agruparon para defender sus intereses en la Asociación Colombiana de Universidades, ASCUN, creada en 1958, la cual funcionó en una extraña simbiosis con el Fondo Universitario Nacional, FUN, de tal manera que el funcionamiento de esta institución estatal quedó controlada por un grupo de rectores de universidades privadas. (Lucio y Serrano, 1982).

Las universidades privadas tenían una organización interna definida por la institución misma, sin control ni participación real de profesores y estudiantes, y su financiación era casi totalmente de origen privado pues sólo algunas recibían auxilios o aportes estatales. Por el contrario, las universidades públicas sí tenían reglas definidas, según su naturaleza, por el Congreso o por los cuerpos representativos del orden territorial, en especial la Universidad Nacional de Colombia.14 En cuanto a las universidades públicas del orden nacional, adquirieron formalmente el carácter de establecimientos públicos (entidades descentralizadas), dirigidas por rectores designados por el Presidente de la República, como consecuencia de la reforma constitucional de 1968 promovida por el Gobierno de Lleras Restrepo.

Anota Arvone:


“En 1970 se gastaron en términos absolutos más fondos públicos en los 23.000 estudiantes que asistían a las Universidades Nacionales, que en 1.352.000 niños y jóvenes en edad escolar primaria y secundaria en las áreas rurales... Este comentario llama la atención sobre el carácter elitista de la educación superior, para develar el mito del carácter popular de la universidad pública. Tanto la universidad privada como la pública, acogen a los hijos de la élite; la diferencia está en que la élite que va a la universidad pública se educa a más bajos costos. La participación de los sectores no privilegiados de la sociedad en la universidad es mínima. (...) Una vez más debe anotarse que, aunque se gasta más dinero en la educación primaria que en la educación superior, se destina menos del 10 % del presupuesto de la escuela primaria a las áreas rurales. En términos de gastos per cápita, el gobierno gastaba (…) más de $ 4.500.00 en educación superior. (...) los gastos públicos que podrán distribuirse por nivel educativo en 1970, el 24 % fue a la Universidad, el 15 % a la secundaria y el 61 % a la educación preescolar y primaria; en 1958, al comienzo del Frente Nacional las cifras correspondientes fueron 24, 27 y 49 %”.

“(...) El rápido crecimiento de la educación superior (14 % anual) no corresponde ni a políticas gubernamentales adecuadas ni a consideraciones económicas relacionadas con sus beneficios públicos. En el nivel de la educación superior, el mayor crecimiento se dio en Humanidades, Bellas Artes, Ciencias Sociales y Educación, no en los campos científicos y técnicos más directamente relacionados con él…”.



Al respecto Acevedo (2015: 102-111) anota:


“(...) Entre 1950 y 1967 se fundaron en el país veinticuatro universidades. La mayoría de ellas eran instituciones públicas departamentales, pero no faltaron las universidades privadas. (…) La educación universitaria se expandía, y aunque nunca se presentó en el país el fenómeno de la universidad de masas, el número de matriculados había aumentado con respecto al período anterior. Hacia 1974 había en Colombia 142.000 estudiantes matriculados: cerca de 75.500 en universidades públicas y 66.500 en universidades privadas. Esto significó un considerable incremento del acceso a la educación superior en el país; aumento impulsado, en buena parte, por iniciativas privadas, pues diez de las veinticuatro universidades recién creadas eran instituciones particulares. Desde mediados del siglo XX, la tecnocracia mundial señalaba a la universidad como el único medio capaz de encauzar a un país por el camino del desarrollo técnico e industrial. Con este objetivo, el panorama educativo para mediados de este siglo mostraba la necesidad de emprender una serie de reformas en la educación superior. Esta reforma, en esencia, tenía como soporte una racionalidad técnico-instruccional que caracterizaría la tendencia modernizadora en todo el panorama latinoamericano. En dicho sustento, se consideraba que el desarrollo y el progreso de los países sólo se podían alcanzar a través de la implementación de un sistema de educación superior orientado por la enseñanza de la técnica y la tecnología. En Colombia, un ejemplo significativo de la aplicación de este principio de desarrollo lo constituyeron la Universidad Industrial de Santander (UIS), la Universidad de los Andes, la Universidad del Valle, la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia (UPTC), la Universidad del Atlántico, la Universidad de Caldas, la Universidad Tecnológica de Pereira, la Universidad del Quindío, la Universidad del Tolima, y las demás universidades regionales, creadas a mediados del siglo XX o algunos decenios después. Uno de los casos más ejemplarizantes era el de la UIS; fundada en 1948, esta institución nació como un proyecto de educación técnico-científico dirigido a la profesionalización de ingenieros. De hecho, hacia 1965, la UIS era reconocida ‘como el centro de atención y de esperanza del país’, pues los ‘sectores industriales y económicos requerían sus técnicos y solicitaban sus especialistas’. Dicho proyecto también se aplicó en otros departamentos del país, y, en todos los casos, la apuesta social era conseguir, a toda costa, la industrialización de sus regiones respectivas. Aparecieron nuevas universidades en el Valle del Cauca, en Antioquia, en la Costa Caribe, en el Gran Caldas (hoy Eje Cafetero) y en localidades próximas a la capital del país. Algo verdaderamente significativo al respecto era que ningún proyecto de modernización de la educación superior se llevaría a cabo sin el concurso de referentes o modelos extranjeros. Por esta razón, el discurso desarrollista que planteaba la Alianza para el Progreso tomó un fuerte impulso en los años sesenta y setenta. Se trataba de contribuir a resolver las limitaciones académicas, administrativas y económicas que padecía el sistema universitario regional, el cual se gestaba con la intención de ayudar a las regiones y localidades a superar la carencia de una infraestructura industrial. Durante este período, la universidad fue concebida como el escenario preferido por los gobiernos para llevar adelante sus intentos de modernización de la educación y de la sociedad colombianas. Como la implementación de tales proyectos fue tomada muy en serio, el país acudió a consultores internacionales, generalmente de Estados Unidos y de entidades que estuvieran preparadas no sólo para diagnosticar el estado de las universidades del país sino para fundamentar las ‘recomendaciones’ más adecuadas para alcanzar el efecto deseado. Pese a que el país no tenía las mismas condiciones materiales e históricas que tuvo en su momento Estados Unidos, el modelo universitario norteamericano se convirtió en el referente por seguir. El eje de todo el modelo era potenciar una economía planificada sostenida en el individualismo económico y la propia iniciativa. El proceso estaba fundado en las observaciones y los postulados que Rudolph Atcon (1963), un asesor estadounidense de UNESCO, presentó en el informe La universidad latinoamericana: clave para un enfoque conjunto del desarrollo coordinado social, económico y educativo en América Latina. Este informe daría sustento conceptual y metódico a las misiones extranjeras que se encargarían de impulsar las carreras técnicas y tecnológicas de educación superior en América Latina”.



Este sistema se desplegaba en el momento histórico de comienzos del decenio de 1970, en una sociedad que experimentaba el proceso demográfico hacia una población mayoritariamente urbana. En efecto, durante el período intercensal 1951-1974 la población urbana pasó del 38 % por ciento al 64 %; localizada un 28,8 % en el último año señalado en las cuatro principales ciudades (Bogotá, Medellín, Cali y Barranquilla), y concentrada un 13,7 % en la capital del país, que crecía aproximadamente doscientos mil habitantes por año, de los cuales aproximadamente el 45 % eran inmigrantes del resto del territorio.

En el caso específico de la Universidad Nacional de Colombia, los rasgos de la composición poblacional a la altura de 1970, eran los que se exponen y analizan en el anexo correspondiente de esta obra.15

h) La organización estudiantil

El primer antecedente de organización se remonta a 1922 cuando se realizó en Medellín el Primer Congreso Nacional de Estudiantes, y se fundó en el Congreso de Ibagué realizado en 1928 la Federación Nacional de Estudiantes (FNE), la cual adoptó las iniciativas reformistas de Córdoba 1918, organización que no tuvo mayor continuidad organizativa. En aquel momento, se comprometió en movilizaciones “contra la rosca” de las administraciones bogotana y nacional, en desarrollo de la cuales se produjo en 1929 la muerte del estudiante Gonzalo Bravo Pérez, alumno de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional.

Pero, sin duda, la expresión más significativa y próxima a nuestra época de estudio, es la movilización estudiantil contra la dictadura de Rojas Pinilla (1953-1957). Con anterioridad se había fundado la Federación Universitaria de Colombia (FUC), como resultado del Congreso Nacional Universitario, realizado entre el 8 y el 12 de abril de 1953 bajo infl uencia del ala laureanista del Partido Conservador y, luego, del ministro de gobierno de Rojas Pinilla, Lucio Pabón Núñez. En esa coyuntura, el movimiento estudiantil sufrió la represión que asesinó a Uriel Gutiérrez el día conmemorativo (8 de junio de 1954) de la muerte de Gonzalo Bravo Pérez en 1929 en la propia Ciudad Universitaria, y a trece estudiantes en la Carrera Séptima de Bogotá el 9 de junio del mismo año, por integrantes del Batallón Colombia que venía de la guerra de Corea adoctrinado por la doctrina contrainsurgente del “enemigo interno”. En esa misma ocasión, el ministro de Guerra, general Gustavo Berrío Muñoz, detuvo por sospecha al profesor Gerardo Molina, exrector de la Universidad Nacional y declaró: “Ahí están los peces gordos (…) estoy convencido de que todo esto se debe a inconfesables propósitos extremistas encaminados a perjudicar el gobierno de las Fuerzas Armadas. Hemos recibido un copioso plebiscito en el cual el pueblo de todas la clases y condiciones, de uno y otro color político, expresan al señor Presidente su incondicional adhesión.”16

[image: Images]

El Tiempo, junio 10 de 1954.

La respuesta fue la creación de la Federación de Estudiantes Colombianos (FEC), con una dirigencia predominantemente liberal proveniente de universidades privadas como la Universidad Libre y la Universidad Externado de Colombia, dado que las universidades públicas estaban bajo control del autoritarismo, aunque ya con alguna influencia de iniciativas de izquierda. La FEC se presentaba como una organización gremial, no política, retomaba el programa de Córdoba de 1918, y luchaba por el restablecimiento de la democracia. Su estructura organizativa estaba basada en los consejos estudiantiles de algunas universidades, varios de los cuales eran órganos ya institucionalizados en el gobierno universitario. (Ruiz, 2002). Luchaba por el restablecimiento del proyecto liberal de universidad, la restitución de la ley 68 de 1935 de la Universidad Nacional de Colombia, que se había venido desconfigurando mediante sucesivas modificaciones desde 1946. Poco a poco la FEC se fue fortaleciendo; en marzo de 1955 adhirió a ella la Asociación Femenina Estudiantil-Casa para las Residencias (AFE), cuya presencia era muy importante en la Universidad Pedagógica Nacional y, más tarde, se unieron federaciones regionales como la Asociación de Universitarios de Antioquia (AUDA), la Federación de Estudiantes de Bolívar, la filial de Barranquilla y la Federación de Estudiantes del Cauca. Con esos fortalecimientos, se realizaron sus movilizaciones posteriores, amparadas y aupadas por los partidos tradicionales, las cuales condujeron al derrocamiento de la dictadura militar (10 mayo de 1957).

Esa primera organización (FEC) fue sucedida por la Unión Nacional de Estudiantes Colombianos (UNEC), creada en el Primer Congreso Nacional de Estudiantes colombianos el 27 junio de 1957, con posterioridad al derrocamiento de Rojas Pinilla. Su unidad empezó a resquebrajarse por la intervención de la Juventud Comunista (JUCO), en el Segundo Congreso de la UNEC (del 20 al 24 de julio de 1958), luego que el Partido Comunista fuese legalmente reconocido con el retorno a la democracia (Ruiz Montealegre, 2002, p. 75), y cuando la política universitaria de la Junta Militar (sucesora transitoria del dictador), había concedido participación en las máximas instancias de gobierno universitario a los gremios y a la Iglesia. (Lebot, 1976). A partir de este momento, sus movilizaciones tendrían un tratamiento militar como alteraciones del orden público, sobre todo después de 1960 cuando surgió la huelga o paro estudiantil como instrumento de acción, en contra de la designación de autoridades universitarias, demandando, por ejemplo, la salida del rector Mario Laserna de la Universidad Nacional. En realidad, esta organización significó un viraje hacia la izquierda, principalmente por la rivalidad que se suscitaba con la Confederación de Estudiantes Universitarios de Colombia (CEUC), de tendencia conservadora, que llevó a la JUCO y a las Juventudes del MRL, entonces muy organizadas, a propiciar y fortalecer la formación de la UNEC (Lebot, 1976).

La senda organizativa continuó en los términos que describe Cruz:


“De acuerdo con Ruiz, la UNEC empezó su declive luego del Tercer Congreso realizado en Barranquilla. La organización intentó proyectarse como una confederación nacional de estudiantes sin contar con las bases sociales necesarias, puesto que su estructura dejaba por fuera los canales institucionales de representación de los estudiantes en las universidades, lo que se traducía en que quienes en ella participaban lo hacían a nombre propio y no necesariamente representaban instituciones. Además, la influencia que el Partido Comunista tenía sobre la organización la hacía poco atractiva para la naciente nueva izquierda. Esta variopinta corriente se apartaba del Partido Comunista porque no compartía su estrategia de frente popular, que interpretaba como reformismo, tomó distancia de la UNEC y en su lugar aprovechó el sistema de organización oficial, especialmente en la Universidad Nacional, que vinculaba los estudiantes por carreras y facultades, y cuya representación era el Consejo Superior Estudiantil (CSE). Precisamente los consejos estudiantiles, establecidos a partir de la reforma implementada por la Junta Militar en 1958, pasaron a convertirse en el núcleo organizativo del movimiento estudiantil, sobre todo en la Universidad Nacional (Ruiz, 2002, p. 85). El nuevo estatuto orgánico instauró como instancia máxima de representación el Consejo Superior Estudiantil, que contaba con legitimidad entre los estudiantes debido a que sus miembros eran elegidos de manera transparente y democrática: el proceso iniciaba en la elección por voto directo de la representación por cursos y desembocaba en la elección, también directa, del Consejo Estudiantil por Facultad, hasta llegar al Superior.”

“Así lo testimonia un estudiante de la época: ‘La representación estudiantil se reconocía claramente en el Consejo Superior Estudiantil. Su legitimidad no se ponía en duda, pues, de hecho, todos participábamos en su elección, así: se elegían los consejos estudiantiles de cada facultad, por el sistema de votación directa en torno a planchas, y luego los presidentes de estos consejos se convertían en los representantes ante el Consejo Superior Estudiantil (…) Las asambleas se hacían en el teatro al aire libre y, aunque eran exhaustivas en el examen de los problemas que nos convocaban, no llegaron a tener esa duración maratónica de las de nuestros estudiantes actuales. También existía la Asamblea General Estudiantil, organismo que se reunía extraordinariamente por citación del CSE o una vez al año, compuesta por los Consejos Estudiantiles de cada Facultad’.

“Según Ruiz estas estructuras estuvieron en la base de la formación de un movimiento estudiantil de masas en la Universidad Nacional. Las formas organizativas institucionalizadas serían aprovechadas en el proceso organizativo más significativo de los años sesenta: la Federación Universitaria Nacional (FUN) entre 1963 y 1966. Esta organización fue creada en noviembre de 1963 para dar respuesta a la crisis de la UNEC en el Tercer Congreso Nacional Estudiantil. El tema se había discutido desde mayo, con la realización del Segundo Congreso de la Unidad Estudiantil en Medellín. Allí se debatió la creación de una federación de universidades públicas que luchara por el cogobierno universitario a nivel nacional, como fórmula para hacer posible la autonomía universitaria. La JUCO también hizo suya la idea de crear una federación nacional de estudiantes. En 1963, organizaciones de la nueva izquierda comenzaron a actuar en el Consejo Superior Estudiantil de la Universidad Nacional, que se convirtió en un organismo orientador del movimiento a nivel nacional, desde donde finalmente se promovió la creación de la FUN. Al igual que la UNEC, se creó la Federación Universitaria Nacional (FUN), (Tercer Congreso Nacional Estudiantil. Bogotá, noviembre de 1963), la cual se presentaba como independiente de los partidos políticos y de la Iglesia; sin embargo, con el tiempo fue mayoritariamente influida por la nueva izquierda, sobre todo procubana y maoísta. Así mismo, la FUN recogía los planteamientos de la reforma de Córdoba, pero su plataforma programática no se reducía a ellos, pues postulaba la participación activa del estudiantado en la solución de los problemas de la sociedad colombiana. La base de la organización estaba conformada por los Consejos Estudiantiles de facultad. Había un órgano central que era el Congreso Nacional Universitario, al que asistían delegados con voz y voto, y observadores solo con voz. Una instancia intermedia era el Consejo Directivo Nacional, integrado por los representantes de los organismos superiores de cada universidad con funciones administrativas y de fiscalización. También había un Comité Ejecutivo, que era el representante del Congreso Nacional Universitario por un año. Sólo podrían ser miembros de la FUN los organismos de representación estudiantil en las universidades, no grupos de estudiantes. Este modelo permitió que la organización superara el hiato entre las bases y las dirigencias característico de las experiencias anteriores, FEC y UNEC, no sólo porque los consejos estudiantiles eran oficiales, sino también porque aseguraban su legitimidad tanto por los transparentes y democráticos procesos de elección como por algunas prerrogativas que tenían; por ejemplo, expedir credenciales para beneficios de bienestar como el acceso a almuerzos. Esto posibilitaría quizás la única experiencia de una organización estudiantil a nivel nacional en la historia del país. Desde luego, además de los organismos institucionales, las estructuras de movilización estudiantil se apoyaban en todo tipo de asociaciones de carácter cultural, deportivo y regional que pululaban en aquellos agitados años. Por ejemplo, según Aguilera, en la Universidad Nacional se establecían densas redes de relaciones sociales en la cotidianeidad de las residencias estudiantiles, como las colonias, compuestas por afinidades de procedencia regional de los estudiantes (pastusa, paisa, boyacense, etc.), y los combos, definidos en virtud de la distribución espacial de las viviendas estudiantiles en los edificios. Así mismo, las organizaciones nacionales, FEC, UNEC y FUN, tenían unas ramificaciones regionales que, como se dijo, estaban organizadas en función de los consejos estudiantiles, pero también estaban constituidas por organizaciones estudiantiles como la AUDESA en Santander y la Federación de Estudiantes de la Universidad del Valle (FEUV), que había sido auspiciada por las directivas de esa universidad. De acuerdo con Vargas, AUDESA se constituyó formalmente el 25 de abril de 1953, inicialmente de forma gremial, pero transitó luego por las demandas anti-dictatoriales y favorables al Frente Nacional, para paulatinamente ir cobrando autonomía de la mano de la influencia de la revolución cubana y la nueva izquierda. En octubre de 1964 se realizó en Bogotá el Segundo Congreso de la FUN. A él asistieron representantes de 29 universidades y cerca de treinta mil estudiantes. La agenda de discusión incluyó asuntos como el imperialismo, el conflicto armado, el militarismo, la dependencia, la educación pública y la democracia. Sin embargo, ya era palpable la fractura interna entre las tendencias ‘reformistas’ encabezadas por la JUCO y las propuestas más radicales de otros grupos. Según Archila, la FUN asumió la ‘línea insurreccional’ en 1965, en parte influida por el ingreso de Camilo Torres y otros directivos a la guerrilla’.

“En este contexto, dos factores llevaron al declive de esta experiencia organizativa. Por una parte, las confrontaciones internas entre las distintas organizaciones de izquierda. Por otra, la represión que sobre la organización sobrevino luego de los hechos, ya comentados, del 26 de octubre de 1966. Al clausurar los Consejos Estudiantiles e ilegalizar a la FUN, el gobierno de Carlos Lleras forzó a los dirigentes a la clandestinidad y desincentivó entre los estudiantes la formación de una organización gremial nacional, con lo cual las bases del movimiento estudiantil pasaron a depender de las organizaciones políticas de la izquierda. Con todo, la trayectoria de las organizaciones estudiantiles propiamente dichas es inseparable de las organizaciones políticas de izquierda. En la FUN hacían presencia diversas expresiones: la Unión Nacional de Estudiantes Universitarios (UNEC), la Juventud Comunista (JUCO), las Juventudes del Movimiento Revolucionario Liberal (JMRL), la Confederación de Estudiantes Universitarios de Colombia (CEUC) y el Movimiento Obrero Estudiantil Campesino (MOEC). De acuerdo con Vargas, la FUN se constituyó en una organización que representó los ideales de la ‘nueva izquierda’, y su oposición al Frente Nacional.” (Lebot, 1976).



Tanto la FUN como el CSE fueron prohibidos por Lleras Restrepo, y estudiantes en protesta, más de un centenar, fueron arrestados y procesados en consejos verbales de guerra. En fin, hubo una represión que no sólo era policiva sino directamente militar, que incluía la supresión de las actividades políticas en la Universidad.

En fin, esas organizaciones estudiantiles fueron las protagonistas de las múltiples protestas y movimientos que se presentaron a lo largo de los años sesenta, como lo evidencia muy bien este texto elaborado por Cruz (2016):


“A principios de mayo de 1961 se declara una huelga en la Universidad de Medellín. El 16 de mayo de 1961 el Consejo Superior Estudiantil de la Universidad Nacional se declara en paro en solidaridad con la Universidad de Medellín. El 31 de agosto de 1961 los estudiantes de la Universidad Nacional se suman a la huelga de trabajadores de Avianca y se producen enfrentamientos con la policía en el campus de Bogotá. 1962: A principios de junio se desarrollan protestas en la UPTC. El 5 de junio de 1962 hay una movilización de estudiantes de la Universidad Nacional en Bogotá que es reprimida por la policía. El Consejo Académico autoriza al rector para expulsar a los estudiantes que participaron en los ‘disturbios’. Seis estudiantes son expulsados. En respuesta, la Asamblea de la Universidad se declara en huelga y las actividades universitarias son suspendidas por veinte días por orden de las directivas. 1963: En agosto de 1963 los estudiantes de la Universidad Nacional y de la Distrital de Bogotá se solidarizan con las protestas de los trabajadores petroleros en Barrancabermeja y realizan protestas demandando la democratización del gobierno universitario y una tarifa diferencial de transportes. 1964: El 24 de junio de 1964 la FUN declaró una huelga nacional de 48 horas. Durante mayo-agosto de 1964 tuvo lugar un conflicto en la UIS en demanda de la salida del rector, Juan Francisco Villareal y por una reforma académica. La emblemática marcha de los estudiantes hacia Bogotá empieza el 7 de julio. El 6 de noviembre de 1964, el entonces candidato presidencial Carlos Lleras acude al auditorio de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional para dictar una conferencia, pero es rechazado y retenido por el estudiantado. Ante el hecho, el presidente Guillermo León Valencia decide intervenir en el campus con el Ejército. 1965: En mayo de 1965 una huelga en la Universidad de Antioquia escala hasta el nivel nacional y lleva al gobierno a decretar el Estado de Sitio. Ese mismo mes tienen lugar las protestas en rechazo a la invasión norteamericana a República Dominicana. 1966: El 20 de agosto de 1966, ante la huelga en las universidades de Medellín y de Antioquia, el gobierno Lleras implementa la militarización. El 26 de octubre de 1966 John Rockefeller fue invitado por el presidente Lleras Restrepo a inaugurar un edificio del Instituto Colombiano Agropecuario financiado por él y dedicado a la investigación veterinaria en el campus de la Universidad Nacional. Durante la visita, ambos fueron retenidos por la protesta de los estudiantes. Como respuesta, el presidente determinó la ocupación militar del campus, la disolución de la FUN y del Consejo Superior Estudiantil, cuyas sedes fueron allanadas, así como el arresto y el procesamiento mediante consejos verbales de guerra de más de cien estudiantes responsables. 1967: En junio se produce la ocupación militar del campus de la UN por manifestaciones estudiantiles contra el alza en los costos del transporte. 1968: Se agudiza la protesta estudiantil en contra del Plan Básico, por la expulsión de la Fundación Ford del Departamento de Sociología de la Universidad Nacional y de los cuerpos de paz de la Universidad del Valle, entre otros. En abril hay protestas en la Universidad Nacional y un paro en la UIS. En septiembre hubo protestas en la Universidad del Valle, donde se acusaba a los miembros de los cuerpos de paz de ser espías de la CIA, en medio de un grave problema de financiación de la Universidad. El 14 de octubre hubo una manifestación violenta por parte de los estudiantes de la Universidad La Gran Colombia en Bogotá. También en la UIS se produjeron protestas y un paro luego de que la Asamblea Departamental recortara el presupuesto de la Universidad. El 21 de noviembre empieza una huelga en la Universidad del Valle en protesta por la participación del rector en la convención del Partido Conservador y la intervención de las agencias norteamericanas en la Universidad. También por esos días había protestas en la Universidad Nacional en contra de un proyecto que impediría la repetición de un año. A comienzos de diciembre los estudiantes de la facultad de medicina en la Universidad Nacional entraron en huelga, agitación que se extendió a toda la Universidad hasta ocasionar su cierre. 1969: El 19 de mayo hay una gran protesta que lleva a la ocupación militar de los campus de la Universidad Nacional y de la Universidad de Antioquia, las cuales permanecen cerradas por un mes y medio. Algunos huelguistas son procesados en consejos verbales de guerra. En agosto se produce la primera huelga en una universidad privada, la Universidad La Gran Colombia. El 14 de octubre hay una manifestación violenta en esta misma Universidad. Al fi nalizar el año había considerable agitación en las universidades de Antioquia y de Medellín. Como consecuencia, la primera fue objeto de cierre entre noviembre y febrero. Por la misma época se produjeron protestas en la UIS en contra del recorte del presupuesto por parte de la Asamblea Departamental. El 21 de noviembre inicia la huelga en la Universidad del Valle demandando el retiro del rector por su participación en política, particularmente en la convención del Partido Conservador, y en contra de la injerencia de agencias norteamericanas en la Universidad. A fi nes de noviembre había protestas en la Universidad Nacional en oposición a un proyecto que de aprobarse impediría a los estudiantes repetir un año. A comienzos de diciembre los estudiantes de la Facultad de Medicina de la Universidad Nacional se declaran en huelga, que en pocos días se extiende al resto de la universidad ocasionando su cierre temporal.”



[image: Images]

Foto tomada de Semanario Voz proletaria, 5 de junio de 1969, en Mauricio Archila, “Línea de tiempo. Memorias de la Universidad Nacional de Colombia en el Confl icto armado colombiano (1958-2018)”, http://redpaz.unal.edu.co/un-conflicto/linea

i) La organización profesoral

Con anterioridad al decenio de 1970, la organización profesoral universitaria no tuvo mucha signifi cación, aunque obviamente los cuerpos profesorales actuaban y expresaban sus opiniones sobre todo sobre la vida académica y sobre sus condiciones como docentes. Uno de los antecedentes más importantes propiamente organizativos es la creación en 1954 de la Asociación de Profesores de la UN, APUN, liderada inicialmente por docentes de las Facultades de Medicina y Ciencias. Durante los años sesenta su ideario estaba estructurado sobre el principio de que la Universidad era una institución al servicio del Estado para contribuir al desarrollo y los profesores debía cooperar en alcanzar ese propósito, pero también tenían como objetivo defender sus intereses profesionales y económicos. En este último campo, por ejemplo, contribuyeron a la elaboración y aprobación de un estatuto docente de la UN en 1965 que, por primera vez, hablaba de carrera docente y estabilidad. También se impulsó la creación de una asociación sindical para los asuntos de bienestar económico y profesional, para lo cual se creó la Asociación Sindical de Profesores Universitarios, ASPU, en 1966.

A la altura de 1968 y 1969 los profesores empezaron a manifestarse críticamente frente a la llamada modernización de la Universidad, especialmente en Medicina y Sociología,17 lo cual condujo a cambios en las directivas de APUN y a la realización del Primer Congreso de Profesores de la Universidad Nacional. Se trataba de definir los objetivos de la Universidad y de impedir el control de la actividad académica por agentes externos.

En ese contexto los profesores empezaron a expresarse a través de los Claustros, una modalidad organizativa novedosa que agrupaba a los profesores para pronunciarse sobre la realidad del conflicto universitario y de la sociedad en general. Estaban nucleados alrededor de los programas y departamentos académicos y de las facultades, tal y como había sucedido en las facultades de Medicina y Sociología. Fue así como llegaron a organizarse cerca de sesenta Claustros, que convocaban a Asambleas Generales a las cuales concurrían más de mil profesores, dando lugar a una dinámica de movilización que no tenía antecedentes. De alguna manera fueron apoyados por el Rector Latorre Rueda y participaron en un Seminario de auto-evaluación institucional, y en un encuentro realizado en el Refugio del Muña, que consideraremos en la segunda parte de este ensayo18. En lo sucesivo esta organización fue encontrando coincidencias con el movimiento estudiantil que había lanzado su Programa Mínimo, y se enfrentó al proyecto de reforma presentado por el Presidente Pastrana, oponiéndole un proyecto radicalmente distinto “Por una Universidad del Estado Científica y Crítica” que consideramos posteriormente al analizar específicamente el conflicto de los años 1971-1972.19

Se fueron estableciendo, por lo tanto, tres tendencias en el movimiento profesoral: la orientada por APUN con una significación gremialista; la constituida por los Claustros con un signo político cercano a las problemáticas del movimiento universitario de 1971-1972; y un sector profesoral más radicalizado que planteaba los límites y potencialidades de la acción exclusiva en pro de una reforma de la Universidad, y formulaba la necesidad de una confrontación más profunda sobre las estructuras sociales y políticas.

Como consecuencia de la fase de represión física y académica bajo la Rectoría de Duque Gómez, APUN perdió bastante protagonismo, los Claustros se debilitaron por la sanción de sus principales voceros, ASPU de alguna manera se empezó a fortalecer alrededor de su perspectiva sindical,20 y los sectores radicales se refugiaron en agrupaciones políticas o en grupos de investigación y de difusión de sus escritos.

Como lo explica Briceño (1989), la coyuntura de la época podría describirse así dentro del mundo profesoral:


“Tres diferentes tendencias surgieron y se enfrentaron en torno a la reforma de la Universidad durante este período. En primer lugar, encontramos una tendencia ‘modernizante’, bajo la dirección de grupos dominantes nacionales e internacionales, que buscaban ajustar la universidad a las necesidades y requerimientos del desarrollo capitalista dependiente en el país. Estos sectores luchaban por reformas centradas en asuntos de eficiencia interna y externa, enfatizando las nociones de tecnocracia, racionalización y despolitización de la Universidad. En segundo lugar, encontramos una tendencia ‘democratizante’ que expresaba demandas sociales por una mayor justicia y participación de crecientes sectores de clase media y los miembros de la universidad. Estos sectores buscaban reformas que permitieran una mayor participación, centrándose en asuntos tales como el gobierno democrático, autonomía, fortalecimiento y crecimiento de la universidad pública. La influencia externa en la universidad era un tema que permeaba todos los objetivos. En tercer lugar, encontramos una tendencia ‘radical’ que se diferenciaba tanto de la tendencia modernizante como de la democratizante en la medida en que cuestionaba las desigualdades inherentes a la sociedad. Estos sectores consideraban la lucha por la reforma universitaria como movimiento táctico, como parte de una lucha más amplia por un cambio estructural en Colombia. El comportamiento de los actores universitarios y grupos dentro de la Universidad puede entenderse mucho mejor si se ve en términos de este conflicto más amplio. El análisis de las divisiones internas de los profesores muestra que, en la base de estas divisiones, había perspectivas de conflicto no solamente sobre la universidad, sino sobre la organización de la sociedad colombiana como un todo. Los grupos también se diferenciaban en sus perspectivas sobre el papel que tenían como actores socio-políticos. Además, había un alto grado de correspondencia entre las concepciones de cada grupo y las estrategias que adoptaban para la acción política e institucional. La APUN y grupos de profesores con una perspectiva similar, ilustran el papel jugado por sectores de intelectuales universitarios como intelectuales tradicionales y como intelectuales orgánicos de la burguesía durante la fase inicial del esfuerzo modernizante (1960-1968). Estos 59 grupos apoyaban activamente el proyecto modernizante, el cual desde su punto de vista se orientaba hacia un desarrollo científico de la Universidad. Sostenían una noción de la ciencia libre de valores que no reconocían la relación entre educación y poder. Apoyaban aspectos como la autonomía universitaria y la creación de una universidad pública fuerte, pero estas reivindicaciones eran más reaccionarias que progresistas, en la medida en que buscaban la defensa de la tradición institucional. Tenían los vínculos más fuertes con las autoridades universitarias, condenaban la beligerancia de los estudiantes y estaban del lado de las estructuras de poder durante estos conflictos.”



j) La injerencia norteamericana

Como lo han expuesto numerosos analistas (Acevedo, 2015, Jiménez, 2000), desde los inicios del medio siglo empezó a echar carrera la idea de que el desarrollo nacional suponía un cambio en el modelo de educación superior orientado hacia el desarrollo científico-técnico, para soportar la industrialización. Bajo esta égida surgieron las universidades de orden territorial mencionadas atrás, con un referente de modernización que exigía acercarse a modelos extranjeros de los países desarrollados. En ese escenario se despliega el discurso desarrollista que planteaba la Alianza para el Progreso que encontró así un territorio abonado.

En esa política universitaria es notoria la injerencia de los Estados Unidos. En 1962 se realiza un seminario de rectores en El Paso (Texas) para promover la modernización al estilo norteamericano, al tiempo que se otorgan préstamos, se celebran convenios con universidades estadounidenses, y se escoge a Colombia como país piloto de la Alianza para el Progreso. Siguiendo las directrices de modernización planteadas por esta Alianza, Colombia se inserta en una red internacional de instituciones que proveían la experiencia y la asistencia financiera para el diseño e implementación de sus programas, obteniendo ayuda extranjera destinada a la educación en un monto de 48 millones de dólares, de los cuales el país recibió más de 25 millones de dólares (Arvone, 1978, Briceño, 1989).

Como ya lo señalamos, de acuerdo al BIRF, entre 1960 y 1966 las principales agencias de asistencia técnica y préstamos fueron US/AID, 8.400.000 dólares: Las Fundaciones Ford, Rockefeller y Kellogg, 18.000.000 dólares; El Banco Inter Americano de Desarrollo, 15.600.000 dólares; PNUD (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo) y agencias relacionadas, 5.500.000 dólares.21

En ese ambiente proliferaron misiones extranjeras a las cuales se vincularon la Asociación Colombiana de Universidades (ASCUN), instituciones norteamericanas como la Universidad de Berkeley, la Agencia Internacional para el Desarrollo (AID), algunas fundaciones norteamericanas como la Ford, la Kellogg y la Rockefeller, que intervinieron fomentando nuevos programas curriculares, proyectos e infraestructuras físicas, suscitando, como es explicable, reacciones antiimperialistas que, como lo cuenta una universitaria de la Universidad de Antioquia, era una intervención absurda: “nos metieron lo que llamaban ‘Cuerpos de Paz’ a la universidad, eran unos muchachos y muchachas, todos gringos, todos monos, todos de tenis, todos tenían pecueca, todos olían maluco, se sentaban junto a uno en las clases. Eso fue un descaro, que hayan hecho eso, que hayan metido los cuerpos de paz a Colombia y a las universidades porque eso lesionaba la independencia de nosotros. Nos sentíamos como si se nos hubiera metido el enemigo al rancho”.22

k) El Informe Atcon

Entre tantas injerencias, sin duda alguna la más significativa e influyente la representa el Informe Atcon. Rudolph P. Atcon era un asesor estadounidense colaborador de la UNESCO durante las décadas de 1950, 1960 y 1970, quien fue el encargado de planear la reforma de algunas Universidades en Latinoamérica, como la Universidad de Concepción en Chile y varias en Brasil . El informe fue escrito en 1961 y publicado en Colombia en 1963 (Atcon, 1963).

Según analistas calificados (Fariña, 1973; Briceño, 1989; Acevedo, 2015), las principales proposiciones del Informe Atcon podrían resumirse en estos términos:

1. Para lograr el “despegue” de las sociedades subdesarrolladas, los gobiernos de América Latina tendrían que cualificar su propio “factor humano”. Antes de importar maquinaria y tecnología, la principal forma de llevar adelante una auténtica modernización de las sociedades tradicionales es a través de la inversión en el “desarrollo educativo”.

2. La universidad latinoamericana. se encuentra aún aferrada al pasado medioeval, puesto que sólo se encarga del otorgamiento de títulos que dan lustre a quienes pueden pagarlos, en menoscabo de la formación de profesionales que aporten con su conocimiento de la ciencia y la técnica modernas para dar soluciones a los grandes problemas sociales y económicos.

3. La organización interna convierte a las universidades en entidades dependientes de los designios de quienes, desde esas mismas unidades, ostentan el monopolio del conocimiento. La inoperancia de los consejos universitarios y el predominio de la politiquería en las rectorías constituyen los mayores obstáculos para su desarrollo.

4. Se descalifica la dependencia de las universidades de los fondos estatales, toda vez que esto obliga a las autoridades universitarias a supeditarse a los requerimientos de la política nacional, regional o local, y no al desarrollo científico y tecnológico.

5. Los diseños de los campus se utilizan para arraigar más la mentalidad tradicional, a través de construcciones megalómanas que obligan a los planes de desarrollo de las universidades a acoplarse a la planta física, y no al contrario.

6. Los profesores se caracterizan por la falta de empeño y la poca cercanía con los planteamientos de la excelencia y la productividad intelectual.

7. Los estudiantes constituyen un sector social negativamente captado por la política, la ideología y la movilización social, aspectos que riñen con el ideal de un estudiante consagrado al conocimiento. Se requiere disciplina, autoritarismo, apoliticismo, no participación estudiantil, academicismo y conformismo. Y agrega: tener a un estudiante en el consejo de la Universidad “es como tener a un espía enemigo en una reunión del estado mayor”.

8. Las universidades latinoamericanas son instituciones elitistas, casi de carácter medioeval, cuya función consiste en mantener una estructura social tradicional, razón por la cual no impulsan a sus egresados hacia el ejercicio pleno de las distintas profesiones, sino hacia la búsqueda de cargos políticos, amparados en el prestigio conferido por un título. “Sociológicamente, la universidad latinoamericana es un atolladero por el cual penetra una élite, bien para descender y enseñar en los colegios secundarios, bien para ascender y gobernar. Social, económica y políticamente es la puerta del cielo, ya que solamente el titular de un grado universitario puede aspirar a la posición, la prosperidad y el poder” (Farina, 1973, p. 13).

9. Los más serios problemas de las universidades se derivaban de su débil estructura administrativa y de la forma en que son administradas desde los consejos superiores y las rectorías. De ahí la urgencia de una reforma a partir de los preceptos de la modernización.

10. La autonomía universitaria se refiere a una emancipación total de cualquier forma de dominio directo o indirecto, que atente contra los objetivos científicos y democráticos propios de la universidad. La autonomía debe responder, entonces, a principios como el de “un máximo de rendimiento con la menor inversión de las disponibilidades financieras dentro de su limitadísimo presupuesto anual”, al igual que a procurarse nuevas fuentes de ingreso para garantizar la expansión.

11. Sobre la financiación, Atcon considera que una auténtica autonomía debe corresponderse con la completa independencia económica de las universidades, como son los casos de algunas universidades de Estados Unidos, en las que su condición de privadas las libera de la dependencia de los recursos oficiales y de las regulaciones estatales.

12. Se buscaba “modernizar la universidad”, para que su organización y contenidos respondieran a las demandas de la economía, lo cual exigía un buen sistema de planeación para racionalizar debidamente las actividades, siguiendo el modelo de la universidad norteamericana.

Una de las mejores explicaciones sobre el alcance del informe Atcon nos la brinda Farina en estos términos: (Farina, 1973, pp. 11 y 12).


“Su autor es consciente de que las disfuncionalidades introducidas en las sociedades latinoamericanas por el proceso de industrialización no se pueden suprimir o resolver con remiendos o cambios parciales que significarían la conservación del orden tradicional. Este está minado por el desarrollo de los medios de producción y para Atcon solo la construcción de un nuevo equilibrio, de una ‘organización mejor y más compleja’ por la promoción de un ‘cambio coherente’ (p. 6) puede salvar esas sociedades de sus contradicciones crecientes (el avance de la ‘fuerza negativa’). (…) En su preocupación por elaborar un “enfoque integrado” del desarrollo, Atcon no hace sino inscribirse dentro de una corriente desarrollista-modernista, la cual reconoce que los ‘equilibrios sociales son indivisibles’ (p. 9) y que el problema del momento para América Latina es la realización de una nueva sociedad… Se necesitan ‘cambios radicales’ (p. 13). Solo que esta nueva sociedad y este futuro ya están realizados y tienen un nombre: Estados Unidos de Norteamérica. La ‘modernización’ de las instituciones y de las ideologías no es sino la imposición de modelos capitalistas desarrollados en esas estructuras y especialmente en la estructura educativa”.

“La necesidad de construir el nuevo equilibrio importando dichos modelos se justifica especialmente por dos razones: 1) dejadas a sí mismas las sociedades latinoamericanas son incapaces de resolver sus contradicciones (de contrarrestar la ‘fuerza negativa’; 2) la etapa de industrialización con inversiones extranjeras obliga a esas sociedades a la adopción de tecnologías, modelos de organización e ideologías conformes a las exigencias del capital que interviene en esa etapa. Como para Atcon no puede haber sino una vía de desarrollo, la vía capitalista, los países latinoamericanos están condenados (si pretenden salir del subdesarrollo), no sólo a importar las máquinas y las ideas (p. 9) sino a reproducir, con las adaptaciones locales necesarias, las estructuras que condicionan el desarrollo capitalista...”.

“En resumen, la alternativa es la ‘modernización’ o el caos, y al cirujano funcionalista especialista en ‘modernización’, incumbe la tarea de convencer a los clientes (las burguesías latinoamericanas) que solo cuando la estructura haya cambiado se justificarán la apropiación y el gasto de grandes sumas, porque entonces serán más susceptibles de lograr el éxito y el progreso (p. 9).”



l) La reforma del Rector Patiño

La rectoría de José Félix Patiño (1964-1966), representó el proyecto más significativo de poner en marcha la mencionada política de modernización en la Universidad Nacional de Colombia. Su reforma bautizada “Hacia la universidad del desarrollo” contempló principalmente: sustituir las 27 facultades existentes que correspondían en general a una sola formación profesional o disciplinaria por nueve facultades “integradas”, cada una con formaciones afines, incluidos los programas de posgrado; favorecer la aparición de nuevas áreas de conocimiento que se legitimaron en la estructura de Departamentos; establecer un Ciclo Básico con asignaturas comunes a las carreras de una Facultad; incrementar las profesiones y crear nuevos programas de postgrado; fortalecer los departamentos como unidades básicas de la universidad en cada Facultad; enfatizar la noción de estudios generales; reorganizar y racionalizar el sistema administrativo; racionalizar la admisión y los procesos de calificación; conformar un cuerpo de profesores de tiempo completo; promover el intercambio internacional; intensificar las actividades investigativas, y promover el nexo con otras instituciones productoras de conocimiento en el país y fuera de él, así como con las redes de cooperación internacional. Patiño logró obtener el respaldo de amplios sectores de la Universidad Nacional, incluida la organización y dirigencia estudiantiles, que fueron cooptadas por esa iniciativa, gracias a la coincidencia con ciertas demandas estudiantiles como la ampliación de la oferta académica y de los servicios de bienestar. Se ha estimado que durante la rectoría de Patiño “el CSE jugó un papel de aliado de la reforma, ejerció cierto poder de veto y nombramiento de los directivos, influyó en el manejo de la sección de bienestar estudiantil, recién creada, en la determinación del presupuesto de gastos e inversiones, y tuvo una activa participación en la programación académica en todas las facultades. El bloqueo al régimen de sanciones fue así mismo efectivo”. Posteriormente el grupo estudiantil aliado de la reforma fue sustituido en el CSE. (Crisis, 1971).

Además, como lo señala Briceño (1989),


“la Reforma Patiño implicó profundas transformaciones, las cuales contribuyeron a la emergencia de la Facultad como una nueva fuerza política de la universidad colombiana durante los primeros años de la década del 70. En primer lugar, la política de la Reforma Patiño alteró significativamente la composición del núcleo docente de las Facultades, que hasta entonces estaban conformadas por élites reducidas con nexos débiles con la Universidad. No sólo se aumentó considerablemente el número de profesores, sino que hubo una mayor proporción de profesores de tiempo completo y dedicación exclusiva, que se caracterizaron por tener una extracción de clase media urbana, ser relativamente jóvenes y encontrarse en un estado inicial de su carrera profesional. En segundo lugar, los cambios institucionales que tuvieron lugar en la Universidad por el proceso de reforma, crearon un nuevo ámbito de trabajo para los académicos, llevando a una redefinición de los roles de profesor, de sus tareas y expectativas. Dos tendencias empezaron a formarse entre las Facultades en el período de los años 60: una que tendía a su organización como un grupo con intereses económicos y profesionales particulares; y otra que tendía a su organización como un grupo de intelectuales que debía participar en la organización de la Universidad y en la definición de su papel a nivel de la sociedad global”.



En cuanto a la investigación debería orientarse hacia la búsqueda de soluciones para sus propios y muy peculiares problemas colombianos; en especial para contribuir a la determinación de las causas del subdesarrollo y a la elaboración de diagnósticos precisos.

Específicamente el rector Patiño resumió así su proyecto en Informe al Consejo Superior Universitario de 1966:23

“1) La Universidad debe ser instrumento de desarrollo y de progreso social, esto entendido como la adecuación de la Universidad a las demandas de nuevo personal que el desarrollo capitalista requiere dentro del marco de dominación imperialista. Más aún, la adecuación de la Universidad a los objetivos políticos de los sectores público y privado.”

“2) El producto universitario debe ser ampliamente capacitado para servir eficientemente a su colectividad. Esto está ligado a la introducción de niveles de eficiencia para la capacitación del profesional egresado de la Universidad y una mayor profesionalización de la enseñanza universitaria.”

“3) En una nación latinoamericana —insistía Patiño— la Universidad debe afanarse por derivar el máximo rendimiento de los recursos disponibles, la óptima utilización de sus programas. Modernización es también reorganización y eficiencia del aparato administrativo de la Universidad”.24

m) El Plan Básico

El Plan Básico para la Educación Superior fue el producto de los trabajos de una misión organizada en 1966 y 1967 por la Universidad de California para el Fondo Universitario Nacional (FUN) y la Asociación Colombiana de Universidades (ASCUN), con el aporte financiero de la AID. Su objetivo esencial era “proponer a las autoridades competentes y a los gestores de la educación superior una serie de medidas fundamentales para lograr un avance significativo en la prestación de este servicio, avance que debía traducirse en una mejor educación universitaria para un mayor número de colombianos”, con el fin de “mejorar la productividad de las unidades prestatarias de este servicio educativo desde el punto de vista de su extensión como de su calidad”. Sus líneas centrales fueron:

1. El sistema de educación superior universitario, se entendía como una organización “pública” para la prestación del “servicio”, que a su turno tendría un órgano de gobierno y coordinación, denominado Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior (ICFES).

2. Cada centro de educación superior tendría unas normas mínimas de acreditación y aprobación como mecanismos para garantizar la calidad.

3. Creación de un sistema de pruebas para el ingreso a la educación superior, y del crédito académico como unidad de progreso académico.

4. La educación se entendía como un derecho del hombre y un servicio público esencial, para modelar ciudadanos productivos que aportaran a la creación de riqueza nacional.

5. La movilización estudiantil se consideraba un obstáculo para el crecimiento de las universidades colombianas, pues representaba una muestra de irrespeto hacia la autoridad que derivaba en acciones de violencia y destrucción.

6. La adecuación de la formación de nuevos profesionales a la situación de desarrollo de las sociedades regionales, y la adaptación pertinente de los modelos extranjeros (creación de Junior Colleges o Colegios Universitarios Regionales).

Por lo tanto, el Plan Básico se puede caracterizar ‘como una tentativa para acabar con los principios universitarios nacidos de la reforma universitaria de Córdoba y que, en Colombia, fueron introducidos por la generación liberal de la Revolución en Marcha’. … contrariamente a sus declaraciones y postulados no es contra una universidad feudal que van las medidas propuestas por Atcon, sino contra una universidad que ha sido marcada por un proyecto universitario nacido de las aspiraciones de la clase media argentina… y retomado por ciertos sectores dirigentes en los principales países latinoamericanos. Tan cierto es esto, que el Plan Básico, al igual que el informe Atcon, no encontrará oposición antagónica por parte de ninguno de los sectores de las clases dominantes. En su formulación y tentativas de implementación intervienen… representantes del capital internacional (bancos y fundaciones norteamericanas), los sectores modernizantes de la burguesía asociada, los tecnócratas nacionales interesados en ampliar y reforzar el poder del Estado al servicio esencialmente de los dos sectores anteriores, como a los sectores conservadores o reaccionarios de las clases dominantes (aquellas que tradicionalmente tienen sus bastiones en el Ministerio de Educación y la Asociación Colombiana de Universidades, entidad ésta dominada por las universidades privadas, cuyo poder buscaba reforzar el Plan Básico hasta asignarle el control y la dirección de la política gubernamental respecto a las universidades públicas)” (Fariña, 2015).25

En términos generales el Plan Básico no fue aceptado. Fue así, como


“a principios del mes de enero de 1969, la Universidad Nacional de Colombia publicó un breve documento en el que criticaba algunos de sus postulados. Miembros de esta institución universitaria criticaron que el Plan Básico consideraba la educación superior como un mero servicio público, y no estaban de acuerdo con la visión formalista y reducida que le confería a la educación. Criticaron, asimismo, la vaguedad de los objetivos y la imposición de la lógica económica a una actividad tan importante y compleja como la educación, en la medida que conduciría a la cosificación del ser humano. Finalmente, no estaban de acuerdo con la división simplista del sistema entre ‘Colleges’ y ‘Universidades, pues dicho enfoque ignoraba la diversa realidad regional, con sus asimetrías y experiencias distintas. En el mismo orden de críticas, rechazaban la idea de la universidad como ‘fábrica de grados y títulos’, sin descontar el excesivo poder que concentraría el Fondo Universitario Nacional, FUN, y que iba en detrimento del autogobierno de las universidades (Universidad Nacional de Colombia) 1969)” (Acevedo, 2015).



En otras palabras, el Plan Básico representó las directrices generales que Atcon impartió a principios de los años sesenta, pues sus características centrales reiteraron:26

a) La productividad y la selectividad: Las entidades prestadoras del servicio deben adecuarse a las exigencias del medio económico y político para producir una racionalización del aparato estatal. b) La privatización de la Universidad: mantenimiento del gasto público en su nivel esencial sin despilfarros, elevación del valor de las matrículas, tecnificación de la enseñanza al servicio de la empresa privada y direcciones académicas a cargo de “capitanes de industria”. c) Despolitización de las Universidades: provisión de algunas facilidades a los estudiantes para desincentivar las protestas, nuevo personal directivo, y becarios que reproduzcan esquemas técnicos de países desarrollados. d) Nuevas instituciones de dirección: orientadas hacia la formulación y ejecución de un Plan. e) Apertura a instituciones extranjeras: que aseguren el control académico y administrativo.

En otras palabras, más allá del objetivo retórico de “proponer a las autoridades competentes y a los gestores de la educación superior una serie de medidas fundamentales para lograr un avance significativo en la prestación de este servicio, avance que debía traducirse en una mejor educación universitaria para un mayor número de colombianos”, el Plan tenía la finalidad práctica de “mejorar la productividad de las unidades prestatarias de este servicio educativo desde el punto de vista de su extensión como de su calidad”, para lo cual era preciso crear un sistema de educación superior universitario, entendido como una organización “pública” para la prestación del “servicio”, que a su turno tendría un órgano de gobierno y coordinación, denominado Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior (ICFES). De igual forma, cada centro de educación superior tendría unas normas mínimas de acreditación y aprobación como mecanismos para garantizar la calidad, un sistema de pruebas para el ingreso a la educación superior, reglas de financiación, y definición del crédito académico como unidad de progreso académico (Acevedo, 2015; Cruz, 2016).

n) Panorama Internacional

En estos años que venimos comentando, se observaba a nivel global una situación muy convulsiva. La segunda posguerra había conducido a la Guerra Fría que oponía el capitalismo (Estados Unidos y Europa Occidental) a las iniciativas políticas calificadas como comunistas lideradas por la Unión Soviética. En medio de ella se vivía la guerra contra Vietnam, las invasiones norteamericanas en la región latinoamericana, la irrupción de la Revolución Cubana y el bloqueo por parte de los Estados Unidos, las insurrecciones nacionales en África y América Latina, las resistencias en los países del Este (la llamada Primavera de Praga), los movimientos y organizaciones revolucionarias en Alemania (la revuelta liderada por Rudi Dutschke), España (el antifranquismo y la ETA) e Italia (el otoño caliente).

Lugar principal en ese renovado tinglado, es el muy significativo acontecimiento de la Revolución del mayo francés en la Francia de De Gaulle, así como la masacre de Tlatelolco-Plaza de las Tres Culturas, sangriento desenlace del movimiento contra la represión del Gobierno de Díaz Ordaz, a propósito de la celebración de los Juegos Olímpicos; el movimiento de protesta de estudiantes y obreros en contra de la dictadura de Onganía; las reivindicaciones de la UNE brasilera reprimidas por la dictadura militar; la lucha de los afroamericanos en Estados Unidos, o las de las mujeres enfrentando la discriminación de género.

II. La antesala de los años sesenta

Son muchos los análisis que se han hecho sobre la significación de los años sesenta frente a la realidad que afloró en esa coyuntura,27 que es justamente previa al escenario político y social del conflicto universitario de inicios de la década del setenta. Desde el punto de vista generacional, veníamos de ese breve lapso de la dictadura militar que asesinó a Uriel Gutiérrez en los predios de la Universidad Nacional de Colombia el 8 de junio de 1954, acontecimiento que es descrito así por Beltrán (2018: 16-40).


“El 8 de junio de 1954, a pocos días de cumplirse un año del golpe militar del general Gustavo Rojas Pinilla (1953-1957), los universitarios colombianos conmemoraban —en el marco del tradicional carnaval universitario— un aniversario más del asesinato del estudiante de derecho Gonzalo Bravo Pérez, acaecido 25 años atrás, a manos de la policía, bajo la llamada “hegemonía conservadora”. Los actos recordatorios habían iniciado el día anterior con sendas conferencias impartidas por los estudiantes Eduardo Suescún Monroy y Uldarico de Silvestri en las Facultades de Derecho de la Universidad Nacional y la Universidad Libre de Bogotá y para ese 8 de junio los universitarios convocaron una peregrinación al cementerio central donde colocarían una ofrenda floral en homenaje al estudiante mártir (El Tiempo, 7 de junio de 1954, p. 1). El desfile se desenvolvió en riguroso silencio venciendo las resistencias del régimen militar para que este se llevara a cabo (El Tiempo, 8 de junio de 1954, p. 1) y una vez concluido los manifestantes retornaron a la ciudad universitaria para dar continuidad a las actividades del carnaval. Hacia la media tarde, en los predios de la Universidad Nacional hizo aparición un piquete de policías que impartió la orden de desalojar el campus. Situación ésta que generó la protesta de los estudiantes, quienes se negaron a abandonar el lugar, lo que derivó en una confrontación con los agentes del orden público. En medio de las escaramuzas —en las cuales se vieron involucrados algunos soldados del ejército que, desarmados, terciaron a favor de los universitarios— hizo su aparición un contingente de agentes policiales de donde salió la orden de fuego, dejando como saldo la muerte del estudiante de filosofía y medicina Uriel Gutiérrez. Al percatarse del crimen, y una vez retirada la policía, los condiscípulos de Uriel se despojaron de sus corbatas y tiñeron los pañuelos con su sangre, que enarbolaron a manera de bandera (El Tiempo, 9 de junio de 1954: 14).”



En la manifestación de duelo y protesta por dicho asesinato realizada el 9 de junio, la dictadura dejó en la carrera séptima con calle 13 de Bogotá, un sangriento resultado de once universitarios abatidos por las balas asesinas del Batallón Colombia, que regresaba a Colombia bajo el signo de combate contra el comunismo como enemigo interno. Sus nombres estuvieron presentes en todas las manifestaciones estudiantiles posteriores, en especial las que se adelantaron bajo la consigna “¡libros sí, fusiles no!”, y que luego recordamos en las fotografías colocadas en las paredes del salón de reuniones del Consejo Superior Estudiantil, CSE, de la Universidad Nacional. El mismo día del asesinato de Uriel Gutiérrez empezó a gestarse la Federación de Estudiantes Colombianos, FEC, organización estudiantil que orientó las movilizaciones contra la dictadura hasta su derrocamiento el 10 de mayo de 1957.

Así explica Beltrán (2018):


“Un paso importante en esta dirección es la constitución de la Federación de Estudiantes Colombianos (FEC), cuya conformación se plantea el mismo día del asesinato de Uriel Gutiérrez, a partir de un comité provisional que se propone ‘congregar a todos los sectores estudiantiles del país para la defensa y representación de sus legítimos intereses y para luchar incansablemente por el progreso y dignificación de las instituciones universitarias y culturales del país’ (El Tiempo, junio 9 de 1954, p. 9). Hasta ese momento, la representación estudiantil había tratado de ser hegemonizada, con poco o ningún éxito, por la oficialista Federación Universitaria Colombiana (FUC), constituida el 9 de abril de 1953 por el gobierno conservador de Laureano Gómez, bajo los auspicios de su ministro de educación Lucio Pabón Núñez.”



El país había asistido en esos momentos a aquellos procesos de desplazamiento campesino, anteriores a la dictadura, provocados por “los pájaros” o “los chulavitas”, expresiones del paramilitarismo de entonces, lideradas por el polo conservador de la violencia bipartidista; ahora bajo el régimen militar se vivían las medidas limitativas de los derechos y garantías fundamentales; la censura de prensa y radio; las acciones de cuerpos de seguridad como el temido SIC (Servicio de Inteligencia colombiano); los graves hechos de la Plaza de Toros de Bogotá (febrero 1956), y la tragedia casual de la explosión de camiones militares en la vieja estación del ferrocarril en Cali (7 agosto); en fin, eran las circunstancias de excepción propias del paréntesis militar, como forma de régimen político para lograr la reorganización de las clases y fracciones dominantes, a la cual ellas mismas pusieron fin el 10 de mayo de 1957, con la no poca ayuda, participación y sangre del movimiento estudiantil, aplaudido y alabado en esos años por su acción subversiva contra el orden militar establecido.

El curioso restablecimiento del llamado sistema democrático conocido como el Frente Nacional, pactado en Sitges por los líderes de los partidos tradicionales (Alberto Lleras Camargo y Laureano Gómez Castro), cargado de formas de exclusión participativa (paridad bipartidista y alternación de los dos partidos en la Presidencia), condujeron, sin embargo, a modificar las condiciones de expresión y debate, las cuales, en el mundo universitario, significaron dejar atrás las experiencias de rectores de típica extracción conservadora y hasta de carácter militar como el Coronel Agudelo, designado como tal por el dictador en sustitución del jurista Abel Naranjo Villegas. La trayectoria del nuevo rector hablaba por sí misma. El coronel Agudelo había tenido una importante participación en el frustrado golpe del 10 de Julio en Pasto (1944), secundando al coronel Diógenes Gil, durante el segundo mandato del presidente Alfonso López Pumarejo (1942-1945). Su postura anticomunista quedaba refrendada en una entrevista concedida pocas semanas después del golpe militar de Rojas y donde señala que “la demagogia izquierdista comunista está basada en la explotación interesada, como quiera que ella se vale de los inevitables y eternas miserias humanas para provocar las reacciones de los hombres […] para exitar (sic) las masas, para llenarlas de odio, para conducirlas a la revuelta, para incitarlas al crimen, a la destrucción y a la muerte” (Sábado, 15 de julio de 1953, p. 3). En el momento de su nombramiento como rector, el coronel Agudelo ejercía el Ministerio de Correos y Telégrafos. Una cartera que años atrás había sido ocupada por el mismo general Rojas, su amigo personal, y desde donde se controlaban a las emisoras del país, así como a los radioaficionados que emitían programas críticos del gobierno). Y aunque este Ministerio no tenía funciones en materia de censura de prensa, el coronel Agudelo era un ferviente defensor de la misma con la falacia de que ésta constituía “un medio de mantener la serenidad política, alejando de la mente popular el recuerdo fragoroso del pasado” (Sábado, julio 15 de 1953, p. 5). En su discurso de posesión en la rectoría, el oficial manifestó que “el gobierno está plenamente decidido a proteger y a ayudar a todos aquellos que dediquen su esfuerzo al exclusivo desempeño de su actual misión dentro de la Universidad” (El Tiempo, 13 de julio de 1954, p. 21), pero también advirtió que “el gobierno está igualmente decidido a impedir la intromisión de elementos extraños o subversivos dentro de la Universidad, ya que es un deber ineludible de las autoridades garantizar el ejercicio tranquilo de quienes anhelan proseguir serenamente la ambicionada y noble preparación profesional! (El Tiempo, 13 de julio de 1954, p. 21 ), llegando incluso a plantear que “para bien de la generalidad, no importa el sacrificio de quienes han delinquido”. (Beltrán, 2018).

En el caso específico de la Universidad Nacional, las nuevas condiciones del Frente Nacional, permitieron el nacimiento de una organización estudiantil dirigida por el Consejo Superior Estudiantil, núcleo líder de todos los acontecimientos de la primera mitad de la década de los sesenta y simiente de una nueva organización nacional, la UNEC, y luego de la FUN que, en un momento de muy ingrata recordación, fue suprimida y reprimida por un acto del gobierno de Lleras Restrepo en 1966. La Universidad Nacional fue reorganizada mediante la ley 65 de 1963, bajo la cual, a pesar de sus deficiencias y limitaciones, fue posible la solidaridad activa con los movimientos sociales, la construcción de tendencias y organizaciones políticas, y la formulación de discursos significativos sobre la realidad nacional.

Acerca de la naturaleza y sentido de esas organizaciones y manifestaciones en el seno del universo estudiantil universitario, son múltiples y variados los entendimientos. (Ruiz, 2002). Más allá de ello, lo central es evidenciar cómo el movimiento universitario se desvincula paulatinamente de la instrumentalización de que fue objeto durante la dictadura y los comienzos del Frente Nacional, para redefinirse como un sector más de la controversia contra el orden capitalista, no propiamente con el sentido de una clase social o como expresión de otra u otras. No se trata, como lo afirma Leal,28 de que, como consecuencia del desarrollo capitalista, “la emergente población universitaria representa a estas nuevas clases (las llama clases medias) y como tal debate el orden existente, constituyéndose en la vanguardia de las mismas”, sino de una expresión propia de una parte del conglomerado social que, como diríamos hoy, es parte integrante del conjunto de quienes son sujetos de la dominación capitalista y, como tales, obran en términos de resistencia. Es un debate ciertamente evocado por Althusser (1968; Ruiz, 2002; Caicedo, 1984; y Archila, 1996: 13), pero que requiere situarse más apropiadamente a partir del entendimiento de lo que significa el sistema educativo, en especial el componente de la educación superior, como parte inescindible del orden capitalista, sin acudir a visiones instrumentales, estructuralistas o funcionalistas.

Es el entendimiento que, en otro momento, hemos expuesto en estos términos:


“El sistema educativo es inescindible del orden capitalista. Un punto de partida esencial en el análisis es el reconocimiento de que el sistema educativo no puede estimarse como un mundo neutral y separado del orden capitalista, sino que siempre ha formado parte de él, cumpliendo funciones necesarias para su reproducción en campos tales como la calificación de la fuerza laboral, la formación de las élites, la transmisión y el reforzamiento de valores políticos y culturales inherentes a la dominación en muchos órdenes, y la recepción, comunicación y producción de la ciencia, la técnica y las artes. A lo anterior hay que añadir que, en sociedades como la colombiana, en especial la Universidad Nacional y buena parte de las Universidades públicas han representado también un factor ligado a la conformación y consolidación de la Nación, dimensión política y construcción social consubstancial a la existencia del sistema de dominación capitalista, a la cual pertenecemos históricamente, hasta el punto que de manera permanente la reivindicamos, bajo diferentes formas y a propósito de todas las controversias y situaciones en las cuales somos actores, incluso cuando asumimos comportamientos de resistencia”.

“Es por esa razón que los Estados han asumido la organización y funcionamiento del Sistema educativo, incluida la educación superior, aunque con características diferentes, según la sociedad de que se trate y el momento histórico por el cual atraviese. En veces lo asumen en forma plena o mayoritaria, dando lugar a un conjunto de aparatos que, por su origen y su financiamiento, se consideran públicos, o en el otro extremo lo confían a instituciones privadas sometidas a regulación en grados diversos, o admiten modalidades de participación de lo público y lo privado en términos distintos de prevalencia”.

“La existencia de las instituciones públicas en el ámbito educativo ha sido estimada de manera general como un rasgo democrático, por cuanto se entiende, aceptando la visión ideológica, que el Estado responde a los intereses generales, a la satisfacción de las necesidades de todos los asociados bajo el manto nacional. Así lo admitimos y lo seguimos proclamando cuando defendemos las entidades educativas públicas, y así lo reclamamos cuando apreciamos que, por una u otra causa, existe una imperfección, una desviación o una perversión de esa finalidad general y universal de la educación ofrecida y garantizada por el Estado. Sólo en forma excepcional se rechaza lo público como vinculado siempre a intereses del sistema de dominación, pues esa actitud exige adoptar una resistencia de confrontación y de ruptura”. (Moncayo, V.M., 2011).



Ahora bien, la FEC como organización entró en declive al final de la década del cincuenta por razones de distinto orden asociadas, entre otras, a su falta de cobertura nacional, a la no incorporación del estudiantado de la Universidad Nacional, y a la ausencia de vínculos con los sistemas de representación estudiantil que empezaron a florecer en las Universidades públicas. Sin embargo, su influencia fue notoria en la apertura al análisis de los problemas no sólo universitarios sino nacionales, favoreció la participación de corrientes ideológicas de izquierda, e hizo posible el debate con agrupaciones del mismo carácter como la Juventud Comunista, JUCO, y la Juventud del Movimiento Revolucionario Liberal, JMRL.

A raíz de la expedición del Decreto 136 de 1958, expedido por la Junta Militar provisional (1957-1958), que redefinió el gobierno de la UN, paradójicamente sus reglas sobre representación estudiantil hicieron posible un sistema que vinculó a los estudiantes de base, quienes conformaron los Consejos estudiantiles de Facultad y el Consejo Superior Estudiantil, CSE, y que pudieron expresarse en asambleas generales de cada facultad y del conjunto de la Universidad. Ese esquema fue replicado rápidamente por el conjunto de las Universidades públicas e inclusive se adoptó en algunas universidades privadas (Ruiz, 2002: 90-91).

Ya a mediados del gobierno del primer presidente del Frente Nacional (Alberto Lleras Camargo, 1958-1962), se designó a Mario Laserna (1960) como rector de la Universidad Nacional, para implementar una política educativa a imagen y semejanza del sistema norteamericano, que ya había puesto en marcha como rector de la Universidad de Los Andes. En este escenario se abren los debates sobre universidad y sociedad, la ruptura de la paridad partidaria liberal-conservadora, la injerencia de la Iglesia, la autonomía, la democratización de la Universidad, la calidad académica, y los sistemas de bienestar universitario (Ruiz, 2002, pp. 94-95). Esta coyuntura dio lugar a las primeras huelgas (mayo-agosto 1960) en Medicina y Arquitectura con reivindicaciones de orden académico y administrativo, que confluyen en la petición de creación de una comisión preparatoria de un proyecto de ley reformatoria de la UN, y en un paro general con bloqueo de edificios en el campus, manifestaciones hacia la Plaza de Bolívar, y reunión con el propio Presidente de la República en el Palacio de San Carlos. El paro se reedita con reivindicaciones más elaboradas en mayo de 1961, unidas a las de la Universidad de Medellín, todo lo cual se pretendió conjurar con el llamado Acuerdo de San Carlos, rechazado plebiscitariamente por los estudiantes, quienes, además provocaron la sustitución del Consejo Superior Estudiantil - CSE, y la misma renuncia del rector Laserna. De otra parte, el movimiento universitario se hermana con la huelga de los trabajadores de Avianca que ingresan al campus (31 agosto de 1961), dando lugar a una confrontación violenta con la fuerza pública. En fin, a partir de este momento, sin duda alguna, el movimiento universitario se cualifica mediante su politización, como lo advierte Ruiz Montealegre (2002: 117y ss.), y se compromete con medios periodísticos novedosos como Acción 0, Controversia y, particularmente, con la Revista Bisturí, de la Facultad de Medicina, liderada por Julio César Cortés y Hermías Ruiz.

A la altura de mayo de 1962, los conflictos en la UPTC y en el Colegio de Barranquilla, concitaron la solidaridad de las Universidades de Bogotá (Universidad Nacional de Colombia, Libre, Externado y Distrital). Luego de una importante marcha y una grave alteración del orden público en Bogotá, se produjo la expulsión de muy representativos líderes de la UN como promotores de los paros y desórdenes (Jaime Pardo Leal y María Arango, militantes de la JUCO), y por la publicación de la revista Bisturí (Julio César Cortés, Hermías Ruiz, Guido Lastra y Gabriel Guerrero).

Bueno es en este momento del análisis, recordar la significación política de Julio César Cortés como líder estudiantil, que se puede desentrañar en estas líneas escritas a su cuñado el 7 de diciembre de 1965, con motivo de su decisión de ingresar al ELN:


“Puesto que tú y Leíto son hace mucho un solo ser, lo que digo en mi carta es también para ti. Pero quiero pedirte, al médico, al hombre joven, que intentes comprender más de cerca mi actitud. Tú sabes tanto como yo cómo se resolverían los problemas de la desnutrición, de la TBC, del paludismo, de todas las endemias de las cuales se nutre nuestra medicina. Tú sabes que muchas de ellas son sólo consecuencia de problemas sociales y económicos, mucho más que fruto de una situación estrictamente médica. Tú sabes que muchos de nuestros pacientes jamás llegarían al hospital, y menos al cementerio, si sobre ellos se hubiera ejercido previamente una adecuada medicina preventiva. Pero tú sabes por qué razones no se hace esa medicina. Tú sabes, por consiguiente, que la mejor manera de hacer medicina, sería, por consiguiente, controlando desde el poder los dineros públicos, solucionando los problemas sociales y económicos que causan la desnutrición, el parasitismo, etcétera, etcétera. Pues, bien: llegó un punto en el cual yo decidí que no podía engañarme a mí mismo.

“Quiero hacer medicina, quiero curar, quiero terminar con las enfermedades, pero he llegado a comprender que sólo puedo hacerlo de una manera: transformándome en revolucionario de tiempo completo. Esa es una respuesta estrictamente lógica. Practicarla requiere, sin embargo, una alta dosis de pasión y desprendimiento. Yo intento conseguirlos. En esa lucha se producen choques inevitables con muchas gentes, incluyendo la propia familia. Sólo si alguien puede llevar a estas personas a un convencimiento racional de que la decisión no es absurda, su desesperación va a ser grande. Creerán que yo y los que actúen como yo estamos locos. O que somos unos irresponsables. O despiadados. O criminales. Tú sabrás que no, pero eso no bastará. Para que nuestros seres queridos no sufran, será necesario que algunas personas como tú, que no llevan al extremo el compromiso, pero lo comprenden, aboguen por nosotros.”

“Es lo único que te pido. Será la gran ayuda que puedas tú prestarme. Si mi lucha me obliga a apartarme de mi familia, quiero que tú llenes el vacío que dejo. De hecho, te portas como hijo de mi madre, pero sé que ella va a necesitar de todo tu afecto. Me tranquiliza muchísimo saber que tu cariño por Leonor se traduce también en cariño hacia mi madre. Y no lamento ‘incomodarte’ porque sé que no es la palabra adecuada. Las cosas que se hacen con amor ni ‘incomodan’ ni deben agradecerse.”

“Para nuestra patria se avecinan días duros —por eso te hablo este lenguaje—, y sé que algún día volveremos a vernos cumpliendo juntos con nuestro deber. Hasta entonces, te abrazo como a un hermano. Julio César Cortés”.29



Pues bien, eso explica, desde el punto de vista de las concepciones políticas individuales, que la politización del movimiento era explícita. La oposición al Frente Nacional y a lo que representaba políticamente, ya no era cuestión únicamente del movimiento universitario, sino de una amplia gama de sectores sociales excluidos, como lo advierte este texto de la Revista Bisturí, que devela hace sesenta años, la complejidad de los sufrientes del sistema capitalista:


“Aquello es algo más complejo, algo que no puede enmarcarse con un simple ‘agitadores profesionales’ o ‘estudiantes irresponsables’: es un vivo reflejo explosivo de la situación que vive el país. Porque, es bueno recalcarlo hasta la saciedad: quienes robaron, quienes asaltaron los almacenes, no fueron los estudiantes. De todos es sabido que la carrera séptima se ha convertido en un hormiguero de vendedores y contrabandistas al por menor, fruto todos ellos, y muestra palpable, de la miseria nacional, del fracaso de un sistema. Toda esa gente miserable, todo ese ejército de desempleados que constituye la esencia misma de un sistema absurdo, está siempre en explicable trance de saqueo y motín”.30



Es la misma posición política que la Revista Bisturí había asumido en octubre de 1961 en estos términos:


“Cuando el Consejo Superior Estudiantil declaraba recientemente, en uno de los documentos más importantes nacidos de una identidad tal, que el estudiantado está firmemente convencido de que no es ajeno a las luchas que libran los trabajadores por su mejor estar social y económico, no hacía otra cosa que reconocer, por primera vez explícita y públicamente, que la función social de la Universidad no es, no puede ser, el simple estudio de los problemas en abstracto, sino además y principalmente, la de ser guía y compañera de las batallas que por su superación libre el pueblo que la conforma y sustenta”. (Ruiz, 2002: 127, cita de la revista Bisturí No. 8 de 1961).



Formulación que, como lo advierte Ruiz Montealegre, “enunciaba que los conflictos estudiantiles no se limitaban a los problemas de orden gremial que se suscitaban en la Universidad, sino que, por el contrario, ya existían sectores estudiantiles que concebían la necesidad de participar activamente en la construcción de un nuevo escenario político y social para el país, donde existieran condiciones de justicia social para todos los colombianos” (Ruiz, 2002: 127). En efecto, en ese sentido en la época actuaban en la Universidad tres grandes bloques de organizaciones políticas: La Juventud Comunista, JUCO, las Juventudes del Movimiento Revolucionario Liberal, JMRL, y algunas provenientes de la derecha o de los partidos tradicionales (Ruiz, 2002: 142-143).

A finales de 1963 (noviembre) se expide un nuevo estatuto orgánico de la UN, la ley 65 de 1963, que recogió algunos de los puntos reivindicativos del movimiento universitario, como la autonomía y, en general —así fuera tardíamente—, los postulados de la reforma de Córdoba de 1918. El gobierno universitario, aunque conservó representaciones del Gobierno y del clero, le dio participación a dos consejeros estudiantiles en el nuevo Consejo Superior Universitario que sustituyó a la vieja Conciliatura, lo cual consolidó la organización estudiantil y fortaleció el debate más allá de las cuestiones relativas a la organización académica y administrativa, para incluir y destacar las referentes a los problemas de la sociedad colombiana atribuibles al sistema capitalista.

De manera casi coincidente, el Congreso Universitario Nacional organiza en su reunión de Barranquilla (noviembre de 1963), la Federación Universitaria Nacional, FUN, cuyos rasgos programáticos se pueden agrupar en dos componentes esenciales que según Ruiz se pueden nuclear así: (Ruiz, 2002, pp. 152-153).

– Un análisis crítico del sistema universitario asumido desde el punto de vista estructural: distribución espacial, desigualdad regional, deficiencia presupuestal, ausencia de planeación, distanciamiento frente a los problemas colombianos, crecimiento de la universidad privada, e inequidad social en el acceso.

– Un reconocimiento explícito de que los problemas de la educación y, en especial, la universitaria, están asociados a las condiciones de desarrollo de la sociedad colombiana, de tal manera que se requiere un cambio social estructural, lo cual supone encontrar las vías para esa transformación, por medios reformistas o revolucionarios.

Ese cambio de perspectiva se reflejó en la Universidad Nacional, pues su CSE tuvo que afrontar la nueva organización derivada de la ley 65 de 1963 y, de alguna manera, intervenir en la composición del gobierno universitario. Fue así como participó en el nuevo Consejo Superior Universitario, CSU, se opuso a la reelección del rector Hernando Morales Molina y, aunque no hubo una adhesión expresa, compartió el ambiente general de aceptación que acompañó al nuevo Rector José Félix Patiño (1964-1966) quien, como se ha explicado atrás, introdujo una visión modernizante, cercana a las tendencias norteamericanas y al contenido del informe Atcon y del Plan Básico, al tiempo que favoreció y apoyó el sistema de representación estudiantil, creando un clima de entendimiento favorable a sus orientaciones. Sin embargo, la politización del movimiento estudiantil que había avanzado, rechazó esas tendencias de la Reforma Patiño, así como la injerencia norteamericana derivada del Seminario de Rectores de El Paso, Texas, la Alianza para el Progreso y el Plan Simpático, y la intervención de las fundaciones Ford, Rockefeller y Kellogg.

De otra parte, la movilización estudiantil —en el contexto de las huelgas en Avianca y en la actividad petrolera; y de la Operación Marquetalia contra la resistencia campesina en tránsito hacia la conformación de las FARC—, se expresa en nuevos conflictos en el Colegio Barranquilla, la Universidad Libre, la Universidad de Medellín, la Universidad Santiago de Cali y, sobre todo, en la Universidad Industrial de Santander, UIS, contra el autoritarismo del Rector Juan Francisco Villareal Buenahora (sucesor del Rector Rodolfo Low Maus de tendencia modernizante). El movimiento en la UIS, dirigido por la Asociación de Universitarios de Santander, AUDESA, apoyado por la FUN, irrumpe en Bogotá después de una muy significativa marcha desde Bucaramanga, orientada por Jaime Arenas Reyes, militante de la JUCO desde 1950, muy próximo luego al ELN, y partidario explícito de la línea insurreccional, que atizó el debate interno en el Congreso de la FUN de 11-13 octubre de 1964.

Enrique Santos Calderón recuerda así aquellos tiempos:


“(…) hace 47 años Colombia presenció una formidable movilización estudiantil, tanto o más significativa que las últimas. La iniciaron una mañana de julio de 1964 alumnos de la Universidad Industrial de Santander (UIS), que caminaron quince días de Bucaramanga a Bogotá, para que le pararan bolas a la huelga que hacía semanas realizaban.”

“No fueron más de treinta los que emprendieron la marcha, con sus buzos blancos, corroscas y mochilas. Cuando llegaron a la capital, exhaustos, se habían convertido en una multitud de miles de personas que colmó la Plaza de Bolívar. La imaginativa protesta de los universitarios de la UIS contra el autoritarismo del rector José Francisco Villarreal, despertó una ola de simpatía que fue creciendo al paso de los caminantes por Santander, Boyacá y Cundinamarca. Al ingresar a Bogotá, la protesta estudiantil era un interminable desfile de inconformidad social.”

“Yo miraba desde mi oficina en El Tiempo ese tropel que venía por la 7a. rumbo a la Plaza de Bolívar, y recuerdo el instante cuando, al pasar frente al periódico, el líder del movimiento, un formidable orador y dirigente estudiantil llamado Jaime Arenas Reyes, alzó el brazo y les gritó a sus seguidores que continuaran la marcha, mientras él subía a explicarles a las directivas del diario las razones de la huelga.”

“Yo quedé tan desconcertado como contento. Lo normal era lluvia de piedra y consignas contra El Tiempo, lo que me causaba tremenda desazón, tratándose de muchachos de mi edad con cuyas protestas simpatizaba. En este caso, el diario había criticado los excesos del rector Villarreal, y el diálogo relámpago del líder estudiantil con los directivos (Roberto García-Peña y Abdón Espinosa, ambos santandereanos, como Arenas), no solo salvó al periódico de la inevitable pedrea, sino que reforzó su respaldo a la causa de los estudiantes.”

“La manifestación fue un éxito, el Gobierno echó para atrás las medidas y los estudiantes de la UIS regresaron victoriosos a Bucaramanga, donde fueron recibidos de manera apoteósica por 30.000 personas. El movimiento estudiantil confirmó en esa jornada la dimensión de su influencia política.”

“Ya la había mostrado la década anterior, cuando los universitarios fueron punta de lanza en el derrocamiento del régimen militar de Rojas Pinilla en 1957. Pero ya en los 60, durante el Frente Nacional, otras fueron las banderas: la revolución cubana, el maoísmo, el antiimperialismo, la guerra de Vietnam.”

“En 1964, yo estudiaba en la U. de los Andes y ya trabajaba en el periódico, cuyos ventanales, en ‘la mejor esquina de Colombia’, eran blanco fijo de las marchas de estudiantes de la Libre y la Nacional hacia la Plaza de Bolívar. La universidad colombiana vivía una intensa agitación política, y la influyente Federación Universitaria Nacional (FUN), simpatizante del recién fundado ELN, promovía sistemáticas y resonantes huelgas.”

“En mayo de 1965, un hecho radicalizó aún más el movimiento estudiantil. Fue la muerte a golpes por la Policía de un alumno de la Universidad Jorge Tadeo Lozano, Jorge Enrique Useche, durante una protesta contra la invasión de marines a República Dominicana, que movilizó a más de veinte mil estudiantes en todo el país. Su muerte, en cuyo entierro simbólico en la UN habló el padre Camilo Torres, produjo otra protesta, que incluyó, por primera vez, a universidades conservadoras como la Universidad Javeriana y El Rosario. A los tres meses, Camilo murió en su primer combate en la guerrilla del ELN” (Santos, 2011).
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Estudiantes de la UIS marchando a través del cañón del Chicamocha en el trayecto Aratoca-San Gil. Fotografía de Carlos Chacón Soto.

Similar repercusión tuvo la huelga contra otro rector autoritario (Ignacio Vélez Escobar) en la Universidad de Antioquia en mayo de 1965, apoyada por la FUN y con la participación de numerosas universidades, que condujo a serios enfrentamientos con la fuerza pública en Bogotá y Medellín, al retiro del Rector, a la declaratoria de Estado de Sitio, y al procesamiento de muchos estudiantes en Consejos de Guerra.31 Es una coyuntura que ha sido identifi cada como el inicio de la “nueva violencia”, en un ambiente asociado a la toma de Simacota por el ELN (enero de 1965), a la organización de las FARC, a las protestas contra la invasión de la República Dominicana por los Estados Unidos, y a la creación del Frente Unido por Camilo Torres (fi nes de mayo 1965).

Los confl ictos estudiantiles continuaron con la misma amplitud e intensidad durante el primer semestre de 1966, siempre con la participación de la FUN, la cual en su Congreso de mayo de 1966 distinguió como presidentes honorarios al muerto en combate Camilo Torres y a Julio Cesar Cortés y Jaime Arenas militantes del ELN, y recibió el saludo de Manuel Marulanda Vélez, comandante de las Farc, recién organizadas como conclusión de la segunda conferencia del Bloque Sur.

Ya bajo el Gobierno de Lleras Restrepo (1966-1970), ante el debilitamiento de la FUN que fue perdiendo capacidad de convocatoria, se adoptan medidas para enfrentar la protesta estudiantil contenidas en el Decreto 2128 de agosto 19 de 1966, que prohibía la cesación de actividades académicas por los estudiantes y autorizaba suspensiones y expulsiones, proferido dos días después de la visita de los dirigentes de la FUN al Presidente de la República para entregarle el documento producido por el Quinto Consejo Directivo Nacional (Ruiz, 2002, p. 207). Días más tarde el Presidente Lleras Restrepo, en alocución televisada, desconoció a la FUN como organización, advirtió que rompía todo diálogo con ella y señaló:


“(…) Con esa FUN o Federación Universitaria Nacional, no mantendrá relaciones el Gobierno. No podemos permitir interlocutores que nos hablen así y tenemos que hacer respetar el decoro y la posición de las autoridades. El gobierno se entenderá con los estudiantes que quieran hablar respetuosamente con él, con los miembros de los consejos universitarios. Pero ante él no será, en ningún momento interlocutor de la llamada Federación Universitaria Nacional. Bajo presiones, bajo ultimátums, el gobierno no conversa con nadie, ni con los estudiantes, ni con ningún otro gremio.”

“(…) La Universidad comunista es la que nos quieren imponer, o nos han querido imponer los jovenzuelos agresivos de la FUN, es la Universidad intolerante donde el que no esté de acuerdo con las ideas de ese grupo no puede hacerse oír. Se teme que otras personas lleven ideas distintas a las del recetario fanático que se quiere inculcar a los jóvenes que ingresan a los claustros. Pero tenemos el deber de defender a esos jóvenes contra la tiranía del fanatismo”.32



Este enfrentamiento llega a su máxima expresión con ocasión de la presencia el 26 de octubre de 1966 de Lleras Restrepo con John Rockefeller (presidente de la fundación del mismo nombre), en la inauguración del Instituto Colombiano Agropecuario, ICA, en el campus universitario, donde es recibido con gritos, piedras y tomates, lo cual provoca la invasión del campus, el allanamiento de los espacios de la FUN y del CSE, y la adopción de medidas tales como la censura a publicaciones que incitaran a la subversión, la prohibición de viajes de nacionales a Cuba, la suspensión del CSE y de los dos representantes estudiantiles ante el CSU, castigando el incumplimiento de esas disposiciones con cárcel impuesta en consejos de guerra verbales. (Decretos 2686, 2687 y 2688).33 Es el inicio de un ciclo intenso de represión de las organizaciones estudiantiles y de sus manifestaciones, que les impide toda expresión de protesta tanto de orden académico y administrativo, como de significación política en oposición al gobierno y al régimen político del Frente Nacional. Ante tales circunstancias una voz calificada como la del profesor Fals Borda advierte:


“Estos últimos incidentes no deben oscurecer el ideal mayor y permanente que ha animado constantemente al estudiantado. Este ideal supremo es el que no deben perder ustedes, como aspiro a no perderlo yo, porque es un ideal de servicio desinteresado a la sociedad, un tesonero esfuerzo de impulsar el país hacia las más altas metas de progreso, sin pensar en particulares posiciones o prebendas, como en la que ustedes se han distinguido siempre de muchas camarillas y maquinarias político-sociales, y que los convierte en positiva esperanza del país. Este es un ideal trascendente que tiene más vigencia que las efímeras eventualidades presentes”

“Como ciudadano y como universitario quiero pedirles que no se dispersen. Deben buscar la unidad a través de aquellos ideales que reconocen el valor de defender la concepción misma de la Universidad como motor de realización del pueblo y de desarrollo nacional, como herramienta al servicio del país, y como elemento de estímulo democrático dentro de su tradicional autonomía. Quiero pedirles que sean muy prudentes y esforzados, flexibles y tolerantes en la difícil etapa que se inicia, y más que todo que mantengan viva la llama de las ideas por la que ustedes y muchos otros hemos luchado sin descanso”.34



Sin embargo, más allá de esas voces y muchas más, el escenario de represión del movimiento estudiantil continúa, hasta el punto que con ocasión de la protesta, en junio de 1967, contra las alzas de las tarifas de transporte, desemboca una vez más, en una nueva ocupación militar (con numerosos tanques) del campus de la Universidad Nacional.35

De otra parte, como consecuencia de la Reforma Constitucional de 1968, la UN y en general las Universidades públicas fueron consideradas como establecimientos públicos (decreto 3157 de 1968) y, por consiguiente, la autonomía se veía reducida y sus rectores eran designados por el Presidente de la República o por los gobernadores y alcaldes, según su naturaleza nacional o territorial. En este mismo año se agudiza la protesta contra el Plan Básico, la presencia de fundaciones extranjeras, la injerencia de los cuerpos de paz estimados como espías de la CIA, los recortes presupuestales…

Durante el año 1969 el Gobierno debe afrontar numerosos conflictos laborales (59 huelgas, de las cuales 24 en el sector manufacturero), pero también conflictos universitarios, como los escenificados en protesta por la presencia de Rockefeller en el país, que dan lugar al desalojo del Rector de la UN Jorge Méndez Munévar, (su renuncia es aceptada en julio y lo sucede como encargado Mike Forero Nougués).36 Méndez Munévar funcionó como conciliador pues se opuso al Plan Básico, organizó un coloquio en La Ceja sobre problemas universitarios (enero 1969) y, en cierta forma, continuó los planes de modernización de la Reforma Patiño.

Lo mismo acontece en 1970 pues, en medio de huelgas laborales (64, de las cuales 14 manufactureras), las reivindicaciones universitarias sobre reforma de la Universidad continúan unidas a la protesta por la militarización de los campus, a las cuales el Gobierno responde con iniciativas de cooptación como las desplegadas por Mario Latorre Rueda posesionado en la UN (su período se extendió del 13 de abril al 19 diciembre de 1970) como sucesor del Rector Enrique Carvajal Arjona quien había cerrado la Universidad. Bajo su rectoría se realiza en el “refugio de El Muña” durante cuatro días, un seminario denominado “UN 1970”, cuyo objeto era abocar los resultados de un “auto-estudio institucional” efectuado con anterioridad. Al evento asistieron, directivas y delegados de profesores y estudiantes, y se estudiaron temas tales como la idea y carácter de la Universidad, su autonomía, el cogobierno, su estructura y las políticas académicas.37 En este momento se produce un importante pronunciamiento de APUN que denuncia la grave circunstancia financiera por la cual atraviesa la Universidad,38 crisis advertida en reportaje concedido al periódico El Tiempo por el Rector Latorre Rueda ( noviembre 9 de 1970), quien presenta renuncia el 19 de diciembre ante el Presidente Pastrana, cuyo controvertido período presidencial había iniciado el 7 de agosto de 1970.

A principios de 1970, ante la ausencia de organización estudiantil operan en las universidades, especialmente en la UN, numerosos grupos de izquierda: Comandos Camilistas, JUCO, Juventud Patriótica (fusión de “Sol Rojo y fusil” y “Combate”) JUPA (ala del MOIR), y el FES que, después de su protagonismo en 1968, había cooperado con la rectoría de Méndez Munévar. El conjunto estudiantil, ante la ausencia de la organización que había desparecido en virtud de la represión estatal, busca de manera un poco desorientada alternativas de reagrupamiento alrededor de los Comités Asesores de Carrera, con la participación de profesores, que luego tendrán una mejor materialización en los Encuentros Estudiantiles, en los Comités regionales, en el Comité Nacional de Solidaridad y en los mismos Comités de huelga. Los planteamientos estudiantiles se polarizan alrededor de las siguientes cuestiones:


“1) Cuál es la naturaleza de la Universidad bajo el orden social existente y cuál ha de ser el carácter de las luchas estudiantiles; 2) la caracterización de la coyuntura nacional y de los problemas de la revolución colombiana; 3) La política de alianzas y de movilización de masas que se definen en consecuencia.”

“Las distintas concepciones que tiene cada una de las agrupaciones políticas estudiantiles sobre estos tres puntos fundamentales, determinan la dinámica y las contradicciones internas del movimiento estudiantil, en cuanto cada una de ellas da lugar a distintas estrategias que desprenden necesariamente tácticas a corto plazo de diversa índole”.39



Ya en este 1970 irrumpen con fuerza como organización profesoral los Claustros, y se hacen importantes pronunciamientos como el del Claustro de Economía suscrito por el profesor Antonio García,40 en el cual se señala:


“Un hecho fundamental está modificando y acelerando la crisis de la estructura autoritaria e inorgánica de la Universidad; la integración y movilización del profesorado por medio de la estructura democrática de los Claustros. El Claustro universitario es una estructura esencialmente democrática en cuanto se fundamenta en el consenso y en la participación, rompiendo el estado de incomunicación y aislamiento —entre los diversos estamentos y dentro de los estamentos mismos— que ha sido la obligada consecuencia de las estructuras autoritarias impuestas a la Universidad por las fuerzas de presión que dominan la sociedad colombiana. Ese régimen de incomunicación y aislamiento ha impedido la integración y la movilización democrática de los tres grandes estamentos básicos: los profesores, los investigadores y los estudiantes”.



De otra parte, otras voces como la del profesor Fals Borda, de manera premonitoria de lo que le puede ocurrir a la Universidad, advierte en julio de 1970, en su carta de renuncia, lo siguiente:


“... en lugar de conflictos estériles e irracionales… reclama ‘el volcamiento’ hacia el pueblo colombiano que el momento histórico ha venido exigiendo de la Universidad desde hace tiempo (…) no estando de acuerdo con tal estado de cosas… he decidido separarme de la Universidad. Hay mucho que hacer por el país fuera del claustro universitario como para detenerme por estas circunstancias que limitan tan dolorosamente la función liberadora y de orientación popular de la Universidad Nacional (…) Tal proceso no puede llevar sino a la definitiva relegación de la Universidad a planos secundarios y a su frustración como fuerza revolucionaria…”41



En ese contexto, las luchas estudiantiles se focalizan en denunciar y oponerse a la injerencia norteamericana, presente en los lineamientos del plan básico y en la intervención directa de fundaciones como la Ford, Rockefeller y Kellogg, evidenciando así el “imperialismo americano” y el vínculo de las políticas educativas con la organización capitalista nacional.

Otra dimensión nueva es la incorporación a los conflictos de las Universidades privadas (Universidades Libre, Externado, Santiago de Cali y la de Medellín), incluidas las “universidades de élite” (Javeriana, Andes y El Rosario), así como la participación del profesorado que había permanecido ausente o proclive a las tendencias reformistas de modernización, pero que finalmente despierta gracias al conocimiento del sentido de las políticas universitarias y ante el tratamiento represivo de los movimientos.

III. El estallido en Cali y el Programa Mínimo

El Departamento del Valle del Cauca, una de las regiones donde encuentra asiento el auge del desarrollo capitalista de mediados del siglo, se convierte en un espacio privilegiado para proyectos innovadores como la CVC42 (1954) y la Universidad del Valle - UV (1945). Esta última asume un modelo de gestión externo a la Universidad, mediado por la Fundación para la Educación Superior (FES), a fin de enlazar a través de ella las relaciones con las fundaciones y corporaciones extranjeras y nacionales, y asegurar el control académico y político-administrativo, de tal manera que la FES se erigió como el poder real que desdibujaba la organización formal de la Universidad, favoreció la designación de un Rector ligado a la empresa privada, y flexibilizó el vínculo con profesores y empleados administrativos (sistema conocido muchos años después como terciarización). Era en la práctica un sistema de privatización y de pérdida real de la naturaleza pública de la Universidad; en síntesis, se organizó en la Universidad un verdadero “enclave” cultural y educativo (Crisis, 1971: 76 y ss.).

Ahora bien; los orígenes del conflicto tienen, sin embargo, una connotación académica, pero con significado político: el cuestionamiento del Plan de Estudios de la División de Ciencias Sociales y Económicas, y el desconocimiento por el Rector de la terna preparada por profesores y estudiantes para la designación de Decano. En efecto, el Consejo de División correspondiente de la UV seleccionó una terna con los nombres de Gabriel Borrero, Bernardo García y Jorge Villa. El Rector en ejercicio de la facultad discrecional estatutaria de cambiar uno de los candidatos, sustituyó al profesor Bernardo García y lo reemplazó por Julio Mendoza Durán, aduciendo que: “El doctor Bernardo García había demostrado ser un político extremista activo y que no convenía a la Universidad tener, internamente, un político activista; además, que el doctor García había expresado, en la Universidad Nacional, su rechazo a las Fundaciones extranjeras, especialmente a la Ford y a la Rockefeller, con las cuales la Universidad tenía excelentes relaciones y les debía mucho y que, por lo tanto, no era conveniente tener un directivo que las atacaba”. El Consejo Superior acogió el nombre del candidato Julio Mendoza, con el voto negativo del representante estudiantil, que insistió en el candidato Bernardo García (FEUV, 1973, y Ordóñez, 2011).

Roosevelt, había desarrollado un Proyecto para el Desarrollo del Valle del Río Tennessee, conocido como TVA, que se replicó para el valle geográfico del río Cauca, a fin de generar energía, controlar las inundaciones, irrigar, aprovechar el uso de la tierra y proteger los recursos naturales.

Frente a esa decisión, los Consejos estudiantiles de la UV convocan y orientan varios paros al inicio del mes de enero, citan un encuentro nacional (que se realiza el 2 de febrero de 1971),43 se toman las dependencias de la rectoría, expulsan al Rector Ocampo Londoño y, finalmente, convocan y realizan una asamblea masiva el 25 de febrero en la Plaza de Caycedo. Al día siguiente (a las tres horas de la madrugada del 26 de febrero) la UV es allanada por la fuerza pública y se retiene a los estudiantes que vigilaban las dependencias tomadas. Ante dicha circunstancia se realiza una gran concentración en el parque Belmonte que es atacada por las fuerzas militares, y se asesina al estudiante Edgar Mejía Vargas. Inmediatamente se adelanta una movilización de denuncia por las calles de Cali, que es también enfrentada por las fuerzas del Estado con un saldo importante de estudiantes, obreros y combatientes populares asesinados. (FEUV, 1973: 23).

Los hechos han sido descritos así:


“En Cali, el viernes 26 de febrero de 1971, a las tres de la madrugada, la fuerza pública, formó un cerco militar en los alrededores de la Universidad del Valle, coordinado por agentes de la policía, carabineros y personal del Ejército. A las primeras horas del día los líderes estudiantiles se desplazaron en grupos a la Universidad Santiago de Cali y a varios colegios de secundaria, en busca de apoyo y solidaridad, convocándolos a los alrededores la Universidad. Allí acordaron movilizarse para denunciar el allanamiento y rescatar a los estudiantes que permanecían en el interior de la Universidad. Las tensiones se fueron intensificando hasta desatarse un fuerte enfrentamiento. Según la noticia publicada al día siguiente: ‘Cuando la Policía se mostraba casi impotente para contener al estudiantado, el Ejército salió en su ayuda, igualándose un poco las acciones (…) Varios disparos hechos por personal del Ejército ahogaron las voces de lucha de los huelguistas. Fue en ese momento cuando se advirtió que el joven Edgar Mejía Vargas estaba herido de muerte. Conocido cariñosamente como ‘Jalisco’ por lucir enorme sombrero, Mejía Vargas murió cuando era trasladado a urgencias del cercano hospital universitario’” (Ordóñez, 2011).



Desde las 2 de la tarde se impone el toque de queda y, más tarde, se conoce la renuncia del rector Ocampo Londoño, y la declaratoria de Estado de Sitio.
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El País, Cali, febrero de 1971.

En los días siguientes de marzo continúan las asambleas y enfrentamientos, y se aprueba el Programa Mínimo adoptado en el II Encuentro Nacional del 13 y 14 de marzo en Bogotá. Ya en abril se reúne el III encuentro estudiantil en Palmira (abril 3) y el IV de manera clandestina en Cali (24 abril). Se dictan (abril 16) los Decretos 580 (autorización para cierres, etc.) y 581 (cierre de la UN). Los encarcelamientos de manifestantes son múltiples, incluidos en Barranquilla (19 mayo) algunos miembros del Comité de Huelga (Villamil, 2019),44 que dio lugar a la muy sentida expresión literaria de Andrés Caicedo.45 En los meses siguientes la agitación del estudiantado continuó en las principales ciudades de Colombia. En Bogotá con ocasión del paro del 15 abril ocurren pedreas en diferentes sitios, nueve vehículos son incendiados y se detiene casi un centenar de manifestantes. En Santander se integra el comité de defensa de la UIS. En Cali se presenta un choque durante tres horas entre estudiantes y policías, y veinticinco estudiantes son retenidos. En Tunja se realizan asambleas estudiantiles y manifestaciones, se bloquea la vía hacia Sogamoso y Bucaramanga. En Pasto se desarrollan manifestaciones pacíficas y diálogos entre dirigentes universitarios y periodistas. En Barranquilla numerosos disturbios y pedreas, con un saldo de treinta retenidos. En Cartagena, fueron tomadas las dependencias del “programa Hope” en el hospital Santa Clara. En Medellín y Popayán igualmente numerosos heridos y retenidos.

De esos momentos quedan las frases literarias de Carlos Augusto González (“Tuto”) asesinado en Popayán el 4 marzo de 1971, escritas pocos días antes de su muerte:


“Y matan estudiantes. / Miren. / Miren la muerte / Recorriendo las calles. / Tratando de asustar a los pobres. / Tratando de asustar la justicia, / Desde los carros verdes. / Pero miren / Más allá de las calles / Más allá de los carros verdes.

Más allá del risueño presidente. / Y verán / A quien se hace llamar ‘Míster’ / Llenando los bolsillos / Olorosos a muerte / Con el sudor y señores / De toda nuestra gente, / Con la sangre vertida por nuestros héroes. / Con la sangre que tiñe / La insurrecta bandera / Que ha de ir adelante / De las luchas presentes.” (Villamil, 2019).



La solidaridad se expresó también en las acciones de los estudiantes de bachillerato a nivel nacional, que se articularon con las actividades de los universitarios, como lo describe Villamil (2019, p. 68).


“Los paros y todos los mítines eran organizados por comités, en donde la comunicación fue un elemento importante. Para el mes de mayo los estudiantes del Colegio Santa Librada de Cali, San Isidro Parra e Industrial del Líbano (Tolima), la Escuela Normal Femenina (Boyacá), el Liceo Bolívar (Bolívar), el Instituto Nacional de Enseñanza Media (Atlántico), Colegio Académico (Cartagena), el Colegio Santander (Bucaramanga) y los INEM (Bogotá), acompañaron e hicieron parte de los momentos de resistencia (Voz Proletaria y El Espectador, mayo de 1971). También, los estudiantes consideraban que la lucha no solo era de ellos, sino de los sectores populares y oprimidos, pues entendían que los problemas de la universidad eran inherentes a los de la nación y tenían causas en común. Sin embargo, dentro del movimiento existieron divergencias, se podían distinguir facciones influenciadas por las corrientes de la izquierda que tenían bases ideológicas diversas.”



En fin, se vivía un momento realmente insurreccional que llevó a decir:


“Si la voz de los fusiles es la cara real de la república de opereta, la movilización es la lógica del momento. Este aspecto ha sido garantizado hasta ahora. Se ha impuesto relativamente el derecho a la calle. El jueves 4, el movimiento hará su presencia en la Plaza, mediante la consigna ‘la educación en la calle’, ‘la universidad en la calle’. Es el día de la huelga nacional. La solidaridad en los días subsiguientes a la masacre del viernes 26, ha sido de gran importancia, no sólo para impulsar el proceso en Cali, sino que ha establecido un jalón hacia la organización nacional a partir de su Comité Nacional nombrado en el encuentro de solidaridad. Hay un camino mostrado a las masas populares. La respuesta al Estado de Sitio y a la dictadura política es la ruptura del Estado de Sitio y la organización para la acción. Ninguna excusa justifica el no dar respuestas concretas a la avalancha reaccionaria. Sólo la acción revolucionaria, en base a una política de masas mostrará el camino a seguir en la actual crisis”. (Crisis, 1971: 161-163).



En el II Encuentro Nacional Universitario, efectuado en Bogotá los días 13 y 14 de marzo de 1971, al cual asistieron delegaciones de 29 universidades públicas y privadas, se aprobó el “Programa Mínimo de los estudiantes colombianos”, que fue luego ratificado en el III encuentro realizado en Palmira (abril 14) y proclamado en los posteriores. En él se planteaba:

1. Abolición de los Consejos Superiores Universitarios.

a) Creación de gobiernos provisionales, así: El rector como presidente del mismo, que participe sin voto; un representante del ministerio de educación que participe con voto; tres estudiantes, elegidos por sus respectivas organizaciones agremiaciones, que participen con voto.

b) Conformación de una comisión para estudiar un proyecto de Ley Orgánica de las Universidades, la comisión estará integrada así: Tres representantes de los estudiantes, escogidos de la comisión nacional que rectifique o modifique este encuentro; tres representantes de los profesores elegidos en los claustros de profesores de la Universidad Nacional; un representante del ministerio de educación.

c) Establecimiento de un sistema democrático para la elección de autoridades universitarias, en los establecimientos públicos y privados de educación superior. Este sistema debe contemplar la participación de profesores y estudiantes en la conformación de los organismos directivos.

d) Reglamentación nacional y democrática de la estructura de poder de las universidades privadas y públicas.

2. Financiamiento de la Universidad. a) Cumplimiento de la asignación del 15 % como mínimo del total presupuesto de educación para la Universidad Nacional y llenar los déficits actuales de todas las universidades del país. b) Establecimiento de un control oficial del fisco de las universidades privadas. c) Congelación de matrículas en todos los establecimientos públicos y privados de educación media y superior a partir de 1970.

3. Conformación inmediata de una comisión con la misma composición de la que estudiará la reforma de la ley orgánica, y que estudie los siguientes problemas: a) Carácter rector de la Universidad Nacional en la educación superior de Colombia. b) Liquidación de los planes y funciones del ICFES. c) Financiación estatal de la educación superior teniendo en cuenta los siguientes recursos: Cálculo del presupuesto educativo con base al presupuesto ordinario más el de los institutos descentralizados y las empresas estatales; incremento de la participación del estado con los beneficios resultantes de la explotación de los recursos naturales por el capital extranjero. d) Investigación científica financiada enteramente por la nación y planificada por investigadores nacionales. e) Revisión de todos los contratos y documentos celebrados con entidades extranjeras, por parte de todas las universidades y facultades en particular y publicación de los mismos.

4. Retiro definitivo de Ocampo Londoño de la Universidad del Valle y ruptura definitiva con la FES.

5. Legalización del derecho a construir organizaciones gremiales autónomas de los estudiantes en todos los establecimientos de educación media y superior, tanto privados como públicos.

6. Reapertura de la Facultad de Sociología de la Universidad Javeriana.

El informe debería ser aprobado previamente por un Encuentro Nacional Universitario y puesto en marcha por el gobierno.

Voto afirmativo (Antioquia, Santiago de Cali, INCCA, Tecnológica de Pereira, ESAP, Externado, Jorge Tadeo Lozano, Nacional Seccional Manizales, Palmira, Medellín y Bogotá, Javeriana, del Cauca, Libre, Pedagógica Nacional, Atlántico, Quindío, Los Andes, Valle, Tolima Distrital, San Buenaventura, Caldas, Rosario, Industrial de Santander, Tecnológica y Pedagógica). Voto negativo: La Gran Colombia.

En consecuencia, los principales ejes del programa eran:

1. Autonomía universitaria: “Abolición de los Consejos Superiores Universitarios” y “creación de organismos de gobierno provisionales”, elegidos democráticamente y donde la participación de los estudiantes fuera mayor a la de los otros actores. Exclusión de las directrices e intereses de la iglesia, los gremios y la élite política.

2. Participación en la construcción y definición de la reforma orgánica de la universidad, desde la cual se defina la orientación de la universidad y se sintonice con las necesidades de un país subdesarrollado que responde a la lógica de la organización capitalista.

3. Rechazo de la intervención extranjera, “fundaciones, financiación, préstamos y ayuda”; en particular en la UV la “ruptura definitiva con la FES”

4. “Financiación de la investigación científica por el Estado y con investigadores nacionales”

5. Exigencia “del derecho a construir organizaciones gremiales autónomas”, dado que habían sido desmanteladas años atrás organizaciones universitarias como la FUN y el C.S.E de la Universidad Nacional.

6. Petición para que los estudiantes pudieron ser escuchados por los rectores, reconociendo su organización estudiantil a través de uno de sus representantes, como ocurrió el 28 de abril en el Consejo Nacional de Rectores, ante el cual efectivamente intervino el líder estudiantil Marcelo Torres, quien precisó la significación política del programa en estos términos:


“Los viejos principios democráticos que han sido vendidos y traicionados por la alianza de la burguesía, el imperialismo y los terratenientes, nosotros los hemos retomado, continuando así la tradición democrática de lucha de los estudiantes colombianos, esta tradición de lucha por la construcción de una sociedad colombiana, independiente y libre de toda sumisión extranjera, a la que el Partido Liberal ha renunciado hace mucho tiempo” (Lebot, 1976: 66).



Mientras esto ocurre en la Universidad del Valle, el movimiento estudiantil de la UN entra en paro de solidaridad (marzo 1º); en Medellín los estudiantes y profesores son sitiados en la Ciudad Universitaria (marzo 4); en disturbios en la Universidad del Cauca muere el estudiante Carlos Augusto González (Tuto); en la Universidad Pedagógica Nacional los militares ocupan las aulas; la policía efectúa un grotesco sepelio del caballo “Turco” (marzo 6) muerto el día precedente en refriegas en Bogotá; 13 estudiantes de la UIS son sometidos a la justicia militar y, en fin, luego de la expulsión del rector Diego López de la UN (marzo 24), las restantes autoridades renuncian, el campus es ocupado por las fuerzas militares (abril 16), y ocurren paros, disturbios y cierres en las universidades de Tunja, Cali, Medellín, Barranquilla, Cartagena, Bucaramanga, Pereira, Ibagué, Manizales, Popayán y Pasto. Es decir, una generalización de la resistencia en todo el sistema universitario.

El gobierno de Pastrana acudió a medidas represivas. Entre ellas la clausura de universidades: la Universidad Nacional en sus sedes de Bogotá, Medellín, Manizales y Palmira, la Universidad de Antioquia, la UIS, la Tecnológica de Tunja, las de Cartagena y Barranquilla, la del Quindío, la Pedagógica Nacional, aunque simultáneamente planteaba reformas legales para la Universidad Colombiana a través de su Ministro Galán.
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Publicaciones de El Tiempo, 20, 21 y 27 de febrero, 17 y 28 de marzo de 1971.

IV. Pastrana y Galán: entre la tentativa reformista y la acción represiva

Bajo el Gobierno de Pastrana se despliegan todos los acontecimientos que confl uyen en el estallido de Cali, en el Programa Mínimo y en la generalización de la protesta. A mediados de abril todas las universidades estaban cerradas o habían anticipado las vacaciones. El movimiento estudiantil se debatía entre dos posiciones: quienes no creían en el cogobierno universitario, consideraban que la apertura de las universidades era necesaria para continuar la lucha, previa la derogatoria de los decretos represivos, el cese de la represión y la libertad de los estudiantes detenidos; y quienes defendían la posibilidad del cogobierno (planteada en el Programa Mínimo), estimaban que la apertura de las universidades dependía de que el gobierno accediera a su instauración.

De otra parte, en su alocución Presidencial del 17 de abril de 1971, Pastrana desconceptúa totalmente el movimiento estudiantil diciendo: “(…) el pueblo me podría reclamar si empleamos ese esfuerzo solamente para que allí exista, como ha venido sucediendo, un refugio de la anarquía, del caos y del desorden, y lo que es más grave, del atentado contra las instituciones. Hace quince días se reunieron en la apacible Palmira grupos dizque de representantes de las universidades colombianas. Y allí produjeron un documento (…) que revela una pobreza intelectual- de ideas y de criterios (…)”.46 Igualmente, el presidente Pastrana responde (4 de mayo) anunciando un proyecto de reforma universitaria que sería presentado en junio, para lo cual designó una comisión con funcionarios de alto perfil. Los estudiantes consideraron que Galán había abandonado sus posiciones reformistas y denunciaron las estrategias dilatorias del gobierno, que esperaba el desgaste del movimiento. Los rectores, por su parte, apoyaron la supresión de la participación de la Iglesia y los gremios en los CSU.

Entre el 18 y el 24 de mayo se llevó a cabo, en Bogotá, el V Encuentro Nacional de Estudiantes Universitarios. Estaba planeado para realizarse en Barranquilla, pero como días antes fueron apresados allí varios líderes del movimiento, se decidió cambiar la sede. Se acordó trabajar por la apertura de las universidades, ratificar el Programa Mínimo, rechazar la comisión de reforma universitaria propuesta por el gobierno, exigir la libertad de los estudiantes detenidos e impulsar un Congreso Nacional de Universidades para discutir la reforma (Hernández Arteaga, 2007).

El primero de junio el gobierno derogó los decretos 580 y 581 de 1971. Entre tanto, los problemas internos del movimiento se agudizaron. El 3 de junio se inició en Medellín el VI Encuentro Nacional de Estudiantes, se ratificó la lucha por el cogobierno como el principal objetivo, pero, debido a la división que el tema suscitó, no hubo declaración conjunta sino una constancia firmada por 16 delegados sobre “la imposibilidad de cumplir las tareas impuestas en el V Encuentro debido a la dispersión de las masas estudiantiles”.

El proyecto de reforma presentado al Congreso por el ministro Galán (31 de julio de 1971) pretendía en lo esencial la incorporación de los puntos centrales del Plan Básico: (Cruz, 2016).

1. La centralización del control total sobre las universidades, a través de un Consejo Nacional Universitario y de Consejos Regionales.

2. Garantizar el funcionamiento de las universidades privadas, incluyéndolas en el “Sistema de educación superior”, mediante su participación directa o indirecta en el Consejo Nacional y en los regionales.

3. Consagrar el crédito educativo.

4. Abrir el camino a la financiación internacional y apoyar económicamente a las universidades privadas.

5. Las universidades oficiales se deben organizar como establecimientos públicos dependientes del Ministerio de Educación, cuyo rector, como gerente de un instituto descentralizado, será nombrado por el Presidente de la República, y sus colaboradores serán empleados públicos.

6. Los profesores universitarios serán empleados públicos.

7. Las universidades deben armonizar su política educativa con los planes de desarrollo económico y social, a través del Consejo Nacional Universitario.

8. En la composición de los CSU, se eliminan los representantes de los gremios y de la Iglesia. Estarían integrados por dos representantes de los profesores, el Ministro de Educación, el gobernador o alcalde, un egresado, cuatro decanos y dos estudiantes, conforme a reglamentación de los Consejos Regionales.

9. Se compromete el estatus especial de la Universidad Nacional de Colombia.

Como es evidente, con el proyecto se atentaba contra la autonomía universitaria, pues la naturaleza jurídica de la Universidad sería la de un establecimiento público subordinado a la Rama Ejecutiva; la representación profesoral y estudiantil quedaba sometida a la reglamentación de los Consejos Regionales; el Rector tendría poderes omnímodos; la financiación estaría subordinada a los Planes de Desarrollo; se garantizaba la injerencia de las fundaciones nacionales y extranjeras y, en general, se auspiciaba y fortalecía el proceso de privatización.

Paralelamente los medios de opinión, aupados por el Gobierno, consideraban necesario fortalecer el poder disciplinario en las Universidades para enfrentar su conversión en focos subversivos. De otra parte, el Comité de huelga de la Universidad del Valle, que se oponía a las fórmulas de cogobierno, después del VI Encuentro planteó su Programa Reivindicativo, que rechazaba la reforma educativa propuesta por el gobierno, e impulsaba los Comités Paritarios de División en la UV y los procesos democráticos de elección de directivas y profesores, que posteriormente se expresará formalmente en enero de 1972.

Esto evidenciaba las importantes diferencias en torno a la manera de entender las prioridades, los programas y las formas de lucha de los estudiantes. La disolución del organismo nacional de dirección del Movimiento, el Consejo Nacional de Solidaridad, organizado a raíz de los acontecimientos en Cali, y la posterior presentación programática alterna desde la Universidad del Valle, mostró públicamente la división de las tendencias ideológicas y políticas en el seno del movimiento estudiantil.

El gobierno intentó reabrir las universidades, pero fracasó en su política de lograr normalidad. La Universidad de Antioquia cerrada el 22 de abril, es reabierta el 14 de junio por el gobierno, pero ese mismo día una asamblea estudiantil aprueba la continuidad del paro; el cierre de la Universidad de Tunja se produjo también el 22 de abril, se reabrió el 22 de junio, pero ya hacia el 13 de julio el paro fue total. La Universidad de Nariño entró en vacaciones forzosas el 28 de abril y el gobierno llamó a clases el 14 de junio, pero el primero de julio la ocupó militarmente; situación similar se presentó en muchas otras universidades: Cauca, Manizales, Atlántico, Pedagógica, Medellín etc.

En las universidades privadas tampoco hubo calma, ni siquiera en las de élite. A la participación de la U. Gran Colombia, se sumaron los profesores y estudiantes de la universidad de Los Andes que entraron en el conflicto; en la universidad de Santo Tomás expulsaron 25 alumnos, y el Consejo Superior Estudiantil de la U. de la Salle, condenó la ocupación militar de las universidades, realizó manifestaciones críticas, y decretó un paro de solidaridad de 24 horas.

La respuesta gubernamental fue la expedición del decreto 1259 de 1971 (25 de junio), conocido como el decreto de los “rectores policías”, por cuanto les confirió poderes plenos a los rectores para expulsar estudiantes. Igualmente expidió los decretos 1988 y 1989 de 1971, que modificaron el Código Penal, con medidas draconianas sobre el orden público. Inmediatamente, el Alcalde Mayor de Bogotá ordenó nuevamente el arresto inconmutable y por 180 días de Marcelo Torres (uno de los más destacados líderes estudiantiles).

V. El Rector Fonseca, los claustros y la anormalidad incontrolada

En lo que podría considerarse como una verdadera afrenta y un desafío al movimiento universitario, el gobierno designó el 5 de julio de 1971 como rector de la UN a Santiago Fonseca, quien había sido director del Instituto Colombiano Agropecuario - ICA, financiado por la Fundación Rockefeller (donde se habían producido los desórdenes con ocasión de la visita del Presidente Lleras Restrepo en 1966). Las protestas fueron inmediatas y, en consecuencia, los enfrentamientos condujeron de nuevo a la ocupación militar de la UN; lo mismo ocurrió en la Universidad de Antioquia. Las demandas esenciales, obviamente, eran la desmilitarización de los campus, el retiro de los rectores Santiago Fonseca de la Universidad Nacional y William Rojas de la Universidad de Antioquia, el levantamiento de las sanciones a estudiantes y profesores, la derogatoria del decreto 1259 de 1971, y la libertad de los detenidos (en especial Marcelo Torres de la JUPA y Leonardo Posada de la JUCO).

El Rector Santiago Fonseca, con una trayectoria de ejercicio antidemocrático bastante reconocida, expulsó los dirigentes estudiantiles, destituyó profesores, y anunció el desmonte del bienestar universitario y del sistema de admisiones. Sus ejecutorias fueron sometidas a plebiscito de la comunidad universitaria que las rechazó por 34.000 votos (en todas sus sedes), lo cual provocó la expulsión del campus del rector y de algunos de sus inmediatos colaboradores.

El movimiento de los claustros de profesores respondió al proyecto de reforma de Galán (31 de julio), con una alternativa aprobada por la asamblea general de claustros del 13 de agosto, e igualmente por las asociaciones APUN y ASPU,47 cuyos rasgos centrales organizados como proyecto de ley efectivamente presentado al Congreso, eran los siguientes:

a. La función de la Universidad

En el mundo contemporáneo el conocimiento científico ha llegado a ser un factor decisivo para el desarrollo económico, cultural y político, que contribuye al mantenimiento de la dominación de unos países sobre otros, en la medida en que se ha constituido en factor de poderío de las grandes naciones, así como incide definitivamente en los procesos de transformación social y de independencia nacional de los pueblos dominados.

Colombia, como país dependiente, en el campo del desarrollo científico, debe concentrar sus esfuerzos en la construcción de un sistema universitario cuyo fundamento sea la ciencia, que le permita asimilar la alta cultura mundial y crear nuevas formas de conocimiento en función de las necesidades y recursos nacionales, y de esta manera poder desempeñar efectivamente un papel estratégico en las transformaciones políticas, económicas y sociales que el país requiere.

b. La dependencia científica y tecnológica del país

Las modalidades de desarrollo del país, en el contexto de la dominación neocolonial, se ha caracterizado por la importación de la tecnología y la técnica de los países capitalistas desarrollados, para suplir la ausencia de la producción de bienes de capital, cada vez más necesaria para suplir la ausencia de la producción de bienes de capital indispensable para la evolución industrial y agrícola del país. Esta situación se ha acentuado por la desigualdad de las relaciones de intercambio, el endeudamiento externo y la penetración del capital y la tecnología extranjera. Esa tendencia no ha modificado el ritmo lento de crecimiento, ni modificado la situación de los sectores pauperizados, ni disminuido el desempleo.

La clase dominante no está en capacidad de ofrecer una alternativa de desarrollo diferente que modifique las condiciones de dependencia, sino que busca la conservación del sistema vigente, pretendiendo sustituir los cambios sustanciales por reformas menores que, obviamente, no satisfacen las inaplazables aspiraciones de las mayorías nacionales.

c. Papel actual de la universidad colombiana

La estructura universitaria ha estado sometida a intereses particulares de los grupos dominantes, lo cual le impide cumplir una función diferente a la de reproducir el reducido número de dirigentes que se requieren en las altas esferas económicas y políticas, y de formar una fuerza de trabajo medianamente capacitada, para integrarse al proceso productivo dentro de las circunstancias que le impone la dependencia científica, tecnológica y técnica del país. La formación se fundamenta en una enseñanza y un aprendizaje de carácter mecánico y repetitivo, que tiene como consecuencia la imposibilidad de tener poder de determinación en los diferentes procesos económicos y políticos, sin aportar salidas a la dependencia del país.

d. La Universidad científica y crítica

Es posible plantear, desde el interior de la Universidad, una modificación de su estructura no articulada a la situación de dependencia y a los intereses y perspectivas de los grupos dominantes, sino que contribuya a superar el estancamiento y el atraso en que se encuentra el país.

En tal sentido, la Universidad debe apartarse de su función meramente calificadora de la fuerza de trabajo y, en especial, de capacitación de personal adecuado a la importación de ciencia y tecnología, para plantearse como una universidad científica y crítica, no cifrada exclusivamente en los aspectos operativos y en sus consecuencias prácticas. Por ello debe definirse como “un centro de investigación científica al más alto nivel que cumple la función de formación profesional dentro de una perspectiva eminentemente crítica” (art 3º del proyecto).

La investigación debe erigirse como el fundamento de la vida universitaria a todos los niveles, para vincular integralmente la docencia, para desarrollar programas profesionales más relacionados con las áreas científicas (art 4º), con autonomía e independencia de cualquier tipo de planes y programas, oficiales o privados, nacionales o extranjeros (art 3º).

e. Fortalecimiento de la Universidad: la creación de la Universidad del Estado

A la luz del propósito de una universidad científica y crítica, y ante la irracionalidad del sistema universitario existente, se formula la necesidad de organizar un sistema unitario que acentúe la responsabilidad estatal en la educación superior y que integre, por lo tanto, orgánicamente las distintas universidades públicas existentes en una sola Universidad del Estado (arts 2º y 5º). Esta única Universidad tendrá unidades relativamente descentralizadas que satisfagan, además, las necesidades regionales (art 6º), con la suficiente autonomía en todos los órdenes, con un régimen jurídico propio, sin adscripción a ningún órgano estatal central (art 5º).

f. Relaciones entre la Universidad Pública y la Universidad Privada

Sin desconocer el principio constitucional de la libertad de enseñanza, se responsabiliza al Ministerio de Educación de ejercer la función pública de inscripción y vigilancia de las instituciones universitarias privadas, pero con sujeción a los planes y programas trazados por la Universidad del Estado. Igualmente se proponen mecanismos para controlar la proliferación desordenada de universidades privadas (arts. 14 a 17).

g. Financiación

El Estado debe asumir integralmente el financiamiento de la Universidad Pública, para lo cual se define un porcentaje mínimo del presupuesto nacional (art. 18º). Todos los recursos públicos deben concentrarse para evitar su dispersión. Se deben establecer límites a la financiación extranjera en función de las verdaderas necesidades nacionales.

h. Participación de profesores y estudiantes

Debe reflejarse en la composición de los organismos máximos de gobierno de la Universidad del Estado y de las Universidades Privadas, para que en lo esencial determinen los principios, planes y programas. Los profesores son funcionarios docentes con régimen especial de carrera. Tanto profesores como estudiantes pueden darse su propia organización, y regular con plena autonomía su funcionamiento y reglas de representación (arts. 21º y 22º)

En medio del conflicto y de la parálisis académica, los Claustros piden también abiertamente la renuncia del Rector Fonseca y producen una significativa declaración en la cual plantean:48

– La anormalidad que experimenta la Universidad no es provocada ni originada por la voluntad de sus profesores y estudiantes, sino por el tratamiento que el Gobierno Nacional ha dado al problema universitario mediante el Decreto 1259, y por las actuaciones del Rector Fonseca, cuya renuncia inmediata e irrevocable se solicita.

– Las autoridades y órganos de gobierno de la Universidad son sólo instancias aparentes que ocultan la realidad del Gobierno unipersonal.

– Exigen el retiro inmediato de la fuerza pública de los predios universitarios y la derogatoria del Decreto 1259.

– El Ministro de Educación desconoce la función honesta del profesorado que ha presentado al Congreso una alternativa de reforma universitaria, ignorándola totalmente.

El rector Fonseca responde con sanciones a profesores y estudiantes, obrando en la misma dirección de las expulsiones de estudiantes en la Universidad Tecnológica de Pereira, la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia, la Universidad de Antioquia y otras universidades públicas.

Declaración de la Asamblea General de Claustros, El Tiempo, septiembre 25 de 1971
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VI. Organización y funcionamiento del cogobierno

En el mes de septiembre la situación conflictiva en la UN se agrava por los acontecimientos asociados a la expulsión del Rector Fonseca del campus universitario,49 que se une al debate sobre la renuncia o no del Rector en el seno del Consejo Académico. En este mismo cuerpo el Decano de la Facultad de Derecho, Dr. Abel Naranjo Villegas, se pronuncia categóricamente en este sentido:


“(…) considera que las causas que ocasionaron el cierre anterior subsisten. Las reformas que se pedían en ese momento no se han realizado. El conflicto presente puede extenderse a otras universidades y a colegios de secundaria y asumir situaciones más severas que ni la presencia del Rector ni del Decreto 1259 podrán resolver. Por esto debe presentarse una renuncia del Consejo Académico y permitir que el Gobierno responsable de la situación y único también en capacidad de brindar la solución, actúe de conformidad con el Parlamento para poner fin al problema…”50



Igualmente, el Consejo Académico analiza la idea de la conformación de una Comisión asesora del Rector, que cristalizará luego con la expedición del Decreto 1970 de 1.971, se pide derogar el Decreto 1259, y hasta utilizar el artículo 121 de la Constitución Política para reformar la Universidad.

En la Universidades públicas se presentaron muchas renuncias que ahondaron el aislamiento del gobierno y de los rectores “policías”, como la del Director del ICFES y la del Secretario General de la Universidad Nacional por desavenencias con el Rector. Igualmente la Iglesia se retiró de los consejos superiores universitarios de las universidades estatales, y en su declaración la Conferencia Episcopal registró las características de la situación en estos términos: “... la juventud se manifiesta con una gran fuerza nueva de presión que la lleva a ser factor decisivo en el actual proceso de cambio social y no sólo, como siempre se ha dicho, imagen o esperanza de la patria del mañana”; y agregó: “... los jóvenes, quienes constituyen el grupo más numeroso de la población, antes se encontraban dispersos en las diversas instituciones dirigidas por los adultos, pero hoy se están convirtiendo en un nuevo cuerpo social portador de sus propias ideas y valores y de su propio dinamismo interno”. (Pardo y Urrego, 2003). Al retiro de la Iglesia, se sumó el de las academias que de hecho no habían vuelto, de tal manera que se afectó bastante el funcionamiento de los consejos superiores.

La detención y condena de Marcelo Torres a seis meses de cárcel exaltó aún más los ánimos. Las asambleas de estudiantes incluyeron su liberación como requisito para levantar el paro, mientras que en la plenaria del Senado de la República los parlamentarios de la oposición propusieron la citación del Procurador General de la Nación, el día 20 de octubre, para que “...informara sobre el expediente a través del cual se decretó el arresto...”, a la vez que se redactó una moción condenando el hecho.

— De la Comisión Asesora al Consejo Universitario Provisional. El cogobierno en la Universidad Nacional

Ante tales circunstancias de desestabilización del gobierno universitario en la Universidad Nacional, el gobierno nacional expidió el Decreto 1970 de 1971 en el cual se evidencia que el movimiento universitario ha logrado impedir el control de la UN por parte del Gobierno Nacional, a pesar de la represión ejercida y de las medidas autoritarias del Decreto 1259 de 1971 que dio lugar a los llamados “rectores policías”, como era precisamente el caso del Rector Fonseca. Específicamente el nuevo Decreto reconoce que en la UN el CSU está desintegrado y es imposible recomponerlo, pues sus integrantes han renunciado o no aceptan concurrir a sus sesiones y que, inclusive, sus dependencias administrativas han dejado de funcionar. En consecuencia, acepta la sugerencia proveniente de las directivas de la UN de integrar una Comisión Asesora del Rector de la Universidad Nacional de Colombia para el ejercicio de las facultades especiales que le fueron otorgadas por el Decreto 1259 del 25 de junio de 1971, integrada por los doctores Adán Arriaga Andrade, Jorge Bernal Tirado, Eduardo Cortés Mendoza, Luis Duque Gómez, Manuel Ramírez Montufar y José Francisco Socarrás.

Dicha Comisión Asesora en corto plazo, después de escuchar las fórmulas propuestas por el Consejo Académico,51 recomienda al Gobierno crear un órgano o cuerpo provisional que reemplace al Consejo Superior Universitario, y en el que se dé participación a los Decanos, profesores, estudiantes y ex-alumnos, el cual efectivamente se organiza en virtud del Decreto 2070 del 23 de octubre de 1971,52 pues reconoce una vez más que por “renuncias presentadas por algunos de sus miembros, por voluntad de los mismos o por otras causas vinculadas a la situación de conmoción existente, el Consejo Superior Universitario de la Universidad Nacional se halla desintegrado y ello ha sido causa seria de dificultades para el normal funcionamiento de dicha Universidad”, reconociendo así que el movimiento universitario no ha podido ser derrotado. Esta normatividad que, obviamente, es de naturaleza provisional por cuanto se dispuso en desarrollo de las facultades excepcionales propias del Estado de Sitio, reemplaza el CSU por un Consejo Universitario provisional que ejercerá sus mismas funciones, integrado por: a) El Ministro de Educación Nacional o el Rector de la Universidad Nacional, quien lo presidirá. b) Dos Decanos de las Facultades que funcionan en Bogotá, elegidos por los Decanos y Directores de Departamento de la misma sede. c) Dos Decanos de las sedes de Medellín, Manizales y Palmira, elegidos por los Decanos y Directores de Departamento de dichas sedes. d) Dos profesores de la Universidad que se hallen en ejercicio de su actividad académica, elegidos por la totalidad del cuerpo de profesores de la Universidad. e) Dos estudiantes con matrícula o registro vigentes, elegidos por los estudiantes. f) Un ex-alumno de la Universidad, con su respectivo suplente personal, designado conjuntamente por los anteriores miembros del Consejo.

En los días subsiguientes se organizan las reglas y los procesos para la designación de sus integrantes, no sin críticas, objeciones y hasta rechazos por parte de sectores estudiantiles. Realizadas las elecciones (nov 16), sus resultados son ampliamente favorables al movimiento universitario, pues la nueva composición, además del Ministro de Educación, corresponderá a: Dos Decanos de las Facultades de la sede de Bogotá; dos Decanos de las sedes de Medellín, Manizales y Palmira; dos profesores de la Universidad que se hallen en ejercicio de su actividad académica; y dos estudiantes con matrícula o registro vigentes.

Según lo expuesto en Rudas (2019), el proceso de elección del cogobierno se adelantó en estos términos:


“El 16 de noviembre, El Tiempo presentaba las elecciones al cogobierno como una confrontación ‘entre demócratas —liberales y conservadores unidos— contra los de extrema izquierda’ (El Tiempo, 16 de noviembre de 1971). Si en el caso de la lucha electoral por el representante de los docentes tal podía ser una descripción más o menos adecuada (representante de los Claustros vs representante de los profesores ‘independientes’), en el caso de los estudiantes la realidad era algo más complicada. Los sectores de izquierda revolucionaria favorables al cogobierno (defensores del libreto de la universidad militante), se dividieron en dos candidaturas, una de la JUPA (lista 3) y una de la JUCO (lista 5). Los sectores de izquierda revolucionaria opuestos a la participación en órganos institucionales universitarios (defensores del libreto de la anti-universidad), se dividieron a su vez entre promotores del abstencionismo (Testimonio) y el candidato de La Plaga (lista 2). Este último, conocido como Brother, desfiló en el campus montado en una zorra, repartiendo flores y lanzando besos al aire, prometiendo que, de ganar las elecciones, no asistiría a las reuniones del CSU (El Espectador, 18 de noviembre de 1971). Los sectores liberales, conservadores e independientes, agrupados en los ‘estudiantes demócratas’, tuvieron una candidatura (lista 4), mientras que los estudiantes de Derecho sacaron su propia (lista 1). Con una participación estudiantil total del 52 % de los habilitados para votar, la lista de la JUPA, cuyas principales promesas eran pedir la renuncia de Fonseca, levantar las sanciones a estudiantes y profesores, incrementar el presupuesto universitario, y oponerse a la reforma ‘pro-imperialista’ promovida por el gobierno nacional, obtuvo una apabullante victoria. Entre los docentes hubo resultados divididos: cada una de las listas consiguió un asiento en el cogobierno: Víctor Manuel Moncayo (lista de los Claustros) y Fernando Sánchez Torres (lista de los profesores independientes).”
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Campaña de Brother al cogobierno (Fuente: El Espectador, 17 de noviembre de 1971). (Tomado de Rudas, 2016)

Los resultados fueron los siguientes:


Tabla 1
Resultados de las elecciones al cogobierno: representantes estudiantiles
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FUENTES: Consejo Académico, 18 de noviembre de 1971; El Tiempo, 11 de noviembre de 1971. Tomado de Rudas, 2016.




Tabla 2
Resultados de las elecciones al cogobierno: representantes profesorales
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FUENTES: Consejo Académico, 18 de noviembre de 1971; El Tiempo, 11 de noviembre de 1971. Tomado de Rudas, 2016.



Las tres listas estudiantiles que apoyaban el movimiento Universitario desde distintas perspectivas (listas 2, 3 y 5), recibieron, sumadas, el 81,65 % de votos totales (ver Tabla 1). En el caso de los profesores, el apoyo a la lista favorable al movimiento fue del 58,63 % del total de votos depositados (Ver Tabla 2), sin embargo, solo obtuvo una de las dos representaciones en virtud de la aplicación del sistema de cuociente electoral. Los estudiantes elegidos correspondieron a la Lista de la JUPA: Uriel Ramírez y Carlos Simancas. Los profesores electos fueron Víctor Manuel Moncayo Cruz (candidato de los Claustros) y Fernando Sánchez Torres (candidato de los llamados profesores independientes). En representación de los decanos de la sede de Bogotá fueron elegidos Jorge Arias de Greiff (Ciencias) y Leonardo Ayala (Arquitectura), y por las restantes sedes Alfonso Carvajal (sede de Manizales) y Guillermo García (sede de Medellín).

Jorge Arias De Greiff, miembro del Consejo Universitario Provisional, y quien ocupó el cargo de rector encargado durante el cogobierno en la Universidad Nacional de Colombia, recuerda así la elección:


“Las elecciones fueron de por sí un proceso interesante. Contra lo esperado por los esperanzados en las ‘“mayorías silenciosas’, grupos estudiantiles preparados en los ‘Comités de Base’ lograron las máximas votaciones, y no hay que olvidar que los Comités de Base eran tan académicos como políticos y que su representatividad era válida. Desde luego, quienes esperaban que las mayorías estuviesen de su parte quedaron con un palmo de narices. En cuanto a la elección de los decanos que requería el nuevo Consejo, ésta, al tenor del decreto, la harían los decanos y directores de Departamento, tanto en la Sede de Bogotá, como en las seccionales de Medellín, Manizales y Palmira. Estos eran un grupo de electores de excelencia; no olvidemos que por esos días el Acuerdo 59 del ordenamiento académico de la Universidad Nacional tenía apenas seis años de promulgado y exaltaba al Director de Departamento como un líder del desarrollo científico, cultural y profesional. Fueron entonces esos selectos exponentes de la academia universitaria quienes me hicieron el altísimo honor, con su mayoría de votos, de llevarme a ese Consejo Universitario, que el día de su estreno vio la torva actitud de quienes incendiaron el vehículo del señor Ministro de Educación. Así, en la compañía de Alfonso Carvajal, Guillermo García y Leonardo Ayala, llegué al Consejo del cogobierno.” (Pardo y Urrego, 2003).



Como obvio efecto de la conformación del Consejo Universitario Provisional, el Rector Santiago Fonseca renuncia (21 nov), y advierte que tiene miedo,53 pero muy rápidamente el Gobierno lo confirma (28 nov). Con ocasión de esa renuncia, el Rector le dijo al entrevistador que inicialmente no fue recibido, “tuve miedo”, el mismo que sintió cuando más de quinientos estudiantes lo sacaron de la rectoría y en medio de abucheos e insultos lo llevaron prácticamente en hombros hasta la Carrera 30 con calle 45, para que tomara un bus de los que hacían la ruta hacia el barrio Rionegro. Manifestó que había cumplido su misión y que dejaba la Universidad en orden con un gobierno provisional. Llegado el 26 de noviembre, día de instalación del cogobierno, hubo numerosos actos violentos de sabotaje que han sido descritos así: (Rudas, 2016).


“…el día de la instalación del cogobierno, el 26 de noviembre, hubo numerosos actos violentos de sabotaje. Algunos grupos intentaron derribar, sin éxito, la puerta de la sala donde se reunía el evento y afuera, mientras el doctor Galán Sarmiento procedía a instalar el Consejo, pronunciando un breve discurso de introducción, los estudiantes [se dirigieron] a donde había quedado parqueado el automóvil oficial, con intenciones de prenderle fuego (…). En ese preciso momento los estudiantes se dividieron en dos grupos. Unos se oponían a que se quebrantara el orden y otros pedían que se llevara a Galán al banquillo de los acusados para un juicio público como el que se le hizo al rector.”

“De las palabras pasaron a los hechos. Hubo puñetazos y más tarde se desató una violenta pedrea. Los anarquistas arrojaron un frasco de ácido contra los estudiantes que protegían el automóvil y luego cayó también una bomba Molotov, pero no hubo heridos y el automóvil solo sufrió leves averías.”

“Poco antes de las once de la mañana, se reanudaron las pedreas. Los anarquistas no conseguían acercarse al automóvil para prenderle fuego, pero ya lo tenían semidestruido por otros medios. Comenzaron a desvalijarlo. Sacaron un revólver que portaba en la guantera el escolta del ministro. A las 11:05 (...) aprovecharon la coyuntura (...) para incendiar el automóvil (...).

Apenas habían transcurrido diez minutos, cuando aparecieron en la Ciudad Universitaria destacamentos de policía (...). La Fuerza Disponible tendió un cerco y dispersó rápidamente a los revoltosos que se reunían para escuchar los discursos de sus líderes a poca distancia de la rectoría. (...).”

“A las doce del día, el ministro de Educación solicitó el retiro de la fuerza pública para permitir que el Consejo Provisional Universitario continuara deliberando, ya que los representantes estudiantiles habían puesto esta condición para permanecer en el recinto. Los uniformados se replegaron (...) pero a las dos de la tarde, los estudiantes protagonizaron nuevos desórdenes y la fuerza pública volvió a invadir los predios de la Ciudad Universitaria. Los choques se hicieron más violentos. Hubo más de cien arrestos. Los estudiantes se habían armado en muchos casos de caucheras para lanzar las piedras a mayor distancia y con mayor efectividad (...).”

“A bordo del vehículo ‘Jaula’ (...) saldría posteriormente el ministro de Educación, bajo una lluvia de piedras, pues el conductor equivocó la ruta y llegó hasta donde estaban los focos de los extremistas. A las cinco y media de la tarde, los anarquistas detuvieron en la calle 26 a un camión de la Armada Nacional y obligaron a su conductor a abandonarlo. Luego lo incendiaron, antes de que reaparecieran los destacamentos de policía y ejército. Las carreras por el barrio El Recuerdo continuaron hasta el anochecer. Los ventanales de muchas casas como los de la casi totalidad de los edifi cios de la Universidad, quedaron destrozados (El Espectador, 27 de noviembre de 1971).”
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Foto Voz Proletaria, tomada de Archila, 2012.

Al día siguiente se produce una declaración de los Claustros,54 en la cual se plantean, entre otros, los siguientes puntos de defensa y reivindicación del Consejo Universitario provisional, amenazado cuando apenas empezaba su funcionamiento:


“4º. Constituido el Consejo Universitario, su autonomía y consolidación se ven amenazadas, pues es claro que él expresa, como lo demuestran las decisiones y declaraciones que hasta el momento ha producido, la voluntad de la comunidad universitaria en relación con su autonomía para designar rector, con el necesario e inaplazable relevo del actual, con la urgencia de revocar las sanciones a profesores y estudiantes y de recuperar su absoluta independencia para seleccionar los aspirantes a ingreso, etc. Todo lo cual representa, una vez más, el rechazo a la gestión rectoral”.

“5º. Es por ello que en los actuales momentos, lo fundamental es reivindicar y defender la autonomía de funcionamiento del Consejo Universitario, cuyas sesiones no pueden ser impedidas pretextando que la presidencia del organismo está atribuida al ministro o al rector por el decreto que lo crea, pues es obvio que de ninguna manera tal disposición puede entenderse como posibilidad de vetar sus decisiones y de entrabar su actividad, hoy más que nunca particularmente importante y urgente para la subsistencia de la Universidad.” “6º. A lo anterior se suman hechos de extrema gravedad como la presencia de la fuerza pública en la Universidad y la reciente decisión gubernamental de solicitar al actual rector su permanencia en el cargo.”



Superado el incidente sobre la presidencia del Consejo, pues el Gobierno insistía en que su presidencia correspondía exclusivamente al Ministro de Educación(El Tiempo, 2 y 4 de diciembre), luego de un acuerdo sobre el particular con el propio Presidente Pastrana y los miembros del Consejo excepto los representantes estudiantiles, el Consejo Universitario Provisional en reunión del 5 de diciembre en presencia del Ministro y el Rector Fonseca, se derogan las sanciones que el mismo Rector les había impuesto a profesores y estudiantes, con el voto negativo del Ministro de Educación que no compartió la motivación que criticaba las decisiones del Rector Fonseca (El Tiempo, 5 de diciembre).

Sobre las relaciones del ministro de educación Luis Carlos Galán con el decano y miembro del Consejo Jorge Arias De Greiff, éste recuerda:


“Los dos acercamientos del Ministro —se refiere a Luis Carlos Galán— me indicaron que algo estaba en órbita, que algo se me iba a venir encima. Pocos días después, en una mañana, fui llamado a conversar con él en el despacho ministerial; fue una charla muy interesante en la que yo le expuse mis opiniones sobre las diversas posiciones que el liberalismo había tenido con la Universidad, en especial la Nacional, y el Ministro me habló de sus ideas, las del proyecto de ley de reforma de la educación universitaria presentada por el ejecutivo al Congreso, en las que el ICFES se escondía en la maraña de consejos universitarios, y todo quedaba en manos del Ministerio, algo muy de la hegemonía conservadora. Yo le expuse en forma clara y categórica mi opinión sobre tal proyecto, su inconveniencia e inaceptabilidad por parte de la Universidad Nacional. Fui tan vehemente que me retiré tranquilo de la reunión: ya no tendría que temer que algo se me viniera encima, pero, unos días más tarde, al finalizar el año, encontrándome en unas vacaciones familiares en una finca rústica en algún lugar del suroeste cundinamarqués, un fin de semana, se presentó allí el Ministro con doña Gloria Pachón, amiga de las familias veraneantes. La inesperada visita era para ofrecerme la rectoría de la Universidad. Conversamos un buen rato y finalmente acepté el nombramiento” (Pardo y Urrego, 2020: 1314-1327).



En efecto, al iniciarse 1972 el Gobierno finalmente acepta la renuncia del Rector Fonseca (enero 7), instala como encargado a Jorge Arias de Greiff, y el cogobierno asume las tareas propias de la gestión universitaria, en medio de la necesaria designación de nuevas directivas, en un ambiente de rechazo a la reforma universitaria presentada por el Gobierno por parte no sólo de las universidades públicas sino de las privadas,55 de la negativa del Congreso al proyecto de ley presentado por el Gobierno, y de disturbios (como los ocurridos en Cali el 26 de febrero, en el aniversario de los hechos de 1971, y de paros, especialmente en las Universidades de Medellín, Quindío y Cauca y en la misma UN) (El Tiempo,16 y 19 de marzo de 1972).

— Las principales cuestiones afrontadas por el Consejo Universitario provisional

Los temas principales abordados por el Consejo Universitario provisional, además de los ordinarios de la gestión, fueron los siguientes:

a. La oposición a la reforma del gobierno en trámite en el Congreso

Tanto el Consejo Provisional y el Rector Arias de Greiff, como las organizaciones estudiantiles y profesorales, se opusieron con radicalidad al proyecto de ley de reforma universitaria presentado por el Gobierno. Este a su turno respondía amenazando con el levantamiento del Estado de sitio, lo cual implicaría la pérdida de vigencia del régimen provisional.

b. La autonomía administrativa y presupuestal

El Consejo asumió con decisión la autonomía administrativa y presupuestal de la Universidad, rechazando la indebida intromisión del Ministerio de Hacienda a través de una Oficina delegada en la Universidad. Igualmente respaldó la recuperación de áreas del campus universitario ocupadas por organismos como el Instituto Geográfico Agustín Codazzi y otros centros de investigación del Estado (El Tiempo, 18 de marzo de 1972), labor adelantada por el Síndico de la Universidad. En fin, una defensa de la autonomía de la Universidad en lo administrativo y presupuestal, y de la integridad de su patrimonio, en momentos en los cuales se estaba ante la iniciación del año 1972 con un déficit presupuestal de 112 millones de pesos sobre un total requerido de 432 millones.

El conflicto se suscitó por la ilegítima intervención del Ministerio de Hacienda en la ejecución presupuestal de la Universidad. Después de un acuerdo con el propio Presidente de la República sobre la materia,56 según el cual el tema sería consultado con el Consejo de Estado y mientras se rendía ese concepto, la Oficina del Ministerio de Hacienda se abstendría de impedir la ejecución presupuestal con observaciones de inconveniencia, el Rector Arias de Greiff desconoció las instrucciones del acuerdo alcanzado y del Consejo Universitario Provisional, en el sentido de que la ejecución presupuestal no debía ser obstaculizada por la Oficina delegada del Ministerio de Hacienda. En consecuencia, impartió órdenes al Síndico que suponían ese desconocimiento, las cuales, al no ser aceptadas por ese funcionario, determinaron su destitución.

[image: Images]

Publicación de la salida de los delegados universitarios de Presidencia de la República, en la foto Jorge Arias de Greiff, rector, Víctor Manuel Moncayo, profesor (mencionado equivocadamente como Guillermo Moncayo). El Tiempo, marzo 23 de 1972.

El Consejo Universitario, con la presidencia del profesor Sánchez Torres, registró esta situación en un comunicado del 18 de marzo (El Tiempo, 19 de marzo de 1972), y solicitó que rápidamente fuera aceptada la renuncia del rector Arias de Greiff . Tanto los estudiantes como los trabajadores respaldaron al síndico Fernando Vélez Araujo y pidieron su reintegro. El reemplazo del síndico designado por el Rector fue el Profesor Jorge Enrique Corrales, quien venía desempeñándose como Secretario General. Este funcionario fue desalojado físicamente de su oficina, lo cual condujo a que el Rector Arias de Greiff insistiera en su renuncia: “no quiero estar un minuto más”, manifestó airadamente (El Tiempo, 18 de marzo de 1972).

c. La ampliación de cupos

Con la pretensión de democratizar el acceso a la Universidad, el Consejo Universitario abordó con rigor y con celeridad la decisión de una significativa ampliación de cupos, en consulta con las Facultades, los Departamentos y las carreras. La iniciativa da lugar a un amplio debate no sólo académico y técnicoadministrativo, sino político. Sobre esta iniciativa, el Comité Coordinador de los Claustros de Profesores solicitó un aplazamiento de la decisión y algunos departamentos, como los de la Facultad de Ciencias Humanas, se opusieron a la medida. Después de amplias y profundas discusiones, el Consejo adoptó la decisión para el primer semestre de 1972.57

Los términos del debate fueron planteados por el representante profesoral Víctor Manuel Moncayo C, quien se abstuvo de votar la decisión. De su constancia,58 destacamos estos aspectos:

1. Quienes impulsan la ampliación de cupos pretenden popularizar o democratizar la cultura, y permitir a más amplios sectores el acceso a la educación y a los beneficios que ella comporta.

2. Quienes se oponen aducen la imposibilidad de suministrar ciencia y cultura de manera masiva, tanto por razones de orden económico y administrativo, como por motivos imputables a las técnicas pedagógicas, cuyo contenido se vería amenazado en virtud de la ampliación.

3. Ambas tendencias obedecen a una misma concepción del sistema educativo y particularmente del universitario: La Universidad es o puede llegar a ser centro de producción de conocimiento científico en las distintas áreas del conocimiento.

4. A la concepción anterior se opone aquella que estima como dominante en el sistema educativo, la función de inculcación de la ideología que asegura el mantenimiento y la reproducción de determinadas relaciones sociales de producción.

5. La ideología dominante significa postular la igualdad de oportunidades de promoción social por los estudios, igualdad que siempre ha sido ficticia. La elevación de la población universitaria permitirá mostrar lo que la ideología oculta. Entre menos limitaciones existan para el acceso a la Universidad, será más posible desvirtuar el principio del ingreso con fundamento en las aptitudes; se evitará la lucha equivocada por el derecho a estudiar y el correlativo de la promoción social, y como la situación del mercado profesional no podrá absorber todo el personal calificado, la ilusión de la meritocracia hará crisis.

6. La ampliación de cobertura ofrecerá mejores condiciones para que, en el interior mismo de la Universidad, los sujetos puedan romper con toda la ideología, tanto explícita como presente en las prácticas escolares mismas, pues éstas se verán subvertidas por las condiciones “irracionales” para un funcionamiento “correcto” del aparato escolar. Como consecuencia, las “resistencias” a la inculcación ideológica serán cada vez mayores.

d. El desmonte de la injerencia extranjera o sea los vínculos con fundaciones y organizaciones extranjeras. La cuestión presupuestal.

En esta dimensión el Consejo Provisional definió para el año 1972 un presupuesto de 630 millones, suspendió el pago de la deuda, así como los contratos con el BID y otros organismos internacionales, detuvo la implementación del Plan Atcon, aumentó el presupuesto para bienestar universitario, y planteó reformas curriculares.

VII. Crisis y supresión del cogobierno

De otra parte, se vivía en un ambiente preelectoral, pues el 16 de abril deberían celebrarse las elecciones de asambleas departamentales y municipales (conocidas como elecciones de “mitaca”). Fue así como, en protesta contra las elecciones, el 24 de marzo se produce un grave enfrentamiento y fueron incendiados tres vehículos; días más tarde (7 de abril) la policía allana las residencias femeninas, lo cual condujo a las fuerzas militares a exigir mayor firmeza ante los disturbios, llamado que fue rechazado por el Rector Arias de Greiff (14 y 15 abril). A ello se sumaba la reivindicación salarial de los trabajadores del Hospital San Juan de Dios y el Instituto Materno-infantil, que fueron bloqueados con la solidaridad activa de los estudiantes de Medicina. Ante esto el Presidente de la República, de alguna manera, critica al Rector por los hechos ocurridos (19 de abril) y luego le anuncia que próximamente accederá a su renuncia (abril 25), cuya aceptación había sido solicitada por el propio Consejo Universitario Provisional (ver la misma noticia del 19 de marzo). Días después renuncia al Consejo Fernando Sánchez Torres, uno de los dos representantes profesorales, quien se afirmaba vocero de los profesores independientes por oposición a los profesores que se expresaban a través de los Claustros (28 abril). Luego el Ministro de Educación desautoriza la reunión del Consejo (29 abril).59

Los resultados de las elecciones del 16 de abril de 1972 fueron ampliamente favorables al Gobierno, pues la ANAPO perdió la capacidad de convocatoria de 1970 por múltiples factores, tales como la división interna, el retiro de muchos de sus dirigentes, y la conformación de otras agrupaciones también opuestas al Frente Nacional. En efecto, en los seis departamentos con mayor votación, la Anapo sólo obtuvo el 22 %, que representaba un descenso de aproximadamente el 50 % respecto de las elecciones de 1970. El día siguiente a las elecciones tanto Pastrana como Lleras Restrepo atacaron violentamente a la “izquierda universitaria”, y el diario El Tiempo (editorial “la revolución subvencionada”) hace eco de esa crítica manifestando la necesidad del cierre de la Universidad y de la expulsión de profesores: “El enclave marxista de la asamblea permanente de profesores de la Universidad, que utiliza los grupos rebeldes como activistas indispensables para la defensa de la preciosa autonomía administrativa y fiscal, debe ser objeto de una investigación severa, y sus actos ilegales o simplemente antiacadémicos, deben ser conocidos, denunciados y castigados.” (Lebot, 1976, p. 68).

A esa circunstancia electoral, se sumaba el deterioro de las relaciones con el cogobierno de la UN y la ausencia de control del movimiento universitario, todo lo cual es planteado con crudeza por el rector Arias de Greiff al recordar ese momento en estos términos:


“(…) entendí que había desparecido la buena voluntad del señor Presidente con la rectoría. Haber implantado la nueva conformación del Consejo y su sistema de elecciones directas para solucionar un conflicto estudiantil y para anticipar un aspecto demagógico del proyecto de ley, era para el Gobierno entregar la carnada y quedarse sin el pez. Desde luego, esto indicaba que el fin de mi rectoría estaba próximo. ... ya la suerte del cogobierno estaba echada y sus días estaban contados. … No se podía esperar ya lealtad del Gobierno con su Universidad ni prudencia en las manifestaciones del estudiantado. Mis dos lealtades simultáneas y tácitas no tenían ya sentido, y pronto me daría una oportunidad de prescindir de serle leal”. (Lebot, 1976).



La predicción rectoral se hizo realidad mediante el Decreto 865 de mayo 23 de 1972, que suprimió el Sistema provisional de cogobierno y restableció el CSU regulado por la ley 65 de 1963, pero dándole plenas facultades al Rector, mientras se conformaba, para adoptar todas las medidas académicas, administrativas y disciplinarias que fueren necesarias. El Decreto a título de motivación señala que “el orden público se ve afectado por los continuos disturbios que se presentan en los medios universitarios”; “que tal estado de cosas se repite periódicamente en distintas ciudades del país”, y sobre todo que, a pesar del Decreto 2070 de 1971 que organizó el cogobierno, se evidenciaba que hasta el momento no se había logrado normalizar la actividad académica de la Universidad y restablecer el orden público. Es decir, que era necesario entrar en una fase distinta de manejo del movimiento universitario, muy diferente a la de cooptación o integración del mismo como se había intentado. Idéntica decisión adoptó respecto de la creación del cogobierno en la Universidad de Antioquia, mediante el Decreto 886 del 26 de mayo de 1972.

Previamente se había aceptado la renuncia del Rector Arias de Greiff (25 de abril), se había desautorizado la reunión del Cogobierno (29 abril), y se había sustituido al Ministro Galán por el Ministro Juan Jacobo Muñoz (declaraciones del 17 mayo y del 30 de junio incluidas como anexos) quien, a su turno, en forma diligente designó a Luis Duque Gómez el mismo día de la supresión del Cogobierno (23 mayo), así como el Presidente nombró a sus nuevos delegados ante el CSU (28 julio).60

VIII. Resistencia y represión. La rectoría de Duque Gómez

Una vez recompuesto el CSU de la ley 65 de 1963, el 17 de agosto (acta 31) escucha las peticiones del sindicato de trabajadores sobre cierre de cafetería, presupuesto de la UN y aumento de salarios, entre otros temas. Igualmente, el Rector Duque informa sobre la irrupción de un grupo de estudiantes vociferantes al Despacho de Rectoría y “los procedimientos que han venido utilizando los estudiantes para buscar el apoyo de los nuevos que llegan, y los sistemas eficientes para hacer la agitación y lograr los enfrentamientos que periódicamente se producen en la Universidad Nacional”.

En una sesión posterior (Acta de septiembre 21 de 1972) se expulsan cuarenta estudiantes, entre los cuales varios líderes e incluso algunos integrantes del Consejo Provisional anterior como Juan José Arango y Carlos Simancas, sin imputaciones individuales sino de manera genérica por “actos violentos o atentatorios de la autoridad o del orden universitario”. Luego se sanciona con la misma medida a treinta y cuatro estudiantes, con idéntica motivación genérica, entre los cuales se destacan dirigentes como Leonardo Posada, Héctor León Moncayo, Uriel Ramírez, Mario Luna y Lisandro Duque (acta No. 36 septiembre 28 de 1972), e igualmente a seis estudiantes con la cancelación del semestre académico. La situación de la Universidad es de un alto grado de ausentismo, ante lo cual se dispone cancelar los semestres que no funcionen a partir del 9 de octubre (acta 37 de 1972), medida inoperante para detener la resistencia como lo registra el propio CSU, ante lo cual se decide cancelar los dos primeros semestres de las carreras de la sede de Bogotá, declarar un receso total hasta el 30 de octubre, cerrar las residencias estudiantiles para reorganizarlas, y estudiar la imposición de sanciones a profesores (acta 38, octubre 10 de 1972).

Luego del receso, las carreras profesionales se reinician, menos las de la Facultad de Ciencias Humanas. En la sede de Manizales no hay funcionamiento y llega hasta proponerse su anexión a la Universidad de Caldas, iniciativa que es respaldada por el Rector Duque (acta 40, noviembre 2 de 1972). Frente a nuevos disturbios que provocan una vez más la ocupación militar, se cancelan las actividades en la Facultad de Ciencias Humanas y se decide sancionar a diecinueve estudiantes más (acta 41, noviembre 9 de 1972).

De otra parte, como ya se había expedido el decreto represivo 1821 de 1972 (septiembre), el Rector considera que ha llegado el momento de sancionar al grupo de profesores que “estimula la anormalidad y obstaculiza las medidas que han tomado”, y que ha “contaminado” a la base profesoral. En esta dirección se declara la insubsistencia (9 noviembre de 1972) de los siguientes profesores: Inés de Balcero, Jaime Caycedo Turriago, Rafael Corredor Abril, Elisa Dulcey, Salomón Kalmanovitz, Manuel Trujillo, Rubén Sierra, Hésper Pérez, Alfredo Sarmiento Aranzales, Víctor Manuel Moncayo, Ricardo Camacho, Carlos Duplat y Carlos Perozzo. Aunque el Decreto citado exigía para la declaratoria de insubsistencia que “los profesores realicen, en el recinto de la Universidad o en lugares públicos, actos que atenten contra el orden público o dificulten su restablecimiento”, los actos administrativos en nada se refieren a esa circunstancia ni mucho menos la precisan, sino que simplemente decretan la insubsistencia.

Una semana después el balance que hace el CSU evidencia crisis en la Facultad de Agronomía y la renuncia de su Decano, e igualmente en la Sede de Medellín, autorizando en este caso a la Comisión de Decanos para imponer sanciones; conoce también de la realización de una asamblea en la Facultad de Derecho, e insiste en la proyectada anexión de la Sede de Manizales a la Universidad de Caldas (16 noviembre de 1972, acta 42). Así mismo, en reuniones posteriores se confirman las sanciones impuestas a estudiantes, se reemplazan algunas por matrículas condicionales, y en el caso de los profesores se rechazan los recursos interpuestos, sólo con algunas modificaciones, en pocos casos, en cuanto a la fecha de vigencia, posponiendo las sanciones para el año 1973, y se confirman sanciones a veintitrés estudiantes impuestas en la Sede de Medellín (actas 44, 46 y 47 de 1972 del Consejo Superior Universitario).

La realidad del conflicto está, pues, presidida por la represión y el terror. Así lo exponen los profesores Trujillo, Kalmanovitz y Moncayo al rechazar el recurso de reposición en estos términos (El Tiempo, 20 de noviembre de 1972):


“Como profesores destituidos, conscientes de nuestra responsabilidad, rechazamos la reposición y denunciamos la represión. Podríamos aducir razones jurídicas y lógicas suficientes para solicitar la revocatoria de las sanciones, pero nuestra respuesta no puede ser jurídica: ¡Es política!”.

“Dentro de una política educativa nacional encaminada a someter y silenciar todas las Universidades del país, se nos ha destituido de nuestros cargos de profesores. Este hecho se orienta a reprimir toda acción gremial del cuerpo de profesores de la Universidad Nacional, a obligarle a servir de ejecutor de la política persecutoria al movimiento estudiantil, a impedir la libre expresión de las ideas y, finalmente, a destruir lo que en la actualidad representa la Universidad Nacional dentro del proceso político colombiano”.

…

“No obstante, (…) nuestra responsabilidad para con la Universidad y para con el momento histórico que vive el país, así como la necesidad de destacar que se trata no de un problema individual, sino que atañe a todos los profesores y estudiantes que conforman la Universidad, nos impone, en lugar de la utilización del mecanismo jurídico del recurso, denunciar públicamente el significado político de las sanciones. El empleo del recurso que se nos ofrece, con clara intención de aparentar benevolencia, significa en las condiciones actuales de la Universidad, hacernos cómplices de toda la farsa montada por el actual grupo de serviles ejecutores de una política que tiene mucho de castrense y nada de universitario. Consideramos que nuestro compromiso es, antes que legitimar el orden militar y represivo, desenmascararlo ante la comunidad universitaria y la opinión general.”

“La actual política está caracterizada por la imposición de directivas extrañas a la Universidad misma. No es otro el sentido y el sistema de gobierno previsto en el Decreto 865 de 1972. Un Consejo Universitario presidido por quien, fiel a la técnica quirúrgica que profesa, estima que ‘la Universidad es el miembro enfermo de la sociedad colombiana que debe extirparse’, considerando que la grave enfermedad radica en el proceso de discusión y crítica que es connatural a la Universidad y en la irrupción histórica de fuerzas sociales en el seno de ella, dispuestas a unirse a los intereses de los explotados, rompiendo con la ideología dominante que la Universidad vehicula. Un Consejo Universitario compuesto por oscuros servidores de la política gubernamental, cuyo título de representantes del profesorado se deriva de la designación hecha por el Presidente de la República, y por Decanos escogidos entre aquellos que ofrecen al Gobierno Nacional un alto grado de docilidad y servilismo. Y un Rector que pretende hacer regresar la Universidad a épocas de oscurantismo y de academicismo cavernícola, presumiblemente superados, haciendo tabla rasa de toda una seria organización académica que, a pesar de sus defectos, ha permitido el desarrollo de las áreas científicas y ha impulsado el debate político e ideológico dentro de la Universidad”.

“Las directivas han implementado, primero bajo el pretexto moralista y luego con la fuerza legal del Decreto 1821, un régimen de terror en la Universidad, subvirtiendo plenamente el sistema de derecho que le es propio, y desconociendo abiertamente los derechos fundamentales de reunión, de asociación, de expresión, de pensamiento y de locomoción. No es otro el significado de las arbitrarias e injurídicas sanciones estudiantiles y ahora profesorales, tendientes a decapitar las organizaciones y a impedir la posibilidad deliberativa; no es otro el sentido de las medidas académicas contenidas en el Acuerdo 27, que pretende profundizar las exigencias de excelencia académica para adelantar la represión política, cuando existen otras alternativas que permitirían proveer al mismo fin académico, sin elevar la mortalidad estudiantil.”

“Las sanciones que se nos han impuesto son, pues, parte esencial de la política que hemos descrito. El Consejo es legalmente competente para revocar las sanciones sin necesidad de nuestro recurso de reposición, pero sólo podrá hacerlo si abandonase la política de la cual ha sido hasta el momento su instrumento, para colocarse al servicio de los verdaderos intereses universitarios”.

“Por todo lo anterior, no podemos nosotros depositar nuestra confianza en la imparcialidad del Consejo, ni menos en la de los asesores del grupo de Rectoría. A su represión política, nuestra respuesta es la denuncia también política”.



No hay duda que lo denunciado corresponde, en este momento, a la realidad represiva de la policía que detuvo a decenas de estudiantes en la Facultad de Ciencias Económicas, y luego en las facultades de Derecho, Ingeniería y Artes, espacios que los estudiantes buscaban para realizar su asamblea general, y que permitió la militarización del campus, en medio de una amplia y profunda parálisis de las actividades académicas y administrativas, que el Consejo Superior Universitario no quiso ver. Es la Policía Militar la que controla el ingreso exigiendo los carnets o salvoconductos expedidos por las autoridades universitarias.

Contra esa situación se pronuncia también APUN solicitando la renuncia del Rector Duque Gómez para restablecer “una normalidad basada en la participación efectiva de los estamentos que conforman la Universidad”. (noviembre 20 de 1972), y replica severamente las consideraciones hechas por el Ministro de educación (noviembre 26 de 1972)) en reportajes publicados en la prensa (17 mayo y 30 de junio de 1972).61 APUN señala en su declaración lo siguiente:


“La Universidad, y no sólo en Colombia, se halla en crisis. Se trata de una crisis estructural que tiene también causas de orden social. Las autoridades universitarias, en cambio, han querido remediarla simplemente con medidas disciplinarias y de orden público, dando muestras de su incapacidad para comprender el problema. Pero lo más grave es que, bajo el pretexto de una campaña moralizadora, a la cual nadie se ha opuesto ni se opone, se ha desatado en la Universidad Nacional una acción policiva de clara represión política e ideológica que no ha vacilado en acudir al atropello y al terror”.



Y agrega que, consecuentemente con esa política de represión, se procedió a expulsar a los líderes estudiantiles de todas las tendencias políticas de izquierda existentes en la Universidad, y a destituir profesores… por el simple hecho de discutir y no estar de acuerdo con la política universitaria, sin ni siquiera indicar las causas que según el Decreto 1821 autorizan las insubsistencias.62

En fin, una situación aberrante que, en medio de la derrota sufrida por el movimiento universitario de profesores y estudiantes, la puso de presente el profesor Antonio García en carta dirigida al Presidente Pastrana el 31 de enero de 1973,63 de la cual extraemos este aparte a manera de colofón de esa fase represiva:


“Quiero manifestarle, Sr. Presidente, que absolutamente todos los profesores excluidos de la Universidad del Estado —purgados es la expresión exacta y más próxima a las nociones clínicas del Ministro de Educación— profesan ideologías de cambio (socialistas, comunistas o auténticamente liberales), disponen de los más altos títulos universitarios y no han sido procesados por incumplimiento de sus obligaciones académicas. Hasta ahora, no ha sido tachada o siquiera debatida su idoneidad profesional y profesoral. En la Facultad de Agronomía, se canceló el contrato de trabajo de 17 profesores, incluyendo la totalidad de sus directivas. El 80 % de su profesorado ha cursado estudios de post grado, cuatro profesores han prestado asistencia técnica a instituciones nacionales e internacionales y ocho adelantan estudios de especialización en el exterior. De los 17 profesores cancelados, doce tienen el título de Master y tres de Ph.D. en universidades norteamericanas. De los quince profesores cancelados en la Escuela de Ciencias Económicas, las tres cuartas partes tienen títulos de especialización y post grado en universidades norteamericanas (Master y Ph.D.), en la Universidad de Paris y Católica de Bélgica o en la CEPAL en Santiago de Chile, y dos han sido investigadores en el Centro de Investigaciones para el Desarrollo (CID) que hasta hace poco estuvo bajo la dirección del actual ministro de Gobierno. Ni uno solo de los profesores expulsados ha sido sometido a un proceso académico de acuerdo al Estatuto Universitario y ni uno solo profesa la ideología conservadora y absolutista del Ministro de Educación o del Rector de la Universidad Nacional.”

“Este hecho, Sr. Presidente, es la prueba fehaciente de que la operación realizada en la Universidad es una purga ideológica y política, no importa las formas aparentemente legales con que se encubra. ¡Qué amargo es constatar, Sr. Presidente, que la arbitrariedad pueda estar armada con instrumentos legales y con unas facultades de carácter discrecional!”.

“Si a estos hechos se agregan los que han conmocionado a las Universidades del Atlántico, de Cartagena, del Valle del Cauca, de Antioquia, etc., será posible definir el carácter nacional de esta operación represiva, orientada hacia la conservatización autoritaria y la limpieza ideológica, esto es, la consagración de unas ideologías oficiales y de otras ideologías anatematizadas y punibles. Independientemente de como quiera calificarse oficialmente esta política universitaria, su último objetivo es el establecimiento —o restablecimiento, si se toma como punto de referencia la Universidad existente entre 1886 y 1930— de una Universidad Confesional, vale decir, la que profesa una ideología oficial y persigue, reprime y excomulga las ideologías heréticas.”

“Contra las normas de una Constitución Nacional de apariencia democrática, contra los principios contenidos en la Carta de los Derechos del Hombre y del Ciudadano por los que lucharon los Libertadores de 1810 o contra las normas contenidas en la Declaración Universal de los Derechos del Hombre hecha por los países pertenecientes a las Naciones Unidas, el acceso a la Universidad del Estado y la vigencia real de las libertades universitarias en Colombia dependen de la ideología política de profesores y estudiantes: la opinión, el pensamiento, la posición ideológica frente al Gobierno y a los grupos contralores del Estado, pueden operar como un título de calificación privilegiada o como un delito punible por las agencias del Gobierno, sin proceso ni juez. Carece de validez jurídica un recurso de reposición que asigna funciones judiciales a la misma persona encargada de ejecutar los atropellos.”

“En la Resolución No. 355 de 1972, el ‘Consejo Superior’ y el Rector negaron el recurso de reposición presentado ingenuamente por algunos profesores, no sólo desconociendo la validez jurídica de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de Naciones Unidas, sino proclamando que ‘ha aplicado la medida de declarar insubsistentes los nombramientos no como una sanción, sino simplemente con base en las facultades legales que le fueron conferidas y que le permiten declarar insubsistentes nombramientos hechos, sin sujeción a normas y procedimientos especiales sino en uso de una facultad discrecional.’”



Y concluye su carta así:


“Tengo la esperanza de que V.E. no crea que este proceso que examino y denuncio, se cierra con las decisiones autoritarias de los funcionarios en quienes se reúnen, circunstancialmente, una máxima cantidad de poder represivo con una mínima autoridad académica. Las situaciones como esta en que se disocian tan profundamente la autoridad y el poder, y en que se asocian tan estrechamente la arbitrariedad y la injusticia, son tan frágiles como transitorias. Lo que va a quedar en el futuro no es la prepotencia de los agentes políticos encargados de estas pequeñas misiones medievales de cacería de brujas y de persecución a las ideologías heréticas, sino el nuevo horizonte, las semillas, las aspiraciones y las luchas de los pueblos y de las nuevas generaciones por construir una nueva sociedad, una nueva patria y una universidad abierta, popular, nacional, científica, sin supersticiones ni mitos, gobernada democráticamente desde dentro, abierta a los cuatro costados del mundo, capaz de afirmar un sistema colombiano y latinoamericano de valores, alentada por la nueva presencia de los campesinos y los obreros y orientada de acuerdo con las exigencias estratégicas del desarrollo económico y social de la nación colombiana.”



Definitivamente, luego de la represión policial y disciplinaria contra profesores y estudiantes, durante el año 1972 el movimiento universitario transcurre en términos de reflujo, circunstancia que es aprovechada por ladirección de la UN para introducir otro tipo de represión: la académica. En efecto, acudiendo a la cientificidad de la Universidad, al nivel académico, a la necesidad de servir al país y a otros elementos de orden ideológico, se postula a partir de recomendaciones del Consejo Académico (junio de 1972) sobre “la importancia de tomar con mayor seriedad los estudios académicos”, una orientación como esta proveniente de la Facultad de Medicina:


“La Universidad espera: una dedicación académica completa por parte de sus alumnos. En este sentido, cree que la Universidad que se hace necesario que los estudiantes mediten sobre el privilegio que aún hoy representa ser estudiante de la Universidad del Estado. Por supuesto, nosotros abogamos por que la educación superior no sea prerrogativa de unos pocos, sino una oportunidad de todos por igual. Nuestros estudiantes deben … aprovechar al máximo su permanencia de pocos años en la Universidad para el definido objetivo de capacitarse en todas las dimensiones humanas para poder contribuir activa y prontamente al desarrollo nacional”. (El Socialista N. 2, anexo).



Formulaciones similares se expresan en las facultades de Ciencias Humanas, Ciencias y Agronomía.

En síntesis, un plan general que busca que la represión académica se involucre suavemente dentro del funcionamiento normal de la Universidad, presentándose como la realización de su aparente significado en la producción y transmisión de la Ciencia y la Cultura. “No se trata ya de contener el movimiento estudiantil sino de impedir que se genere. De este modo, la represión militar preventiva (cerco a la Universidad) y la política de escarmiento (Consejos de guerra) se complementan con la represión académica interna que impide la formación de un movimiento…” (El Socialista N. 2, anexo).

IX. Un intento de balance evaluativo

El recorrido cronológico e histórico-social que hemos intentado en este ensayo, nos ha conducido de aquel momento de los últimos años de la década del sesenta, en el cual la movilización estudiantil estuvo subordinada a la lucha contra el régimen militar, instituido por los propios partidos tradicionales que se habían enfrentado violentamente durante muchos años y que esos mismos partidos y los sectores económicos decidieron interrumpir luego de un breve lapso de cuatro años, a una época distinta de la organización capitalista que empezó a configurarse bajo el sistema seudo-democrático del Frente Nacional, que múltiples sectores sociales dominados por ella, incluidos los asociados a la población estudiantil, empezaron a descifrar y a controvertir políticamente.

La explicación de ese viraje no puede desligarse de lo que podríamos llamar una perspectiva sistémica. En efecto, la rebeldía del movimiento universitario de los años 1971-1972 que, en este caso, es nuestro objeto de análisis, no puede entenderse a partir de una combinación aleatoria de elementos, relativamente independientes, desligados del proceso histórico, sino privilegiando la realidad del capitalismo como referente necesario de los acontecimientos que suceden en nuestra sociedad, sin apelar a determinismos mecánicos ni a causalidades de distinto tipo, incluidas las atribuibles a comportamientos voluntarios y deliberados de sujetos individuales o grupales movidos por intereses de todo orden.

Obviamente, no desdeñamos la importancia que tienen en la génesis del conflicto y en su desarrollo, factores asociados a las tendencias ideológicopolíticas de la llamada modernización del sistema capitalista, surgidas en nuestro ambiente político cultural o inducidas desde el exterior por la injerencia norteamericana; a los discursos y conceptualizaciones sobre la función social de la Universidad; a las transformaciones poblacionales y al proceso de urbanización; a los rasgos ciertamente anquilosados de nuestro sistema universitario y a su funcionamiento desordenado y antitécnico; a la influencia de múltiples expresiones de controversia subversiva o no del orden establecido; al impacto de personalidades u organizaciones que de alguna manera alteraron la normalidad; o a los acontecimientos que en la globalidad de entonces se escenificaban a partir del enfrentamiento de los países desarrollados de occidente a los pueblos enlazados por la perspectiva entronizada por el comunismo soviético o por las tendencias de la revolución maoísta. En fin, no podemos desconocer todos esos elementos que, de manera apretada, expusimos al considerar la realidad contextual de los primeros decenios de la segunda mitad del siglo XX.

Es indudable que en ese entorno se adelantaba una transformación del sistema capitalista que, si bien no es la oportunidad de considerarlo con detenimiento, sí incidía en todas las dimensiones de nuestra sociedad. El desarrollo de la industrialización avanzaba introduciendo progresivamente el sistema salarial aunque no en términos cuantitativos muy amplios; la transición agraria se debatía entre el reformismo y el cambio hacia la empresa capitalista; los vínculos externos de dependencia económica y política se ampliaban y profundizaban sobre todo respeto de los Estados Unidos de América; las organizaciones sindicales florecieron, aunque marginales como siempre han sido; el sistema político y los aparatos estatales, incluidos los ligados a la fuerza pública, empezaron a redefinirse y readecuarse; y aparecieron los primeros ensayos de participación del Estado en la reproducción humana (salud, educación, seguridad social) y en elementos materiales de la producción (infraestructura, energía, comunicaciones). Y, obviamente, en medio de esos procesos también se destacaba la atención estatal y privada a las instituciones y políticas ligadas a la formación educativa y a la apropiación y desarrollo de orden científico y técnico, entre las cuales se destacaban las relativas a la Universidad como núcleo principal de la educación superior.

Todo ello en medio de las características de nuestra sociedad capitalista, que aún se conservan aunque transformadas, tales como injusticia, inequidad, desigualdad, pobreza y miseria, corrupción, clientelismo, clases subalternas o dominadas, clases y fracciones dominantes, élites dirigentes, poderes nacionales, regionales o locales, desorden , fractura o ilegitimidad del Estado o de sus aparatos institucionales, sistemas y mecanismos privados de seguridad, vicios e imperfecciones del sistema representativo, injerencia extranjera, desequilibrios regionales, etc., a las cuales hemos hecho alusión en múltiples oportunidades, en especial con ocasión del informe de la Comisión Histórica del Conflicto y sus Víctimas, CHCV (Moncayo, V. M., 2015).

Es la sociedad capitalista colombiana, con sus transformaciones de época, ya inserta en la denominada modernidad, signada por una heterogeneidad que incorporó rasgos de momentos históricos precedentes sin disolverlos plenamente, que para algunos es una imperfección o anomalía que debe solucionarse para alcanzar una verdadera modernidad, cuando la realidad nos enseña que ya tiene sus rasgos esenciales tales como la existencia de un pueblo nacional, la subjetividad que le es propia, el territorio, el Estado, el mecanismo representativo, la soberanía y las formas jurídico-políticas correspondientes.64 Es nuestra modernidad, entre las múltiples surgidas bajo el capitalismo, que lejos de la perspectiva iluminista, con toda su hibridación que la hace heterogénea, no es un proyecto incompleto o inacabado, pero que precisamente por su complejidad a veces oculta y desdibuja la lógica esencial del conjunto.

Pues bien, en el momento de la rebelión universitaria 1971-1972, soplan, casi en forma huracanada, esos vientos de modernización que claman por perfeccionar el sistema para garantizar su “desarrollo civilizado”, que han sido expuestos en el ensayo de Hernán Darío Correa incluido en esta obra. Tratándose de la Universidad son las orientaciones que se encadenan al Informe Atcon, al Plan Básico, a la reforma Patiño y a muchas manifestaciones e intenciones modernizantes o reformistas. Son, por lo tanto, iniciativas que pretenden alcanzar lo que podrían llamarse “niveles de modernidad”, de perfeccionamiento del orden capitalista en función de mejorar su despliegue operativo.

El movimiento estudiantil, no sin contradicciones y con múltiples disensos, advierte en esas tendencias la reorganización del aparato ideológico educativo en su dimensión universitaria, y se organiza y lucha para detenerlas, coincidiendo en esa práctica con otras expresiones que en escenarios diferentes también aprenden a controvertir el mismo sistema capitalista al cual están también sometidos otros actores. No se trata, sin embargo, de un direccionamiento exclusivo ni mucho menos explícito. Por esa razón, las reivindicaciones estudiantiles van acompañadas de evocaciones de la Reforma de Córdoba, de la participación en el gobierno universitario y en las políticas académicas y administrativas, de la aspiración de la ampliación del acceso, del rechazo a la injerencia extranjera a través de apoyo crediticio y de Fundaciones, de la no mercantilización agenciada por las Universidades privadas, y de la libre organización de profesores y estudiantes y la garantía de sus manifestaciones y protestas. E igualmente, no son extrañas a perspectivas que tienden hacia un horizonte superior representado por la aspiración de ruptura del orden existente, en una perspectiva anticapitalista.

Por lo expuesto, no es fácil decantar los resultados de la Rebeldía Universitaria finalmente reprimida física, disciplinaria, y académicamente. En tal sentido, algunas proposiciones en esa dirección podrían ser las siguientes:

1. El sistema político identificó la verdadera significación del conflicto

Más allá de todos los avatares de los acontecimientos sucedidos, no hay duda que el sistema reconoció el real sentido y el alcance de la protesta. Siempre consideró que se trataba de una irrupción subversiva que superaba las reivindicaciones puramente reformistas, que debía rechazar y conjurar de manera eficaz. Son muchas las expresiones explícitas en este sentido en boca del Presidente Pastrana, de sus ministros, de los rectores designados para cumplir sus orientaciones, de los voceros del sector privado y de los medios de comunicación, como las que se han mencionado a lo largo de este escrito.

2. La utilización de la clásica pareja represión-cooptación

Es indudable que el sistema acudió, como siempre, a la utilización de las alternativas represivas y de cooptación. Para el efecto represivo, durante todo el proceso empleó el mecanismo del Estado de Sitio, afinando y perfeccionando sus medidas restrictivas de la libertad, y de control policivo, militar y judicial, al mismo tiempo que utilizó directa y abiertamente las armas en desarrollo de planes específicos y de acciones inmediatas en calles y plazas. Desde el punto de vista integrador, acudió a la formulación de una reforma universitaria, al manejo disuasivo, a las iniciativas de los rectores impuestos y, finalmente, al experimento provisional del cogobierno en las principales universidades del país.

3. Los mecanismos estatales fracasaron

En ningún momento el Gobierno pudo controlar físicamente el movimiento, como lo reconoció expresamente en los Decretos que conformaron los Cogobiernos como medida provisional. Tampoco pudo hacerlo con posterioridad a su supresión, pues la conflictividad se mantuvo activa durante todo el año 1972, a pesar de las fuertes medidas represivas a estudiantes y profesores, al control de los campus mediante su ocupación militar, a los sistemas de vigilancia e inspección para el acceso a ellos, a los cierres y suspensiones de los períodos académicos, y a la eliminación de los servicios de bienestar estudiantil.

4. La destrucción de las formas organizativas de profesores y estudiantes

A pesar del fracaso a que hemos hecho alusión, las medidas tuvieron como secuela negativa la desaparición de las formas organizativas que aportaron vitalidad al movimiento. Del lado estudiantil, los cuerpos representativos, especialmente en la Universidad Nacional, dejaron de funcionar, y el funcionamiento de las instituciones se impuso de manera autoritaria. Esto condujo, sin embargo, a una nueva actitud del movimiento que se volcó hacia las organizaciones políticas que se activaron durante el conflicto u otras nuevas, o hacia otras modalidades de base como las impulsadas en su momento por Armando Correa como presidente del CSE (como se detalla en el siguiente ensayo de este libro). En cuanto a los docentes, la novedosa experiencia de los Claustros llegó a su fin y dio paso a la Asociación Sindical de Profesores Universitarios, organizada desde unos años antes, perdiéndose de alguna manera la perspectiva teórico-política que alcanzó a iniciar.

5. La efervescencia del caldero ideológico-político

Un salto sin duda positivo son los resultados ideológico-políticos que se produjeron a largo de todo el movimiento y más allá de él, como lo evidencia el texto de Hernán Darío Correa incluido en esta obra. El movimiento definitivamente hundió las vulgatas soviética y maoísta y abrió las compuertas para un debate anticapitalista riguroso y enriquecedor, que ha jalonado los desarrollos teóricos posteriores y que aún aviva los contemporáneos. Ese momento fructífero puede decirse que no tiene parangón alguno con los movimientos que desde entonces se han escenificado entre nosotros.

6. La inteseccionalidad de las luchas para intentar un asalto al cielo

Como ya lo señalamos en el texto, esta rebelión universitaria se anticipó a las expresiones de protesta a las cuales asistimos en nuestra contemporaneidad, evidenciando que quienes concurren a las luchas anticapitalistas tienen orígenes diversos y pueden unirse en la heterogeneidad, para intentar, como en efecto ocurrió, un asalto al Cielo. Fue un ensayo o experiencia, derrotada como tantas otras, que floreció en múltiples lugares de todo el territorio y que dejó importantes legados en todos esos espacios críticos que definitivamente representan las universidades.

7. La identidad crítica de la Universidad

Finalmente, la movilización en rebelión de los años 1971-1972, significó una identificación de la Universidad como espacio crítico (Moncayo,2005), que aún sigue siéndolo, para comprenderla en medio del conflicto propio de toda sociedad capitalista, sin aislarla de las transformaciones contemporáneas del Estado, del régimen político y de la Sociedad, ni de lo que representa el orden global. Ahora, como en esos tiempos de hace medio siglo, la experiencia de entonces nos enseña que la Universidad no es sólo la institución por excelencia del conocimiento, sino uno de los espacios críticos, entre otros muchos, para analizar, discutir y también rechazar el contenido material de las relaciones sociales vigentes. Hay que lograr que existan condiciones para que la Universidad no deje de ser ese espacio crítico.
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57 Acta No. 9 del 8 de febrero de 1972 del Consejo Universitario Provisional, incluida la constancia del representante profesoral Víctor Manuel Moncayo C. Ver anexo.
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59 Ver en el Diario El Tiempo las noticias de las fechas señaladas entre paréntesis.

60 Ver en el Diario El Tiempo las noticias de las fechas señaladas entre paréntesis. Las declaraciones del Ministro Juan Jacobo Muñoz del 17 de mayo y 30 de junio se incluyen como anexos.

61 Ver informaciones del Diario El Tiempo del 20 y 26 de noviembre de 1972, y los reportajes del 17 de mayo y 30 de junio de 1972 incluidos como anexos.

62 Ver información y declaración Diario El Tiempo 26 de noviembre de 1972, incluidas como anexo.

63 Ver la declaración en su totalidad incluida como anexo.
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Todos dejamos de estar a la espera. Ensayo de caracterización del movimiento estudiantil de 1971-1972

Hernán Darío Correa C.

I. La condición nacional, moderna, reflexiva y esencialmente política del movimiento

El movimiento estudiantil de 1971 fue nacional, moderno, reflexivo y esencialmente político, y como tal, dentro del conjunto de los movimientos sociales que acompañó, fue un hito de ruptura dentro del proceso modernizador del modo de producción capitalista que se había consolidado en el país desde la primera mitad del siglo XX, algunos de cuyos aspectos políticos y culturales aún estaban anudados por sectores de la Iglesia, los partidos políticos dominantes (Frente Nacional), los grandes propietarios agrarios antiguos y/o surgidos durante la Violencia de mediados del siglo, y las élites sociales regionales.

En tanto nacional, lo fue ante todo por sus alcances, como expresión de luchas masivas de estudiantes y profesores de prácticamente todo el sistema educativo, y especialmente universitario público y privado, que había logrado coberturas en casi todas las capitales departamentales, e incluso en algunas ciudades menores como Palmira; y además, porque en cada universidad expresó las emergentes clases medias y populares; y, en tercer lugar, porque estuvo acompañado por otros movimientos sociales como el de maestros (escuelas primarias y de secundaria), campesinos y obreros, e incluso empleados y trabajadores del Estado, y porque proyectó su solidaridad respecto de ellos.65

En tal sentido, en aquellos años se llegó hasta el punto de caracterizarlo como “comparable con el mayo de 1968 francés, porque no fue únicamente una protesta estudiantil, sino casi una insurrección, puesto que existió una importante ola de protestas en el campo, con invasiones de tierras, largas marchas y huelgas sindicales, en las que participaron docentes y estudiantes al lado de campesinos y obreros, sin mencionar el accionar de las guerrillas. Hubo un contexto internacional favorable a la protesta y la sociedad colombiana fue permeada por la influencia de la revolución cultural que se experimentaba alrededor del mundo; y, en contraste con la hipótesis según la cual el movimiento estudiantil se encerró en sí mismo y fue incapaz de sintonizar con la sociedad, hay evidencia de que encontró diversos aliados que, además de dotarlo de recursos organizativos y discursivos, le permitieron hacer frente a la represión. Inicialmente, (lo fueron) distintas comunidades educativas, las universidades privadas, el profesorado y los estudiantes de secundaria; el sexto punto del Programa Mínimo era la reapertura de programas de Sociología y Trabajo Social en la Javeriana, lo que muestra la importancia que se le dio a las universidades privadas; y a su turno los profesores se sumaron al rechazo del Plan Básico y de la reforma del ministro Galán. (…) Pero no solo el sector educativo se articuló a la movilización. El movimiento estudiantil consiguió la simpatía de obreros, sectores de clase media y campesinos, entre quienes había un creciente disgusto con el manejo de la crisis política y social por parte del gobierno Pastrana, en especial con la represión mediante el Estado de Sitio” (Acevedo y González, 2011a: 235). Un tema clave, que trataremos más adelante, fueron las conexiones sociales, familiares y territoriales entre quienes impulsaron algunas de esas luchas, y los activistas del movimiento estudiantil.

Pero en otro sentido, también expresó y proyectó en forma inusitada un torrente de dinámicas sociales en el cual todos dejamos de estar a la espera, en tanto nos asumimos como creadores y al mismo tiempo fuimos llevados y traídos por una suma de elementos culturales, políticos y sociales de modernización que se habían venido fraguando en el país desde las décadas anteriores, rompiendo los diques institucionales y sociales mantenidos y recreados por la regresión conservadora de los años cuarenta y cincuenta, y desbrozando el camino que llevó a su fin la camisa de fuerza de representación política del Frente Nacional, y los rezagos de dominio de la Iglesia y de la familia patriarcal dentro de los horizontes de vida en el país.

A propósito de haber dejado “de estar a la espera”, hacemos alusión explícita al libro de cuentos Todos estábamos a la espera de Álvaro Cepeda Samudio (1980), cuyos personajes se sumen en un eterno pasar refugiados en un bar, y especialmente a un aspecto que de entrada es conveniente relievar en este ensayo: la salida del país durante los años cuarenta, cincuenta y sesenta de jóvenes en busca de conectarse con el mundo, rompiendo con la vida de provincia que imperaba dentro de la insularidad regional colombiana, y su regreso aportando elementos a la fundamentación de nuevas sensibilidades y miradas narrativas, como sucedió con muchos que después fueron profesores universitarios o intelectuales que forjaron nuestra sensibilidad, como el caso de Cepeda, quien se proyectó nada menos que en la obra de Gabriel García Márquez, según lo recuerdan el amigo de ambos, Germán Vargas (1980), y Ernesto Volkening.

El primero, escribió: “Álvaro Cepeda se fue a los Estados Unidos a hacer un curso de periodismo, becado por el gobierno del Atlántico. A su regreso, trajo unos libros de Truman Capote, de Norman Mailer, y la corresponsalía de The Sporting News, de San Luis, Missouri, considerado como la biblia del béisbol en el mundo. En esa época, el Grupo de Barranquilla publicaba una revista deportivo-cultural, una mezcla aparentemente muy extraña: Crónica, el gran semanario. En la carátula iba siempre la fotografía de un gran futbolista —Heleno de Freitas, Memuerde García, Vigorón Mejía—, seguida de un reportaje. Y en las páginas centrales cuentos de García Márquez, de Cepeda Samudio, de José Félix Fuenmayor, de Hemingway, de Capote, de Borges, de Cortázar, de Felisberto Hernández.”

Y Ernesto Volkening (s.f., y 1976) —como se sabe el gran ensayista alemán que vivió y murió en Bogotá ejerciendo un magisterio con sus lecturas, reseñas y publicaciones desde los años cuarenta hasta el fin de siglo XX en revistas como Vida, Boletín de Programas, de la Radio-televisora de Colombia, y Eco, a la cual dirigió—, en su ensayo sobre Cien años de Soledad, “El trópico desembrujado”, caracterizó a la sociedad latinoamericana hasta esos años, como la del despertar del letargo simbolizado por el campesino mexicano durmiente bajo su sombrero. En el epígrafe de su libro, Santiago Mutis, quien lo editó, precisó citando a Eliseo Diego: “Ocupándonos de los demás, tal vez estemos resucitando”.

Y en cuanto a su condición de hito de ruptura en la modernización del país, figura que determinó el imaginario de la época desde las iniciativas de los grupos privados del país y del exterior, y del Estado, el sentido que proponemos difiere del concepto de “modernidad postergada” que acuñó Rubén Jaramillo (1994), el cual no logra expresar la complejidad de la configuración del capitalismo en el país desde los años veinte y treinta del siglo pasado, y además resulta teleológico, pues sugiere una necesaria linealidad progresiva en el curso de la historia, “postergada” por el peso del hispanismo tradicional y de nuevo tipo a partir de la influencia del Régimen franquista en el país; el de la Iglesia católica articulado dentro del régimen político nacional desde la Regeneración; y el de “la medianía de nuestra actividad económica, comercial e industrial hasta hace relativamente poco”, cuando desde los años veinte el modo de producción capitalista estaba presente como eje de la economía del país, en su peculiar configuración dentro del dominio mundial del imperialismo, como lo analizaron algunos de los actores principales del movimiento estudiantil y universitario que caracterizamos aquí, según se tratará luego.

Por todo ello se puede definir dicho movimiento estudiantil como contemporáneo y moderno, en tanto hito de la cadena de expresiones masivas y contraculturales juveniles del mundo en el contexto de la descolonización, los primeros grandes debates al desarrollo capitalista de la postguerra y especialmente de la sociedad de consumo, y el deshielo de la Guerra Fría, llevando a una escala nacional la tendencia moderna de “una acelerada secularización y masificación, fundada en el proyecto de la educación universalizada, con una ideología individualista y constructora de representaciones y formas de identidad con referentes cambiantes en los imaginarios colectivos, que dieron el contenido dominante a cada una de sus épocas y formaron la secuencia que impregnó de dinamismo la creación intelectual y estética en los distintos momentos de la historia” (Pozas, 2006).

Y que en el caso del país incluyó una complejización de la política, derivada de un sentido de ruptura con el conjunto del régimen político nacional al ligar entre sí aspectos del pensamiento crítico y de posturas contraculturales de los imaginarios mundiales, regionales, nacionales, territoriales y locales, tales como los debates en torno a la crítica de las nuevas formas del imperialismo, las fisuras del bloque soviético y la quiebra de la hegemonía del estalinismo en el mundo de la izquierda mundial, y los propósitos de la juventud mundial de transformación social en cuanto a la crítica de la familia y del dominio de la iglesia católica en la educación y en la vida nacional, y el estallido de la cultura urbana, con enormes proyecciones culturales desde la música, la literatura, el cine y el mundo editorial, que reprodujo plenamente en sus propios espacios…

Por ello, y por el impulso “constituyente” de los movimientos sociales del momento, ante todo fue un movimiento político, en tanto resultado y culminación de un proceso de luchas de los años sesenta, y la apertura de luchas de nuevo tipo que se expresaron durante los años setenta y a partir de esa década, cuyos objetivos explícitos estaban centrados en la transformación social. A ese respecto, Orlando Fals Borda, Germán Guzmán Campos y Eduardo Umaña Luna, actores centrales en el medio universitario, señalaron en su libro La Violencia en Colombia (1960) que “en el inmenso conglomerado bajo y medio, rural y urbano, [estaba] naciendo y creciendo una conciencia nueva poderosamente orientada hacia lo social...”, y Mauricio Archila (2012), historiador de aquellas luchas, señala: “La radicalización del movimiento estudiantil colombiano desde finales de los años cincuenta estuvo en consonancia con procesos similares en el plano global. (…) Cuando en otros países de América Latina los viejos regímenes autocráticos eran depuestos, en Colombia se reafirmaban las oligarquías, perpetuando la desigualdad social. Todo ello era caldo de cultivo para que una juventud que anhelaba cambios se radicalizara, a lo que ayudó la cada vez más notoria presencia del pensamiento crítico, especialmente del marxismo, en las universidades. Por si fuera poco, el mismo sistema educativo, en especial del nivel superior, aunque se expandió, no lo hizo a ritmo suficiente.”

Algunos analistas e historiadores han visto al movimiento estudiantil del año 71 como un hito dentro del ciclo que nació a mediados de los años sesenta y se proyectó justamente hasta el fin del cogobierno del año setenta y dos, cuando habría empezado su declive casi definitivo; y otros han proyectado el nacimiento de dicho período hasta los años cincuenta, cuando los estudiantes jugaron un papel decisivo en la caída de la dictadura de Rojas Pinilla, y configuraron organizaciones como la FEC, y posteriormente, ya en los años 60, la FUN, de carácter nacional, cuya destrucción definió los términos de la nueva insurgencia universitaria que nos ocupa.(Cruz, 1971). Pero en realidad el movimiento configuró una ruptura profunda con las lógicas de tales luchas, a partir justamente de su carácter de masas, que se sumó a las de los sectores mencionados, e instauró imaginarios y horizontes políticos en una generación cuyas perspectivas se ligaron a la transformación del régimen político y del modo de producción dominantes, cuyas prácticas urbanas y regionales masivas y abiertas transformaron en muchos sentidos a las organizaciones de izquierda preexistentes, ligadas hasta entonces a las luchas rurales y a imaginarios vanguardistas y progresivos de la tradición modernizadora del siglo XX; y por supuesto a la universidad misma.66

Un signo de ese carácter, más allá de sus también presentes dimensiones educativas universitarias sectoriales o gremiales, fue la organización nacional de que se dotó: el Comité Nacional de Solidaridad, y sus formas principales de lucha, asamblearias nacionales y locales asociadas a grandes manifestaciones urbanas e inter-regionales, comités de base y grupos de estudio transversales en sentido social y sectorial, foros culturales abiertos en los eventos relacionados con el cine, el teatro, el arte y los conciertos, y profusas ediciones de libros, periódicos y publicaciones de todo tipo.

— La singularidad de la modernidad capitalista del país

Por todo lo expuesto, descifrar su significación al mismo tiempo política y cultural supone hacerlo sobre la singularidad con que se estableció el sistema capitalista en el país, no solo en cuanto a sus aspectos estructurales, sino en las dimensiones particulares de la modernidad que este siempre conlleva según las formaciones sociales en las cuales se ha configurado.

Perry Anderson (1991) habla de tres aspectos, refiriéndose al modernismo, cuyo trasfondo aplica para el tema que estamos tratando, en tanto pone de presente elementos que el movimiento estudiantil del 71 de forma explícita quiso transformar, o de los cuales se alimentó:


“En mi opinión, el modernismo ha de ser entendido ante todo como un campo cultural de fuerzas triangulado por tres coordenadas decisivas. La primera, (…) la codificación de un academicismo, a su vez institucionalizado dentro de los regímenes oficiales de unos Estados y una sociedad todavía masivamente influidos y a menudo dominados por unas clases aristocráticas o terratenientes, que en cierto sentido estaban económicamente superadas, sin duda, pero que en otro seguían marcando la pauta política y cultural… La segunda coordenada es un complemento lógico de la primera: la aparición todavía incipiente, y por lo tanto socialmente novedosa dentro de esas sociedades, de las tecnologías o invenciones claves de la segunda revolución industrial: el teléfono, la radio, el automóvil, la aviación, etc. La tercera coordenada de la coyuntura modernista, diría yo, fue la proximidad imaginativa de la revolución social…”



Jorge Orlando Melo (1985 y 1990), por su parte, se refiere a las dimensiones estructurales del asunto:


“Puede sostenerse (siguiendo a Raymond Williams, The long Revolution) que el triunfo de la modernidad representa la congruencia de tres procesos revolucionarios que transformaron la sociedad europea (y las colonias de poblamiento como los Estados Unidos) a ritmos diferentes entre el siglo XV y el siglo XX: (…) la revolución económica, que generó por primera vez un sistema productivo en proceso continuo de crecimiento, capaz de sostener un aumento permanente y no cíclico de la población. (…) Una revolución política, que configuró los Estados nacionales modernos, con un Estado con pretensiones de soberanía, vinculado a una ciudadanía abstracta como fundamento de esa soberanía. (… y) en tercer lugar, se produjo una revolución cultural de grandes consecuencias (en la cual) se ha efectuado un paulatino desplazamiento de las formas de comunicación social; el papel de la Iglesia y de la familia en la transmisión de la tradición cedieron ante la importancia creciente del sistema escolar formal, y en la medida en que se expandió la alfabetización, ante el surgimiento de una industria cultural (que), conformada inicialmente por el sistema editorial de libros (que convirtió) la comunicación escrita en uno de los aspectos centrales del intercambio social, y la alfabetización dejó de ser una herramienta concreta de determinados sectores sociales para convertirse en elemento esencial de la ciudadanía. (…) En el siglo XX, ante la relativa lentitud de la transformación modernizadora de las sociedades periféricas en sociedades capitalistas modernas, se plantearon proyectos globales de modernización acelerada. El más masivo de todos ha sido el hecho a nombre del socialismo y de la crítica del capitalismo, aunque mantuvo en general los objetivos modernizadores centrales de éste”.

“Para efectos prácticos, considero procesos de modernización los que conducen al establecimiento de una estructura económica con capacidad de acumulación constante, y en el caso de Colombia, capitalista; de un Estado con poder para intervenir en el manejo y orientación de la economía; a una estructura social relativamente móvil, con posibilidades de ascenso social, de iniciativa ocupacional y de desplazamientos geográficos para los individuos; a un sistema político participativo, y a un sistema cultural en el que las decisiones individuales estén orientadas por valores laicos (lo que en general] incluye el dominio creciente de una educación formal basada en la transmisión de tecnologías y conocimientos fundados en la ciencia)”.

“(…) puede retomarse la idea de las tres revoluciones, como guía para ordenar los aspectos centrales de las rápidas transformaciones que ha vivido el país en los años recientes: a) En el terreno político, la movilización social de las décadas de 1930 y 1940, junto con los resultados de procesos sociales como la creciente urbanización, la aparición de los medios de comunicación de masas y la generalización del sistema educativo, hicieron imposible el retorno a un autoritarismo de orden tradicional. (…) Sin embargo, a pesar de que el ordenamiento jurídico es ya, con pocas excepciones, esencialmente moderno, el funcionamiento concreto del Estado ha incorporado las prácticas clientelistas tradicionales, en un nuevo equilibrio orientado a tratar de frenar la movilización popular, a conservar un bipartidismo que tiene mucho de tradicional, y a hacer viable el sistema a pesar de las restricciones impuestas extra-estatalmente a la participación política. (…) “b) Analizar la modernización cultural requeriría estudios hasta ahora no realizados. Sin embargo, vale la pena subrayar los siguientes procesos: 1) El desarrollo de un sistema escolar masivo, sobre todo a partir de 1960. (…) 2) La aparición de un mercado cultural nacional. La prensa alcanza circulación significativa a partir de 1958, y desde esos años empieza a surgir un mercado nacional para los principales periódicos. Igualmente, se homogeniza la información mediante la creación de las agencias de noticias, el avance en las tecnologías de transmisión de información (télex, transmisión de imagen), etc. La radio se vuelve nacional a comienzos de la década de 1950, con la generalización de las cadenas y la aparición de tecnologías de enlace. (…) La televisión (establecida en 1954) alcanza un cubrimiento significativo y es factor central en la conformación de la mentalidad de la sociedad en la década de 1970, en parte como agente en un proceso de incorporación de elementos transnacionales en nuestra cultura. El mercado del libro, tradicionalmente elitista, da señales de convertirse en una típica industria moderna únicamente durante la última década, 3) La creación de una práctica científica continua y la filtración masiva del conocimiento científico. Sólo con la consolidación de las universidades públicas basadas en el profesorado de tiempo completo la práctica científica, hasta entonces esporádica y quijotesca, adquiere continuidad, al menos en algunos campos. (…) 4) El dominio de una cultura laica, a pesar de los esfuerzos eclesiásticos por mantener el control de la mentalidad del país (todavía en 1960 los obispos consideraban legítimo tratar de cambiar los rectores de las universidades), o quizá como reacción a esos esfuerzos. En efecto, uno de los más claros indicadores de la separación de la ética individual y las orientaciones religiosas, aspecto central de esta laicización, lo da el éxito de los programas de control de la natalidad, a pesar del carácter vergonzante y clandestino del apoyo oficial que se les dio. Los cambios en la moral sexual son otra indicación en este sentido. (…) Y “c) En el terreno económico, es evidente la consolidación del capitalismo y la eliminación acelerada de las formas de producción pre-capitalista. Aunque todavía subsiste un sector campesino relativamente amplio, está en su gran mayoría integrado al capitalismo y produce para mercados nacionales e internacionales. Además, los valores centrales de la economía capitalista, la valorización de la iniciativa individual, la capacidad empresarial, la aceptación de las reglas de la competencia económica, el afán de lucro, etc., son compartidos por la mayoría de la población”.



Aquí se abre un aspecto crucial en la modernización nacional desde los años cincuenta, que trataremos más adelante, el cual en sí mismo es otro indicador de la contemporaneidad mundial del país en esos años, y la construcción de una comunidad de discusión política, en este caso en torno a las vías del desarrollo.

En efecto, Lauchlin Currie, y Albert O. Hirschman, consultores del Banco mundial, llegaron al país después de varias experiencias europeas y asiáticas en las cuales participaron en los debates entre socialdemocracia y comunismo de todo el siglo XX, y propusieron políticas para la transformación del campo y la urbanización, en cuya discusión y crítica se alternaron algunos de los actores claves de la insurgencia estudiantil, tales como Mario Arrubla y Estanislao Zuleta, cuyas críticas a Currie fueron publicadas a comienzos de los años sesenta en su revista Estrategia, las cuales dieron lugar al libro de Arrubla (1969); y en el debate al crecimiento como camino del desarrollo, proyectado por Rostow, al cual le salió al paso Antonio García, por entonces profesor de la Facultad de Economía de la Universidad Nacional, con su libro: La estructura social y el desarrollo latino-americano: réplica a la teoría del nuevo contrato social de W. W. Rostow (García, 1968).67 Y en la Universidad del Valle Bernardo García, quien por lo demás, era el decano de economía cuya destitución se convirtió en uno de los motivos del levantamiento estudiantil a finales de los años sesenta, publicó su libro, El anticurrie. Crítica a las teorías del desarrollo en Colombia (1973).

De otra parte, la Facultad de Sociología de la Universidad Nacional publicó entre 1959 y 1962 su serie de monografías sociológicas, que anunciaron un aspecto central de lo que se amplió y consolidó en el movimiento universitario e intelectual del país, desde entonces: el estudio sobre la realidad nacional.68

— El movimiento universitario de los años setenta: una comunidad intelectual crítica y contemporánea

Finalmente, un indicador de la plena modernidad del movimiento estudiantil de 1971, que como se fundamentó en el primer ensayo de este libro fue también un movimiento universitario, es la reflexividad de que hizo gala desde los últimos años sesenta, y especialmente durante los primeros cinco años de los años setenta, en medio de las masivas movilizaciones que se abrieron con esa década, como se verá luego.

La misma está basada en lo que podríamos reconocer como la construcción de una “comunidad de interpretación” de la sociedad colombiana a partir de la recepción del pensamiento europeo y especialmente del marxismo en el país, más allá de la historia de las ideas de sus tendencias y organizaciones políticas, siguiendo la óptica de Renán Silva en su historia sobre los ilustrados de Nueva Granada (Silva, 2002: 21-23):


“En este trabajo hemos tratado de colocar entre paréntesis la relación aceptada entre Ilustración e Independencia (o Revolución) para tratar de estudiar, simplemente, ciertas formas de difusión de la Ilustración que se encuentran en el centro de constitución del grupo de los ilustrados, fijando nuestra atención no solo en los que parecen ser los mecanismos mayores del proceso, como la reforma de la universidad o la Expedición Botánica, sino también en un conjunto de mecanismos en apariencia menores a los que tradicionalmente no se ha prestado atención, como son los del ‘audidactismo’ —llamado en este trabajo ‘la formación entre compañeros’—, el viaje de estudios, el comercio y la circulación del libro, el intercambio epistolar o las nuevas prácticas de la lectura y de la escritura, entre otras. (…) Igualmente hemos querido considerar la Ilustración en la Nueva Granada, intentando investigarla no como un ‘grupo de ideas’ del que se puede hacer el inventario, sino como un nuevo sistema de representaciones sociales que produjo, si bien en un ámbito reducido, transformaciones culturales de importancia. (…) De la misma manera, hemos buscado plantearnos el problema de la forma precisa como los llamados ideales de la Ilustración, que nosotros caracterizamos como los de la prosperidad, la riqueza y la felicidad, se relacionan con una condición básica de posibilidad: la reorientación del trabajo en la sociedad en otra dirección, y la manera como dichos ideales fueron asumidos por algunos de los ilustrados locales, tratando de describir con detalle los mecanismos graduales que conducen a la incorporación de tales ideales en la vida personal, y lo que ello supone como intento de acercar una determinada formulación doctrinaria a la actividad práctica y a la propia vida cotidiana, con todos los desfases y desigualdades que pueden suponerse, y que el análisis histórico debe recrear, en su intento de dar cuenta de los funcionamientos complejos, heterogéneos y contradictorios que caracterizan los procesos de cambio cultural”.



De forma paradójica, la constitución de esa especie de comunidad intelectual no se puede explicar sin perfilar el papel de la educación y especialmente de la Universidad Nacional en el proceso de modernización del capitalismo en el país, que se abrió de forma plena desde el inicio de la República Liberal. Allí la reforma educativa de López Pumarejo, las políticas de extensión cultural a lo largo de sus gobiernos, la fundación de la Escuela Normal Superior y del adjunto Instituto Etnológico Nacional, y la rectoría de Gerardo Molina en la Nacional (1944-1948), sentaron las bases de lo que fue la posterior fundación de las facultades de ciencias sociales en dicha universidad, por parte de los profesores y alumnos de aquella escuela e instituto, y sobre todo de sus relaciones con los imaginarios sobre lo popular, la acción del Estado, y los horizontes de transformación política del país. Y por supuesto, dentro de esta óptica, de la definitiva configuración del campo del libro y de la lectura en las principales ciudades.69

En cuanto a la reforma educativa del primer gobierno de López Pumarejo, ver el libro de Álvaro Tirado Mejía sobre el régimen de López, y los trabajos de Martha Herrera, quien precisa dos aspectos cruciales en el vuelco del tema de la educación en el país a partir de la fundación de la Escuela Normal Superior y luego del Instituto Etnológico nacional. La primera


“surgió en el año de 1936 a partir de la Facultad de Educación de la Universidad Nacional. En ella se buscaba formar profesores con un perfil de intelectuales que tuvieran una preparación sólida que comprendiese tanto los aspectos de formación disciplinar, como los pedagógicos y culturales, para lo cual se retomaban los modelos de la Escuela Normal Superior de París y de las facultades de ciencias alemanas. Este proyecto, al igual que el de la consolidación de la Universidad Nacional, constituyó uno de los pilares de la formación de élites durante los gobiernos de la República Liberal. (…). Una mirada a los registros de matrícula permite ver la diversidad (de sus primeros alumnos) en cuanto a la procedencia regional, encontrándose estudiantes de los departamentos de Antioquia, Boyacá, Cundinamarca, Santanderes, Cauca, Valle, Magdalena, Chocó, entre otros”.

“En el año de 1942 un grupo de intelectuales, conformado en buena parte por profesores, alumnos y egresados de la ENS, fundaron el Instituto Indigenista Colombiano con el objeto de profundizar en los estudios de las culturas indígenas, combatiendo las teorías deterministas sobre la degeneración de la raza colombiana. Allí confluyeron intelectuales pertenecientes a distintas áreas de las ciencias sociales y humanas, entre quienes se cuentan Antonio García, Luis Duque Gómez, Juan Friede, Alicia Dussán, Gabriel Giraldo Jaramillo, Edith Jiménez, Gerardo Molina, Blanca Ochoa, Roberto Pineda Giraldo, Gerardo Reichel Dolmatoff, José Francisco Socarrás, Alfredo Vásquez Carrizosa, entre otros. Igualmente, el campo de la historia y de la economía fue desarrollado por el alemán Rudolf Hommes y Gerhard Masur desde un enfoque de historia política y social. Se contó además con José María Ots Capdequí, quien dictaba derecho indiano. La sociología fue dictada por Jorge Zalamea, Eduardo Martínez, Luis Eduardo Nieto Arteta, Germán Arciniegas. En general, en estas cátedras, los estudiantes entraron en contacto con las corrientes más modernas en los campos de las ciencias sociales, conociendo en sus propias fuentes a los grandes pensadores. Se difundieron autores como Spencer, Weber, Marx, Durkheim, Cuvillier, Oparin, Freud, entre otros. En el campo de la geografía hicieron sus aportes los españoles Pablo Vila y José Royo, así como el alemán Ernesto Gulh. El enfoque adoptado tenía una perspectiva moderna que integraba la reflexión geográfica a los aspectos físicos y humanos, situando claramente la geografía en el ámbito de las ciencias sociales (Entrevista a Ernesto Gulh y Raymond Crist, 24 de junio de 1987)”.



Como se ve, en esas dos instituciones aparecen ya una cierta cobertura nacional de la educación superior, una alta participación de la mujer, los nombres de algunos de los profesores de la Universidad Nacional en los años 60 y 70, y una plena contemporaneidad del pensamiento. (Martha Cecilia Herrera C., 1991). De otra parte, la Escuela fue la base de la fundación de la Universidad Pedagógica Nacional, y de los más de cien institutos normalistas que hoy existen en el país (Ocampo López, 1987).

Y respecto de las políticas de extensión cultural,


“la República Liberal no solo significó una profunda originalidad en el campo de los proyectos de extensión cultural, sino que representa una de las etapas de más alta integración entre una categoría de intelectuales públicos y un conjunto de políticas de Estado, hasta el punto que puede decirse que sus proyectos culturales de masas fueron en gran medida la elaboración de grupos intelectuales que ocupaban las posiciones más elevadas en los instrumentos estatales de formación y extensión cultural —el Ministerio de Educación y algunas de sus dependencias particulares—, al tiempo que dominaban el escenario cultural, sobre todo en la prensa, en la radio y en el precario mundo del libro, lo que les garantizaba una posición directiva en cuanto a la orientación espiritual del país, o más exactamente de ‘la nación’, para acudir a su propio vocabulario. Pero esa integración de funciones de dirección cultural y de posición directiva en el campo de la orientación cultural, se conjugaba con una comunión estrecha con los propios ideales culturales de la República Liberal, ideales que ellos habían contribuido a diseñar, y que representaban una parte del ideario liberal, al cual, curiosamente, también se acogían algunos intelectuales que formalmente pertenecían al Partido Conservador. Un punto relevante de ese ideario tiene que ver con la manera en que la República Liberal se planteó el problema de las relaciones entre las clases dirigentes y lo que desde entonces se ha llamado en el país ‘las masas populares’, en uno de los pocos momentos de modernización efectiva de las formas tradicionales de la política en Colombia” (Silva, 2005).70



En cuanto a los alumnos y profesores de las entidades educativas medias y superiores mencionadas,71 éstos se constituyeron en una especie de puentes entre los procesos modernizadores de aquellos años y los abiertos durante los años sesenta y setenta, que permitieron pasar por encima de las resistencias conservadoras desde los años treinta a las reformas educativas de López Pumarejo, y posteriormente de los ríos de sangre de la Violencia de la década que fue del año 47 al 57, con la continuidad de la guerra contrainsurgente del primer lustro de los años sesenta; y darle consistencia a la investigación social y a la mirada política de la realidad nacional que se proponía transformar como movimiento, y al mismo tiempo a los ímpetus de crítica, libertad y autonomía individual de la renovada juventud de los años setenta.

Aquí es importante reseñar que “la oposición conservadora y clerical a las medidas de la reforma educativa es uno de los aspectos mejor documentados por la historiografía del período liberal —por ejemplo, en el libro de Álvaro Tirado Mejía—, aunque no se ha señalado siempre con claridad que esa oposición no solo representaba una política de partido, sino que expresaba el tradicionalismo de buena parte de la sociedad, y que la reacción contra el proyecto educativo fue desigual según las regiones” (Silva, 2005: 156, subrayado del original). Y que “(en la lógica del nuevo gobierno conservador), era necesario remover del imaginario social las representaciones sobre la importancia intelectual y educativa que había tenido la institución en la época liberal. La separación de sexos, el tema del comunismo y la necesidad de que la Iglesia retomase la dirección de la formación de docentes, fueron los elementos sobre los que se estructuró la argumentación sobre el desmonte de la institución” (Martha Cecilia Herrera, 1994: 122).

En cuanto a la consistencia de la investigación social, ésta por definición hace parte de la sociedad moderna:


“El conocimiento del mundo social contribuye al carácter inestable y mutable de este mundo. Esta es la razón por la que la sociología juega un papel central en la reflexividad de la vida social moderna” (Antoni Giddens, Las consecuencias de la modernidad). Esta característica constitutiva de la sociología, como la modalidad reflexiva de la sociedad sobre sí misma, constituyó un cambio radical en el sentido y desarrollo de todas las ciencias sociales. El sentido instrumental del conocimiento social y político modificará el diseño y el contenido de las conductas estudiadas en la sociedad y el Estado” (Pozas, 2006: 68).



Y respecto de la emergencia “constituyente” de la juventud, ésta se produce con base en una “moral del cambio permanente, en la que se construyen valores que sustentan las conductas individuales y colectivas, que avalan el ‘exceso’ como estilo de vida e imagen de una época que ha roto con el ideal ‘clásico’ del equilibrio y el de la autocontención de la moral judeocristiana” (Paz, 1972). Por ello, adicionalmente, “el término moderno puede definirse también como una forma de autoconciencia, como un modo específico de vida, y como una experiencia vital” (Larrain, 1996).

En ambos sentidos, en su trabajo, Renán Silva (2005: 9 y 27) aclara:


“El análisis de las fuentes cuantitativas en que quedó consignado el ‘trabajo cultural’ de los gobiernos liberales de 1930 a 1946 me convenció de la inmensa e intensa movilización de fuerzas colectivas que conoció el país en ese período —sobre todo en los años 1936-38 y 1940-1943—. Lo distintivo de ese proceso de reinscripción histórica de un conjunto de perspectivas culturales —que como tema general no son creación de los intelectuales liberales ni de la República Liberal—, no se encuentra solamente en el hecho de postular la existencia de un ‘alma nacional’ (…) El rasgo distintivo del proceso se encuentra también, y tal vez en mayor medida, en otros puntos que deben mencionarse con claridad, diferenciarse y enunciarse de manera enumerativa para comprender su significado histórico en el caso de la sociedad colombiana. Ese rasgo parece encontrarse de una parte en la propia renovación y ampliación social de la noción de cultura que producirá la perspectiva folclórica; en el escenario modificado en que este punto de vista se expresará; en la estrategia de desarrollo nacional a la cual intentará ligarse el proyecto cultural, y fi nalmente, en sus consecuencias sobre el propio campo intelectual, en sus efectos sobre la representación de las relaciones políticas entre gobernantes y gobernados, en el apoyo que en tal proceso buscará el tenue e inorgánico nacionalismo colombiano, y en su papel en la creación de una forma clasifi catoria de las culturas que sigue siendo esencial en la sociedad colombiana”.



Todo ello se expresará en los tópicos de los debates políticos que se desarrollaron de forma profusa en el movimiento estudiantil, a través de innumerables publicaciones, especialmente libros, folletos y revistas, y de esas especies de foros que fueron las asambleas estudiantiles y profesorales de facultad y generales en los principales centros de educación superior, y de modo singular en los encuentros nacionales estudiantiles, que en el primer auge del movimiento durante el primer semestre del 1971, alcanzaron la cifra de seis, realizados en Cali, Palmira, Bogotá y Medellín, y en 1972 al menos dos más en Bogotá y Medellín. Junto con reuniones del Comité Nacional de Solidaridad, que incluyeron otras ciudades como Barranquilla (donde, por lo demás, los integrantes de dicho Comité fueron encarcelados durante seis meses, a instancias de determinaciones del gobierno nacional, y desde esa circunstancia enviaron y recibieron cartas al y del movimiento estudiantil, como se verá posteriormente).
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Algunas de las publicaciones realizadas durante el movimiento del 71-73 (con la excepción de la revista-periódico Estrategia, año 1962), citadas en este ensayo.

Otro elemento de conexión histórica entre aquellas décadas, fueron los maestros y su movimiento social, convertido en la piedra de toque de la reacción conservadora ante las políticas culturales de dicha República, pues acumularon elementos y descontento en el dique represivo y violento de los 50, hasta estallar como movimientos masivos en los 60 y 70, dando lugar a sus propios horizontes de investigación y transformación de imaginarios, incluyendo entre otros muchos aspectos, los desarrollos de la nueva historia, en coherencia con el siguiente aserto:


“La representación social de lo moderno apareció y reapareció en aquellos períodos en los que se formó la conciencia de una nueva época. En la modernidad la renovación de lo inmediato requirió, en más de un tiempo, utilizar la palanca de la historia para abrir el horizonte. Los modernos refundaron siempre lo ‘clásico’ a través de una relación con la antigüedad”. (Pozas, 2006: 52).



Por todo lo anterior, el movimiento estudiantil puede ser caracterizado ante todo como una categoría social singular, al mismo tiempo social y política, que expresó en sus formas y dinámicas un conjunto de elementos constitutivos de la estructura social capitalista dominante en el país desde los años 20 y 30, presentes en la composición social del estudiantado y los imaginarios y valores que la juventud del momento puso en juego, más allá de la referencia a su supuesta extracción social, fuese de clase media o, como se decía entonces, de “pequeña burguesía” —que por lo demás no se corresponde con el hecho de ingreso masivo de sectores populares a la universidad del momento—. Al respecto, no deja de ser necesario precisar:


“Es necesario recordar la diferencia entre la condición juvenil (dato biológico y límite social y políticamente establecido), y la situación juvenil (pertenencia a una clase social, estrato socioeconómico o ethos territorial). Teniendo esto claro, Pierre Bourdieu pudo afirmar que ‘el hecho de hablar de los jóvenes como de una unidad social, de un grupo constituido, que posee intereses comunes, y de referir estos intereses a una edad definida biológicamente, constituye una manipulación evidente’”. (Sarmiento, 2022: 13 y ss.).



Aspectos complejos que se pueden ver en la composición de las tendencias políticas que se expresaron dentro del movimiento.

II. Las tendencias políticas del movimiento estudiantil del 71: Complejidad, rupturas y continuidades

Las tendencias políticas del movimiento estudiantil emergieron a la vida del país dentro de las propias dinámicas de aquel, a partir de las diferenciaciones que sus líderes estudiantiles y profesorales fueron haciendo a lo largo de alianzas, confluencias y confrontaciones con el Estado y con las élites gremiales y de los partidos, bien hayan sido directamente políticas (caída de Rojas Pinilla, formulación de políticas públicas al comienzo del Frente Nacional, develamiento de la Violencia en Colombia, debates sobre el desarrollo, el neocolonialismo y el imperialismo, y las reformas educativas) (Cruz, 2016), hasta llegar a asumir la revolución como forma modernizadora, incluyendo la fundación de proyectos políticos como el ELN o el EPL, y el deslinde conceptual que produjo la crítica del capitalismo y la sociedad moderna, respecto de la tradición del pensamiento en el país y dentro de los alineamientos internacionales. Un aspecto relevante en el proceso del movimiento, el papel pionero desde los años sesenta por parte de algunas universidades privadas como la de Medellín, el Externado de Colombia y la Libre, en Bogotá, y la Santiago de Cali.


“Aunque en el interior del movimiento estudiantil subsistían diferencias, (…) también había unos antagonistas (la oligarquía, el imperialismo, etc.), una identidad (estudiantes revolucionarios) y un proyecto (la revolución) comunes. La identidad estudiantil sobrepasó los límites de los estudiantes de universidades públicas, estudiantes de universidades privadas también participaron en la movilización. La gran mayoría estaba alineada a la izquierda, se concebían como revolucionarios y, por ende, compartían una identidad política además de una identidad social como estudiantes y universitarios.” (Cruz, 2016).



De modo complementario en nuestra reflexión, destacamos tres aspectos no considerados suficientemente por este autor en relación con dichas “diferenciaciones” políticas y conceptuales, en orden cronológico tales como las dinámicas de la facultad de sociología a comienzos de los años sesenta, la fundación y el devenir del proyecto político del MOEC, y la revista Estrategia.

Sobre las dinámicas de la facultad de sociología, refieren dos autores, Mónica Zuleta y Alejandro Sánchez:


“La confluencia entre la demanda de participar en políticas generales de desarrollo y la solicitud de alcanzar las soluciones para el problema de la violencia en el país, estimuló la emergencia en forma de contradicción, de una ambivalencia que, como tal, hacía parte de la razón de ser de la Facultad. (…) al momento de la publicación del libro La Violencia en Colombia, se generó una reacción inesperada frente a un texto científico, suceso muy raro en el país, que dio pie a agresiones entre políticos liberales y conservadores, así como a que opinaran en su contra toda suerte de instancias, desde la Presidencia de la República hasta la policía, pasando por el parlamento, la prensa, la iglesia, el ejército y, claro, la academia. Paulatinamente esta reacción distanció al equipo académico y a los estudiantes de las instancias gubernamentales y sus políticas. A continuación, describimos lo que pasó. Además de formar expertos, la Facultad de Sociología tenía otros propósitos manifestados en su política de investigación. En el discurso de inauguración, su director hizo mención a tres asuntos que definían la filosofía del programa: en primer lugar, la búsqueda de un conocimiento autónomo que tomara distancia de la costumbre latinoamericana de ‘sumar aparentes verdades encontradas en diferentes escuelas, presumiendo que en esta forma perfecciona la explicación de los fenómenos observados’; en segundo lugar, la propuesta de encaminar el saber hacia el conocimiento de la realidad nacional para ‘conocernos mejor, saber dónde estamos, a dónde vamos y qué está sucediendo realmente en nuestro derredor’; finalmente, la aspiración de construir un conocimiento útil ‘para ayudar a resolver los problemas nacionales’. En suma, de acuerdo con su director, ‘el nuevo Departamento de Sociología’ pretendía ‘formar una verdadera sociología nacional, una sociología colombiana, basada en nuestros propios hechos, nutrida de nuestra propia tierra, enfocada hacia nuestras sencillas ‘veredas’ y ciudades, dirigida hacia nuestros problemas y dilemas’. Dado que La Violencia en Colombia formó parte de la serie Monografías sociológicas, en donde eran publicados los resultados de diversos estudios promovidos por la Facultad, su impacto no sólo fue consecuencia de la participación en la política de desarrollo, sino también fue fruto de su participación en la política de investigación de la Facultad. Si bien el libro invitó a que se acogieran componentes de los programas de desarrollo, también advirtió que el conocimiento impulsado por esa política solamente sería útil si se encauzaba a producir un saber que se distanciara de ‘la intención de imponer desde el Estado... ciertas pautas de conducta y filosofía de la acción que se consideraban por una fracción… como esenciales para la salud del país’. (…) Podemos decir entonces, que las políticas de desarrollo promovidas por el Estado y las de investigación estimuladas por la Facultad, favorecieron una forma ambivalente de producir conocimiento tendiente hacia el modelo general de desarrollo y, a la vez, encaminada hacia el conocimiento profundo de la sociedad. Tal situación paulatinamente condujo al conflicto entre ambas posiciones y empujó a la Facultad a concebir el desarrollo como ‘trasformación profunda’ en vez de en términos de ‘cambio rápido y eficaz’. (…) La dirección de Orlando Fals Borda, su decano hasta 1966, articuló la cuestión del desarrollo con el problema de la revolución. (Y en tal sentido) propuso constituir una sociología propia; la suya no buscaba convertir a los graduados en asesores o en expertos, sino ‘trabajar por el advenimiento de ese nuevo orden social’ cuyos síntomas eran ‘la realidad de la subversión moral y la potencialidad revolucionaria’. Asimismo, esta actitud parecía ser la de muchos estudiantes de la carrera, ‘quienes habían optado por hacer parte de la revolución’. Escrito en 1966, el libro La Subversión en Colombia de Fals-Borda permite entender la diferencia entre estas dos posturas entroncadas. En el prólogo, el autor hizo un homenaje a Camilo Torres, su compañero en la Facultad de Sociología, quien como guerrillero había muerto en un combate con el ejército en 1966. Reconoció, primero, ‘la influencia intelectual y personal del Padre Torres’ como ‘el tipo de subversor moral, de los que abren trocha nueva’, y, segundo, la contribución del sacerdote ‘para entender el sentido de la época en que nos ha tocado vivir’. Al mismo tiempo, planteó la necesidad de realizar una sociología latinoamericana a través de la implementación de programas de estudios como el Pledes. Insistió en que las diferencias con el proceso actual de ‘modernización’, al que generalmente se designa como ‘desarrollo’, son más de contenido que de forma: 1) por el mayor énfasis que se concede hoy a la planificación estadística y al control técnico, como resultado de la acumulación científica; 2) por la naturaleza de los grupos claves que juegan papel en la transición industrial; 3) por la naturaleza de los valores y las normas transmitidos en las situaciones de contacto y transición; y 4) por fenómenos relativamente nuevos, como el de la ‘estratificación internacional’ y las pautas de dominación y dependencia en las relaciones económicas y políticas entre los países modernos… Hubo desarrollo hasta en la sangrienta y difícil etapa de la subversión socialista del presente siglo, lo que puede verse no sólo a través de los índices económicos y demográficos del período, sino también por el esencial cambio en actitudes y valores experimentado por el campesinado, todo lo cual dio origen a su nuevo orden social” (Zuleta y Sánchez, 2007).



No está demás decir aquí, que las críticas a la universidad como aparato de dominación capitalista planteadas en las “Polémicas” por Estanislao Zuleta y su grupo en Medellín en 1971 —como se verá luego—, desdeñó la investigación como aspecto importante de la vida y del papel de algunas entidades universitarias, como la facultad de sociología de la Universidad Nacional, según estamos citando. Aspecto desarrollado por Víctor Manuel Moncayo en el primer ensayo de este libro, y especialmente en su balance del período.

Pero el aspecto político de esas rupturas iniciales, también estuvo centrado en la experiencia del MOEC:


“al plantear la existencia de un quiebre histórico, el MOEC 7 de enero reivindicó como única salida para los sectores populares el uso de la violencia revolucionaria, toda vez que con el asesinato de Gaitán había quedado demostrado hasta dónde podía llegar la oligarquía del país en su intento de no permitir el surgimiento de alternativas populares. De manera que aquí encontramos elementos que justificarían, desde la perspectiva del MOEC 7 de Enero, la no participación en elecciones y la promoción de la revolución popular armada, un aspecto por lo demás, presente en el discurso de casi todas las organizaciones de la nueva izquierda del país en los años sesenta del siglo anterior”. (Díaz Jaramillo, 2010).



Un aspecto histórico clave de estos dos últimos aspectos, resaltado en reciente conversación personal con Héctor Moncayo, dirigente del movimiento estudiantil de 1971, es que tanto la abstención como la lucha armada venían siendo parte de la tradición política del país, ejercidas desde el siglo XIX tanto por los partidos tradicionales como por sus líderes y caudillos regionales. El último caso, que combinó ambos tipos de acción, fue el Partido Liberal en las elecciones de comienzos de los años 50 del siglo XX, y su promoción de la abstención electoral y de la lucha armada que condujo al levantamiento de guerrillas liberales en gran parte del país, incluyendo la gesta de las guerrillas del Llano, las de la zona de Barrancabermeja y Santander después del asesinato de Gaitán, entre otras, cuyos líderes y bases sociales fueron referentes directos del surgimiento de los proyectos del MOEC, el ELN y el EPL, e incluso del posterior M-19. La bibliografía sobre esto es extensa, e incluye autores como Gonzalo Sánchez, Álvaro Villarraga, Jaime Arenas, Joe Broderick, y más reciente, Darío Villamizar, entre muchos otros, además de algunos de los citados a lo largo de este trabajo.

Y en la revista Estrategia también se avanzó en la ruptura:


“Junto con la literatura, la autobiografía, el cine y el psicoanálisis, la coyuntura política, el marxismo y el análisis económico componían un todo complejo que hizo de Estrategia una publicación duradera a pesar de sus escasos tres números. En ella Arrubla fue más que el traductor de Las palabras (de Sartre); la revista era la plataforma pública de una sociabilidad intelectual no institucionalizada —y por lo tanto muy cambiante— que él motorizaba en compañía de su colega, también antioqueño, Estanislao Zuleta. Revista y sociabilidad se entremezclaban y daban lugar a un invernadero para investigar, comprender el medio, definir posturas ideológicas, políticas y estéticas, y diseñar intervenciones públicas. Cultivada en este ambiente colectivo, la pluma de Arrubla dio forma a un entendimiento novedoso del capitalismo local que se dio a conocer a través de la revista y, tiempo después —ya diluido el espacio de Estrategia—, tomó la forma de libro con el título de Estudios sobre el subdesarrollo colombiano. Esto favoreció una circulación amplia y sostenida de casi sesenta mil ejemplares en al menos catorce ediciones, desde 1969 hasta mediados de la década de 1980. Libro político que se conectó con el sentimiento utópico de la época y con la sincrónica profesionalización de las ciencias sociales”. (Jaramillo, 2022).



Con base en esas dinámicas y principios de ruptura, el movimiento estudiantil que emergió desde 1970 se caracterizó por cuatro principales tendencias políticas, conformadas a partir cada una de innumerables grupos de estudio, comités de base, círculos de discusión, publicaciones y grupos de acción:

Tendencia Socialista, en la cual confluyeron organizaciones como Crítica marxista, Espartaco-Prensa Obrera, Gaceta Obrera, Diario Latino, Comuneros (una parte), El Socialista —“Los independientes”—, y el grupo de Polémica; algunos de los cuales conformaron el Bloque socialista, en una confluencia que buscaba de forma explícita avanzar en la crítica del estalinismo iniciada por grupos procubanos y del Frente Unido.

Comandos Camilistas, formados por grupos alrededor del legado político del Frente Unido, de Camilo Torres;

Tendencias M-L, maoístas, que incluyeron innumerables grupos como Testimonio, Sol Rojo y Fusil, Combate, y Comités de Base de distintas Facultades de las Universidades Nacional y de Antioquia, de Nueva Democracia, del MOIR y la Juventud Patriótica (JUPA) que nació de la fusión de varios de estos grupos y su adherencia al MOIR. Muchos de ellos trabajaron en la órbita del Partido Comunista-ML (disidencia del Partido Comunista).

Tendencia comunista, ligada al Partido Comunista. La excepción de la condición interna al movimiento de dichas tendencias, fue la Juventud Comunista, JUCO, fundada a comienzos de los años cincuenta a instancias del Partido Comunista, el cual había sido fundado a comienzos de los años treinta. Un aspecto interesante al respecto, es que esa tendencia comunista fue rebasada por las otras en cuanto a amplitud e influencias políticas dentro del movimiento del año 71, lo cual expresa entre otros, procesos como la quiebra del estalinismo y de la hegemonía del PC dentro de la izquierda, que se generó a partir de los años sesenta.72

Es importante decir que las tendencias de izquierda habían obtenido un respaldo signifi cativo del estudiantado desde comienzos de los años sesenta, el cual se expresó, entre otras cosas, en la abierta identifi cación con el cambio social por parte de los estudiantes de ciencias sociales, como lo señalaron tres profesores-investigadores de la naciente facultad de Sociología de la Universidad Nacional:


“Al comparar los grupos de licenciados y egresados y cursantes en términos de la concepción de la sociología como medio de acción, nos encontramos que los primeros afi rman que una de sus preocupaciones más importantes es el cambio social. Manifestando además un gran interés en los grupos políticos radicales, tanto extremos como moderados, afi rmando en un 60.0 % que se uniría a tales grupos en un futuro, mientras en la actualidad un 45.0 % se defi ne como revolucionario”. (Salazar, Castillo y Muñoz, 2007: 124-141).



Dicho respaldo, ya en los años setenta, se hizo palpable si se mira la afl uencia masiva a las marchas o manifestaciones pacífi cas, que fueron una forma de acción recurrente que ha sido olvidada por los analistas de recientes años, quienes se ocupan casi exclusivamente de las pedreas y las acciones de confrontación directa con las policía en las entradas de los campus universitarios; la sostenida asistencia a los sucesivos encuentros nacionales y regionales estudiantiles, y a las asambleas de facultad y generales de universidades públicas y privadas, así como la participación en las huelgas y paros generales en esos tres primeros años de la década del setenta; y, por último, el respaldo que les dio el estudiantado en las elecciones de representantes al cogobierno, a fi nales del año 1971, como ya se vio en el ensayo anterior de este libro.

[image: Images]

Asamblea general estudiantil en la Universidad Nacional en Bogotá, 1971. (Foto, Archivo personal Gladys Jimeno).

Pero eso venía de atrás, desde mediados de los años sesenta. Según Díaz Jaramillo (2010),


“no solo el discurso revolucionario gozó de amplia legitimidad y alta estructuración organizativa, sino que en este período hubo un vínculo relativamente orgánico entre la vida académica y la política revolucionaria. No era raro que los académicos más reconocidos se inscribieran en este campo, y en ocasiones incluso practicaran una militancia abierta. Los principales líderes del movimiento estudiantil fueron, con frecuencia, destacados por su buen rendimiento académico: Guido Gómez, Guido Lastra, Julio César Cortés, son ejemplos sobresalientes. ‘Ser buen estudiante no era considerado algo reaccionario’ (entrevista a Fernando Cubides, 2018). En palabras de Gonzalo Sánchez: ‘en los ambientes universitarios de entonces la militancia política no reñía con el rigor académico y las exigencias de la demostración razonada. Por el contrario, podría decirse que la militancia salvaba a la academia. El militante tenía que probar que podía ser el mejor de su curso y darse la autoridad intelectual para responder al desafío del momento: la caracterización adecuada de la sociedad colombiana, caracterización que definía las fronteras, las estrategias y las tácticas de las distintas corrientes de la izquierda, a menudo con peleas prestadas (Sánchez, 2004)”.



Un tercer aspecto de las tendencias, fueron los vasos comunicantes desde su origen con otros sectores sociales y especialmente los trabajadores industriales y algunos de sus sindicatos, los cuales se recrearon en sus imaginarios con una doble referencia: el marxismo, y la identificación de la clase obrera como vanguardia o cuando menos como dirigente social y político de las luchas del momento (“lucha de clases”, para todas) a través del partido o de la vanguardia guerrillera, o como inspiración de lo que se llamaba en el momento “la línea correcta” o “proletaria”. Lo cual se gestó desde finales de los años cincuenta con la fundación del Movimiento Obrero-estudiantilcampesino, MOEC; y a finales de los años sesenta con la fundación del Movimiento Obrero Independiente y Revolucionario, MOIR.

Y un cuarto, la presencia en el seno de la mayoría de tendencias y en grandes sectores de las bases estudiantiles, de elementos de ruptura con los valores e imaginarios sociales dominantes, a partir de experiencias juveniles como las del existencialismo y el nadaísmo; las primeras búsquedas conceptuales de integración del marxismo y el sicoanálisis para la crítica social y política (Zuleta, Arrubla, y otros desde los años cincuenta); la apertura nacional de ventanas al mundo a través de revistas como Mito, Eco o Letras Nacionales; las fisuras en el dominio de la iglesia católica en todo lo anterior, especialmente con la rebeldía de Camilo Torres, que entre muchas otras cosas le dio legitimidad masiva a la revolución como salida a la crisis nacional; más una verdadera oleada de críticas culturales; y la construcción de una ideología revolucionaria.

Dichas críticas, además de las presentes en los ensayos de revistas como las citadas, se proyectaron desde la literatura, que vivió profusas expresiones en las ciudades del país —incluyendo publicaciones masivas como las de Hernán Hoyos en Cali, la poesía de los nadaístas, novelas y cuentos como los de Manuel Mejía Vallejo, Álvaro Cepeda Samudio y por supuesto Gabriel García Márquez, y en el ámbito más cercano a la universidad o a sus entornos, Rafael Humberto Moreno Durán, Luis Fayad, Jaime Manrique Ardila y Andrés Caicedo, entre otros; el cine de Jorge Silva y Martha Rodríguez, Francisco Norden, Carlos Mayolo y Luis Ospina, cuyas críticas sobre los juegos panamericanos y la postura de “Agarrando pueblo” coincidieron con el inicio del movimiento en el año 1971; y el cine internacional que se catapultó en esos años, a partir de la brecha abierta por el cine argentino y mexicano, desde los cuales se explica la influencia del tango y de las rancheras en el país antes del dominio popular del vallenato, como vías de comunicación y “empatía” entre las clases sociales, e incluso con la que se llamaba la clase media con los sectores populares, poco explorada en los análisis sociológicos; junto con la música antillana, a la cual se sumó desde inicios de los años setenta la explosión de la salsa. (Una síntesis panorámica al respecto, en Álvaro Tirado Mejía, 2014).

En cuanto a la construcción de ideología revolucionaria, desde los años cuarenta y cincuenta, y a lo largo de la década del sesenta, surgieron periódicos y publicaciones marxistas o abiertas al pensamiento crítico, de impacto en los medios universitarios, como Sábado (Armando Solano y Plinio Mendoza Neira), Crítica (Jorge Zalamea, 1948);73 y Voz proletaria, Documentos políticos, Mito -1957-, Estrategia -1961-, Eco, Lámpara, entre otras; la serie de publicaciones de sociología en la Universidad Nacional, ya citada; y las publicaciones de las tendencias políticas, como se verá luego.74

De este modo, los elementos de modernidad, reflexividad, alcances nacionales y dimensión política del movimiento estudiantil, se vieron acompañados muy pronto por otros que conviene analizar ahora: su complejidad, y su condición de ruptura con los procesos que se venían viviendo en el país en todos esos planos, puestos en primer plano por la profundidad de su lucha, expresada incluso por su duración y gracias a que fue muy alta su intensidad movilizadora durante los tres primeros años de la década de los años 70.

Hoy no faltan análisis sobre lo efímero y precario del movimiento, supuestamente derivados de las influencias dentro del mismo “de la pequeña burguesía”, simplificando sus factores y elementos complejos, e incluso su duración misma, que alcanzó tres años de intensas movilizaciones, y más si se miran las de los años sesenta, como se ha expuesto en el primer ensayo de este libro. Un caso ilustrativo de esta postura, e interesante, por tratarse de un libro reciente, el de Lisandro Duque, por entonces estudiante y activista de la JUCO en la Universidad Nacional, cuya obra cinematográfica posterior resulta emblemática del cine colombiano y de los aportes de aquella generación a la cultura del país, se revela en su novela Las reglas del fuego (2020). Sus inolvidables películas, en cambio, son: Visa USA, El soborno del cielo, Los niños invisibles, Milagro en Roma, Los actores del conflicto, El Escarabajo.

De este modo, ambos aspectos, complejidad y ruptura, están relacionados con el hecho de que en las formas masivas de movilización universitaria y escolar (estudiantes y profesores de la educación superior; y alumnos y maestros de secundaria), se expresaron al unísono diferentes aspectos políticos, económicos, sociales y culturales alrededor de sus tres ejes principales: las reformas educativas, la solidaridad con las luchas de otros sectores sociales, y la revolución como lucha social y por implicación como forma modernizadora anhelada, acelerada y urgente, vivida por sus protagonistas como algo inminente, en marcha e inevitable.

Por todo ello, y especialmente por su notable reflexividad, los elementos de caracterización de dichas tendencias y del mismo movimiento como tal, se propondrán aquí a partir de lo producido en los debates y elaboraciones de ellas, con base en sus publicaciones de época, y en la consulta a archivos personales y de la Universidad Nacional, y de fuentes secundarias que han recogido estos materiales.

En cuanto a las publicaciones de las tendencias, una simple enumeración de los títulos y contenidos de algunas de ellas puede ilustrar sus alcances y complejidad:


Tendencia socialista

“Reforma universitaria y revolución socialista”. Ponencia presentada al VI Encuentro Nacional Estudiantil. Medellín, 1971.

Crítica marxista.

N. 1. Acerca del Estado capitalista, Metrópoli y satélite. El Estado colombiano y sus políticas. Algunos aspectos. Acerca del estado electoral. Cali, febrero de 1970.

N. 2. Las clases sociales en Colombia. Marzo de 1970.

N. 3 Viva el leninismo. Mayo de 1970.

N. 4 Notas críticas sobre el suceso electoral. Las causas del fracaso. Acerca del Moir y el Paro Nacional patriótico”. Junio de 1970.

N. 5 El carácter de la revolución colombiana. Julio de 1970.

N. 6 La política y la organización de los estudiantes. Agosto de 1970.

N. 7 Discusiones sobre la organización revolucionaria. Septiembre de 1970.

Periódico Revolución socialista.

N. 1 febrero de 1972. “Impulsar la lucha de masas es la tarea del momento”. “Reforma de la Universidad. El tortuoso camino del reformismo y el burocratismo”. “Dos concepciones burguesas del desarrollo capitalista neocolonial. Acerca del Plan de desarrollo (de Pastrana)”. “La verdadera cara de la reforma agraria”. (en un recuadro, reseña: “Libros: El problema agrario, Darío Mesa”.

N. 2. Marzo abril de 1972. “Las Masas se están movilizando efectivamente contra la dictadura burguesa”. (incluye consignas al final, “revolución socialista o caricatura de revolución”.) “La crisis del Frente Nacional y la situación política actual”. “Más allá del economismo, la lucha política de la clase obrera”. “Manifiesto de los socialistas a los estudiantes del Distrito”. (“Con un Programa de lucha ‘que ahora presentamos a las masas’: Apoyo a los maestros. Denuncia de la política pequeño burguesa de los electoreros. Impulso a una organización de masas combativa. Apoyo de las masas estudiantiles a la lucha de los trabajadores del Estado. Denunciar manejos represivos del Estado burgués contra los explotados…). “Contra la farsa electoral, movilización de masas. Manifiesto del Frente revolucionario abstencionista de la Universidad Nacional”, firmado por Celud-Cein-Comandos Camilistas.

N 4. septiembre de 1972. “Declaración política. Chile, ¿reformismo socialdemócrata o revolución socialista? La lucha de clases en el campo y la política de los socialistas”.

Gaceta Obrera.

“Observaciones políticas sobre el movimiento universitario”. Bogotá, junio 16 de 1971. Capítulos. Introducción, Condiciones objetivas que determinan el conflicto universitario (mercado de trabajo y pauperización de capas medias. Modificación del sistema educativo y variaciones en la socialización universitaria. Desarrollo de elementos en el medio universitario. Relaciones directas e indirectas de las universidades con la estructura económica y política del país. Contexto político y social nacional). Características recientes del movimiento estudiantil. Algunas reflexiones sobre el papel político del movimiento estudiantil. Tareas democráticas de los socialistas en la Universidad Nacional.

Prensa obrera.

“Historia de la tendencia socialista”. “Sobre la estrategia revolucionaria”.

El socialista. Órgano de los revolucionarios socialistas. Universidad Nacional.

N. 1. Cogobierno: principio y fin del reformismo. Universidad Nacional. Bogotá, mayo-junio de 1972.

N. 2. Acerca de la combinación del imperio de las armas con el imperio de la academia. Junio de 1972.

N. 3. Con la política revolucionaria y la defensa del movimiento estudiantil.

N. 4. El balance político del movimiento estudiantil. Mayo de 1973. Crítica de las concepciones del Bloque Socialista. 30 páginas. (Incluidos en los anexos de este libro).

Polémicas.

N. 1. Algunos aspectos generales de la lucha estudiantil.

N. 2 Educación y lucha estudiantil. II. La educación como mercancía. III. La política reformista. IV. Organización y orientación de la lucha estudiantil. Medellín, 19 de mayo de 1971.




Juventud patriótica (JUPA)

“Nuestra política en el movimiento estudiantil”. / Discurso de Marcelo Torres ante el Consejo Nacional de rectores universitarios. Sustentación de la ponencia ante el VI encuentro nacional Universitario, Medellín. / La particularidad de la contradicción en la universidad.




Tendencia M-L.

Combate estudiantil

N. 13. La lucha por la reapertura objetivo revolucionario, mayo de 1971. / El movimiento estudiantil y la Nueva democracia, Grupo marxista-leninista de Antioquia.

N. 18. Por una correcta orientación del movimiento estudiantil.




JUCO

Contra el imperialismo y la reacción en la Universidad y fuera de ella. Jaime Caicedo. / Constancia ante el Comité de Solidaridad. Leonardo Posada, miembro del dicho Comité. / Movimiento estudiantil, movimiento juvenil y unidad popular. Jaime Caicedo. / La posición de los comunistas ante la reforma universitaria.



Algunos de estos textos, fueron recogidos en las publicaciones de la FEUV (1971), el folleto Crítica marxista (1971, archivo hdc), el libro Crisis Universitaria 1971 (El Tigre de papel, 1971), la revista Uno en Dos (1971), y la compilación realizada en la Universidad de Antioquia por Julio Puig F. y Olga Lucía Zuluaga, “Documentos teóricos internos al movimiento estudiantil de 1971” (1974), entre otras.

La complejidad fue decisiva en el intenso devenir de todas las tendencias, la cual se puede reconocer a partir de varios factores: la fuerte confrontación intergeneracional que supuso, abierta desde los años sesenta; la composición social de los sectores movilizados, y especialmente de la clase media, y sus relaciones territoriales con los sectores populares en las regiones del país, pero también en las ciudades capitales, y de modo particular de algunos grupos intelectuales; el tipo de respuesta del Estado, de las élites y de los medios de comunicación ante la misma y ante sus pretensiones políticas de reforma y/o revolución; lo contradictorio o cuando menos paradójico de la convivencia de estas dos últimas, ejes en sus debates; y sus impactos en los años posteriores, que alcanzaron una dimensión histórica si se mira su lugar en la modernización del capitalismo en un país como el nuestro, en el cual el ciclo de reformas fallidas-contrarreformas-impactos de cambio, desde el siglo XIX, marcó sucesivos procesos de transformación y adaptaciones a saltos, desde los impulsos del liberalismo radical del siglo XIX y la reacción regeneradora; las luchas socialistas de los años veinte, la caída del régimen de la Restauración, y la recomposición del Partido Liberal; la República Liberal y la Violencia de los años cincuenta; los movimientos al mismo tiempo políticos, sociales y culturales de los años sesenta y setenta y el régimen del Estatuto de Seguridad; y la apertura constitucional de los 90 y la guerra contrainsurgente del paramilitarismo, la contra-reforma agraria y las dos décadas subsiguientes de autoritarismo, imperio de la corrupción y la narcopolítica, y violencia propios del Uribismo.

En dichos saltos históricos, se dieron continuidades de transformación económica e incluso jurídica y política capitalista, dada por acuerdos de hecho entre los sectores de clase dominante a partir de intereses compartidos, como en los casos de las reformas laboral y de intervención estatal en el fomento industrial (el código laboral, y la fundación del IFI, durante el gobierno de Ospina Pérez; el manejo de la producción cafetera durante la primera parte de la década del 50; y las reformas de la administración pública durante el gobierno de Lleras Restrepo; todo con base en papel preponderante de los gremios en las mediaciones políticas necesarias para conformar el bloque dominante, y de modo especial durante la crisis de violencia entre los partidos políticos, cuando se fundamentó un cierto perfil corporativo del Estado colombiano, vigente hasta hoy.75

En cuanto al conflicto intergeneracional, en nuestro caso puso de presente lo que Agnes Heller (1991) planteó para el proceso modernizador en el mundo en esos mismos años, uno de cuyos aspectos resultan esenciales para comprender la complejidad en su doble perspectiva de intensidad de la confrontación y dinámica de los cambios:


“La transición desde las culturas tradicionales hacia la cultura moderna estaba predestinada a dar origen al conflicto intergeneracional más violento y jamás conocido por los hombres y las mujeres modernos, y este proceso se repite dondequiera que todavía existan culturas de clase tradicional. Sin embargo, una vez que los propios padres y madres han sido formados por un movimiento moderno, el conflicto generacional entre ellos y sus hijos será relativamente amortiguado, incluso aunque desaprueben sus respectivos valores y formas de vida. Ese amortiguamiento no es más que una señal de los cambios estructurales en los que están enraizados los movimientos culturales.”



Sobre la composición social de los sectores movilizados, y especialmente de la clase media, y a sus relaciones territoriales con los sectores populares en las regiones del país y en las ciudades capitales, y de modo particular por parte de los grupos intelectuales y bohemios, Jorge Graciarena, citado en el año 71 por el grupo Gaceta Obrera que concurrió a la conformación de la Tendencia Socialista, seguramente escrito por Fernando Urrea, uno de sus dirigentes, menciona al respecto:


“Un movimiento estudiantil está lejos de ser un complejo autónomo que se maneja con su propia dinámica, y que define con entera libertad sus medios y objetivos políticos. En general, un movimiento estudiantil cualquiera, es la expresión de un amplio conjunto de fuerzas sociales reales que en él alcanzan una manifestación peculiar. En este sentido amplio, puede ser visto como un reflejo de los estados de necesidad y de conflicto existente entre los propios estudiantes y en sectores más amplios de la sociedad global, que los militantes estudiantiles asumen e interpretan a su manera. Los movimientos estudiantiles a veces son efectivos y concretos, y otros, en cambio, se enredan en utopías de difícil realización inmediata. Sin embargo, en el largo plazo y por encima de los vaivenes ocasionales han expresado con cierta nitidez las fuerzas sociales profundas que han estado representando”.76



Y, de otra parte, en el mismo texto de Gaceta Obrera se enuncia y desarrolla, como un propósito de actividad investigativa y teórica muy propio de las tendencias políticas de la época, lo siguiente:


“Para un estudio de las condiciones objetivas del movimiento estudiantil, proponemos los siguientes elementos: 1. Posibilidades de ascenso de las capas medias, tipos de tensiones sociales de estos grupos, canales de ascenso educativos y profesionales; 2. Características del mercado profesional (oferta y demanda profesional y técnica): los estudiantes como una fuerza de trabajo potencial; 3. Modificaciones del sistema educativo: masificación y selección, tendencias de modernización del sistema educativo (desarrollo de nuevos ciclos básicos y nuevas carreras); 4. Variaciones de socialización universitaria (‘ambiente ideológico’) en relación a otras formas de socialización (familiar, religiosa, política tradicional, etc.). Desarrollo de elementos científicos en el medio universitario que permiten cuestionar el carácter ideológico de la transmisión de contenidos docentes tradicionales o modernizantes (tanto en las ciencias sociales como en las naturales); 5. Contexto político y social a nivel nacional (situación de otras fuerzas sociales, partidos políticos, iglesia, etc.); 6. Correlación de fuerzas entre las distintas tendencias (derecha e izquierda) en el medio universitario. Características de estas tendencias; 7. Relaciones directas o indirectas de las universidades con la estructura económica y política del país. Funciones que desempeñan las universidades para el Estado, las clases dominantes y la metrópoli hegemónica. Estos elementos suponen que los movimientos estudiantiles están enmarcados en determinadas condiciones y su desarrollo tiene límites y posibilidades de acuerdo a la variación de los elementos estructurales que impone esta sociedad, en este caso una formación social de tipo capitalista neocolonial”. (Gaceta Obrera, 1971).



En el sentido de los propósitos de investigación y estudio, además de las citadas monografías sociológicas, son reveladoras las publicaciones del Frente de Estudios Sociales, FES, y tres bibliografías que circularon desde los años 69 y 70 como propuestas de trabajo conceptual y teórico, sugeridas por Estanislao Zuleta desde la Universidad Santiago de Cali, donde fue vicerrector en el año 69, con énfasis de referencias propias de un programa de antropología; Fernando Urrea, puesta a circular en Bogotá desde la Universidad Nacional, con énfasis en Sociología y especialmente latinoamericana; y Klaus Meschkat, quien llegó a la Universidad de Antioquia procedente de Alemania en el segundo semestre de 1969, quien coordinó un grupo de estudio en torno a los manuscritos económico-filosóficos y los Grundrisse de Marx, para el cual propuso una extensa bibliografía marxista (archivo personal HDC).

En relación con el tipo de respuesta del Estado, de las élites y de los medios de comunicación ante la misma y ante sus pretensiones políticas de reforma y/o revolución, son relevantes tres aspectos entrelazados: 1. “El conflicto no era contemplado a la luz de su complejidad sociológica sino juzgado, en forma paternalista-autoritaria, en los cánones de una desobediencia insultante, y sus efectos deletéreos no se dejaron de sentir” (Gómez, 2006); 2. la represión violenta, como parte de la identificación del movimiento con la insurgencia armada, oficializada por el Presidente Pastrana a mediados del año 71; y 3. las expulsiones de estudiantes y profesores, asociadas a los dos aspectos anteriores, según las decisiones de los Consejos Superiores Universitarios.

Por esa complejidad, el “salto” generado por la movilización estudiantil de los primeros años setenta y el entrecruzamiento de sus luchas y las resistencias que enfrentó, produjeron impactos sobre el sistema universitario, la educación superior y los imaginarios políticos y culturales nacionales, bajo una forma de transformación social que combinó desde entonces impulsos masivos y adaptaciones posteriores y paradójicas, que se explican desde sus lógicas de ruptura y/o continuidades, pero también de la fuerte reacción del Estado y de las élites.77

Al respecto, Agnes Heller (…) agrega otra dimensión de esa complejidad en el mundo desde entonces, que retomamos a pesar ser algo imprecisa, pero que ilumina en algún sentido lo ocurrido en el país:


“Los movimientos culturales modernos aparecieron por oleadas, y esto sucedió así por la sencilla razón de que la nueva generación tenía que hacerse adulta, tenía que crear una institución imaginaria para ser capaz de tomar el relevo de la generación anterior. La primera ola se inició tras la guerra y alcanzó su punto decisivo a principios de la década de los cincuenta. La segunda oleada tuvo su origen en los acontecimientos que ocurrieron a mediados de la década del sesenta, y culminó en 1968, pero continuó creciendo hasta mediados de la década de los setenta”.



Y agrega algo que incluimos, aunque no estemos de acuerdo, porque a su manera en algún sentido alude a un aspecto del movimiento tal y como lo estamos caracterizando:


“Los términos ‘olas’ y ´generaciones’ son más precisos que el término movimiento. Aunque las olas consistan en movimientos sociales y culturales, ciertos movimientos continúan una trayectoria recta a través de distintas generaciones (…) En la cresta de estas olas, los movimientos que son compañeros de viaje de la tendencia principal se inclina, por lo general, a fundirse con los anteriores, para desconectarse de estos solo de forma provisional. Además, una ola es más amplia que la suma total de los movimientos que surgen conjuntamente y se funden con otros al alcanzar su punto máximo. Normalmente los movimientos encuentran resistencia, provocan contra-movimientos, pero hasta ahora éstos llevan la marca de las olas que hacen que emerjan a la superficie”.



Y por supuesto, los factores nacionales singulares de esa complejidad se originaron en la participación estudiantil en la política durante los años cincuenta, apoyada o inducida por los partidos tradicionales y los gremios en función del derrocamiento de Rojas Pinilla, y el papel de la misma universidad a través de sus profesores de ciencias sociales en los empeños de memoria sobre la Violencia y la reforma agraria, y el debate sobre las reformas educativas pretendidas por las élites o anheladas por la comunidad académica; los cuales anudaron desde comienzos de los años sesenta algunos de esos aspectos, en tanto hacían parte y estaban determinadas por el gran debate sobre el desarrollo y las formas de alcanzarlo, que muy rápidamente se convirtieron en el debate sobre las vías de la revolución, la crisis política y económica, el derrumbe o los límites del capitalismo subdesarrollado, el régimen político y lo electoral, la combinación de las formas de lucha, y el lugar de la universidad, la educación y el saber en todo lo anterior, que nutrieron y fueron enriquecidos por las elaboraciones de las tendencias políticas que surgieron y se expresaron en su seno, definidas ante todo por un aspecto compartido: el del sentimiento de la revolución como un proceso en marcha, en el cual se combinaron factores internacionales y nacionales relacionados con la coyuntura mundial, el conflicto colombiano, la recepción del marxismo como sistema de pensamiento, y el papel de la universidad y del sistema educativo en esos aspectos.

En cuanto a lo primero, se vivía en los años sesenta con un espíritu radical dentro de una oleada de luchas asumidas como procesos revolucionarios (deshielo estalinista, descolonizaciones africanas y asiáticas), luchas estudiantiles europeas y especialmente latinoamericanas, cuyo aletazo empezó en el país con la presencia de la revolución cubana, que de hecho convocó a lo que se llamó la Tricontinental, y en la cual el llamado mundial de Ernesto Guevara de la Serna marcó lo que se convirtió en un principio de identificación de varias tendencias políticas del movimiento estudiantil: “O revolución socialista, o caricatura de revolución”; consigna asumida por la Tendencia socialista, el camilismo, algunos sectores del llamado M-L, e incluso el recién creado ELN así fuese dentro de su idea de liberación nacional, las cuales anudaron aquellos debates dentro de las respuestas a las iniciativas de reacción de los Estados Unidos a la revolución cubana, que combinaron de hecho la guerra contrainsurgente y la reforma universitaria como tal; más el cuestionamiento al establecimiento político del país formalizado como Frente Nacional.78

Se trató de una verdadera politización radical que permeó todo el debate sobre el futuro del país, superando el primer dispositivo de dominación capitalista denunciado tempranamente por el ensayo de Mario Arrubla publicado en la primera entrega de la revista Estrategia, en 1961, dedicado precisamente a Ernesto Guevara, titulado “La separación entre lo político y lo económico, base de la división política del pueblo”.79

Allí se empezó a superar el trasfondo bipartidista de la Violencia misma, que dividió al país verticalmente (poli-clasismo, se lo llamó muy pronto), abriendo paso a una polarización social horizontal entre el pueblo y la oligarquía (término gaitanista), que se fue configurando como análisis de las clases sociales por parte de todas las tendencias del movimiento estudiantil. Y profundizó tres posturas políticas que se pusieron en juego en las discusiones sobre las perspectivas del movimiento cuando este se estaba forjando, y por supuesto en medio de sus auges: la abstención electoral, la lucha armada, y la lucha de masas, sobre un trasfondo cultural que podríamos asociar a lo que Hirschman señaló como disyuntivas sociales del momento en el Tercer Mundo: la alternancia entre “la salida” (del “sistema” o de la reforma), cuando se anula “la voz”, y se quiebra “la lealtad” (a los proyectos de desarrollo, en su lenguaje —o al “sistema”, diríamos nosotros, apelando al lenguaje de la época—). (Adelman, 2017).

Aquí se encuentra una de las posibles claves para descifrar asuntos como la opción de la dirigencia estudiantil de los años sesenta de irse al monte, y al mismo tiempo, la ruptura posterior con el radicalismo armado, al brindar el movimiento estudiantil del 71 otra posibilidad de ser radical: el análisis crítico de la dominación capitalista y la lucha de masas, y la necesidad de la teoría revolucionaria (“sin la cual no hay práctica revolucionaria”, como se decía, citando a Lenin), como otra dimensión de la ruptura que imprimió el movimiento estudiantil de los años setenta, una vez puestos al día los análisis que combinaron la caracterización social del país, cuando el movimiento estudiantil promovió y orientó otra salida: la del cambio revolucionario, frustrada por factores diversos de orden general, empezando por la respuesta del Estado, e incluso de orden subjetivo, relacionados con la idea fija de la crisis y el derrumbe del capitalismo, y un cierto sentido teleológico y mesiánico del curso de la historia hacia la revolución.

La otra base de todo ello fue la profundidad de la emergencia social, de su movilización, evidenciada en su extensión nacional y en sus articulaciones con otros sectores; en su sentido de solidaridad (como se dijo, el órgano nacional de referencia del movimiento desde febrero del 71 se autodenominó Comité Nacional de Solidaridad); y dentro de la lucha de la Universidad del Valle desde el año 69, los llamados a la solidaridad con obreros, maestros y estudiantes en lucha (FEUV, 1973); y la idea fuerza de la dirección proletaria del movimiento;80 pero todas las tendencias asumiendo como referente de la política correcta, al proletariado, algunos como línea proletaria, el partido, la dirección del proletariado, etc., no exentas de idealizaciones en el sentido desarrollado críticamente por Zuleta unos años después.

A partir de todo ello, se sucedieron rupturas diversas con lo que se venía asumiendo en el país en la lucha política y social, en cuanto a: el asumir la inminencia de la revolución; el carácter predominantemente urbano de las luchas que la llevarían a cabo, bajo la referencia al proletariado como el eje de las mismas; la lucha de masas (huelga general, para algunos); la relación intrínseca entre la política, la economía y lo gremial, en el contexto de la movilización social (“de masas”); las relaciones entre el poder político y económico, y el poder en y de la Universidad; lo electoral, la reforma y la revolución; el pensamiento crítico, la educación y el saber, y la investigación aplicada; todo sobre la base del distanciamiento, definitivo para la mayoría, de la esfera de lo político institucional del Estado y de los partidos del establecimiento, a partir del último eslabón de la relación que el movimiento estudiantil había establecido con ellos desde los años cincuenta, esta vez a finales de dicha década y comienzos de los sesenta: La JMRL —Juventud del Movimiento Revolucionario Liberal—, cuya tarea de crítica al Frente Nacional fue crucial en la agitación y en el protagonismo de líderes que devinieron en el proceso del Frente Unido impulsado por Camilo Torres. (Botero, 1990; García, 1989).

Algunos nombres de dirigentes de organizaciones políticas guerrilleras de los años sesenta y setenta ilustran con creces esta afirmación:


“En la JMRL estaban Jaime Bateman Cañón (M-19), Vera Grave (M-19), Luis Otero Cifuentes (M-19), que murió en la toma del palacio de Justicia en noviembre de 1985, Francisco Caraballo (EPL), Víctor Medina Morón (ELN), Jaime Arenas (ELN), y desde luego los hermanos Vásquez Castaño (ELN)”. (Botero, 1990).



Asuntos todos que supusieron el florecimiento del pensamiento marxista, a partir de la conquista de un pensamiento propio que se abrió en el país de forma palpable con las reformas e institutos de la República Liberal, desde los años cuarenta; y de la quiebra del dominio de los Partidos comunistas sobre los referentes de este campo de pensamiento, según la tradición del movimiento comunista internacional dominado por la URSS.

Algo que registró tempranamente Gaceta Obrera (1971) en sus reflexiones sobre la marcha de los acontecimientos:


“A partir de 1970 se perfilaba una dinámica diferente en el movimiento estudiantil con una posibilidad propia, revelándose nuevos problemas que tocan directamente con las características de la Universidad en una formación social específica y la crítica del sistema educativo. Esta etapa más reciente, de la cual la coyuntura que atraviesa el movimiento es una fase, ha descubierto de cerca las contradicciones del sistema educativo y sus agentes no solo difieren generacionalmente de los compañeros de lucha de antaño, sino que sus expresiones ideológicas y sus problemas son también muy diferentes, no interesa que sean ‘disfrazados con el ropaje viejo de antaño’ —frase de Marx incluida en el epígrafe de la publicación de Gaceta Obrera, a quien citamos—, por parte de algunos grupos políticos. Si la correlación de fuerzas de los anteriores movimientos estudiantiles era favorable para las tesis reformistas de Córdoba, en cambio hoy nos encontramos ante un panorama cambiado, esto quiere decir, que el drama con nuevos papeles y actores está en la escena social”.



En un terreno en el cual se asumió una quiebra de la lealtad al establecimiento como tal, a partir de las nuevas formas de socialización que proporcionaba el ámbito universitario, y el horizonte de sentido de los grupos pronto convertidos en agrupaciones o tendencias políticas revolucionarias.


“Como síntesis de las mutaciones y continuidades ocurridas durante el Frente Nacional, el Estado, sumido en sus ambivalencias, logró conservar la unidad política de la sociedad colombiana; pero lo hizo en desmedro de la unidad sistémica (garantizada institucionalmente por el derecho) y de la unidad de legitimación (proveniente del reconocimiento expreso o tácito de los ciudadanos, de la encarnación de un sentido de justicia que se presenta como universal), y de la capacidad de simbolizar un interés que pretende ser común al conjunto de la sociedad. (…) Al ritmo de esas transformaciones y continuidades en la sociedad colombiana, los movimientos populares oscilaron entre la integración institucional y la ruptura violenta del orden dominante”. (Múnera, 1998: 476).



Todo ello aconteció sobre el trasfondo de la urbanización acelerada; las corrientes contraculturales de la crítica de la familia, y de la liberación femenina,81 del poder de la iglesia y de la educación dentro del sistema de dominación; e incluso del poder del sistema de salud mental, que fue instrumento represivo y de violencia contra la rebeldía juvenil;82 y con elementos recreados por y apropiados desde los nuevos medios de comunicación, por la masificación del cine, la radio, la música, y la literatura.

Esas dimensiones complejas de ruptura en los imaginarios nacionales, se evidencian en el relevante papel de las mujeres dentro de la dirigencia de las tendencias políticas del movimiento estudiantil; y en el periplo vital e intelectual de alguien como Andrés Caicedo, cuyas obra y drama personales a la postre se convirtieron en un referente de las dimensiones de aquellos años, y desde entonces de la condición contemporánea de la cultura en el país.

En cuanto a la presencia de las mujeres en los escenarios de la lucha social y de la academia desde los años cuarenta, y en su papel de apertura a corrientes de pensamiento e investigación universales, así como en la inauguración de aspectos institucionales de la cultura en el país, la sola lista de las profesoras y educadoras de la Universidad Nacional por aquellos años, procedentes de la escuela Normal Superior y al Instituto Etnológico Nacional es reveladora, dentro de las cuales se destacan las emblemáticas Edith Jiménez, Blanca Ochoa, Virginia Gutiérrez, Alicia Dussán y Edelweiss Paccioti.

Todas publicaron trabajos pioneros en las ciencias sociales y en la cultura del país. Blanca Ochoa, a quien se recuerda por su solidaridad y espíritu pedagógico en la Facultad de Ciencias Humanas de la Universidad Nacional, y además por haber sido la compañera de Gerardo Molina, publicó un trabajo pionero: “Organización de Museos” (1945); y Edith Jiménez, ‘’Lecciones de prehistoria para primeros conocimientos: Los Quimbaya” (1945). Ambas “fueron enviadas al Perú al terminar sus estudios y allí trabajaron con los famosos arqueólogos Julio Tello y Rebeca Carrión. A su regreso organizaron el Museo Arqueológico y después ingresaron al Instituto Etnológico, donde se ocuparon de etnohistoria”. (Socarrás, 1993). Virginia Gutiérrez, publicó “un número completo de la Revista del Instituto Etnológico, bajo el título Organización social en la Guajira, (1948), y posteriormente dentro de su extensa y calificada obra pionera y definitiva, cuatro tomos sobre la familia en Colombia y medicina popular. Alicia Dussán, “hacía parte de una familia muy acomodada de la ciudad de Bogotá, y como era costumbre en la época, viajó a estudiar en Europa al terminar sus estudios de bachillerato. Hizo parte de la carrera de Derecho en Alemania, y al volver a Colombia entró a la especialización en Etnología al Instituto. Es decir, no tuvo una historia similar a la de Gutiérrez, Ochoa o Jiménez, lo que según ella misma es determinante en que su carrera haya tenido otro rumbo. En 1943 el gobierno francés le adjudicó una subvención de investigación que hizo efectiva en 1944, y en 1951 recibió una segunda subvención de la Wenner-Gren Foundation for Anthropological Research de New York para adelantar investigación en la Sierra Nevada de Santa Marta. Años más tarde regresaría a Estados Unidos para ejercer el cargo de investigadora asociada del Institute of Andean Research de Washington entre 1960 y 1962, y el de investigadora de la John Simon Guggenheim Memorial Foundation de New York entre 1971 y 1972”. (Echeverri, 1998). En este trabajo, su autora hace interesantes anotaciones sobre las relaciones de género en la tarea intelectual y profesional de todas ellas, y la forma como fueron opacadas por sus maridos, salvo el caso de Virginia Gutiérrez, cuya relación con Roberto Pineda Giraldo, al contrario de los otros casos, supuso que éste privilegiara trabajar con el Estado y compartiera los tiempos domésticos, para que aquella pudiera asumir su tarea investigativa. Edelweiss Pacciotti, finalmente, fue profesora de lenguas en la Universidad Nacional hasta su muerte súbita dando clases, y publicó trabajos pioneros en el país sobre Dante y la cultura italiana, y concurrió a la fundación del colegio italiano de Bogotá. Sus hijas Margarita y Yolanda González Pacciotti se han destacado respectivamente como historiadora, y como escritora y promotora de lectura en varias universidades del país, y sus vidas estuvieron asociadas a Jorge Orlando Melo y Estanislao Zuleta, con los cuales concurrieron a diversos grupos y empeños de estudio, discusión y construcción de pensamiento crítico.

A todas ellas y otras muy pronto se sumaron las primeras egresadas de sociología-antropología, Gloria Triana y Ligia Echeverri, ambas con obras reconocidas dentro de la investigación antropológica, cuyas alumnas se destacaron como dirigentes de las tendencias políticas del movimiento de los años sesenta y setenta, y luego en la vida intelectual y profesional del país, tales como Bertha Quintero, Dora López, Amalialú Posso, Gladys Jimeno, María Eugenia Vásquez, Dolly Montoya, Aura María Puyana, entre muchas otras.

Gloria Triana fue pionera en la investigación etnográfica documental de cine y televisión, con una obra fílmica y una tarea pedagógica inmensas (Triana, 2022). Bertha Quintero, pionera en las agrupaciones musicales de mujeres en el país (Yemayá, Cañabrava, entre otras), trabajó en el Ministerio de Educación en temas relacionados con la etno-educación, y fundó y dirigió los festivales de Rock, Jazz y Salsa al parque, en Bogotá, durante muchos años. Amalialú Posso es reconocida escritora. Gladys Jimeno fue directora de la oficina de Asuntos Indígenas del Ministerio del Interior, en cuya labor sentó las bases de una política renovadora de reconocimiento de los pueblos indígenas, pionera en temas como la consulta previa y los avances en la jurisdicción especial indígena, y ha trabajado muchos años en apoyo a dichos pueblos; como Aura María Puyana, quien lo ha hecho desde la cooperación internacional en el país. Dolly Montoya, profesora muchos años, es la actual rectora de la Universidad Nacional. María Eugenia Vásquez fue fundadora del M-19, y escribió sus memorias sobre esa historia, ya citadas.

Andrés Caicedo, por su parte, lector insaciable, partió de una aguda crítica de la familia, de la sexualidad dominante asociada a ella, de la sociedad de consumo y del capitalismo, y del proyecto de vida de la generación anterior y sus valores dominantes, la cual alcanzó a cuestionar las evasiones juveniles con la droga; y quien, a pesar de estar centrado en la tarea cultural, asumió formas puntualmente radicales de politización a partir de su encuentro con otras sensibilidades sociales, la solidaridad y la complicidad. En tal sentido, escribió dos cartas fundacionales de su periplo vital, firmadas a comienzos del año 71. La primera enviada a su padre desde Cúcuta, en su primera huida de casa; y la segunda dirigida a los dirigentes estudiantiles presos en la cárcel de Barranquilla, en donde pasaron seis meses por designios del gobierno.

Andrés “estuvo trabajando en el TEC (Teatro escuela de Cali), con Enrique Buenaventura, y leyendo El Capital, y se asomó a los temas políticos, y al marxismo” (declaración personal de su hermana, Rosario Caicedo, octubre de 2022, en Bogotá), asumiendo desde la complejidad de su espíritu y de la crítica cultural de la sociedad contemporánea, un alineamiento crítico formal, como lo expresa en su carta, de la cual destacamos de antemano: “Mi formación política, como ya lo habrás comprobado, será marxista. La causa de esa definición está, creo, algo explicada en las posiciones que describo en esta carta”. (Caicedo, 2020).

Su carta al padre, cuyos fragmentos transcribimos en gran parte por su riqueza expresiva, es ilustrativa de la complejidad que señalamos (Incluidos como anexo N.16 citados de Caicedo, 2020).

La carta a los dirigentes estudiantiles, que acompañó del “regalo” de su cuento, “El Atravesado”, recién escrito (justamente durante el primer semestre de 1971), el cual les lanzó con la decisión con que declara haber sido “el que tiró la primera piedra”:


“A dirigentes nacionales estudiantiles (1971). Para Gustavo Vivas, Carlos Jiménez, Ricardo Sánchez, Moritz Akerman. En la cárcel.

Por una literatura que pueda ser comprendida por una persona con la cultura necesaria para comprender una fotonovela. Que la lean sirvientas, guachimanes, amas de casa, todos los amigos nuestros y todos los enemigos. Que soldados y policías, ebrios de amor en vano, se suiciden leyéndola.

Este cuento es para ustedes, porque nunca se hubiera escrito si no es por el estado de ánimo producido en mí, y en cuántas otras, ¿20.000 personas? A raíz de lo que ustedes armaron en febrero. ANDRES CAICEDO”. (Caicedo, 2020: T.1, 45-53).



Estas rupturas personales, por supuesto, se han profundizado para todos al expresarse en su literatura, también de ruptura en cuanto a su temática y sus cánones narrativos, hasta la consagración de sus cuentos, su crítica de cine y especialmente de su novela Que viva la música, lo cual registra Juan Gustavo Cobo, por lo demás otro de los intelectuales del momento, quien fue el primer editor de esta novela, y su primer lector crítico:


Lo que sucede con Caicedo, como algunos otros jóvenes nacidos alrededor de 1950 —pienso en Jaime Manrique Ardila—, no tienen detrás suyo un lastre abrumador: el nadaísmo; el compromiso; el boom; el posboom. Son por lo tanto más irresponsables y el riesgo que corren es mucho mayor: pueden llegar a ser escritores libres lo cual en Colombia sí resulta insólito, por decir lo menos. No necesitan inventarse una tradición: de Trakl a Ricardo Rendón, todo es tradición. Son escritores cultos, dado que ganaron sus mejores años yendo a cine; y logran, en ocasiones, que compartamos su desprecio acerca de cuanto nos rodea, ya que no parecen tomarse a sí mismos demasiado en serio ni están abrumados por una teorización ideológica que les impide pensar” (Cobo, 1980: 37-45).



El anterior testimonio pone además de presente un hecho importante en el movimiento estudiantil de aquellas décadas: el papel de los líderes y activistas, cuyas dimensiones personales se combinaron con las acciones colectivas de todas las tendencias; tema que abre otro aspecto de las rupturas que se vienen reseñando: el juego de sensibilidades juveniles de estos, cuyas dimensiones aún no se analizan detalladamente, pero que han sido puestas en juego en la vida política del país desde entonces, en diferentes niveles.

Y también esto significó la apertura en el país por parte de la mayoría de las tendencias políticas del movimiento, del tránsito entre el análisis estructuralista y funcionalista de las luchas sociales, y el correspondiente a la sociología de la acción, que aún no acababa de llegar al país, pero que fue aplicada de hecho por muchos de los análisis del momento propio de las organizaciones políticas estudiantiles y profesorales, y por supuesto por parte de individuos concretos, apartándose de la referencia a “las masas”, que fue propia de la tendencia política de la JUPA, la que menos rupturas supuso en el desarrollo del movimiento, como se verá luego; y alcanzaron otras dimensiones del movimiento social como tal. Y del papel y experiencias de los dirigentes como individuos, más allá de las idealizaciones sobre aquellas.

En efecto, más allá del empirismo entrañado en esa alusión a “las masas”, los movimientos sociales se constituyen como


“la articulación entre actores individuales y colectivos dentro de un ámbito concreto de relaciones sociales, para participar en el conflicto por el control y la orientación de un campo social en disputa, mediante la realización de acciones colectivas definidas por sus tres dimensiones: lo simbólico-afectivo, la racionalidad instrumental, y el sentido de acuerdo con valores. La articulación, núcleo de los movimientos, constituye dentro de esta concepción un proceso social en permanente construcción: la constante puesta en común de los objetivos perseguidos por las acciones colectivas y de los cauces seguidos por los diferentes actores”. (Múnera, 1989: 473 y 474).



— Algunos referentes y testimonios de la génesis y del perfil conceptual y humano de las principales tendencias del movimiento estudiantil 1969-1973


“La formación y fortalecimiento de grupos políticos correspondía a un proceso circular. Al cabo de cada movilización, sobre todo cuando comprometía la acción de miles de estudiantes, nuevos aspirantes se acercaban a los grupos. Es claro que la decisión de ingresar suponía, en principio, una convicción de orden general; otra cosa era la selección del grupo particular. Era allí donde operaban las relaciones de amistad, de paisanaje, de simple proximidad en las clases o en residencias; la simpatía por un líder o el atractivo de una consigna o una propuesta. Todo ello en el espacio de la vida universitaria. Tan solo indirectamente tenía que ver con las opciones que se disputaban el escenario nacional. Al fin y al cabo, frente al ‘sistema’, ya había una toma de partido” (Moncayo, H.L., 2006).



Como se ha visto, una combinación de factores mundiales y nacionales jugó un papel en la configuración de las tendencias políticas del movimiento estudiantil durante los años sesenta, las cuales se ajustaron y algunas surgieron a partir de los años setenta con procesos de confluencia y decantación de sus visiones políticas, y engrosaron sus militancias e influencias a partir de las particularidades de la vida universitaria del momento, que incluyeron la intensidad de la búsqueda de respuestas juveniles a las preguntas sobre la realidad nacional, la densidad de la investigación y de las oportunidades académicas, y sobre todo, el vacío organizativo que había dejado el período anterior, cuando destruir las organizaciones estudiantiles se convirtió en un objetivo gubernamental a partir de la ruptura del presidente Carlos Lleras con las mismas; más el horizonte que habían abierto los líderes de mediados de dicha década, condensado en la postura de Armando Correa en su mensaje a la OCLAE:


“El entierro de Rómulo Carvalho fue prácticamente la última actividad del Consejo Superior Estudiantil —CSE— que ya había perdido toda credibilidad. Contó, sin embargo, con la participación de todas las corrientes políticas. (…) Pero el CSE nunca pudo recuperarse. La verdadera controversia, que llevaba ya casi un año, tenía que ver con la validez de crear organizaciones del estudiantado de tipo gremial. Armando Correa, prestigioso dirigente en la Universidad Nacional, quien más tarde moriría en las filas del ELN, había escrito una carta dirigida a la Organización Continental Latinoamericana de Estudiantes, OCLAE, con sede en La Habana, en la cual sostenía que la responsabilidad de los estudiantes no era consigo sino con su pueblo. Sus organizaciones tenían que plantearse otras formas de lucha. (…) Ello explica, en parte, que, frente a la pérdida de importancia de los Consejos Estudiantiles, proliferaran y tomaran protagonismo excluyente las organizaciones directamente políticas. Con sus defectos y sus virtudes. Mucho se perdía al renunciar a mecanismos que involucraran directamente a los estudiantes, a la hora de tomar decisiones, pero a la vez se ganaba en profundidad en la elaboración teórica y política. Fue una etapa de transición que se resolvió a comienzos de 1970, cuando se crearon los Comités de Base para atender las necesidades del movimiento que había surgido en la Facultad de Medicina, (el cual) no solo convocó al conjunto de la universidad, sino que, a través de las marchas que se dirigieron a varias regiones del país —la más importante de ellas llegó a Cali— le dio al estudiantado una renovada presencia en el escenario político del país. Y estableció lazos más estrechos con los compañeros de otras universidades. La organización, al fi n descubierta, era simultáneamente reivindicativa y política. No era estrechamente gremial pero tampoco partidista.” (Moncayo H.L., 2006: 151-152).
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Foto Colección Fondo Jorge Mora. Universidad Nacional de Colombia. Entierro de Rómulo Carvalho. 1969. Tomado de Archila (2012).

La gran mayoría de los dirigentes de las tendencias políticas que venimos reseñando eran universitarios (estudiantes o profesores) al momento de la eclosión de comienzos de los años setenta, cuyos acentos académicos se orientaban, de forma predominante a las ciencias sociales, y algunos al derecho, la arquitectura, la medicina, la sicología y la ingeniería, entre otras carreras, como se puede apreciar en el cuadro siguiente.


Tabla 3
Perfil académico de algunos dirigentes de las tendencias políticas






	Tendencia

	Estatus académico entre 1969-71 (aprox.)




	Estudiantes

	Profesores




	Socialista

	Bloque Socialista
Carlos Agudelo, Moritz Akerman (estudiante de varias carreras: Medicina, Economía, Filosofía, U. del Valle y U. Nal), Galo Ayora (Letras, U. del Valle), Gloria Cecilia Barney (Economía, U. del Valle), Darío Betancur (U. Pedagógica), Alonso Cardona, José Cardona (Agronomía, U. Nal Palmira), Rafael Colmenares (Derecho. U. Javeriana), Cristina de la Torre, Carlos Vicente De Roux (Derecho, U. Externado), Vicky Doneys (Trabajo social), Gustavo Gallón (Derecho, U. Externado), Juan Manuel Gar- cés O’Byrne (Medicina, U. del Valle), Adolfo González, Alejandro González (Agronomía, U. Nal, Palmira), Samuel Jaramillo (economía), Gladys Jimeno (Sicología, U. Nal), Carlos Jiménez (Arquitectura, U. del Valle), Ana Korman (U. del Valle), Dora López (Sociología, U. Nal), Víctor Manuel Mejía (Agronomía, U. Nal, Palmira), Luz Ángela Mondragón (Arquitectura, U. del valle), Celio Nieves (U. Pedagógica), Hernando Parra, Bertha Quintero (Antropología, U. Nal), Socorro Ramírez (U. Pedagógica), Abel Rodríguez (U. Pedagógica), Clemencia Varela, Gustavo Vivas (Arquitectura, U. del Valle),
Independientes. Ricardo Bonilla (Economía), José Víctor Guerra (Matemáticas), Mario Luna (Sociología), Héctor Moncayo (Economía), Lisandro Navia (Sociología), Rafael Quintero (Ingeniería Mecánica, U. Tecnológica de Pereira).

	Jesús Antonio Bejarano (economista, U. Nal), Alberto Corchuelo (economista U. Nal y U. del Valle), Fernando Cruz Kronfly (Abogado-U. del Valle), José Bernardo Flórez (economista U. Nal), Jaime Galarza (abogado, U. del Valle), Bernardo García (Economista, U. Nal), Kemel George (Matemático, U. del Valle), Camilo González (Ingeniero- U del Valle), Darío González (Agrónomo, U. del Tolima), Salomón Kalmano- vitz (Economista, U. Nal), Jorge Orlando Melo (U. del Valle, U. Nal), Gabriel Misas (Economista, U. Nal), Alfredo Molano B. (U. de Antioquia), Humberto Molina (Economista-filósofo, U. Nal), Víctor Manuel Moncayo (Abogado, U. Nal), Ciro Roldán (filosofía, U. Nal), Ricardo Sánchez (Derecho, U. Santiago de Cali), Edgar Vásquez (Historiador - U. del Valle), Jaime Zuluaga (Abogado, U. Libre).




	Jupa

	Amílkar Acosta (Economista, U. de Antioquia), Juan Pablo Amado (UIS), Juan Arango (Sociología, U. Nal), Paco Barrero (U. Distrital), Arturo Cancino (UlS), Estela del Río (Derecho, U. de Antioquia), Albeiro Gil (U. del Valle), Mauricio Jaramillo (U. Nal), Carlos León (U. Externado), Alejandro Montes (U. Nal), Germán Moure (Uniandes), Sebastián Ospina (Uniandes), Jorge Plata (Uniandes), César Pardo Villalba (Agronomía, U. Nal), Enrique Piñérez (Uniandes), Uriel Ramírez (Sociología, U. Nal), Luis Carlos Reyes (Medicina, U. Nal), Javier Rosero (Economía, U. Nal), Marcelo Torres (Sociología), Jorge Valderrama (UIS), Raúl Ramírez, Renato Ramírez (U. del Valle), Aurelio Suárez (Economía, Uniandes)

	Álvaro Camacho (Sociólogo, Uniandes), Ricardo Camacho (Artes, Uniandes), José Fernando Ocampo (Ciencia política, U. de Antioquia), Ricardo Samper, Libardo Botero (U. de Antioquia), Santiago Perry (Economista, Uniandes).




	Comandos Camilistas

	Manuel Medina (Derecho, U. del Atlántico), Ricardo Mosquera (Economía, U. Nal), Sergio Pulgarín, Valmiro Sobrino (Educación, U. del Atlántico), Tiberio., Germán Bula (Derecho), Dolly Montoya (Biología, U. Nal), Gloria Torres (Ingeniería Forestal, U. Distrital), Fabio Lozano (U. Distrital)

	 




	M-L

	Gilberto Cardozo (U. de Antioquia), Clara González (sociología, U. Nal), Martha Cecilia Herrera (U. de Antioquia), Argelia Londoño (U. de Antioquia), Manuel Restrepo (U. de Antioquia), Carlos Simancas (U. Nal), Maín Suaza (U. de Antioquia), Nicolás Valencia (U. Nal)

	Luis Guillermo Vasco (Antropología)




	PC

	Jaime Caicedo (Antropología, U. Nal), Néstor Miranda (Sociología, U. Nal), Leonardo Posada (Sociología, U. Nal), Amalialú Posso (Antropología, U. Nal, Lisandro Duque (Sociología)

	 




	Otros

	Fes: Gilberto Herrera Estela, Juan Diego García, Marcel Silva, Mario Flórez, César Hurtado

	 







Veamos algunos aspectos de la génesis y visión de cada tendencia, con base en testimonios directos, y sus propias publicaciones.

a) Tendencia Socialista


“Desde un principio, cuando apenas éramos intelectuales aislados, pequeños círculos y grupos de estudio de actividad estudiantil (especialmente en las Universidades del Valle y Santiago de Cali, en Cali, y algunas universidades de Bogotá), la lucha de clases en el plano internacional y las contradicciones internas del movimiento comunista, ejercieron marcada influencia en nuestra configuración y posterior comportamiento político. (…Pero) la lucha de clases en el país (…) es, en último término, lo que (nos) permite pasar de la teoría a la acción (…) y del reino de la academia y la mera ilustración al terreno de la agrupación político militante y la lucha revolucionaria. (…) La elaboración de la teoría de la revolución colombiana y la organización partidista que permite la unión del socialismo con el movimiento espontáneo de la clase, han sido y siguen siendo los objetivos básicos de nuestra actividad con la tarea política cotidiana. (…) Después del debate con sus más encarnizados contradictores al interior del movimiento estudiantil se viene, en lo fundamental, un período de organización (el ‘Bloque Socialista’) que se materializa, en un primer momento, en la unificación alrededor de los acuerdos logrados en la lucha precedente, en una formulación general sobre la revolución socialista y la conformación de un ‘Comité de Diálogo’ en donde están representados Crítica Marxista, de Cali, Espartaco, Gaceta Obrera y Diario Latino, de Bogotá. En el Comité afloraron rápidamente una serie de contradicciones con Espartaco, que condujeron a que se retirara del organismo y arrastrara tras de sí a un pequeño sector (Los Independientes) que, posteriormente, conformó las Ligas Socialistas”. (Ospina, s.f.).



El horizonte de sentido del accionar de esta corriente o Tendencia política, como se ha visto, estuvo centrado en la revolución socialista, el internacionalismo y el antiimperialismo, como parte esencial de la lucha contra el capitalismo como sistema, y la combinación de lo gremial y lo político, la reforma y la revolución, bajo la dinámica de lucha de masas como forma de la lucha de clases (la huelga general, y la insurrección urbana y rural en su máxima expresión), en la cual la lucha armada, vista como necesaria, se habría de subordinar a esa insurgencia directa de las clases sociales, “bajo la dirección del proletariado”.

En un segundo momento, a partir de 1973-74, se configuró por parte de la mayoría de esta tendencia una perspectiva de construcción de partidos políticos leninistas (la URS, el PRS y el PST). Los dos últimos poco después pasaron a ser formalmente trotskistas, bajo lo que todos llamaban defensiva estratégica de los movimientos sociales; y el primero agregó al leninismo acentos gramscianos y al mismo tiempo socialdemócratas. Salvo el grupo de los Independientes, que en septiembre de 1973 fundó las Ligas Socialistas con activistas del movimiento estudiantil de universidades privadas y públicas de Bogotá, Medellín, Cali, Palmira, Barranquilla, Tunja y Duitama, entre otras ciudades, bajo el enfoque de “Corriente política organizada”, las cuales fundamentaron las primeras críticas de fondo a la teoría del partido y a la democracia como régimen político burgués. Sus principales documentos políticos fueron publicados en el año 1978 en un libro titulado La revolución de nuestro tiempo, sin autor y s.f. (archivo personal HDC). Dichas críticas fueron esbozadas también, ya avanzada la década de los años 70, por otros núcleos agrupados en la Liga Comunista Revolucionaria, y por otro parte, el periódico Ruptura, de Estanislao Zuleta, Gustavo González y otros, en Cali.

Moritz Akerman, uno de los dirigentes de Crítica Marxista, recapituló su proceso personal y político del siguiente modo, en entrevista realizada por Pardo y Urrego (2003):


“Yo era estudiante de la Universidad del Valle en la época en que se da origen al Movimiento Estudiantil de 1971; había ingresado en 1968. Allí fui miembro de la Federación de Estudiantes de la Universidad del Valle - FEUV. En ese momento teníamos una serie de reivindicaciones importantes: una mayor autonomía universitaria; la eliminación de la injerencia estadounidense en la educación, que se daba a través de las fundaciones Ford, Kellogg’s y Rockefeller; y la disminución de la influencia de la Alianza para el Progreso, expresada particularmente en el programa de los Cuerpos de Paz, los cuales tenían una fuerte presencia en la Universidad del Valle. Entre 1969 y 1970, lideramos un movimiento muy fuerte contra la presencia de los Cuerpos de Paz, el cual tuvo mucha influencia en la región occidental del país, especialmente en la Universidad del Valle, aunque también en la Universidad Santiago de Cali, y en los colegios de secundaria. Tal oposición fue posible gracias a una serie de alianzas de movimientos que involucró a toda la izquierda y aún a sectores no definidos claramente como de izquierda, entre ellos la Democracia Cristiana y las Juventudes Liberales. Las diversas acciones se dirigieron a evitar que la Universidad del Valle fuese convertida en el centro de entrenamiento para América Latina de los Cuerpos de Paz. Este programa se estableció conjuntamente entre la OEA, las Fundaciones que ya mencioné, la Alianza para el Progreso y el Grupo de los Martes, nombre con el que se denominaba en la Universidad del Valle al que aglutinaba a los principales líderes empresariales de esa región, dirigidos por la Fundación Carvajal. Este grupo tenía contacto con dos figuras prominentes del pensamiento norteamericano, que hoy gozan de gran prestigio mundial: Peter Drucker, el gran teórico de la gerencia, y en cierta forma de la futurología basada en las leyes económicas; y Roderick O’Connor, otro gran teórico y analista norteamericano. Ambos jugaron un papel importante en la Universidad del Valle, por lo que conformamos un fuerte movimiento contra esta presencia e influencia estadounidense. Ese Movimiento quedó vivo y dio origen a una fuerte corriente de pensamiento que posibilitó la preparación de algunos marxistas en las ideas trotskistas. Luego, éste se vincularía con el movimiento nacional de los estudiantes en las reivindicaciones democráticas del denominado Programa Mínimo de los estudiantes, que se articula con la Universidad Nacional y con las otras corrientes del pensamiento político juvenil, estudiantil y de izquierda, generando el Movimiento de la Comisión Nacional de Solidaridad, el movimiento por el cogobierno, particularmente. Ese es, digamos, el contexto de la Universidad a la cual ingreso y mi origen político dentro de la misma. A raíz de la masacre de estudiantes del 26 de febrero de 1971, viajé a Bogotá como delegado de la Federación de los Estudiantes de la Universidad del Valle, con el objeto de convocar la solidaridad del Movimiento en la Universidad Nacional. Una vez allí, decidí quedarme en la Universidad, vinculado a un proceso que toma una dinámica distinta, de carácter nacional, y con un contenido que propugnaba por la democracia; mientras que el del Valle tenía una dinámica básicamente anti-imperialista’.”



Este dirigente, ese mismo año 1971, formalizó su paso al Partido Comunista, en un muy sonado evento político que ocasionó la publicación de un comunicado de Crítica Marxista en el cual se retomó la parábola de Ganimedes (el mensajero de los dioses), publicada unos años antes en la Revista Mito, y ahora aplicada polémicamente a la interpretación de esa decisión personal. Ese hecho, por lo demás, revela los acentos de su testimonio en “la lucha por el Programa Mínimo y la democracia”, que reducen retrospectivamente la compleja dimensión del movimiento estudiantil a lo propuesto por este Partido durante aquellos años.

Por su parte, Héctor Moncayo (2006: 147), dirigente de Los Independientes, recuerda el arraigo de las tendencias políticas:


“No se crea, sin embargo, que se trataba de agrupaciones puramente artifi ciales. Aún en los modelos de más estricta relación con un partido de orden nacional, el grupo respondía a la dinámica de vida universitaria. Y el espacio de sus simpatías iba más allá de su propia militancia. Hasta el punto de poderse afi rmar, sin lugar a dudas, que una buena parte del estudiantado, que en realidad nunca había pasado ni pasaría jamás por este segundo rito de iniciación, se encontraba de todas maneras en la órbita de infl uencia del conjunto de los grupos e incidía, a su vez, en los comportamientos y decisiones. Era el estrato más importante del movimiento estudiantil, el que le daba el carácter de movimiento social.”



Un aspecto relevante de la Tendencia Socialista, fue el papel de las mujeres, muchas de ellas dirigentes, y en todo caso de gran protagonismo público dentro del activismo político, la producción intelectual y la libertad en sus relaciones afectivas dentro de sus organizaciones, a pesar de la tensión discriminatoria presente en el proceso de confi guración como partidos, analizado unos pocos años después, en 1977, por Gladys Jimeno en su texto publicado en la revista Ideología y Sociedad, como ya se reseñó en este ensayo.

[image: Images]

Las mujeres socialistas, reunidas a mediados de los años setenta. Entre otras, Gladys Jimeno, Marisol y Socorro Ramírez. Foto: archivo personal Gladys Jimeno.

b) Juventud Patriótica, JUPA

Se confi gura dentro del movimiento estudiantil por la unión de dos grupos maoístas: Sol Rojo y Fusil, y Combate, y algunos miembros del grupo Testimonio, de la Universidad Nacional, bajo la orientación y militancia del MOIR, que había surgido en el año 1969 (Díaz Jaramillo, 2011), como lo recuerda Marcelo Torres, su dirigente más conocido:


“Lo importante para nuestra historia es que el MOIR comenzó a acercarse a diversos grupos de activistas y organizaciones que actuaban en la Universidad, entre ellas Combate, en la que militaba Marcelo Torres, y Sol Rojo, activistas orientados por Ricardo Samper, y les propuso fusionarse en una corriente juvenil ligada al PTC/MOIR, que finalmente adoptó el nombre de Juventud Patriótica (JUPA) y que lentamente se constituyó en la fuerza mayoritaria que orientó el movimiento estudiantil en 1971. Sobre el particular recuerda Marcelo Torres: ‘Bueno, yo venía, como muchos estudiantes pobres, de provincia, de algunas luchas estudiantiles y cívicas. Soy de Magangué, un pueblo de la ribera izquierda del río Magdalena y allí, como era frecuente en esa época, se daban luchas cívicas por las reivindicaciones de los servicios públicos y el acceso a la educación. En un paro cívico que se confrontó con la policía, se inició mi actividad política de izquierda. Cuando vine a estudiar a Bogotá fue muy rápida mi vinculación a las actividades, en general, de la izquierda y conformamos una agrupación en la Universidad Nacional que se llamaba ‘Combate’, grupo de tendencia maoísta, inicialmente con mucha influencia extremo-izquierdista y que, posteriormente, hacia 1969, se relacionó con el MOIR. Entonces empezó un proceso de fusión con otros grupos, lo que desembocó en la fundación de la Juventud Patriótica (JUPA), como organización juvenil del MOIR.” (Pardo y Urrego, 2003).



En el MOIR, sobre la cuestión de la mujer, refiere Aura María Puyana, una de sus dirigentes en la Universidad Nacional:


“En la agenda del MOIR, hasta que yo estuve, nunca hablamos de (…) indígenas ni de mujeres como parte de una agenda programática-política (…). El autoritarismo interno (…) se hacía notar (…) en lo de las mujeres [porque eran] menos valoradas en su capacidad intelectual y en su capacidad política. Generalmente, eran mujeres que trabajaban como bestias para que los hombres fueran profesionales políticos. (…). El machismo yo lo veo en la poca incidencia en las estructuras de dirección, en la poca valoración de la opinión, en la no tematización del tema de mujer en el ideario político”. (García Parra, 2019).

“Una cuestión clave del análisis de la JUPA estribó en que una revolución como la nueva democracia debía levantarse sobre el terreno fértil de una nueva cultura. Y, en este sentido, la universidad y la educación eran piezas fundamentales del cambio ideológico y cultural requerido para transformar la sociedad. Por ende, la lucha de ideas, la generación de una cultura revolucionaria, desde antes de la toma del poder político, fueron planteadas como una parte esencial del proceso revolucionario: ´Es necesario ganarse la mente, la conciencia de las amplias masas populares para poder derrotar al enemigo; y a la vez este cambio de concepciones no se da sino en la lucha misma contra los explotadores. Esa es la dialéctica de la revolución. Sin la lucha revolucionaria de las masas, éstas no pueden transformar sus concepciones; pero, a la vez, sin cambiar sus concepciones las masas no pueden desarrollar su lucha revolucionaria’.” (García Parra, 2019: 123).



c) Comandos Camilistas83

Manuel Medina, uno de sus dirigentes, recuerda:


“La muerte de Camilo Torres con su marxismo humanista cristiano, el triunfo de la revolución cubana y su visión de marxismo humanista, y el auge del movimiento estudiantil, son los factores que determinaron el surgimiento de los Comandos Camilistas, los cuales se organizan desde finales de 1966 para dar continuidad a la propuesta del Frente Unido y articularla ideológicamente con el maoísmo, en un proceso inicial en el cual se involucraron varios militantes políticos surgidos principalmente de las filas del movimiento estudiantil universitario y secundario, además de uno que otro obrero y campesino; entre los cuales sobresalen Sergio Pulgarín, Ricardo Mosquera, Germán Liévano y Manuel Medina. (…) A pesar de su activismo sin mayores elaboraciones teóricas, y ante la necesidad de responder con una ‘línea’ política elaborada a la coyuntura del año 1971, obligó a realizar reuniones previas a los eventos y encuentros de las diversas organizaciones sociales y gremiales que estaban dirigiendo los conflictos. Y en esas reuniones empezaron a surgir las identidades y las diferencias de tipo político, a partir de los referentes con que habían nutrido su ideología política desde su nacimiento: Marx, Engels, Trotsky, Mao Tse Tung, Ernesto Guevara, Fidel Castro, las Declaraciones de La Habana y los escritos de Camilo Torres” (Bolívar, 2017).

“Haciendo uso de la memoria oral y de restos de escritos coyunturales, algunos de sus elementos programáticos podrían ser: 1. La revolución debe ser socialista, recogiendo la consigna guevarista de ‘revolución socialista o caricatura de revolución’ y en oposición a la concepción ‘etapista’ del estalinismo colombiano. 2. ‘Sólo si cambia el sistema, cambia la educación’ es una consigna que puede resumir su posición sobre la cuestión educativa y el movimiento estudiantil. 3. La organización de vanguardia debe plantearse el problema de la lucha armada, pero en una visión insurreccional, construyendo no un partido político clásico, tampoco una guerrilla rural alejada de los centros urbanos, sino algo que combine las necesidades políticas nacionales, es decir, una organización de carácter político-militar, planteamiento que fue derivando hacia una estrategia insurreccional. 4. Uno de los aspectos de la línea política a la que más fidelidad mostraron los Comandos Camilistas con el ideario político del Comandante Camilo Torres fue su postura de negar la lucha parlamentaria, sostenida durante la mayor parte de su existencia política” (Bolívar, 2017).



Sobre Sergio Pulgarín, recuerda Héctor Moncayo, quien además hace un comentario sobre el FES:


“Los estudiantes de Medicina estaban reivindicando no solo mecanismos de participación académica sino un nuevo enfoque de salud pública. Por ello, aunque para algunos era casi una creación de Comandos Camilistas, este movimiento puede considerarse, sin lugar a dudas, como genuinamente estudiantil y así era apreciado por todos. De allí saldrá un dirigente tan auténtico como Sergio Pulgarín, quien, por cierto, no era de medicina. Y puedo describirlo, vivimos juntos muchos episodios en aquella época vertiginosa y feliz: de indudable capacidad de liderazgo, sabía al mismo tiempo ser sencillo; aunque militante comprometido, podía compartir, sin sectarismo, iniciativas con los más diversos activistas; convencido de sus ideas, muy lejos estaba, sin embargo, de cualquier doctrinarismo. Aunque ya nos conocíamos, no estuvimos juntos en ese movimiento fundacional: El FES había decidido marginarse por considerarlo reformista, y con esa decisión entraba irremediablemente en el pasado” (Moncayo, H.L, 2006).



d) Tendencia M-L


“Antes de iniciar las reflexiones sobre la trayectoria histórica del maoísmo en Colombia, conviene hacer tres advertencias. La primera se refiere a la dificultad de hablar de él como un fenómeno unitario en el país, pues hay diferentes posiciones en su seno. Sin embargo, trataremos de extraer los rasgos comunes a los distintos grupos maoístas enfatizando, cuando sea preciso, los diferentes matices que en términos generales se pueden agrupar en dos vertientes: el llamado ‘campo M-L’ (…), que abarca a todas las organizaciones que tuvieron que ver directa o indirectamente con el Partido Comunista Marxista Leninista (PC-ML), y se caracterizan, al menos hasta los años ochenta, por una rígida ortodoxia maoísta; y el Movimiento Obrero Independiente y Revolucionario (MOIR) que representa una visión más heterodoxa (…). El primer polo se puede definir como más militarista —lo militar sobre lo político— y el segundo más político —viceversa—. La diferencia con el viejo partido va a radicar en la primacía de la lucha armada, la determinación del campo como el escenario principal de lucha y el carácter de la revolución que, si bien no sería socialista inmediatamente, excluiría cualquier alianza con una posible burguesía nacional. (…) El PC-ML fue uno de los dos polos del maoísmo en Colombia y contó con importante trabajo obrero, campesino y estudiantil. (…) Por su rígida ortodoxia expulsó y excluyó a muchos militantes, quienes de una forma u otra conformarán el ‘campo ML’ para diferenciarlos de otros grupos de la ‘Nueva Izquierda’ —como el ELN o los socialistas— y del mismo MOIR. Desde el principio el PC-ML se compromete con la lucha armada reivindicando la propuesta maoísta de guerra popular prolongada, pero en los primeros años adoptó en realidad una perspectiva foquista. A partir de las expulsiones ocurridas a fines de los años 60 hubo un temprano reagrupamiento designado como ‘grupos ML de Antioquia’, los cuales en 1972 se formalizaron como Liga ML. Además de este sector antioqueño en la Liga converge un sector de ‘Testimonio’. Según Proletarización (1975: 339-346) este grupo era más simpatizante del ELN y se alimentó a principios de los 70 de estudiantes inconformes con la organización juvenil del MOIR. (…) El Movimiento Camilista - ML proviene de sectores del MOEC que apoyaron a Camilo Torres y que intentaron integrar su pensamiento con el de Mao. En 1973 se formaliza como tal bajo la consigna de un radical abstencionismo proclamada por su órgano de prensa, Jornada Camilista. (…) Como rasgos más específicos del liderazgo maoísta parece haber un gran componente de capas medias de provincia, las que a juicio de Frank Molano portaban una cultura poco cosmopolita. En algunos casos miembros ‘ejemplarizantes’ de las familias —padres o tíos— tuvieron alguna simpatía con el gaitanismo o con disidencias liberales. Sin tener a mano estadísticas sólidas, todo parece indicar que es mayor la participación de hombres que de mujeres en la militancia y, en todo caso, ellas difícilmente acceden a cargos de dirección. Si la izquierda colombiana de esos años reproducía el machismo de nuestra cultura, el maoísmo sería tal vez de los más rígidos en este sentido. Claramente se subordinaba la liberación de la mujer a las tareas revolucionarias y su tratamiento hacia ella era discriminatorio a pesar de proclamar formalmente la igualdad de sexos”. (Archila, 2018).



Por su parte Aldo Fernando García (2019) en su entrevista el 12 de septiembre de 2016 a una ex-militante de este corriente, identificada en su libro como Ivonne, ésta expresa:


“De otra parte, en aspectos como la homosexualidad, el movimiento revolucionario en su conjunto ha reproducido una visión patriarcal. A este respecto señala Ivonne: ‘Ah no, los homosexuales eran maricas terribles rechazados absolutamente en la sociedad, una mirada bastante religiosa, moralista [conservadora]. Yo no recuerdo que hubiese habido un solo compañero con una actitud homosexual, siendo hombre, ni discutirlo, ni verlo, pero aparte, ni siquiera mujeres (…). Había un rechazo muy grande contra las mujeres que se llamaban en esa época, no con tendencias lesbianas o algo así, las llamaban marimachos. Entonces, a los compañeros no les gustaba las mujeres marimachos, esa era la expresión (...). Es decir, en esa época obviamente no se tenían los mismos análisis y los mismos cuestionamientos que hoy se tienen sobre las cuestiones de género, pero, sí era evidente el rechazo a lo que en esa época [llegó] a calificarse como desviaciones (…) y se consideraban como desviaciones pequeñoburguesas’.”



Sobre la compleja configuración del archipiélago organizativo de esta tendencia, el mismo García Parra (2019) precisa:


“Las fuerzas maoístas estudiantiles tuvieron presencia en la lucha estudiantil en el paro de 1971. Durante las jornadas de lucha estudiantil de 1971, la Juventud Patriótica (JUPA), las Brigadas de Activistas Revolucionarios de las Universidades de Antioquia, Medellín y Nacional, el Grupo Marxista-Leninista de Antioquia, y las organizaciones del PCC-ML fueron organizaciones maoístas que hicieron presencia con su análisis político e influencia en distintos sectores estudiantiles del país. En la lucha estudiantil de 1971 existieron dos corrientes de fuerzas maoístas: por una parte, la corriente de la ‘Nueva Democracia’, y por otra, la corriente asociada al PCC-ML. Las fuerzas maoístas del campo de la ‘Nueva Democracia’ coincidieron en algunos aspectos de la caracterización de la realidad colombiana y mundial, aunque tuvieron tácticamente marcadas diferencias. Algunos aspectos como la naturaleza de la sociedad colombiana, la vía y el carácter de la revolución colombiana, la cultura dominante en el país, el rechazo a la dominación imperialista, el análisis de clases de la sociedad colombiana y la naturaleza de clase de la universidad colombiana, fueron el centro de la discusión para los maoístas en el país. Por otra parte, existieron algunas diferencias importantes en la manera como las fuerzas estudiantiles maoístas entendieron, defendieron o puntualizaron las exigencias del ‘Programa Mínimo’.

“Aunque en un principio la JUPA rechazó la tesis del ‘cogobierno universitario’, posteriormente abandonó esta postura y enfatizó la lucha por la abolición de los Consejos Superiores Universitarios y la creación de nuevos organismos de gobierno provisional. Las Brigadas plantearon una propuesta de reorganizar los órganos de dirección de manera distinta a la estructura tradicional; éstas no pusieron el énfasis en la cuestión del cambio en las estructuras de poder, sino que resaltaron el problema de la desfinanciación de la universidad pública y el carácter de la financiación educativa promovida por las agencias extranjeras. Por su parte, los Grupos M-L de Antioquia consideraron que el cambio de los miembros de los Consejos Superiores Universitarios, a los que se les consideraba como representantes del imperialismo y el feudalismo, y la obtención del logro del ‘Programa Mínimo’, no implicaban la institucionalización de la nueva cultura democrática, más bien, el cambio de composición en tales organismos abría posibilidades para una mayor difusión de la nueva cultura revolucionaria. Para el sector maoísta de la ‘Nueva Democracia’ el rechazo a la cultura imperialista y feudal fue un asunto cardinal en lo ideológico y político. Las fuerzas maoístas consideraron que una transformación en la cultura e ideología era parte indispensable del terreno fértil para una revolución venidera.”



Y una publicación dentro de esta tendencia, enuncia su proyecto político dentro de caracterización de la sociedad nacional:


“Colombia, país con un Estado Semifeudal y Neocolonial, exige para su desarrollo una Revolución de Nueva Democracia, y exige una guerra campesina dirigida por el proletariado para materializar dicha revolución, dado el pequeño peso numérico de la clase obrera. Luego de recordar lo anterior adentrémonos en la realidad actual que es la que más nos interesa, ya que, si bien es cierto que la táctica es parte de la estrategia, ella, la táctica, en sí misma puede ser en muchos aspectos diferente a la estrategia. En Colombia la contradicción social principal es hoy la que existe entre los terratenientes feudales y la gran burguesía, por un lado, con el campesinado y el resto del pueblo, por el otro. Esto es evidente para quienes ven los blancos y la fuerza de las luchas del campesinado y de las guerrillas revolucionarias, unido esto al peso específico de la economía agraria en el país”. (Liga marxista-leninista de Colombia, 1974, en García Parra, 2019: 74).



e) Juventud Comunista, JUCO

Tal vez la única tendencia forjada por fuera del movimiento estudiantil de los años sesenta y setenta, había sido fundada por el Partido Comunista en 1951, y jugó importante papel en la fundación de la FEC, en su lucha contra la dictadura de Rojas Pinilla. Forjadora de dirigentes estudiantiles que jugaron un papel importante en la creación de las FARC y del movimiento guerrillero colombiano (Hernando González, Jaime Bateman y Carlos Pizarro, para citar algunos), en los años 70 y 71 participaron activamente en el movimiento, bajo el peso del rebasamiento de las políticas partidistas propias del momento, aunque su Secretario general era profesor de la Universidad Nacional (Jaime Caicedo, antropólogo), y sus grupos en las universidades actuaban bajo el liderazgo de Leonardo Posada, estudiante de la Nacional, un dirigente distinguido por su ecuanimidad, asesinado unos años después en Barrancabermeja, de donde era oriundo. Otros dirigentes como estudiantes o profesores de la Universidad como Rocío Londoño, Néstor Miranda y Medófilo Medina, entre otros, se han distinguido desde entonces por su producción intelectual en torno a la historia del país, respectivamente con la colosal biografía de Juan de la Cruz Varela, de Londoño; la historia de la medicina en Colombia, en cuya confección colectiva participó Miranda; y la historia del partido comunista de Colombia.

Las tesis de esta organización, que por lo dicho encarnó una continuidad plena respecto de la tradición política nacional, en los sentidos anotados atrás, se consignaron en el documento de Jaime Caicedo “Movimiento juvenil, movimiento estudiantil y unidad popular” (Caicedo, 1971).


“El actual proceso de unidad y reorganización del movimiento estudiantil es inseparable del proceso de unidad de las fuerzas de oposición y de la unidad popular. (…) Desempeñar la JUCO el papel de vanguardia significa demostrar en la práctica que la unidad popular constituye en el momento actual la única alternativa revolucionaria consecuente. (…) El movimiento estudiantil actual es, por lo tanto, el que se engendró en los años 66-67, y se prolonga hasta hoy (enero de 1971). Si por movimiento entendemos el proceso por medio del cual una fuerza social asume su papel propio en el contexto de la lucha de clases, este proceso no es ni mucho menos un ascenso rectilíneo ni inmaculado. Podríamos describirlo como compuesto de períodos de avance, retroceso y estancamiento. De 1958 a 1966, (…) avance irregular; 1966-67 es el período relativamente rápido del retroceso; de 1967 hacia acá vivimos un período de estancamiento. (…) Los comunistas luchamos por romper las condiciones que determinan el estancamiento del actual movimiento estudiantil. Pero nos damos cuenta de que este empeño no es simple ni fácil. La primera razón que explica esto es el desarrollo espontáneo del movimiento, no solo en nuestro país sino a nivel del mundo capitalista, que ha colocado de manera rápida a grades masas juveniles, estudiantiles e intelectuales en contraposición al imperialismo, permitiendo el resurgimiento de corrientes políticas no-proletarias, ‘infantiles’ de izquierda, que le disputan al proletariado la dirección revolucionaria. Esta situación, sin bien de modo global no es nueva para el movimiento comunista mundial, sí lo es, en particular, para nosotros aquí, en los últimos doce años”.

“La JUCO desarrolló al calor del movimiento de febrero de 1970 la consigna de constituir una organización nacional estudiantil. Esta consigna fue acogida por las directivas estudiantiles en todo el país, pero, a pesar de haberse fijado una fecha concreta, el congreso nacional previsto fue aplazado. (…) El impedimento real (al respecto), es el equilibrio entre dos posiciones que se debaten a nivel de la directiva estudiantil (…) Naturalmente, estas dos posiciones descansan sobre las concepciones distintas acerca del papel del estudiantado en la lucha popular. (…) Nosotros no luchamos por reformas en general, por autonomía en general, y por cogobierno en general. Nosotros luchamos por reformas, autonomía y cogobierno que se pongan al servicio de la mayoría de nuestro pueblo contra la minoría explotadora, o sea, que puedan contribuir a la lucha popular, anti-imperialista y anti-oligárquica. Por eso nos interesamos por darle a tales luchas un contenido anti-imperialista, democrático y por una educación científica.”



f) “La Plaga”

Uno de sus integrantes, recuerda:


“Las organizaciones contraculturales, como fue común en varios lugares del mundo en aquel entonces, fueron influenciadas por los movimientos estudiantiles de Francia y América Latina y por lo hippies de Estados Unidos, de allí que en Colombia también existiese un movimiento contracultural, encabezado por los Nadaístas, y en la Universidad Nacional por la presencia del grupo conocido como La Plaga. Gran parte de los activistas llegaron por esta vía a las asambleas estudiantiles, recuerda Carlos Mutton, dirigente socialista de la Universidad de Cartagena: ‘La verdad es que aquí, en Cartagena, no teníamos vinculación con ningún grupo político. Nosotros veníamos de un movimiento de tipo cultural, un grupo de jóvenes inquietos: poetas, escritores, en Barranquilla, y esa fue la misma línea que tuvimos acá. No tuvimos una relación política al comienzo. Nuestra vinculación al movimiento estudiantil fue muy espontánea en un primer momento, cuando se dio —si no estoy mal— el Primer Encuentro Nacional Estudiantil en Bogotá, el Primero o Segundo... el de Bogotá fue el Segundo, nosotros fuimos.... (Carlos Mutton, en Pardo y Urrego, 2019).



A esta tendencia también la caracteriza Héctor Moncayo:


“Y no faltaba el grupo absolutamente inorgánico, que se definía precisamente por su desprecio respecto de los grupos y su profunda convicción en las virtudes irremplazables de la acción directa. En ese momento eran conocidos como ‘La Plaga’ y hacían gala de sus apodos: Cuero, Rata, Salsa, Chita, Pebbles y el Ratón Miguelito, entre otros. Detrás de esos apodos de maleantes se encontraban, por cierto, magníficos estudiantes de medicina, ingeniería, ciencias. Sólo que descreían de las doctrinas. No gratuitamente se comprobaba que había pocos de Ciencias Humanas. Recuerdo que, en medio de uno de esos mítines interminables, en el Jardín de Freud, se me acerca uno de ellos y en un gesto de simpatía y complicidad, me dice al oído: ‘Bueno, Moncayito, hable ya, que nos vamos pá la 26’. Ignoro dónde están ahora (2006), si es que están; supe que algunos formaron parte, luego, del M-19. Guardo por ellos un profundo y sincero aprecio”. (Moncayo, H. L. 2006: 147-148).



Aura María Puyana, cofundadora de la Jupa, procedente del grupo Combate, perfila por su parte esta tendencia del siguiente modo:


“Cuando se organizaban las manifestaciones (…), en cada grupo político había especialistas del tropel, que entonces iban a negociar con La Plaga y con los grupos de extrema cómo hacer para contener la caballería, para enfrentarse a la policía mientras el grueso pasaba (…). A mí me parece que La Plaga fue un componente muy importante de esa época. Creo que se degradó en los años ochenta y dio pie al cierre de residencias (…). Pero La Plaga en los años setenta era una mezcla de lumpen, con estudiantes muy rebeldes, incluso entiendo que había unos en Medicina, Odontología, Ingeniería, gente incluso que alcanzó a ser mejores estudiantes, pero que se metían a La Plaga también por el empuje de las colonias (…). En general se les tenía susto. Ya se decía que fumaban marihuana. Este no era un centro de consumo de drogas en los setenta. Incluso había una concepción bastante prohibicionista y puritana en los grupos políticos (…). Creo que alguna vez incluso se expulsó a alguien de Artes, de la JUPA (…). Ni había el espectáculo de la venta (…). La Plaga tenía un poco de ese componente, que jalaban los platos de los carros, y que eran un poco agresivos con ciertos dirigentes y grupos políticos. Odiaban a la JUPA y a Marcelo Torres, pero a mí [también militante de la JUPA] me protegían, me sacaban de los tropeles (…). Nosotros en general cambiábamos de acera, porque empezaban a decirnos cosas, o chiflaban, entonces uno se empezaba a poner nervioso y les huía. Se tipificaban como gente ‘lumpen’ pero creo que llegaron a tener propuestas políticas folclóricas para oponerse al cogobierno”. (Rudas, 2019)84



— Las complejidades

Desde el punto de vista de la complejidad que expresaron y abordaron, las referidas tendencias políticas del movimiento estudiantil se caracterizaron ante todo por varias cosas:

a) su disposición a profundizar la ruptura que los movimientos sociales del momento generaron respecto de las tradiciones políticas y sociales que dominaban el panorama internacional y del país, o a mantener la continuidad de las mismas, así tuviesen énfasis diferentes;

b) la coherencia y consistencia conceptual con que asumieron esa tarea, la cual incluyó una notable reflexividad sobre lo que iba aconteciendo; unos diálogos y críticas permanentes entre sus sectores internos y sus exponentes personales más destacados; y unos debates abiertos en los foros y encuentros estudiantiles, y en diversas publicaciones; junto con la condición prospectiva de sus propuestas de transformación social y política dentro de las masivas movilizaciones estudiantiles y profesorales que se sumaron a las luchas campesinas y de maestros, trabajadores y pobladores urbanos; y

c) diferentes acentos en sus miradas sobre el país, derivados de las concepciones políticas que construyeron o suscribieron, y de las dinámicas regionales y locales del movimiento estudiantil según la conformación del sistema universitario y algunas particularidades de las plataformas de lucha que se venían configurando en cada centro universitario y luego confluyeron con el movimiento nacional.

Respecto de su reflexividad, son ilustrativos los análisis sobre el surgimiento de las organizaciones y tendencias, e incluso sobre el país, producidos durante los hechos mismos, que fueron muchos y relevantes.85 En tal sentido, además de lo ya expuesto, también “los maoístas jugaron un papel destacado desde mediados de los años sesenta por medio de editoriales como La Pulga, Hombre Nuevo y 8 de Junio, a lo cual hay que sumar las primeras fases de Oveja Negra y Estrategia. Dichas editoriales publicaron obras de análisis de la sociedad colombiana en sus dimensiones económicas, políticas, agrarias, urbanas y culturales, al igual que textos de autores ‘clásicos’ del marxismo incluido el mismo Mao Tse Tung. El ‘campo ML’ también impulsó las revistas Uno en Dos y Revista de Revistas, la primera de análisis nacional e internacional, y la segunda más teórica” (Archila, 2008). Por su parte Aldo Fernando García (2019) dedica varios capítulos a este tema: “El papel intelectual de Enrique Posada Cano y el surgimiento de la librería Cinco Continentes; “La tarea gloriosa: difundir el pensamiento Mao Tsé-Tung”, y “La aparición de la librería Cinco Continentes”, y presenta el papel decisivo de estas persona y librería en la llegada al país de la literatura maoísta producida en China, por Lenguas extranjeras, en la cual aquel fue traductor entre 1965 y 1969. E incluso un grupo tan poco productivo en términos conceptuales como Comandos Camilistas, produjo una reflexión crítica sobre el proceso: “Análisis del pasado movimiento estudiantil” (1970), documento que no pudimos consultar para este trabajo. Un análisis de conjunto, aunque con algunas imprecisiones, el de Juan Guillermo Gómez (2006: 333-392).

Todos estos elementos se conjugaron dentro de cada tendencia según las reacciones y respuestas gubernamentales y del sistema universitario ante los embates del movimiento estudiantil y de los movimientos sociales en sus diferentes etapas de movilización. Veámoslos por partes.

— Las rupturas y las continuidades

Las rupturas estuvieron centradas en varios aspectos:

a) la superación del dualismo en la caracterización de la sociedad colombiana;

b) la definición de posiciones en relación con las tradiciones nacionales afincadas en lo avanzado en la República Liberal, y/o las lógicas conservadoras de los años 50, y los inicios del Frente Nacional, entre las cuales la relación de las élites políticas con “el pueblo”, y el significado de la lucha de “masas”;

c) el entendimiento de la universidad como una institución cuyo poder y gobierno por definición se jugaba en la externalidad del régimen político y del modo de producción dominantes en el país, y en razón de ello, del movimiento estudiantil como revolucionario en tanto enfrentado a los ejes de dicho sistema de sociedad;

d) finalmente —la piedra de toque de dichas rupturas—, en la partición de aguas respecto del lugar de la lucha armada en el horizonte de la acción política.

La primera y más relevante ruptura fue la superación del dualismo en la caracterización de la sociedad colombiana que había acuñado el Partido Comunista durante décadas, consistente en verla al mismo tiempo como semi-feudal y capitalista; lo cual se dio a partir de las elaboraciones críticas sobre el subdesarrollo colombiano de Mario Arrubla publicadas originalmente en la revista Estrategia (1962-1966):


“Las tesis de Arrubla vinieron a derrumbar contundentemente la concepción dualista de la sociedad colombiana, demostrando la gran complementariedad entre los sectores de la clase dominante; sus relaciones de dependencia con el capital norteamericano tanto en lo económico como en lo político y militar; la naturaleza de las relaciones de cambio entre metrópoli y colonia, y, lo más importante aún, los problemas estructurales que presentaba la economía nacional dada cierta composición específica de clases y de distribución del ingreso social, los cuales no podían obtener solución mientras el Estado estuviera en manos de y sirviera a los intereses del capital oligopólico nacional y extranjero. Puede decirse entonces que las tesis de Arrubla señalan el comienzo del marxismo colombiano, autóctono e independiente, frente a las tesis tradicionalmente importadas del Partido Comunista, con nuevos planteamientos que buscaban incansablemente la interpretación científica de nuestra realidad política y económica. Si bien es cierto que existe un antecedente de ese marxismo como el legado por Nieto Arteta, por primera vez se incita a la izquierda colombiana a pensar en términos estructurales y no de la tradicional crítica negativa y sin bases teóricas que se venía haciendo con anterioridad y que todavía actúa como lastre en los planteamientos de nuestra izquierda.” (Fals, s.f.).



Esta ruptura fue el resultado de tres lustros de discusión dentro de lo que podríamos caracterizar como una verdadera “comunidad de discusión política”, ya mencionada, que podríamos asimilar a una comunidad de interpretación en el sentido del análisis de Renán Silva sobre los intelectuales de la Ilustración, en la cual profesores e intelectuales cuya influencia se había proyectado en Medellín, Bogotá y Cali a partir de su presencia dentro del sistema universitario y de su magisterio en espacios educativos no formales, a través de libros, revistas, periódicos y tertulias alrededor de espacios bohemios como los cafés, y de varias librerías que hoy son legendarias dentro de nuestro mundo del libro.

Las tesis de Arrubla, por ejemplo, merecieron críticas de todos los sectores, incluidas algunas dentro de la misma Tendencia Socialista, como los escritos por Salomón Kalmanovitz (“A propósito de Arrubla”, 1971) y “Contra-Polémica 2” (1971); el texto de Enrique Lima, “El fetiche del Sector I: Crítica a la cuestión del mercado interno”, publicado en el número 10 de la Revista Ideología y Sociedad, referido en primera instancia al ensayo de Jesús Antonio Bejarano “Desarrollo clásico y desarrollo dependiente: la cuestión del mercado interno”, que acababa de ser publicado en Cuadernos Colombianos N. 1. primer trimestre de 1974 —revista fundada y dirigida por el mismo Mario Arrubla—; el extenso documento de Fals (s.f.); la crítica firmada por León Hunza (Enrique Posada Cano), titulada: “Marxismo Leninismo o Trotskismo, Critica a los estudios de Mario Arrubla” (s.f.); y la de Nicolás Buenaventura, del Partido Comunista, Polémica de historia contemporánea (1973).

En la Universidad Nacional, particularmente, fueron notorias revistas como la de la Facultad de Derecho impulsada por el profesor Víctor Manuel Moncayo en cuyo primer número publicó un artículo titulado “De Hegel a Lenin”; más las de economía y sociología.

Nos referimos de modo especial a Estanislao Zuleta, Mario Arrubla, Pedro Vásquez Rendón y Pedro León Arboleda, quienes se separaron del Partido Comunista a mediados de los años 50, y tuvieron papeles relevantes en las tendencias que se abrieron en los años sesenta, ligadas en los comienzos de los años setenta a la Tendencia Socialista y al M-L. Zuleta y Arrubla animaron el grupo conocido en el año 71 como Polémica, cuyas iniciativas políticas desde los años sesenta, tales como la publicación de la revista Estrategia, o la fundación del efímero Partido Socialista Revolucionario, habían contado con estudiantes como Humberto Molina y Jorge Orlando Melo, algunos de ellos cofundadores de grupos políticos que emergieron en los setenta; y además habían influenciado a grupos en formación como el de Crítica Marxista de Cali, o incluso a grupos de la tendencia M-L; y los dos últimos a la fundación del partido maoísta y su brazo armado, el EPL.

En este contexto particular, para no repetir las menciones anteriores, se destaca alguien poco reconocido por la literatura existente sobre la época: Enrique Posada Cano, quien


“en su etapa como estudiante de secundaria del Liceo de la Universidad de Antioquia, fue atraído por algunas ideas de izquierda, en particular, lo atrajo el movimiento socialista que impulsaban Estanislao Zuleta, Mario Arrubla y Delimiro Moreno. No obstante, su conexión con las ideas de izquierda estuvo marcada por el acercamiento y posterior ruptura con la filosofía nadaísta de su preceptor Gonzalo Arango, (pero muy pronto), al igual que muchas otras personalidades en el mundo fue atraído por el proceso histórico de transformación social que se estaba llevando a cabo en China desde 1949, a la cual llegó después de haber sido ‘contactado por la Embajada de China en la Habana, en 1963, a donde viajamos como parte de una delegación invitada por el Instituto Cubano de Amistad con los Pueblos y en la cual figuraban otros colombianos, como Luis Villar Borda. Por supuesto, no nos necesitaban para emplearnos como cosmonautas o ministros de Estado, sino para enseñar el idioma español’.” (García Parra, 2019: 45 y ss.).



Otro sector de cierta producción teórica, fue el centro de estudios marxistas del PC, dentro del cual se destacó Nicolás Buenaventura con sus estudios sobre la clase obrera del Valle del Cauca, más allá de los textos doctrinarios del Comité Central, ya de por sí menguado por las divisiones históricas que vivió desde los años cuarenta en el partido mismo, o a través de la separación los sindicatos de su influencia primero en Antioquia y luego en el Valle del Cauca.

Mucho menos, por no decir ausentes, se encuentran elaboraciones teóricas o conceptuales de la tendencia ligada a la revolución cubana, dentro del foquismo, que resulta paradójico pero al final explicable cuando dicha revolución cayó bajo la égida del partido de la Unión Soviética a partir de 1968, cuando se canceló el rico debate abierto en Cuba por el Che sobre la construcción del socialismo, que contó con la participación de todas las tendencias del marxismo renovado —Mandel, Sartre, los norteamericanos, Sweezy y Baran, Betthelheim, etc.), cuyos textos llegaron al país durante varios años a través de la revista Pensamiento Crítico, editada en La Habana, y en los libros del Fondo de Cultura Económica, de la Editorial ERA, de los Cuadernos de Pasado y Presente, de Editorial Grijalbo, y de Siglo XXI editores, a través de librerías como Buchholz, en Bogotá, La Nacional en Barranquilla y Cali, o Aguirre en Medellín.

En Estrategia, como ya se mencionó, se gestó en varios momentos y espacios la crítica del desarrollismo, del estalinismo y del marxismo vulgar, y se abrió la discusión política a partir de otras fuentes críticas como el sicoanálisis, la antropología y la filosofía (la fenomenología, el existencialismo, Hegel y Kant, Heidegger, los clásicos griegos, entre otros) y la crítica cultural a través de la literatura y la historia, que incluyó unos primeros pasos en la crítica del “voluntarismo militar cristiano” —conferencia de Estanislao Zuleta, en Sasaima, a comienzos de 1971, transcrita mecanográficamente, copia al carbón, archivo HDC), acrisolando la revolución socialista como horizonte del devenir nacional, y del marxismo renovado como disciplina, en grupos de estudio no formales, y en la universidad, y abriendo un horizonte de fundamentación filosófica y política de asuntos cruciales como las relaciones entre individuo, colectivos y sociedad. Zuleta, por lo demás, además de haber promovido y orientado grupos de estudio y espacios como el Centro Sicoanalítico de Cali, orbitó durante periodos de su vida en torno a la universidad: estuvo vinculado a la de Antioquia, la Libre, la Santiago de Cali (de la que fue vice-rector justo a comienzos de los años 70), y la del Valle, en la cual se le otorgó el título Honoris Causa en sicología. Arrubla, por su parte, más distante de la educación formal, de todas formas tuvo alguna vinculación: dirigió la oficina de publicaciones de la Universidad Nacional a comienzo de los años sesenta.86

De otra parte, en un segundo sentido, se produjo una ruptura definiendo posiciones en relación con las tradiciones nacionales afincadas en lo avanzado en la República Liberal, y/o las lógicas conservadoras de los años 50, y los inicios del Frente Nacional, entre las cuales la relación de las élites políticas con “el pueblo”, y el significado de la lucha de “masas”. Quienes asumieron con plenitud esa ruptura fueron la mayoría de los grupos de la Tendencia Socialista, a partir de adoptar la caracterización social del país como capitalista, y de la reivindicación formal de la revolución como socialista;87 pues las demás tendencias se mantuvieron en aquella tradición, según lo expresó el dirigente de la JUPA en su discurso ante los rectores universitarios a comienzos del año 1971:


“Hemos considerado que la tarea fundamental en este aspecto es la liquidación de los rezagos feudales, la realización de una profunda transformación de las relaciones de producción en el campo, la ligazón de la producción agropecuaria a la producción industrial de las ciudades, la creación en una palabra de un mercado independiente del capital extranjero (…) Las viejas banderas democráticas que han sido vendidas y entregadas por esta alianza que nosotros denunciamos, las hemos retomado continuando la lucha de los estudiantes colombianos, esa tradición que hace tiempos el Partido Liberal dejó tirada en la lucha por una construcción de una sociedad colombiana independiente y libre de todo yugo extranjero”.88



Un tercer sentido de ruptura, se refiere al entendimiento de la universidad como una institución cuyo poder y gobierno por definición se jugaba en la externalidad de sus campus y del sistema universitario mismo, entrañado en el régimen político del modo de producción dominantes en el país, y en razón de ello, del movimiento estudiantil como revolucionario en tanto enfrentado a los ejes de este régimen.

A ese respecto, en la ponencia de la Tendencia Socialista en el VI Encuentro estudiantil, en junio de 1971, se precisó:


“De todo el análisis anterior y de las consideraciones teóricas y políticas implícitas en él, deducimos los siguientes criterios generales: 1. La dirección de la Universidad (primer punto del Programa Mínimo). En el comienzo de esta ponencia se aclaró suficientemente la ubicación de la universidad en la formación social, develando todo lo que tiene de mito liberal el concepto de autonomía. Como justamente se plantea en el documento de Polémica 2: ‘También el cogobierno se ha formulado como conquista revolucionaria cuando en efecto no es más que un postulado reformista. El gobierno real de la universidad no está ni puede estar en ella sino fuera: lo tiene en primer lugar la demanda que impone la forma y el contenido de la educación, demanda que tampoco es autónoma y responde al proceso mismo de la producción. En segundo término, gobierna la universidad —directa o indirectamente—, el Estado que reglamenta las exigencias de la demanda: Pensum, otorgación de títulos, reconocimiento de universidades, distribución de ‘ayudas’, etc. De lo que se trata entonces no es del gobierno sino de la administración de la universidad. (…) Las reivindicaciones planteadas no pretenden transformar la universidad sino más bien entrabar su funcionamiento. A muchos burgueses y a los demócratas estudiantiles parecerá que solo proponemos cosas en sentido negativo y en ninguna ocasión el ‘debería ser’ de la universidad. Esto tenemos que admitirlo y creemos que es la única posición revolucionaria. Nuestra divergencia fundamental con los otros grupos reside en que ellos buscan el desarrollo del capitalismo y en consecuencia tratan de fortalecer y perfeccionar la universidad burguesa; nosotros luchamos por el socialismo y por eso la atacamos. Recordemos una vez más nuestro planteamiento: La lucha contra el imperialismo es también la lucha contra el capitalismo. Viva la dictadura del proletariado”.89



Y en sentido contrario, en publicación de abril de 1971, la Juventud Patriótica, JUPA, afirmó:


“El problema del poder universitario y la naturaleza social de la universidad. (…) El poder universitario es la expresión de la dictadura ejercida por las clases dominantes colombianas en el terreno de la cultura sobre todo el pueblo colombiano. (Se trata) de la gran burguesía y los grandes terratenientes, base social interna de la dominación imperialista, (las cuales) mantienen relaciones fundamentales de clase con las clases básicas de Colombia, obreros, campesinos, pequeña burguesía, en los terrenos político, económico y cultural de la vida asocial colombiana. La universidad se ubica en un campo determinado de estas relaciones de clase, el de la cultura y la ideología, (y en su seno) la política de clase al mando es la de las clases reaccionarias dominantes y esto es lo que determina la naturaleza social de la universidad, (la cual consiste) fundamentalmente en dos aspectos estrechamente ligados entre sí: 1. La universidad colombiana produce técnicos-ideólogos-administradores para transformar la naturaleza; las relaciones de producción… del capital en el país; el funcionamiento del aparato estatal; y la trasmisión del saber ideológico requerido por el desarrollo neocolonial del país. Y, además, la universidad sirve de base de producción periférica a la metrópoli norteamericana (…); y 2. La política general de la universidad la trazan los representantes de las clases más reaccionarias de la sociedad colombiana, (…) cuyo dominio se deriva en último término del control que las clases antinacionales y el imperialismo norteamericano ejercen sobre el aparato burocrático-militar del Estado colombiano. ¿Cómo puede entenderse entonces la fórmula del Programa Mínimo sobre la constitución de un ‘organismo provisional’ de gobierno de la universidad colombiana? (…) La cuestión que determina la naturaleza de la universidad es la política de clase al mando en ella. Por tanto, mientras permanezca el carácter burgués-terrateniente del Estado colombiano, toda institución de nuestra sociedad estará marcada inevitablemente con este sello reaccionario de clase. (…) Esto significa para la universidad que la esencia del problema (cambio de su naturaleza de clase) no radica en la composición numérica de la dictadura reaccionaria de clase (los Consejos Superiores Universitarios), sino en la existencia o destrucción del instrumento fundamental de la dominación de clase: el Estado. Por lo tanto, solo una revolución social, de Nueva Democracia, puede cambiar la naturaleza de clase de la universidad colombiana, sobre las ruinas del antiguo aparato estatal dominante; solo entonces se dará la condición fundamental —la construcción de un Estado democrático bajo la dirección del proletariado— para que la política de clase al mando en la universidad colombiana sea la política del proletariado revolucionario”.90



Y en el siguiente documento dentro de la misma publicación citada, agregó:


“La universidad no puede definirse sino en la esfera de las relaciones entre clases y de modo particular en un campo determinado de las relaciones de clase: el de la cultura y la ideología. (…) El factor antítesis de la dictadura de clase y la opresión extranjera ejercida sobre la universidad colombiana es el constituido por los estudiantes convertidos, a través de la lucha, en una fuerza de masas: el movimiento estudiantil. Este de modo más o menos espontáneo, según recibiera dirección de la burguesía nacional o de las corrientes antiimperialistas pequeño burguesas, ha conformado una fuerza de combate contra la dominación imperialista”.



Como se ve, este aspecto del carácter y el poder de la Universidad como institución fue un referente esencial de los debates políticos librados entre las tendencias, dentro del terreno aceptado por todos de que el proceso revolucionario que se vivía era factor decisivo en su resolución de fondo.

Y ello nos lleva al tercer aspecto de deslinde o de reafirmación de la tradición, en cada una de ellas: La transformación del horizonte de sentido de la acción de los liderazgos y las militancias políticas del movimiento estudiantil, orientadas durante la década de los años 60 hacia la autonomía universitaria y el cogobierno, y al mismo tiempo alrededor de la lucha armada y las vanguardias guerrilleras afincadas en el campo; y ahora, en cambio, dirigidas hacia las acciones insurreccionales de los movimientos sociales predominantemente urbanos (estudiantiles, de maestros y de trabajadores y empleados públicos), con deslindes desiguales respecto de la lucha armada, y de la abstención electoral, que fueron los parteaguas entre las tendencias de los años 60.

Por ello, la piedra de toque de dichas rupturas estuvo en las posturas sobre el lugar de la lucha armada en el horizonte de la acción política:

Todas las tendencias seguían afirmando la lucha armada dentro de las vías de la revolución, salvo el MOIR, que desde su nacimiento a partir del MOEC se diferenció de ella, pero ahora el tema pasó a ser el de su lugar y forma dentro de los nuevos contextos sociales, históricos y políticos:


“Con la década de los años setenta se inaugura, pues, una nueva etapa. (…) Quienes, como yo, empezamos a estudiar en la Universidad Nacional en 1969, vivimos ese cambio. Un doble legado, que se pude deducir de cuanto aquí se ha dicho, nos quedaba del periodo anterior: la omnipresencia de la política —en el verdadero sentido de la palabra— y la realidad del movimiento estudiantil como movimiento social. Una y otro comenzaban a redefinirse en su recíproca influencia. A pesar de la importancia que, como se ha visto, se atribuía a la lucha armada como la vía por excelencia del triunfo revolucionario, y de la admiración y el respeto que se sentía por la gesta guerrillera, los criterios y valoraciones comenzaban a cambiar definitivamente. El último dirigente estudiantil que, recorriendo el camino de sus antecesores, se marchaba a la guerrilla dejando un mensaje, fue Gilberto Herrera. Era un obligado gesto simbólico. Su contenido, diferencias ideológicas aparte, era en cierto modo el mismo de las recomendaciones de Correa que se mencionaron antes. Desde entonces, y aunque el debate habría de prolongarse durante muchos años, dejó de considerarse que los movimientos de masas, como se decía, debían subordinarse a ‘la forma de lucha principal’, cosa que por cierto nunca ocurrió. enían sentido por sí mismos. Incluyendo el movimiento estudiantil. De alguna manera, esto estaba relacionado con otra consideración: importantes eran los campesinos, pero el país era urbano. No solo lo decían las estadísticas, sino que el éxito de la ANAPO y la multitudinaria reacción, en las grandes ciudades, frente al fraude —explosión popular que muchos vivimos directamente— nos lo habían puesto de presente. Desde entonces, otra fue la preocupación y otra la fuente de las idealizaciones: la clase obrera. La realidad social y política del país marchaban en el mismo sentido. Sentíamos que estábamos acompañados. Si en el campo, una gran movilización de recuperación de tierras había marcado el comienzo de la década, también en las ciudades, entre los asalariados, grandes huelgas anunciaban una perspectiva promisoria. Al lado de la CSTC, y en contra de las viejas y despreciadas burocracias patronales, se desplegaba un poderoso sindicalismo independiente. Sin duda, en ese momento no lo comprendíamos cabalmente, pero vista desde hoy, la ruptura era profunda”. (Moncayo, H.L, 2006: 153-154).



Dicha relación de exterioridad se había fundamentado no solo en la transición del PC, sino en las primeras acciones del movimiento estudiantil a finales de los años cincuenta y comienzos del año sesenta, propuestas por el MOEC:


“El MOE 7 de Enero, antecesor del MOEC, reivindicó la necesidad de unificar las fuerzas campesinas, obreras, estudiantiles juveniles y de clase medias y populares de todos los partidos políticos, y tendencias ideológicas en un frente único de combate para luchar por la auténtica revolución social en Colombia; y en ese sentido, la revolución social se convirtió en el objetivo estratégico del movimiento, y el propósito de construir un frente único apareció como el instrumento ideal que permitiría avanzar en esa dirección. De igual forma, allí se planteó que el proceso revolucionario debía ser dirigido por un ‘equipo de revolucionarios’, integrado por elementos juveniles de la clase media, los obreros y los campesinos, debidamente ‘capacitado para dirigir la Revolución Colombiana’ (…) Estos aspectos permiten dar cuenta del imaginario político que acompañaba a los militantes del movimiento en ese primer momento. Por un lado, es evidente que las intenciones políticas del MOE 7 de Enero estaban nutridas de una especie de nacionalismo revolucionario, muy presente en ese momento político, en donde la figura de Gaitán ocupó un lugar especial. Esa postura nacionalista, nada ortodoxa, daba posibilidades para reivindicar la aplicabilidad de la Carta Universal de los Derechos Humanos, un propósito esgrimido especialmente por los jóvenes militantes. Es evidente, en esa misma dirección, la ausencia, salvo la propia idea de revolución social, de planteamientos marxistas o de reivindicaciones estratégicas relacionadas con el socialismo y el comunismo (…) En su programa, estaba en segundo lugar, lograr la cualificación política de los militantes del Moe 7 de Enero, buscando una mayor comprensión científica de la realidad colombiana. Este aspecto se plantea cuando se afirma que el movimiento debe estudiar permanente ‘los graves problemas nacionales enfocados desde un punto de vista científico, realizado en mesas redondas, seminarios, conferencias con la colaboración de profesionales revolucionarios, simpatizantes o miembros del movimiento’; en ese sentido, el movimiento concibe la necesidad de crear una ‘biblioteca de carácter científico’. En tercer lugar, el movimiento plantea la necesidad de apoyar ‘a los obreros, campesinos, estudiantes y a todos los sectores explotados en sus justas luchas desarrolladas por medio de peticiones, huelgas, mítines, manifestaciones públicas, prensa popular, hojas volantes, cartillas folletos, etc.’. Lo anterior exigía realizar visitas permanentes a los sectores o lugares (barrios, ciudades y poblaciones) donde existieran conflictos sociales, para expresar solidaridad efectiva y tener contacto con nuevos individuos, grupos u organismos como cooperativas y sindicatos”. (Díaz Jaramillo, 2010).



Y, en tal sentido, esa experiencia sentó las bases de las propuestas de Frente Unido, de Camilo Torres, y lo que al final del movimiento estudiantil de 1971 se generalizó como relación entre vanguardias intelectuales y bases sociales, ya dentro de la teoría del partido político, más allá de la lógica del PC desde los años 30; y también del afán de estudiar la realidad nacional y desplegar repertorios de acción basados en la palabra impresa.

Respecto de la lucha armada, en este sentido se puede hacer una lectura crítica del proyecto del M-19, el cual se inició dentro del nuevo contexto urbano como una guerrilla tupamara justo durante los años que aquí se analizan (1971-73), y pasó luego a constituirse como guerrilla rural; aparte de su lugar dentro de lo que podríamos considerar como un paso al pasado respecto de las luchas de masas, sin duda forzado por la intensidad de la represión y del régimen de la seguridad nacional.91

Por todo ello, el movimiento estudiantil transformó la relación de vanguardia entre sus intelectuales y sus bases sociales, al menos en el primer momento de la lucha masiva estudiantil y de maestros, en tanto se construyó desde una interioridad profunda entre los grupos de pensamiento y las dinámicas de la lucha estudiantil y profesoral, e incluso con las de otros sectores sociales, lo cual duró hasta 1973, cuando se definieron nuevos caminos de lucha, electorales y de construcción de partidos políticos.

A partir de ese año, y a pesar de la experiencia de las luchas libradas desde 1969 y hasta entonces, dicha interioridad empezó a reorientarse hacia el ejercicio disciplinario académico, y/o hacia la construcción de partidos políticos según la fórmula leninista, que al contrario de esa experiencia, se basa en la exterioridad entre dicha dirigencia y tales bases, según la conceptualización original de la socialdemocracia alemana orientada por Kautsky y replicada por Lenin en el proceso de la revolución rusa, y luego por los partidos de la Tercera Internacional bajo las pautas de Stalin; y adicionalmente, en algunos casos, en un retorno al tema agrario y al campo como escenario principal de la dinamización de la lucha de clases en el país.

En este último proceso fueron protagonistas algunos sectores de la Tendencia Socialista, que en su conjunto había asumido las rupturas más profundas respecto de la tradición de la ideología de la izquierda internacional, y de las posturas políticas nacionales levantadas durante la República Liberal e incluso durante los años cincuenta; las cuales, a partir de 1973, se ocuparon de fundar la Unión Revolucionaria Socialista —URS— y los partidos Socialista de los Trabajadores —PST— y Revolucionario Socialista —PRS—, estos últimos adscritos formalmente a la IV Internacional, dando finalmente la razón a quienes les habían adjudicado una identidad política ligada al trotskismo, más por exclusión respecto de las tendencias estalinista y maoísta predominantes en la izquierda internacional que porque se autodenominaran como tales, con la excepción del grupo minoritario de Prensa Obrera, cuyos dirigentes, como Libardo González, estaban vinculados a la Universidad Nacional. En aquella calificación, que se puede definir como macartista, había también una lógica represiva (en sentido sicoanalítico) de impedir que se configuraran nuevas identidades políticas más allá de las configuradas en el pasado, desde los debates de la revolución rusa de los años 20 y 30, que condujeron al desarme, el destierro y luego el asesinato de León Trotski —parafraseando a su biógrafo Isaac Deutscher, a quien se leía por entonces, en las ediciones de la editorial mexicana ERA—.92 No está de más mencionar que la oscura violencia interna de las organizaciones reacias a esos cambios, fue otra herencia nefasta del estalinismo, una de cuyas características fue la aplicación del asesinato para dirimir las disputas y diferencias políticas.93

Respecto del primer aspecto, lo académico, es preciso recordar que “la Carrera de Sociología tuvo entonces unas condiciones de origen fuertemente ancladas en el fenómeno de la Violencia y en el Frente Nacional; (y que) durante la década de los sesenta realizó tres giros en sus propósitos: un momento en que primó un conocimiento empírico encaminado hacia el desarrollo; uno segundo, que articuló el empirismo con el pensamiento comprometido con las luchas populares; finalmente, una etapa ‘intelectualista’, resultado de la puesta en funcionamiento del mecanismo de la amalgama entre la guerra y la política”. (Zuleta y Sánchez, 2007: 126). En todo caso, fueron y han sido notables los aportes de muchos por entonces estudiantes, convertidos pocos años después en profesores e investigadores, en la bibliografía hoy existente sobre el país en el campo de la antropología, la sociología, la historia, la ciencia política, la economía y la sicología. Excelentes análisis al respecto, se produjeron en el trabajo retrospectivo que se publicó en el libro de Mauricio Archila, François Correa, Ovidio Delgado y Jaime Eduardo Jaramillo, firmado como Grupo de reflexión interdisciplinaria de la Facultad de Ciencias Humanas (editores), Cuatro décadas de compromiso académico con la nación, 2006.

En cuanto a los dirigentes del período anterior de la década de los años sesenta, la mayoría han sido consagrados por la memoria por el compromiso que llevó hasta su muerte a manos de la represión estatal y/o de los jefes de las organizaciones guerrilleras a las cuales se sumaron, con una combinación de mesianismo y consecuencia lógica y ética de su concepción en torno al sentido de liberación nacional de la lucha, que acentuó la lucha contra el imperialismo y el neocolonialismo antes que contra el capitalismo como tal (“patria o muerte”, fue la consigna lanzada desde la revolución cubana, que inspiró a muchos), a partir de una dualidad en la concepción de esas tres formas del capitalismo mundial, y en términos que hicieron parte de los debates entre las tendencias.

La lista de los dirigentes nacionales universitarios inmolados en esas luchas es tan dolorosa como inmensa, desde Antonio Larrota, fundador del MOEC, quien murió a manos de “Aguililla”, un anhelado aliado campesino que había luchado como guerrillero liberal, devenido en bandido rural luego al servicio del ejército (ver Historia del MOEC, ya citada, y Gonzalo Sánchez y Dony Meertens (1983), justamente en Tacueyó, donde ocurrió otra tragedia guerrillera, ya en los años 80s, que hace parte de la historia del M-19; hasta Jaime Arenas, ajusticiado por el ELN en Bogotá en 1970, pasando por el mismo Camilo Torres, los dirigentes de la FUN y del Frente Unido Julio César Cortés, Víctor Medina Morón, Hermías Ruiz, entre muchos otros. En otro contexto de violencia y lucha social, algunos años después cayó como uno de las primeras víctimas del genocidio de la UP adelantado por el Estado, Leonardo Posada, el dirigente de la JUCO más activo en esos años de la Universidad Nacional y del movimiento estudiantil de todo el país…

De otra parte, casi todos los dirigentes del movimiento de los años setenta, después de su reflujo casi definitivo a partir de 1973 y durante las casi tres décadas siguientes, siguieron jugando un papel en la izquierda y aportando al país hasta hoy, con obras y acciones decisivas en las etapas del movimiento político revolucionario y en el pensamiento crítico.

En ese contexto, otro aspecto de las rupturas fue el carácter crítico del pensamiento político de la Tendencia Socialista frente a la complejidad de la formación social colombiana, de su régimen político y de su momento histórico, que generó una primera diferenciación respecto de las tendencias que adoptaron una postura doctrinaria basada en los manuales del marxismo soviético, o en la disidencia maoísta, así todas se postularan como alternativas dentro del campo del marxismo.94

Con ello ahondaron en el camino abierto desde los años sesenta por el sociólogo Camilo Torres Restrepo, con algunas de sus obras, y especialmente con sus llamados:


“Es triste tener que reconocerlo, pero nuestras circunstancias nos llevan fácilmente a un colonialismo cultural e ideológico. En el campo social, en donde los problemas son hoy, sin lugar a dudas, los más apremiantes, la reacción no es la de analizar, estudiar y resolver en consecuencia. La reacción es la de acogerse a sistemas foráneos y aplicarlos indiscriminadamente en nuestro país. Para probar esta aseveración no quiero citar sino tres ejemplos: el del comunismo, el de la “mano negra” y el del partido demócrata cristiano. Marx, genio aficionado a la sociología, a la economía, a la filosofía, a la historia, al periodismo y graduado en derecho, hizo un análisis de la situación social europea de la segunda mitad del siglo XIX. (…) Su análisis teórico no es más que el resultado de una preocupación práctica: la situación infrahumana de proletariado. (…) Los colombianos necesitamos resultados rápidos. Al presentarse una fórmula que ha dado resultado económico en otros países, se ha tratado de copiar servilmente, y he ahí el origen de nuestro comunismo criollo, que de criollo no tiene sino sus adherentes. No se han analizado los efectos no económicos del marxismo, efectos culturales y sociales, en los países socialistas. No se han estudiado las características típicas de nuestro pueblo. No se consideran otras soluciones posibles. Todo se complica y necesitamos fórmulas simples, aunque no sean las más aptas. Es más cómodo copiar que investigar”. (Torres, 1960).



Las mismas causas identificadas tempranamente por Gerardo Molina, ex-rector de la Universidad Nacional, e intelectual que, como se sabe, escribió la Historia de las ideas socialistas en Colombia, quien caracterizó las limitaciones del Partido Comunista:


(…) Tal vez la causa de (ello) es de una naturaleza doble: de un lado podríamos decir que ese partido es víctima de una especie de fijación respecto de Moscú, que lo lleva a adherir automáticamente a lo que allí se hace… De otro, la ha faltado a esa colectividad un mejor estudio de la evolución reciente del país, de las transformaciones de nuestro capitalismo, de la aparición de fenómenos nuevos en la composición interna de las clases sociales, con la consiguiente alteración de sus relaciones de fuerza, investigación que de haberse realizado le habría permitido a la extrema izquierda elaborar una estrategia más idónea y pisar un terreno más seguro”.95



En tal sentido, fueron notables los avances investigativos y de análisis sobre las clases sociales en la formación social colombiana (el número 1 de Crítica Marxista, de Cali, así se titulaba —ver recuadro, atrás—), que se sumaron a los análisis de Arrubla y Zuleta, y de varios profesores del departamento de sociología de la Universidad Nacional, ya mencionados, de comienzos de los años sesenta, y anticiparon la enorme producción sociológica, económica e histórica que se produjo desde mediados de los años setenta, impulsada por profesores e investigadores como Jorge Orlando Melo, Jesús Antonio Bejarano, Salomón Kalmanovitz, Héctor Melo, Gabriel Misas, Libardo González, Camilo González, entre otros, todos partícipes de la Tendencia Socialista como militantes, dirigentes, directores de revistas o profesores aliados de la misma.

En el campo de la JUPA, en esa misma década fueron pocos los aportes teóricos y de investigación —dentro de los cuales se destacó el trabajo de José Fernando Ocampo sobre Manizales (Ocampo, 1972)—, pues sus documentos de referencia se configuraron siguiendo las líneas programáticas del marxismo maoísta, repitiendo las fórmulas de la Nueva democracia y la revolución por etapas, con base en análisis basados en la política de Frente Popular, como se anotó antes.

Otra cosa fueron los necesarios ajustes críticos respecto del sectarismo, especialmente en la forma de asumir los debates y discusiones políticas, y de reconocer a los demás, con diferentes reacciones frente al cambio que se estaba viviendo; así como en la doctrinaria y religiosa recepción y reelaboración criolla del marxismo estalinista, hegemónico en la Tercera Internacional, lo cual se hizo evidente en las formas primarias como se auto-promovieron las tendencias del movimiento estudiantil, todas explícitamente herederas del leninismo y de su teoría del partido, con algunas variantes que se expondrán luego, y según la manera como se reconocieron entre sí, en algunos casos atribuyendo identidades a sus adversarios políticos no siempre coincidentes con sus propias filiaciones, como el caso relevante de identificar a la Tendencia Socialista como trotskista, que ante todo evidenciaba, como se dijo, la resistencia a aceptar una renovación de propuestas dentro del campo del marxismo, y un aferrarse a un juego de identidades propio de las lógicas de los juicios de Moscú de los años treinta, siguiendo una tradición por lo demás sectaria y plagada de violencias, que se acrisoló durante los debates vividos cristianamente como cismas y herejías entre Stalin-Trotski, Maoísmo-Estalinismo, y el primer Fidelismo-Comunismo.

Dentro de los procesos de ruptura mencionados, se precipitaron diferentes quiebres, y en grados diferentes, según sus posturas respecto de tres aspectos, dentro del enfoque de la revolución como socialista: a) la confianza en las potencias emancipadoras de las clases sociales de trabajadores y campesinos, y en las del movimiento estudiantil mismo; b) la superación del frentismo como fórmula de unidad y confluencia de los movimientos insurgentes; y c) la crítica del patetismo (sectarismo) en el estilo de trabajo y discusión política, que adquirió grandes dimensiones en el sentido del sectarismo y la forma de llevar los debates.

En cuanto a la confianza, lo anotado en el documento de las Ligas Socialistas escrito en diciembre de 1975 por Héctor Moncayo, es revelador de la profundidad de este problema, que por lo demás está vigente hoy, cincuenta años después, cuando escribimos este ensayo:


“En principio, la formulación leninista es una concepción de la historia y la revolución proletaria, cuyas raíces más profundas se encuentran en Engels, y no una simple propuesta organizativa. Una concepción que trata de responder a la pregunta general: si la contradicción entre el desarrollo de las fuerzas productivas y las relaciones de producción capitalistas, constituye el resorte oculto de la revolución proletaria, ¿cómo ha de expresarse aquella en la lucha de clases, y por qué el proletariado está posibilitado para cumplir dicha tarea histórica y cómo llega a asumirla? En este sentido puede decirse que toda ‘teoría del partido’, y que su secreto más recóndito, es una medida del grado de confianza teórica en la capacidad del proletariado y en el porvenir de la revolución”. (Moncayo, H.L., 1978).



El frentismo, asociado a los frentes populares también propuestos originalmente por Engels después de la muerte de Marx, y desarrollado e impuesto férreamente por Stalin en el movimiento comunista internacional, fue superado, como se ha citado ampliamente, justamente por la Tendencia Socialista y su concepción de la lucha de masas asociada a la huelga general en el sentido de que de hecho combina lo gremial y lo político, la reforma y la revolución, en la transformación de fuerzas dentro del régimen de dominación en su conjunto, dejando atrás de hecho la representación de los movimientos sociales como “sectores”, que en últimas, no es más que otra forma de erigir al partido como el único que puede lograr esa trascendencia emancipatoria.96

El patetismo, en el sentido extremista del sectarismo y de los alcances que se le daba al movimiento como lucha de masas organizando por doquier comités de aplausos y de abucheos y macartismos por parte de la JUPA en las asambleas de cada universidad y en los encuentros regionales y nacionales, obligó, por ejemplo, a una introducción que se refirió al tema en la ponencia de Tendencia Socialista en el VI Encuentro nacional estudiantil, realizado en Medellín a mediados de 1971, titulado “Debate sobre reforma universitaria, y derroteros del movimiento consultando situación política, caracterización del momento actual y táctica a seguir”:


“En las actuales circunstancias, como decíamos, la lucha política en el seno del movimiento estudiantil adquiere incalculadas proporciones. Si no fuera por las características muy especiales de tal lucha hoy, no sería necesario en esta introducción referirse en términos exactos a su mismo acontecer sino más bien a la práctica del discurso siguiente a las concepciones opuestas. Pero la realidad nos plantea otro problema: cuando tiende a imponerse por parte de otro sector político un estilo de trabajo basado en el macartismo, la maniobra, la calumnia y una pobreza de argumentos, es preciso responder con madurez política a este infantilismo de ‘nuevo tipo’. El problema del sectarismo no compete a los sectarios mismos, somos los revolucionarios quienes hemos de resolverlo en la práctica de la lucha política. La gritería, el abucheo, el silbido, en una palabra, la histeria generalizada, se oponen al supuesto ‘enemigo principal’ y han hecho carrera en diversas asambleas, reuniones y encuentros sin permitir la discusión seria. Es su estilo de trabajo. Mas detrás de esa fraseología izquierdista es posible discernir toda una concepción política que le da coherencia. Nosotros la hemos ubicado como anarcosindicalismo, el cual, ya marginado por fortuna del movimiento obrero colombiano, ha empezado a causar daños a la lucha estudiantil. Dos aspectos tiene esa desviación: una cara reformista que es la real, y una cara ‘extremo-izquierdista’ que es la aparente (…). A la lucha estudiantil transportan, por una parte, la visión liberal de la universidad, enarbolando la posibilidad de transformarla sustancialmente en un sentido ´científico, popular y de masas’ y concibiendo la revolución como la sumatoria de las reformas; y, por otra parte, consecuentemente con lo anterior, se muestran extremo-izquierdistas ante la supuesta ‘batalla final’ por el ‘poder cultural’ para las clases antiimperialistas’. Asumen luego el subjetivismo, e ignorando deliberadamente las condiciones reales de la etapa actual del desarrollo del movimiento estudiantil, le plantean tácticas inadecuadas o mejor, le plantean la sin-táctica, haciendo gala de combatividad y de ‘hasta las últimas consecuencias’, cuando en la práctica no le dan curso al movimiento y de esta manera lo llevan a la derrota. (…) La lucha contra el reformismo se ha puesto al orden del día; a su lado, la denuncia a la palabrería extremo-izquierdista constituye el deber inmediato de quienes aspiramos a llevar consecuentemente a la lucha del movimiento estudiantil la bandera de la revolución. Sin embargo, la verdadera y principal lucha se da contra el imperialismo y la burguesía, no creemos en las extrapolaciones que los olvidan por la lucha grupista, tampoco dividimos el campo revolucionario entre fieles y herejes, consecuentes con una actitud científica ante el marxismo; vamos pues al análisis de la problemática universitaria y dispongámonos a continuar el combate sobre la perspectiva de la revolución socialista”.97



Ya a ese respecto había anunciado el profesor Darío Mesa, a propósito del ambiente espiritual alrededor de la muerte de Camilo Torres, a mediados de los años 60, varias razones anudadas en el sectarismo de unos años después de tendencias como la JUPA:


“Si no recuerdo mal, por medio del profesor Enrique Valencia, mi colega entonces, (Camilo) me invitó insistentemente a conversar. Yo le dije: pues no tenemos mucho de qué hablar; no estoy de acuerdo con él; pero Enrique insistió muchísimo… Estuvimos almorzando en un restaurante. Él se fue, creo, al día siguiente. La impresión que me dio la víspera de su ingreso en la clandestinidad fue la de un hombre muy angustiado, muy decidido; ya él no encontraba puentes de comunicación ni con la jerarquía eclesiástica no con su grupo social… Había roto prácticamente con sus relaciones de familia, salvo con su mamá. El resto de amistades de su grupo había desaparecido para él. Estaba determinado. Yo le dije lo que él quiso saber. Los interrogantes que me formuló me dejaron entender que él siempre tenía dudas, que no estaba seguro de las alianzas, de la calidad de los grupos políticos contendientes en ese momento. Estaba muy inquieto con la posición del Partido Comunista y de otros grupos. Yo le dije lo que pensaba en ese momento. Eran grupos, en mi entender, condenados desde el punto de vista táctico y estratégico, sobre todo que carecían de una concepción del país, de la política mundial, de un conocimiento de la dinámica económica de Colombia, que ya era perceptiblemente el desarrollo capitalista predominante. (…) Por otra parte, su pérdida determinó una onda de emotividad de tal naturaleza que me pareció peligrosa (como se comprobó luego) para la estabilidad institucional. (…) Era un elemento de patetismo… el tono patético del movimiento popular en Colombia, sin excluir el movimiento universitario que usted conoce. Era el puro patetismo, era la apelación a los sentimientos, era la indignación, era la cólera menos la reflexión”. (Mesa, citado en Universidad Nacional, 2002:122).



— Nota sobre las improntas regionales

Y por último, un aspecto clave del carácter del movimiento: Las variaciones regionales de la formación social colombiana, a partir de los orígenes de los militantes de las tendencias políticas y de las afinidades electivas de los simpatizantes, marcaron algunas influencias sobre algunos de sus acentos ideológicos, de sus estilos culturales y de sus preferencias disciplinarias académicas, y en ciertos énfasis de sus preguntas y análisis académicos y políticos sobre las relaciones entre nación y estado, sociedad, economía, cultura y política, estructura y acción social, la subjetividad social y la realidad social, etc.

En tal sentido, como aproximación tentativa a lo que podría ser un perfil sociocultural de dichas tendencias, podría decirse que fueron claros los acentos regionales dentro de ellas, en cuanto al carácter netamente urbano de los pertenecientes a la Tendencia Socialista, cuyos militantes estaban ligados en gran parte al Valle y al Cauca —Cali, Buga, Palmira y Popayán—, y a Bogotá; a la configuración regional de Antioquia y Córdoba por parte del maoísmo en su componente del EPL, a lo cual se sumó el vínculo de la JUPA dentro del crisol bogotano de estudiantes de clase alta, especialmente de la Universidad de Los Andes, con la región Caribe, Nariño y Santander, de donde eran oriundos su fundador y algunos dirigentes; el Camilismo, más asociado a las ciudades de la Costa Atlántica y a Barrancabermeja; y la JUCO, que expresaba la diversidad de militantes de todo el país, seguramente asociada a la antigüedad del Partido Comunista.

Varios aspectos podrían ser relevantes en el análisis que habría que hacer. Las modas que las distinguían, dentro de la informalidad estudiantil; los acentos ideológicos según las dinámicas de lucha y las problemáticas sociales de sus lugares de origen; y la forma como reprodujeron o transformaron costumbres y prejuicios vigentes en aquellas regiones.

En el primer sentido,


“ciertas formas diversas de las modas estudiantiles permitían identificar claramente los alineamientos políticos: Las botas pastusas de cuero y las cachuchas se volvieron signo de la corriente del MOIR, como las bufandas y las pequeñas gafas redondas de los socialistas de Cali, las jícaras de los maoístas costeños, el cabello y las barbas crecidas de los foquistas y anarquistas, en una lista que sin duda habría que completar dentro de un análisis de dichas afinidades y su relación con los usos urbanos, agrarios y regionales de las economía populares y campesinas de sus comarcas, y por supuesto con la identificación adolescente con los héroes culturales de la historia revolucionaria, o del mundo de la música y de los movimientos contraculturales”. (Correa, 2022).



En cuanto a los acentos ideológicos, es muy probable que las posturas sobre el supuesto semi-feudalismo de la sociedad nacional, hayan sido construidas desde un positivismo espontáneo racionalizado por el dogmatismo político, el cual podría tener que ver con las realidades asociadas a la pobreza rural, a la fuerte presencia indígena en departamentos como el de Nariño y Córdoba, más la vigencia de la gran hacienda en el Caribe; mientras que la contemporaneidad de ciudades como Cali y Bogotá imprimía de hecho otros acentos en los puntos de partida de los análisis sociales.

Por supuesto todo ello era permeado por las tradiciones de luchas regionales, y los imaginarios revolucionarios construidos durante todo el siglo XX hasta entonces, entre otras en regiones y departamentos como Santander y la zona de Barrancabermeja, las sabanas de Bolívar y las luchas campesinas en el Caribe, y las luchas urbanas en las ciudades capitales.

Lo que sí parece más evidente, es el carácter religioso del dogmatismo político, seguramente derivado del complejo cultural antioqueño;98 y la mayor apertura mental y cultural, de la tradición de la ciudad letrada.99


III. Algunas dinámicas del Movimiento Estudiantil de 1971

De las dimensiones históricas, políticas y sociales del movimiento como tal, se derivan las posibilidades y exigencias del análisis de sus dinámicas, que se levantaron desde la pluralidad de elementos de su génesis local, regional y nacional, pasando por lo que se podría anunciar como retro-alimentaciones entre lo gremial y lo político, y viceversa, así como a partir de solidaridades, emulaciones, relevos y coordinaciones en la movilización entre los sectores del sistema universitario en cada ciudad y en la mayor parte del país; y ajustes permanentes de las convocatorias y de las respuestas de acción por parte de las tendencias políticas del movimiento (“tácticas” ante los “flujos y reflujos”, según su lenguaje), según los avances y retrocesos de las luchas de otros sectores sociales, y las reacciones de los gobiernos universitarios y nacional.

En tal sentido —siguiendo con el criterio de atender a la reflexividad propia de la época sobre lo que estaba aconteciendo—, tal vez nada mejor que recordar las palabras del propio Presidente de la República publicadas en el libro Crisis universitaria 1971, quien, a su manera, reconoció el carácter de ruptura del movimiento y reafirmó su complejidad, no sin intentar deslegitimarlo y descomponerlo en sus dimensiones sectoriales, y buscar justificar el carácter represivo que tuvo la respuesta gubernamental:


“Es evidente que no estamos ante una crisis universitaria totalmente nueva. En el fondo es la misma crisis que se ha manifestado en los últimos diez años, aun cuando la versión de 1971 tiene modalidades propias que reflejan la acumulación de los problemas y el marco social y político de Colombia en la actualidad. Nos hallamos ante dos géneros de actitudes e intereses en la universidad colombiana. Quienes desean comprometer el problema universitario con objetivos políticos inmediatos, y quienes anhelan la reforma de la universidad colombiana para que se precise su filosofía y se establezcan estructuras y mecanismos de funcionamiento adecuados a sus propósitos y responsabilidades. (…) El problema político requiere soluciones políticas. Si se amenaza la paz pública, el gobierno tiene la obligación de defenderla (…) Si se altera el orden público y se atenta contra la vida, la honra y los bienes de los ciudadanos, hay un sistema jurídico… Si se acude a la subversión y al motín, quien lo haga sabe que la ley colombiana establece consecuencias de esos delitos. El problema universitario requiere soluciones universitarias. (…) Sorpresivamente, lo que era un acto de diálogo sobre problemas académicos se desvió a ese acto de fuerza, de violencia, de desorden, de perturbación; a una verdadera conjura que se manifestó primero en algunas universidades de provincia y que luego, por reflejo y repercusión, llegó a la capital misma de la República. (…) He distinguido por eso siempre entre el problema académico que sé que inquieta a la gran mayoría de los colombianos y la inmensa masa de universitarios actuales, y los fenómenos de la subversión en que unos pocos agitadores profesionales disfrazados de universitarios…” (Crisis…, 1971: 239-240, 244 y 247).



Con ello el presidente procuraba resolver la profundidad de la crisis nacional apelando a la fórmula distintiva del Frente Nacional: la contradictoria combinación de reforma y represión. En tal sentido, como se recordará, “a principios de 1971 el panorama para el presidente Misael Pastrana (1970-1974) era complejo. A la crisis de legitimidad con que arrancó su mandato debido al fraude electoral se adicionó la efervescencia social” (Pardo y Urrego, 2019: 1316). Pastrana declaró el Estado de Sitio frente a las masivas manifestaciones, anudando lo que ya era una tradición acrisolada durante décadas, en el nuevo contexto nacional. En efecto, esa postura era antigua y oscura, y provenía justamente de los primeros enemigos de las reformas, los gremios económicos, que estaban en el gobierno de la Universidad y fueron los primeros en salir del mismo como consecuencia de las exigencias estudiantiles y profesorales de la movilización:


“En la tercera semana de julio de 1961 el semanario La Calle, órgano del Movimiento Revolucionario Liberal, MRL, denunció una organización clandestina conocida como ‘La mano Negra’, dirigida por gerentes de varias entidades importantes y representantes de intereses extranjeros que se proponían luchar contra la infiltración comunista en Colombia. Esta asociación tuvo su primer antecesor en el país en la Asociación Patronal Económica Nacional APEN, creada para ‘combatir los tímidos ensayos de reforma social propuestos por Alfonso López Pumarejo (1934-1938)’. La táctica era sencilla: no se trataba de oponerse a las reformas sino al comunismo. Pero la consecuencia es que estas reformas no se realizaron… Un pequeño grupo de gerentes —que dispusieron a su antojo del dinero de los accionistas— logró crear el clima propicio para el golpe regresivo. El empresario que no se sometiera a sus exigencias, el político que no fingiera asustarse ‘del peligro comunista’, el periódico que no se plegara a su campaña, eran denunciados por servir a los intereses del Kremlin. Los directores de la campaña han hecho fortuna. Han llegado a posiciones empinadas y ahora intentan repetir el juego”. (Aguilera, 2002: 134).



Un aspecto relevante de la represión al inicio del movimiento del 71, que por supuesto fue motivo de intensificación de la respuesta estudiantil, fue la detención de sus dirigentes más visibles, en tanto habían sido nombrados recientemente como miembros del Comité Nacional de Solidaridad: Marcelo Torres, Sergio Pulgarín, Leonardo Posada, Uriel Ramírez y Moritz Akerman, “bajo la acusación de querer sabotear los juegos Panamericanos”, y a muchos otros, como el caso de un dirigente del Consejo Estudiantil en la Universidad Nacional sede Palmira, cuyo testimonio evidencia al mismo tiempo el carácter selectivo y oscuro de las detenciones, y su destino literario, pues se trata de un escritor reconocido que ha preferido permanecer anónimo en este ensayo:


“Ocurrió que a comienzos de abril del 71 se iba a celebrar el III Congreso Nacional Estudiantil en la Facultad de Agronomía de Palmira. Yo era parte del Consejo Estudiantil, y por tanto de los organizadores. Nuestros parientes cercanos eran lo de Crítica Marxista. Había ido a Cali a hablar con los de la U. Valle para detalles del Congreso. La U estaba tomada por los estudiantes, cuando de pronto bajo un sol cenital por altavoces nos dicen: —‘tienen tantos minutos para salir, y uno por uno’. —No, queremos salir en grupo. —¡Que NO, uno por uno!, gritó no sé quién. Y éramos un montón. Salgo y ¡plop!, un dedazo me manda a un lado. Ahí empezó el asunto. Por dos semanas en un patio. El Congreso se celebró y nosotros cantábamos las canciones de Nicola di Bari y Piero. Era la banda sonora de aquellos días del arcoíris y la gente laboraba noche y día. Tran tran”. (Comunicación personal, diciembre 2022).



Y por su parte, “la declaratoria de Estado de Sitio se sintió en amplios sectores de la sociedad colombiana. De ahí que se enarbolara la proclama estudiantil: derrotar con hechos el Estado de Sitio. Resultado de la inconformidad fue la realización de una multitudinaria huelga estudiantil nacional efectuada el 4 de marzo. La protesta no se presentó sólo en Cali. Ciudades como Medellín, Bogotá y Bucaramanga sintieron las réplicas de las manifestaciones violentas por parte los estudiantes y personas de otras condiciones sociales que se sumaron a verdaderos enfrentamientos campales”. (Tarazona, 2019).

Con ello se cerraba el círculo del régimen político nacional, asediado primero en torno al sistema universitario, y luego a su sistema político mismo con las movilizaciones de los estudiantes, los usuarios campesinos, los maestros y los trabajadores, y la emergencia de la ANAPO hasta su frustrado triunfo electoral de 1970.

Como ya se indicó, en el primer sentido la expansión de la matrícula pública condujo a “reacciones y conflictos por exigencias de diversificación del sistema educativo, y de adecuación de enseñanza a ‘exigencias de la realidad’;” así como al “intento por parte del Estado de dirigir y adecuar el proceso, en dos direcciones: crear contrapesos a la gravitación de la Universidad Nacional con las universidades privadas; poner en funcionamiento mecanismos más expeditos para el control del ascenso de la pequeña burguesía, la incorporación de las élites, y en las provincias; y (poner) la Universidad al servicio del desarrollismo bajo la influencia del poder local”, pero con ello no hizo más que ahondar las dimensiones del movimiento, en la medida de la cobertura nacional que había alcanzado el sistema universitario nacional. (Crisis… 1971: 20-21).

En ese contexto se explica que, unos pocos meses después, el mismo presidente Pastrana, al presentar su proyecto de reforma universitaria el 4 de mayo de 1971, afirmara:


“He distinguido por eso siempre entre el problema académico, que sé que inquieta a la gran mayoría de los colombianos y a la inmensa masa de los universitarios actuales, y los fenómenos de la subversión en que unos pocos agitadores profesionales disfrazados de universitarios, y haciendo uso de la curiosa disposición de que se pueden rehabilitar indefinidamente las materias, llevan diez, doce, quince años en las universidades dedicados únicamente a servir de herramienta del desorden… porque su tarea en la Universidad es esa: no cambiarla sino ampararse en una especie de estatuto de privilegio, que les da ciertas garantías y ciertas posibilidades de acción para ser los agentes dinámicos y activistas de la subversión, de la anarquía y del caos”. (Cruz, …).



Al respecto del señalamiento de Pastrana, no sobra precisar algo que en todo caso puede ser necesario cincuenta años después de los hechos: “De cierta manera las organizaciones guerrilleras existían en la universidad, pero no incidían de manera determinante en la organización gremial estudiantil. Las acciones políticas y militares, exceptuando tal vez el reclutamiento de nuevos militantes, se realizaban por fuera de las universidades. ‘…en la universidad hay un hecho histórico y es que las guerrillas nunca militarizaron la universidad en la década del 70, nunca se consideró la universidad como un teatro de operaciones militares, ninguna organización lo consideró así, lo cual no significaba que dentro del movimiento y aún dentro de los cuadros directivos había militantes de la guerrilla, pero su práctica en ese sentido y sus operaciones militares siempre las realizaron por fuera de la universidad”. (Acevedo y Crucelly, 1971, citando a César Loayza, dirigente estudiantil precisamente de la UIS, donde tenía evidente influencia el ELN). Pero Pastrana no estaba equivocado en cuanto a la dimensión política del movimiento, como ya se ha mencionado.

Por todo ello se explica el análisis crítico posterior del periódico El Socialista sobre las posturas del gobierno, ya a comienzos de 1973, incluido en el anexo a este libro:


“Era evidente que lo principal en el conflicto no era la pugna de la burguesía y el imperialismo por imponer sus propios criterios de reforma universitaria; era, ante todo, la liquidación de un enemigo político. (…) En esas condiciones, la satisfacción de ciertas exigencias pedagógicas quedaba, para ambos contendores, subordinada por la característica principal. Lo que estaba en juego era el destino de la sociedad en su conjunto. En ese sentido, era correcto, como afirmaba una de las declaraciones del II Encuentro Nacional Universitario de 1972, que ‘no solo se reprime para reformar la universidad. También se reforma la universidad para dispersar el movimiento’.” (El Socialista N.4, anexo).



En ese marco general se movieron las tensiones que definieron los debates y sus énfasis entre las tendencias políticas, en medio de la construcción de hecho y desde sus propias propuestas y estilos de trabajo, de un verdadero repertorio de acción sui generis, incubado desde la década anterior, pero ahora renovado y enriquecido. Al respecto, dejemos, una vez más, que sea la palabra del momento la que condense esto, en tanto, además, fue mostrando la dinámica de alternación de protagonismos del movimiento estudiantil dentro del sistema universitario, y las respuestas oficiales y del establecimiento; y en un segundo momento, aspectos de la génesis de dicho repertorio desde la década anterior.

Se trata del texto introductorio al libro Crisis…, que como se recordará fue publicado en mayo de 1971, el cual fue escrito por Héctor Melo, impulsador de la editorial Tigre de papel,100 dentro del cual éste afirma:


“Las reivindicaciones del movimiento estudiantil tienen un doble contenido: la posición de los estudiantes frente al aparato educativo; y las influencias y posiciones de clase y de tipo ideológico, y la posición resultante de la asimilación de estas ideologías. Esta fue la tensión permanente, y es la clave para los vaivenes según los flujos y reflujos, hasta el retraimiento en la universidad como campo específico, abandonando la perspectiva revolucionaria por parte del reformismo, hacia ‘la revolución cultural’ y la ‘universidad científica y de masas’.”101

“(Dicha tensión) se expresó en la década pasada del siguiente modo: Durante los años 1960-61, una especie de lucha generacional política, en la cual se posicionaron los aspirantes a reemplazar a los dirigentes de los partidos tradicionales a nivel nacional, la llamada generación del 10 de mayo; en la cual se crearon las primeras organizaciones estudiantiles (…), y el aglutinamiento de políticos que a nivel nacional emprendieron el embate contra la Universidad pública, promovieron la universidad privada a una posición de cogestión de la educación superior, moldearon los organismos que institucionalizaron el nuevo balance de poder (la ASCUN y el fondo universitario nacional), cuyos miembros sería ministros de educación del Frente Nacional.102

“En 1962-63: lucha por la reforma universitaria, el Segundo Congreso de la Unidad Estudiantil, creación de la Federación de universidades públicas, y nacionalización de la enseñanza, y cogobierno a nivel nacional; defensa de la Universidad pública (la privada vista como confesional). En ese congreso actuaron la democracia cristiana y grupos de izquierda, y se dio cuenta de la escisión del comunismo internacional, se inauguró visión marxista de los problemas nacionales, y se fundamentaron las primeras bases de crítica al revisionismo. Participación de gente de izquierda en Consejo Superior de la Universidad Nacional, y primeros pasos hacia la FUN, que sustituyó a las dos organizaciones estudiantiles (anteriores), (la cual) se creó en el Tercer Congreso Estudiantil. Ley 65 de 1963, estatuto orgánico, formaliza participación estudiantil en el gobierno de la universidad. En julio de 1963 huelga en universidades Nacional y Distrital.

“1964-65: posiciones benignas frente a Reforma Patiño, (quien) crea Consejo Superior Estudiantil, por concesiones mutuas, y este incide en nombramiento de directivos, manejo de bienestar estudiantil, recién creado, y en programación académica; primer rechazo a modernización, en la UIS; huelga petrolera y vínculos de estudiantes con ella. Se desplaza (de la dirigencia) a quienes concedieron reformas de Patiño, la JMRL agita ‘consignas más políticas que gremiales’, segundo congreso de la FUN en 1965, división entre reformistas (JUCO) y los de la teoría del foco. Lleras abucheado, 6 de noviembre de 1964, y declara ‘la Ciudad Blanca, enemiga de su vecina, Colombia’, y anuncia venganza. Renovación de cuadros dirigentes. Asesinato de estudiante Useche ‘desvaneció el mito de condescendencia con el estudiante’ que el gobierno había alimentado durante el período de asentamiento de la nueva coalición política en el poder. Invasión norteamericana a Santo Domingo, primera manifestación antiimperialista. Frente Unido… Muerte de Camilo… ‘Se inicia por entonces todo lo que fue la lucha ideológica dentro de la izquierda universitaria, lo que facilitó más tarde la liquidación de los organismos gremiales del estudiante’. Plan de aniquilamiento de las organizaciones estudiantiles, por el rector Rueda Montaña (El Tiempo, octubre 30 de 1966). La carta de Armando Correa, impugna prácticas políticas y organizativas.

En 1968, nuevo ambiente en la universidad, y reactivación de las fuerzas políticas estudiantiles. Grupos atomizados, debate ideológico, sin representación formal, acuerdo 87 de 1969 deteriora más relaciones del movimiento con la institución, surge el Frente de Estudios Sociales, FES, de importante protagonismo ese año…” (Crisis…, 1971)



Hasta llegar a los años 1969 y 1970, cuando, durante todo 1969 se vivió la dinámica de movilización en la Universidad del Valle, cuya memoria fue detallada en el relevante libro de la FEUV (1972), y en el libro de Atehortúa (2020), en los cuales se revela la centralidad de la solidaridad con las huelgas estudiantiles de secundaria, especialmente el Académico de Buga y el colegio Santa Librada, de Cali, y con los maestros. En mayo de ese mismo año se generaron las movilizaciones contra la visita de Nelson Rockefeller al país, de gran protagonismo del movimiento en algunas universidades privadas en Bogotá como el Externado y la Libre, y otras como la de Antioquia y la del Valle.

Ya en 1970, se dio lo que se podría llamar el ensayo general de lo que fue el movimiento a partir del 1971, especialmente por las conexiones que se crearon entre las regiones por las caminatas hacia Bogotá desde Bucaramanga por parte de estudiantes de la UIS, la forzada por el movimiento salida del Ministro de Educación de Lleras, Octavio Arizmendi Posada, y el surgimiento de la forma organizativa de base que sustituyó las reprimidas organizaciones gremiales de los Consejos Estudiantiles; e incluso el surgimiento y/o el inicio de recomposición de las tendencias políticas dentro del movimiento, como lo refiere una vez más el prólogo de Crisis...


“A principios de 1970, grupos Sol Rojo y Fusil, y Combate, inician su confluencia hacia la creación de la Jupa, que ‘se convierte en ala del MOIR, incorporando a su vez la organización vertical y autoritaria’ del mismo, la expansión del movimiento y la formulación de estrategia que posibilitara su movilización, se hace el Encuentro nacional (13 al 15 de marzo), y los Comités universitario distrital de Bogotá, y regional de Medellín. Conflicto en la Facultad de Medicina de la Universidad Nacional por orientación académica de la carrera y demanda de creación de comités asesores de carrera, en contexto de celebración cuatro años de la muerte de Camilo Torres por parte de Comandos Camilistas, en lucha contra ‘penetración imperialista’; carácter pacífico de la lucha y participación (masiva) del estudiantado (‘incluso sectores políticamente más atrasados’), cierre de la universidad, marchas por carreteras impugnan cierre y represión, y abstencionismo elecciones de abril. Fracaso del Paro Nacional Patriótico (25 de abril), y nuevos rumbos del movimiento estudiantil, JUPA pide aplazar movilización de marzo para el día del proyectado paro, ANAPO pide se haga después de elecciones, se divide el MOIR, y surge Crítica Marxista o ‘Grupo de Cali’. ‘De ahí en adelante la principal actividad estudiantil y el problema que promueve la mayor atención es la organización nacional estudiantil”.



Por todo ello, si se miran en conjunto los movimientos acaecidos durante todos esos años, que podríamos llamar preparatorios de la eclosión de 1971, se revela el eje de los repertorios de acción puestos en juego:


“Junto con las masivas movilizaciones, otra de las estrategias de acción predilecta del movimiento estudiantil en este período fueron los paros universitarios. (…) En este año (también) se presentaron en el país más de quinientas acciones de protesta y populares, que incluyeron invasiones campesinas de tierra, y movilizaciones obreras y estudiantiles”. (Velasco, 2006).

“El año de 1971 ya se presentía convulsionado desde el mes de enero. Estudiantes de la Universidad del Cauca iniciaron las manifestaciones; el 25 de este mes los educadores del Valle del Cauca se declararon en paro; el 7 de febrero la Universidad Tecnológica de Pereira decretó paro y el 12 los profesores de primaria declararon paro nacional; el día 19 de este mes se sumó al paro la Universidad de Antioquia y en la Universidad Industrial de Santander los estudiantes se enfrentaron a la policía en una protesta contra la ‘imposición de carácter político de fuerzas extrañas a la universidad y a los intereses de la misma’, lo cual se traducía en la designación de Carlos Viviescas Pinzón como rector. Así, se gestó una movilización nacional a partir de las solidaridades y respaldos. Lo que inició en la Universidad del Valle fue replicado por la Universidad Santiago de Cali en solidaridad, luego por la Facultad de Agronomía de Palmira, dependiente de la Universidad Nacional. Aunque la movilización era nacional, las reivindicaciones finalmente se expresaron de manera muy local. En Cali demandaban la reforma del estatuto orgánico y una mayor participación en el Consejo Académico; en Bucaramanga la protesta principal del estudiantado era contra la posesión del rector, en tanto que en Medellín el paro se relacionaba con la crisis en el Hospital Universitario San Vicente de Paul. Cuando el 26 de febrero las protestas en Cali fueron violentamente reprimidas, los estudiantes del país encontraron un punto de unión y solidaridad común que se articuló con las demandas locales. Lo que se veía como la confluencia de diversas protestas universitarias, se transformó en uno de las movilizaciones estudiantiles con mayor duración e impacto en la historia del país”. (Acevedo y Crucelly, 1971:228).



De ese modo, el año 1971 se abrió con diferentes formas de acción de orden nacional: las marchas hacia las plazas centrales de las ciudades, los encuentros con la policía en las entradas de las universidades (“el tropel”), las reuniones del Comité Nacional de Solidaridad y de los Comités regionales de solidaridad, y los encuentros nacionales estudiantiles.

Como se recordará, del Primer Encuentro Nacional, llamado de Solidaridad, realizado en Cali, “sale la dirección: Sergio Pulgarín, Moritz Akerman, Marcelo Torres y Leonardo Posada. La plataforma principal de esa dirección es la FEUV y los Comités de Base; sólo uno es de la FEUV, los demás son de la Universidad Nacional. Aunque la dirección es fruto de la influencia que tiene en la organización estudiantil y fue elegida por ella, también se tuvo en cuenta un criterio de representación estudiantil de los principales grupos políticos que tenían presencia en el Movimiento” (Pardo y Urrego, op cit.: 1317, citando a Uriel Ramírez y Juan Arango, de sus entrevistas personales).103

Y en el curso de los días “intermedios”, las reuniones y encuentros internos de las tendencias y organizaciones políticas estudiantiles, las reuniones de los grupos de estudios y de los comités de base, y la reflexión crítica de los propuesto por la academia como tal, las propuestas de los Claustros de profesores, y lo publicado en los libros, folletos, periódicos y documentos reproducidos en mimeógrafo por las organizaciones políticas, e incluso en las cartas abiertas de profesores, dirigentes y estudiantes.104

Al respecto, recuerda Héctor Moncayo:


“Y en esa vida universitaria abundaban eventos propicios para la reflexión. No solamente político-partidistas, que era lo de menos. Conferencias, teatro, cine, música, poesía. La literatura —y no olvidemos el boom latinoamericano— circulaba de mano en mano. La discusión era permanente. Los cursos regulares, motivo de debate. Comenzando, desde luego, por los de Ciencias Humanas, pero también los de otras Facultades como Medicina. (…) Todo ello formaba el sustrato de nuestra formación política. ‘Interdisciplinaria’, dirían hoy. El maestro Darío Mesa se sorprendería sin duda de oírme decir ahora que sus cursos fueron decisivos, a la postre, en los debates sobre el carácter y papel de la Universidad. Especialmente en la idea de lo nacional y lo científico. Como rasgos de la modernidad. Y, sin embargo, estoy convencido de que así fue, a pesar de que yo estaba muy lejos de esa idea. Quiero arribar entonces a una conclusión: la singularidad de esta época en la Universidad Nacional, no reside tanto en la multiplicidad de expresiones culturales y en la diversidad de ocasiones propicias para la reflexión. Alguien podría replicarme, con razón, que sigue siendo así. La singularidad consiste en que todas ellas gravitaban, sin proponérselo, en torno a una misma inquietud: qué debemos hacer y en qué sentido tenemos que cambiar el país y el mundo. Honda preocupación que lo articulaba todo; nacida de la profunda desazón de nuestra generación, hija de la Violencia y formada en la tragicómica estafa del Frente Nacional.” (Moncayo, H.L. 2006: 149-150).



Sobre ello, si se me permite una cita personal, en las memorias publicadas en el 2015 incluí mi propio testimonio sobre aquellos días, el cual puede ilustrar lo anterior y además el ambiente que se vivía en muchas universidades privadas:


“Pero en otros espacios bullían la vida y la política, y en todo caso la fiesta de la calle resonaba en los corredores de la Universidad privada, e incluso por sus aulas de la mano de la fraternidad estudiantil, en donde se respiraba el ambiente liberal que prometía la Universidad en todo el sentido de la palabra, en relaciones que incluso alcanzaban al rector mismo, Fernando Hinestroza, cuando se desenvolvían en el ámbito individual. Alguna vez me recogió en su carro, un antiguo Mercedes Benz de color tal vez verde claro que manejaba él mismo, pues vivíamos en el mismo barrio en La Soledad, él en frente de donde vivió y murió Mariano Ospina Pérez, en el Park Way, y me llevó hasta la universidad; en el camino hablamos de Nicos Poulantzas a propósito de un libro que llevaba en mi mano (…) Muy pronto me junté con algunos compañeros en situación parecida, como Mauricio Botero, Carlos León, Erwin Ortiz y Pedro Reyes, con los cuales empezamos a discutir sobre la situación del país, los problemas de la universidad y los del mundo: Mauricio venía de participar en la tendencia maoísta de la Universidad Nacional, y con su cosmopolitismo y la amplia cultura política que lo ha caracterizado y que he podido disfrutar en diferentes momentos a lo largo de nuestras vidas, pronto nos jalonó hacia acciones colectivas que inauguramos el 27 de mayo, día en que se cumplía un año de las jornadas que se vivieron en el propio Externado, en su antigua sede del barrio Santafé, en las cuales estudiantes enfrentados a la policía, según nos contaron muy pronto algunos de ellos, desentejaron la vieja casona donde funcionaba la Facultad de Derecho y mantuvieron batallas intensas seguramente similares a las que de mi parte había vivido en Medellín en ese mismo año 69. Carlos León y Erwin Ortiz venían de Bucaramanga, con alguna influencia de las gestas de ELN y de la Unión Sindical Obrera, y Pedro Reyes de Cúcuta aterrizó en Bogotá siempre riendo y burlándose del mundo con su agudeza y sus corbatas tropicales. De mi parte había empezado a mantener en el hall de entrada de la nueva sede de la calle 12 una cartelera sobre los sucesos políticos del mundo y del país, basada en el primer caso en la revista Bohemia, de la cual sacaba mes a mes fotos y textos de los avances de la lucha vietnamita, que ya estaba llegando a su clímax de liberación. Con ellos fundamos el ‘Movimiento 27 de Mayo’ a nombre del cual empezamos a emitir comunicados sobre el movimiento estudiantil, la lucha nacional de obreros y campesinos y la situación del país, y a convocar a reuniones de discusión política a las cuales empezaron a llegar estudiantes de todos los niveles, especialmente de los últimos cursos, y de varias corrientes políticas de izquierda, tales como Álvaro Echeverry Uruburu, Ricardo Esquivia, Arnulfo Julio, Jaime Galarza, y otros menos asiduos como Alfonso Gómez Méndez, Felipe Pérez y Eduardo Calle; o estudiantes de la Facultad de Trabajo Social, donde era profesor Fernán González, como María del Rosario Lleras, Lucía Talero y Catalina Hintchey, ‘Bunnie’, entre otras. Y también llegaban algunos que circulaban documentos mecanografiados de otros proyectos que venían de atrás, cuyo secreto a voces se relacionaba con el ELN; alguna vez ayudé a colgar una bandera de esta organización del balcón de la Universidad un 8 de octubre, que ocasionó una súbita parada y bajada de su carro del rector sobre la calle 12, desde la cual se veía dicho balcón a cuadras de distancia, en la parte baja del centro de la ciudad.

“Ya terminando el año 70 hicimos con Arnulfo Julio la exposición de libros y objetos personales de José Antonio Niño, quien si no recuerdo mal había sido su compañero de estudios, el cual había muerto en combate en el ELN. Ese año 1970 y a comienzos de 1971 cada uno de los miembros del 27 de mayo fue buscando fuera de la Universidad sus alineamientos: Carlos León ingresó a la JUPA, la organización juvenil del MOIR; Erwin llegó más tarde al anarquismo no sin pasar fugazmente por las Ligas Socialistas, que se fundaron en 1973; y en mi caso, después de unos meses de haber participado en el proyecto de construcción del Partido Socialista, de Antonio García, de la mano de Arnulfo Julio, Jaime Galarza y el mismo Mauricio Botero, encontré afinidades y un espacio en los círculos de la llamada Tendencia Socialista que a iniciativa de organizaciones como Crítica Marxista, de Cali, empezó a articular grupos de varias universidades que publicaban periódicos y revistas, casi todas anidadas en un movimiento estudiantil que palpitaba y empezaba a anunciar la inmensa eclosión de los años siguientes, con grandes manifestaciones, reuniones y grupos de estudios y círculos de discusión de todo tipo. En uno de esos grupos nos organizamos con François Correa, quien estudiaba economía en el Externado y poco después se trasladó a la Nacional a estudiar antropología; y en otro trabajaron Fabio Giraldo y Elsa Martínez. (…) “Dentro de la Universidad, el teatro bajo la dirección de Carlos José Reyes tenía un importante lugar en el quehacer de extensión: En el 70 durante la semana universitaria el grupo presentó ‘La Gran imprecación frente a los muros de la ciudad’, en la cual actuaban Raúl Gómez Jattin, Tania Mendoza y Lucho Sánchez, a quienes veríamos también en la obra ‘Las Monjas’, junto con actividades de extensión universitaria como el Centro Literario donde ya Isaías Peña desarrollaba su tarea pedagógica sobre la literatura y la escritura que ha mantenido toda la vida, en los últimos años en la Universidad Central, y al cual llegaban mes a mes unos ejemplares de la respectiva revista Eco que algunos recogíamos; (…) “Por cosas como las anteriores, la academia exigía pero también ofrecía retribuciones existenciales: Si el Medellín universitario de 1969 —cuando inicié mis estudios de derecho, en la de Antioquia— fue para mí fue un estallido, Bogotá —a donde llegué en el 70— en cambio fue una creciente ininterrumpida que condujo a que durante todo el año 71 un día en nuestras vidas fuera un vórtice que suponía asistir a clases temprano, de siete a diez de la mañana, luego salir algunos a convocar a reunión de activistas o asamblea general estudiantil, hacer parte de alguna movilización o jornada de agitación, almorzar en la cafetería discutiendo y planeando nuevas acciones, y al final de la tarde a cine y teatro, para rematar a las diez u once de la noche en una reunión del Comité Distrital Estudiantil o en las asambleas nocturnas de residencias Gorgona en la Nacional, que a veces terminaban a la madrugada, o en ocasiones daba paso a un remate en algún bar como El Tunjo de Oro, o a retirarnos a veces acompañados a las casas o cuartos de residencias a leer o estudiar para algún examen o en función de avanzar en algún texto crítico o escribir el comunicado de ocasión o el artículo del periódico de la tendencia política, y a dormir un poco para salir a la nueva jornada; y en un caso no infrecuente de activismo, a esa ‘rutina’ se agregaba alguna pintada de paredes a las tres o cuatro de la madrugada. Y así entre la academia, la calle y las salas de teatro, ‘los días, que uno tras otro son la vida’, se pasaron durante tres o cuatro años con largos intermedios de fin de año de vacaciones, en realidad viajes de lectura y encuentros estudiantiles, y de discusiones peripatéticas a lo largo y ancho del país”. (Correa, 2015: 134-138).



En otro sentido, el mejor indicador de la profundidad y lo masivo de las luchas lo ofrecen varios tipos de hechos: las víctimas del 26 de febrero; el testimonio literario de Andrés Caicedo; las luchas de los trabajadores universitarios; y la simpatía y solidaridad de los sectores populares.

Lo primero:


“Solamente un estudiante universitario murió ese día (el 26 de febrero en Cali): Edgar Mejía, estudiante de Ciencias de la Educación en la Universidad del Valle. Los demás fueron Emperatriz Agredo o Agrera de 17 años, obrera; Luis B. Cuéllar, muerto de un disparo en el corazón, y Moisés Alfaro Ayala Silva, un trabajador de la ciudad. También fue muerto un niño de tres años pisoteado por la multitud y un hombre llamado Luis Albán, “dado de baja” cuando participaba en un saqueo”.105



El testimonio de Caicedo:


“El 26 de febrero prendimos la ciudad de la Quince para arriba, la tropa en todas partes, vi matar muchachos a bala, niñas a bolillo, a Guillermito Tejada lo mataron a culata, eso no se olvida. Que di piedra y me contestaron con metralla. Que cuando hubo que correr corrí como nadie en Cali. Que no hay caso, mi conciencia es la tranquilidad en pasta, por eso soy yo el que siempre tira la primera piedra”.



[image: Images]

Voz Proletaria, Bogotá, marzo 4 de 1971.

La declaración de Caicedo es una expresión del joven de aquella época, quien “prendía” la ciudad, quien se impactaba ante la brutalidad de un asesinato a golpes con la culata de un fusil y asumía una posición de combate: “soy yo el que siempre tira la primera piedra.”106

Las luchas de trabajadores, en este caso de la UIS:


“Para Orlando Zafra el sindicato de trabajadores de la Universidad Industrial de Santander en general de buena parte de las universidades se encontraba a la zaga de las organizaciones estudiantiles. A diferencia de otras organizaciones obreras que tuvieron una tradición propia, enraizada primordialmente en el movimiento obrero de los años veinte y treinta, los sindicatos universitarios tuvieron que ganarse un espacio a pulso, siguiendo muchas veces las expresiones políticas de las organizaciones estudiantiles: ‘Nosotros cuando la huelga de 1971 un miembro del Consejo Directivo de la época nos mostró un listado, había conmigo 28 trabajadores para echarnos si se insistía en la huelga. Se hicieron llegar cartas a nuestras casas diciendo: ‘si siguen en esto les va a pasar esto y esto (…)’, claro, laboralmente, consecuencias, no amenazas. Nosotros nos sostuvimos en la huelga por 29 días. Sirvió mucho el espejo que teníamos de AUDESA, sabíamos que si cada quien estaba por su lado no iba a ser fácil conseguir lo que necesitábamos, y que manteniéndonos unidos podíamos defendernos”.107



Las simpatías populares:


“Los estudiantes generaban simpatías, es que cuando la tarifa de transporte subía 10 centavos había pedreas, la ciudadanía y los sectores populares se sentían protegidos porque alguien estaba luchando por ellos; o algún incremento en los servicios públicos, o el hospital, eso generaba simpatías. Hubo etapas en las que los estudiantes de la UIS iban a las plazas de mercados a recoger los víveres para las ollas comunales y eran muy buenos los aportes, la gente no sólo daba dinero o especies, porque eran los estudiantes de la UIS, eso generaba alguna identidad con las protestas”. (Acevedo y Crucelly, op. cit. p. 240 citando a Orlando Zafra).



De otra parte, sin esa diversidad de acciones, no podría explicarse la intensidad y riqueza de los encuentros nacionales estudiantiles, que en promedio durante el primer semestre de 1971 se realizaron un poco más de uno cada mes: siete encuentros entre febrero y junio que tuvieron lugar en Cali, Palmira, Bogotá, y Medellín, más el que se había programado en Barranquilla, frustrado porque casi todo el Comité Nacional de Solidaridad que los coordinaba, fue encarcelado y mantenido en prisión durante seis meses. Dichos encuentros, además, duraban varios días, y algunos, como el V, una semana entera, durante la cual se presentaron ponencias-exposiciones de los líderes de las diversas tendencias, que se tomaban varias horas cada una, más la ronda de réplicas y las mociones de procedimiento, de orden, de privilegio, y otras, propias de los recursos parlamentarios.

En esa dinámica, de modo polémico y al mismo tiempo informado, se sustentaba la táctica del momento, apelando a un itinerario conceptual que partía de la caracterización del capitalismo mundial (Imperialismo, neocolonialismo, dependencia) y de la sociedad colombiana, la naturaleza de la revolución y las vías para avanzar hacia ella,108 la etapa de la lucha de clases, la naturaleza de la política del gobierno y de la represión, el “análisis de coyuntura”, y la sustentación de las tareas respectivas;109 sin faltar en algunos encuentros, el análisis de las experiencias de las revoluciones de las que se hacía eco cada tendencia, cuyas dimensiones debían esclarecer el sentido de los programas revolucionarios en el país, en la medida en que eran leídas y releídas dentro del debate, empezando por la de 1848 en Europa, la Comuna de París, la Revolución Rusa, la Revolución China, la Revolución Cubana, y las revoluciones de liberación nacional, incluyendo la por entonces presente, la revolución vietnamita. Y, por supuesto, se discutía sobre el sistema universitario: La educación, la universidad, qué hace, su deber ser, el poder, la reforma universitaria, el cogobierno, el movimiento estudiantil, su carácter (gremial, político, su lugar en la lucha de clases), la organización estudiantil, sus mediaciones, organizaciones formales, los profesores, su papel, su organización, las tendencias políticas, sus propuestas y estilos…

Un solo ejemplo puede ilustrar aquella compleja ilación conceptual y política, y las dos caras del reformismo y del extremismo que los socialistas señalaron como típica de la JUPA al debatir su conceptualización y su estilo, según pudimos citar anteriormente:


“En los países coloniales y semi-coloniales, señala Lenin, ‘los movimientos democrático-burgueses, en parte acaban de empezar, en parte están lejos de haber terminado (Lenin, “La revolución socialista y el derecho de las naciones a la autodeterminación”, Obras escogidas, p. 164). De ahí que existan todavía, por regla general, naciones oprimidas y no desarrolladas desde el punto de vista del capitalismo. En tales naciones hay todavía objetivamente tareas nacionales generales, a saber: tareas democráticas, tareas de derrocamiento del yugo extranjero (Lenin, “Sobre la caricatura del marxismo y el economicismo imperialista” -1916-, Moscú, Editorial Progreso, p. 18). Es por tanto en esta situación, ‘una idea reaccionaria buscar la salvación de la clase obrera en algo que no sea el mayor desarrollo del capitalismo’, pues ‘la revolución burguesa es extremadamente beneficiosa para el proletariado. En cierto sentido, la revolución burguesa es más beneficiosa para el proletariado, que para la burguesía (Lenin, “Dos tácticas dela socialdemocracia en la revolución democrática”, Obras escogidas, pp. 72-73)”. (Crisis…, 1971).



Y la cara extremista:


“La actitud ante la lucha de las masas marca una línea divisoria entre los revolucionarios, por una parte, y los oportunistas y reaccionarios por otra”, (Crisis…, 1971: 129).



Una secuencia enunciativa de los encuentros nacionales estudiantiles que se desencadenaron durante seis meses, entresacada de varios de los autores que hemos venido citando, puede dar una idea de lo vertiginoso y dinámico de los hechos:

El 21 y 22 de febrero se realizó el I Encuentro Nacional de Estudiantes Universitarios en la por entonces sede principal de la Universidad del Valle, en el barrio San Fernando de Cali, con delegados de veinticinco universidades. Allí se creó el Comité Nacional de Solidaridad Estudiantil, se aprobó el apoyo a la huelga en la Universidad del Valle, incorporar sus demandas al programa nacional del movimiento y realizar una movilización nacional el 26 de febrero; y poco después, justo ese mismo día, se desataron los acontecimientos de movilización y represión en la Universidad del Valle y en varios sitios de la ciudad de Cali.

El 13 y 14 de marzo se realizó el II Encuentro Nacional de Estudiantes Universitarios en Bogotá. Participaron 38 delegados de universidades públicas y privadas y se aprobó el Programa Mínimo, que se hizo público el 16 de marzo durante el levantamiento del paro en la Nacional, y sería ratificado en el siguiente Encuentro, el 4 de abril en Palmira). Si bien el Programa fue ratificado por 29 universidades y en su momento solo la Universidad Gran Colombia no lo ratificó, no fue producto de un consenso.

El 3 y 4 de abril, en la sede Palmira de la Universidad Nacional, se desarrolló el III Encuentro Nacional de Estudiantes Universitarios que ratificó el Programa Mínimo. Se examinó la coyuntura política bajo Estado de Sitio, la militarización, el incremento de la represión y la falta de respuesta del gobierno.

El 24 de abril se realizó el IV Encuentro de Estudiantes, en Cali y de forma clandestina. Se rechazaron los decretos del gobierno, los cierres de universidades y la represión. También se planteó la necesidad de articular al movimiento estudiantes de bachillerato y profesores, llamar la atención de los trabajadores para que se pronunciaran sobre la represión militar y solicitar la libertad de los detenidos. El Encuentro convocó una huelga nacional de 48 horas los días 5 y 6 de mayo.

Entre el 18 y el 24 de mayo se llevó a cabo, en Bogotá, en la Universidad Distrital el V Encuentro Nacional de Estudiantes Universitarios. Estaba planeado para realizarlo en Barranquilla, pero días antes fueron apresados allí varios líderes del movimiento, por lo que se decidió cambiar la sede. Se acordó trabajar por la apertura de las universidades, ratificar el Programa Mínimo, rechazar la comisión de reforma universitaria propuesta por el gobierno, exigir la libertad de los estudiantes detenidos e impulsar un Congreso Nacional de Universidades para discutir la reforma. El primero de junio el gobierno derogó los decretos 580 y 581 Entre tanto, los problemas internos del movimiento se agudizaron.

El 3 de junio se inició en Medellín el VI Encuentro Nacional de Estudiantes, se ratificó la lucha por el cogobierno como el principal objetivo, pero, debido a la división que el tema suscitó, no hubo declaración conjunta sino una constancia firmada por 16 delegados sobre “la imposibilidad de cumplir las tareas impuestas en el V Encuentro debido a la dispersión de las masas estudiantiles”.

El 6 de julio se aplazó indefinidamente el Congreso de Universidades propuesto por el movimiento estudiantil, pues la mayoría de los dirigentes estaban encarcelados. El 26 de junio fueron arrestados Leonardo Posada, de la Juventud Comunista (Juco) y, el 29, Marcelo Torres de la Juventud Patriótica (Jupa).

Dichos Encuentros se realizaron en medio de movilizaciones masivas, y nacionales, y negociaciones con las directivas universitarias y con el mismo gobierno nacional, como lo que revela la siguiente cita:


“Entre abril y julio la situación fue un permanente tira y afloje por parte del gobierno y los estudiantes. La Universidad de Antioquia fue cerrada el 22 de abril y reabierta el 14 de junio. Ese mismo día se decretó nuevamente un paro; igual situación vivió la UPTC, cerrada el mismo 22 de abril y reabierta el 22 de junio. El 13 de julio la parálisis era total en este centro de educación superior. La Universidad de Nariño fue enviada a vacaciones el 28 de abril, los estudiantes regresaron a clases el 14 de junio y el primero de julio fue ocupada militarmente; igual situación se presentó en las Universidades del Cauca, Atlántico, Pedagógica, de Medellín, Cartagena e Industrial de Santander. (…) En la Universidad Industrial de Santander, el 13 de abril, se presentó una dura confrontación entre la policía nacional y los estudiantes, apoyados por los Colegios Santander, Tecnológico y la Escuela Nacional de Comercio. El enfrentamiento dejó un total de veinte heridos, dos de ellos de gravedad. La universidad fue tomada por la policía en una batalla campal que duró desde las 2:00 hasta las 5:30 de la tarde. Jorge E. González Romero, estudiante del Colegio de Santander en 1971, relata cómo eran este tipo de confrontaciones entre estudiantes y fuerza pública: Cuando había huelgas en la UIS llegaban al Colegio Santander diciendo ‘compañeros santanderinos, la Universidad Industrial se encuentra en cese de actividades, por tal motivo necesitamos su apoyo’, y se iba todo el mundo a apoyar a la UIS. Eso era un fenómeno. Recuerdo que a la Nacional de Comercio, que quedaba más arriba, y al Tecnológico Dámaso Zapata, también los hacíamos salir. Ese sector era totalmente estudiantil. Los paros y todos los mítines eran bien organizados por comités, por eso digo que los grandes sindicalistas y los grandes líderes de hoy en día se hicieron allá, porque comenzaron a captar qué ordenes debían impartir, cómo debían hacerlo y qué requisitos debía tener cada estudiante”. (Acevedo y Crucely, op. cit.: 231-232).



Y, de otra parte, negociaciones, y acuerdos, e incluso reconocimientos de las nuevas formas organizativas estudiantiles, después del aniquilamiento de las existentes durante los años 60:


“El cogobierno se logró en la Universidad Nacional de Colombia (sede Bogotá) y en la Universidad de Antioquia. Marcelo Torres expresa con las siguientes palabras el mecanismo que llevó al cogobierno: ‘Ahí —en ese momento— ya no actuaba el Comité Nacional de Solidaridad porque no había acuerdos sobre la viabilidad del Cogobierno. Entonces se firmaron acuerdos entre el Comité Ejecutivo, así se llamaba la dirección de los comités de base de la Nacional, y el Ministerio de Educación; igualmente entre el Consejo Estudiantil de la Universidad de Antioquia y la gobernación del departamento. De esos acuerdos salieron unos decretos. En el caso de la Nacional, uno del gobierno nacional y en el caso de la de Antioquia, otro del gobernador, declarando insubsistentes a los antiguos Consejos Superiores y disponiendo la creación de nuevos organismos. Para el efecto señaló la fecha de las elecciones y los procesos electorales para constituirlos. Jorge Arias De Greiff, quien ocupó el cargo de rector en la Universidad Nacional de Colombia, recuerda precisamente sobre (la conformación eleccionaria del cogobierno): ‘Las elecciones fueron de por sí un proceso interesante. Contra lo esperado por los esperanzados en las ‘mayorías silenciosas’, grupos estudiantiles preparados en los ‘Comités de Base’, lograron las máximas votaciones y no hay que olvidar que los Comités de Base eran tan académicos como políticos y que su representatividad era válida”. (Pardo y Urrego, 2003).



El contenido de las conclusiones de los encuentros (Puig y Zuluaga, 1974, y Crisis…1971), revela, por lo demás, las etapas por las que atravesó el movimiento, y su desenlace relativo con la instauración del cogobierno:

Edwin Cruz plantea al respecto:


“La protesta estudiantil de 1971 configura una contienda en tres momentos. Entre febrero y mayo la iniciativa fue de los estudiantes quienes, pese a la represión, se unificaron en torno al Programa Mínimo (y a la solidaridad, agregamos ahora). Entre mayo y octubre, el gobierno avanzó, pues empezó a disputar el contenido de la reforma y el movimiento estudiantil comenzó a sufrir divisiones. Entre noviembre de 1971 y mayo de 1972, se dio la ambigua experiencia del cogobierno, que terminó por dividir más al movimiento”. (Cruz, 2016: 3).



Y El Socialista, sobre los hechos, precisó:


“Buscar las vías que nos conduzcan del origen del ‘cogobierno’ a su modificación por parte del gobierno. Este camino pasa por la evolución del movimiento estudiantil, de la ubicación de su papel en las diferentes coyunturas, de las diversas políticas establecidas en su dirección y de su correlación de fuerzas, y finalmente de su constitución en una fuerza política al servicio de los diferentes intereses de clase, según domine una u otra de las tendencias que toman asiento en su interior: 1971: de la revolución al reformismo. La reflexión histórica sobre la larga movilización estudiantil del primer semestre de 1971 nos sitúa al movimiento estudiantil jugando un papel fundamental: a) Vinculado a las movilizaciones campesinas y de maestros, sosteniendo una presencia política en la confrontación con el Estado. b) Enfrentamiento directo al papel de clase burguesa de la universidad, denunciando la función de dominación y reproducción de la ideología burguesa que opera a través de la marcha normal de la academia. Confrontación que pone en crisis la eficacia de la escuela sobre su objeto específico: el estudiantado. La denuncia da comienzo a la crisis universitaria. Estos aspectos fueron mantenidos durante el período de ofensiva, donde se manifiesta con mayor claridad el dominio de una política revolucionaria. Este período es marcado por una intensa represión gubernamental. Es en el terreno de la represión, y encontrándose solo en la escena política, cuando el movimiento estudiantil elabora las reivindicaciones del Programa Mínimo. (Y entonces) el gobierno combina una vasta represión (allanamientos, encarcelamientos, cierres de universidades, asesinatos, etc.) con una respuesta a la política reformista pequeñoburguesa, delineando una reforma específicamente burguesa. (…) Por una parte, la política reformista, dominante en la correlación de fuerzas interna (del movimiento), constituía al movimiento estudiantil en una fuerza política reformista al servicio de la pequeña burguesía. Por otra, la táctica aventurera facilitó al gobierno la labor represiva, instaurando el decreto 1259 y el régimen de los rectores plenipotenciarios.

“(Decretos) 1259-2070: De la represión al cogobierno. (…) La dictadura burguesa halla su instrumento de ejercicio en el decreto 1259 que da el poder a los rectores, respaldados por la fuerza pública. Respondía a dos necesidades del Estado: La principal, buscar una salida política… La otra garantizar la puesta en marcha de los planes educativos, elaborados sin esperar a darle estatuto jurídico y constitucional a la reforma universitaria. Se desenvuelve así la lucha estudiantil en medio de la represión y manteniendo las ‘banderas rojas’ del reformismo que se radicalizaba con o sin las masas al no ver concretada su cuota de ganancia (el primer punto del Programa Mínimo), exponiendo el movimiento a una dura represión.

“Coyuntura electoral y decreto 865 (que derogó el cogobierno)”. La política de la Jupa, que se había manifestado reformista en el movimiento estudiantil, adquiere toda su dimensión reaccionaria, al participar el MOIR en las elecciones de Concejos y Asambleas (los otros mamertos eran ya viejos en eso). Su política general conlleva su resquebrajamiento en el estudiantado, que ya en condiciones diferentes, se apresta a desarrollar la lucha contra el ejercicio electoral de la democracia aburguesa y a solidarizarse con el magisterio. Es el momento en que la política revolucionaria recupera de nuevo el mando… (…) Es en el marco general de este nuevo conflicto, cualitativamente diferente, como hay que entender las actuales medidas del gobierno. (…) El Estado reflexiona sobre la eficacia del ‘cogobierno’ como amortiguador de la lucha revolucionaria estudiantil, señalando que ‘como todo ensayo en materia universitaria, la coparticipación es un proceso experimental que bien puede necesitar revisión o ajuste —carta a Galán, mayo 5 de 1972—. Falló el experimento, luego es necesario revisarlo y ajustarlo.”110



Como se ve, se trata de vicisitudes de la complejidad de la lucha de clases, en el trasfondo del escenario político nacional. A ese respecto, también el periódico El Socialista, en su tercera entrega, precisa el tema, y además abrió la discusión sobre la incidencia del movimiento estudiantil sobre el país, dentro de lo que caracterizó como el perfeccionamiento de la centralización del gobierno y de la máquina de la represión en el país:


“Las transformaciones políticas que en el Estado burgués se han sucedido no son un producto histórico de la lucha nacional de la clase obrera organizada políticamente contra él, sino un resultado de movilizaciones nacionales de otros sectores sociales, siendo relevantes por su proceso de radicalización contra el Estado durante los últimos tiempos, la del movimiento estudiantil y de maestros, así como la de sectores dedicados a la producción agraria. (…) han sido básicamente estos movimientos los que han imprimido por sus luchas cambios en el Estado como en sus aparatos, cambios ante los cuales las luchas parciales de los obreros han tenido que enfrentarse en esta fase histórica del desarrollo de sus luchas respectivas. (…) Localismo y reformismo han sido los corolarios necesarios en la conformación de la conciencia de clase del movimiento obrero colombiano. (…) Ha sido en el trascurso de estas luchas como el movimiento estudiantil, campesino y de maestros han venido radicalizándose rompiendo poco a poco con el reformismo burgués y estalinista. Y ha sido durante este proceso social en el cual las políticas tanto de la pequeña burguesía como de la burguesía en sus diferentes fracciones y fundamentalmente en las actitudes políticas de ellas a nivel estatal se han venido transformando. Estas luchas han impuesto el Estado burgués transformaciones objetivas, cambios tanto en los procedimientos políticos a utilizar para garantizar su reinado político como en los aparatos de represión para asegurar más directamente los mecanismos a través de los cuales controlar la movilización de estos sectores. En la actualidad, cuando estas luchas van adquiriendo una faz más radicalmente opuesta al reformismo burgués, estos cambios se hacen más evidentes: van desde la búsqueda desesperada de los partidos burgueses y pequeñoburgueses (que cada día se asimilan más a las pretensiones burguesas como el PC, MOIR, ANAPO, Democracia Cristiana, etc.) de integrar a la juventud a las instituciones de la democracia burguesa, tal como ocurre con la propuesta de asistir a los 18 años a la urnas, tratando de golpear lo que ha sido el alfa y el omega de la radicalización del movimiento estudiantil, su clara política abstencionista, hasta el perfeccionamiento de los aparatos represivos de Estado: señalamos por ejemplo la creación de la llamada ‘Fuerza Disponible’, encargada durante las movilizaciones de masas de reprimir la presencia en las calles de la ‘insurgencia estudiantil’; la creación de la ‘Defensa civil’, instrumento represivo este que intenta mantener a través de una política demagógica de ‘colaboración social’ un mayor control sobre cada una de las manifestaciones de la vida social”. (El Socialista N. 3, anexo).



Ya desde el número 1, el periódico El Socialista había hecho un llamado:


“Para los revolucionarios socialistas se impone un periodo de reorganización del movimiento estudiantil a nivel nacional y en particular en la Universidad Nacional. Este periodo debe llevar a un fortalecimiento del movimiento, en un amplio debate sobre la organización de masas que lleva a su creación con objetivos claros, con una amplia y profunda agitación que denuncie la política general del Estado burgués contra el movimiento revolucionario, y que se concretiza para la acción estudiantil en la expulsión de compañeros de la Universidad del Valle, el encarcelamiento de dirigentes estudiantiles, la ocupación militar de los predios universitarios, etc. Para ello debe reanudarse el debate ideológico de masas, sometidas por la academia a la apatía e indiferencia, e impulsar la denuncia del nombramiento del rector como implemento de la política represiva (…) Aunque sería importante buscar un aliado en el movimiento profesoral, dado su grado de conciencia política y de organización, y dadas las condiciones objetivas que afronta con la táctica que adopta el gobierno con él, no es posible esperar de ellos una acción inmediata, siendo más importante poner el énfasis en la generalización del combate, buscando con la acción estudiantil influenciar e impulsar con un debate político una orientación revolucionaria de los profesores. Es en el éxito de esta campaña, donde radica la transformación del período defensivo en una victoria ofensiva”. (El Socialista N. 1. 1972. Anexo)



Como sabemos hoy, otro fue el destino de ese empeño. Pero esa es ya otra historia…

IV. Epílogo. Nota sobre el destino de aquellos empeños

La profunda y amplia creciente de las aguas desbordadas de los sueños y empeños de aquellos tres años (1970, 1971 y 1972), se explayó de todos modos como una ola de cambios en la sociedad nacional, incontenibles a pesar de la violencia y de la rigidez de un sistema político cuyas élites prefirieron apostarle a la identificación de la juventud con la insurgencia guerrillera, y a responder a los anhelos de transformación social y política con la violencia, como pasó en todo el continente, inspiradas por los últimos estertores de la Guerra Fría y por una estrategia de represión y aniquilamiento de los avances campesinos y de los trabajadores.

Un primer impacto directo del movimiento fue el retiro de los gremios económicos y de la iglesia de las universidades públicas, cuyo protagonismo hasta entonces era central en sus formas de gobierno, hasta el punto de que de su papel se derivó la convicción de la dimensión anticapitalista de aquellas luchas, en tanto se estaba derrotando una forma táctica de las clases dominantes de convertir la universidad en un mero aparato de apoyo a la acumulación capitalista, pero también porque se trataba de los elementos de mediación política en que se había apoyado todo el sistema de dominación desde la crisis de los partidos tradicionales enfrentados a través de sus bases sociales en la Violencia de los años cincuenta.111

Y con ello se produjo la fundamentación de la autonomía de las universidades públicas más allá de lo efímero del cogobierno, así se hubiese incrementado la tendencia de creación de universidades privadas que cumplieran la función de reproductoras de la ideología dominante y de la fuerza de trabajo necesaria al funcionamiento del modo de producción capitalista, la cual entró en una verdadera orgía especulativa de algunas élites económicas en torno a las llamadas desde entonces “universidades de garaje”, un negocio que afectó la calidad de la educación superior pero consolidó la cooptación de las clases medias ilusionadas con el ascenso social a través de la educación.

De otra parte, los empeños revolucionarios se afirmaron en el horizonte urbano como eje de las transformaciones revolucionarias, aunque de formas contradictorias derivadas del peso del problema agrario en la estructura del capitalismo dependiente, y de la visión de las tendencias políticas gradualistas y reformistas que no asumieron rupturas con las visiones lineales propias de la Tercera Internacional y de la mayor parte del maoísmo. En efecto, “de todo ello se extrajeron en todo el país los ingredientes teóricos de los nuevos partidos y movimientos políticos que irían a marcar la década del setenta. E incluso de los viejos, que después de este choque no volverían a ser los mismos, aunque solo fuera por el hecho de que, enfrentados a esta explosión de ideas, se veían obligados a reconstruir sus fundamentos. Hasta en el ámbito de la lucha armada en el que surgiría después el M-19” (Moncayo, H.L., 2006).

Ello sucedió a pesar, pero también en parte gracias al peso de la contrarreforma agraria que se impuso justo al inicio del movimiento, definida como el Pacto de Chicoral según el lugar del Tolima donde fue firmado el 9 de enero de 1972 entre los grandes terratenientes y el gobierno de Pastrana; y al de la reforma laboral regresiva impuesta por el siguiente gobierno (López Michelsen), como ejes de la decisión de sepultar las expectativas revolucionarias populares, junto con el abandono definitivo de sus propias posibilidades como fracciones del capital y partidos políticos de abrirle camino a unas reformas distributivas e igualitarias de su sistema económico y político, en aras de imponer a sangre y fuego un desarrollo rural y urbano bajo el imperio de su avidez rentística, que muy pronto dio curso a otras transformaciones, permeadas por el auge del narcotráfico, desde las cuales nada volvió a ser lo mismo en el país, convertido paulatinamente en otro escenario cuando desde los años ochenta desembocó en el universo desatado de la globalización capitalista, la cual generó entre nosotros prontas actualizaciones del pensamiento crítico, afirmando la contemporaneidad ya ganada de los debates, la investigación y la producción intelectual.

Como hitos meramente ilustrativos, se amplió el campo de la historia como disciplina, y de la educación como campo complejo (el movimiento pedagógico); se empezó a traducir, a editar y a leer y discutir el marxismo renovado de André Gorz y otros que jalonaron la crítica del leninismo; a Toni Negri y Michael Hardt y muchos otros en torno a las transformaciones del capitalismo mundial; a filósofos asociados al campo libertario como Spinoza (ediciones en la Facultad de Filosofía de la Universidad del Valle); y a profundizar en el sentido de la crítica social y cultural como crítica política; en todo lo cual fueron claves profesores de las universidades, y centros de pensamiento como el Sicoanalítico de Cali, el de Mujer, Género y Sexualidad en la Universidad Nacional y en la Universidad Central, entre muchos otros espacios y dinámicas. Dentro de las obras de dichos profesores, hoy conocidas con cierta amplitud en el país, se destacan los libros de Víctor Manuel Moncayo, cuyo ensayo sobre el movimiento abre este libro; Estanislao Zuleta, Florence Thomas, Mara Viveros, Renán Silva, Gonzalo Sánchez, y muchos otros.

Pero la violencia, acuñada como “la represión” desde la dinámica misma del movimiento, se consolidó como la parte de la ecuación de violencia y desarrollo configurada desde los años veinte en el país como modelo de respuesta combinada frente a las aspiraciones y luchas de los movimientos sociales, hizo ante todo de las suyas en el sentido del “perfeccionamiento” de la centralización política del Estado propia del devenir capitalista entrañado en la lucha de clases, como lo anunció desde agosto de 1972 El Socialista N. 3 recordando al joven Marx, quien, ante una coyuntura similar después del desenlace de las luchas entre 1848 y 1851 en Europa, que de modo especial en Francia fueron sepultadas por los designios de la dictadura de Napoleón III y las transformaciones impuestas por Barón Haussmann en Paris. En su balance de esos cuatro años, Marx escribió:


“Finalmente la república parlamentaria, en su lucha contra la revolución, se vio obligada a fortalecer, junto con las medidas represivas, los medios y la centralización del gobierno. Todas las revoluciones perfeccionan esta máquina en vez de destrozarla”.112



Dentro de ese tenor, en el año 1971, mientras se levantaban los movimientos urbanos y hacía sus últimos esfuerzos el movimiento campesino, se estaba llevando a cabo el exitoso durante algunos años cerco de aniquilamiento y liquidación del ELN, la guerrilla que había nacido del ímpetu y del compromiso juvenil de comienzos de los años sesenta, en Anorí;113 y se empezaron a recomponer los factores de fondo de poder dentro del régimen político nacional, como los mencionados en torno a las contra-reformas agraria y laboral, junto con el perfeccionamiento desde el punto de vista dominante de instrumentos de la represión y de la guerra contrainsurgente, dentro de los cuales no fue menor el surgimiento de lo que en ese momento se llamó la Fuerza disponible de la Policía Nacional, verdadero antecedente del hoy tristemente célebre Esmad, ya bien adentrados en el siglo XXI.

Con todo ello se produjo el efecto más profundo de esas luchas: el “sistema” —como se lo llamaba dentro de la búsqueda de comprender su lógica dominante integral—, que además de su condición estructural moderna asociada al capitalismo contemporáneo, plagado de la tradición cultural de unos esquemas sociales al mismo tiempo dependientes y excluyentes, tomó un aliento de cincuenta años más de desprecio y marginación de lo popular, durante los cuales solo la espiral intrincada de una guerra sucia y degradada como la que produjo más de diez millones de víctimas hasta bien entrado el siglo XXI, pudo sostener el andamiaje de una democracia formal y de un “progreso” o “modernización”, impulsados por relevos de las élites centrales a cambio de élites regionales mafiosas que llevaron a su máxima expresión la simulación que en los años cuarenta había señalado un autor como el distintivo de la sociedad colombiana, en esta ocasión desbocada hacia el despojo y la exclusión, combinados con arribismo, populismo asistencialista y altisonancia propia de los nuevos ricos y del sálvese quien pueda. “Colombia es una sociedad culta, pero no civilizada”, señaló en plena República Liberal Hernando Téllez, uno de los más lúcidos ensayistas del país en los albores de la encrucijada de aquellos años.114

En efecto, solo exactamente cincuenta años después de aquellos intentos de transformación revolucionaria del país, cuando escribimos este ensayo, pudimos, inevitablemente conmovidos, asistir a otro relevo, esta vez gubernamental, en el cual dos dirigentes como Gustavo Petro y Francia Márquez, verdaderos tipos sociales salidos del universo de las víctimas y al mismo tiempo del mundo de una lucha desigual como la que nos ha tocado afrontar en las últimas décadas, representan en sí mismos una perspectiva de futuro distinto, así nos y les esté tocando de hecho asumir con dificultad los dos sentidos del debate de aquellos años: el del cambio, en el cual se decanta cada vez más claramente el tenor del reformismo de las tendencias políticas maoístas y de la JUCO, ligadas a las aspiraciones de la República Liberal; y el de la transformación profunda del modelo de desarrollo, aun ligada a la ilusión de un capitalismo popular e igualitario.

Pero, a pesar de todo, como sucedió en Francia y otros países durante los años siguientes de aquellas luchas de mediados del siglo antepasado,115 los restos del naufragio insurgente fueron apareciendo diseminados por las calles, entreverados en los campus universitarios o acumulados en el fondo de los procesos sociales nacionales, en formas relativamente similares al salto cualitativo del pensamiento crítico, que allá produjo textos capitales de la crítica del capitalismo, como El dieciocho Brumario de Luis Bonaparte, o el mismo Capital, poesías como las de Baudelaire o Rimbaud, y renovaciones artísticas y culturales como las del impresionismo y el expresionismo, entre muchas otras.

Aquí, en efecto, muy pronto empezaron a salir a flote las piezas necesarias para reconocer el país y develar las lógicas del dominio capitalista, resolviendo con creces los llamados de principios de los años sesenta sobre la necesaria investigación de la realidad del país.

Me refiero al que fue tal vez el hilo más palpable de los resultados perdurables de las luchas y esfuerzos juveniles durante el cruce de la década del sesenta a los setenta: el de aquel primer componente de modernidad de que hablaba Perry Anderson al comienzo de este ensayo, junto con el de la inminencia de la revolución social: el académico, la investigación, que como seguramente se vio, en nuestro caso se juntó con la reflexividad y el pensamiento crítico que campearon en otros escenarios distintos pero complementarios a la universidad, y en el movimiento estudiantil del 71, y que hemos intentado registrar en estas páginas.

Para citar un solo ejemplo, en el año 1978, apenas un lustro después del reflujo estudiantil y universitario, y a un año del levantamiento popular del paro cívico de 1977, se publicaron cuatro libros que hoy son emblemáticos de la revisión crítica de nuestra historia y del develamiento de las hegemonías económica, política y cultural en el país. Me refiero al Manual de historia de Colombia, que se editó bajo la coordinación de Jaime Jaramillo Uribe; Colombia hoy, compilado y prologado por Mario Arrubla; Luchas obreras y política laboral en Colombia, escrito por Víctor Manuel Moncayo y Fernando Rojas; y la novela de Luis Fayad, Los parientes de Ester.116

En la primera obra participaron en el tomo I dedicado a las sociedades prehispánica y colonial, nombres relacionados con los espacios de apertura del pensamiento en el país durante los años cuarenta y sesenta, como Jaime Jaramillo Uribe, Gerardo Reichel Dolmatoff, Juan Friede, Germán Colmenares, Jorge Palacios, Alberto Corradine, Francisco Gil Tovar y María Teresa Cristina; en su segundo tomo, sobre el país del siglo XIX, en ese mismo orden Javier Ocampo López, Jorge Orlando Melo, Salomón Kalmanovitz, Álvaro Tirado Mejía, Margarita González, Fernando Díaz Díaz, Germán Téllez, Eugenio Barney Cabrera y Eduardo Camacho Guizado; y en el tomo III, siglo XX, Jesús Antonio Bejarano, Darío Mesa, Miguel Urrutia, Jaime Jaramillo Uribe, Germán Téllez, Germán Rubiano y Rafael Gutiérrez Girardot, los cuales en su mayoría egresaron de la Universidad Nacional, y algunos de Los Andes, el Rosario, la Javeriana, y las Pedagógicas de Bogotá y Tunja.

En Colombia hoy, los citados a lo largo de este libro Mario Arrubla, Jesús Antonio Bejarano, Salomón Kalmanovitz y Juan Gustavo Cobo Borda, llevaron sus análisis hasta avanzada la década de los años setenta, y signaron las rupturas que hemos venido reseñando, en su orden, en los campos social, de la industrialización, agraria y cultural.117

En Luchas obreras y política laboral en Colombia, sus autores pusieron en blanco y negro la conceptualización sobre las relaciones entre las luchas reivindicativa, económica y política, que había sido eje de los debates entre las tendencias políticas del movimiento estudiantil del 71, antes de ofrecer el panorama de las luchas del movimiento obrero, el sindicalismo, el desarrollo industrial y las reformas laborales durante el siglo XX, hasta lo que llamaron “la insurrección del 14 de septiembre” de 1977.

La novela de Luis Fayad, por su parte, avanzó en la narrativa urbana, desbrozando un camino relativamente escaso en el país hasta esa década de mirada sobre la clase media, abierto desde los años treinta por José Antonio Lizarazo, que por lo demás también fue recuperado con la edición de sus obras en la Biblioteca Básica colombiana, N. 36 (Novelas y crónicas, Bogotá, Colcultura, 1978).

Desde 1975 y 1976, Juan Gustavo Cobo Borda (1975a), por su parte, había publicado los dos tomos de Obra en marcha, de 319 y 602 páginas respectivamente, en los cuales publicó escritos de setenta y tres autores, muchos estudiantes y profesores universitarios en los años 60 y 70, algunos consagrados muy pronto como referentes ineludibles de la literatura colombiana desde entonces. En el tomo I, por ejemplo, publicó textos en prosa, entre otros, de Arturo Alape, Alonso Aristizábal, Roberto Burgos, Ricardo Cano Gaviria, Alberto Duque López, Luis Fayad, Paula Gaitán, Amalia Iriarte, Jairo Aníbal Niño, Julio Olaciregui, Armando Romero, Darío Ruiz, Héctor Sánchez, Germán Santamaría; y poemas, para mencionar solo algunos, de José Manuel Arango, Fernando Garavito, Jaime García Mafla, Santiago Mutis, Augusto Pinilla, Álvaro Rodríguez y Nicolás Suescún; y en el tomo II, textos de Harold Alvarado Tenorio, Martha L. Canfield, María Mercedes Carranza, Oscar Collazos, Germán Espinosa, Marvel Moreno, Rafael H. Moreno Durán, Carmiña Navia Velasco, Jorge Eliécer Pardo, Juan Manuel Roca, Benhur Sánchez, Anabel Torres, Umberto Valverde, Amparo Villamizar y Policarpo Varón, entre otros. La mayoría de los cuales participaron de forma directa o indirecta de los movimientos universitarios reseñados.

Pero donde se revela plenamente la tarea de la academia como tal en aquellos años, especialmente en la investigación, es en el libro ya citado de Mauricio Archila, François Correa, Ovidio Delgado y Jorge Eduardo Jaramillo (editores), Cuatro décadas de compromiso académico en la construcción de nación, en cuyos recuentos se detallan los alcances de la profundidad de la tarea reveladora y crítica de la realidad nacional, construida por profesores e investigadores antaño estudiantes, militantes y/o activistas. Allí se abarcó a manera de balance el papel de todos ellos en las diferentes áreas de las ciencias sociales desde la restructuración y/o fundación de los diferentes departamentos disciplinarios durante los años sesenta y setenta.


“La institucionalización de las ciencias sociales y humanas en Colombia (y en su centro pionero, la Universidad Nacional), es relativamente cercana en el tiempo, (y fue posterior) a países como Brasil, Argentina o México. En estos retrasos incide el carácter periférico del país, lo cual se expresa en la ya referida geopolítica del conocimiento (…) (pero también) la circunstancia de que en el país tuvo lugar una modernización que puede denominarse tradicionalista (Melo) o gradualista (Jaramillo), en donde existían instituciones religiosas, partidos políticos y sectores intelectuales hostiles a la dimensión secularizadora, modernizadora y en muchos casos crítica de los conocimientos, propuestas y prácticas académicas, propias de estos saberes, los cuales son resultado de la modernidad, a la vez que han contribuido a su consolidación, pero también a su crisis. (…) Con todo, es indudable que en estas instituciones universitarias se han formado varias generaciones de profesionales en Colombia, se ha legitimado un gran campo del saber contemporáneo, y se ha creado ya un corpus de teoría local, pero con parámetros internacionales”. (Jaramillo, 2006).



Un aspecto relevante en dicho balance, el señalamiento de Gabriel Restrepo sobre la escisión de la sociología en torno al análisis de la sociedad o del Estado, y a la recuperación de su carácter aplicado en las relaciones entre la intelectualidad y la gestión pública, que produjo durante todos estos años, entre otras cosas y de alguna manera también como efecto de las tensiones entre el pensamiento crítico y la búsqueda efectiva de transformación social de aquellos años, el abordaje de espacios institucionales públicos (estatales, de ongs y comunitarios) por parte de muchos investigadores sociales, que ha redundado en complejos y grandes aportes del pensamiento a la dilucidación de reformas como la descentralización (1985), los estudios sobre la violencia y los procesos de paz de esa década, la Constitución de 1991, y las revelaciones sobre los nuevos ciclos de violencia y masiva acumulación por despojo acrecentados desde el fin de siglo XX, hasta llegar a la Comisión de la Verdad, pasando por los informes del Grupo de y la Comisión de Memoria Histórica.

De otra parte, según las dimensiones propuestas sobre la complejidad, “la política en movimiento” y las transformaciones civilizatorias o culturales presentes o impactadas por el movimiento, también hubo fragmentos perdidos. En efecto, dentro de lo que podríamos llamar como los restos más dispersos del naufragio, se fueron diluyendo en sus incidencias políticas en medio de los reflujos de los movimientos y el peso de la creciente violencia, los intentos de fundamentar nuevas lógicas políticas a partir de la crítica del mesianismo-voluntarismo militar cristiano (Zuleta), de la teoría del partido, de la democracia y del mismo estalinismo como forma hegemónica del socialismo realmente existente (los independientes de la Universidad Nacional o las Ligas Socialistas a partir del año 1973, y la Liga Comunista Revolucionaria, surgida avanzados los años setenta como sector crítico dentro del trotskismo), junto con la crítica de la retórica de la acción, propia del M-19, basada en “idealizaciones en la vida individual y colectiva” (Zuleta y el Grupo Ruptura de Cali). Esos intentos se hicieron cada vez más débiles dentro de las nuevas configuraciones de unidad de la izquierda en el país, en los nuevos contextos de las violencias cruzadas de los años ochenta:


“Después de varias coyunturas de luchas exitosas y más o menos radicales, como aquella en que se conjugaron las huelgas de Vanitex, Indupalma, Conalvidrios, Riopaila, y muchas otras, el movimiento obrero sufrió una dura derrota en el año 76 que inició lo que a nuestro parecer fue un período de recomposición del régimen político dominante, durante el cual se intentaron reconstruir vanguardias como la del devastado ELN de comienzos de la década, o las de juvenil y entusiasta M-19 bajo la primera crisis energética de postguerra y la recomposición industrial que anticipó en muchos sentidos lo que después se conoció como cambio de modelo de sustitución de importaciones que había impulsado la Cepal, luego como apertura económica, y finalmente globalización, pues se inició el proceso de superación del modelo fordista de organización capitalista. Se trataba de paradojas en la vida nacional y especialmente de la izquierda partidista que no pudieron ser interpretadas cabalmente, ni mucho menos superadas por los proyectos alternativos”. (Correa, 2015).

“Los cambios en la población sindicalizable (mayor nivel educativo, creciente participación femenina, caída porcentual del trabajo manual, agotamiento de la industrialización intensiva en mano de obra), combinados con una fuerte presión de la fuerza de trabajo, debilitaron el sindicalismo obrero, cada vez más fragmentado por la calificación y especialización de la mano de obra. Aparecieron los sindicatos de clase media, más fuertes en el sector de empleados públicos, grupo ocupacional que creció más de ocho veces entre 1960 y 1990. La diversidad sociológica y regional de las poblaciones de trabajadores y empleados, y el desinterés de la clase política en los sindicatos, explican la zigzageante trayectoria de los movimientos sindicales durante todo el período. Los trabajadores y empleados del sector público habrían de radicalizarse, menos quizá por la influencia de las ideologías de izquierda, que por la facilidad con que los gobiernos pueden manejar la política anti-inflacionaria fijando el nivel salarial de (aquellos). La clase obrera, de por sí reducida por dichas razones históricas, empezó a sentir el peso de esas limitaciones de las políticas económicas y del devenir nacional en cuanto a lo productivo, y se redujo el movimiento sindical pasando del 13 % al 3 % de trabajadores afiliados… (Palacio, 2003).



Se estaba ya en el país que resultó de aquella violenta recomposición capitalista que había sido anunciada por Jesús Antonio Bejarano en su trabajo de 1978 publicado en Colombia hoy, frente a la cual los movimientos alternativos ya se habían reconfigurado de una forma contradictoria que de nuestra parte denotamos así en 1989:


“Cuatro elementos políticos y organizativos se destacan actualmente en el movimiento revolucionario colombiano, en su estado actual: La Unión Patriótica, UP; la Central Unitaria de Trabajadores, CUT; la Coordinadora Nacional Guerrillera, CNG; y los movimientos populares regionales. (..) y tras sus combinatorias organizativas y políticas el movimiento popular aún pugna por una expresión política directa. (…) Esa es la razón de fondo de la actual paradoja de nuestra situación: la CUT y la UP aparecen para muchos como las grandes conquistas de cuarenta años de lucha, y sin embargo nada tan controvertido ni tan afectado por la actual ambigüedad de sentimientos en la izquierda; y la CNG, por su lado, cristaliza la unidad sin el radicalismo que sostuvo a dicho movimiento en otras épocas. Mientras tanto, en el trasfondo, persiste una profunda desmovilización de las bases de trabajadores industriales… El movimiento popular regional, por su parte, afronta el reto de asumir el nuevo carácter de las regiones y proporcionar un terreno verdaderamente radical a una política que busca desdoblarse desde la abstracción electoral de lo nacional, hacia la abstracción electoral de lo municipal. Estas paradojas son, pues, fuertes y complejas. Nunca antes como hoy combinamos de modo contradictorio una crisis tan honda y un optimismo tan marcado. Parece que la diversidad de nuestra geografía y los saltos abruptos de nuestra historia contemporánea se hubiesen instalado en la diversidad de sentimientos que hoy nos domina: los partes de guerra son de triunfo, pero es precaria la constatación política de nuestras fuerzas de conjunto; combinamos la euforia y el estupor, el escepticismo y la esperanza, el nihilismo y el activismo, no siempre en cabezas y corazones diferentes; y asistimos por años a la perpetuación de unas propuestas políticas defensivas en el movimiento sindical y popular, al lado de verdaderas ofensivas o despliegues militares (propuestos como) revolucionarios; y el pensamiento crítico aún es mantenido aparte, cuando asume él mismo culpas que han logrado cargarle. En general mantenemos un sentimiento de inminencia e inevitabilidad de los levantamientos populares, al tiempo que reiteramos que a dicho pueblo no se le puede hablar más que lo simple y lo sencillo, la reivindicación más inmediata y transicional, en una extraña y compleja combinación de certeza estratégica, incertidumbre y confusión inmediata, y simple reafirmación en objetivos locales concretos. (…) Ahí está el otro aspecto de la herencia del período, y la dinámica de la lucha. En ellas habrá que plantearse también el problema de recuperar el pensamiento crítico, articularlo en el movimiento popular y generar un real avance de la lucha social que resuelva esa obligada diferenciación entre una izquierda que propone, promete, se angustia y lucha, y sectores sociales que por su lado padecen y se mueven… Se trata de hacer un cambio en el concepto de oposición, trasladándola desde la mera oposición política soñada, hacia una real oposición social. Allí está el sentido de una posible superación de las paradojas que se ciernen hoy sobre todos. (…Y) sólo así se podrá evitar que este cruce de períodos en el país, dé simplemente otra vuelta de tuerca a la noria de la esperanza de nuestro pueblo”. (Correa, 1989).



El movimiento estudiantil en ese entonces estaba pasando por uno de sus peores momentos, dentro de la descomposición nacional (Pardo, 2006); antes de vivir el extraño renacimiento conocido como “la séptima papeleta” que condujo a la asamblea constituyente de 1990-91, en la cual otra vez las élites se aproximaron a grupos estudiantiles, este vez procedentes prioritariamente de las grandes universidades privadas, para impulsar la reconfiguración de su régimen político, acuciados e ilusionados con la globalización y los designios de las fórmulas neoliberales, pero también cuestionados por la crisis de los derechos humanos y el nuevo “festín de violencia” a hombros del narcotráfico.

Pero ya hacía una década más o menos que estábamos asumiendo nuevos puntos de partida para también recomenzar la crítica. Abriendo los ojos y creando puentes hacia la Colombia profunda, urbana, donde anidaban los movimientos libertarios e igualitarios de género y sexualidad, y ambientalistas; o hacia los territorios indígenas y de comunidades negras que, por lo demás, no hicieron parte del cuadro de análisis social que se hacía en aquellos años de comienzos de los setenta, en la medida en que se los inscribía dentro de un horizonte que debía de forma teleológica asistir a su desaparición “por el desarrollo de las fuerzas productivas”.

Y leyendo, publicando, elaborando y discutiendo. A Toni Negri, por ejemplo, cuya crítica del capitalismo post-fordista que se estaba instalando en el mundo, abordó la superación de aquella división entre economía y política que Arrubla caracterizó tempranamente como el secreto de la dominación de ese sistema, y abrió nuevos caminos para asumir e interpretar el antagonismo entre la valorización del capital, y la valorización de la existencia humana:


“Las luchas sociales, esto es, aquellas que se emprendían en la fábrica y las que se libraban en el territorio, pueden ser consideradas ahora de manera unitaria: La concepción de que la explotación atraviesa toda la sociedad e incluso la individualidad, y que, por otra parte, la diferencia entre lo sindical y lo político, entre lo personal y lo económico, y entre lo individual y lo productivo, cobra cada vez menos importancia, se afirma en la auto-valorización. Auto-valorización individual y colectiva íntimamente ligadas. Sin embargo, el concepto de auto-valorización no es sólo importante porque recoge y unifica los nuevos elementos que configuran la fuerza productiva en el post-fordismo: En efecto, la auto-valorización consiste en poner el alma en el trabajo, en interpretar la parte positiva, creativa y radicalmente alternativa del rechazo del trabajo (asalariado).” (Negri, 2004: 14-15).



Notas

65 “Según Rodríguez (1978: 74-75), desde el 1 de enero de 1966 hasta el 1 de junio de 1971 hubo 2268 días de huelgas estudiantiles (6 años y 21 días). En las universidades privadas el paro fue de 410 días, el 18,1 %, mientras que en las públicas fue de 1858 días, el 81 %. Si se observan las cifras por universidades, se encuentra que 218 días de huelga afectaron a la Universidad Nacional, 205 a la de Cartagena, 153 a la del Atlántico, 134 a la del Valle y 103 a la del Cauca. En cuanto a las universidades privadas, la de Medellín registró 89 días de paro, frente a 85 de la Libre de Barranquilla, 55 de la Libre en Bogotá y 44 de La Gran Colombia. Incluso las universidades de mayor estatus fueron afectadas: los Andes con 17 días, el Rosario con 12 y la Javeriana con 3” (Edwin Cruz, 2018). Sobre la proliferación de universidades privadas, el aumento de la población estudiantil, y la reconfiguración urbana y de las clases medias y populares, y las luchas sociales de los primeros años de la década de los años setenta en el país, ver el primer ensayo y los anexos de este libro.

66 Con la excepción de las luchas de los años veinte, sepultadas por las reconfiguraciones políticas de los 30 con el inicio de la República Liberal, como se verá más adelante.

67 Dos de cuyas cartas sobre las luchas de 1971 se incluyen en el anexo de este libro. Antonio García había estado ligado a la República Liberal en varios sentidos, entre los cuales la escritura de su Geografía económica de Caldas.

68 La serie de monografías: François Houtart, La Mentalidad religiosa y su evolución en las ciudades;Orlando Fals, La Teoría y la Realidad del cambio sociocultural en Colombia; Lynn Smith, Sociología Rural. La Comunidad y la Reforma Agraria; Juan Friede, Los gérmenes de la emancipación americana del siglo XVI; Roberto Pineda, El Impacto de la Violencia en El Tolima: el caso de El Líbano; Virginia Gutiérrez, La medicina popular en Colombia; Camilo Torres, La proletarización de Bogotá; Orlando Fals Borda, Campesinos de los Andes. Estudio Sociológico de Saucío; La transformación de América Latina y sus implicaciones sociales y económicas; y La educación en Colombia. Bases para su interpretación sociológica; Germán Guzmán, Eduardo Umaña Luna y Orlando Fals, La Violencia en Colombia.

69 Gerardo Molina fue, además de rector, director de la Revista de la Universidad Nacional entre 1944 y 1950, en cuya “sección de filosofía, letras y artes aparecen esporádicamente como colaboradores Pedro Salinas, Roger Caillois, Paul Valéry, Amado Alonso, Andrés Holguín, José Luis Romero, Rafael Carrillo, José María Ots Capdequí, Danilo Cruz Vélez, Juan David García Bacca, Luis Cardoza y Aragón, León de Greiff. Las otras secciones se caracterizan por los aportes de profesores e investigadores de la universidad; no hay mayor participación de fuera, excepto cuando éstos se preocupan por los problemas nacionales. (…) a partir de 1950 vienen tres años de silencio (de la revista), tres años lo suficientemente largos como para hacer un gran blanco sobre la etapa que culmina y reaparecer nueva pero no renovada, envejecida. Después de tres años reaparece para conformar la que habrá de ser la parte más oscura y retardataria de sus épocas”. Claudia Cadena Silva (1990: 43-52).

70 Un momento anterior, con especificidades, fue el de las luchas de los años 20, cuyas dimensiones modernizadoras han sido analizadas por Carlos Uribe Celis (1985 y 1992), Tirado (1981), y Jineth Ardila (2021).

71 “El primer grupo de alumnos estuvo integrado por Alberto Ceballos, Luis Duque Gómez, Alicia Dussán de Reichel-Dolmatoff, Gabriel Giraldo Jaramillo, Edith Jiménez de Muñoz, Blanca Ochoa de Molina y Eliécer Silva Celis. Más adelante se graduaron, entre otros, Francisco de Abrisqueta, Milcíades Chaves, Virginia Gutiérrez de Pineda, Roberto Pineda, Carlos Angulo Valdés y Graciliano Arcila”. (José Francisco Socarrás, “El Instituto Etnológico”, en El Tiempo, 25 de agosto 1993).

72 Un análisis pionero del tema, el de “Historia de la Tendencia Socialista”, escrito por “Los Independientes”, que hacían parte de la misma, en el contexto de una reflexión dentro de Prensa Obrera, donde estuvieron un breve período (mimeo, 50 páginas, archivo personal HDC). Otra tendencia que se expresó especialmente en la Universidad Nacional en Bogotá, fue de “La Plaga”, como se detalla más adelante.

73 “Acerca de esta publicación cultural y política anota Alfredo Iriarte: “Naturalmente Crítica, no era, no podía ser, la creación de los moradores de la torre de marfil. Era una publicación eminentemente literaria pero que mal podía aparecer ante sus lectores colombianos atiborrada de sagas escandinavas, leyendas indostánicas, teogonías persas o epopeyas sajonas en tanto que la fuerza pública diezmaba a los campesinos colombianos a todo lo largo y ancho de un territorio lacerado por la criminal empresa de exterminio que se montó desde las altas esferas del poder contra las gentes humildes de Colombia. En consecuencia, Zalamea, en la precaria medida de las posibilidades que permitía el despotismo, disparaba sus dardos contra las iniquidades del régimen”, en Andrés López Bermúdez (2010).

74 Sobre las revistas, ver la serie del Boletín Cultural y Bibliográfico de la Biblioteca Luis Ángel Arango, números 18, de 1989, 23 de 1990, y 27 de 1991, en las cuales hay ensayos, en la primera citada sobre la revista de la Universidad de Antioquia 1935-1988, de Santiago Londoño Vélez, y en la segunda sobre la revista de la Universidad Nacional “o la tradición de la ruptura”, de Claudia Cadena Silva; y las publicaciones de la colección Colcultura en la serie del mismo nombre, que incluyó volúmenes dedicados a revistas más antiguas como Voces (compilación y prólogo de Germán Vargas), y Revista de las Indias, 1936-1950, selección de Álvaro Miranda. Allí también títulos sobre Mito (compilación y análisis –“Lectura de Mito”, de Cobo Borda —1975—), y Eco (1960-1975. Ensayistas colombianos, compilación e índice por el poeta Álvaro Rodríguez).

75 Un lúcido análisis al respecto, expuesto a comienzos de los años 70, el de Libardo González (1975), dirigente de Prensa Obrera.

76 Jorge Graciarena (1971), citado por Gaceta Obrera (1971), cuya crítica sobre la ideologización del movimiento, anticipó el ya clásico texto de Estanislao Zuleta “Sobre la idealización en la vida individual y colectiva” (1985). Sobre los grupos bohemios e intelectuales, ver la biografía intelectual de Zuleta y Arrubla, Jaramillo (2021); las memorias de Eduardo Gómez (2020); el libro de Jorge Vallejo (2006); la revista Aquelarre (2014), y el Boletín Cultural y Bibliográfico de la Biblioteca Luis Ángel Arango dedicado a Mario Arrubla (octubre de 2022).

77 Leopoldo Múnera (1998) utiliza esta figura para caracterizar las relaciones entre poder y movimientos populares, especialmente a partir del cierre del periodo que aquí analizamos, ya avanzados los años setenta. Un aspecto relevante de ese tipo de “saltos” en los procesos históricos, han sido los vacíos o fisuras de la memoria en que han estado los que podemos llamar “gigantes olvidados” de la modernización social misma, como las luchas de los artesanos y obreros de los años veinte, ANAPO y las masas populares urbanas en los setenta; el variopinto perfil político del M-19; y el surgimiento y devenir de Luis Carlos Galán, nombrado ministro de educación en medio del auge del movimiento estudiantil; cuyos espíritus e impactos se expresaron en gran parte de los procesos de reconfiguraciones de la izquierda y si se quiere del centro en Colombia desde entonces, y se siguen expresando en la naturaleza compleja y contradictoria del actual gobierno del Acuerdo Nacional por el Cambio. Sobre los años veinte, ver Tila Uribe, Los años olvidados, (1994; los trabajos de Carlos Uribe Celis, ya citados; sobre Anapo, César Augusto Ayala Diago, Resistencia y oposición al Establecimiento del Frente Nacional. Los orígenes de la Alianza Nacional Popular (ANAPO), Colombia 1953-1964. (1996), y Ramiro Lucio, “ANAPO y ANAPO Socialista”, en Gallón (1989); sobre el M-19, el trabajo de Mario Luna, “Resistir es vencer. La hipérbole política y militar del M-19” (2002) —Mario Luna fue dirigente de los Independientes de la Tendencia Socialista, y después de las Ligas Socialistas—; y los libros de Darío Villamizar.

78 A este respecto, Héctor Moncayo señala, cosa que compartimos, que incluso los movimientos estudiantiles de Latinoamérica se anticiparon en muchos de sus contenidos al emblemático mayo del 68 francés y europeo (comunicación personal, noviembre de 2022).

79 Revista Estrategia N.1 —en realidad un formato de periódico tabloide—, pp. 1 y 6 (archivo personal HDC).

80 En los dos sentidos no siempre convergentes que tomó la expresión de “tomar partido por el proletariado”, del Manifiesto Comunista de Marx y Engels, entre “dirección” o sentido de las posturas de crítica teórica y práctica al capitalismo como perspectiva —Rosa Luxemburgo—; o como dirección en cuanto Estado Mayor —el Partido, Lenin—.

81 Algunos aducen que esta lucha fue posterior, pero ya se estaban fraguando las bases de esa crítica. Ver artículo de Gladys Jimeno, dirigente de la tendencia Socialista y estudiante de sicología en la Universidad Nacional en 1971, comentando el libro “Problemas de la liberación de la mujer” (Jimeno, 1976), en el cual advierte sobre una tercera forma de opresión de la mujer —además de la sexualidad y la familia—: la opresión en el partido político” —p.100—).

82 “‘Curar la vida’, solía decir el gestor y director de la única experiencia de ‘Puertas abiertas para la locura’ realizada en una institución psiquiátrica colombiana, Héctor Alfredo Cruz, médico de la U. Nal.”. Ver Neira Gómez (2000).

83 Con base en Jesús Rafael Bolívar (2017: 234-252).

84 Entrevista a Aura María Puyana, 2004, en Nicolás Rudas, “La violencia y sus resistencias en la Universidad Nacional de Colombia. Seis décadas de revolución y democracia en el campus”. Bogotá, Facultad de Ciencias Humanas, Universidad Nacional, 2019, pp. 91-92.

85 Para recordar solo algunos, ver Los Independientes “Historia de la Tendencia Socialista” (1971); Edgar Ospina (s.f. 1973?); Libardo González (1975); el libro Proletarización, ya citado, de la Corriente M-L. etc.).

86 Tal vez no sobra recordar que ambos abandonaron el colegio sin terminar el bachillerato, porque no solo muestran las dimensiones del trabajo y el carácter crítico de sus aportes personales, sino también porque son una entrada al tema poco explorado del campo de la educación y del campo intelectual no formal en la génesis de la izquierda en el país.

87 Un sector, originado en grupos como Diario Latino y Gaceta Obrera, acabó orientándose en un segundo momento hacia las luchas agrarias, alentado por las movilizaciones campesinas, y luego fundando la Unión Revolucionaria Socialista, URS, de fuertes acentos socialdemócratas que reprodujeron algunos aspectos de la revolución por etapas a partir de lo que proponían como aperturas democráticas necesarias a despejar el camino de las siguientes. Ver el periódico El Manifiesto, 42 números, que salió a partir de 1974.

88 “Discurso de Marcelo Torres, (dirigente de la JUPA), ante el Consejo nacional de Rectores”, fragmentos en Crisis…

89 Tendencia Socialista “Reforma universitaria y revolución socialista. Ponencia en el VI Encuentro”. Publicada en el libro Crisis…

90 Juventud Patriótica, JUPA, “Nuestra política en el movimiento estudiantil”, publicado originalmente en el periódico Juventud Patriótica, abril de 1971, e incluido en el libro de Crisis Universitaria colombiana 1971, p.91 y ss. En este documento, y en el siguiente dentro de la misma publicación, “La particularidad de la contradicción en la universidad”, profusas citas de Mao Tsé Tung, “Sobre la contradicción”, “Sobre la práctica”, y “Rectifiquemos el estilo de trabajo en el partido”, y de El capital, de Marx.

91 Sobre este y otros aspectos, ver María Eugenia Vásquez, Escrito para no morir, Bogotá, varias ediciones; y Mario Luna Benítez, “Resistir es vencer. La hipérbole política y militar del M-19”, Informe final de año sabático, Departamento de Ciencias Sociales, Universidad del Valle, enero de 2006 (copia mecanográfica, archivo HDC).

92 Hoy esa tragedia, que comprometió al gobierno cubano al dar abrigo a su asesino hasta su muerte, ha sido develada también desde la novela de Leonardo Padura, El hombre que amaba los perros (Bogotá, Tusquets, 2009).

93 En el caso del ELN, ver Medardo Correa Arboleda, Sueño inconcluso. Mi vivencia en el ELN. Bogotá, Findesarrollo, 1997.

94 Como se sabe, el pensamiento crítico es necesario para abordar una complejidad como la descrita, que unos años después se convirtió en un referente del pensamiento político en el mundo globalizado a partir de los procesos que se abrieron justamente en la década de los años 70, tales como Edgar Morin, Ulrich Beck y Toni Negri, y en el país de modo especial, Víctor Manuel Moncayo.

95 Sobre su tarea como rector y profesor, ver Universidad Nacional (2001). Gerardo Molina y la Universidad Nacional de Colombia. Molina, por lo demás, fue rector de la Universidad Libre a comienzos de los años 60.
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A manera de cierre: aprendizajes sociales y políticos de la lucha estudiantil de los años setenta para pensar la reforma de la Universidad en el siglo XXI

Carolina Jiménez Martín118

Han transcurrido cinco décadas desde la emergencia del movimiento estudiantil de 1971 y de la conformación del cogobierno de la Universidad Nacional de Colombia. Una lectura en retrospectiva de estos acontecimientos devela el significado político y cultural que tuvieron para la época. Se destacan contribuciones tanto en el ámbito educativo en específico, como en la discusión política y económica del orden nacional.

Frente al sistema de educación superior son importantes, entre otras, las propuestas lideradas en torno a: 1. Autonomía y democratización de la vida universitaria; 2. Reforma orgánica de la Universidad y su función social; 3. Defensa del carácter público y gratuito de la universidad; 4. Investigación y desarrollo científico-técnico y el aporte de las universidades en ese proceso.

Al nivel de la organización política y económica del Estado nacional son significativos los debates propuestos frente a la intervención extranjera, especialmente estadounidense, en asuntos referidos a la organización y gestión de la administración pública. También, las demandas por una reforma agraria y por garantías al ejercicio de los derechos políticos, especialmente el de la huelga. Y finalmente, una elaborada reflexión sobre la dominación capitalista, la subversión armada y la lucha de clases.

Ahora bien, aunque el carácter ordenador de estos asuntos da cuenta de un movimiento estudiantil vigoroso, reflexivo y con un horizonte disruptivo y transformador, es claro que una serie de acontecimientos y rasgos impidieron su fortalecimiento y despliegue.

Por una parte, se destaca la represión y estigmatización estatal que se expresó, entre otros en asesinatos, encarcelamientos, desapariciones y cierres de las Universidades; acciones propias de una forma dictatorial que se configuró como un dispositivo estabilizador del orden social vigente y neutralizador de expresiones de resistencia. Por la otra, esa “abigarrada constelación de organizaciones y tendencias políticas de izquierda”,119 denotaban a su vez la riqueza y diversidad (grupos comunistas, maoístas, trotskistas y socialistas), pero también la dificultad política de tender puentes que les permitieran articular y robustecer las luchas.

Esta obra nos ha permitido aproximarnos a todos estos asuntos, pues sus referencias y amplias descripciones de los hechos acaecidos entre 1970-1972 tienen un amplio valor histórico, cultural y político para conocer y comprender las vivencias del movimiento estudiantil y los derroteros de las universidades públicas y privadas en Colombia.

Ahora bien, el valor de esta obra trasciende la comprensión histórica, sus contribuciones se sitúan en el momento presente, pues permite abstraer una serie de aprendizajes sociales y políticos de la lucha estudiantil de los setenta para pensar la reforma de la Universidad en el siglo XXI.

Iniciada la tercera década del presente siglo nos encontramos con una universidad en crisis. Se ha venido desconfigurando su horizonte ético-político: la búsqueda de una sociedad justa y democrática; y se ha encaminado en un régimen de competencia subordinado a los intereses de la “sociedad corporativa del conocimiento”. De ahí que se ha afianzado una Universidad Neoliberal (Laval, 2021) que ha implicado el despojo del derecho a la educación y afirmado la comprensión del conocimiento como un recurso de uso compartido.

La devaluación y pérdida de los objetivos sustanciales de la universidad explican la crisis que atraviesa, la burocratización de la que es objeto y la pérdida de reconocimiento social y comunitario que hoy la acompaña. De ahí la urgencia de avanzar en una reforma universitaria que permita re-situarla como espacio privilegiado para la producción de un conocimiento relevante que atienda a los intereses de igualdad, justicia y democratización demandados por la sociedad.

Y justamente ante este desafío enorme que implica pensar la reforma de la universidad se sitúan los aprendizajes del movimiento estudiantil y el cogobierno universitario de los setenta. En efecto, tal como expresa Hernán Darío Correa, “la condición nacional, moderna, reflexiva y esencialmente política del movimiento” se constituye en un rasgo determinante para las luchas del tiempo presente.

Así las cosas, es preciso valorar la riqueza de sus formas organizativas, el carácter contra-hegemónico expresado en “elementos de ruptura con los valores e imaginarios sociales dominantes”,120 el sentido antimperialista y su rechazo a cualquier forma de injerencia internacional, la construcción de agendas programáticas para la universidad de cara al país soñado, los vasos comunicantes con los diversos sujetos sociales que participan en la disputa política. En síntesis, su reconocimiento como movimiento y sujeto revolucionario es central a la hora de situar las luchas en defensa de la Universidad pública en el siglo XXI.

Y si bien no se trata de “reencauchar” procesos que se corresponden con tiempos y sujetos históricos distintos, sí se trata de activar la memoria de las luchas, recuperar las experiencias y aprendizajes políticos, y con ello desplegar una profunda imaginación social, política, educativa y pedagógica para re-inventarnos la universidad que queremos para el país que soñamos.

Notas

118 Profesora del Departamento de Ciencia Política de la Universidad Nacional de Colombia (Sede Bogotá) carolinajimenezm@gmail.com

119 Caracterización utilizada por Víctor Manuel Moncayo en este texto.

120 Rasgo destacado por Hernán Darío Correa en este libro.


ANEXOS


Elementos del sistema universitario a comienzos de los años setenta121

Daniel Felipe Useche Daza

Que la ciudad de Bogotá ha sido tradicionalmente el epicentro económico, político, social y, para lo que nos interesa, educativo del país, es un lugar común en la literatura. Sin embargo, lo mismo no es predicable de las disquisiciones estadísticas que en las diferentes épocas soportan esta afirmación, de suerte que el potencial de las cifras para ilustrar los cambios histórico-sociales que han hecho posible la consolidación de esta circunstancia generalmente no se ha explotado en toda su magnitud. A continuación, se presenta una caracterización del sistema universitario que pretende suplir esta falencia a partir de la adaptación de los datos del sector de educación superior publicados por el Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación (ICFES) entre los años 1970 y 1973, reproducidos por Lucio y Serrano (1982), así como de otras estadísticas nacionales y departamentales relevantes divulgadas a través de diferentes informes por parte del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE, 2021) y el Departamento Nacional de Planeación (DNP, 1999), las cuales brindan un adecuado contexto a lo acaecido respecto del sistema universitario nacional en los años de estudio.

Análisis zonificado de cobertura de las Instituciones de Educación Superior (IES)

Para presentar las cifras más importantes del sector de educación superior en la segunda mitad del siglo XX, el ICFES agrupó a 23 de las 30 a las entidades territoriales en seis grandes zonas, a saber: las Zona Norte y Centro-Occidental, conformadas cada una por siete entidades; la Zona Centro, conformada por cuatro; la Zona Sur-Occidental, por tres; y finalmente las Zonas Noroccidental y Nororiental, conformadas cada una por dos entidades. Entre las entidades territoriales no zonificadas se encuentran Arauca, Putumayo, San Andrés, Amazonas, Guainía, Vaupés y Vichada.

Sin embargo, puede decirse que para el año 1973, más de la mitad del territorio nacional carecía de una cobertura mínima del nivel educativo superior, a consecuencia de la falta de IES en la mayoría de las entidades territoriales. Sin embargo, a partir de 1974 el nivel de cobertura territorial aumentó de modo considerable con la creación de nuevas IES en seis de ellas, con lo que el número entidades territoriales excluidas de este nivel educativo pasó de 16 a 10 en muy corto tiempo.

El resultado natural de esta falta de cobertura de educación superior en las regiones fue una centralización profunda del servicio con Bogotá y Antioquia como epicentros educativos del nivel superior, los cuales desarrollaron altos grados de cobertura que contrastaban ampliamente con sus respectivas poblaciones.

La distribución de la cobertura de educación superior en el país no obedeció en los años de estudio a criterios poblacionales, pues mientras las zonas sur-occidental y norte superaban en este aspecto por un margen considerable a la zona nor-occidental, esta última ocupó con holgura el puesto de segundo epicentro educativo de educación superior, superando a ambas regiones por casi seis puntos porcentuales respecto del total de inscritos en IES.

De esta forma, la concentración de la oferta educativa de alto nivel pareció obedecer más a criterios económicos y políticos, convirtiendo al sector de educación en una de las principales aristas del centralismo de aquellos años. Un dato permite poner esta afirmación en sus justas proporciones: mientras que la población de Bogotá multiplicaba a la del Atlántico alrededor de dos veces y media, los alumnos matriculados en IES lo hacían alrededor de dieciséis veces, una diferencia que parece especialmente alta si se tiene en cuenta que se trata de un departamento con condiciones de desarrollo históricamente dentro del promedio nacional o por encima de él.

La expansión del sistema universitario: causas y consecuencias

Ahora bien, es importante decir que la oferta de educación superior se aumentó de manera considerable en el periodo de estudio, expandiéndose en un 45 % entre 1970 y 1973, en contraste con un aumento de la población total del orden de un 10 %. Sin embargo, esta tendencia no se tradujo en una democratización territorial de la educación superior, sino en un aumento progresivo de la cobertura en las entidades territoriales que ya contaban con este nivel educativo. Como se enunció anteriormente, esta profunda centralización solo empezaría a revertirse a partir del año 1974, con la apertura de nuevas IES regionales que aumentaron la cobertura ya no solo en términos absolutos, como en el periodo de estudio, sino también geográficos.

En aras de la claridad, la explicación de este fenómeno expansivo debe ser dividida entre las razones que motivaron la apertura de nuevos cupos universitarios, y las causas de que esto fuera posible, o lo que es lo mismo, los cambios en las condiciones sociales y económicas que permitieron que tales motivaciones se concretaran.

Sobre el primer punto, puede indicarse un creciente hastío regional con la dinámica de traslado de su población estudiantil a los escasos y muchas veces distantes epicentros educativos del país, lo que incidió para que cada departamento quisiera su tener su propia universidad (Tirado, 2014). También resultaron fundamentales las concepciones imperantes dentro del tecnocratismo global de la época, de acuerdo con las cuales la universidad era el medio predilecto para conducir a los países por la vía del desarrollo en tanto espacio de formación de la mano de obra especializada y de producción de conocimiento aplicable a la actividad económica (Lucio y Serrano, 1982). Finalmente, deben mencionarse los intereses del creciente gremio de universidades privadas, que aprovecharon la ventana de oportunidad que representaba la expansión del sistema a través de la monetización de la apertura de nuevos cupos vía pago de matrículas. (Ibid).

En el período de estudio, el Producto Interno Bruto nacional creció en términos absolutos, relativos, nominales y reales, de manera que no importa el indicador de crecimiento económico, pues, independiente de uno u otro término, resulta claro que hubo un aumento de la actividad económica que, aunada a una situación favorable de comercio internacional debida a los altos precios del café, redundó en una mayor disponibilidad presupuestal. (Perry, 2019). Esta fue destinada de manera considerable al sector social, dentro del cual se favoreció el rubro de educación con un aumento del 4,45 % de su participación en el Presupuesto General de la Nación (en adelante “PGN”) entre 1970 y 1973, el cual tuvo una expansión del 167,78 % en ese mismo periodo.122

Otro factor relevante para la expansión del sistema universitario fue el aumento de la tasa de escolaridad urbana y rural, la cual sufrió una fuerte aceleración a partir de 1964, cuando los niveles de variación interanuales se multiplicaron más de tres veces respecto del periodo 1954-1963, y se mantuvieron así hasta 1973, año en el cual se ubicaba en un 4,69.123 Este dato es a la vez causa y consecuencia de las inyecciones presupuestales en el sector de educación, pues es de suyo que a medida que el número de estudiantes de un nivel educativo aumenta, el número de inscritos potenciales en el siguiente también lo hace, generando necesidades apremiantes en materia de ampliación de cupos. Es así como la expansión de la educación básica y media fue un supuesto fáctico necesario para que el sistema universitario hiciera lo propio.

Ahora bien, el aumento poblacional, el dinamismo económico y el incremento de las tasas de escolaridad suponen claros incentivos para la conformación de nuevas IES, pero no explican por sí mismos la dimensión de la expansión del sistema, que comentaremos más adelante. Al respecto, estudios recientes, como el llevado a cabo por Mauricio García Villegas (2019), han establecido una correlación entre la ausencia o la falencia de la regulación del sector educativo de nivel superior, y el aumento de las instituciones que prestan este servicio. Si bien la evidencia empírica recolectada por el autor en comento se refiere a una carrera en particular y tiene una distancia temporal importante respecto del periodo de estudio, su conclusión no solo es extrapolable en virtud de la utilidad o el grado de generalidad del planteamiento, sino por cuanto concuerda con los análisis realizados por los autores de la época.

Así, por ejemplo, lo consideraban Lucio y Serrano (1982), quienes atribuyeron parcialmente a la presión de las universidades privadas el fallido trámite legislativo de la reforma universitaria propuesta por el ministro Galán, en respuesta al Programa Mínimo del movimiento estudiantil de 1971. Dicha reforma, en línea con lo propuesto con los Claustros de profesores, planteaba “la creación de un sistema organizado y regionalizado de educación superior tratando de ponerse al día con una realidad que, con la proliferación anárquica de universidades y pseudo-universidades (sic), va muchos años por delante” (p.78). De esta forma, se planteaba que un Consejo Nacional de Educación Superior, que reemplazaría en sus funciones al ICFES y asumiría otras nuevas, y un total de seis Consejos Regionales, uno por cada zona de las previamente analizadas, serían los ejes articuladores del nuevo sistema, que buscaría modular las consecuencias académicas y administrativas del crecimiento de la universidad colombiana de aquellos años. (Pacheco, 2002).

Sobre el particular, debe acotarse que, si bien a partir de la expedición del acto legislativo 1 de 1968, la inspección de las IES volvió a estar bajo la égida del Estado tras haber estado encomendada a organismos privados, esto no se tradujo en un fortalecimiento del debido control a su calidad académica y dirección administrativa. Lo anterior se evidenciaba en la multiplicación de institutos politécnicos, “caracterizados en general por su bajo perfil social y tecnológico, (… con) una fuerte tendencia a ser convertidos en instituciones universitarias” (Pacheco, 2002: 285), lo que a la postre redundó en la inflación del número de universidades y en el aumento de la heterogeneidad del sistema. Es así como las falencias en la regulación y en el sistema de inspección, vigilancia y control de la educación superior del periodo de estudio, explican parcialmente la expansión del sistema universitario, pues la conformación de nuevas IES no fue un proceso lo suficientemente riguroso y exigente como para disuadir a quienes veían en él una oportunidad económica y no una vía para aportar al desarrollo científico, tecnológico, económico y social del país.

El sistema universitario en cifras

Durante los primeros años de la década de 1970, el sistema universitario nacional era radicalmente distinto de lo que había sido apenas unos años atrás, lapso durante el cual la población estudiantil sufrió una transformación cuantitativa y cualitativa radical (Tirado, 2014). Lo anterior fue producto de un proceso progresivo pero firme de transformación del estudiantado, impulsado, entre otros acontecimientos, por el ingreso de las mujeres a la educación superior; el aumento de la cobertura y la heterogeneidad del sistema universitario comentado anteriormente; los profundos cambios en la distribución demográfica del país, derivada de las masivas migraciones del campo a las ciudades; y por una serie de transformaciones culturales asociadas a la unión de los factores mencionados, los cuales determinaron que las universidades colombianas de aquellos años fueran mucho más diversas en todos los niveles, de lo que habían sido hasta ese entonces. (Tirado, 2014: 328-329).

Uno de los mejores indicadores para establecer el cambio de prioridades sociales que acompañó tales transformaciones, es la evolución del número de inscritos en carreras pertenecientes a las distintas áreas del conocimiento, aunque, según los datos de Lucio y Serrano (1982) —que incluyen el periodo entre 1970 y 1973—, todas las áreas del conocimiento del nivel superior vieron, así fuese en diferentes niveles, aumentos en el número de inscritos entre el inicio y el fin del periodo de estudio, con las notables excepciones de Artes y Religión/Humanidades. Por su parte, las grandes beneficiadas de este proceso fueron las facultades de ciencias económicas y administrativas, que vieron aumentar sus matrículas en un 137,46 %, seguidas por las de educación con un 108,67 %, las de ciencias de la salud con un 65,37 % y las de arquitectura e ingeniería con un 64,09 %. Cabe resaltar el caso de las Ciencias Sociales/Derecho, área con una fuerte tradición en el país que, si bien vio sus inscritos crecer en un nada despreciable 55.13 % durante el periodo de estudio, pasó de ser la segunda con un mayor número de matrículas a la cuarta en un lapso relativamente corto.

De otro lado, para tener una adecuada perspectiva del crecimiento del número de IES a inicios de la década de 1970, fue necesario ampliar un año en cada extremo del periodo de estudio, pues si bien la tendencia creciente en las matrículas de los sectores público y privado se mantuvo sin mayores variaciones en uno y otro (con el notable liderazgo de este último), el mismo fenómeno no se repitió en las IES.

Lo anterior da cuenta de que el proceso de expansión cuantitativa del sistema no fue orgánico ni progresivo, sino que estuvo determinado por el aprovechamiento generalizado de ventanas de oportunidad políticas, económicas y regulatorias por parte de los impulsores de las aperturas, posibilitadas por los factores previamente mencionados. Así, tenemos que, mientras entre 1969 y 1971 únicamente creció el sector privado hasta casi duplicar el número de IES pese a que el número de matrículas creció a la par del sector público, los dos sectores lo hicieron en proporciones igualmente sorprendentes entre 1973 y 1974, sin que ello tampoco sea atribuible a variaciones abruptas en la demanda.

Como conclusión parcial, es posible establecer que las concepciones políticotécnicas imperantes en el país en el período de estudio, no dieron lugar a políticas ordenadas de crecimiento consecuentes con ellas. Por el contrario, la expansión del sistema de educación superior de aquellos años es atribuible a la explotación por parte de actores nacionales y regionales de sus posibilidades económicas, políticas y regulatorias en momentos específicos. Así, la tendencia a la apertura casi simultánea de IES en años clave no fue ni casual ni ordenada, sino un poco de ambas cosas: en otras palabras, fue el producto contingente de una serie de factores que el Estado decidió no tomar la iniciativa de conducir, renunciando así a una estructuración del sistema desde arriba.

Notas

121 Resumen del ensayo elaborado en desarrollo del proyecto que dio lugar a este libro. Por ello y por razones técnicas de la edición, no se incluyen aquí los gráficos ni las presentaciones estadísticas que su autor elaboró, a quien agradecemos su apoyo y comprensión. (Los investigadores y editores).

122 Analizadas las cifras en detalle, no se trató de una decidida reorientación de las prioridades del Estado en beneficio del sector social, pues si bien la participación conjunta del PGN aumentó un 6,43 % en ese lapso, las cifras de los sectores de vivienda, agricultura y trabajo en términos de participación del PGN se debatieron entre los incrementos mínimos y las reducciones, mientras que el aumento de la del sector salud presentó una modesta elevación del 2,63 %.

123 Este es el resultado de dividir la población total en edad de cursar un nivel escolar y el número de inscritos en él. Este dato incluye las tasas de escolaridad primaria y media, que se calculan en los rangos de edad de 7 a 14 y de 12 a 17, respectivamente. (DNP, 1999).


La composición social del estudiantado de la Universidad Nacional 1969-1972124

Diana Catalina Fabra-Parra

“La Universidad Nacional era en los 70’s un espacio enorme, verdiblanco, abierto, sin mallas, que con sólo pisarlo producía un efecto mágico de seguridad y confianza estableciendo el límite subjetivo entre la amenaza y la acogida del hogar”.

(Ospina, 1999: 52)

Caracterizar socialmente a los estudiantes de la Universidad Nacional de Colombia durante el periodo comprendido entre 1969 y 1972 brinda una mirada, si se quiere, de corto plazo sobre las transformaciones que ocurrieron en su distribución de género, edad y origen geográfico. La segunda mitad del siglo XX estuvo marcada por cambios demográficos en el país. Desde inicios de los cincuenta hasta mediados de los setenta hubo un “alto crecimiento poblacional, con tasas cercanas al 3 % promedio anual, como consecuencia de una tasa de fecundidad alta y la disminución de las tasas de mortalidad”. (Ramírez & Téllez, 2006: 45).

Estos cambios demográficos se correspondieron con transformaciones económicas, sociales y culturales, como la industrialización de la economía, la urbanización, y un crecimiento de las principales ciudades del país. Durante estos años “aumentó el peso económico y demográfico de Bogotá, se desarrollaron Cali y Cartagena y retrocedieron Barranquilla y Medellín; el campo se convirtió en periferia deprimida o de vaciamiento por su subdesarrollo” (Murad Rivera, 2003: 61), dentro de un modelo de modernización urbana que produjo una transformación en la composición de la población y en la familia, en sus roles, sus imaginarios y sus expectativas sociales. Para hacer frente a estos cambios, se dieron transformaciones orientadas a disponer de mano de obra para el trabajo, por ello Colombia pasó de tener el 71 % de su población en áreas rurales para 1938, a contar con una población urbana del 61 % para 1973; lo cual produjo una variación cualitativa “en la estructura industrial por el desarrollo tecnológico, [en donde] se tecnifican muchos sectores agrarios, se da una migración acelerada y masiva del campo a la ciudad, se transforma la estructura ocupacional urbana y surgen nuevos grupos sociales: la clase media” (Alvarado et al., 2008: 119).

Estos procesos estuvieron acompañados de la denominada “democratización” de la región. Lo cual conllevó a su vez el inicio del acceso masivo a los diversos servicios sociales públicos, sobre todo para responder a las necesidades de esa nueva clase media que se estaba formando.


En el campo educativo esta evolución comenzó con la masificación de la educación básica; pasó luego a expresarse en la expansión de la educación media y a derivarse en crecientes tasas de aumento de la cobertura de la educación superior conformando el camino hacia su universalización (Rama, 2009: 174).



Junto con las olas migratorias y el aumento demográfico se presentó un incremento en la población juvenil de 15 a 24 años, pasando, según datos de Alvarado et al. (2008), de representar un 18,2 % para 1964 a un 22,5 % del total de la población para 1981. La expansión de esta población no fue de la mano con las posibilidades de ingreso a la educación, sobre todo del nivel superior. Si bien, es cierto que las matrículas aumentaron, estas esconden la realidad social del país y sobre todo sus niveles de desigualdad, por ejemplo, entre el campo y la ciudad o, entre las posibilidades de ingreso entre hombres y mujeres.


De los jóvenes de 20 a 24 años [en 1970], el 1.8 % ingresó a la universidad. Los datos generales ocultan la neta diferenciación existente entre urbanos y rurales, pues de los primeros sólo el 17.3 % queda fuera de la escuela, frente al 36.4 % de rurales que no logran ingresar al sistema educativo. La distancia es aún mayor entre quienes logran finalizar el ciclo escolar primario que son el 39.2 % de los urbanos y sólo el 9.7 % de los rurales (Rama, 1970ª: 864).



En 1970 la matrícula de educación superior era de 85.560 alumnos, y a la par que había un notorio crecimiento de la matrícula, comenzaron a aparecer instituciones de carácter privado que fueron incorporando alumnos conforme sus intereses y condiciones de clase. Esto trajo nuevas dinámicas hacia el papel que tenía para la sociedad la Universidad Nacional como principal centro educativo público de educación superior del país. Como señala Rama, el título universitario constituía un símbolo de prestigio y la Universidad Nacional que lo expedía “era a su vez el centro de socialización de esa élite, de interacciones necesarias para la identificación y solidaridad de los individuos que la componían en el futuro desempeño de clase política” (Rama, 1970b:196). Esta situación, no obstante, cambió desde finales de la década de los sesenta, cuando, con el surgimiento desproporcionado de las universidades privadas y la masificación de la educación superior se pierde el status proporcionado por las universidades públicas y comienzan a tomar relevancia los títulos expedidos por aquellas instituciones privadas que tenían el respaldo de una clase social de élite.

En este panorama sobre la situación demográfica y de los jóvenes durante la década del setenta, junto con el papel que para la época tenía la Universidad Nacional como centro de pensamiento, es que toma relevancia conocer las condiciones de origen, las diferencias de género y de facultades que se presentaban en la institución. Dar una breve caracterización del estudiantado de la Universidad Nacional de Colombia durante los años 1969-1972 enmarcado en esta época de transformaciones, dará luces sobre la juventud de nuestro país y el tipo de sociedad que se tenía. “El origen de los estudiantes universitarios refleja en cada sociedad el sistema de clases sociales y el sistema de poder que estructuralmente la caracteriza” (Rama, 1969: 160). Identificar la comunidad estudiantil también acercará al lector a la situación demográfica de los estudiantes que lucharon por construir un mejor sistema educativo y sobre todo, un mejor país.

Admitidos: Estructura de clases y masificación de la educación superior

“En los 70’s vivíamos una coyuntura compleja, entendida como ‘intersección de diversas temporalidades históricas’, pues, la verdad, modernidad y posmodernidad se nos mezclaban en un solo revoltillo” .

(Ospina, 1999: 54).

Con la modernización de la sociedad latinoamericana y la necesidad de legitimar a las nuevas clases medias, se da una expansión del sistema universitario, evidente en el rápido aumento de la matrícula. “En 1950 ésta sobrepasaba los 10.000 estudiantes, en 1960 se acercaba a los 24.000 alumnos y en 1970 había superado la cifra de 80.000” (Leal Buitrago, 1988: 50). El crecimiento en el número de admitidos dentro de la Universidad Nacional de Colombia se observa en la Tabla N. 4, cuyo incremento fue de un 9 % entre 1969 y 1970. Aquí no es posible comparar con la cohorte de 1971, ya que debido a la coyuntura del movimiento estudiantil y a las acciones colectivas que estaban viviendo el país, ese año la Universidad solo abrió inscripciones durante un semestre. Como se mencionó anteriormente, esta expansión también estuvo orientada por el incremento de instituciones de educación superior de carácter privado. Cataño (1984) afirma que esta expansión pudo crecer sin que se pusiera en cuestión la organización social. Así, iban “surgiendo en su interior nuevas modalidades que toman su base en la calidad, en el nivel académico y en la socialización (‘formación’) ofrecida por las diversas instituciones educativas. La educación se democratiza, pero también se estratifica internamente” (Cataño, 1984: 1).

Ante esta situación, la Universidad Nacional tuvo que construir otras formas para entrar a competir con el prestigio de élite que creían poseer los claustros privados. Uno de los elementos que caracteriza los procesos de admisión de la Universidad es su baja tasa de aceptados frente al número de inscritos semestre tras semestre (el 22,4 % en 1969 contra un 32,9 % en 1972).125 Lo anterior, si bien implica un aumento, sigue dejando a más de la mitad de las personas sin posibilidades de acceder a la educación superior pública. La limitación de ingreso por medio de un examen que clasifica los conocimientos adquiridos durante la escuela primaria y secundaria ha sido una estrategia establecida por la Universidad, en palabras de Rama, para hacerle frente al aumento del prestigio que en el mercado han tomado las universidades privadas como Los Andes y Javeriana, entre otras; y se usa para “utilizar los recursos disponibles en el logro de una alta capacitación técnica que permitiera a los egresados competir con los de las (otras) universidades, tratando de compensar carencia de posición social con conocimientos académicos” (Rama, 1970b: 168).


Tabla 4
Admitidos según origen 1969-1971
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FUENTE: Elaboración propia con base en la información de los Boletines Estadísticos 1969, 1970 y 1971 de la Universidad Nacional de Colombia. En 1971 solo hubo admisiones para un semestre.



Las variaciones en el número de admitidos durante 1969 y 1971 que se observa en la Tabla 4 ejemplifican las dinámicas de los departamentos con relación a la educación superior y sobre todo de los jóvenes y sus lugares de origen. Las celdas que están sombreadas muestran una situación particular. Para el caso de Antioquia, es interesante observar que, a pesar de la coyuntura de 1971, este departamento incluso tuvo un número de admitidos mayor al del año 1970. Caso similar ocurrió con los admitidos de Risaralda, Sucre y los estudiantes extranjeros. Esta lógica es sugerente, en tanto, contrario a disminuir los cupos, aumentaron en comparación con el año anterior o con 1969; por lo cual, aunque se presenta un aumento en el número de admitidos durante estos años, van muy ligados a los procesos de migración y a la dicotomía que se construía entre el campo y la ciudad. Adicionalmente también se considera pertinente tomar en cuenta las sedes regionales, ya que esto también hace que aumente la participación de los departamentos en donde estas se encuentran, con relación al total de los departamentos de origen de toda la comunidad estudiantil, este es el caso de Antioquia, Valle del Cauca y Caldas.

La presencia de estudiantes oriundos de diferentes regiones en la Universidad Nacional no va muy en línea con una verdadera diversificación, porque, como se mencionó anteriormente, el examen de admisión hace las veces de “filtro” a la hora de tener o no posibilidades de ingresar. Por esto, las distancia entre sectores sociales no fue extrema dentro de la institución, porque “en último término la mayoría de los estudiantes de la Universidad Nacional provienen de sectores medios, y porque la escasez de oferta privada en algunas carreras, como medicina, mantuvo una población de origen social alto en la principal universidad oficial” (Rama, 1970b: 198).

La Tabla 5, por su parte, ilustra las variaciones en términos de admitidos por Facultades en las sedes andinas de la Universidad. Para estos datos, no se cuenta con la información de 1969 sino de los tres años siguientes.


Tabla 5
Admitidos según Facultades 1970-1972126
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FUENTE: Elaboración propia con base en la información de los Boletines Estadísticos 1970, 1971 y 1972 de la Universidad Nacional de Colombia.



Entre 1970 y 1972, el número de admitidos aumentó en un 40 % en comparación con el aumento del 9 % que hubo entre 1969 y 1970. Lo interesante de esta variabilidad radica en los momentos que se estaban viviendo durante estos años en la universidad. Dado que la situación era de constante movilización y de paros y cancelaciones, se esperaría que las admisiones disminuyeran, pero a excepción de 1971, año en que se abrió inscripción solo para un semestre, los admitidos por regiones y por facultades aumentaron para 1972. En la Tabla 5, se encuentran sombreados los programas académicos que aumentaron y también los que disminuyeron sus admitidos durante esos años. Para el caso de los programas de Geología, Ciencias pedagógicas, Ciencias matemáticas y físicas y Ciencias biológicas y químicas de la sede Bogotá, tuvieron una disminución en su número de admitidos para el año 1972, siendo Ciencias matemáticas y físicas la que más disminuyó con un 69 % de sus admitidos en comparación con 1969. Para la sede Medellín y Manizales, los programas que disminuyeron sus admitidos fueron las Ingenierías industrial y geológica, y la Ingeniería civil y la Administración de empresas, respectivamente.

Por su parte, los programas académicos que aumentaron el número de sus admitidos en la sede Bogotá, fueron las Ingenierías Eléctrica, Civil, Mecánica y Química, con más del 50 % entre 1970 y 1972. Para el caso de Medellín, las ingenierías también aumentaron sus cupos, especialmente Ingeniería administrativa, mecánica y química. Manizales, no fue ajena a esto, pues el programa que más aumentó en el número de admitidos fue Ingeniería Industrial. El hecho que sean los programas de ingeniería los que más aumentaron sus admitidos es curioso, en tanto que durante estos años y debido a las transformaciones sociales que se estaban presentando en la sociedad, se esperaría que las ciencias humanas y sociales fueran las protagónicas. La situación de las facultades de la Universidad con relación a su número de admitidos refleja cómo “la estructura de clases determina las diferencias de acceso a la educación, y la dinámica del sistema educativo en general” (Cataño, 1978: 1), ya que, aunque el momento social lo propicia, las facultades históricamente predominantes como ingenierías, medicina y derecho, siguieron presentando el número más alto de admitidos durante los años 1969 a 1972.

Estudiantes matriculados: Origen y discriminación de género

El número de estudiantes matriculados entre 1969 y 1972 en la Universidad Nacional presentó variaciones en cada uno de los años. Entre 1969 y 1970 la tasa de matrículas aumentó un 17 %, mientras que de 1970 a 1971 solo aumentó 1,9 %; volviendo a subir a un 15 % de 1971 a 1972. El número de estudiantes matriculados en la institución sube año tras año, no obstante, la tasa de los estudiantes matriculados que tenía la Universidad para 1972 disminuyó en comparación con el aumento de matriculados entre 1969 y 1970, por lo que se puede inferir que las lógicas del movimiento y los años de movilización social también repercutieron en las trayectorias de la Universidad.

Como se mencionó anteriormente, la tasa de jóvenes durante estos años aumentó y junto con el incremento de estudiantes en educación primaria, secundaria y universitaria, la población juvenil vivía años de transformaciones. Esta ampliación de la matrícula, sin embargo, no llevó a una diversificación de las personas en condiciones de ingresar a la Universidad. Como señala Rama (1970b), los jóvenes universitarios constituían un pequeño porcentaje de la población (2 %) en relación con los jóvenes de 20 a 24 años en edad de asistir a las universidades. Además, estos jóvenes son


originarios de un pequeño sector de la población nacional ubicado en la parte superior de las escalas de estratificación ocupacional y educativa que históricamente ha estado vinculado a la universidad y que sigue confiando en ella como la etapa necesaria en la preparación de sus descendientes para los roles ocupacionales y las posiciones de prestigio a conservar o conquistar (Rama, 1970b: 155).



Hablando concretamente de la Universidad Nacional, si bien la mayoría de su población pertenecía a la clase media, esto no la desligaba de las dinámicas propias que debían tener los estudiantes para poder ingresar a la educación superior pública. Por ejemplo, “el Censo Universitario de 1967, mostró que en la Universidad Nacional —que representa el promedio social de las universidades del país— el 61.4 % de los estudiantes provenían de escuelas privadas.” (Rama, 1970ª: 864).

Ante esta situación es interesante realizar un análisis sobre el origen de la comunidad estudiantil de 1969 a 1972 en la Universidad. De la sede Bogotá, los departamentos que más presencia tenían entre la comunidad estudiantil eran Boyacá, Caldas, Cundinamarca, Bogotá, Santander, Tolima y Valle, los cuales en todos los programas académicos de la Sede Bogotá ocupaban los primeros puestos como lugares de origen. En la sede Medellín, por su parte, los estudiantes provenían la mayoría de Antioquia, Atlántico, Caldas y Valle del Cauca; mientras que, en Manizales, los principales lugares de origen eran Risaralda, Valle y Quindío. Por su parte, los departamentos de donde menos provenían las personas matriculadas en la Universidad eran César, Chocó, Córdoba y Sucre.

Aunque cada sede cuenta con sus lugares circundantes como el principal lugar origen de su comunidad estudiantil, lo cierto es que esta situación no puede desprenderse de las lógicas demográficas y de urbanización que tenía el país durante estos años. La Tabla 6 muestra la tasa de crecimiento demográfico en el país durante estos años. De 1964 a 1973 se ve la manera como se estaba presentando un aumento demográfico en los departamentos de Colombia, contando con ocho departamentos con una tasa mayor a 6, estando entre ellos Cesar, Bogotá, Caquetá y Meta.


Tabla 6
Tasa de crecimiento demográfico intercensal, por departamentos
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FUENTE: Tomado de Murad Rivera, 2003: 15.



Por otra parte, el proceso de urbanización también jugó un papel importante en esta expansión de la matrícula de educación superior y de la legitimación de la naciente clase media. Como se observa en la Tabla 7, los principales departamentos que tenían para 1973 más de la mitad de su población en áreas urbanas eran Atlántico, Bolívar, Antioquia, Caldas, Quindío, Risaralda, Tolima, Bogotá, Meta, Santander y Norte de Santander. Contando con una coincidencia del 80 % entre los departamentos con una alta tasa de urbanización y aquellos de donde más provienen los estudiantes de la Universidad Nacional de Colombia.


Tabla 7
Porcentaje urbano por departamento
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FUENTE: Tomado de Murad Rivera, 2003: 19.



De igual manera, no es posible dejar de lado las lógicas migratorias que fueron características durante estos años y que imprimen su influencia en el origen de la comunidad estudiantil. Como afirma Murad Rivera (2003), en 1973 Bogotá, Medellín, Cali y Barranquilla eran los principales centros de atracción para migrantes tanto intra como interdepartamentales. En ese año Bogotá estaba compuesta en un 51 % de personas originarias de Cundinamarca, Boyacá, Tolima y Santander; en Cali, el 55 % de población era no nativa y llegaban de Cauca, Caldas, Quindío, Risaralda, Nariño, Tolima, Antioquia y Huila; y Medellín, con el 48 % de población no nativa, recibió principalmente migrantes de Caldas, Valle, Risaralda y Bogotá.

Ahora bien, con respecto a la matriculas por facultades la Tabla 8 ilustra las Facultades con más y menos matriculados según departamentos de origen, y la Tabla 8 muestra los departamentos con más número de matriculados según Facultades de la sede Bogotá.


Tabla 8
Facultades con más y menos matriculados según departamento en la sede Bogotá






	Departamento

	Mayor # matriculados

	Menor # matriculados




	Antioquia

	Ciencias de la salud

	Ciencias




	Atlántico

	Ciencias de la salud

	Ciencias Humanas




	Bolívar

	Ciencias de la salud

	Ciencias Humanas




	Boyacá

	Ciencias Humanas

	Artes




	Caldas

	Ciencias

	Ingenierías




	Cauca

	Derecho

	Ingenierías




	César

	Derecho

	Ciencias de la Salud




	Chocó

	Ciencias de la salud

	Agronomía




	Córdoba

	Ciencias de la Salud

	Ciencias




	Cundinamarca

	Agronomía

	Artes




	Bogotá

	Artes

	Derecho




	Guajira

	Agronomía

	Ciencias Humanas




	Huila

	Ciencias Humanas

	Artes




	Magdalena

	Derecho

	Artes




	Meta

	Ciencias de la salud

	Derecho




	Nariño

	Artes

	Agronomía




	Norte de Santander

	Derecho

	Ciencias




	Santander

	Ciencias

	Derecho




	Quindío

	Derecho

	Ingenierías




	Risaralda

	Ciencias Humanas

	Ingenierías




	Sucre

	Derecho

	Agronomía




	Tolima

	Derecho

	Artes




	Valle

	Derecho

	Agronomía




	Intendencias

	Agronomía

	Ciencias de la Salud




	Comisarias

	Artes

	Derecho




	Extranjeros

	Ciencias de la salud

	Derecho





FUENTE: Elaboración propia con base en los datos obtenidos de los Boletines de Estadística de la Universidad Nacional 1969-1972.




Tabla 9
Matriculados por Facultades en la Universidad Nacional 1969-1972
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Tabla 10
Porcentajes de Matriculados por Facultades en la Universidad Nacional 1969-1972
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Tabla 11
Departamentos con mayor número de matriculados según Facultad de la sede Bogotá



	Facultad

	Departamentos




	Agronomía

	Cundinamarca, Guajira, Intendencias




	Artes

	Bogotá, Nariño, Comisarías




	Ciencias

	Caldas, Santander




	Ciencias de la salud

	Extranjeros, Meta, Córdoba, Chocó, Bolívar, Atlántico, Antioquia




	Ciencias Humanas

	Boyacá, Huila, Risaralda




	Derecho

	Cauca, Cesar, Magdalena, Norte de Santander, Quindío, Sucre, Tolima, Valle.





FUENTE: Elaboración propia con base en los datos obtenidos de los Boletines de Estadística de la Universidad Nacional 1969-1972.



Lo anterior ejemplifica las dinámicas que poseía cada departamento según el área de conocimiento dentro de la Universidad Nacional. Para el caso de Bogotá, por ejemplo, la Facultad de Artes era la que más estudiantes originarios de la ciudad tenía, con un 54.2 % para 1971, contra una Facultad de Derecho en la cual los bogotanos solo representaban el 20,3 % para el mismo año. Caso contrario de Cundinamarca, cuya mayoría de estudiantes originarios se encontraba en la Facultad de Agronomía mientras la Facultad de Artes era la que menos cundinamarqueses tenía. Con relación a las Facultades, los departamentos de Boyacá, Huila y Risaralda eran los que mayor número de matriculados tenían de Ciencias Humanas, mientras que los departamentos con el mayor número de estudiantes de derecho matriculados eran Cauca, Cesar, Magdalena, Norte de Santander, Quindío, Sucre, Tolima y Valle.

Finalmente, es importante mencionar otra condición de la comunidad estudiantil de la época que, si bien no pudo ser extraída de los datos proporcionados por los boletines estadísticos, sí ha sido abordada por autores como Rama (1970a). Esta característica es el indicador de educación paterna, el cual comprueba cómo operaba el “filtro” de la universidad para los estudiantes matriculados.


“De acuerdo con el indicador de educación paterna se comprueba cómo opera el proceso de selección, en el que más importante que la posición ocupacional es la pertenencia a la subcultura correspondiente a la educación formal de nivel medio y superior” (Rama, 1970a: 865).



Esto es, dentro de los estudiantes que se encuentran matriculados en la institución, la mayoría comparte la característica de que el padre y el abuelo, o en ocasiones solo el primero han alcanzado educación superior; incluso tienen presencia de familiares profesionales universitarios en la familia o poseen educación privada en el ciclo preuniversitario, por lo que confirman que los estudiantes hacen parte de un núcleo familiar que está orientado a obtener la posición social de sus hijos a través de la universidad. (Rama, 1970a).

El papel de las Facultades dentro de los matriculados

Después de analizar la forma como se estructuró la comunidad estudiantil a través de sus departamentos de origen, es pertinente realizar un acercamiento al peso que tenía cada una de las Facultades dentro de la Universidad Nacional de Colombia. Sobre todo, porque la manera como se configuraban las Facultades habla mucho del momento social, académico y científico que se estaba viviendo en el país. La Tabla 9 ilustra el porcentaje que tenía cada Facultad en los años estudiados según el total de los estudiantes matriculados.


Tabla 12
Porcentaje de estudiantes en las Facultades 1969-1972
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Fuente: Elaboración propia con base en los datos obtenidos de los Boletines de Estadística de la Universidad Nacional 1969-1972



La Facultad de Ciencias Humanas era la que más estudiantes matriculados tenía con un 25 % del total de la población estudiantil en la sede Bogotá, seguido de Ciencias de la Salud y Ciencias. Para el caso de Medellín y Manizales, la Facultad de Minas con un 50 %, y la de Ingenierías con 53 %, eran las que más estudiantes tenían. En contraposición la Facultad con menos estudiantes en la sede Bogotá era Derecho con un 3 % en 1972, y en Medellín y Manizales la de arquitectura. La situación de derecho es interesante, sobre todo porque según afirma Leal Buitrago (1988), en 1964 las disciplinas tradicionales seguían con un gran peso en la matrícula, con más del 50 % de los universitarios adscritos a Derecho, Ciencias de la salud e ingenierías.

Las ciencias humanas se destacan durante la época en la cual las transformaciones sociales y las acciones colectivas demandaban análisis profundos sobre la realidad del país. “La década de los años sesenta muestra el inicio de la profesionalización efectiva de las ciencias sociales” (Leal Buitrago, 1988: 49), en donde aparecen las carreras sociales tales como sociología (1959), antropología, historia y trabajo social. Recordando que la primera carrera que se desligó de la tradicional carrera de Derecho fue la Facultad de Economía, fundada en 1945. Durante estos años, es importante el papel que el Departamento de Sociología jugó en la universidad y en el país, para una mirada crítica hacia el contexto nacional.

Vale la pena mencionar, igualmente, que en este marco de sucesos y durante la época, “los sectores críticos en las ciencias sociales fueron anatematizados poco a poco y deslindados de su relación profesional con el Estado. La sociología como disciplina comenzó a ser identificada con el socialismo, con el comunismo y, finalmente, con la subversión” (Leal Buitrago, 1988: 51). No obstante, por esto no dejaron de plantearse debates internos interesantes con respecto a las lógicas internacionales y nacionales que se imponían en Colombia durante los años estudiados. Tal es el caso, como lo reseña Rudas (2020) de la corriente que para 1970 propuso edificar una sociología nacional por la línea de la agitación revolucionaria antiimperialista y en oposición al proyecto de Fals Borda: “Darío Mesa consideraba que era tarea del Departamento constituirse en una barrera a la penetración cultural en nuestro propio cuerpo de cultura, en nuestra propia universidad y en nuestra propia nación” (Mesa, s.f. citado en Rudas, 2020: 101).

Los debates que se construían desde el Departamento de Sociología hacían un llamado a significar lo propio y construir conocimiento desde lo que se vivía en la realidad colombiana.

En un documento producido por el Claustro de Profesores del Departamento en 1971 sobre el campo universitario, se señalaba como el problema principal, que el Estado no hubiera afrontado “los campos que la iniciativa privada no ha llenado. Particularmente el desarrollo científico y tecnológico, muy costoso pero fundamental al país”. Incapaz de desembarazarse del “criterio inmediatista y pragmático que al respecto existe en el sector privado”, la clase dirigente colombiana había sido incapaz de construir una universidad que estuviera en función del interés público:


es claro que la universidad privada sirve más directamente a los intereses de grupos económicos y políticos específicos. Especialmente porque está condicionada económica e ideológicamente y se mantiene dentro de la perspectiva de la clase dominante (…). Aunque la universidad pública ha estado igualmente al servicio de determinados intereses, en la medida de su fortalecimiento científico podrá cumplir cada vez mejor un papel crítico e innovador que la pondrá al servicio de toda la sociedad y no solo del reducido grupo dominante. (Claustro de profesores, 13 de mayo de 1971, citado en Rudas, 2020: 121).



Las ciencias humanas, y de manera especial, la sociología fueron los programas académicos que durante 1969 y 1972 ayudaron a considerar y leer las dinámicas sociales, económicas, políticas y culturales que se vivía en Colombia. Esto, sin embargo, no pretende crear una línea hermética sobre los sujetos detrás de la movilización social, ya que, en realidad, el movimiento permeó todas las carreras, facultades y programas, siendo propio de la Universidad, como afirma Rama (1970a), la existencia de un conjunto de problemas que indicaban un alto grado de insatisfacción con la enseñanza y la sociedad, de conciencia de privación y de tensiones en el plano político y académico. “Inversamente la respuesta exacerbada del poder político y los medios de comunicación de masas a los actos políticos de los estudiantes sugieren más que respuestas políticas a acciones políticas, reacciones ante quienes cuestionan la base del sistema social.” (Rama, 1970ª: 883).

El Género en la Universidad Nacional

La participación de las mujeres dentro de la comunidad estudiantil es de gran importancia, sobre todo, si se tienen en cuenta los debates feministas de la época. Por ejemplo, como señala María Emma Wills, citada en Puyana (2007), el problema de los estudios de género durante las décadas del sesenta y el setenta se enmarca en un problema mayor de la Universidad Nacional, la cual vivía épocas de politización con una serie de tensiones, rupturas, malestares entre corrientes y posiciones, dado que en ese momento la posición política atravesaba todo.


En la década del setenta, en Colombia surgió la segunda ola del feminismo, dividido entre las mujeres que se rebelaban contra todo tipo de institucionalidad —incluso la partidista—, y las que se encontraban vinculadas a los partidos políticos como la izquierda socialista y la Unión de Mujeres Demócratas del Partido Comunista (Medrano, 1985). Estos grupos incidieron en el desarrollo de los estudios de género en la Universidad Nacional de Colombia, ya que la mayoría de las fundadoras del Grupo Mujer y Sociedad provenían de grupos socialistas y trotskistas, del Partido Comunista o del Nuevo Liberalismo. (Puyana, 2007: 122).



En este sentido, plantearse un análisis de la caracterización estudiantil desde las lógicas de género, también es una postura política sobre el papel que las mujeres jugaban en la época y sobre todo los debates que en estos años tomaban fuerza con relación al género y su dinámica dentro de la Universidad Nacional y a su vez dentro de la sociedad.

El ingreso de las mujeres en las universidades colombianas se dio a partir del decreto 227 de 1933 expedido durante el gobierno de Enrique Olaya Herrera. Sin embargo, la tendencia durante las décadas del treinta y cuarenta del siglo XX fue dar un tipo de educación que afianzaba los roles de la mujer como madre, esposa o educadora (Dora Piñérez, citada en Zuleta Medina, 2018). Como ejemplo se tiene que en 1933 se funda la Facultad de Educación en la Universidad Nacional “con una matrícula femenina de exclusividad” y que “entre 1936 y 1937 la Universidad Nacional empezó a recibir mujeres en especialidades como Bellas Artes, Farmacia, Enfermería, Arquitectura y Odontología, consideradas compatibles con la naturaleza femenina” (Zuleta Medina, 2018: 108 y 109).

Conociendo este contexto de luchas y victorias de las mujeres dentro de la educación superior, hacer un análisis sobre las trasformaciones de género durante 1969 y 1972 es interesante, en tanto brinda una mirada sobre la situación de las mujeres dentro de la educación superior colombiana, especialmente en la Universidad Nacional. Por ejemplo, si bien, entre 1969 y 1972 el porcentaje de las mujeres aumentó algunos puntos, en realidad la participación fue muy poca en esta época, pues las mujeres, en 1972, año en que tenían mayor participación, solo representaban el 23 % de los estudiantes matriculados en la Universidad.

Con relación a la sede Bogotá es curioso porque en la sede la representación de las mujeres no tuvo un cambio muy significativo, en realidad, se mantuvo a lo largo de los cuatro años. Las Facultades que más participación tienen son las Ciencias Humanas y Ciencias de la Salud con un 46 % y 41 % respectivamente. Por su parte, las Facultades más masculinizadas eran las Ingenierías y las Ciencias agropecuarias. Mirando de cerca la trayectoria de año a año la Facultad de Ciencias de la Salud mantuvo un aumento en el porcentaje de mujeres matriculadas, teniendo un incremento de 6.8 % entre 1969 y 1972. Las Facultades como Ingenierías y Ciencias agropecuarias también aumentaron el número de mujeres matriculadas, aunque en un porcentaje menor con un 2.5 y 0.7 % respectivamente. El caso de Derecho es peculiar, ya que si bien aumentó 3.3 % entre 1969 y 1971, en 1972 la representación de las mujeres cayó en 3 % contando solo con un 15 %. Ciencias Humanas y Ciencias fueron las facultades que disminuyeron el porcentaje de mujeres. En la primera, las mujeres en 1972 solo representaban el 41,7 % frente al 43,1 % que eran en 1969; mientras en Ciencias cayeron de 38,2 % a 37,6 %.

El caso de las sedes Andinas es distinto a la sede Bogotá. En estas, la participación de las mujeres fue en aumento durante los cuatro años, pasando de un 6,9 % a un 11,3 % en 1972, en Medellín; de 11,5 a 15,5 % en Manizales; y en Palmira de 5,7 % a 7.5 % en 1972. Disgregando por Facultades, Arquitectura tanto en la sede Medellín como Manizales fue la que más aumento porcentual tuvo con un 5.2 % y 9.5 % respectivamente. Esta situación merece ser rescatada, pues si bien la participación del género femenino en las sedes andinas fue en aumento durante estos años de movilizaciones y de críticas al sistema, en la sede Bogotá la estadística se mantuvo estática y no hubo mayor transformación. De igual forma, si se compara el porcentaje de mujeres entre las Facultades de ingeniería de las tres sedes (Bogotá, Medellín y Manizales), la facultad que menos mujeres tiene es la sede Bogotá con solo un 4 % en 1972, mientras que Medellín (8,7 %) y Manizales (9,2 %) superaban a Bogotá en casi el doble de representación de mujeres.

El peso que tienen las mujeres en Facultades como ciencias humanas y ciencias de la salud se justifica, como señala Bonilla de Ramos (1978), en que la educación femenina tendía a ubicarse en aquellos campos que eran más acordes con la definición que la sociedad hacía sobre la mujer y en los cuales se pudiera facilitar el cumplimiento de su responsabilidad en el hogar.


Si bien los avances son notorios, la matrícula femenina se concentra en las disciplinas y profesiones aso ciadas al cuidado (enfermería, educación, terapias, trabajo social, psicología), que si bien se inspiran en una ética del compromiso social, son campos desva lorizados, de menor prestigio, menor remuneración y menores oportunidades de incidencia política que los campos disciplinares y profesionales en los que se desenvuelven los hombres. (Universia, 2010: 22, citado en Olarte Garavito et al., 2018: 249).



Esto plantea una nueva perspectiva de análisis, porque si bien el número de mujeres aumentó, este se realizó en aquellas carreras que están asociadas al cuidado (como las ciencias de la salud) y no tanto en aquellas carreras que se consideran de las ciencias duras como el caso de las ingenierías que se encuentran altamente masculinizadas para 1970. Un aspecto que vale la pena destacar es la diferencia entre la participación de la mujer en la sede Bogotá en comparación con las demás sedes, y esto puede deberse a lo que señala Bonilla de Ramos (1978), y es que precisamente la mujer encontró una mayor participación en aquellas universidades que sirven a las clases altas, pero sigue ubicándose en carreras intermedias. Además, “la participación de la mujer en la educación universitaria es altamente significativa para aquellas que provienen de grupos familiares cuyos abuelos, padres y hermanos han obtenido o están en proceso de obtener un título universitario.” (Bonilla de Ramos, 1978: 2).

Si bien no se puede minimizar la situación de la mujer en la Universidad Nacional en los años estudiados, sobre todo en lo relacionado con su participación en carreras asociadas al cuidado y la lógica del hogar, no se puede olvidar tampoco que, aun con estas circunstancias, se produce una participación progresiva de ellas en las universidades, ya no solo en la comunidad estudiantil sino también dentro del estamento profesoral, teniendo entre 1970 y 2002 un aumento significativo de la vinculación de las mujeres en la carrera docente, contando para 1970 con una proporción del 14 % comparado con los hombres. (Puyana, 2007). La progresiva y disruptiva participación de la mujer dentro de la Universidad Nacional incide en un pensamiento más autónomo respecto a las necesidades de la mujer y en una mayor capacidad de reafirmarse como personas.

Notas

124 Este escrito, que precisa aspectos subyacentes a los ensayos de este libro, puede ser útil en futuras reflexiones sobre el factor relativo a la composición social del estudiantado de la Universidad Nacional, dada su influencia en el protagonismo en el movimiento universitario 71-72, objeto de esta obra. Por razones ligadas a las limitaciones editoriales no se incluyen aquí elaboraciones o reflexiones y gráficos adicionales que preparó su autora, a quien agradecemos su apoyo y comprensión (los investigadores y editores).

125 Datos obtenidos de los Boletines de Estadística de la Universidad Nacional de Colombia.

126 Los datos registrados en la Tabla 4 y 5 están incompletos porque en los Boletines Estadísticos no se encontraban los mismos datos respecto de 1971 y 1972.


El cogobierno y sus antecedentes desde una perspectiva regional127

Miguel Ángel Restrepo

Luego del impulso industrializador de las décadas entre los años diez y treinta, a partir de los años cincuenta la estructura social y económica de Colombia empezó a experimentar un nuevo proceso de crecimiento acelerado y de modernización de sus instituciones. La población que había estado creciendo a un ritmo de 2,6 % anual entre 1936 y 1951, a partir de 1952 y durante la siguiente década aumentó 4 %, pasando de 11’589.000 habitantes en 1951 a un estimado de 17’485.000 para 1964 (Helg, 2002: 279). Por su parte, la participación de la industria en el PIB nacional pasó del 14 % en 1950 al 24,7 % en 1974, provocando el aumento de la migración campo-ciudad y el consecuente crecimiento de la densidad poblacional urbana. (Echavarría y Villamizar, 2006: 52).

La transformación acelerada de la industria, la demografía y la urbanización arrastró consigo al sistema educativo, que no fue ajeno a los cambios socioeconómicos experimentados en la década de los cincuenta. En la edición del 7 de marzo de 1950, El Tiempo atribuía al alto porcentaje de habitantes sin acceso a la educación, a las condiciones de miseria y atraso económico que predominaban en el paisaje nacional: “el hombre que no sabe leer y escribir, en esta época vertiginosa se halla abocado a las peores contingencias de la miseria, los elementos de la higiene, los esparcimientos, la robustez de criterio; la diafanidad de los hechos le está vedada al analfabeto (...)”. (Helg, 2002: 338). La educación se convertiría entonces en la herramienta necesaria para combatir los males que traía consigo el analfabetismo.

Iniciativas públicas y privadas como la Acción Cultural Popular (ACPO), la fundación de escuelas y la expansión de bibliotecas públicas, permitieron que entre las décadas de 1950 a 1970 el porcentaje de alfabetización disminuyera de 37.7 % en 1951 a 20. 6 % en 1973. (DANE, 1984). La consecuencia inmediata fue el crecimiento de la enseñanza urbana en un 153 % y privada en un 537 % entre 1945 y 1957 (Helg, 2002: 275).

A partir de este proceso, la educación superior surgió como eje central del proyecto modernizador impulsado por las élites políticas y económicas para la renovación de la estructura industrial, el mejoramiento de la calidad de vida y el fortalecimiento de la economía colombiana en el mercado mundial. En el noreste del país, por ejemplo, desde 1954 se impulsó el Comité de Acción por Santander (CAS) que buscó esencialmente combatir el atraso económico de la región a través de obras como la construcción del ferrocarril por el costado derecho del río Magdalena y la edifi cación de aeropuertos en Bucaramanga y Barrancabermeja (Vargas, 1996: 26). Hacia el occidente de Colombia, en 1958 se creó la Corporación Autónoma Regional de los Valles del Magdalena y del Sinú encargada de promover el desarrollo económico de las regiones de los valles del Magdalena, Sinú, Carare, Cauca y Nechí.

En este contexto, las universidades se establecieron como los centros de preparación de los técnicos y profesionales que guiaron la campaña modernizadora impulsada por las élites locales y nacionales a través de la investigación científi ca y técnica. A lo largo de la década de los años cincuenta, el total de alumnos matriculados en instituciones de educación superior aumentó de 11.296 en 1950 a 21.327 en 1959. De igual forma, la construcción de establecimientos que alojaron a la nueva generación de estudiantes aumentó de forma acelerada en una década, pasando de un total de 99 universidades en 1953 (64 ofi ciales y 35 privadas), a 248 en 1963 (143 ofi ciales y 105 privadas). (DANE, 1984: 107).

La Universidad Industrial de Santander es un ejemplo de la comunión entre modernización y educación superior en el inicio de la segunda mitad del siglo XX. Como anota Libardo Vargas (1996), en términos de Carlos Lleras, la UIS se perfi ló como “el símbolo de la nueva Colombia” ampliando su cobertura y espacios para investigación y preparación de estudiantes: “durante estos primeros esfuerzos, la UIS adquirió una instalación física propia, expandió el número de facultades, buscó apoyo presupuestal y efectivo de parte del gobierno nacional, y se establecieron relaciones estrechas con empresas de la envergadura de ECOPETROL”. En el llamado triángulo de oro del sistema universitario colombiano (Universidad de Antioquia, Universidad Nacional y Universidad del Valle) también hubo iniciativas encaminadas hacia la búsqueda de apoyo económico público y privado que permitiera la ampliación de su cobertura y la renovación de sus instalaciones.

Alumnos matriculados en Educación Superior según sector: 1950-1975
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Durante este período de incipiente modernización, el movimiento estudiantil se caracterizó por su espontaneidad y división. Factores como la reducida cantidad de estudiantes matriculados y su adhesión a la política bipartidista, determinó que, en comparación de lo sucedido durante la década de los sesenta y setenta, las luchas estudiantiles de este periodo no fueron de gran actividad y recurrencia. Salvo la manifestación del 8 de junio de 1954 en conmemoración de los 25 años de la muerte del estudiante Gonzalo Bravo Pérez a manos de la fuerza pública, el movimiento estudiantil de la década de los años cincuenta fue débil. No es de extrañar que el 10 de mayo de 1957, los estudiantes fueran los primeros en manifestar júbilo por la caída de Rojas Pinilla y apoyo al naciente Frente Nacional.

La organización estudiantil de entonces se caracterizó especialmente por su apoyo al proyecto modernizador y no fue ajeno a los cambios que se propusieron desde las élites políticas y económicas del país. En 1953, la recién fundada Asociación Universitaria de Estudiantes de Santander (AUDESA) manifestó su intención de ser actor y agente de las transformaciones económicas al proponer en su Acta de Constitución que los estudiantes eran “el ejército de técnicos que redimirá al país”: “Colombia está entrando en una etapa de desarrollo industrial decisivo para su futuro desenvolvimiento económico, por lo tanto necesita de verdaderos científicos y técnicos que se encarguen de la dirección de las fábricas y planteamiento de ellas, del diseño de las máquinas, de la dirección del montaje de las plantas industriales y del aprovechamiento de los recursos naturales con miras a una superación nacional” (Vargas, 1996: 28).

Con la consolidación política del Frente Nacional en 1958 surgieron al tiempo las primeras voces disidentes al pacto bipartidista. En 1959, el Movimiento Revolucionario Liberal fundado por Alfonso López Michelsen se estableció como la primera fuerza de oposición al acuerdo de gobernabilidad sostenido entre las fuerzas políticas del Partido Liberal y Conservador. Aprovechando el debilitamiento de la ideología bipartidista en el territorio nacional, el MRL recogió “la rebeldía estudiantil de algunas fuerzas emergentes que brotaban de la sociedad en proceso de cambio acelerado (...) inaugurando de esta forma los movimientos políticos en el nuevo régimen de convivencia bipartidista”. (Leal, 1991: 9).

La década de los años sesenta estuvo marcada por un cambio de dirección en el movimiento político estudiantil que, influenciado por factores externos como la Revolución Cubana e internos como la aparición de disidencias políticas al bipartidismo, van a demandar la democratización del poder universitario y el rechazo a la injerencia extranjera en la educación superior pública. El desconocimiento de las demandas estudiantiles de autonomía y financiamiento por parte del gobierno, condujo a una nueva tendencia del movimiento estudiantil caracterizado por la consolidación de una organización nacional que integraba las voces regionales y el uso de la huelga como mecanismo de presión.

La política unificada y la descentralización del movimiento universitario se manifestó en la cohesión nacional demostrada durante la huelga de 1964 en la Universidad Industrial de Santander, sostenida por los estudiantes en contra de la aprobación de un nuevo régimen disciplinario que restringía la autonomía universitaria e incumplía los acuerdos logrados en 1962 entre estudiantes y directivas. La Federación Universitaria Nacional (FUN), organismo de unidad estudiantil fundado en 1963, organizó movimientos de apoyo a la huelga de la UIS a través de paros llevados a cabo en ciudades como Cartagena, Bogotá, Cali y Medellín. Como resultado del apoyo masivo demostrado tanto por el movimiento universitario nacional como por la mayoría de ciudadanos de Bucaramanga, un grupo de estudiantes de la UIS encabezados por Jaime Arenas, presidente de la AUDESA, organizó una marcha para recorrer los 500 kilómetros que separaban a Bucaramanga de Bogotá, la cual logró convocar en Bogotá a más de cien mil ciudadanos que recibieron a los estudiantes y ayudaron a presionar al gobierno de Guillermo León Valencia para que se reuniera con los 25 delegados que habían partido el 25 de julio desde Bucaramanga exigiendo la renuncia del rector Juan Francisco Villareal y del decano académico Carlos Silva. Para Libardo Vargas Díaz, la huelga de 1964 “representó un hecho político nacional que significó el fortalecimiento de la organización estudiantil local representada en la AUDESA, y el impulso de una plataforma nacional materializada en la FUN en su modalidad funcional y política. La huelga cuestionó la autonomía de las universidades públicas”. (Caicedo, 2021).

En Antioquia y Tolima, el movimiento estudiantil regional utilizó la huelga y el cese de actividades como mecanismo de presión y protesta contra la exclusión política en las decisiones universitarias. En agosto de 1966, la Universidad de Antioquia declaró el cese de actividades como forma de oposición a la Ordenanza Departamental 036 que limitaba las actividades estudiantiles. La FUN no fue ajena a las movilizaciones y promovió la toma simbólica de las universidades afiliadas a la Federación. (Leal, 1981). El mismo año, la Asociación Colombiana de Universidades manifestó públicamente que catorce universidades oficiales estaban a punto de ser cerradas como consecuencia de la desfinanciación. Como consecuencia, en la Universidad del Tolima y un año antes en la Universidad Tecnológica de Tunja se promovieron paros estudiantiles que en el último caso escalaron en un paro cívico departamental apoyado por la ciudadanía de Tunja. (Leal, 1981: 317).

A finales de la década, la desfinanciación de las universidades públicas se hacía insostenible y la exclusión política de la representación estudiantil en las decisiones universitarias aumentaba la tensión dentro del movimiento universitario. En 1968, la Secretaría de Hacienda de Santander redujo en un 50 % la financiación para la universidad santandereana (Vargas, 1996: 50). En el plano nacional, la educación privada crecía sin regulación mientras que las instituciones públicas permanecían desfinanciadas. Por ejemplo, en 1945 el total de centros privados de educación superior representaba el 27 %, y en 1970, el total de universidades privadas era del 45 % a nivel nacional (Archila, 2012: 76).

El incumplimiento de las demandas de autonomía y financiación por parte del gobierno de Carlos Lleras (1966-1970) y posteriormente de Misael Pastrana (1970-1974), generó que los centros universitarios se convirtieran en espacios de poder y resistencia. Ante la exclusión política por parte de los rectores de la Alianza para el Progreso, el movimiento estudiantil promovió medios de resistencia como la huelga para no perder la reducida representación que aún tenían en las universidades. La respuesta de las élites económicas y políticas fue la implementación de decretos represivos como el 2128 de 1966 y 1259 de 1971 para no ceder ante la presión del movimiento estudiantil que cada año se mostraba más cohesionado y diverso, acogiendo sectores y manifestaciones sociales diferentes al movimiento estudiantil.

Luchas estudiantiles en Colombia, 1946-1974
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FUENTE: Archila, Mauricio (2012: 78).

La obtención del Gobierno Provisional en 1971 supuso el triunfo del movimiento estudiantil nacional que durante más de una década desarrolló acciones políticas para demandar la implementación de un sistema de representación universitario democrático y autónomo. Como en las huelgas de 1964, 1966 y 1969, las universidades regionales fueron parte central del proceso social que desembocó en la implementación del gobierno universitario ante la mirada atónita de las elites políticas que no lograron contener la masiva manifestación estudiantil. Prueba de ello es el porcentaje de participación de las universidades regionales en el Segundo Encuentro Nacional Universitario llevado a cabo en febrero de 1971, en el cual, de las veinticuatro universidades participantes, quince pertenecían a las regiones del sur, norte, occidente y oriente de Colombia.

Además de la Universidad Nacional Sede Bogotá, la Universidad de Antioquia y en un periodo más breve la Universidad Industrial de Santander experimentaron la implementación de gobiernos provisionales en sus Consejos Superiores. En el acta 1737 del 22 de junio de 1971, el Consejo Directivo de la Universidad de Antioquia registró que tanto la Universidad Industrial de Santander, la Universidad de Antioquia y la Universidad Nacional de Colombia acogieron la fórmula de organización temporal que modifi ca la estructura de sus consejos establecida por el decreto 0277 de 1958, quedando conformados por nueve miembros: “tres representantes de los profesores, tres representantes de los estudiantes, el rector y dos representantes del gobierno” (Tarazona, y Villabona, 2015).

Aun cuando el rector mantuvo su derecho al voto en los Consejos Superiores, el principal logro de la fórmula acordada fue la expulsión de los representantes de la iglesia y de los sectores económicos que durante la década anterior habían sido determinantes en las decisiones de la educación superior colombiana. La primera universidad en implementar el Gobierno Provisional fue la Universidad Industrial de Santander, que mediante el acuerdo 015 de abril de 1971 estableció que la estructura del Consejo Superior quedaría conformada por nueve miembros. A diferencia de la Universidad de Antioquia y la Universidad Nacional, la UIS mantuvo la representación de la iglesia en el Consejo Superior Universitario, el cual quedó conformado por “el gobernador, como presidente, un representante del Ministerio de Educación Nacional escogido entre los profesores de la universidad, un representante de la diócesis, dos representantes de los egresados, dos de los profesores y dos de los estudiantes” (Tarazona, 2015: 140).

El gobierno provisional en la Universidad Industrial de Santander: una experiencia de corta duración

Desde inicios de la década de los años sesenta, la Asociación de Estudiantes Universitarios Santandereanos venía demandando el principio de autonomía universitaria consagrado en el Manifiesto de Córdoba y condenando la injerencia de los gremios económicos en las decisiones universitarias. Durante la rectoría de Rodolfo Low Maus (1957-1962) se produjo un acercamiento de las relaciones entre la rectoría y los estudiantes de la UIS que desembocó en el rechazo, tanto por parte del rector como de la AUDESA, de la presencia de los representantes de la ANDI, Hernando Reyes Duarte y Manuel Rueda, en el Consejo Superior de la UIS, y en la condena de su propuesta de reforma al estatuto orgánico de la universidad.128

Durante los meses que precedieron la expedición del acuerdo 015 de 1971, la Universidad Industrial de Santander se encontraba sumida en una crisis política y económica. En diciembre de 1970, los estudiantes denunciaron un alza del 300 % en el valor de las matrículas pasando de 175 pesos en 1965 a 525 pesos semestrales en 1970, mientras que “la inscripción para examen de admisión pasó de 100 a 300 pesos y el Consejo Superior aprobó costos en los servicios médicos, odontológicos, seguro de vida, especialistas, droga, derechos de laboratorio, biblioteca y papel para exámenes” (Vargas, 1996: 59). En política, el conflicto se desató por la elección del rector que reemplazaría a Neftalí Puentes, considerado por el movimiento universitario como garante de la autonomía universitaria, aliado de los intereses de la UIS y uno de los pocos rectores que se había atrevido a denunciar la crisis financiera de la universidad santandereana.

Para el movimiento estudiantil, la elección de Carlos Viviescas como sucesor de Neftalí Puentes supuso la victoria de los gremios económicos en el Consejo Superior y un retroceso para los cambios que la UIS necesitaba. El temor del movimiento estudiantil fue reforzado con las declaraciones dadas por Hugo Serrano Gómez, representante al Consejo Superior Universitario por la Sociedad Santandereana de Ingenieros en diciembre de 1970, quien consideraba que al frente de la UIS debe estar: “un técnico de alta calidad, haciendo caso omiso de consideraciones de orden político” (Vargas, 1996, 60).

La presión del movimiento estudiantil condujo a la dimisión de Viviescas el 25 de febrero de 1971 y la posterior elección de Carlos Guerra como su sucesor. Los estudiantes de las UIS aprovecharon el cambio de rectoría para exigir reformas radicales en la estructura de la universidad como la eliminación de toda financiación extranjera que condicionara la investigación, y la modificación del Consejo Superior para expulsar la representación de la ANDI, la Banca y la Iglesia. La postura del rector entrante intentó conciliar las demandas del movimiento estudiantil con los intereses del gobierno a partir de la concesión de la representación universitaria en el CSU, pero reconociendo que la universidad no podía trabajar aislada de las opiniones de actores externos a la comunidad estudiantil. (Tarazona, 2015: 138).

El hecho que desencadenó el apoyo definitivo de la rectoría hacia el Gobierno Provisional propuesto por el movimiento estudiantil se produjo el 13 de abril de 1971 en los predios de la UIS, cuando un grupo de más de cien hombres de la policía invadió la universidad mientras la asamblea estudiantil discutía el inicio de un nuevo paro de 24 horas. Además de los diecinueve estudiantes que resultaron heridos con armas de fuego y piedras, el rector Carlos Guerra fue golpeado por la policía mientras intentaba mediar entre los estudiantes y la fuerza pública. Ante los hechos desproporcionados, el Ministro Galán se pronunció para condenar la acción de la policía y para reafirmar la disposición del gobierno en las negociaciones sobre la implementación del cogobierno universitario en la UIS: “En Bucaramanga existía un clima excelente para proceder inmediatamente a la reforma en la composición del Consejo Superior (...) espero que no se alteren los ánimos y esta reforma que determinará el retiro de los sectores extrauniversitarios se cumpla sin dificultad”.129

Al día siguiente y luego de una prolongada reunión presidida por el rector Carlos Guerra, el Consejo Superior expidió el acuerdo 015 de 1971 por el cual se reformó la composición del organismo de decisión universitaria. La modificación más importante para la lucha estudiantil fue el retiro de los representantes de la banca, la Sociedad de Ingenieros y la ANDI, lo cual permitió ampliar la representación estudiantil y profesoral en el Consejo Superior. Alegando que no estaban constituidos como gremio, la iglesia mantuvo su posición en el CSU, según el artículo tres del acuerdo 015: “la iglesia tendrá un representante y su respectivo suplente, designados por el ordinario de la diócesis de Bucaramanga”. (Ibid). Por su parte, el movimiento estudiantil logró obtener dos lugares de representación en el Consejo por un periodo de un año, y el gremio docente obtuvo dos lugares más por un periodo de dos años.

La experiencia del gobierno provisional en la Universidad Industrial de Santander fue muy corta, tan solo siete días: después de la expedición del acuerdo 015 de 1971 y antes de elegir los representantes estudiantiles, el gobierno de Misael Pastrana desconoció los acuerdos y ordenó la clausura del semestre académico y el cierre temporal de las universidades ante la continuación de las protestas estudiantiles que reclamaban la liberación de los estudiantes y el aumento de la financiación para la UIS. Sería solo hasta 1975 cuando se acordó llevar a cabo las elecciones de representantes estudiantiles y profesorales para componer el Consejo Superior de la Universidad Industrial de Santander. De esta forma, el Gobierno Provisional de la UIS quedó conformado en 1975 por “dos representantes estudiantiles, dos representantes profesorales y dos representantes de los egresados, dejando en la práctica las decisiones del gobierno universitario en manos de miembros de la propia comunidad universitaria” (Tarazona, 2015: 158).

Cogobierno en la Universidad de Antioquia: Organización profesoral y estudiantil por la autonomía universitaria

En la Universidad de Antioquia, el Gobierno Provisional se estableció el 19 de enero de 1972 mediante el decreto 038 del mismo año, con el fin de asumir las funciones atribuidas en el decreto 0277 de 1958, determinando que el Consejo Universitario de la Universidad de Antioquia quedaría compuesto por: El gobernador de Antioquia, su delegado o el rector de la Universidad de Antioquia; dos decanos y dos directores de unidades académicas elegidos por los decanos; dos profesores elegidos por los profesores de la Universidad; dos estudiantes con matrícula o registro vigentes, elegidos por los estudiantes; un profesional egresado de la Universidad que no fuese profesor o empleado de la misma (El Tiempo, 19 de enero de 1972).

El proceso que determinó la victoria del movimiento estudiantil y la implementación del gobierno provisional en la Universidad de Antioquia se inició durante la década de los años sesenta, a la par de las movilizaciones nacionales, y se consolidó a inicios de 1971 tras el II Encuentro Nacional Universitario y la postulación del Programa Mínimo. Desde los primeros meses de 1971, el Consejo Directivo y los representantes estudiantiles de la U. de A. se encontraban discutiendo medidas de reforma que lograran dar solución a la crisis política de la universidad. Un primer intento de modificación del Consejo Superior se dio con la proposición del proyecto de la rectoría, que además de sugerir la supresión de la Facultad de Ciencias Humanas, estableció que cualquier modificación a la estructura del Consejo debía conservar la representación de “delegados del Gobernador, del Ministerio de Educación y de la Iglesia pero ampliando la representación estudiantil y profesoral a dos estudiantes, dos profesores y dos egresados” (Tarazona y Villabona, 2015: 8).

La representación estudiantil de la U. de A., fiel a las decisiones tomadas desde la organización estudiantil nacional, manifestó que el Consejo Superior Universitario debía estar integrado por tres representantes de los estudiantes, tres profesores, un representante del Ministerio de Educación y el rector con voz, pero sin voto. Los gremios profesionales apoyaron el proyecto de reforma propuesto por el movimiento estudiantil afirmando que el Consejo Superior necesitaba un proceso de reestructuración que lograra otorgar representación auténtica al cuerpo docente y demás personas vinculadas a la Universidad (Ibid: 8).

Durante abril y mayo, las protestas del movimiento estudiantil y la respuesta represiva del gobierno se intensificaron desencadenando la clausura de la Universidad de Antioquia el 22 de abril y la expedición de los decretos 580 y 581 en mayo de 1971. Como mecanismo de contención ante la agudización de las manifestaciones políticas de la organización estudiantil nacional, el gobierno de Misael Pastrana expidió el decreto 580 que facultaba tanto al presidente y al ministro para suspender las actividades académicas en los centros de Educación Superior y Media donde se promovieran actos que atentaran contra el orden público: “ (...) el Gobierno Nacional podrá ordenar la cancelación de todos o algunos de los contratos de trabajos vigentes entre dichos centros y sus servidores, así como la de las demás relaciones de carácter laboral y estatutario. Además la participación en cualquiera de los dichos actos será causal de cancelación de matrícula, terminación de contrato o destitución” (Tarazona y Villabona, 2015: 9).

Ante la agudización de la crisis política y económica, el Consejo Directivo de la Universidad nombró una comisión de profesores encargada de mediar entre las directivas y el movimiento estudiantil a partir de la elaboración de un informe que propusiera soluciones a la compleja situación que se vivía en la Universidad de Antioquia. Para componer la comisión fueron encargados cinco profesores: Sergio Mejía de Odontología, Jorge E. Restrepo de Medicina, Álvaro Gaviria de Ingenierías, Juan Guillermo Isaza de Ciencias y Humanidades y Carlos Gaviria Díaz de Derecho, y José Tejada y Miguel Téllez en representación de la comunidad extrauniversitaria. (lbid: 13).

Las conclusiones del informe elaborado por la comisión se convirtieron en la base teórica para la estructuración e implementación del Gobierno Provisional en la Universidad de Antioquia. Entre las propuestas, la comisión sugirió reestructurar los organismos de decisión política de la Universidad a partir de la elección de tres representantes estudiantiles y tres representantes profesorales en el Consejo Superior por el término de un año. Para retomar el diálogo entre estudiantes y directivas y analizar la crisis en profundidad, los comisionados pidieron como medida inicial la renuncia del rector, del decano y de los representantes de estudiantes y profesores al Consejo Directivo.

Tanto el movimiento estudiantil, la representación profesoral y posteriormente el Ministro de Educación Luis Carlos Galán y el rector William Rojas acogieron las recomendaciones propuestas por la comisión mediadora y acordaron que en el transcurso de ocho días, el Gobierno Nacional “expediría el decreto de creación de un gobierno provisional compuesto por el gobernador o rector, dos decanos, dos directores de unidades académicas, dos profesores, dos estudiantes y un exalumno”.130

Aun cuando se acordó entre las partes que el 27 de noviembre de 1971 sería la fecha límite para la expedición del decreto de creación del Gobierno Provisional para la Universidad de Antioquia, el Gobierno Nacional incumplió los acuerdos pactados en noviembre y solo lo hizo hasta el 19 de enero del año siguiente. La prensa de la época registró el hecho anunciando la creación del Gobierno Provisional para la Universidad de Antioquia: “Por decreto 038 de este año el gobierno nacional autorizó un sistema directivo de consenso para la Universidad de Antioquia, que garantiza una representación equitativa a los distintos estamentos de este centro de docencia superior (...) la elección de los miembros del Consejo se hará por votación directa y secreta de los electores señalados en la oportunidad y forma que fije el Consejo Directivo de la Universidad (...) El Consejo Universitario que se crea por el presente decreto cumplirá las funciones que las leyes, decretos, acuerdos y demás disposiciones vigentes señalan al Consejo Superior Universitario”.131

Como en la Universidad Nacional, la elección del Cogobierno universitario produjo la fragmentación del movimiento universitario de la UdeA entre los partidarios del gobierno provisional y los abstencionistas encabezados por la Izquierda Revolucionaria Independiente (IRI). El primer grupo estuvo representado por el MOIR, que obtuvo los dos representantes principales y los dos secundarios en las elecciones por la representación estudiantil en el Consejo Superior, dejando atrás al Bloque Independiente Universitario. Las elecciones contaron con la participación del 50 % de la comunidad estudiantil de la Universidad de Antioquia, “hubo 3.153 votos de estudiantes, pero estaban inscritos para votar 6.200” (Tarazona, 2015: 15). Al final del día fueron elegidos Raúl Mejía Villa y Alirio Arboleda, representantes de los decanos; Emiro Trujillo Uribe y Carlos Gaviria Díaz (Suplente), Oscar Duque y Jorge Builes Jiménez (Suplentes), representantes de los profesores; Juan Guillermo Isaza y Darío Piedrahita, representantes de las unidades administrativas; Amílkar Acosta, y Carlos Arturo Gómez (Suplente), Carlos Payares y Edwin Ríos (Suplente), como representantes de los estudiantes.

Entre la instalación de la primera sesión del Cogobierno el 25 de febrero de 1972 y su abolición el 6 de junio del mismo año, el Gobierno Provisional de la Universidad de Antioquia logró restituir a los profesores y estudiantes que, como consecuencia del decreto 1259 de 1971, habían sido destituidos o expulsados de la Universidad. Aun cuando los conflictos entre los representantes estudiantiles y el gobernador entorpecieron los alcances del Cogobierno, el Gobierno Provisional manifestó su disposición por implementar medidas de transformación estructural de la Universidad de Antioquia con propuestas como la ampliación de los servicios de bienestar universitario, el aumento del presupuesto, la democratización de los órganos de decisión de la Universidad y el aumento de cupos para nuevos estudiantes.

La intransigencia del Gobernador de Antioquia y presidente del Consejo Diego Calle Restrepo hacia las propuestas de la representación estudiantil, dificultó la discusión e implementación de los proyectos de reforma para solucionar la crisis política y económica de la Universidad de Antioquia. En las sesiones de discusión del cogobierno, los conflictos entre el Gobernador y la representación estudiantil fueron recurrentes. Durante la tercera reunión del Gobierno Provisional, el Gobernador se abstuvo de iniciar la sesión mientras los suplentes de la representación estudiantil estuvieran presentes, aclarando que sólo debían asistir los miembros principales o los suplentes, en ausencia de los primeros. Ante la negativa del representante estudiantil Amílkar Acosta de retirar a los representantes suplentes, el Gobernador en calidad de presidente del Consejo manifestó que “en estas circunstancias, ni presido ni vuelvo a convocar el Consejo” e inmediatamente levantó la sesión. (Tarazona y Villabona, 2015: 16).

Además de la crisis política, en 1972 la situación económica de la Universidad de Antioquia era grave y el gobierno Pastrana condicionaba cualquier ayuda económica al retorno de la normalidad académica. Mediante comunicado de mayo de 1972, el gobierno provisional de la Universidad de Antioquia manifestó que era imposible retornar a clases mientras no existiera una verdadera solución a los problemas de financiación que afectaban tanto al estudiantado como al funcionamiento de la institución: “(...) es completamente imposible el cumplimiento de la misión que usted parece querer encomendarnos, es decir la de garantizar a toda costa una normalidad cuyo quebrantamiento es muchas veces el reflejo de las contradicciones sociales que vive nuestro país” (El Espectador, 1972). El análisis de la crisis educativa propuesto por el gobierno provisional añadía que la Universidad de Antioquia prestaba un servicio de carácter nacional ya que el 40 por ciento de sus estudiantes provienen de regiones diferentes a Antioquia “por consiguiente, la ayuda del Gobierno nacional no debe considerarse como una dádiva, sino como el cumplimiento de su obligación de financiar la educación superior” (lbid).

Para el gobierno de Pastrana, las reclamaciones del movimiento estudiantil debían ser tratadas como problemas de orden público y no como demandas legítimas por la autonomía y la financiación. En mayo de 1972, el gobierno nacional expidió el decreto 886 que buscó la normalización académica y la remoción de las causas de la alteración del orden público mediante la eliminación del gobierno provisional de la Universidad de Antioquia. En su artículo 1º, el decreto 886 establece que el nuevo Consejo Superior quedaría integrado por: el Gobernador de Antioquia o su representante; el Rector de la Universidad, con voz pero sin voto; dos Decanos elegidos en forma directa y secreta; cuatro profesores de la universidad y dos estudiantes con matrícula (Presidencia de la República, 1972).

Tanto Carlos Arturo Gómez y Luis Fernando Vélez, representante estudiantil y profesoral respectivamente, manifestaron que el decreto 886 suponía un retroceso para las demandas estudiantiles de autonomía al imponer un Consejo Superior de bolsillo que promovió la dictadura y la antidemocracia en la Universidad de Antioquia: “el decreto significa un retroceso, un resurgimiento del comportamiento retrógrado, estamos confrontados a una Universidad sin futuro por estar cerradas sus puertas al pensamiento libre, a la cultura y a la ciencia” (Tarazona y Villabona, 2015: 17). Para enero de 1974, el gobierno finalmente levantó el Estado de Sitio y reintegró el Consejo Superior Universitario con la estructura acordada en el Decreto 0277 de 1958, restableciendo de esta forma la representación de la iglesia y de los gremios económicos en el organismo de decisión universitaria.

Los Comités Paritarios en la Universidad del Valle: Una alternativa de autonomía universitaria

A diferencia de la experiencia en la Universidad Nacional y en la Universidad de Antioquia, en la Universidad del Valle el cogobierno no fue implementado y en su lugar se establecieron Comités Paritarios, también llamados “Comité de los Catorce”, integrados por siete estudiantes y siete docentes (un estudiante y un profesor por cada Facultad), encargados de proponer medidas conciliadoras entre los directivos y el movimiento estudiantil. La conformación, naturaleza y alcance de la Comisión Paritaria de Estudiantes y Profesores quedó establecida el 17 de marzo de 1971 mediante aprobación de la Asamblea de Delegados de la Organización Profesoral que estableció: “Esta Comisión procederá a buscar fórmulas conciliatorias frente a los planteamientos presentados , los cuales serán sometidos a la aprobación del Consejo Superior, previa ratificación de las Asambleas de División de Profesores y Estudiantes reunidas independientemente (...) de no poderse llevar a cabo la aprobación por parte del Consejo Superior, esta se hará por parte de la autoridad gubernamental” (Tarazona y Villabona, 2015: 17).

Las primeras protestas de largo alcance impulsadas por la Federación de Estudiantes de la Universidad del Valle (FEUV) para exigir la democratización del Consejo Superior y condenar la injerencia extranjera en la institución, surgieron en el marco de la elección de Alfonso Ocampo Londoño como sucesor del rector Mario Carvajal en 1966. Ocampo Londoño fue un fiel representante de la política modernista impulsada por los gremios políticos y económicos tanto del Valle y del resto del país, siendo uno de los llamados rectores de la Alianza para el Progreso. La política educativa del rector Ocampo se basó en construir planes de cooperación entre la Universidad del Valle, organismos internacionales y el gobierno norteamericano a través de préstamos de inversión con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID).

Para el movimiento estudiantil, la presencia de los gremios económicos en el Consejo Superior y el afianzamiento de las relaciones entre el Banco Interamericano de Desarrollo y la Universidad del Valle suponía una doble amenaza para la autonomía universitaria. En 1968, la FEUV se refirió a la presencia de las elites económicas en la Universidad del Valle agrupados en el llamado “grupo de los martes”,132 manifestando que “uno de cuyos máximos objetivos constituye la toma absoluta de las riendas de esta institución. Estos individuos se definen a sí mismos como “un grupo selecto que agrupa solamente los mejores elementos de la sociedad” (La protesta estudiantil en la Universidad del Valle, FEUV, 1973: p. 42). En términos académicos, las alianzas económicas con el BID y la influencia de la Fundación de Educación Superior (FES) en las finanzas de la Universidad del Valle, condicionaban la investigación y entregaban la selectividad de los programas académicos al servicio de la demanda empresarial.

En 1970, los estudiantes de Ciencias Sociales y Economía se movilizaron para demandar reformas en el Consejo Superior Universitario que permitieran la democratización de los organismos de decisión de la Universidad del Valle. La solicitud de los estudiantes estuvo orientada a una “mayor participación de alumnos y profesores en la dirección interna de la facultad y de aumento en la calidad académica de las carreras” (FEUV, 1973: 63). Desde 1958, la estructura política del Consejo Superior de la Universidad del Valle estuvo compuesta, como en la mayoría de universidades oficiales, por el gobernador del Valle, un representante de la Asociación Nacional de Industriales, la Iglesia y un representante del Ministerio de Educación Nacional.

Para la Federación de Estudiantes de la Universidad del Valle, el modelo universitario impulsado durante la década de los 60 había dado origen a dos tipos de universidades que coexistían en el plano educativo nacional. En primer lugar, una Universidad pública en decadencia con matrículas por declaración de renta y mínimos fondos comunes y la Universidad privada consolidada y en aumento, con cursos de magister, financiación en dólares, con apoyo de empresas privadas y amplios fondos para la investigación (FEUV, 1973: 34).

La intransigencia de las directivas de la Universidad del Valle ante las reivindicaciones de democratización y financiación exigidas por la FEUV, condujo a la agudización de la protesta estudiantil desde inicios de 1971. En febrero, el movimiento estudiantil inició la toma de las dependencias de la rectoría y expulsó al rector Alfonso Ocampo Londoño tras el apoyo unánime de los Consejos estudiantiles de la Universidad del Valle. Dos semanas después, el rector Ocampo presentó su renuncia a la rectoría, siendo la primera victoria del movimiento estudiantil de la Universidad del Valle. En los meses siguientes, la iglesia y la ANDI empezaron a reconsiderar su participación en el Consejo Superior y renunciaron al lugar que les corresponde en el órgano de decisión.

Para la Federación de Estudiantes de la Universidad del Valle, la toma del poder universitario a través de la implementación del Gobierno Provisional, representaba una ilusión reformista, caduca y no revolucionaria de autonomía universitaria. Entre finales de 1971 y 1972, la organización estudiantil propone la creación de los Comités Paritarios como mecanismos de “reivindicación democráticas donde las instancias profesoral y estudiantil entran críticamente y en conjunto a presentar y exigir condiciones y pautas en las cátedras, los programas , la investigación y el profesorado”. (FEUV, 1973: 134).

En consecuencia, el 22 de febrero de 1972 la Federación de Estudiantes de la Universidad del Valle propuso el Programa Reivindicativo como contrapropuesta a la reforma educativa de Galán y al Gobierno Provisional implementado en la Universidad Nacional, la Universidad de Antioquia y la Universidad Industrial de Santander. En el artículo tres del mencionado Programa Reivindicativo, el movimiento estudiantil del Valle establece los Comités Paritarios como organismos de elección democrática de rectores y jefes de departamento, y para trazar políticas a nivel de lo investigativo, académico y de lo universitario en general. Entre enero y abril de 1972 fueron elegidos los Comités Paritarios en Arquitectura, Educación, Ciencias Económicas, Ingenierías, Humanidades, Servicio Social, como instrumentos para presionar el desmonte de la FES y para democratizar los organismos de decisión de la Universidad del Valle.

Entre los mecanismos de presión desarrollados por el movimiento estudiantil para que los Comités Paritarios fueran reconocidos por el Consejo Superior de la Universidad del Valle, estuvo la toma de las instalaciones de la Fundación Rockefeller en abril de 1972. Tanto para el Gobernador como para la prensa nacional, las demandas del movimiento nacional y sus mecanismos de presión obedecían a una ola de terror promovida por parte de elementos de izquierda de las tendencias trotskistas, línea “Mamerto” y línea Mao que pretendían imponer su propia ley (El Tiempo, mayo 26 de 1972).

A partir de este discurso, la FEUV fue fuertemente reprimida con recursos jurídicos como el decreto legislativo 815 del 17 de mayo de 1972 que buscó sancionar, expulsar y destituir a los profesores y estudiantes que participaron en las manifestaciones estudiantiles e impidieron el desarrollo normal de las actividades académicas. El 26 de mayo, el Gobernador del Valle, Marino Rengifo Salcedo, ordenó la destitución de dos decanos y siete profesores y la expulsión de dieciséis estudiantes que provocaron “la más aguda crisis que haya soportado este centro docente en toda su historia” (El Tiempo, 1972).

Luis Eduardo Mora Osejo y la alianza con el movimiento estudiantil en el Consejo Superior de la Universidad de Nariño

En la Universidad de Nariño, la experiencia del cogobierno surgió con algunas singularidades respecto del modelo propuesto desde la Universidad Nacional y la Universidad de Antioquia. A diferencia del resto del país, el proceso que demandó la democratización del poder educativo contó desde el inicio con el apoyo de la rectoría de Luis Eduardo Mora Osejo, el cual en noviembre de 1971 fue elegido mayoritariamente por los estudiantes, los profesores y los trabajadores ante la consulta previa del gobernador de Nariño Laureano Alberto Arellano. La posición del rector con relación a la estructura del Consejo Superior no se distanció de las demandas del movimiento estudiantil. En enero de 1972, Luis Eduardo Mora presentó el borrador del proyecto de reforma a la Universidad de Nariño en el que propuso que las decisiones referentes a la estructura y misión de la Universidad deben tomarse desde la base de la comunidad universitaria. Desde que asumió el cargo su propósito fue “crear la universidad científica, crítica, creadora y democrática y tratar de identificar más al estudiante con la realidad del país, a través del trabajo creativo” (El Espectador, 1972a).

Desde la expedición del decreto reforma 3175 de 1968 en el gobierno de Lleras Restrepo, los Consejos Superiores de las universidades oficiales del país estuvieron condicionadas a la ideología bipartidista del gobernador de turno, quien desde entonces tenía la facultad para presidir los consejos de decisión universitaria. En este periodo y hasta 1971, el Consejo Superior Universitario de la Universidad de Nariño estuvo conformado por el Gobernador del Departamento, el Obispo de la Diócesis, un delegado del Ministerio de Educación, un representante de los estudiantes y un representante de los profesores. Las demandas de autonomía y condena a la injerencia externa en las decisiones universitarias por parte del movimiento estudiantil nariñense, permiteron que para finales de 1971 la estructura del Consejo Superior Universitario se modificara tras mutuo acuerdo entre el gobernador Laureano Alberto Arellano y el Consejo Superior Estudiantil de la Universidad de Nariño.

El 28 de octubre de 1971 fue divulgado el acuerdo 044 mediante el cual se modificaron los estatutos de la Universidad de Nariño relacionados con la conformación de los consejos superior y directivo. De acuerdo con la mencionada reforma, el Consejo Superior quedó conformado por el gobernador o su representante; un representante de la iglesia designado por el obispo de la Diócesis; un delegado del Ministerio de Educación Nacional, escogido entre los profesores de la Universidad; por dos representantes de los profesores de las facultades y por dos representantes estudiantiles elegidos por el mismo sistema de cociente electoral (El Tiempo, 30 de octubre 1971). Ante la presión del movimiento estudiantil, el representante de la iglesia se abstuvo de hacer parte del Consejo Superior como se evidencia el acta 035 de noviembre 12 de 1971 que instaló el Consejo Superior Universitario luego de su modificación.

A diferencia de lo sucedido en la Universidad de Antioquia y la Universidad Nacional, en el Consejo Superior de la Universidad de Nariño se produjo una alianza entre la representación estudiantil y el rector para tomar las decisiones en torno a la reforma universitaria. Los conatos de antagonismo provinieron de la representación profesoral que se opuso a la petición dirigida por el rector para que los Decanos de Agronomía y Ciencias de la Educación dejaran sus cargos voluntariamente ante el vencimiento de su periodo de administración. En reunión del 12 de febrero de 1972, el representante estudiantil Fabio Velasco dejó constancia de apoyo a la decisión del rector argumentando que los mencionados decanos eran la representación de la vieja estructura universitaria: “(...) para la Universidad de Nariño, la salida de estos curas sueltos, representa otro gran triunfo, porque la lucha de estudiantes y profesores a escala nacional, por una reforma verdaderamente revolucionaria de la universidad colombiana, están enfocadas a sacar de ellas a esta clase de elementos indeseables, representantes del imperialismo, el gobierno y la curia” (Goyes, 2004: 62).

La alianza entre el rector y el movimiento estudiantil para la reforma universitaria se hizo más clara en enero de 1972 cuando Mora Osejo presentó al Consejo Superior el documento titulado “Planteamientos para una Reforma de la Universidad de Nariño”, cuyo borrador invitaba a la comunidad universitaria a hacer parte activa de la reestructuración del Alma Mater a través de la participación real de “directivas, profesores y estudiantes en la discusión de las iniciativas y documentos que se presenten al debate”, partiendo de la concepción de la universidad como una “entidad estatal, autónoma que preserva y acrecienta la cultura, mediante la investigación científica y tecnológica y el fomento de la educación para la dignificación humana” (Goyes, 2004: 63). Entre los objetivos de la propuesta de reforma universitaria estaba la preservación y acrecimiento de la cultura, el desarrollo de la investigación científica y tecnológica, el fomento a la creatividad artística, la realización de la docencia superior y la expansión y democratización de la Universidad de Nariño con la comunidad.

Tanto las organizaciones de izquierda como la Juventud Patriótica y El Frente de Intelectuales Revolucionarios, hasta el Consejo Superior Estudiantil de la Universidad de Nariño, manifestaron que el proyecto de reforma del rector Mora Osejo suponía un impulso para la transformación democrática de la universidad y la encaminaba hacia la consolidación de una universidad verdaderamente científica y autónoma “(...) “lo fundamental que plantea la reforma Mora Osejo, es aquello que se formula como la actividad teórico-práctica… es una reforma que por primera vez en la vida de la Universidad de Nariño, comienza a plantearse como una universidad científica, crítica y creadora” (Goyes, 2004: 76).

Aun cuando la mayoría de la comunidad universitaria apoyó el proyecto de reforma, desde una parte de la representación profesoral y grupos estudiantiles como el Frente Estudiantil Democrático (FED) se alzaron voces de oposición a la propuesta de Mora Osejo por tener un contenido marxista. Para la tendencia marxista-leninista de la Universidad de Nariño, la reforma de Mora Osejo presentaba un grado de vaguedad política que retirado el rector podía ser utilizada por los sectores retardatarios que habían dominado las decisiones de la universidad en años anteriores. “(...) en ella se encierran todos los elementos suficientes para que sea acogida por la casta o por sistemas dominantes, para que sea acogida por el imperialismo norteamericano, y así esta universidad al igual que las otras universidades colombianas, que han entrado por el camino del desarrollismo se convierten en instrumentos para producir y seguir produciendo profesionales para el mercado capitalista”. (lbid).

Ante la concesión de autonomía y reforma universitaria por parte de la rectoría de Mora Osejo, el movimiento estudiantil nariñense concentró sus esfuerzos en apoyar causas sociales como propias, de allí que en noviembre de 1972 se unió a las manifestaciones impulsadas por los maestros para exigir el pago de los sueldos atrasados. Ante la agudización de las protestas, las Fuerzas Armadas procedieron a allanar la Universidad de Nariño dejando varios estudiantes heridos con arma de fuego. Como miembro del Consejo Universitario y aliado del movimiento universitario, el rector Mora Osejo firmó una declaración condenando la represión estudiantil que se había llevado a cabo en las instalaciones de la Universidad de Nariño. Ante los hechos, el gobernador de tendencia conservadora Francisco Muriel BuchelI le exigió al rector firmar un documento condenando la actitud estudiantil, y al negarse se le exigió la renuncia: “Yo le manifesté al doctor Muriel Buchelli que estaba cumpliendo con mi deber y que me abstenía de dimitir. Él procedió entonces a firmar el decreto de mi destitución” (El Espectador, 1972a).

Mientras en otras ciudades los conflictos universitarios enfrentaban a los estudiantes con los rectores, en la Universidad de Nariño la destitución del rector Mora Osejo produjo la agudización de las manifestaciones estudiantiles exigiendo el reintegro del ex rector. Como medida para solucionar la crisis política en la Universidad de Nariño, en diciembre de 1972 se convocó a un plebiscito entre la comunidad universitaria para la elección de rector. Los resultados demostraron el apoyo del movimiento universitario al profesor Luis Mora y a su concepción de la universidad colombiana, recibiendo 1647 votos mientras que su contrincante más cercano obtuvo 140 votos.

Al final del año, el gobernador desconoció los resultados del plebiscito y nombró a Eduardo Alvarado Hurtado que si bien hacía parte de la tendencia reformista de Mora Osejo no terminó por convencer a la totalidad del movimiento universitario que desde entonces se dividió entre quienes “consideraban que su designación constituye un triunfo de la democracia y los que, por el contrario, lo señalaban como un instrumento al servicio de los enemigos de la universidad” (Goyes, 2004: 121).

Resistencia estudiantil en la UPTC y la UPN

En instituciones oficiales como la Universidad Pedagógica de Colombia (UPN) y la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Tunja (UPTC), las reivindicaciones estudiantiles de autonomía universitaria, financiación estatal y condena de la injerencia extranjera no se tradujeron en la implementación de un Gobierno provisional democrático con amplia participación de profesores y estudiantes; sin embargo, su participación en el movimiento estudiantil y solidaridad con las manifestaciones del resto del país permitieron darle a la lucha estudiantil un carácter nacional. Para Bernal y Naranjo (2021), entre las causas que no permitieron la contundencia del movimiento estudiantil y la formación de un gobierno provisional democrático en la UPTC, se encuentra la participación de estudiantes de derecha que se encargaban de señalar y denunciar ante las fuerzas militares a los compañeros que militaban en la izquierda. Agrupados en torno al Frente Colombianista, estudiantes y profesores que comulgaban con las teorías de Primo de Rivera y Adolfo Hitler desarrollaron estrategias como el espionaje y el uso de perros en las protestas para contener los elementos de izquierda dentro de la universidad (Bernal y Naranjo, 2021: 280). Además de las organizaciones de derecha, durante las movilizaciones de 1970 surgieron voces independientes que manifestaban su oposición a los mecanismos de protesta del movimiento estudiantil por entorpecer el funcionamiento de la Universidad. El desacuerdo llegó hasta el Consejo Superior a través de un estudiante que manifestó estar en constante lucha ideológica con los elementos “filocomunistas que usan la fuerza y la violencia para demandar autonomía y financiación”. El representante de la Iglesia ante el Consejo Superior manifestó estar de acuerdo con la posición del estudiante y le pidieron que “organizara una brigada de buenos líderes que oriente al estudiantado y a la ciudadanía en las buenas doctrinas”.133

Una de las primeras manifestaciones de solidaridad con el movimiento universitario nacional se produjo luego del Tercer Encuentro Nacional Universitario y la divulgación del Programa Mínimo, cuando estudiantes de la UPTC ocuparon la rectoría para exigir la expulsión de los representantes de la Iglesia, los gremios económicos en cabeza de Acerías Paz del Río, y la banca ante el Consejo Superior. Hacia junio 26 del mismo año, los estudiantes de la UPTC desalojaron a los profesores, ocuparon la universidad y declararon paro en solidaridad con las protestas que se estaban llevando a cabo en la UIS. Ante los hechos el Frente Colombianista hizo aparición y propiciaron el retorno a la normalidad académica “quitando los obstáculos que los ‘maoístas’ habían colocado y dejó los muebles en orden para las clases de hoy, que se reanudaron con escaso número de alumnos” (Bernal y Naranjo, 2021: 283).

La rectoría de Armando Suescún Monroy aprovechó la fragmentación del movimiento estudiantil de izquierda que para entonces era minoría, y haciendo uso del decreto 1259 de junio de 1971, perfiló y expulsó a los estudiantes que impulsaron y participaron en las manifestaciones. Mediante las resoluciones 225 y 228, se aprobó la suspensión de matrícula a un total de treinta y cinco estudiantes, de los cuales diecisiete fueron expulsados definitivamente. (Ibid: 284). No sería sino hasta 1991 que la UPTC lograría la democratización del Consejo Superior y el aumento de la representación estudiantil en las decisiones universitarias.

En la Universidad Pedagógica, las primeras manifestaciones estudiantiles surgieron como oposición a la rectoría de la profesora Franzisca Radke. En sus dos periodos de administración (1927-1935) y (1952-1957), dicha profesora fue conocida por el uso de la autoridad en el proceso de consolidación de la Universidad Pedagógica, por la implementación de la estructura tradicional-conservadora en la educación superior colombiana, y por su estrecha relación con el “rojaspinillismo”. En mayo de 1957, el movimiento estudiantil elaboró un pliego de peticiones exigiendo la reforma administrativa de la Universidad Pedagógica y la renuncia de la profesora Radke: “Segundo. Reorganización del sistema que la Sra. Radke ha implantado tanto en el orden pedagógico como científico y disciplinarios. (...) Séptimo. Modificar el ambiente de humillación de las alumnas dado por la Rectora, otorgar la libertad de presentar las justas reclamaciones de las alumnas a la Rectora y directivas” (Jiménez, 200: 7).

En el pliego de peticiones presentado el 21 de mayo de 1957, el movimiento estudiantil de la Universidad Pedagógica demandó por primera vez la consolidación de un modelo de educación superior basado en los principios de autonomía, financiamiento e investigación científica: “Octavo. Aumento del presupuesto de la universidad con el objetivo de organizar laboratorios de Ciencias Naturales, Química, Física, Fonética y una biblioteca (...) Décimo. Informar las determinaciones que toma la universidad a fin de darlas a conocer al alumnado para evitar arbitrariedades (...) Decimotercer. Estímulo de la investigación científica tanto para el profesorado como para las alumnas de la institución” (lbid: 7).

A partir de la década de los 60, el carácter gremialista que asumió el movimiento estudiantil colombiano y el uso de la huelga como mecanismo de presión permitió que en la Universidad Pedagógica se empezara a poner en discusión la estructura política de la institución y se demandara su democratización y descentralización. Luego de una agitación interna en la Universidad Pedagógica, en agosto de 1967 el Consejo Directivo nombró una Comisión de Evaluación compuesta por tres personas externas para estudiar la organización de la universidad y proponer su reestructuración. La comisión evaluadora fue encomendada a un representante del Ministerio de Educación y a dos decanos de las Facultades de educación del país: Guillermo Vélez de la Universidad de Antioquia y José Ángel de la Universidad del Valle. Siguiendo a Jiménez (2000), aun cuando la Comisión Evaluadora criticó la estructura centralizada y vertical de la Universidad Pedagógica, las conclusiones de la comisión recogieron “parte de las aspiraciones del informe Atcon que buscan modernizar las instituciones universitarias mediante un perfil norteamericano” (lbid: 12).

En 1968, el presidente Carlos Lleras Restrepo presentó el polémico Decreto 3157 que atentaba contra los principios de autonomía y autodeterminación de las instituciones de educación superior de carácter nacional, estableciendo que “son agentes directos del Presidente de la República, de su libre nombramiento y remoción los ministros, los jefes de departamento administrativo y los gerentes de los establecimientos públicos nacionales” (Ibid: 18). El decreto 3157 es el precedente directo del decreto 1259 de 1971 que facultó a los rectores para garantizar el orden público dentro de las universidades a través de mecanismos como el cierre de las instituciones y la aprobación del ingreso de las fuerzas militares a las universidades públicas. Siguiendo a Jiménez (2000), este decreto fue nefasto para las universidades oficiales, pues con él vendría la presencia de los “rectores policías” “que al depender directamente del ejecutivo abandonaron su función académico-administrativa y pasaron a ser agentes de control del orden público” (lbid: 18).

Este periodo coincidió con la llegada de Jaime Sanín Echeverri a la rectoría de la Universidad Pedagógica, quien sería recordado por ser el primer hombre en administrar la institución y definido por los profesores como un humanista y liberal en su visión del mundo y de la universidad (Jiménez, 2000: 15). Su administración inauguró un periodo de diálogo entre la rectoría y el movimiento estudiantil en un momento de radicalización del discurso y de los mecanismos de presión de la organización estudiantil a nivel nacional. Siguiendo a Juvenal Nieves, líder estudiantil de la época, cuando la Universidad Pedagógica se encontraba rodeada completamente por los militares, Sanín Echeverri acompañaba a los estudiantes amotinados hasta la Avenida Caracas y la Carrera Once, para que no fueran detenidos, y en otras ocasiones condenó el allanamiento de la universidad por las fuerzas militares (Jiménez, 2000: 22).

Los acontecimientos de febrero de 1971 en la Universidad del Valle tuvieron amplio eco en el movimiento estudiantil de la Universidad Pedagógica. Como en diferentes regiones del país, el 4 de marzo los estudiantes de la UPN se solidarizaron contra la masacre estudiantil ocurrida el 26 de febrero bloqueando las vías adyacentes a la Avenida Chile e iniciando un enfrentamiento con la policía hacia las 12 de la tarde “que se extendió hasta altas horas de la noche. Hubo estudiantes lesionados y detenidos. Se presentó el allanamiento y, por último, la toma por parte de los militares a la institución” (Ibid: 19). Según estimaciones del periódico El Tiempo, cerca de doscientas personas fueron detenidas por la policía militar y concentradas en la Plaza de Toros Santamaría donde serían investigadas por las autoridades. (El Tiempo, 1971: 6). La reacción del gobierno Pastrana fue expedir el decreto 290 por el cual se ordenaba el arresto de 30 a 180 días para “las personas que estimulen en cualquier forma el desobedecimiento a la ley, o impartan consignas sobre cese o alteración de las actividades normales, inciten, fomenten u organicen reuniones públicas, manifestaciones o desfiles de cualquier clase” (lbid: 9).

Tras los acontecimientos anteriormente narrados, el movimiento estudiantil organizó el autodenominado “Movimiento 4 de marzo” que se encargó de oponerse a las decisiones universitarias que fueran en contra de las demandas de la organización estudiantil nacional. Como menciona Jiménez (2000), el Movimiento estuvo integrado por futuros líderes nacionales como “Abel Rodríguez Céspedes, quien años después fue presidente de Fecode, gestor del Estatuto Docente de 1979 y constituyente por el sector educativo en 1991; los hermanos Juvenal y Celio Nieves, futuros dirigentes de la Asociación Distrital de Educadores (ADE); la futura académica y líder política Luz del Socorro Ramírez y el destacado historiador Darío Antonio Betancur”. (Jiménez, 2000: 19).

La actividad del movimiento estudiantil de la Universidad Pedagógica y del “Movimiento 4 de marzo” se extendió hasta 1973, cuando el Consejo Académico y el rector Arturo Camargo Castro acordaron la expulsión de 51 estudiantes entre los que se encontraban Juvenal Nieves y Luz del Socorro Ramírez. Como menciona Darío Betancur, historiador y representante estudiantil de la época, “la expulsión de casi todo el movimiento estudiantil de la Pedagógica mató a un actor importante de la vida universitaria que como movimiento volvería a renacer de manera lánguida ya en la década del ochenta” (lbid: 23).

Notas

127 Dada la amplitud nacional del movimiento, como resultado del proyecto se realizó este escrito que, de manera principal, se refiere a los rasgos del mismo en universidades regionales. Su alcance, en efecto, es mayor, pero se ha reducido en su extensión en razón de los límites editoriales. (Nota de los editores).

128 En la propuesta de reforma, la ANDI pedía que el Consejo Universitario se ocupara de cualquier asunto universitario que amenazara la estabilidad de la universidad: “Además de las funciones especiales, al Consejo Superior corresponde la orientación superior de la universidad, la vigilancia para que ella no se aparte de los objetivos que le son propios y la guarda de la integridad de los estatutos. En ejercicio de esta función general, el Consejo podría ocuparse de “cualquier situación universitaria”, y de los actos de las demás autoridades o cuerpos universitarios, en cuanto estos o aquellos contraríen los estatutos o amenacen la estabilidad de la universidad (Vanguardia Liberal, noviembre 7 del 62)”. Tomado de Vargas (1996: 42).

129 El Tiempo. “Aprobado gobierno provisional para la UIS”. 14 de abril de 1971.

130 Consejo Directivo de la U. de A. (1971). Tomado de: Tarazona, A. (2015: 15).

131 El Tiempo, enero 19 de 1972, “Gobierno especial para la Universidad de Antioquia”.

132 Con el fin de contribuir al desarrollo social de la región del Valle, en 1964 se formó el Grupo de los Martes que buscó la formación de empresarios en las facultades de la Universidad del Valle. Uno de sus fundadores, Reynaldo Scarpetta consiguió apoyo económico del Instituto Tecnológico de Georgia, la Fundación Rockefeller y la Fundación Ford para la formación de técnicos y empresarios, así como para la cimentación de la Facultad de Ciencias de la Administración de la Universidad del Valle.

133 Consejo Superior Universitario UPTC (1970). Acta n.º 3. Tomado de: Bernal Villate, S. & Naranjo, D. (2021: 280).


Anexos documentales

Anexo 1

Carta abierta a los estudiantes de la Universidad Nacional

Orlando Fals Borda

Columbia University, New York City, noviembre de 1966

Ante los últimos acontecimientos universitarios, examinados desde las perspectivas que toman las cosas de la patria, vistas en la lejanía, pero profundamente sentidas, no quiero permanecer ajeno a ustedes, ni aparentar una indiferencia que bien pudiera tomarse por oportunismo o pusilanimidad. Además, debo dirigirme a ustedes, y a la opinión pública en general, para desenmascarar la insidiosa campaña que algunos grupos y personas han vuelto a desencadenar contra la sociología como ciencia y profesión, ciencia que les perturba porque destruye con hechos y datos su visión acomodaticia y egoísta de la realidad nacional. Sobre ello habré de escribir prontamente otras cartas.

En estos momentos vale la pena hacer un examen del movimiento estudiantil de los años pasados, para derivar de él formas constructivas de acción universitaria, en armonía con los propósitos de cambio social que nos animan. Recordemos que los estudiantes, con la colaboración de un buen grupo de profesores entre quienes tuve la fortuna de contarme, han venido luchando por imponer ciertos criterios de servicio, eficiencia y objetividad en la vida universitaria que no pueden descartarse, porque tienen un valor universal. Muchos de esos criterios, por la persistencia y la presión estudiantil en buena parte, se han traducido en programas de acción en la Universidad Nacional. Solo cabe recordar las iniciativas impulsadas por ustedes en cuanto al aumento de cupos, la planeación, la investigación, la integración académica, y la docencia de tiempo completo —políticas ahora oficializadas— para entender la importancia de lo que ustedes y nosotros queríamos para el país. Por supuesto, también había otras muchas metas hacia las cuales se marchó en lo posible: el contacto con las clases humildes para hacerlas copartícipes de la cultura y los recursos que nunca tuvieron, no por su propia voluntad; el servicio a la comunidad; el apoyo a la justicia, el progreso y la libertad, dondequiera que se hacían necesarias; y la batalla al dogmatismo que niega toda ciencia. Tanto la labor interna en la Universidad como su proyección hacia la comunidad no pueden ser olvidadas, ni menospreciadas por la sociedad colombiana en ninguno de los estamentos.

No quisiera ver los últimos incidentes —originados y empeorados por divisiones internas, imprecisiones y falta de control sobre el cuerpo estudiantil—, como el crepúsculo de aquellos ideales que muchos enemigos de la patria y de la Universidad (los que también difaman de paso a la sociología), quieren ver extirpados definitivamente. Es cierto que los actos violentos han creado una imagen distorsionada de la Universidad, debilitando a las fuerzas progresistas que desean y buscan que ella sea moderna, libre y creadora. Esta es una de las razones por las cuales es condenable la pedrea al señor Presidente de la República —aparte de las otras razones que son de igual o mayor importancia— lo que motivó la entrada de la fuerza pública a los predios universitarios. Esta actitud condenatoria de la violencia no es nueva en nuestro grupo. Ello consta por hechos anteriores similares en los cuales interviene personalmente para aplacar sus efectos, haciendo público mi rechazo. En una atmosfera pugnaz no es posible el trabajo universitario, y se echan a pique todos los esfuerzos que lleva años realizar, para llegar a las metas de reforma que todos valoramos.

Estos últimos incidentes no deben oscurecer el ideal mayor y permanente que ha animado constantemente al estudiantado. Este ideal supremo es el que no deben perder ustedes, como aspiro a no perderlo yo, porque es un ideal de servicio desinteresado a la sociedad, un tesonero esfuerzo de impulsar al país hacia las más altas metas de progreso, sin pensar en particulares posiciones o prebendas, como en la que ustedes se han distinguido siempre de muchas camarillas y maquinarias político-sociales, y que los convierte en positiva esperanza del país. Este es un ideal trascendente que tiene más vigencia que las efímeras eventualidades presentes.

Como ciudadano y como universitario quiero pedirles que no se dispersen. Deben buscar la unidad a través de aquellos ideales que reconocen el valor de defender la concepción misma de la Universidad como motor de realización del pueblo y de desarrollo nacional, como herramienta al servicio del país, y como elemento de estímulo democrático dentro de su tradicional autonomía. Quiero pedirles que sean muy prudentes y esforzados, flexibles y tolerantes en la difícil etapa que se inicia, y más que todo que mantengan viva la llama de las ideas por las que ustedes y muchos otros hemos luchado sin descanso.

En lo que a mí concierne, dentro de mis limitados recursos, pueden seguir contando con mi solidaridad para lo que han tratado de hacer en pro del país y de nuestra Universidad a los que sé ustedes aman. Colombia los necesita y habrá de llamarlos pronto. Por eso es esencial que mantengan en alto la frente, lúcidas las ideas y racionales los medios de acción.

Mientras tengo el gusto de verlos nuevamente, reciban el saludo muy cordial de su profesor y amigo,

ORLANDO FALS BORDA

Profesor de sociología de la Universidad Nacional

Anexo 2

La Reunión del Muña: “U.N. 1970” Universidad Nacional, 71. ¿Ciencia? ¿Profesionalismo? ¿Autonomía? ¿Cogobierno?134

Rafael Miranda B.
Estudiante Delegado

En vísperas de un nuevo aniversario suyo —el 22 de septiembre, 103 años desde su fundación—, la Universidad Nacional acaba de foguearse a sí misma como institución académica dentro del país.

Durante cuatro días, directivas y representantes de los profesores, de los estudiantes e inclusive de los trabajadores se reunieron en el “Refugio del Muña” para abocar los resultados de un “autoestudio-institucional” efectuado con anterioridad. En realidad, el seminario “U.N. 1970” significó la fase ampliada (con la participación de profesores y estudiantes) y pública de una labor de análisis que venía realizando desde principios del año un grupo central de trabajo conformado básicamente por los vicedecanos de Facultades y bajo la coordinación del vicerrector, del jefe de Planeación y del director de Programas Agropecuarios. El objeto del seminario, pues, fue la confrontación por parte de todos los estamentos universitarios de los planteamientos allegados por el grupo y contenidos en el documento central de trabajo titulado “Autoestudio Institucional”.

Discusión para Diez Años

El documento trae en su primera página el objetivo pretendido con el “autoestudio” iniciado en enero de este año para formular una política académica general que presida y ordene el desarrollo de la Universidad durante la próxima década ante el hecho de la carencia en la actualidad de tal política, estimada indispensable:

“La Universidad Nacional de Colombia en 1970 no tiene una política general, lógica, unitaria y explícita que ordene su actividad académica en su sede central y en sus tres sedes regionales”.

Y el medio para aportarla es el nuevo estilo de trabajo esta vez inaugurados el autoanálisis permanente (y no como antes, con ocasión de cada crisis) y científico de la Universidad, en el que todos los universitarios se sientan envueltos y comprometidos. Dentro del actual proceso de autoestudio, el Seminario 70 vino a representar la etapa de confrontación abierta y sincera de “fogueo” de una Universidad que se siente capaz de realizar su propia crítica. El grupo central de trabajo había operado a través de su investigación con cuatro grandes categorías que fueron después los temas planteados formalmente al Seminario: 1°) Idea y carácter de la Universidad Nacional, 2°) Política académica, 3°) Estructura académica, 4°) Programas académico.

Por lo general, la discusión a nivel del seminario se permitió postular un mayor encubrimiento en el enfoque de los problemas y suscitar otras cuestiones relacionadas, por ejemplo, el sentido de seguir hablando de autonomía en esta época, la financiación externa de la Universidad, etc. El documento critica la idea de universidad protocolizada en la ley 65 de 1963 y en el acuerdo 76 de 1969, del Consejo Superior Universitario, juzgándola simplemente legal, tópica y abstracta (“Entidad pública, de carácter docente, autónoma y descentralizada”, “centro de investigación para generar ideas que tracen el rumbo de la sociedad colombiana”, “centro de formación de individuos analíticos sobre valores humanos”) y a los valores que allí le son atribuidos (apoliticidad, formación integral dentro de la civilización cristiana, conciencia cívica, democracia, nacionalidad y paz social) como no correspondientes a los vigentes en la actualidad socialmente en el país.

Por el contrario, su idea real y actuante en los universitarios la encuentra expresada en los términos de que ella cumplía una función social (“identificarse con los grandes problemas nacionales y contribuir a su solución”). Registra la coexistencia hoy en día de varios tipos o ideas de universidad a considerar, a saber, la idea profesionalista, la idea desarrollista, la idea crítica y la idea científica. Desde su fundación y hasta 1960 ha predominado con exclusividad la idea profesionalista. A partir de 1965 entra en juego la idea desarrollista, que concibe a la universidad en función del Desarrollo como “motor” o instrumento. Últimamente se viene hablando de una universidad crítica, enjuiciadora de su contexto social, y de una universidad científica. Pero en todo caso, la concepción predominante e institucionalizada sigue siendo la de formar profesionales, aunque destaca, de otra parte, algunas realizaciones positivas debidas a la idea desarrollista, la estructura departamental, una mayor diversificación profesional y el estímulo a los planes de asistencia técnica.

Al abordar este tema, hubo por lo general acuerdo en la necesidad de definir la universidad en función del momento histórico y del carácter de la sociedad en que se da, sabiéndola determinada en última instancia por una específica estructura social, pero al mismo tiempo, en la posibilidad de reobrar e influir eficazmente sobre ella. Sin embargo, algunos estudiantes no cesaron de repetir a lo largo del debate este mismo planteamiento, aunque de otra manera expuesto (“la U se debe conectar con la realidad nacional”, la “experiencia de la U es solo parte de la realidad social del país”), como argumento para invalidar el desarrollo del seminario que, según ellos, no habría partido del “problema real”.

La consideración en torno a la “idea y carácter de la U”, es decir, de lo que supo entenderse muy bien como su “función”, se produjo a partir de la tipología propuesta por el documento —U. Profesionalista, U. Desarrollista, U. Crítica, U. Científica—. Las líneas generales de las posiciones asumidas pueden enumerarse de la siguiente manera:

a) No hay diferencia sustantiva entre la perspectiva profesional y la desarrollista. Esta última no es sino una forma larvada y más refinada de aquella. Por consiguiente, el juego de alternativas queda reducido en verdad a la formación profesional o técnica y a la actividad científica.

b) Dada la complejidad de la vida actual, es ilusorio pretender que la U pueda adscribirse a una sola de esas ideas (formar profesionales o hacer ciencia) exclusivamente.

Debe en cambio, saber realizarlas ambas en la cuantía y el modo que exija nuestra propia circunstancia nacional. Pero hay que evitar tanto la tentación cientificista, que busca producir ciencia por que sí, cualquier clase de ciencia —y no por el contrario, aquella que sirva y funcione en el país— y la tentación “brechista” (superación de la “brecha tecnológica”), que puede llevar a una ciencia repetitiva de la de otros países y sin justificación ante nuestras verdaderas urgencias. La ciencia por hacer debe estar “atenida” a la realidad del país.

c) La U debe ser fundamentalmente crítica ante la anormalidad en muchos aspectos de la realidad social circundante. Es decir, consciente de que el problema primero y perentorio es la nación misma.

d) ¿Tiene sentido seguir hablando hoy de autonomía, frente a un Estado interesado en la ciencia y la tecnología? ¿No es utópico aspirar a ella? ¿No busca acaso el poder estatal comprometer a la U en sus fines?

e) La autonomía tiene que ver mucho con la autogestión de la universidad. Mientras esta no se gobierne a sí misma, no es posible hacerse ilusiones. En vez de los términos usuales de “autogobierno” y “cogobierno” se prefirió hablar de “autogestión” y “cogestión”.

f) La autonomía académica (lo que antes se llamaba “libertad de cátedra”) sigue teniendo mucha validez e importancia, sobre en el sector de las ciencias sociales, en el que se intenta a veces imponer a la U el contenido presuntamente “científico” de ciertas disciplinas y hasta los programas académicos mismos. Todo ello entroncado con el problema de la autonomía financiera.

g) En definitiva, dos son los niveles por realizar primordialmente en la U: el nivel técnico o profesional y el nivel científico.

La ley 65 de 1963 tiene establecidas algunas pautas generales de política académica. Según ella, la actividad académica debe consistir en la creación, conservación y libre transmisión de la cultura; la U debe preparar a profesionales y técnicos para llenar las necesidades del desarrollo del país, buscar la colaboración con las universidades colombianas y contribuir a la discusión y solución de los problemas nacional. El acuerdo 76 de 1969 dispuso para la U ciertas prioridades con miras a ordenar su actuación inmediatamente. Sin embargo, el documento concluye que hay una escisión entre la política descrita en la Ley y los acuerdos, y la ejecutada por la Universidad. Precisamente, el punto de partida del autoestudio fue la carencia en la actualidad de una política académica definida y unitaria.

Se encontró indispensable postular una política académica que articule más equitativamente las funciones técnica o profesional (hasta ahora casi la exclusiva) y la científica, y que incorpore la dimensión crítica y social en las profesiones, darle una posibilidad al estudiante de participar en un estudio real de los problemas nacionales, etc.

En lo esencial, la estructura académica de la Universidad vigente en 1970 se halla dispuesta por la ley 65 de 1963 que la configura en base a Facultades, Escuelas (concepto desaparecido en 1963), Departamentos e Institutos.

El acuerdo 76 del Consejo Superior Universitario de 1969 atribuye a la vicerrectoría la administración académica general y el fomento al profesorado, crea la dirección docente para coordinar la programación de las carreras. Igualmente, inserta en esta estructura la Dirección de Programas Agropecuarios. Esta estructura académica no es un todo articulado, armónico. Se da el caso de organismos con funciones múltiples, imprecisas y a menudo repetidas; de esta manera, al repetirse los niveles de decisión, la acción académica pierde continuidad y eficacia, la universidad se vuelve tardígrada y es imposible muchas veces precisar responsabilidades en sus ejecutores. Además, esa estructura se presenta como muy rígida e inflexible. El proceso de integración universitaria iniciado en 1964 no ha tenido cumplimiento en el aspecto académico y solo parcialmente en el administrativo. Es necesario retomar otra vez este proyecto inconcluso, aprovechando la experiencia habida al respecto.

a) Aunque no forma parte del tema planteado, se subraya la importancia de la estructura decisoria de la Universidad y de la composición misma de los órganos de decisión.

b) Se reconoce que la actual estructura académica no es debida a una política académica consciente y deliberada.

c) Por lo mismo, ella no se presenta como una totalidad vertebrada y coherente, sino a lo sumo como un agregado inarticulado de elementos que cumple únicamente la función de formar profesionales y en escasa medida, la de la investigación científica.

d) Se considera al Departamento una categoría decisiva para llevar a cabo la nueva política académica sugerida y se lo define como una unidad al mismo tiempo docente e investigativa, mientras que las facultades han de limitarse al aspecto simplemente profesional.

e) Al lado de los fines docente e investigativo, el Departamento debe tener un contenido esencialmente científico, sin caer en la duplicación. f) En los tres grupos de trabajo se hizo el aforo del proceso de integración comenzado en 1964 con base en las experiencias tenidas en su propio campo por cada uno de los participantes.

Los programas académicos de la Universidad son especialmente de tipo docente. La investigación ha tenido hasta ahora un puesto secundario. Los planes de estudio para las diferentes carreras se programan en forma sistemática y arbitraria, debido a la carencia de criterios generales y a la ausencia de un mecanismo que permita la aplicación de normas comunes a todas las facultades.

Al llegar a este tema, ya el tiempo que se nos había dado para el seminario terminaba. No obstante, se trató de darle concreción en este punto a las consideraciones generales sobre función de la Universidad y política académica. Suele afirmarse que el presupuesto de la Universidad Nacional es muy grande, pero sin tomar en cuenta hechos como los siguientes:

a) Ese presupuesto se reparte entre la central de Bogotá y las seccionales de Medellín, Pereira y Manizales.

b) La Universidad presta servicios a través de la Facultad de Medicina en la beneficencia por valor de 15.000.000.00 de pesos, que debería cubrir el municipio de Bogotá.

c) La Universidad suministra profesores para la Orquesta Sinfónica Nacional y la Filarmónica de Bogotá.

El “Seminario U.N de 1970” se inscribe dentro de un nuevo estilo de convivencia universitaria que hoy comienza a despuntar en la Universidad. Se adelantó en un clima de sinceridad, cordialidad y madurez, aunque claro está, no exento de discrepancia, muy normales en este caso. Ojalá se mantenga esta tónica de preocupación, estudio y participación de todos los universitarios en la vida misma de la Universidad.

Anexo 3

La representación universitaria y el sistema democrático de claustros

Antonio García

1) Un hecho fundamental está modificando y acelerando la crisis de la estructura autoritaria e inorgánica de la Universidad; la integración y movilización del profesorado por medio de la estructura democrática de los Claustros. El Claustro Universitario es una estructura esencialmente democrática en cuanto se fundamenta en el consenso y en la participación, rompiendo el estado de incomunicación y aislamiento —entre los diversos estamentos y dentro de los estamentos mismos— que ha sido la obligada consecuencia de las estructuras autoritarias impuestas a la Universidad por las fuerzas de presión que dominan la sociedad colombiana. Ese régimen de incomunicación y aislamiento ha impedido la integración y la movilización democrática de los tres grandes estamentos básicos: los profesores, los investigadores y los estudiantes.

2) Como efecto de este régimen de ordenación vertical y autoridad de la Universidad, ésta ha funcionado como una agencia profesionalista del Estado, sin verdadera autonomía, sin una legitimidad fundamentada en el consenso académico y sin una estructura democrática de claustros. Una Universidad sin claustros es una estructura rígida y vacía, sin posibilidades de auténtica representación y de participación activa de los estamentos universitarios. Dentro de este contexto, la representación de profesores y estudiantes constituía un acto de enajenación incondicionada de su voluntad, un método de absoluta transferencia de su capacidad de participación permanente y activa, ya que el voto no ha constituido un verdadero mandato ni ha originado un vínculo estable entre los representantes en los cuerpos directivos y los estamentos representados.

El funcionamiento de claustros ha modificado la naturaleza y contenido de la representación universitaria, en cuanto ésta se conforma como un sistema de delegación condicionada y que transforma al “representante” en un enlace institucional entre la estructura democrática de los claustros y los cuerpos directivos formales. En consecuencia, los representantes de un claustro son voceros y agentes suyos, no sustitutos suyos: su mandato supone y exige el funcionamiento regular, independiente y sistemático de los claustros, los que deben y pueden operar sobre los cuerpos directivos formales por medio del mecanismo de la representación. Este principio conlleva la responsabilidad de los representantes y la revocabilidad de su mandato.

El fundamento de un nuevo, orgánico y activo sistema de representación es, entonces, el funcionamiento de los diversos estamentos universitarios en forma de claustros. Desde este punto de vista, la representación de exalumnos carece de validez y sentido, mientras estos no se organicen en forma de claustros para participar en la vida universitaria con autenticidad y legitimidad.

3) La aspiración a una estructura democrática de la Universidad atribuye a los claustros la máxima autoridad en el señalamiento de los nuevos rumbos y en la movilización de los estamentos académicos, por lo mismo que constituye el nuevo mecanismo de democratización del poder universitario. La autenticidad, estabilidad y autonomía de los claustros de profesores, investigadores y estudiantes, hará posible definir la universidad como una comunidad democrática de trabajadores intelectuales, destinada a contribuir al desarrollo de la sociedad colombiana mediante la investigación científica, la docencia y la extensión de las diversas formas de cultura superior, conformando la conciencia crítica y la voluntad de los cambios indispensables a la transformación y desenvolvimiento de la nación y de sus fuerzas populares. La Universidad a la que debemos aspirar es aquella radicalmente comprometida con los cambios sociales que han de conducir a la formación de una nueva sociedad.

4) Desde luego, la nueva Universidad sólo puede ser producto de la profunda transformación de las estructuras sociales, económicas y políticas de la sociedad colombiana: es dentro de este nuevo ámbito que puede desarrollarse una universidad plenamente renovada.

Sin embargo, la función revolucionaria de la Universidad en Colombia y en los países atrasados va más allá de la conciencia de la necesidad del cambio: va hasta la transformación de esa conciencia en voluntad y decisión de cambio. En esto consiste el compromiso de las fuerzas que integran los estamentos más dinámicos de la Universidad, frente a la dependencia externa y a las estructuras tradicionales que obstaculizan o distorsionan el cambio. Y en esto consiste la necesidad de una reforma universitaria que aspire a remover las anticuadas estructuras de una universidad profesionalista y que opera tradicionalmente como órgano limitado a instrumentar la conservación del statu quo. Dentro de este marco conceptual —que define a grandes rasgos la naturaleza y fisonomía de la Universidad que debe crearse y por cuya creación deben movilizarse los estamentos académicos— la Facultad de Ciencias Humanas debe transformarse en el órgano de este proceso y en el instrumento de unas Ciencias Humanas puestas al servicio de esa toma de conciencia y de esa voluntad revolucionaria de cambio. El funcionamiento de este órgano fundamentado en la relación cada vez más complejamente interdisciplinaria de las Ciencias Humanas, conlleva la inmediata exigencia de revisar las orientaciones y relaciones académicas de los Departamentos e institutos que integran —hoy solo formalmente— la Facultad de Ciencias Humanas.

Adoptado ad-referéndum de los Claustros de Departamento, por el Claustro de Profesores de la Facultad de Ciencias Humanas.

Bogotá, D.E. abril 3 de 1970

Anexo 4

Carta de renuncia del profesor Orlando Fals Borda

Señor Doctor135

Mario Latorre

Rector de la Universidad Nacional de Colombia

E.S.D.

Señor rector:

Dentro de pocas semanas se cumple el plazo de la comisión ad honorem que tuvo a bien concederme la Universidad Nacional y en desarrollo de la cual adelanté investigaciones sociológicas y actividades docentes en universidades e institutos de varios países de Europa y América Latina. Esa ha sido la última de una serie de distinciones que he recibido de la Universidad desde mi ingreso a ella en 1956 y que constituirán siempre motivo de honor y estímulo para mí. He tratado, por supuesto, de retribuirle sirviendo a la Universidad en la forma más leal posible.

En efecto, lo que hoy existe en el Departamento de Sociología y parcialmente también en la Facultad de Ciencias Humanas, se debe en buena parte a las realizaciones de la anterior Facultad de Sociología de la que fui decano, al adelantar una política universal y equilibrada de vigorización científica, técnica y de recursos que la llevó a una posición de avanzada en Colombia y en el hemisferio. Esta fue la política en que participaron con pleno acuerdo profesores y estudiantes, algunos de los cuales se encuentran todavía en la Universidad. Son cosas de público conocimiento que no necesitan ser elaboradas ni defendidas, no obstante los naturales errores cometidos. Aunque se haya pretendido ignorarlas o desvirtuarlas, ellas se defienden por sí solas.

A mi regreso, al cabo de tres años de ausencia, observo que se ha hecho una sistemática campaña de destrucción de aquellas realizaciones adelantándose también una labor de difamación contra mí. Para el efecto se ha utilizado al estudiantado manteniéndolo ignorante del pasado real de la Facultad y llevándolo a creer que está avanzando en el campo de la sociología. Es fácil demostrar esa equivocación y el efecto de los últimos esfuerzos de “re-estructuración” no pueden ser más desastrosos para los mismos estudiantes, para la Universidad y para el país. Se trata de una vuelta a la disquisición sin rigor, estilo Siglo XVIII, que considera como único avance de la sociología moderna al funcionalismo cuyos modelos se habían empezado a descartar en la Facultad desde 1962 por inaplicables a la realidad colombiana.

Es ampliamente conocida mi actuación como decano en apoyo de todas las causas justas del estudiantado, al que sigo admirando y respetando porque lo considero honestamente motivado y preocupado por el futuro del país. No veo razón para modificar ahora esta actitud. Además, sería impropio agudizar los problemas internos que experimenta el Departamento de Sociología al entrar a participar en conflictos que son estériles e irracionales. Y aun más, son marginales al “volcamiento” hacia el pueblo colombiano que el momento histórico ha venido exigiendo de la Universidad desde hace tiempo.

No estando de acuerdo con tal estado de cosas, y no queriendo ni necesitando ser partícipe de ese proceso de reversión —proceso que no está en mis manos detener ni aliviar— he decidido separarme de la Universidad. Hay mucho que hacer por el país fuera del claustro universitario como para detenerse por estas circunstancias que limitan tan dolorosamente la función liberadora y de orientación popular de la Universidad Nacional.

Lamento, sí, que ese proceso de autodestrucción en Sociología sin sentido ni rumbo haya tomado tanto auge ante la aparente impotencia de la Universidad para detenerlo, e impedir que se extienda también a carreras afines. Tal proceso no puede llevar sino a la definitiva relegación de la Universidad a planos secundarios y a frustración como fuerza revolucionaria, mientras crecen otras instituciones que pueden llegar a ser enemigos del cambio que buscan los mismos universitarios.

Dejo pues, el cargo de Profesor Titular con que la Universidad me había honrado. Estoy orgulloso y satisfecho de haber participado en la vida universitaria en la década pasada. Es una etapa que se cumple en Sociología. Para la nueva, no puedo menos que desear el mejor de los éxitos a quienes sigan adelante sirviendo al país.

Del señor rector, respetuosamente.

Orlando Fals Borda

Anexo 5

Exposición de motivos y texto del proyecto de reforma universitaria presentado por el claustro de profesores de la Universidad Nacional de Colombia

Agosto de 1971

Introducción

Desde hace más de un año el profesorado de la Universidad Nacional viene adelantando un proceso de discusión sobre la problemática de la Universidad Colombiana y ha concluido que es necesario realizar una reforma universitaria que transforme los principios y contenidos que orientan la educación superior en el país.

Dentro del panorama de la reforma, los profesores creemos que un cambio de los mecanismos de conducción y organización no es suficiente, ya que estos deben plantearse como formas que harán viable una nueva concepción de la universidad, en unidad con los principios en los cuales ella se fundamenta.

Al elaborar el Proyecto de Ley que hoy presentamos al Honorable Congreso de la República, al profesorado y al estudiantado universitarios de todo el país y a la opinión en general, y con el ánimo de ejercer el derecho y asumir la responsabilidad que nos competen en la marcha de la universidad, hemos considerado indispensable que el nuevo marco jurídico de la universidad colombiana consagre las políticas de desarrollo de la educación superior que se desprenden de la nueva concepción de la universidad, y los mecanismos que permitirán poner en práctica dichas políticas, como partes inseparables de un enfoque orgánico de la reforma, y como elementos que se refuerzan mutuamente para hacer efectivo un cambio de la universidad colombiana.

Las siguientes páginas van dirigidas a sustentar el Proyecto de Reforma, precisando el sentido y vinculación de los principios, políticas y formas de organización que en él se consagran.

Función de la universidad en la sociedad contemporánea

En el mundo contemporáneo el conocimiento científico ha llegado a ser un factor decisivo para el desarrollo económico, cultural y político de los pueblos. Consecuentemente, la ciencia se ha constituido en el pilar fundamental de la universidad, ampliando sus perspectivas y repercusiones, convirtiéndola así en un centro estratégico para el desenvolvimiento de los Estados Modernos.

La Universidad es un centro fundamental para el desarrollo económico por cuanto en ella se prepara la fuerza de trabajo altamente calificada, capaz de dirigir los procesos de producción más modernos y complejos, capaz de responder a las necesidades tecnológicas y de satisfacer las demandas técnicas de las economías de producción en gran escala. De otra parte, la ciencia y la investigación que informan la alta cultura universitaria constituyen hoy una fuerza productiva determinante para la transformación de los instrumentos técnicos de producción, la tecnología y la organización del trabajo, y están en la base de todo incremento sustantivo de la productividad, de manera que el control sobre la producción científica y sus aplicaciones tecnológicas y técnicas desempeñan un papel importante en el dominio económico mundial, en la producción de bienes de capital, en el control de las fuentes de materias primas estratégicas, en el comercio internacional, etc.

En el campo de la cultura la universidad tiene un papel fundamental porque es a través de ella como la ciencia, la filosofía, el arte y en general las mas altas conquistas culturales del hombre son creadas y asimiladas para el enriquecimiento de las culturas nacionales y difundidas en las masas para generar una nueva mentalidad racional en amplios sectores de la población.

El conocimiento científico es también el elemento racional indispensable para la orientación de los procesos políticos, tanto a nivel mundial como de un país en particular.

En el campo de las relaciones internacionales, caracterizado por la dominación de unos Estados sobre otros, el desarrollo del conocimiento científico y muy particularmente de las ciencias sociales es un factor importante para las necesarias transformaciones —independencia y liberación nacional— de los pueblos dominados. Si bien el avance en el conocimiento científico en las universidades se ha puesto con frecuencia al servicio de la conservación de los sistemas políticos existentes para implementar sus necesidades internas y externas, a la vez se ha constituido en un motor de la critica social y del inconformismo, vinculando de esta manera la universidad a las grandes transformaciones de la época.

Parece, pues, irrefutable que la ciencia es hoy un elemento fundamental en la perspectiva económica, política y cultural del mundo contemporáneo, ya sea porque contribuye al mantenimiento de la dominación de unos países sobre otros, en la medida en que se ha constituido en factor de poderío de las grandes naciones, o porque incide decisivamente en los procesos de transformación social y de independencia nacional de los pueblos dominados.

Por lo anterior, Colombia como país dependiente, en el campo del desarrollo científico, debe concentrar sus esfuerzos en la construcción de un sistema universitario cuyo fundamento sea la ciencia, que le permita asimilar la alta cultura mundial y crear nuevas formas de conocimiento en función de las necesidades y recursos nacionales, y de esta manera poder desempeñar efectivamente un papel estratégico en las transformaciones políticas, económicas y sociales que el país requiere.

La dependencia científica y tecnológica del país

Las modalidades de desarrollo del proceso industrial colombiano que se dan dentro del marco de la dominación neocolonial, se han caracterizado por la importancia de la tecnología y la técnica de los países capitalistas desarrollados, para suplir la ausencia de la producción de bienes de capital cada vez más necesaria para la evolución industrial y agrícola del país.

Como consecuencia de esta situación, y dada la desigualdad en las relaciones de intercambio en el comercio internacional, en los últimos años se han acentuado el endeudamiento externo y la penetración del capital y la tecnología extranjeros.

Sin embargo esta tendencia no ha modificado el ritmo lento de crecimiento económico, ni atenuado las presiones de diversos sectores de la población cada vez más pauperizados, por el aumento del desempleo y los desequilibrios estructurales de nuestra economía; presiones que se manifiestan en distintas formas de descontento político.

La clase dominante del país ha demostrado que no está en capacidad de ofrecer una alternativa de desarrollo diferente, que implique una modificación en las relaciones actuales de dependencia y, por el contrario, tiende a perpetuar su dominio económico y político mediante la conservación del sistema vigente, pretendiendo sustituir los cambios sustanciales por reformas menores, que, obviamente, no pueden satisfacer las inaplazables aspiraciones de las grandes mayorías.

Papel actual de la universidad colombiana

La búsqueda de un ajuste de la estructura universitaria y de la formación profesional al orden existente, de acuerdo a los intereses particulares de los grupos dominantes, ha condicionado el que hasta ahora la universidad no haya podido cumplir una función diferente a la de reproducir el reducido núcleo de dirigentes que se requieren en las altas esferas económicas y políticas y de formar una fuerza de trabajo medianamente capacitada, para integrarse al proceso productivo dentro de las circunstancias que le impone la dependencia científica, tecnológica y técnica del país.

Una formación profesionalista y meramente técnica que se imparte sobre la base de una enseñanza y un aprendizaje de carácter mecánico y repetitivo, confina a la fuerza de trabajo capacitada a participar sin ningún poder de determinación en los procesos económicos y en los diferentes niveles de conducción política, cultural y social, sin posibilidad mayor de aportar a la configuración de una salida a la actual situación de dependencia del país, limitando la influencia que la Universidad podría tener en el desarrollo nacional.

La universidad científica y crítica: fundamento de la reforma

No obstante las condiciones descritas —y teniendo en cuenta que las relaciones entre la Sociedad y la Universidad no se dan en una sola dirección ni como un ajuste mecánico— es posible plantear desde el interior de la universidad una modificación de su estructura, ya no articulada a la situación de dependencia y a los intereses y perspectivas de los grupos dominantes, sino que por el contrario contribuye a superar el estancamiento y el atraso en que se encuentra el país.

Esta modificación debe apartar la universidad de la función puramente calificadora de la fuerza de trabajo y en especial de capacitación de personal adecuado a la importación de ciencia y tecnología, y postular primordialmente el desarrollo de una universidad científica y crítica en la cual la formación profesional y técnica se base en principios científicos y no únicamente en sus aspectos operativos y en sus consecuencias prácticas.

Sobre la base de las anteriores consideraciones este proyecto define la universidad como “un centro de investigación científica al más alto nivel, que cumple la función de formación profesional dentro de una perspectiva eminentemente crítica” (Cap. I, Art. 3º.).

Tal universidad supone el desarrollo de la ciencia en las distintas áreas del conocimiento, a partir del estudio de sus fundamentos teóricos y metodológicos confrontados a través de la investigación de la realidad del país.

Con base en este conocimiento objetivo el profesional podrá enfrentar en forma reflexiva y critica la búsqueda de soluciones dentro de diversas alternativas sin tener que sujetarse a los modelos elaborados en otros países para situaciones diferentes, que hoy son trasladados sin ningún condicionamiento propio.

La universidad científica supone una afirmación de la perspectiva nacional, es decir, de un futuro que no está determinado por el desarrollo económico, cultural y político de las grandes potencias.

Supone, por lo tanto, como objeto de estudio científico la realidad nacional en todos sus aspectos, e implica, en consecuencia, que el contenido básico de la reforma sea impulsar el desarrollo científico en la universidad de acuerdo con las condiciones, decisiones y recursos del país y en función de sus necesidades.

La actividad básica de la universidad científica es la investigación, y en función de ella se definen los objetivos de la misma. Estos objetivos se orientan a crear las condiciones para que la investigación se convierta efectivamente en fundamento de la vida universitaria a todos los niveles, vinculando integralmente la investigación y la docencia, desarrollando prioritariamente los programas profesionales más relacionados con las áreas científicas, etc. (Cap. I, artículo 4º.).

De otra parte, la función critica que se atribuye a la universidad, sobre la base del conocimiento objetivo de la realidad, supone la definición autónoma de las políticas y programas académicos rechazando toda injerencia que busque la educación de la universidad a fines extraños a ella.

Por esta razón el proyecto de ley define una política de independencia y autonomía de la universidad frente a cualquier tipo de planes y programas, oficiales o privadas, nacionales o extranjeras (Capítulo I, artículo 3º.) y crea los mecanismos necesarios para garantizarlas.

Fortalecimiento de la universidad pública mediante la creación de la universidad del Estado

En Colombia existen hoy más de cuarenta establecimientos de educación superior que ofrecen carreras profesionales, funcionan con recursos generalmente precarios y en gran parte ostentan niveles educativos apenas equiparables al nivel medio. En estas universidades proliferan las carreras y programas en forma inorgánica, sin objetivos definidos y sin homologación posible de una institución a otra. Las precarias instalaciones y equipos se encuentran dispersos y el personal docente la mayoría de las veces es de baja calificación.

Mientras apenas se cuentan unas pocas entidades con niveles académicos decorosos, exhibimos una proliferación de universidades y carreras que casi ningún país industrializado puede darse el lujo de sostener en proporción a sus recursos, y en cambio no podemos mostrar ni un área del conocimiento cuyo nivel pueda equipararse al desarrollo científico internacional.

En los últimos años la universidad pública ha disminuido su participación relativa en el conjunto de la población estudiantil y en la asignación de recursos cuando es ella la que tiene las mejores posibilidades de convertirse en esa gran universidad que necesita Colombia.

La proliferación de universidades —públicas y especialmente privadas— solo se explica dentro de una política oficial permisiva, encaminada a equilibrar intereses, que encubre un tratamiento primordialmente político al problema de la educación superior, con el agravante de que la creación de este tipo de instituciones no solo se acepta sino que se estimula, entre otras cosas, para tratar de amortiguar las presiones de sectores cada vez más amplios que aspiran a tener acceso a la universidad y para tratar de disimular los efectos de la deficiente financiación y la irresponsabilidad estatal que se trata de suplir con la iniciativa privada o los recursos externos.

La creación indiscriminada y sin limitación de centros de educación superior concebida muchas veces en forma equivoca como instrumentos de desarrollo regional solo conduce en la práctica al debilitamiento y la atomización de la universidad pública. Frente a esta situación es indispensable el estímulo a la educación pública y el desarrollo de una institución académica que cuente con recursos económicos y académicos propios, que sustenten la posibilidad de un desarrollo científico y una adecuación de los programas universitarios a la realidad del país.

A la luz del propósito y la necesidad de crear en el país una universidad científica y critica como un centro de alta cultura se comprende la irracionalidad del sistema de educación superior existente y la urgencia de introducir modificaciones sustanciales en el mismo.

En este sentido, el proyecto plantea el fortalecimiento de la universidad pública mediante la organización de un sistema unitario que acentúa la responsabilidad estatal en la educación superior e integra orgánicamente las distintas universidades públicas existentes en una sola universidad del Estado. (Cap. II, art. 5º; Cap. I, art. 2º.).

La integración de todas las universidades públicas en un sistema unitario constituye la base para crear mediante la concentración de los recursos humanos, materiales y financieros la estructura material y la fuerza intelectual que requiere la universidad científica de la cual dista mucho aun la realidad universitaria existente.

La organización integrada establece unidades relativamente descentralizadas que satisfacen las necesidades regionales a la vez que supera el actual enfoque localista. La labor científica de la universidad estatal debe repercutir en todos los campos de la vida nacional y ramificarse de acuerdo a una distribución funcional en las diversas regiones del país para responder a los problemas específicos de cada región, ya no a partir de centros débiles pequeños y dispersos que generalmente cuentan con recursos precarios, sino como parte integrante de una estructura universitaria estatal fuerte. (Cap. II, art. 6º.).

La universidad del Estado constituye un establecimiento público que en virtud de sus funciones específicas no puede estar supeditado a los programas o políticas particulares del gobierno ni definirse como un elemento más dentro del aparato burocrático del Estado, sino que requiere la autonomía necesaria para el desarrollo del conocimiento científico dentro de una perspectiva ampliada. Por esta razón se reclama para ella un régimen diferente al consagrado para los otros establecimientos públicos en los Decretos 1050 y 3130/68 y se afirma su no adscripción a ningún órgano o dependencia de la Administración Central (Cap. II, art.5º.).

Relaciones entre la universidad pública y la universidad privada.

El predominio de intereses económicos, políticos, religiosos e ideológicos de grupos particulares en la política educativa se refleja en el florecimiento de universidades privadas sin ningún tipo de control por parte del Estado.

La extensión y profundización del control de los grupos dominantes sobre la universidad es mucho más evidente y directo en la universidad privada, en la cual el dominio de los intereses particulares impregna toda la vida universitaria, la definición de las políticas y programas académicos, los sistemas y límites de participación de sus estamentos, etc.

La acomodación de la Universidad a cualquier tipo fijo de interés particular desvirtúa la posibilidad de lograr niveles altos de calificación sobre la base de una formación científica autónoma y con una perspectiva crítica frente al orden social existente y al mismo sistema educativo.

Por todo ello y sin desconocer el principio constitucional de la libertad de enseñanza, se responsabiliza al Ministerio de Educación de ejercer la función pública de inspección y vigilancia de las instituciones universitarias privadas pero con sujeción a los planes y programas trazados por la Universidad del Estado. De la misma manera el proyecto establece normas para evitar la desordenada proliferación de universidades privadas (Cap. III, arts. 14 a 17).

El proyecto busca igualmente la regulación del sistema universitario a escala nacional, aplicando la concepción de Universidad Científica y Crítica tanto a la Universidad del Estado como a las Universidades Privadas. (Cap. I, arts. 1º y 4º.).

En resumen, el fortalecimiento y la integración de la universidad pública tiene como consecuencia lógica la delimitación de las funciones de la universidad privada, otorgándosele un papel complementario en relación a las necesidades educativas del país. (Cap. III).

Financiación

El estímulo y las condiciones para que pueda desarrollarse la universidad científica depende fundamentalmente de que el Estado asuma integralmente el financiamiento de la universidad pública. La garantía de dicha financiación se alcanza estableciendo un porcentaje mínimo del presupuesto nacional, (Cap. IV, art. 18º.).

Además, uno de los aspectos más importantes de la reforma que se propone es la concentración de los recursos financieros que actualmente se encuentran dispersos y la convergencia de los aportes nacionales, departamentales, municipales o distritales hacia el fortalecimiento de la universidad del Estado en sus distintas unidades, superándose en esta forma la irracional competencia entre las diversas universidades y el hecho de que los precarios recursos monetarios que el Estado destina a la educación superior sean utilizados en forma inadecuada y se distribuyan entre las universidades públicas y las universidades privadas.

De otra parte, sabido es que para suplir las deficiencias de la financiación estatal se ha recurrido en forma creciente a la financiación externa, lo cual ha constituido un agravante de la dominación extranjera, ya que la financiación pública, como la privada de carácter nacional, conllevan la exigencia de lesivas contraprestaciones que se reflejan en el sistema educativo. Por ello, en orden a evitar toda forma de financiación lesiva, el proyecto establece precisas normas a las cuales debe someterse todo contrato, donación o programas de cooperación. (Cap. IV, art. 19º.).

Una Universidad científica y crítica sólo puede realizarse si su organización descansa fundamentalmente en la comunidad académica de profesores y estudiantes y si está plenamente desvinculada de los intereses extra universitarios que han sido tradicionalmente la causa principal de su crisis permanente.

Durante varios años profesores y estudiantes han adelantado una lucha por el avance científico y por el cambio de las condiciones actuales de la universidad, lucha que hoy sustenta su exigencia de participación efectiva en la orientación de la misma.

A dicha realidad el proyecto responde planteando la necesidad de una orientación interna y democrática de la Universidad; por parte de profesores y estudiantes, la cual se concreta en la composición de los organismos máximos de gobierno de la Universidad del Estado y de las Universidades Privadas. (Cap. II, art. 7º.)-(Cap. III, art. 15º., numeral g) y en los mecanismos de organización de aquella, que garantizan que la Universidad surja no como una imposición o como una prolongación de la antigua estructura de poder, sino como el resultado de un proceso deliberante en toda la universidad pública. (Cap. II, arts. 10º a 13º.).

Paralelamente, el proyecto prevé, en orden a garantizar la indispensable flexibilidad administrativa, la posibilidad de delegación de funciones en otros cuerpos o funcionarios académicos o administrativos y la necesidad de crear organismos que, en forma independiente, administren y ejecuten las políticas trazadas. (Cap. II, art. 8º.).

Lo anterior implica, que la participación de profesores y estudiantes no se da a nivel de la gestión burocrática y administrativa corriente, sino respecto de la función de fijación de principios, políticas y programas.

De otra parte, para garantizar efectivamente la libertad intelectual inherente a la actividad universitaria, el proyecto consagra expresamente que los profesores son funcionarios de carácter docente, no sometidos al régimen de libre nombramiento y remoción, sino a un estatuto especial que debe expedirse conforme a claros principios que el mismo proyecto establece (Cap. V, art. 21º.).

Paralelamente se define el profesorado como una organización, con plena autonomía para regular su funcionamiento y reglas de representación (Cap. V, art. 22º.).

Principios similares se reconocen para los estudiantes y su organización. (Cap. V, art. 23º.).

En síntesis, el proyecto que el profesorado de la Universidad Nacional de Colombia presenta, plantea como propósitos esenciales luchar POR UNA UNIVERSIDAD CIENTÍFICA Y CRÍTICA EN FUNCIÓN DE LA INDEPENDENCIA NACIONAL; POR EL FORTALECIMIENTO DE LA UNIVERSIDAD PÚBLICA; CONTRA LA PRIVATIZACIÓN DE LA ENSEÑANZA UNIVERSITARIA; CONTRA LAS FORMAS DE FINANCIACIÓN LESIVAS DE LA DIGNIDAD NACIONAL; POR LA AUTONOMÍA ORGANIZATIVA Y GARANTÍAS DEMOCRÁTICAS PARA PROFESORES Y ESTUDIANTES.

PROYECTO DE LEY

“Por el cual se crea la Universidad del Estado y se organiza la Educación Superior”.

CAPÍTULO PRIMERO: DE LA UNIVERSIDAD EN GENERAL

Artículo 1. La presente Ley regula integralmente el sistema universitario nacional y se aplica a todas las Universidades Oficiales o particulares que hayan sido reconocidas por el Estado como tales o que lo sean en el futuro.

Artículo 2. El servicio de educación pública universitaria estará exclusivamente a cargo de la Nación y se prestará a través de la Universidad del Estado que se crea por la presente Ley.

Artículo 3. La Universidad constituye un centro de investigación científica al más alto nivel, que cumple la función de formación profesional dentro de una perspectiva eminentemente crítica.

Las funciones de investigación y de crítica tendrán por objeto la realidad nacional y se desarrollarán con plena independencia y autonomía de planes y programas, oficiales o privados, nacionales o extranjeros.

Artículo 4. Constituyen objetivos de la Universidad Oficial y Privada:

a) Impartir docencia a nivel profesional a quienes hayan concluido el ciclo de educación media y desarrollar programas de posgrado, todo sobre la base de la investigación científica, técnica o tecnológica.

b) Desarrollar los mecanismos institucionales y proveer los recursos materiales y los equipos humanos indispensables para el fomento intensivo de la investigación.

c) Orientar la investigación científica, tecnológica y técnica hacia la descripción, explicación y transformación de la realidad nacional.

d) Establecer un plan de prioridades de investigación en cada una de las áreas del conocimiento.

e) Garantizar plenamente la libertad investigativa y específicamente en los órdenes teórico, metodológico y temático.

f) Desarrollar prioritariamente las áreas científicas y los programas profesionales más directamente relacionados con aquellas.

CAPÍTULO SEGUNDO: DE LA UNIVERSIDAD DEL ESTADO

Artículo 5. Créase la Universidad del Estado como establecimiento público con el propósito de integrar orgánicamente la educación universitaria oficial.

La Universidad del Estado será un establecimiento público del orden nacional con régimen diferente al consagrado en los Decretos 1050 y 3130 de 1968, esto es, con autonomía administrativa y no adscrita a ningún órgano o dependencia de la Administración Central.

Artículo 6. Para prestar adecuada y eficientemente el servicio de educación universitaria, la Universidad del Estado establecerá unidades descentralizadas en las distintas regiones del país.

Artículo 7. La Universidad del Estado tendrá un Rector, quien será su representante legal, y un Consejo Universitario, como órgano de gobierno, constituido por el Ministro de Educación o su representante, y por representantes de profesores y estudiantes en igual proporción, elegidos por sufragio universal. El Rector participará con derecho a voz en el Consejo Universitario.

Artículo 8. Es función del Consejo Superior Universitario dictar los estatutos y reglamentos generales a los cuales deben someterse todas las actividades económicas o administrativas, o sobre todas aquellas cuestiones que con ello se relacionen, y establecer los mecanismos de control de las mismas. El Consejo Universitario podrá delegar total o parcialmente la función a que se refiere el presente artículo en otros cuerpos o funcionarios previstos en la organización académica o administrativa o en los que especialmente cree para tal efecto.

Dicha función supone que el Consejo Superior creará los organismos que, en forma independiente, administren y ejecuten las políticas que él trace.

El Consejo Superior organizará un Consejo de Programación Académica y de Investigación Científica, constituido fundamentalmente por profesores.

Artículo 9. El estatuto de la Universidad del Estado establecerá órganos de gobierno para las unidades descentralizadas constituidos en la misma forma que el Consejo Universitario. Es función de estos órganos, dentro de su ámbito regional, la misma señalada para el Consejo Universitario, pero con sujeción a los estatutos y reglamentos que este dicte.

Artículo 10. Las Universidades oficiales de carácter nacional, departamental, municipal y distrital actualmente existentes, serán gobernadas, hasta el momento de su integración a la Universidad del Estado creada por la presente ley, por un órgano colegiado constituido en la siguiente forma: a) Tres representantes de los profesores. b) Tres representantes de los estudiantes. c) El Ministro de Educación, o el Gobernador del Departamento, o el Alcalde o sus representantes, según se trate de universidades de carácter nacional, departamental, municipal o distrital. d) El rector de la respectiva universidad, con derecho a voz.

Es función de este cuerpo organizar dentro de los lineamientos generales que trace el Consejo Provisional de que trata el artículo siguiente, la integración de la respectiva universidad o la del Estado y servir de órgano de gobierno transitorio de la misma.

Parágrafo. Los representantes de los profesores y estudiantes serían elegidos en la misma forma señalada en el artículo 7º.

Artículo 11. Los miembros del nuevo órgano colegiado de la Universidad Nacional de Colombia y un representante de los profesores y un representante de los estudiantes, designados por cada uno de los nuevos órganos colegiados a que se refiere el artículo anterior elegirán un Consejo Provisional de Organización de la Universidad del Estado integrado por los miembros del órgano de gobierno de la Universidad Nacional de Colombia y por representantes de las demás universidades, designados de acuerdo a una equitativa participación regional.

Artículo 12. Son funciones del Consejo Provisional de Organización de la Universidad del Estado:

a) Expedir el estatuto orgánico provisional de la Universidad del Estado

b) Estudiar y expedir las medidas de integración de carácter académico y administrativo de las Universidades Oficiales existentes.

c) Establecer las unidades descentralizadas de la Universidad del Estado, garantizándoles autonomía administrativa y de funcionamiento, dentro de una misma y coherente concepción académica o investigativa.

d) Reglamentar la constitución y reglas de funcionamiento del Consejo Universitario y de los órganos de gobierno de las unidades descentralizadas, con sujeción a lo previsto en la presente ley.

e) Definir el tipo de funcionario ejecutivo de las unidades descentralizadas y su forma de elección.

f) Dirigir el proceso de integración del Consejo Universitario y de los órganos de gobierno de las unidades descentralizadas.

g) Las demás que sean indispensables para la organización de la Universidad del Estado.

Artículo 13. El Consejo Provisional integrará las universidades oficiales existentes en la Universidad del Estado y dispondrá todo lo necesario para el funcionamiento de esta, en un plazo improrrogable de un año, a partir de la integración del Consejo Provisional.

Cumplida la integración de las universidades oficiales, el Consejo Provisional cesará en sus funciones. Las universidades oficiales una vez integradas, dejarán de existir jurídicamente.

El patrimonio de las Universidades Oficiales de carácter nacional entrará a formar parte del patrimonio de la Universidad del Estado. El gobierno proveerá todo lo concerniente para la incorporación del patrimonio de las Universidades Oficiales al de la Universidad del Estado.

CAPÍTULO TERCERO: DE LA UNIVERSIDAD PRIVADA

Artículo 14. El Estado garantiza la actividad particular orientada a impartir enseñanza universitaria, pero esta debe someterse a los principios y objetivos contenidos en la presente ley y específicamente en este capítulo. La función constitucionalmente atribuida al Estado de inspeccionar y vigilar la instrucción pública nacional será ejercida en relación con la Universidad privada por el Ministerio de Educación Nacional, con sujeción a los planes y programas previstos por la Universidad del Estado.

Artículo 15. En ejercicio de la función de inspección y vigilancia a que se refiere el artículo anterior, el Ministerio de Educación deberá principalmente:

a) Establecer las escalas de remuneración de los funcionarios directivos.

b) Elaborar una tabla de costo de matrícula establecida en proporción al nivel de ingresos del estudiante o de su familia.

c) Aprobar el Estatuto Orgánico y demás estatutos de las Universidades privadas, sí cumplen los principios establecidos en la presente ley.

d) Aprobar todos los programas de cooperación y los contratos celebrados por las Universidades privadas con personas o entidades nacionales o extranjeras, siempre y cuando que la finalidad de ellos no sea satisfecha o no pueda serlo por la Universidad del Estado. La Universidad privada que no someta los programas de cooperación y los contratos que celebre a la aprobación del gobierno será sancionada con la suspensión de la licencia de funcionamiento.

e) Aprobar la creación y el funcionamiento de nuevas Universidades privadas, si la Universidad del Estado ha conceptuado favorablemente, reconocer su personería jurídica y expedir certificados sobre su constitución y representación.

f) Aprobar los planes y programas académicos y de expansión, previo el mismo requisito del literal anterior.

g) Controlar que en los estatutos de las Universidades privadas se establezcan órganos de gobierno, en los cuales se garantice la participación de estudiantes y profesores en igual número y en proporción no inferior al 50 % del total de los componentes.

h) Reglamentar el sistema de ingreso a las Universidades Privadas.

Parágrafo. El Ministerio de Justicia o las Gobernaciones enviarán al Ministerio de Educación los expedientes contentivos de los antecedentes sobre el reconocimiento de personería jurídica de las Universidades privadas actualmente existentes.

Artículo 16. Ninguna Universidad privada podrá funcionar sino exclusivamente bajo la forma de persona jurídica de derecho privado sin ánimo de lucro.

Artículo 17. Ninguna persona natural o jurídica podrá adelantar actividades tendientes a la creación de Universidades de carácter privado sin previo permiso del Ministerio de Educación. Las autoridades administrativas del orden educacional impedirán el desarrollo de tales actividades.

CAPÍTULO CUARTO: DE LA FINANCIACIÓN

Artículo 18. El patrimonio de la Universidad del Estado estará constituido por:

a) El aporte presupuestal ordinario que anualmente el Estado debe otorgarle en cantidad no inferior al 3 % del presupuesto nacional, determinado con relación al presupuesto total de rentas, ingresos y gastos de funcionamiento e inversión de la Nación, incluido para tal cómputo el presupuesto de los Institutos descentralizados.

b) Por los bienes, muebles e inmuebles que le pertenecen, por las rentas que ella misma arbitre, por las adquisiciones que a cualquier título hiciere y por los aportes extraordinarios, auxilios, donaciones, herencias, legados y subvenciones que recibiere de cualesquiera personas públicas o privadas, nacionales o extranjeras.

c) Por los aportes que con destino a la Universidad del Estado se incluyan en los presupuestos departamentales, municipales o distritales.

Las sumas previstas en el presupuesto nacional destinadas a las Universidades Oficiales en el momento de realizarse la integración de ellas a la Universidad del Estado, ingresarán al patrimonio de esta.

El aporte presupuestal ordinario de la Universidad del Estado constituiría un capítulo aparte del presupuesto nacional y no se considerará para ningún efecto como parte del presupuesto del Ministerio de Educación.

Artículo 19. Para la aceptación de donaciones, celebración de contratos y cualquier otra clase de cooperación con personas nacionales o extranjeras la Universidad del Estado y las Universidades privadas, se someterán a las siguientes normas:

a) Garantizar la libertad de cátedra y de investigación.

b) No aceptar limitaciones o condicionamientos académicos o administrativos.

c) Exigir la libertad para la obtención de libros, maquinaria y otros elementos o servicios.

d) Garantizar que los objetivos académicos que se persigan con tales intercambios, donaciones y programas de cooperación no contradigan ni alteren los planes y programas establecidos por la Universidad del Estado y tengan como base un desarrollo mínimo a nivel investigativo de la respectiva área del conocimiento en la Universidad.

e) Asegurar que no se lesione la soberanía y la independencia nacionales en todos los órdenes.

Artículo 20. La Universidad del Estado, los bienes y rentas que constituyen su patrimonio y las transferencias que se le hicieren a título gratuito y las herencias y legados que reciba, estarán exentos de toda clase de impuestos, tasas, contribuciones y gravámenes nacionales, departamentales, municipales o distritales. Las donaciones que se le hagan requerirán insinuación judicial. El gobierno podrá garantizar las obligaciones que contraiga la Universidad del Estado.

CAPÍTULO QUINTO: DE LOS PROFESORES Y ESTUDIANTES

Artículo 21. Los profesores de la Universidad del Estado son funcionarios de carácter docente no sometidos al régimen de libre nombramiento y remoción ni al de la carrera administrativa, si no al especial que consagre el estatuto que expida el Consejo Universitario en el cual se establecerán:

a) Calidades académicas mínimas y procedimiento de vinculación.

b) Precisas normas de estabilidad.

c) Categorías y sistemas de promoción.

d) Niveles de remuneración acordes con la calificación académica, el rendimiento, y la antigüedad.

e) Garantías de libertad académica, de opinión política y de credo religioso.

El carácter de funcionario docente en ningún caso se entenderá como limitación a la libertad intelectual inherente a la actividad universitaria ni a la expresión de las ideas sobre la propia Universidad o sobre la sociedad colombiana.

Parágrafo, Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de lo que establezca la ley que regule orgánica e integralmente la carrera de profesor universitario.

Artículo 22. El profesorado de la Universidad del Estado constituye una organización a la cual pertenecen todos los profesores de la misma por el hecho de serlo, con autonomía para determinar su funcionamiento y reglas de representación.

Artículo 23. Los estudiantes de la Universidad del Estado gozarán de los mismos derechos y garantías otorgadas a los profesores y el conjunto de ellos constituye igualmente una organización a la cual pertenecen todos por el hecho de serlo, con autonomía para determinar su funcionamiento y reglas de representación.

Artículo 24. La Universidad del Estado proveerá los recursos indispensables para garantizar efectivamente el funcionamiento de las organizaciones profesoral y estudiantil a que se refieren los artículos 22º y 23º.

CAPÍTULO SEXTO: OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 25. A partir de la fecha de la vigencia de la presente ley no podrán crearse nuevas Universidades de carácter oficial.

Artículo 26. Los profesores, empleados y trabajadores de las universidades oficiales actualmente existentes se considerarán como tales en la Universidad del Estado una vez realizada la integración de que trate la presente ley.

Artículo 27. La Universidad del Estado establecerá las políticas generales a las cuales deben someterse todos los programas de becas y créditos educativo que adelanten las entidades oficiales y los mecanismos para supervigilar su cumplimiento.

Artículo 28. El Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior “ICFES” dejará de existir a partir de la vigencia de la presente ley y su personal se incorporará al Ministerio de Educación.

El Rector de la Universidad del Estado concurrirá a las juntas directivas del Instituto Colombiano de Cultura “COLCULTURA” y del Instituto Colombiano de la Juventud y el Deporte “COLDEPORTES”, en lugar del representante del ICFES y de la Asociación Colombiana de Universidades “ASCUN”, respectivamente.

Artículo 29. La presente ley rige desde la fecha de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Anexo 6

Análisis crítico del proyecto de reforma universitaria presentado por el gobierno nacional

(Documento elaborado por los profesores de la Universidad Nacional de Colombia)

Concepción de la universidad

La definición de la educación superior como conjunto de actividades encaminadas a la obtención de títulos académicos o grados profesionales (Cap. I, art.2º.), y la de la universidad como entidad que desarrolló básicamente la formación profesional (Cap. IV, art.20º.) —definición coincidente con el Plan Básico para la Educación Superior— denota que el gobierno no tiene una concepción nueva que ofrecer en cuanto al contenido de la educación superior y de la universidad, sino que se reduce al plano formal y operativo, reafirmando la universidad profesionalizante que existe en nuestro medio y que es objeto de crítica por parte de los estamentos universitarios.

Esta concepción se proyecta en los objetivos que se asignan a la educación superior sintetizados en el siguiente enunciado “Asegurar, en el tiempo, número y calidad necesarios, la formación de los profesionales que requiera el país para su desarrollo acelerado, integral y armónico” (Cap. I, art. 3º., numeral a), en el cual se consigna la aspiración de una universidad acorde con la concepción del desarrollo del país que tiene el gobierno. Una universidad que se ajuste a sus planes y programas (Cap. III, art. 15º.).

En efecto, aparentemente el proyecto plantea una adecuación de la educación superior al proceso de desarrollo del país definido en forma abstracta, forma que encubre el interés de que la universidad se ponga al servicio de una concepción del desarrollo determinada, que es precisamente la que informa los planes generales de desarrollo del gobierno a los cuales busca integrarse el plan educativo, y que a partir del planteamiento del desarrollo como un proceso armónico y equilibrado, oculta un planeamiento para que el actual estado de cosas no cambie sustancialmente en el país.

El proyecto provee un tipo de profesional ajustado al orden existente, que colabore al “progreso de las instituciones sociales” (Cap. II, Art. 9º.), contribuya al “bienestar de la comunidad” (Cap. II, Art. 11º.) y cuya formación obedezca a planes que estén en concordancia con los planes nacionales de desarrollo (Cap. III, Art. 15º.).

Este tipo de planteamiento del desarrollo elude la situación crítica que vive el país y los límites estructurales que este tiene para desarrollarse en un sentido que beneficie efectivamente a las mayorías nacionales.

En una situación de crisis como está la universidad no puede ajustarse a un supuesto “desarrollo armónico” sino que por el contrario debe proveer elementos que permitan entender y superar la crisis, lo cual no se logra desconociendo su existencia o reprimiendo sus manifestaciones.

La Universidad no puede ponerse al servicio de una visión del desarrollo como la planteada por el gobierno, sino que por el contrario debe cuestionar el proceso de desarrollo, haciendo objeto de su análisis y crítica las concepciones alternativas que existen sobre la solución a los problemas del país.

A la noción del proyecto se contrapone fundamentalmente la idea de una universidad científica y crítica, definida en virtud de su contenido como aquella que teniendo como fundamento la investigación, imparta una formación acorde con los niveles más altos de la ciencia, la tecnología y la técnica modernas, asimiladas críticamente y adaptadas a las necesidades y condiciones del país. De esta universidad, egresa un profesional con capacidad reflexiva y crítica sobre la base de un conocimiento objetivo de la realidad, un profesional que cuenta con las herramientas necesarias para desarrollar una capacidad creativa y que es por tanto capaz de enfrentar la época de cambio que vive su sociedad, y de develar los contenidos ideológicos y las políticas de los grupos dominantes de la sociedad que encubren sus intereses particulares.

Definición de los programas académicos

El proyecto divide los programas de formación en dos niveles, de formación profesional que son la actividad básica, y de formación especializada a nivel de posgrado para preparar investigadores y docentes. (Cap. II, art. 4º. a 9º.). Esta separación entre el nivel profesional y el nivel científico mantiene la situación presente en la cual los profesionales no tienen una fundamentación científica en su formación y por tanto carecen de elementos para adelantar su trabajo con pensamiento autónomo.

Con distintas modalidades, la base de todos los niveles de formación universitaria debe ser el conocimiento y la investigación científicos, pues si se restringen estos a los niveles posgraduados, se deja intacto el carácter operacional, meramente repetitivo y en algunos casos artesanal, de la formación profesional y técnica que hoy se imparte.

Paralelamente, la distinción entre investigadores y profesores (que se establece en el Cap. VI, art. 43º.), implica el divorcio entre la investigación y la docencia que tiene como consecuencia el que la docencia desligada de la investigación se reduzca a la reproducción mecánica de ideas y procedimientos ya elaborados, sin una asimilación critica, y que la investigación pueda ejercitarse como una actividad esotérica, sin mayores repercusiones en la vida universitaria. El avance científico de la universidad supone la unidad de la docencia y la investigación, que se refuerzan mutuamente produciendo una actividad universitaria dinámica y crítica.

Por otra parte, esto tiene relación con la política que se consagra de formar investigadores en la medida en que el avance científico y tecnológico del país lo requiera (Cap. I, art. 3). El desarrollo de la ciencia y la formación científica en las universidades no puede subordinarse al avance científico y tecnológico del país, que por lo demás es mínimo en las actuales circunstancias de dependencia neocolonial, limitada por la importación de tecnología y técnica extranjeras, sin adaptación a las condiciones propias, de allí que la investigación y formación científica y tecnológica sea tan reducida en el país, ya que el monopolio de la producción de bienes de capital por las grandes potencias conlleva el monopolio del desarrollo científico, tecnológico y técnico.

Consagrar en la ley de educación superior que el desarrollo científico debe impulsarse de acuerdo a la demanda social del mismo, es en la práctica mantener la dependencia científica, tecnológica y técnica del país. Ni los contenidos académicos de la enseñanza ni el desarrollo científico pueden someterse a los planes y demandas inmediatas, sino que requieren una definición autónoma en función de perspectiva de largo plazo para el país, adelantándose a las limitaciones que restringen su avance hoy en día.

Organización y estructura de poder

Bajo la apariencia de una organización democrática que permite la participación de profesores y estudiantes en la toma de decisiones y que otorga la dirección de la educación superior a los representantes de la universidad, particularmente pública, el proyecto consagra que la estructura de la educación superior se funda en mecanismos básicamente burocráticos entroncados dentro del aparato estatal. En efecto, los organismos máximos del sistema universitario —Consejos Regionales y Consejo Nacional— son externos al quehacer universitario mismo, mucho más si se tiene en cuenta que los componen básicamente funcionarios directivos y representantes del gobierno —como es el caso de los rectores, elegidos por el gobierno (Cap. IV, art. 27º.) y el Secretario Ejecutivo del Consejo Nacional Universitario, que es su representante legal y “agente del presidente de la República”, es decir, elegido por él y su vocero directo (Cap. III, art. 17º.)— y que sus funciones están subordinadas a la ratificación de sus conceptos por el gobierno nacional.

En el fondo, todas las decisiones máximas están reservadas al gobierno nacional, por cuanto los planes generales de desarrollo de la educación superior, la creación de nuevas instituciones, el contenido de los programas, los estatutos orgánicos, las aprobaciones o cancelaciones, las formas y requisitos para la elección de profesores y estudiantes, deben ser aprobadas por el. (Cap. III, art. 13º-15º.).

Los Consejos Universitarios, órganos de dirección de cada universidad oficial, tienen limitaciones semejantes; no se especifica la representatividad de los directivos que los componen y los egresados tienen un representante bajo el criterio equivoco de que su presencia garantiza el vínculo de la universidad con la sociedad, siendo que este se realiza a través de todas las funciones que ejerce la universidad y cuando en la práctica la participación de los egresados ha dependido de la elección burocrática por directivas de asociaciones profesionales que no son representativas de los exalumnos. (Cap. IV, art. 23º.).

Profesores y estudiantes no pueden participar decisivamente en la dirección universitaria, por cuanto quedan representados en magnitud inferior a los demás miembros, y sobre todo, por cuanto no pueden decidir autónomamente su elección y formas de organización, (Cap. IV, art. 24) ni los niveles y modalidades de su participación en la estructura universitaria, sino que estas están determinadas en última instancia por el gobierno nacional. (Cap. IV, Art. 20, Cap. III, art. 15).

Por otra parte, la constitución de la nueva organización se plantea bastante viciada en el proyecto, ya que “Los actuales Consejos Superiores o Directivos de las Universidades Oficiales adoptarán los nuevos Estatutos Orgánicos para sus instituciones. Si no lo hicieren dentro de los tres meses siguientes a la expedición de la presente ley, los expedirá en cada caso el Gobierno Nacional, previo concepto del Consejo Nacional Universitario”. (Cap. IV, art. 26º.).

“El estatuto orgánico de cada universidad oficial contendrá los sistemas de elección de los miembros del Consejo Universitario y de organización de los directivos, profesores y estudiantes; el reparto de funciones entre el Consejo Universitario, el rector y demás autoridades de la Institución; los sistemas de participación de profesores y estudiantes en los otros niveles de gobierno de la Universidad; y las demás disposiciones que se consideren necesarias para el normal funcionamiento de la entidad” (Cap. IV, art.24º.).

Esto supone que en cada universidad son las directivas que designa la ley vigente hasta la reforma, quienes definirán los nuevos regímenes internos en las universidades. Son estas las directivas que han sido impugnadas por los estamentos universitarios en la actual crisis por su carácter ajeno a la universidad y a un sistema democrático dentro de la misma; por lo demás los organismos directivos han entrado en un proceso de disolución en varias universidades lo cual implica que sería el gobierno quien dictaría el estatuto orgánico de estas instituciones.

La coordinación de la educación superior que se plantea se funda en la unión burocrática de instituciones dispersas y atomizadas académica y financieramente, muy heterogéneas, y que se colocan todas en un mismo nivel, cuando ni cuantitativa ni cualitativamente pueden equipararse las universidades públicas y privadas ni aún todas las universidades públicas. Un centro tan importante como la Universidad Nacional no solo no logra ninguna conquista, sino que por el contrario pierde la autonomía que ha mantenido frente al ICFES y queda sometida a la influencia de universidades retrasadas en su desenvolvimiento.

Por otra parte, al margen de los mecanismos burocráticos el proyecto no establece una política de fortalecimiento de la universidad pública por cuanto no define su prelación en el desarrollo universitario, sino que por el contrario se mantienen las condiciones de libre expansión de las universidades privadas, y se dejan las universidades públicas en un sistema irracional de competencia, base de su debilidad en el panorama universitario nacional, lo cual constituye una medida tendiente a mantener disgregada la universidad pública.

Papel de los profesores y estudiantes (Cap. VI, art. 39 a 44)

Además de lo ya planteado anteriormente, la definición del profesor universitario de la universidad oficial como empleado público sin más calificativo, contradice la libertad de expresión, por cuanto queda como empleado de libre remoción y nombramiento, y lo expone a las contingencias políticas en que se funda esta concepción, base de que los gobernantes puedan conformar de acuerdo a sus intereses y necesidades políticas sus respectivos equipos de trabajo. Por otra parte, esto recaba la necesaria estabilidad que el profesor debe tener para que no sea un docente improvisado y pueda desarrollar tareas a largo plazo.

Profesores y estudiantes requieren una ubicación y definición legal de acuerdo al fundamento académico de su situación, y en este sentido garantías concretas de su derecho a disentir, y consagración real de su capacidad para definir con mayor claridad que otros el rumbo a seguir por la universidad, y por tanto asegurar su participación decisoria en las distintas instancias en que se define la marcha de la universidad, como quiera que son quienes mejor conocen y quienes realizan la vida universitaria.

Financiación de la universidad (Cap. V, Art. 31 a 38)

Tampoco la financiación asegura un fortalecimiento de la universidad pública por cuanto no hay ninguna garantía legal concreta de que el Estado asumirá regular e integralmente su financiación, en tanto que paradójicamente podrá cooperar a la financiación de la universidad privada. En el caso de esta, las normas que se establecen sobre matrículas no constituyen garantía de que se definirá un límite a su ánimo de lucro.

Por otra parte, al no asegurarse la responsabilidad estatal de asumir los costos de la educación superior pública, se abren las puertas a formas de financiación como contratos, fondos regionales, etc., que en el país han conducido a la privatización de la universidad pública, como quiera que han llevado a orientar la universidad hacia tareas inmediatistas y pragmáticas, cuando no han implicado condiciones más onerosas para su desarrollo científico.

Es notorio también que la ayuda financiera y técnica extranjeras no se consideren lesivas por el solo hecho de plantearlas sujetas a aprobación por el gobierno, y por consagrar la participación de las entidades nacionales “… en la definición, dirección y ejecución de los proyectos y programas” así como otros requisitos muy generales.

Desde hace algún tiempo la revisión de estos contratos está a cargo de entidades oficiales sin que por ello hayan cambiado mucho en su contenido, y por otra parte, resulta sumamente gravoso que no se delimite claramente en qué circunstancias puede acudirse a la ayuda extranjera, pues se tiende hoy en día a fincar en ella la posibilidad de adelantar cualquier programa de envergadura y a suplir las deficiencias de la financiación estatal.

Es necesario pues que la reforma universitaria concrete las normas sobre ayuda extranjera en dos sentidos: por una parte, que no se aceptará en programas estratégicos, ni para el sostenimiento corriente de las universidades, ya que estos carecen de sentido nacional si el país no se compromete y esfuerza en su sostenimiento, por otra parte, que las imposiciones establecidas en los contratos de ayuda extranjera tal como se han efectuado hasta el presente se señalen expresamente como inaceptables por el país, y que por lo mismo se plantea no la simple participación de la universidad en su definición, dirección y ejecución, sino la capacidad total de determinación de la universidad sobre todos los programas que adelante, ya sean con o sin ayuda extranjera, o de organismos nacionales privados o gubernamentales.

Anexo 7

Constancia del representante de los profesores a propósito de la ampliación de cupos

Víctor Manuel Moncayo Cruz

“La antigua escuela declaraba querer formar un hombre con una cultura general completa y enseñar las ciencias en general.

Sabemos que todo ello era completamente falso. Cada palabra estaba adaptada a los intereses de la burguesía”

(Lenin).

Las consideraciones hechas en el Comité Coordinador de los Claustros de profesores en el sentido de solicitar un aplazamiento de la decisión de ampliación de cupos hasta el próximo semestre académico para aquellas carreras en las cuales el profesorado discute en el momento actual las razones de la decisión y lo acordado en el mismo sentido por los Directores de Departamentos de la Facultad de Ciencias, me impiden en este último caso acompañar a los demás miembros del Consejo Universitario en la medida de ampliación de cupos y es por ellos que dejo constancia expresa de mi abstención.

Sin perjuicio de lo anterior y sin comprometer la voluntad de la organización profesoral, he estimado necesario explicar brevemente las razones por las cuales comparto personalmente la política de ampliación de cupos.

Quienes comparten y eventualmente deciden una política de ampliación de cupos, ya sea a nivel universitario o en cualquier otra instancia de la totalidad del sistema educativo señalan la necesidad de popularizar o democratizar la cultura, de permitir a más amplios sectores el acceso a la educación y a los beneficios que ella comporta, y a la urgencia de fortalecer de hechos los establecimientos educativos frenados en su desarrollo por las limitaciones de orden financiero impuestos por las autoridades gubernamentales.

De la misma manera quienes se oponen a dicha política generalmente aducen como argumento la imposibilidad de suministrar ciencia y cultura de manera masiva tanto por razones de orden económico y administrativo, como por motivos imputables a las técnicas pedagógicas mismas cuyo contenido científico se vería de esa manera seriamente amenazado.

Paradójicamente, tales consideraciones en pro y en contra de la política que venimos comentando, obedecen a una misma concepción del sistema educativo y particularmente del universitario. Para esta concepción la Universidad fundamentalmente es o puede llegar a ser centro de producción de conocimiento científico en las distintas áreas del conocimiento, bien sea de manera exclusiva, o como resultado de una de las varias funciones que socialmente cumple.

A dicha concepción se opone aquella que estima como dominante en el sistema educativo la función de inculcación de la ideología que asegura el mantenimiento y la reproducción de determinadas relaciones sociales de producción, inculcación que se realiza tanto de manera explícita bajo la forma de ciertos valores y temas que son transmitidos, como en las prácticas escolares mismas, utilizadas para una cierta falsificación de la fuerza de trabajo, las cuales poseen obviamente un determinado contenido científico y de objetividad, pues la calificación está destinada a reproducir las condiciones materiales de la producción social que supone una transformación material de la naturaleza, ligada indisolublemente al conocimiento objetivo, bajo sus diversas formas históricas.

En este sentido toda práctica escolar es práctica de inculcación ideológica, a pesar de que a través de ella se produzca o se transmita conocimiento, y aun más requiere esto último para poder vincular la ideología dominante. Esta, a su turno, neutraliza toda diferencia entre los contenidos propiamente científicos que tienen una destinación productiva y los que no tienen sino una función ideológica. En síntesis, la educación en sus diversas formas debe implantar sus prácticas de inculcación ideológica sobre conocimientos y saberes, y negar que dicha inculcación es el aspecto dominante.

Pero ello no es todo. La ideología no se inculca mecánica ni armónicamente, sino como resultado de una lucha. Por esto la Universidad como parte del sistema escolar es un lugar de contradicción de lucha ideológica. “La contradicción principal existe brutalmente fuera de la escuela bajo la forma de una lucha que opone la burguesía al proletariado: ella se libra en las relaciones de producción que son relaciones de explotación. Como aparato ideológico del Estado, la escuela es un instrumento de la lucha ideológica de clases del Estado burgués, en el cual el Estado persigue objetivos exteriores a la escuela (ella no es sino un instrumento destinado para tales fines). La lucha ideológica proletaria que existe fuera de la escuela en las masas obreras y en sus organizaciones. La ideología proletaria no está presente en persona en la escuela, sino solamente bajo la forma de ciertos de sus efectos que se presentan como resistencias sin embargo, incluso a través de tales resistencias es ella la que es enfrentada en el horizonte por las prácticas de inculcación ideológica burguesa y pequeño burguesa”.*(1)

Ahora bien, parte de esa ideología dominante significa a nivel escolar, postular como bien lo ha señalado Gorz*(2), la igualdad de oportunidades de promoción social por los estudios, igualdad que siempre ha sido ficticia pero que nunca se ha mostrado plenamente al desnudo. La elevación de la población universitaria permitirá, entonces, mostrar lo que la ideología oculta. Entre menos limitaciones existan para el acceso a la Universidad, será más posible desvirtuar el principio del ingreso con fundamento en las aptitudes; se evitará la lucha equivocada por el derecho a estudiar y el correlativo de la promoción social, y como la situación del mercado profesional no podrá absorber todo el personal calificado, la ilusión de la meritocracia hará crisis. De otra parte, se darán mejores condiciones para que en el interior mismo de la Universidad los sujetos puedan romper con toda la ideología tanto explícita como presente en las prácticas escolares mismas, pues estas se verán subvertidas por las condiciones “irracionales” para un funcionamiento “correcto” del aparato escolar. Y como consecuencia, las “resistencias” a la inculcación ideológica serán cada vez mayores.

En síntesis, la política de ampliación de cupos no puede encontrar escollos aduciéndose en su contra la aparente misión cultural y científica de la Universidad y olvidando que su carácter dominante es el de ser un instrumento de inculcación ideológica y que en el interior de ella, antes que una lucha por la producción de conocimiento científico plenamente articulado a una específica forma de organización de la producción social, es preciso intentar variar la correlación de fuerzas a nivel de la lucha ideológica.*(1)

Anexo 8

Acta N. 43 de 1971. Consejo Académico de la Universidad Nacional. Reunión del 20 de septiembre. Sucesos retiro del rector Santiago Fonseca136

Consejo Académico de la Universidad Nacional

ACTA NÚMERO 43

REUNIÓN DEL DÍA 20 DE SEPTIEMBRE DE 1971

PRESIDENTE: DR. SANTIAGO FONSECA MARTÍNEZ.

SECRETARIO: Dr. ALBERTO SALDARRIAGA ROA.

SESIÓN EXTRAORDINARIA

LUGAR: BOGOTÁ, HORA: 6.30 PM A 1.30 AM DEL MARTES 21 DE SEPTIEMBRE

ASISTENTES: DRS. FABIO TOBÓN, DECANO DE LA FACULTAD DE AGRONOMÍA, LEONARDO AYALA, DECANO DE LA FACULTAD DE ARTES, LUIS E. ILLERA, DECANO DE LA FACULTAD DE CIENCIAS HUMANAS, PABLO MARIÑO ÁNGEL, DECANO DE LA FACULTAD DE DERECHO, NELLY GARZÓN, DECANA DE LA FACULTAD DE ENFERMERÍA, CAMILO JIMÉNEZ, DECANO D ELA FACULTAD DE INGENIERÍA, ALFONOS VARGAS RUBIANO, DECANO DE LA FACULTAD DE MEDICINA, MARIO OSPINA, DECANO DE LA FACULTAD DE ODONTOLOGÍA, Y GONZALO LUQUE F., DECANO DE LA FACULTAD DE MEDICINA VETERINARIA Y ZOOTECNIA.

ASISTIERON, ADEMÁS: DRS. JOSÉ RODRÍGUEZ VALDERRAMA, VICERRECTOR, AUGUSTO PELÁEZ, SÍNDICO-ADMINISTRADOR, ALEJANDRO SANDINO PARDO, JEFE DE LA OFICINA DE PLANEACIÓN, Y EL DOCTOR LUIS CARLOS GALÁN SARMIENTO, MINISTRO DE EDUCACIÓN.

1.

El Rector informa al Consejo Académico sobre los acontecimientos ocurridos a partir del mediodía del sábado 18 de septiembre y que culminaron con el asalto a las oficinas de rectoría, el desalojo y el recorrido del rector, rodeado por un grupo violento de estudiantes, por predios de la Ciudad Universitaria, ocurridos en la mañana del presente día, en los siguientes términos:

La Universidad Nacional viene prestando sus edificios para la realización de los exámenes semestrales de admisión que el Servicio Nacional de Pruebas efectúa en todo el país, desde septiembre de 1969.

Este semestre, los exámenes se programaron para los días 18 y 19 de septiembre, de los 19.000 estudiantes de bachillerato que presentaban exámenes de admisión en Bogotá, más de 7.000 lo hacían en la Ciudad Universitaria, cerca de 6.000 de ellos, bachilleres que aspiran a iniciar estudios superiores en las diferentes universidades, la mayoría de ellos provenientes de ciudades de Cundinamarca y Boyacá, y más de 1.000 personas mayores de 25 años que según lo dispuesto en el decreto 180 de este año presentaban sus exámenes de validación de bachillerato.

El sábado 18 se iniciaron los exámenes normalmente, pero hacia el mediodía un grupo de estudiantes decidió sabotearlos e infructuosamente trató de sustraer los cuadernillos para publicarlos, perjudicando así al Servicio nacional de Pruebas y a los bachilleres. Por ese motivo se suspendieron los exámenes que estaban previstos para el sábado por la tarde.

El domingo 19 y con el fin exclusivo de garantizar a los bachilleres y a los validantes la normal presentación de las demás pruebas, se solicitó la colaboración de la fuerza pública, la cual se hizo presente en los edificios y predios de la Ciudad Universitaria. Desde el mediodía hubo choques entre estudiantes y la policía, con destrozos de las instalaciones de la Cafetería Central por valor superior a los $ 50.000. oo. Las pruebas para los bachilleres se pudieron completar satisfactoriamente y no se registró pérdida de ningún cuadernillo.

El lunes 21 hacia las 10 am, se reunió una asamblea estudiantil con asistencia de unas 100 personas frente a la Facultad de Ciencias Humanas después de un recorrido infructuoso por la Ciudad Universitaria en busca de apoyo. Antes del mediodía los asistentes a la asamblea decidieron asaltar la Rectoría. El Rector se hallaba en ese momento en la oficina de Planeación, con el jefe de la oficina de Planeación, la Directora de Estudiantes y el Secretario General. Los asaltantes, enmascarados, al no hallar al Rector en su despacho, registraron las demás oficinas, y al ser informados de la presencia del Rector en la oficina de Planeación, derribaron las puertas a puntapiés y destrozaron las vidrieras divisorias entre las oficinas. Al ver al Rector prorrumpieron en insultos e intentaron agredirlo físicamente. El Rector salió al pasillo del edificio iniciando un recorrido por la Ciudad Universitaria entre insultos, gritos e intentos de agresión, a pesar de que algunos estudiantes trataron de protegerlo. La Directora de estudiantes fue sacada por la fuerza y golpeada violentamente en la cabeza; al llegar al primer piso del edificio de la Rectoría, el grupo que la agredía se vio aislado y huyó a unirse con el grupo que seguía al Rector, permitiendo así el rescate de la Directora de estudiantes, quien fue puesta a salvo por una profesora de enfermería.

El grupo que acompañaba al rector se dirigió hacia la entrada de la calle 45 con la carrera 30 donde aprovecharon la presencia de un bus urbano que viajaba hacia el norte, para obligar al Rector a subirse a él.

La Directora de Estudiantes se halla en este momento bajo observación médica, y se prevén varios días de incapacidad por conmoción cerebral. El Rector sufrió algunos golpes fuertes, pero no revisten gravedad.

2.

MOCIÓN.

El Consejo Académico aprobó por unanimidad una moción de apoyo al Rector (…).

Anexo 9

Periódicos El Socialista 1, 2, 3 y 4. Junio de 1972 a marzo de 1973

(Mimeo, subrayados y destacados de los originales)

[image: Images]

COGOBIERNO: PRINCIPIO Y FIN DEL REFORMISMO

La actual situación política general, las medidas represivas del Gobierno y, en especial las que adopta ahora en relación a la Universidad Nacional, parecen colocar al movimiento estudiantil en el campo de una problemática ya cuestionada y superada por él mismo; el “co-gobierno” y sus implicaciones en la elaboración de una política revolucionaria. Pero no es en las apariencias, en las representaciones ideológicas que surgen espontáneamente en la conciencia de los hombres, donde vamos a encontrar los elementos que delinean una orientación revolucionaria, sino en la reflexión marxista sobre el movimiento real de las cosas. Al asalto de la razón por la ideología burguesa y pequeño-burguesa respondemos con el análisis marxista que transforme la conciencia en oposición de clase revolucionaria.

Se impone así el buscar las vías que nos conduzcan del origen del “co-gobierno” a su modificación por parte del gobierno. Este camino pasa por el análisis histórico de la evolución del movimiento estudiantil, de la ubicación de su papel en diferentes coyunturas, de las diversas políticas establecidas en su dirección y de su correlación de fuerzas y finalmente de su constitución en una fuerza política al servicio de los diferentes intereses de clase, según domine una u otra de las tendencias que tomen asiento en su interior.

1971: De la Revolución al Reformismo. La reflexión histórica sobre la larga movilización del primer semestre del 71 nos sitúa al movimiento estudiantil jugando un papel fundamental:

A. – Vinculado a las movilizaciones campesinas y de maestros, sosteniendo una presencia política en la confrontación con el Estado.

B. – Enfrentamiento directo al papel de CLASE BURGUESA de la Universidad, denunciando la función de dominación y reproducción de la Ideología Burguesa que opera a través de la marcha normal de la ACADEMIA. Confrontación que pone en crisis la eficacia de la ESCUELA sobre su objeto específico: EL ESTUDIANTADO. La denuncia da comienzo a la llamada crisis universitaria.

Estos aspectos fueron mantenidos durante el período de ofensiva, donde se manifiesta con mayor claridad el dominio de una política revolucionaria. Este período es marcado por una intensa represión gubernamental. Es en el terreno de la represión y encontrándose solo en la escena política, cuando el movimiento estudiantil elabora las reivindicaciones del PROGRAMA MÍNIMO(*) y es después de agotado el período de manifestaciones políticas, en pleno reflujo de masas y disminuida al máximo la capacidad de lucha, cuando aparece el reformismo comandando la dirección nacional del movimiento estudiantil. Son condiciones objetivas las que abren paso a este cambio en la dirección política: en la época del reflujo de masas, del agotamiento de las clases revolucionarias en su lucha política, irrumpe la reacción termidoriana (en nuestro caso el stalinismo pequeño-burgués). La experiencia histórica demuestra una vez más la validez de esta tesis.

Sufridas estas modificaciones el gobierno combina una vasta represión (allanamientos, encarcelamientos, cierres de universidades, asesinatos, etc.) con una respuesta a la POLÍTICA REFORMISTA PEQUEÑO BURGUESA delineando una reforma ESPECÍFICAMENTE BURGUESA.

Este último aspecto de la política empleada por el gobierno en el tratamiento de la llamada CRISIS UNIVERSITARIA, no puede verse como lo hacen nuestros recalcitrantes pequeño-burgueses JUPOS, como un simple ardid demagógico del ministro Galán y la “macabra maniobra del imperialismo norteamericano”, sino que es necesario tratarlo en la adecuada dimensión que requiere el análisis marxista: ubicar correctamente —no a nivel del cliché y el adjetivazo— el contenido de clase de la Reforma Galán y ver las exigencias objetivas a que responde en las nuevas tendencias del capitalismo neocolonial.

Pero es que, para estos laboriosos repetidores de esquemas, el análisis de clase se reduce a la participación de tal o cual “oscuro personaje ligado a las fundaciones norteamericanas”, visión subjetivista y voluntarista que establecen como razón suficiente para utilizar el chiclé: “reforma proimperialista y fascista” (sic!)

Pero ahondando en las razones de la respuesta reformista del gobierno, encontramos que obedece a una contradicción o mejor aún, a un desajuste entre la misión que cumple la escuela burguesa y la evolución de la estructura social del capitalismo neocolonial. Este tipo de desajustes son casi permanentes y dan siempre origen a políticas reformistas de la burguesía. Pero no se pueden identificar con un supuesto paso de una universidad feudal o semifeudal (¡?) a una democrática (burguesa), sino que la Reforma Universitaria no es más que un AJUSTE en el funcionamiento de la misma institución burguesa (democrática), según determinados intereses de clase. Concretamente este desajuste se relaciona con la existencia de una estructura educativa donde han surgido una gran cantidad de universidades, al impulso del crecimiento o “irracional” de las ciudades (“irracional porque no corresponde a un nítido y amplio desarrollo industrial), para satisfacer la amplia demanda educativa de vastos sectores de la población (no olvidemos, aquí, que es en la Universidad donde la burguesía sella su alianza con la pequeña burguesía); universidades que proliferan descoordinadas de cualquier DIRECCIÓN ESTATAL y que pertenecen bajo el control de grupos capitalistas individuales, ligados al capital financiero norteamericano. Esta vieja estructura educativa se ajustaba al “carácter de un Estado Proteccionista y gendarme, cuya política económica consistía en permitir que el libre juego de las fuerzas del mercado aseguraran el desarrollo de la tendencia a la concentración de los medios de producción inherentes al capitalismo”.137 El paso del Estado proteccionista y gendarme, al Estado interventor que impulsa “políticas de intervencionismo y dirigismo que reflejan, a su vez, la fase oligopólica y monopólica del desarrollo de la economía”, determina, por lo tanto, una irracionalidad a la estructura universitaria anterior, dándole salida a una que sigue el aparato escolar a la estrategia del “PLAN NACIONAL DE DESARROLLO ECONÓMICO Y SOCIAL” que elabora el Departamento de Planeación Nacional. La política reformista del Estado responde pues, a las necesidades del mencionado PLAN y en últimas, a las del capital nacional y extranjero.

Hasta aquí el tratamiento del gobierno a la crisis. Veamos cómo actúan y analizan los sectores reformistas desde la dirección estudiantil. (No mencionamos en todo el análisis sino a la JUPA; la omisión de la JUCO se debe a su escasa importancia e influencia, además de que coincide en la política con los primeros.)

Para los señores de la Juventud Patriótica, había llegado para ese entonces, la hora de las “conquistas democráticas”, el momento de instaurar la “Revolución Cultural” que permitiera golpear definitivamente al imperialismo, expulsarlo de Colombia y en desarrollo de semejante proeza colocarse a la cabeza de la Democracia (¡!). Crear, así la “Cultura Nacional, Científica y de Masas” que golpee los sectores “oscurantistas y feudales” “aliados del imperialismo” y en ayuda de (o mejor ayudando a) la burguesía industrial colombiana, establecer un capitalismo autóctono; capitalismo sin monopolios, colmado de medianos productores, que compitan libremente en el mercado, con un desarrollo próspero, etc., etc. Es el inicio del camino hacia el reino de la utopía pequeño-burguesa y la culminación de su gran marcha hacia el revisionismo.

Siguiendo la lógica de su razonamiento para llegar a las vías que realizaran sus ilusiones, era indispensable lograr primero el “cogobierno”. ¡Conquistemos el “co-gobierno”, transformemos la Universidad y desde allí, “recogiendo las banderas que el liberalismo dejó tiradas en el 45” llegaremos… al Parlamento! Pero esta es su política, ¿cuál su táctica en ese momento? El voluntarismo extremo-izquierdista, sustentado en los alucinados análisis sobre un supuesto auge de masas y el ACORRALAMIENTO del gobierno, que se limitaba a hacer llamados vacíos al combate. Evidentemente esta táctica aventurera desbarajustaba la alternativa de una táctica de acumulación de fuerzas que se planteaba por otros sectores. Los dos polos de una misma problemática: el reformismo en la política y el voluntarismo en la táctica, que no se pueden desligar de la concepción estratégica de la JUPA, trajo graves consecuencias.

Por una parte, la política reformista, dominante en la correlación de fuerzas internas, constituía al movimiento estudiantil en una fuerza política reformista al servicio de la burguesía.

Por otra, la táctica aventurera facilitó al gobierno la labor represiva, instaurando el decreto 1259 y el régimen de los rectores plenipotenciarios.

1959-2070: DE LA REPRESIÓN AL CO-GOBIERNO. Teniendo en cuenta las consideraciones anteriores, podemos situar el terreno donde se colocaba definitivamente al movimiento estudiantil, ante la imposibilidad de cambiar las relaciones de fuerza con el Estado, debido fundamentalmente al ritmo que le imprimía la dominancia en su dirección, de la política anotada. Este terreno era el de la represión estatal con la alternativa —para un movimiento disperso y extenuado— de aceptar o rechazar la política de Reforma del gobierno. Las posibilidades eran de todas formas o represión o soluciones reformistas.

La dictadura burguesa halla su instrumento de ejercicio en el Decreto 1259, que da el poder a los rectores, respaldado por la fuerza pública. Respondía el 1259 a dos necesidades del Estado: La principal, buscar una salida política, que garantizara la autoridad de la Democracia Burguesa, tomando para ello un carácter de fuerza donde lo requiriera el apaciguamiento represivo del movimiento estudiantil (como fue el caso de las Universidades de Antioquia, Nacional, De Cartagena y otras más) nombrando rectores “gendarmes” o revistiendo la forma liberal con el nombramiento de rectores de matices democráticos (tal el caso de la U. del Atlántico y Valle, donde se habían tomado todas las medidas de fuerza, hasta el asesinato, sin llegar a solución posible) buscando encontrar una transacción en las reivindicaciones. La otra necesidad secundaria, que suplía el régimen de rectores, era garantizar la puesta en marcha de los planes educativos elaborados, sin esperar a darle el Estatuto Jurídico y Constitucional a la Reforma Universitaria.

Se desenvuelve así la lucha estudiantil en medio de la represión y manteniendo las “banderas rojas” del reformismo que se radicalizaba con o sin las masas al no ver concretada su cuota de ganancia (el primer punto del Programa Mínimo), exponiendo el movimiento a una dura represión.

Nos referiremos ahora al llamado carácter “autocrático” del 1259, por cuanto es fundamental para dilucidar la evolución de las diversas políticas que entran en juego en el conflicto. Se refiere este carácter a la imposibilidad de volver a los antiguos Consejos Superiores por un lado y a la negativa del Estado a conceder el “co-gobierno” (en la fórmula del Programa Mínimo). La caducidad de la antigua “estructura del poder” había sido dictada no sólo por la confrontación reformista, sino también por la caducidad de la irracional estructura educativa analizada anteriormente. El haber cuestionado como blanco fundamental de la lucha los anteriores Consejos, había colocado de hecho al movimiento estudiantil en el campo de la problemática reformista y las soluciones reivindicativas inevitablemente tenían que darse en el terreno del reformismo. Indudablemente este blanco tocó uno de los aspectos que tendría que contemplar cualquier reforma del gobierno y unido al cuestionamiento general de la Educación, tenía que acelerar la política educativa del gobierno para remediar la crisis estructural de la universidad. Pero los intereses del reformismo pequeño-burgués, no coincidían INMEDIATAMENTE con los intereses de la política burguesa representada en el actual Estado interventor. El “co-gobierno” (en la fórmula del 3311) no entraba en la actual política intervencionista del Estado Capitalista sobre la educación. En relación a esto es necesario aclarar categóricamente, la existencia de una posibilidad real del llamado co-gobierno en el marco del sistema burgués, como lo demuestra la experiencia de muchos países latinoamericanos. Sin embargo, en el caso del capitalismo monopolista y de su Estado interventor, como se ha dicho, la ideología del “cogobierno” (en su más amplia expresión de gobierno de profesores y estudiantes) y autonomía universitaria, sólo tienen posibilidad de concreción dentro de la planificación y dirigismo del Estado. Al hablar de la realidad del “co-gobierno” nos referimos a la composición de los “Consejos Superiores” naturalmente, pues el análisis marxista no adocenado con el liberalismo considera que el gobierno de la Universidad no es más que una ilusión y una apariencia ideológica, pues la verdadera determinación sobre la universidad se halla fuera de ella.

De esta manera, la no coincidencia de intereses golpeaba duramente los sueños ilusos de nuestros pequeñoburgueses reformistas. La dirección administrativa del aparato escolar tenía que adoptar las formas que garantizaran la intervención eficaz del estado en la fórmula adoptada posteriormente en el 2070. La fórmula Galán en lo tocante a la “estructura de poder” y un sistema que “es en la práctica un cuerpo asesor del ministerio de educación que solo puede proponer políticas académicas y financieras, si estas tienen cabida en los precisos límites fijados por la política del estado” (R.S.#1).

Vemos como el Estado adopta el “co-gobierno” a su Plan General, pero solamente en esa medida, a no ser que lo utilice fuera del contexto para remediar una Crisis que prolongaba.

Y en efecto, la Crisis sigue al plantearse con el 1259 dos tiempos de contradicciones: La contradicción entre la política revolucionaria —que, si bien no se mantuvo como dominante durante toda la movilización, si tenía una gran influencia— y la dictadura burguesa; y la contradicción que se venía presentando entre el reformismo —que dominaba el movimiento— y la política reformista burguesa representada en el estado interventor. Estos dos tipos de contradicciones se articulaban y configuraban nuevamente el enfrentamiento del movimiento estudiantil con el estado que desplegaba la represión, más cuando los sectores reformistas se mostraban radicales, como se dijo, al negárseles la reivindicación.

Indiquemos ahora como evolucionarían las contradicciones señaladas y como servirían de motores a la nueva movilización. Los objetivos de la lucha contra el aparato estatal se concretaban para la U.N. en la salida de Santiago Fonseca, la derogación del 1259 y la supresión de las medidas represivas internas. Este nuevo combate requería de la reorganización del movimiento estudiantil a escala nacional y en especial en la Universidad Nacional donde los estudiantes se hallaban dispersos y controlados por las riendas académicas.

La consigna principal contra la represión adquiría diversos matices según fueran las tendencias políticas que la consideraran. Para los estalinistas la represión radicaba exclusivamente en “el carácter autocrático de la estructura de poder” y en el “Curriculum vitae” de Fonseca, cristalizando por lo tanto en el co-gobierno las llamadas Condiciones Democráticas, que en boca de ellos no significaban otra cosa sino la transformación democrática de la Universidad. Para los revolucionarios la clave de la represión se hallaba en el enfrentamiento del aparato estatal burgués que castigaba duramente a quienes infringieran el orden y la paz social burguesa (aunque proviniera de la pequeña burguesía radicalizada). Además, las llamadas Condiciones Democráticas, se encontraban realmente en la reorganización de las masas para el combate, pues era en su movilización política donde se recuperarían las posibilidades de la lucha política e ideológica, negadas por su propia dispersión y apatía ante las medidas gubernamentales. Estas consideraciones, no se resolvían en el marco de las transformaciones institucionales sino en el terreno de la Lucha de Clases, de la correlación de fuerzas entre los sectores revolucionarios y las fuerzas políticas reaccionarias representadas en el aparato estatal.

Es en medio de este debate ideológico que se da la movilización en la U.N, aislada además de otras luchas sociales, por cuanto las clases explotadas estaban desmovilizadas. A pesar de esto, el movimiento logra recuperar terreno a la política burguesa que le buscaba piso social a la represión con la demagogia de la normalidad académica, obligándola a trasladar sus medidas al terreno del reformismo: deroga el 1259 y formula el 2070. Siendo el período en que se movía la acción estudiantil, netamente defensivo, no podía esperar a seguir en el combate hasta conseguir otra salida de Fonseca, pues era esperar solo el desencadenamiento de una represión más feroz perdiendo definitivamente las condiciones de acción política e ideológica recuperadas en la movilización. No quedaba otra salida que la de aceptar la solución reformista, en momentos en que el enemigo principal, no era el reformismo dominante internamente sino la represión estatal. Negar el 2070 por el simple hecho de que era co-gobierno, era situarse en las condiciones ideales, abstractas, olvidando la dinámica impuesta internamente por el dominio reformista y la correlación de fuerzas favorables al enemigo. En últimas, era la imposibilidad de generalizar el combate de masas a nivel nacional y transformar el periodo defensivo en ofensiva victoriosa. La fórmula del 2070 podía aceptarse, no porque representara en sí misma la DEMOCRATIZACIÓN de la U. o la “avanzada antimperialista”, ni siquiera porque cristalizara esa misma fórmula las condiciones democráticas (ya hemos hablado antes de que dependen) sino porque la situación objetiva no brindaba otra solución MENOS PERNICIOSA y porque además era el MEDIO de obtener las reivindicaciones políticas inmediatas, ya quemada la política represiva por la acción estudiantil. Esto es necesario dejarlo claro, pues la diferencia con los reformistas estaba en que implícitamente para ellos el organismo, fuera del contexto político que se vivía, era un fin en sí mismo que iniciaba la “transformación” de la universidad. Por eso pasaban a darle el carácter DEMOCRÁTICO Y ANTIIMPERIALISTA, en el lenguaje de su nacionalismo pequeño-burgués.

El hecho de que posteriormente el organismo formalizara las reivindicaciones y tuviera una existencia, descontrolaba a los “ANTIREFORMISTAS” REFORMISTAS (Testimonio y otros) que veían con TEMOR que esto sucediera, pues para ellos la CONSECUSIÓN Y LA EXISTENCIA del “co-gobierno” son imposibles en el marco del ACTUAL sistema, esperando conseguirlo después de la toma del poder. Para los socialistas el problema del llamado “co-gobierno” no radicaba en que pudiera tener una realidad o no, ya hemos hablado antes de ello, sino en que significaba encubrir el carácter burgués de la U, impedía cuestionar su función de reproductora ampliada de la ideología burguesa y de calificación de fuerza de trabajo al servicio del capital (ya sea nacional o extranjero) y por lo tanto embarcaba la lucha estudiantil en la pelea por las “transformaciones” de la ESCUELA BURGUESA, desviándolo de su objetivo principal: la denuncia y la agitación política que lo enfrente a la DEMOCRACIA BURGUESA y lo ARTICULE a la lucha de clases PROLETARIA.

Pero hasta aquí analizamos la posición estudiantil frente al 2070, pasemos ahora al significado de la medida para el gobierno. Es necesario explicarse su posición frente al “co-gobierno” en el marco de las situaciones políticas, explicando que si trae para él algunas consecuencias negativas que se traducen en contradicciones de TIPO SECUNDARIO con su política educativa, no revisten carácter ANTAGÓNICO puesto que no cuestionan, ni al sistema burgués, ni causan la destrucción ni el entrabamiento de la U., sino que, por el contrario, supone su existencia para poder “transformarla” y ponerla al servicio del “desarrollo de las fuerzas productivas nacionales en el marco de una sociedad DEMOCRÁTICA” (este contenido de la política de la JUPA, en palabras de Galán sería “ponerla al servicio del DESARROLLO DEL PAÍS). De allí que, en el contexto político de las relaciones de fuerza, el gobierno conceda el 2070, con la fórmula “co-gobiernista”, sellando en palabras del propio Pastrana una política de “PARTICIPACIÓN Y CONCILIACIÓN” que pusiera fin a los CONFLICTOS que “SE HAN MANIFESTADO RECURRENTEMENTE CON MAYOR O MENOR VIRULENCIA EN LA ÚLTIMA DECADA DE MANERA ESPECIAL” (Carta a Galán 5 de mayo 1972). Este 2070 sella así la alianza, en base al funcionamiento normal de la universidad, entre la burguesía y los sectores reformistas pequeño-burgueses que imponían su política a la lucha estudiantil. Ya para el 4 de mayo de 1971 Pastrana aludía a esta alianza en su discurso. En la actualidad, ese político burgués es CARLOS LLERAS RESTREPO, también mencionaba la actitud loable de estos señores, al manifestar en su charla en Bucaramanga:


“Debemos contemplar el problema de la vida universitaria en dos aspectos: el de la libertad doctrinaria, de una atmósfera libre a la investigación de los problemas y el aspecto del nivel académico porque ambos son igualmente importantes y al lado de estos dos problemas las tesis que profesan algunos extremistas de que los problemas internos de la U son secundarios y que lo que necesita primero es reformar la sociedad, hacer la revolución primero y después ocuparnos de la U., frente a otra tesis que yo creo más razonable, de que la U debe ser uno de los factores esenciales del cambio y que se debe intervenir con ella en el cambio.”



Pero lo único que reclama el gobierno como base de la alianza, era lo mismo que le pediría al rector y al Consejo Superior de la U de Antioquia, el 17 de mayo del 72:


“Es apenas obvio que cualquier cooperación del Estado debe estar basada en la exigencia mínima de que la U funcione. No podría moralmente comprometer a la nación un esfuerzo de tal magnitud mientras grupos vinculados a la U impidan que esta cumpla la misión que le es propia.



O sea que en la U sería necesario “CONCILIAR LA AUTORIDAD CON LA PARTICIPACIÓN Y QUE LOS QUE QUIEREN DESTRUIRLA DEBEN SALIRSE DE ELLA” (Carta a Galán 5 de mayo 1972).

Los párrafos anteriores nos ayudan a la reflexión de cuál era la política del Estado en el tratamiento al problema universitario. Haciendo omisión de las contradicciones secundarias, quería con el 2070 frenar la lucha estudiantil de enfrentamiento al Estado y en alianza con las clases explotadas. Quería pues conjurar definitivamente la lucha política revolucionaria de los estudiantes, si no con la violencia, sí a través del reformismo. Pero sus esperanzas se vieron frustradas al comenzar el FESTIN electoral.

COYUNTURA ELECTORAL Y 865. La política de la JUPA que se había manifestado, reformista en el movimiento estudiantil, adquiere toda su dimensión reaccionaria, al participar el MOIR en las elecciones de Concejos y Asambleas (los otros mamertos eran ya viejos en eso). Su política general conlleva su resquebrajamiento en el estudiantado, que ya en condiciones diferentes, se apresta a desarrollar la lucha contra el ejercicio electoral de la Democracia Burguesa y de solidarizarse con la lucha del Magisterio. Es el momento en que la política revolucionaria recupera de nuevo el mando, asestándole el golpe de gracia a la JUPA y convirtiendo la acción estudiantil en una fuerza política revolucionaria que combate al Estado Burgués y los instrumentos de ejercicio de su democracia.

Es el momento propicio para que se manifiesten los efectos de la política gubernamental del 2070 no solo sobre las masas sino sobre sus directos hacedores (los burgueses y pequeño-burgueses de la Reforma).

Las juventudes stalinistas (ambas) hacen llamados al fortalecimiento de las “conquistas democráticas”, llamados a considerar las CONTRADICCIONES INTERNAS de la U., esforzándose por envolver al movimiento estudiantil en el análisis de los “problemas internos… considerados secundarios… por los grupos extremistas…” (véase cita de Lleras), y en fin, tratan de convertir al movimiento estudiantil en un apéndice de las “transformaciones democráticas” propiciadas por el Consejo Superior. A través de la demagogia de las “reivindicaciones propias” del estudiantado, tratan, como el gobierno deseaba, de frenar la lucha política del estudiantado: para esto se manifestaron partidarios de las tesis economicistas de Martínov (combatidas duramente por Lenin en el “¿Qué Hacer?”) de que “el mejor medio y el más ampliamente aplicable para desarrollar la lucha política es a través de la lucha reivindicativa”.

A nivel nacional las luchas reivindicativas que desde comienzos de año venían realizando otros sectores estudiantiles en el país, sobre determinadas por la coyuntura electoral y dirigidas por sectores revolucionarios, se convirtieron en otros bastiones de la lucha anti electoral y de solidaridad con el Magisterio. Al mismo tiempo es derrotado el reformismo de la JUPA en las pocas Universidades donde le quedaban fuerzas (U de Antioquia). Es la nueva correlación de fuerzas internas al movimiento estudiantil las que cambian y determinan la manera como se enfrenta al Estado Burgués. Ya no es la lucha por la bandera reformista, sino la arremetida contra el sistema capitalista y su evento más representativo. De esta manera, ya no son las mismas contradicciones los motores principales del conflicto: se participa en la lucha de clases revolucionaria y no en la lucha del stalinismo pequeño-burgués.

Es en el marco general de este nuevo conflicto, cualitativamente diferente, como hay que entender las actuales medidas del gobierno.

La explosión estudiantil causa el debilitamiento del Consejo Universitario, por cuanto se frustran las esperanzas del gobierno de contener a los revolucionarios y a las masas en los marcos institucionales, fallando la base de la política de la “conciliación y participación”. La participación masiva del estudiantado en las jornadas anti electorales, que enfrentó violentamente al aparato estatal, impulsa a las directivas liberales y a los sectores democrático pequeñoburgueses a pronunciarse contra la represión —asumiendo actitudes netamente universitarias— plegándose indirecta y tácticamente al movimiento. Las declaraciones del rector y del Consejo rompen definitivamente los límites de la alianza, viéndose tocadas las directivas universitarias (no fue solamente en la Nacional sino también en la U del Valle donde se destituyeron decanos del Consejo Directivo sin ser este “cogobierno”) en la política general de la represión contra el movimiento revolucionario. El Estado reflexiona sobre la eficacia del “co-gobierno como AMORTIGUADOR DE LA LUCHA REVOLUCIONARIA estudiantil, señalando que “como todo ensayo en materia universitaria, la coparticipación es un proceso experimental que bien puede necesitar revisión o ajuste” (carta a Galán, mayo 5/72). Falló el experimento luego es necesario revisarlo o ajustarlo. Pastrana y el BIM les exigen a los directivos investigación para controlar y prevenir que “una subversión organizada hubiera cumplido su propósito de impedir el certamen electoral democrático… como usted y sus compañeros de Directiva tiene conocimiento directo, según aparece en la publicidad pagada, de muchos datos sobre los últimos sucesos en que agentes del desorden enfrentaron a la fuerza pública, para el éxito de la investigación solicitada…” (carta a Arias de Greiff, 17 de abril); les exigen además garantizar la normalidad académica, no es otro el tono de la carta:


“Respetaré la autonomía universitaria EN SU DOCENCIA, dentro de los cauces que señala un Estado de Derecho, respetaré la llamada cátedra libre, pero espero que quieres la usen respeten también el pensamiento de los que de ellos disienten. Tendré siempre abiertas las líneas de la comunicación en los diferentes sectores de la Universidad… pero sin equívoco alguno quiero que en cuenta de este gobierno dependa no se dejará enquistar el concepto de que puedan existir en el país refugios sagrados de la subversión” (Ibid.).



Pastrana distingue perfectamente entre la “subversión estudiantil” que quería “impedir el certamen electoral” y la Universidad como institución estatal que tiene una misión que cumplir y al ver que sus exigencias no son cumplidas rompe los acuerdos anteriores. El cogobierno como arma que controla la “subversión” ha fallado, es necesario proceder a reajustarlo. La prensa oficial editorializa las medidas del gobierno: “Llega pues a su fin el Consejo Superior designado por los propios estudiantes, a quien se confío el gobierno de la Universidad en la ESPERANZA DE ALCANZAR, CON UN RÉGIMEN DE REPRESENTATIVIDAD DIRECTA, la nueva NORMALIDAD ESTUDIANTIL” (El Espectador, “El ovillo universitario”).

Que el Estado deroga el 2070 por estas razones, lo demuestra el mismo 865 en sus considerandos:


“Que el orden público se ve afectado por los continuos disturbios que se presentan en los medios universitarios.

“Que la Opinión Pública ha solicitado el RESTABLECIMIENTO DE LA NORMALIDAD ACADÉMICA Y EL PREDOMINIO DE LA PAZ, en beneficio de estudiantes y profesores;

QUE MEDIANTE EL DECRETO 2070 DE 1971 SE ADOPTARON MEDIDAS QUE SE ESTIMARON CONDUCENTES CON EL MISMO FIN SIN QUE HASTA EL MOMENTO SE HAYA LOGRADO NORMALIZAR LA ACTIVIDAD ACADÉMICA DE LA U Y RESTABLECER EL ORDEN PÚBLICO”.



Lo que les queda difícil argumentar a los reformistas —a despecho de la visión del gobierno— es que el Consejo Superior impulsa “las causas que directamente inciden sobre la alteración de la paz y tranquilidad ciudadanas”. (Decreto 865).(*)

Hay que anotar sobre el Decreto 865, la continuidad que establece el gobierno en la línea “co-gobiernista” con el nuevo organismo, pues no se retorna al anterior sistema de los Consejos Universitarios, sino que, argumentando la inmadurez de los estamentos universitarios para este régimen de autonomía administrativa, se abre un compás de espera y se hace un llamado a la cordura de estudiantes y profesores (los más golpeados, pero que por el tipo de ideología que los domina son incapaces de responder inmediatamente al gobierno). Los profesores serán nombrados por el Presidente y se necesitará el 50 % de votación estudiantil para la elección de sus representantes, medida que es un reto para que los sectores reformistas conquisten efectivamente a los estudiantes. Como se ve no hay un cuestionamiento radical de la “participación”. Un reblandecimiento del profesorado garantizaría la desaparición del “marxismo” de su seno (de acuerdo a la visión pedagógica que tienen de la importancia de las ideas revolucionarias entre los estudiantes) y, de otra parte, una actitud consecuente con los planes educativos en la administración de la Universidad. Logrado ello, podrían hasta recobrar sus derechos democráticos. Todo parece indicar que en esta perspectiva se orientará la labor de Duque Gómez.

Hasta aquí el análisis que nos permitirá, clasificadas las medidas guberna- mentales, delinear las consignas y tácticas a seguir en el momento. Pero antes nos referiremos a la actitud de los reformistas al respecto.

El entendimiento de la política de represión estatal les presenta a estos señores, una contradicción entre la Universidad y el Estado. Para ellos, enseñados a hablar en términos universitarios, no es la fuerza política revolucionaria de los estudiantes la que se enfrenta al Estado, sino la Universidad como institución. Obviamente se consideran no solo estudiantes sino esencialmente DIRECTIVOS; y así, su práctica reformista de mando burocrático, les hace ver al movimiento estudiantil como otro apéndice orgánico de la U. Esta ubicación del conflicto mixtifica la represión a la política revolucionaria, presentándola sobre el organismo universitario. En el momento en que les es cortada su cuota de ganancia conquistada en la época de su hegemonía, la pequeña burguesía se radicaliza y llama a cerrar filas en torno a la “reivindicación democrática y antiimperialista”. Levantar en torno al co-gobierno, la argumentación de que es revisado por las medidas democráticas progresistas y antiimperialistas”, tomadas al respecto de los préstamos del BID, la ampliación de cupos y presupuesto. Es aquí donde llegamos a las contradicciones secundarias que generó el 2070, al funcionar su fórmula fuera del contexto general de la Reforma Universitaria. No nos detendremos mayor cosa en esto.

Sobre los préstamos del BID, es una actitud loable políticamente y que cuestiona uno de los muchos aspectos pero no el fundamental de la política de los monopolios imperialistas. Pero lo que no se puede concebir es que se identifiquen carácter y contenido de clase de la U con financiamiento (ya hemos dicho cómo se definen), ideología burguesa o cultura burguesa (o “imperialista” (?) con la prueba empírica del dólar. ¡Prefieren, para mantener su “pureza antiimperialista”, que los préstamos en dólares lleguen directamente al Estado e indirectamente —“reformados”! en pesos— a la U. Este tipo de financiamiento ya lo contempla la reforma Galán, en el control que ejerce sobre el Fondo Colombiano para las Universidades la llamada Junta Nacional. Las contradicciones generadas por el aumento de cupos y presupuestos son las que se establecen con la racionalidad capitalista que se planifica para la universidad: la centralización del aparato escolar para evitar la duplicidad de las carreras, la reducción de la inversión para la calificación de la fuerza de trabajo, la del número de profesionales y de los diversos tipos de calificación según las demandas del mercado, etc.

De esta manera se ve cómo los conflictos creados con las famosas medidas, se quedan en el terreno de las políticas para la escuela burguesa. Discrepancias que en otras condiciones serían para el movimiento estudiantil simplemente las actitudes de las directivas universitarias, pero que en nuestro caso se trata de una ideología pequeño-burguesa difundida a nombre del proletariado como programa revolucionario y por ello una tendencia política revolucionaria a combatir.

Ya los reformistas en su búsqueda de audiencia entre las masas trataron con la campaña de solidaridad al Vietnam, de volverse a colocar en primer plano. Pero las masas conociendo su estrategia y táctica no marcharon con el espontaneísmo. Ahora también las masas se niegan a correr tras la defensa de su cuota de ganancia, cuando los reformistas se presentan como los más radicales en la táctica. Las masas estudiantiles se negarán a enredarse nuevamente en el reformismo. No es el “co-gobierno” lo que defenderán, sino que la lucharán contra la política represiva con una orientación realmente revolucionaria al mando. Luchar contra la represión no significa la defensa del “organismo de poder” de la U. Significa luchar contra las mismas causas que motivaron la movilización anti electoral y en solidaridad con los maestros: la naturaleza de la Democracia Burguesa y de explotación del capitalismo neocolonial. Esos son los enemigos fundamentales y la consigna principal es contra la represión que ellos generan, en su actual contenido concreto.

Para los revolucionarios socialistas, se impone un periodo de reorganización del movimiento estudiantil a nivel nacional y en particular en la U. Nacional. Este periodo debe llevar a un fortalecimiento del movimiento, en un amplio debate sobre la organización de masas que lleve a su creación con objetivos claros, con una amplia y profunda agitación que denuncie la política general del Estado Burgués contra el movimiento revolucionario y que se concretiza para la acción estudiantil en la expulsión de compañeros en la U. del Valle, el encarcelamiento de dirigentes estudiantiles, la ocupación militar de los predios universitarios, etc. Para ellos debe reanudarse el debate ideológico en las masas, sometidas por la academia a la apatía e indiferencia, e impulsar la denuncia del nombramiento del rector como implemento de la política represiva, tratando con ello de alertar a las masas de las posibles medidas represivas. Aunque sería importante buscar un aliado en el movimiento profesoral, dado su grado de conciencia política y de organización y dadas las condiciones objetivas que afronta con la táctica que adopta el gobierno con él, no es posible esperar de ellos una acción inmediata, siendo más importante poner el énfasis en la generalización del combate, buscando con la acción estudiantil influenciar e impulsar con un debate político una orientación revolucionaria en los profesores. Es en el éxito de esta campaña, donde radica la transformación del periodo defensivo en una victoriosa ofensiva. REVOLUCIONARIOS SOCIALISTAS. 30 de mayo de 1972.
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No es nada nuevo señalar que la situación del movimiento estudiantil a escala nacional y en la universidad es de reflujo. Todo parece haber terminado luego de la represión policial, la persecución en todas las formas a la dirección estudiantil, la represión preventiva, etc. La disposición general es a terminar el semestre. Sin embargo, es preciso analizar las nuevas formas de la represión sobre el movimiento estudiantil, en orden a dar pasos seguros en la preparación de los próximos combates revolucionarios. Combates que se darán contra una burguesía más astuta y mejor preparada en el arte de exterminar la “insurgencia universitaria”.

Hacia la Represión Académica en Nombre de la Ciencia. Hasta el momento ha venido caracterizando la situación la iniciativa política de la burguesía. En todas las universidades del país, contando casi como relativa excepción la Universidad Nacional, el movimiento estudiantil y profesoral ha sido golpeado fuertemente. Sin embargo, en el momento tiende a transformarse operando en el interior de la universidad en los términos de la represión académica que busca hacer desaparecer el movimiento estudiantil, sumiendo a los estudiantes a los propios integrantes de los grupos de dirección en el ejercicio de la actividad académica. Mecanismo que no por sutil es menos eficaz. A nivel de todas las facultades hemos podido observar los efectos de su operar ininterrumpido.

Es cierto que la práctica pedagógica —en tanto dominación de una clase social— implica de suyo la represión y el sojuzgamiento. Pero lo particular en esta ocasión y lo que hace de ella una política específica de la burguesía en la actualidad, es que se acompaña conscientemente de toda una ofensiva ideológica en términos de reclamar la cientificidad de la universidad, su papel al servicio del país, el nivel académico y el espíritu investigativo, recogiendo así, entre otras cosas, la palabra del reformismo y ubicando un terreno desfavorable a la confrontación revolucionaria138.

Algunas manifestaciones concretas de esta táctica que tiene sus raíces en el desarrollismo liberal de años atrás y más cerca todavía en los discursos de Galán, las encontramos en la carta presentada a los estudiantes de Medicina por el comité de directores de la facultad, siguiendo recomendaciones del Consejo Académico (Junio/72). Algunos de sus planteamientos son los siguientes:


Recomienda: “la importancia de tomar con mayor seriedad los estudios académicos”.

La universidad espera: “una dedicación académica completa por parte de sus alumnos” - “En este sentido, cree la Universidad que se hace necesario que los estudiantes mediten sobre el privilegio aun hoy representa ser estudiante de la Universidad del Estado. Por supuesto, nosotros abogamos porque la educación superior no sea prerrogativa de unos pocos, sino una oportunidad de todos por igual”. —“nuestros— estudiantes deben…aprovechar al máximo su permanencia de pocos años en la Universidad con el definido objetivo de capacitarse en todas las dimensiones humanas para poder contribuir activa y prontamente al desarrollo nacional”.



Proyectos similares se han observado en Ciencias Humanas y especialmente en Sociología donde ocurren otros factores que más adelante analizaremos. En la facultad de Ciencias y de Agronomía, y finalmente en Ingeniería donde la represión académica ha sido una constante y ahora se ve impulsada por directivos y profesores, con objetivos más claramente establecidos. En esta perspectiva, no es extraño que en estas últimas se desarrolle toda una campaña de publicaciones y conferencias que traten de vincular lo académico a las necesidades del país, a las urgencias del “desarrollo”.

Que todo vaya encaminado a la reimplantación del famoso artículo 19 (3 materias perdidas y … fuera!) no es cosa de elucubraciones. Este sería apenas un aspecto de toda la ofensiva cuya concreción dependería de si consideran las directivas que pueden controlar la reacción que suscitaría.

Como veíamos, se trata de un plan más general. Incluso, el nombramiento de Duque Gómez como rector cumple idéntico propósito. Su trayectoria como supuesto investigador antropólogo, autor de varios materiales de la Historia Extensa de Colombia, marcan el comienzo de la nueva “cientifización” de la Universidad. Su persona resume los dos elementos fundamentales de la actual política burguesa: persecución política y represión académica.

Hay también otras circunstancias que hacen de la represión académica una buena arma en manos de la burguesía. En primer término, el hecho de que se involucre suavemente dentro del funcionamiento normal de la universidad presentándose como la realización de su aparente significado: la producción y transmisión de la Ciencia y la Cultura (¡mejorar el nivel académico!). En segundo lugar, porque lo anterior se complementa con cierto tipo de ideología que informa a los sectores más atrasados de las bases estudiantiles y que hace de la exigencia académica su orgullo profesional: por ejemplo, Medicina donde es ya tradicional el complejo de la “aristocracia de bata blanca”. Y, finalmente, el reformismo pequeño-burguésstalinista, en sus diferentes versiones, el cual, consciente o inconscientemente entra a identificase con los objetivos de la política burguesa, retorciéndose en su propio terreno, tal como lo veremos más adelante.

Las dos “alas” de la burguesía frente al problema universitario. No sería posible entrar a definir aquí las diferentes fracciones en que se divide la burguesía, ni su juego de alianzas y relaciones en el bloque de poder, en un país como este, en el marco del imperialismo. Señalaremos tan sólo las dos tendencias fundamentales que se presenten frente al problema universitario.

Una, que agruparía tanto a Lleras Camargo como a los ideólogos del “Siglo” y la “República”, que aboga por un tratamiento exclusivo de “sangre y fuego” para la subversión organizada, sin hacer concesiones a los estudiantes y profesores “comunistas”, al “cogobierno anarquizante”, etc., así signifique la pérdida de la juventud y de la universidad. Tesis estas reaccionarias aun en el marco de la concepción burguesa, colocándose a su derecha, y que representan no tanto los intereses específicos que tenga determinada fracción de clase frente al problema educativo (por lo demás, este ha sido uno de los temas que más ha logrado unificar el bloque de poder) sino una particular ideología recalcitrantemente reaccionaria. Es por eso que su principal actividad se cumple a nivel de tenebrosos artículos de prensa. (Recordemos hace algunos años los de “Calibán”).

Esta tendencia cumple, en la práctica, un importante papel al servicio de la política burguesa en su conjunto. Coloca la “oposición” en un lado aceptablemente democrático. Tiende las posibilidades de alianza con sectores progresistas, e impide que la confrontación que haga, por ejemplo, el movimiento estudiantil se radicalice al cuestionamiento global de la política burguesa y se detenga solo en su sector más “cavernario”. Siempre habrá por lo menos un “mamerto” que se rasgue las vestiduras en declamaciones plañideras y democráticas contra el “notablato Ospinista”.139

Otra tendencia, al lado de la anterior, que sin descartar la represión —que constituye no solo la naturaleza del Estado sino el arma de cualquier fracción de la burguesía— se presenta reformista y liberal. El propio Galán le ha representado (Ver Reforma Universitaria y artículo en contra de Lleras Camargo) y se mantiene como política de gobierno, aunque en receso, pero en quien recibe su fuerza política fundamental es en el Llero-Lopismo. Forzoso es constatar el peligro que representa ahora esta fracción (enemigo principal y verdadero) que entre otras políticas, —las cuales analizaremos en otra oportunidad— tiene el propósito de captar nuevamente la juventud, presentando iniciativas reformistas frente al problema universitario. En ella encuentra un apoyo la transformación que estamos señalando en la represión en la U. Nacional: la represión académica en nombre de la U científica, al servicio del desarrollo. En esto coincide con la política impulsada en la actualidad a nivel de gobierno.

En el mismo sentido hay que destacar otro aspecto de la misma política —aunque por ahora no se encuentre ligada orgánica y directamente a la anterior— y es “EL PERIÓDICO”, órgano de prensa en base al sensacionalismo, a la espectacularidad y a darle importancia a la “noticia universitaria” está ganando acogida en amplios sectores estudiantiles y populares de todo el país. Sin pretender negar la relativa importancia que puede tener el presentar una posición o información por esos medios, quisiéramos advertir sobre la intención política que lleva y sobre cómo se articula con toda la táctica de represión académica y reformismo universitario y recuperación política de la juventud.

Asombrarse por las denuncias que allí se presentan equivale a creer que la burguesía solo está en el sector “oscurantista”. No es mucho el daño que se causa como clase si por una parte está manteniendo el mito de la “independencia periodística” (aunque sea la agencia soviética de noticias —TASS— quien lo reafirme), y si por otro coloca al movimiento estudiantil en el terreno del reformismo, aspecto al cual dedica fundamentalmente sus coqueteos. ¡La idea ha sido, por lo tanto, bien interesante!

De cómo la táctica burguesa encuentra su aliado en el reformismo pequeño-burgués

Ya algunas puntadas permiten vislumbrar el por qué de este título. En efecto, hemos visto cómo la nueva táctica trasladó la represión sobre el movimiento estudiantil a lo específicamente académico y cómo, en consecuencia, se liga a la idea de que la Universidad es científica. He aquí el punto de contacto con el reformismo: el movimiento estudiantil (movimiento de masas bajo una política determinada) puede desaparecer en provecho de un mejoramiento del aparato universitario. En el caso de los reformistas (JUCO-JUPA y “secuelas estudiosas”) significa hacerlo en un sentido nacional, científico y de masas, o democrático, científico y antiimperialista que en lo mismo.

Es sabido —y objeto de otras publicaciones— cómo su desviación principal en este campo —vinculada a toda la caracterización de la revolución— consiste en reducir la lucha del movimiento estudiantil a lo específico educativo, lo que lleva de por sí al reformismo, al ignorar el problema central del poder político y la participación de este movimiento en la correlación de fuerzas sociales, a favor del proletariado, encaminada a la destrucción del aparato de Estado de la burguesía. Pero tratemos de ver las consecuencias de su política en el campo de la “cultura” o mejor de la ideología. Es forzosamente mistificante. Esconde la naturaleza de clase del aparato escolar (proponiendo estratégicamente, su reforma). Ignora su papel de dominación ideológica y que la ciencia como práctica del conocimiento no se puede aislar del contexto ideológico cuyo fondo es una dominación de clase, una dominación política. Y por tanto, que la “ciencia” concebida en su “pureza” no podría redimir de su papel a la Universidad. Cualquier intento de cientifizarla no haría más que reforzar esa función; es por eso que la represión académica es su secuela inmediata, el mecanismo adecuado para elevar los contenidos científicos, o sea, el lenguaje cotidiano, elevar el nivel académico. Pese a todas las buenas intenciones eso sería reforzar la dominación pedagógica burguesa, reforzar la ideología del ascenso social y del mérito, reforzar el mito de la neutralidad de las ciencias y, como si fuera poco, sustraer los estudiantes a la movilización política.

Pero hay algo más en lo que se refiere al reformismo stalinista. No se trata para ellos de cuestionar la Universidad. Según su planteamiento del problema nacional es posible “derrotar el Imperialismo y el feudalismo sin derrotar el capitalismo”. Hay que volver nacional la Universidad burguesa, de la misma manera que se trataría de construir un Estado Nacional. Esto significa, necesariamente, luchas por el desarrollo del capitalismo. Podría decir que tampoco (y eso lo comparten otros seguidores de la nueva democracia), pero se cae en el siguiente sofisma: Omitiendo todo el problema de la caracterización de la sociedad (en nombre de la nación), de su estructura económica y política, en últimas de sus relaciones de producción, plantean el desarrollo de las fuerzas productivas nacionales. Según su lógica habría que poner la Universidad colombiana al servicio del desarrollo de las fuerzas productivas nacionales. Pero, ¿en qué marco? Nosotros pensamos que estos elementos son indisolubles, que todo desarrollo se dará en el marco de las relaciones de producción capitalistas neocoloniales e internacionalmente, del imperialismo. Lo que obliga a plantearse la transformación de las relaciones de producción a nivel nacional y mundial, transformación que nos lleva al problema del poder del Estado, es decir una revolución política. ¡He aquí lo que diferencia un marxista de un liberal evolucionista!

A esta altura pueden medirse las consecuencias de la desviación descrita, tratando de servir a la “nación” supuesta, los reformistas sirven a la nación real, esto es, a los intereses económicos y políticos de la burguesía (para consolarlos diremos que en su fracción “progresista”) pero en todo caso, a los intereses globales del capital. Ha quedado tendido el puente entre la represión académica y la exigencia de elevación del nivel académico en nombre de la ciencia nacional (concepto que por lo demás es un exabrupto teórico).

Sobre ello tenemos varias manifestaciones concretas: Agronomía, en donde viene especulándose con la constitución de la ciencia nacional y exigiéndose el compromiso de los estudiantes en el estudio y la investigación, apoyándose en una argumentación que no puede ser más ridícula desde el punto de vista político, económico, biológico y agronómico. Y, para citar solo los casos más relevantes, Sociología, paradigma de los “departamentos nacionales, científicos y políticos” que en el mundo han sido y serán. En esta última, la represión académica se justifica con la revolución, el academicismo sustituye a la práctica política y se vuelve deber revolucionario, y el eclecticismo se postula en nombre de la ciencia. No ha resultado más claro ni mejor prueba de lo que hace la Universidad científica, con el movimiento estudiantil. Allí se ventilan, además otras políticas a nivel profesoral las cuales tocaremos enseguida, aparte de “originales” formas de persecución política amparadas en los “académico” y lo “científico”.

La desaparición del movimiento de claustros: los profesores como base de apoyo de la actual política burguesa.

La dominación ideológica tiene sus agentes en el aparato universitario: los profesores. Muy a pesar de sus propias convicciones personales —revolucionarias en algunos pocos— la práctica pedagógica sigue su operar ininterrumpido. Estos poco “héroes” viven el conflicto demoníaco entre lo que les señala su orientación política y su práctica cotidiana. En el peor de los casos, y el más frecuente, ocurre una peligrosa deformación: tienden a identificar los intereses de la revolución con los intereses de la academia.

Por estas razones la generación de un movimiento profesoral cuenta con enormes dificultades, aunque es inevitable que se presente porque este sector recibe también los efectos de la lucha de clases que se da a nivel de la sociedad y presenta, poco a poco, los agrupamientos políticos que de ella se derivan.

Hasta el momento ha predominado en el movimiento profesoral de la Universidad, una orientación nacionalista-pequeño burguesa y en consecuencia reformista que combina las ideologías del “cambio social” antiimperialista con aquellas que se derivan de su status académico: respecto y culto a la Universidad, autoritarismo pedagógico, sobreestimación de la “ciencia” y subestimación de la política. Su práctica combina pues el mismo reformismo que se presenta en el movimiento estudiantil (nacionalización de la Universidad) con la ideología del academicismo y en esa forma se articula perfectamente a la táctica actual de la burguesía contra el movimiento estudiantil. Lo anterior puede observarse claramente en una declaración del comité de directores de la Facultad de Ciencias Humanas (base del movimiento profesoral), a propósito de la ampliación de cupos:


“El problema del aumento de cupos incide directamente en la concepción que se tenga de la Universidad y en los objetivos que se le señalen a ésta. Si se está de acuerdo en que la Universidad Nacional debe ser en el país el centro de investigación y de docencia de mayor nivel científico, con el objeto de que pueda cumplir su función crítica y transformadora de la realidad colombiana, es necesario velar porque la estructura y el funcionamiento de la institución, en todos sus aspectos y de manera coherente, garanticen la realización de las anteriores premisas”.140



Es natural que, en esas condiciones, su decisión final fuese la de oponerse a la ampliación de cupos por el “descenso consiguiente en el nivel académico”. En aquella ocasión pudo observarse una mínima contradicción entre esta tendencia predominante en los claustros y algunas pocas voces del reformismo tipo MOIR o PC (mal llamado) que allí también tienen asiento (aparte de otras que ya son parte de apetitos burocráticos). Estos últimos presentan una versión del reformismo pequeño-burgués que apunta más bien hacia el populismo que señala Lenin en sus primeros escritos (“Quienes son los amigos del pueblo…”). El sueño del pequeño propietario que espera la eternización de su status y la extensión romántica de ese derecho a todos los ciudadanos: la sociedad igualitaria y democrática. En este caso democratización de la educación (de masas), Estado benefactor que cumpla con su razón de ser - los intereses del pueblo o nación asignando mayores presupuestos, etc. Pero tales contradicciones, entre el ala derecha y el ala izquierda de la pequeña burguesía, son insignificantes, tanto que ahora se unen nuevamente (Sociología).

Sobre este último punto, hay que advertir también la táctica más reciente del reformismo-MOIR que, expulsado del movimiento estudiantil, pretende retornar a través del movimiento profesoral donde sus tesis de Universidad Nacional y científica tienen mejor acogida. Ellos no ignoran la importancia que tendría, en este periodo, el movimiento profesoral como punta de lanza, basándose en la autoridad pedagógica que les asigna una buena influencia sobre sectores atrasados del estudiantado. Todo dependería de una alianza con la primera tendencia señalada (ahora muda frente a Duque Gómez, más bien flirteándole) en términos de una posición firme contra la represión gubernamental y en defensa del cogobierno.

En síntesis, tenemos que el resultado de estas políticas en el seno del profesorado ha sido la desaparición del movimiento de claustros. En adelante, su destino depende de que comiencen a imponerse tendencias revolucionarias que desborden las anteriores. Por lo pronto, encontramos en ellos una base para la táctica burguesa de represión académica, tanto a nivel de la tendencia política predominante como en la inmensa mayoría del profesorado (en gran parte atrasada), ejecutores seguros de lo que indica la pedagogía como lícito y de “deber”. Fundamentar una alianza movimiento estudiantil-profesoral exige romper las actuales condiciones seguramente a partir de una buena iniciativa del primero que obligue a variar posiciones al último, en una nueva explosión de las contradicciones sociales o en el interior de la universidad. Por ellos, debe descartarse, a corto plazo, cualquier ilusión de “frente interno”.

El Final de Semestre y el Desarrollo de la Táctica Burguesa. Como hemos visto, la táctica de represión académica ha comenzado a implementarse: desde el nombramiento de Duque Gómez y la coincidencia de políticas con el reformismo y la actitud profesoral. Seguramente seguirá su camino con los nuevos nombramientos. Para la burguesía no se trata ya de contener el movimiento estudiantil sino de impedir que se genere. De este modo, la represión militar preventiva (cerco a la universidad) y la política de escarmiento (consejos de guerra) se complementan con la represión académica interna que impide la formación de un movimiento y trata de circunscribir la acción de los estudiantes de vanguardia a choques intermitentes con la estructura universitaria en su afán de transformarla. En ese sentido, aducir el reflujo real del movimiento para reducir los debates a lo académico, es hacerle el juego a toda la táctica, e incluso a la ideología de la “cientifización” y de la universidad al servicio del país propugnada por las clases dominantes. Juego en que han caído varios grupos políticos. Esta situación demuestra una vez más que el movimiento estudiantil no existe sino a partir de la acción política que estructura la movilización de masas y les da una existencia social. Por fuera de ésta, existe solamente la masa heterogénea y atomizada de los estudiantes-individuos, presos de la ideología pequeño-burguesa, tratando de ascender por la escalera social.

Es obvio que la represión de la academia tiende a intensificarse al final del semestre, con los exámenes, pero no es eso lo más importante ahora. Se trata de un plan de acción de la burguesía que rebasa las oscilaciones académicas. Aunque desafortunadamente un condicionante externo a la acción estudiantil son los periodos académicos que establecen una solución forzosa a su continuidad. Sin embargo, lo más importante de examinar es que en el próximo se mantendrá la iniciativa política e ideológica de la burguesía, en la forma ya indicada. Estas son las condiciones que el movimiento estudiantil debe transformar, eludiendo los peligros que de ellos se derivan.

En este sentido, habíamos indicado, en el primer número de EL SOCIALISTA, que se abría una etapa de reorganización del movimiento estudiantil y como tarea principal la constitución de una organización de masas. En esa medida, el terreno que nos ofrece el próximo semestre comporta un peligro y obliga a una advertencia; si los criterios que informan dicha organización son los del reformismo, es decir, la satisfacción de los “intereses propios” de los estudiantes, en la búsqueda de una Universidad Nacional científica y democrática, toda iniciativa coincidirá con la política de represión académica impulsada por la burguesía convirtiendo la organización de los estudiantes en un apéndice de la Universidad que buscaría con mayores o menores “contradicciones”, su mejor funcionamiento. Toda la acción se reduciría a colocar unos directivos en vez de otros, nuevos profesores, nuevas reformas a los programas, etc.

Por el contrario, nosotros creemos que, en el proceso de reorganización, la iniciativa política del movimiento estudiantil debe partir de la crítica a ese terreno academicista, de la impugnación a la represión “científica”, del cuestionamiento a todo reformismo. Debe postularse la independencia y los objetivos políticos del movimiento estudiantil. La organización de masas como instrumento democrático y centralizador que represente a las masas estudiantiles y las conduzca a la lucha. Los objetivos reivindicativos —siempre enmarcados en el cuestionamiento del papel ideológico de la U— estarán completamente subordinados a los criterios que se señalan; máxime en esta etapa en que la iniciativa política del movimiento estudiantil debe salirse del marco académico en que busca circunscribirlo la política burguesa.

He ahí un primer esbozo de los criterios político con que debe orientarse la construcción de la organización de masas, fundamentalmente en lo que se relaciona con el momento actual. En solo un paso de una necesaria elaboración más amplia, ya que consideramos que cualquier intento de “montar el aparato” sin una concepción clara sobre sus fines y contenidos sería, además de una tarea perdida, una empresa burocrática.

Acerca de los objetivos políticos concretos o alcanzan en la presente etapa es cosa de definir posteriormente. Indudablemente, el movimiento estudiantil en su etapa de reorganización debe recuperar las condiciones políticas que ha perdido; debe derrotar los embates de la represión militar proponiéndose la libertad de los detenidos en “escarmiento”, y resolver el problema del cerco militar a la ciudad universitaria que pretende alejar el movimiento estudiantil de su lugar de agitación; la calle. En todo caso, el próximo semestre planteará nuevos interrogantes que deben ser resueltos en desarrollo de la orientación aquí consignada como respuesta a las nuevas tácticas de la burguesía.

(2) Nota. La política de resaltar una fracción “oscurantista” de la burguesía para aceptar el “mal menor” no es nueva. Las caracterizaciones que hacía la tercera internacional —ya Stalinista— del fascismo, por ejemplo, fueron reduciendo progresivamente su base de clase, desde la “dictadura del capital” hasta la concepción de “dictadura de los elementos más reaccionarios, más chauvinistas, más imperialistas del capital financiero” y finalmente “dictadura de las doscientas familias” (frase de G. Dimitrov, a quién es bueno nombrar ahora que lo están recordando los mamertos de “viejo tipo”), todo con el objeto de sustentar la política de frentes populares que permitiera la alianza entre el proletariado y todas aquellas fracciones de la burguesía “progresistas” y supuestamente “no fascistas”. En nuestro país, la misma concepción coloca como clase dominante a los sectores “semifeudales” y a la gran burguesía “compradora”, para buscar una alianza con las fracciones “progresistas”, en lucha común por la democracia. ¿El resultado? La famosa “izquierda” siempre a la cola del liberalismo.141
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CON LA POLÍTICA REVOLUCIONARIA A LA DEFENSA DEL MOVIMIENTO ESTUDIANTIL


“Finalmente la república parlamentaria, en su lucha contra la revolución, vióse obligada a fortalecer, junto con las medidas represivas, los medios y la centralización del gobierno. Todas las revoluciones perfeccionaban esta máquina en vez de destrozarla”.142



Es una tarea para los revolucionarios la de ubicar, en cada momento histórico del devenir de la lucha de clases, las características de ella, sus manifestaciones específicas, y la manera como aparece ante sus propios artífices y protagonistas. Lógico es decir, por tanto, que ubicar sus contradicciones específicas, deja de lado todo tipo de esquematismo y dogmatismo preconcebido, y que únicamente el seguirlas paso a paso, escudriñarlas en lo más profundo de su ser, es lo que nos garantiza a los marxistas revolucionarios ser tales, y presentar por tanto las orientaciones revolucionarias que asegurarán la destrucción de la sociedad burguesa y la construcción de la sociedad socialista.

La ausencia Política del Proletariado y las luchas del movimiento Estudiantil. La función política fundamental del estado capitalista es la de trabajar permanentemente en la organización de la clase dominante, a la voz que trabaja políticamente en la desorganización de los explotados.

Y si ésta en su función más general, también es necesario decir que el desarrollo de la lucha de clases, el confrontar políticamente por parte de los explotados y oprimidos al Estado, produce situaciones de crisis en la política que lo dirige, —en este caso la política burguesa— que actúa, casi que por decirlo así, en un doble sentido: de una parte, durante el curso de la movilización genera situaciones que pueden señalarse como de inestabilidad política, susceptibles de medir por la incapacidad política e ideológica de dirigir por parte de la clase dominante a los explotados;143 y el segundo momento, como corolario del anterior, es cuando la burguesía vuelve a poseer más directamente esa capacidad de dirección sobre la vida social que le garantiza trabajar, en medio de la “paz social” más cómodamente en el proceso de desorganización sobre quienes se atrevieron a insurreccionarse. Baste señalar como reseña, que es común al estudio capitalista, el hecho de que, tanto en uno como en otro caso, este estado recurre a su aparato burocrático-militar de represión para “apaciguar” los conflictos sociales que se han generado.

Hemos hecho esta reseña teórica, pero que es propia en el funcionamiento político de la sociedad burguesa, por cuanto ella servirá para orientarnos en el problema que nos ocupa.

Hemos titulado este aparte de nuestro discurso, como “de ausencia política del proletariado y las luchas del movimiento estudiantil”, y lo hacemos a propósito.

Y ello por cuanto si examinemos la forma en que nuestra vida republicana se ha desenvuelto durante los últimos 20 años; esto es, el período a través del cual la burguesía Colombiana ha garantizado su reinado político de pactos trazados entre el Partido Liberal y el Conservador y que encuentra su concreción en las políticas del frente nacional, podemos observar que si bien se ha presentado un cierto pugilato entre estas y las de la llamada oposición en sus dos versiones —M.R.L., ANAPO—, dicho proceso ha estado caracterizado por la ausencia política del proletariado en términos de que esta clase revolucionaria no ha logrado un desarrollo organizativo y político que le permita convertirse en una alternativa social frente a la mezquindad y chapucería de las políticas burguesas y pequeño burguesas que han jalonado la vida nacional. Hecho por demás evidente si tenemos en cuenta la ausencia de una política proletaria que le trace las directrices. El vacío ha sido “llenado” tanto por el reformismo burgués, como por su congénere, el reformismo stalinista, que se ha caracterizado en sus distintas versiones por orientar el movimiento obrero por los senderos del trasero del “ala progresista” de la burguesía.

El pugilato que hemos señalado entre la llamada oposición y el frente nacional, dada la naturaleza social de aquella y su política reformista pequeño burguesa y burguesa, en últimas ha tenido un lógico desarrollo: históricamente podemos observar ese proceso político a través del cual esos partidos “oposicionistas” van desapareciendo en las filas de los partidos burgueses que conforman el frente nacional.144

Pero la lucha de clases, que no pide prestado a los esquemas ni a los recetas el momento de su aparición histórica, en el caso colombiano, es elocuente en sus enseñanzas. Así nos dirá, con la lógica de sus hechos, que las transformaciones políticas que en el estado burgués se han sucedido no son un producto histórico de la lucha nacional de la clase obrera organizada políticamente contra él, sino un resultado de movilizaciones nacionales de otros sectores sociales, siendo relevantes por su proceso de radicalización contra el estado durante los últimos tiempos, la del movimiento estudiantil y de maestros así como la de sectores dedicados a la producción agraria. No pretendemos señalar en términos absolutos una sustitución por parte del movimiento estudiantil o de maestros, o de campesinos del movimiento obrero. Intentamos simplemente indicar de qué manera en el proceso político colombiano han sido básicamente estos movimientos los que han imprimido por sus luchas cambios en el estado como en sus aparatos, cambios ante los cuales las luchas parciales de los obreros han tenido que enfrentarse en esa fase histórica del desarrollo de sus luchas respectivas.

Lo anterior no pretende negar que se hayan presentado movilizaciones obreras. Nuestra intención es resaltar las características de estas:

Ellas han estado circunscritas, en la mayoría de las circunstancias, a determinadas reivindicaciones económicas que no han sobrepasado estas mismas limitaciones y lo que es peor aún, por éste mismo carácter y debido a las características del desarrollo del capitalismo en Colombia, no han garantizado “ni el ganar para las masas obreras la reivindicación que se proponían, ni estructurar a nivel nacional a través de la política revolucionaria, —dado el reformismo burgués y stalinista que la ha suplantado—, un movimiento obrero capaz de ser ganado para la reivindicación”. Localismo y reformismo han sido corolarios necesarios en la conformación de la conciencia de clase del movimiento obrero colombiano, que confluyen directamente impidiendo que esto tenga una presencia política a nivel nacional y se convierta en una alternativa revolucionaria; esta situación por lo demás no hace sino resaltar en la actualidad sus condiciones organizativas internas como clase, que le dificulten dirigir el proceso revolucionario nacional contra el Estado Burgués.145

Ha sido en el transcurso de estas luchas como el movimiento estudiantil, campesino y de maestros han venido radicalizándose rompiendo poco a poco con el reformismo burgués y stalinista. Proceso por lo demás difícil de romper definitivamente por la situación particular por la cual atraviesa el movimiento obrero. Y ha sido durante este proceso social en el cual las políticas tanto de la pequeña burguesía como de la burguesía en sus diferentes fracciones y fundamentalmente en las actitudes políticas de ellas a nivel estatal se han venido transformando. Estas luchas han impuesto al Estado burgués transformaciones objetivas, cambios tanto en los procedimientos políticos a utilizar para garantizar su reinado político como en los aparatos de represión para asegurar más directamente los mecanismos a través de los cuales controlar la movilización de estos sectores. En la actualidad cuando estas luchas van adquiriendo una faz más radicalmente opuesta al reformismo burgués, estos cambios se hacen más evidentes: van desde la búsqueda desesperada de los partidos burgueses y pequeño-burgueses (que cada día se asimilan más a las pretensiones burguesas como el P.C., MOIR, ANAPO, DEMOCRACIA CRISTIANA, etc.) de integrar a la juventud a las instituciones de la democracia burguesa; tal como ocurre con la propuesta de asistir a los 18 años a las urnas, tratando de golpear lo que ha sido el alfa y omega de la radicalización del movimiento estudiantil, su clara política abstencionista, hasta el perfeccionamiento de los aparatos represivos de Estado: señalamos por ejemplo la creación de la llamada “Fuerza Disponible”, encargada durante las movilizaciones de masas de reprimir la presencia en las calles de la “insurgencia estudiantil”; la creación de la “Defensa Civil”, instrumento represivo este que intenta mantener a través de una política demagógica de “colaboración social” un mayor control sobre cada una de las manifestaciones de la vida social.

La Fase Actual del Movimiento Revolucionario. Cuanto hemos anotado nos permite definir en términos generales, la situación del movimiento revolucionario, en términos socialistas, de la lucha proletaria, como una fase defensiva, pero con posibilidades objetivas de ofensivas tácticas de otros sectores como el movimiento estudiantil, maestros, campesinos. Las ofensivas tácticas adelantadas por estos sectores sociales han contabilizado en su haber todo un proceso histórico, que va desde el reformismo en su seno hasta un grado de radicalización política, que en la actualidad se da en términos de iniciar la confrontación política del Estado burgués. Y es debido a las características del proceso político que se desarrolla en la Sociedad contra la burguesía, lo que impulsa a esta decadente clase a impedir, (tanto en el curso como con posterioridad a la movilización callejera) mediante la represión política y militar las condiciones organizativas que políticamente estos sectores han obtenido. Es la fase que se puede tildar de ofensiva burguesa, y que por lo demás coloca la lucha social que con anterioridad se ha desarrollado y a los sectores que en ella han participado de manera activa, en una situación defensiva y en la cual la burguesía trata de golpearlos, pero ante la cual, estos sectores sociales deben luchar por asegurar las condiciones políticas organizativas que internamente lograron durante la movilización. Es la situación particular por la cual atraviesa en este momento el movimiento estudiantil, campesino y de maestros no obstante las diferencias en sus situaciones internas. Las posibilidades de una justa respuesta a la política de la ofensiva burguesa están dadas por el nivel del desarrollo de la conciencia revolucionaria, socialista y no reformista que es posible observar después de la movilización de Abril, por lo menos en el caso del movimiento estudiantil. Este desarrollo de la conciencia revolucionaria es lo que puede facilitar la respuesta política del movimiento estudiantil a las políticas ofensivo-represivas del Estado y lo que objetivamente permite colocar la consigna de DEFENSA POLÍTICA de la fuerza social revolucionaria del movimiento estudiantil al lado de los explotados como la fundamental.

Pero del hecho de definir la situación del movimiento revolucionario en los términos expuestos, los socialistas no podemos permitirnos una posición contemplativa ante ella y adoptar la línea fácil del espontaneísmo, campesinismo, magisterialismo, ni del estudiantilismo vacuo y superfluo, o en el mejor de los casos, el obrerismo, respondiendo exclusivamente a la dinámica que estos sectores hayan podido mostrar en determinada coyuntura. De aquí la necesidad de profundizar en las particularidades del desarrollo de la lucha de clases y concretamente en el desarrollo del movimiento obrero para poder sustentar, como organización revolucionaria, una política de la misma índole.

El desarrollo de huelgas obreras espontáneas que se han venido sucediendo durante los últimos años en sectores vinculados a la producción industrial, (huelgas de obreros del petróleo, Telecom, Icollantas, y Avianca ahora, etc.), no hacen sino señalarnos las posibilidades objetivas del despertar del movimiento obrero en Colombia. Sin embargo, la aurora del advenimiento del proletariado no vendrá a despertar al movimiento estudiantil y campesino. Hemos señalado ya como éstos tienen una presencia política a nivel nacional, que, aunada a la acción de los grupos alzados en armas, han desarrollado, —bajo el efecto de sus golpes políticos y militares— determinados cambios y perfeccionamientos en los procedimientos políticos y en los aparatos represivos del Estado burgués. Perfeccionamiento que conduce, con su lógica interna, a una situación particular para la lucha proletaria; ésta por sí misma se encuentra ante una situación que, por no haberla creado, obliga a su dirección a actuar con la mayor conciencia del momento histórico revolucionario que se vive. Es necesario por tanto entender que si el movimiento estudiantil, la lucha de los campesinos y los movimientos armados por su incidencia contra la política estatal burguesa han conducido a un perfeccionamiento en el Estado y en sus aparatos, que se expresa en la centralización en el Ejecutivo, esta situación coloca al movimiento obrero que lucha por determinadas reivindicaciones de manera más directa políticamente contra su enemigo de clase. De aquí que podamos concluir que el gran aporte de los movimientos estudiantil, maestros y campesinos está dando al proceso revolucionario es el de quitar la maleza que la democracia burguesa coloca en el camino del proletariado: esto es, colocar al movimiento obrero, políticamente frente a su enemigo directo, la burguesía a quien cada día organiza de manera más directa su propio Estado. En este sentido cabe entonces armar políticamente al proletariado para que adelante sus luchas de manera eficaz y consciente, teniendo en cuenta las posibilidades que se le abren por las perspectivas políticas que a su lado muestran desde ya los movimientos señalados. Lógicamente que el armarlo obliga, en el desarrollo del proceso a vencer políticamente tanto al reformismo burgués, como al estalinismo. Y ellos por cuanto el reformismo de los trabajadores, se ha convertido, en razón de su política de volver a las condiciones de la república parlamentaria, en uno de los más directos culpables de los fracasos de la lucha proletaria, encaminándola a la consolidación de las instituciones burguesas, o en el mejor de los casos a que estas “cumplan sus obligaciones”, como si la obligación misma de estas, siendo burguesas no fueran precisamente la de desorganizar a los explotados, como cada día lo evidencia más y más el proceso histórico.

Esta situación política por la cual atraviesa la sociedad burguesa colombiana en su conjunto, nos plantea a los socialistas, partidarios y orientadores hacia una sociedad de la Dictadura del Proletariado, y por tanto constructores de la vanguardia política a partir de las luchas de la clase obrera y sus vicisitudes, a tomar en consideración la situación de desarme ideológico y organizativo-político de las masas trabajadoras frente a la burguesía y a trabajar más directamente en la perspectiva de armarlo para enfrentar al Estado burgués. Es pues, este desarme ideológico y político que se presenta en la dirección de las masas trabajadoras lo que ha permitido al Estado burgués asestarle los duros golpes que éstas han sufrido durante los últimos tiempos.

El proletariado colombiano debe entender que las luchas de otros sectores y las suyas están conduciendo, en esta fase histórica, a un proceso de centralización política de funciones en el Ejecutivo, centralización que le permite a la burguesía trabajar contra él más coordinadamente. De aquí la necesidad de centralizar sus fuerzas para enfrentar al Estado; esto requiere todo un proceso de ofensiva ideológica por parte de las vanguardias revolucionarias para lograr esta necesidad política para la acción revolucionaria del proletariado. Hasta los dirigentes sindicales honesto y revolucionarios, deben entender que en las condiciones actuales si ellos desean llevar por un camino victorioso las reivindicaciones salariales y sindicales que les plantean a los trabajadores, las posibilidades de que esto ocurra de tal manera solo serán viables mediante una intensa campaña político-ideológica proletaria que permita la organización de las hoy dispersas fuerzas de la clase obrera colombiana. Esta es la gran enseñanza que hoy nos dejan los golpes que nos han asestado: tanto los Consejos de Guerra, a los trabajadores del petróleo, los despidos en Icollantas, Avianca, Telecom, etc. Y todo ello por cuanto hemos peleado relativamente aislados. A pesar de que esta es la lógica de la lucha de clases, lo que la experiencia vivida nos brinda es de que para el futuro tengamos nuestro propio comportamiento lógico para orientarnos en la lucha contra el Estado burgués. Y este comportamiento lógico no puede ser otro sino el de que el proletariado debe buscar audiencia social en sectores que como hemos señalado están dispuestos a brindársela así como en sus propias filas, inclusive para despejarle el camino a las reivindicaciones que de suyo tiene planteadas.

Nos corresponde entonces a los socialistas, en la medida de nuestras posibilidades, trabajar decididamente para solucionar esta situación difícil por la cual en la hora actual atraviesan tanto las luchas reivindicativas como políticas de los trabajadores, para así asegurar eficazmente su presencia política revolucionaria en la arena de los combates sociales. Este compromiso, evidente por sí mismo, no puede conducir a la militancia socialista a abandonar de lleno el movimiento estudiantil y campesino, sino por el contrario, a profundizar su actividad política revolucionaria para garantizar una mayor difusión de nuestras tesis y mantener la presencia política de estos sectores al lado del proletariado.

La Situación Actual del Movimiento Estudiantil en la Universidad Nacional y las Medidas Académicas y de Cafetería: Cartas de Intención de la Burguesía. Si es la lucha, si es la acción del hombre sobre el mundo la que logra las transformaciones en él, el marxismo a su vez plantea como fundamental para los revolucionarios y como necesario para continuar orientando esas transformaciones, el conocimiento y la evaluación crítica, tanto de las limitaciones en los cambios operados, como las perspectivas que se abren a largo y mediano plazo. Y si con nuestra movilización de solidaridad política al lado de los maestros en la pasada coyuntura logramos cambios objetivos entre las fuerzas sociales en conflicto que se enfrentaban; esto es, entre las fuerzas burguesas organizadas políticamente a través del Estado y sus partidos por un lado, y las fuerzas de los maestros por el otro, creando una correlación de fuerzas favorable a estos últimos a raíz de nuestra denuncia política del Estado burgués y de su cómica democracia, es necesario que aquí analicemos no solo la movilización en sí misma, sino fundamentalmente los cambios objetivos que en la actitud política de la burguesía a través de su Estado han devenido con posterioridad.

Si como hemos señalado, durante la movilización el movimiento estudiantil logró cambiar a favor de los maestros la correlación de fuerzas, sin embargo, durante el curso de la movilización y posteriormente a ella se hizo sentir en todas sus formas y matices la represión burguesa. Pero he sido fundamentalmente después de las movilizaciones como se han venido observando una serie de medidas que intentan represivamente ajustar cuentas al movimiento estudiantil. En primera instancia este “ajuste de cuentas” se dio a través del aparato represivo durante la movilización, mediante la detención de innumerables compañeros, y buscando impedir básicamente, la presencia del estudiantado en las calles. Es toda la represión y cacería de brujas que en el curso y posteriormente a la movilización de abril se desató contra la dirección política del movimiento estudiantil y que también se concretizó contra la dirección de maestros y de obreros de Telecom. Además y con posterioridad a la búsqueda de chivos expiatorios, en los cuales la represión burguesa intentaba saciar sus apetitos sanguinarios de destripador del movimiento estudiantil y de maestros ahogando los grupos políticos, que al contrario de los electoreros, habían impulsado la movilización contra su Estado, esta decadente clase “ajusta cuentas” a sus amigos de viaje, el reformismo pequeño-burgués estalinista, y ello porque en cierta forma al interior de la universidad le resultaba incómodo tal cual como lo mostramos en nuestro periódico “El Socialista No. 1”.

Pero esta represión política contra el movimiento estudiantil no ha parado. De las calles ha pasado al interior del medio estudiantil por medio de la institución universidad. A través de esta está intentando dar el golpe de gracia al movimiento estudiantil mediante mecanismos represivos que dada la forma velada con que se presentan, encuentran hasta tímidas justificaciones en los sectores más atrasados del movimiento estudiantil: hacemos alusión a la política adelantada por Duque Gómez en términos de resaltar la cientificidad de la universidad, incrementando lógicamente la represión académica para a través de ella ahogar la lucha del movimiento estudiantil. Señalamos de paso que esta política prácticamente le garantiza al gobierno sellar una alianza con los grupos políticos reformistas stalinistas —JUCO y JUPA— que han venido impulsando la lucha del movimiento estudiantil por idénticos objetivos, como bien desde el semestre pasado lo demostramos tanto en “El Socialista #1” como en “El Socialista #2”. En los cuales por lo demás señalábamos desde ya la “inevitabilidad” que para la concreción en el período de la “paz académica” de la política represiva burguesa, tenía el aplicar el Artículo 19. Y ello por cuánto a través de este mecanismo la dominación ideológica burguesa se hacía más eficaz al establecer en el medio estudiantil un campo propicio a la competencia entre el estudiantado en términos de imponerle de manera más estricta y sumergirlo aún más en ella; lo que permitía y permite irlo arrancando paulatinamente de la participación política revolucionaria que durante las últimas movilizaciones ha venido demostrando.

La forma como esta política se ha concretizado y los términos en que el análisis de “El Socialista #2” ha justificado plenamente sus predicciones, al contrario del reformismo en todas sus variedades, es lo que nos permite, modestia aparte, dilucidar la naturaleza de las medidas adoptadas por las directivas, como también implementar la táctica adecuada que deba adelantar el movimiento estudiantil para garantizar su existencia política, a partir de la acción que sus activistas revolucionarios desarrollen sobre la mesa estudiantil.

Allí, en “El Socialista #2” señalábamos lo siguiente: “es cierto que la práctica pedagógica —en tanto dominación de una clase social— implica de suyo la represión y el sojuzgamiento. Pero lo particular de esta ocasión y lo que hace de ella una política específica de la Burguesía en la actualidad, es que se acompaña conscientemente de toda una ofensiva ideológica en términos de reclamar la cientificidad de la universidad, su papel al servicio del país, al nivel académico y el espíritu investigativo, recogiendo así, entre otras cosas, la palabra del reformismo y ubicando un terreno desfavorable a la confrontación revolucionaria” (página #1). De aquí que las medidas académicas y de cafetería no hacen sino corroborar lo anterior. Veamos porqué. Estas medidas dan un peso más en la escalada represiva: intentar, a través de reclamar la cientificidad de la universidad, incrementar la dominación ideológica burguesa, a la que vez que conseguir en el medio estudiantil un terreno propicio para la competencia entre el estudiantado, que permita irlo arrancando paulatinamente de la participación política revolucionaria, que por lo menos el estudiantado de la universidad Nacional ha venido desarrollando en las últimas movilizaciones.

Por otra parte es necesario resaltar la manera en la que los llamados “préstamos para alimentación” cumplen también un papel político ideológico de dominación en la continuidad de la escalada represiva: a través de él, en términos monetarios, se busca generalizar la competencia que hemos señalado. Su aplicación tiene pues la intención política de dividir al estudiantado entre los “premiados” por su “aplicación académica y buena conducta” y los sujetos “reprochables” por su “no aplicación”. Hecho que además se justifica con la política demagógica de Duque Gómez y la Vicerrectoría de otorgarlos a los estudiantes de escasos recursos.

Es por lo demás evidente que esta política se articula y explica en tanto la existencia de las otras medidas académicas: si los préstamos cumplen el papel de intentar dividir internamente el medio estudiantil para aguzar la competencia académica entre él, las medidas académicas y disciplinarias intentan acabar de manera más general, con su existencia política, como movimiento de masas que se opone a las políticas burguesas estatales.

Esta verdad incuestionable de las medidas adoptadas por las directivas para acallar la voz revolucionaria del movimiento estudiantil, son las que nos obligan a los revolucionarios socialistas a proponerle a los activistas revolucionarios, como táctica política para garantizar la existencia del movimiento estudiantil, la de desarrollar toda una campaña ideológica y política sobre los sectores intermedios y atrasados en el sentido de desmitificar las posiciones políticas de las directivas, mostrando cómo las pretensiones de cientifizar la universidad no son sino una variante de la política represiva general que desde la movilización de Abril se ha venido desarrollando contra el movimiento estudiantil.

Lograr la derogación de las medidas adoptadas, tanto las académicas como de cafetería, significa golpear la represión política. Lógico es señalar que en esta lucha tendremos que enfrentarnos al reformismo, quienes reclamando como lo hacen, la cientificidad de la universidad le hace un flaco servicio al movimiento estudiantil colocándose por tanto del lado de las directivas. Por lo demás el haber señalado los hilos conductores de la política represiva adelantada desde el Estado y que ahora se concretiza en la cientifización de la universidad impulsada por Duque Gómez, queda claro de que no se trata de una simple provocación como el reformismo pretende indicarlos para sacar sus garras e impedir ser desenmascarado como se lo merece delante de las masas estudiantiles.

Por otra parte, es bueno señalar, que si bien ya hemos desenmascarado el carácter represivo de los préstamos, una vez adelantada la lucha contra las medidas generales y evidenciando el papel represivo que ideológica y políticamente cumplen las mismas y además obtenido su derogación, el convertir estos préstamos en un subsidio para los estudiantes es una reivindicación que no se corresponde con un intereses reformista del estudiantado, sino que responde a una necesidad. De esta manera es la lucha política para garantizar la existencia y presencia del movimiento estudiantil golpeando la represión que se ejerce contra él, lo que objetivamente señala el camino a la reivindicación y no al contrario como quiere hacerlo ver el reformismo.

¡POR LA ACCIÓN POLÍTICA DEL ESTUDIANTADO CONTRA LA REPRESIÓN BURGUESA… ADELANTE!!! ¡¡¡ATRÁS LA DEMAGOGIA REPRESIVA DE LA CIENTIFIZACIÓN DE LA UNIVERSIDAD!!! ¡¡ATRÁS LAS REPRESIVAS MEDIDAS ACADÉMICAS Y DE CAFETERÍA!!! ¡¡ ABAJO EL REFORMISMO!!! POR LA REAPERTURA DE TODAS LAS CAFETERIAS Y LA TRANSFORMACIÓN DE LOS “PRÉSTAMOS” DE ALIMENTACIÓN… ¡ADELANTE!!! ¡POR LA DEFENSA POLÍTICA DEL MOVIMIENTO ESTUDIANTIL… ADELANTE!!!

¡POR UNA DIRECCIÓN PROLETARIA DEL MOVIMIENTO ESTUDIANTIL, ADELANTE!!!!

POR LA REVOLUCIÓN SOCIALISTA EN COLOMBIA, ¡ADELANTE!!! ¡POR LA REVOLUCIÓN SOCIALISTA MUNDIAL, ADELANTE!!!

REVOLUCIONARIOS SOCIALISTAS. Ciudad Universitaria, Bogotá, Agosto 25 de 1972
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UN BALANCE POLÍTICO DEL MOVIMIENTO ESTUDIANTIL

Podría definirse la situación del movimiento estudiantil, en pocas palabras, diciendo que se ha enfrentado, cara a cara con su propia limitación histórica. A la voz que dio nuevas pruebas de su radicalización política descubrió que, en las condiciones actuales de la lucha de clases en Colombia, no eran suficientes sus fuerzas para derrotar la política burguesa o imperialista de barrerlo de la faz del país. Esta experiencia nos enseña mucho a todos, siempre y cuando sepamos apreciar las particularidades, su especificidad. Todos estamos aburridos de las generalidades, de los clichés y más ahora que el estudiante consciente todavía se pregunta confuso: ¿Qué sucedió… fuimos derrotados? ¡Intentemos un balance, bien vale la pena!

UBICACIÓN HISTÓRICA Y DEFINICIÓN POLÍTICA

En agosto de 1972 escribíamos sobre el movimiento estudiantil: “De estar enredado en los problemas de la reforma universitaria y pasar a plantearse tareas políticas de lucha contra el Estado Burgués y en solidaridad con los explotados, traerá como consecuencia inevitable de esta nueva situación, el intento por parte del Estado de destruir sus condiciones político-organizativas, cuyo objetivo solo será posible mediante la represión más descarnada”. Vista hoy en perspectiva, esta caracterización se revela completamente acertada. Pero es necesario hacer dos precisiones, objeto de discrepancia con otros sectores políticos, principalmente los estalinistas: como se deduce de tal caracterización esta represión no se ve como la negación de la República Democrático-burguesa y de un capitalismo independiente, próspero y de libre competencia y por lo tanto la negación de propósitos que se refieren a la estructura de la universidad. De ser así, tendríamos la simple represión de luchas por reivindicaciones, la represión sobre la lucha general del pueblo por la reforma de la sociedad. Por el contrario, se destaca el carácter político y revolucionario que adquiere el movimiento estudiantil que vislumbra ya la necesidad de destruir el orden burgués. De otra parte, hablar de represión contra el “ascenso del movimiento popular” en general no explica mucho, da lugar a la idea de un ascenso unilineal o ininterrumpido (cuando la lucha de clases presenta una gran variedad de combinaciones en relación de fuerzas, flujos y reflujos, etc.) y no permite analizar las particularidades de esta tentativa de liquidación del movimiento estudiantil.

De ahí que tuviéramos que analizar el proceso más reciente de la lucha de clases en nuestro país. Se caracterizaba así: “por la ausencia política del proletariado en términos de que esta clase revolucionaria no ha logrado un desarrollo organizativo y político que le permita convertirse en una alternativa social frente a la mezquindad y chapucería de las políticas burguesas y pequeño-burguesas que han jalonado la vida nacional” (“El Socialista #3, pg. 2) sin negar, claro está, sus últimas manifestaciones, todas de gran importancia, pero que fundamentalmente “no hacen sino señalarnos las posibilidades objetivas del despertar del movimiento obrero en Colombia” (Ídem., pg. 4).

De esta manera “las trasformaciones políticas que en el Estado Burgués se han sucedido no son un producto histórico de la lucha nacional de la clase obrera organizada políticamente contra él sino un resultado de movilizaciones nacionales de otros sectores sociales” (Ídem., pág.2). Ha sido la acción de los grupos en armas, de los campesinos, los maestros y los estudiantes principalmente la que ha golpeado el Estado de la burguesía. “Y es debido a las características del proceso político que se desarrolla en la sociedad, y contra la burguesía, lo que impulsa a esta decadente clase a impedir mediante la represión política y militar las condiciones organizativas que políticamente estos sectores han obtenido. Es la fase que se puede tildar de ofensiva burguesa… ante la cual estos sectores sociales deben luchar por asegurar las condiciones políticas organizativas que internamente lograron durante la movilización”, precisamente para garantizar su capacidad de lucha en el momento en que la clase obrera aporte su lucha y su dirección.

Por lo que se refiere al movimiento estudiantil la directriz y consigna que resumía la naturaleza del enfrentamiento era la de su defensa política. ¿Negaba esto la lucha por determinadas reivindicaciones? De ninguna manera. Era evidente que lo principal en el conflicto no era la pugna de la burguesía y el imperialismo por imponer sus propios criterios de reforma universitaria; era, ante todo, la liquidación de un enemigo político. En esas condiciones, la satisfacción de ciertas exigencias pedagógicas quedaba, para ambos contendores, subordinada por la característica principal. Lo que estaba en juego era el destino de la sociedad en su conjunto. En ese sentido era correcto entender, como afirmaba una de las declaraciones del II Encuentro Nacional Universitario de 1972: que no solo se reprime para reformar la universidad, “también se reforma la universidad para dispersar al movimiento”. Para nosotros siempre fue válido, por lo tanto, en el contexto de la lucha, buscar la satisfacción de algunas reivindicaciones incluso aquellas tan simples como la reapertura de cafetería; sólo que bajo este criterio la jerarquización de las consignas y reivindicaciones era diferentes a la que proponían los reformistas. Obviamente para nosotros lo fundamental es la educación de las masas en la necesidad, posibilidad e inevitabilidad de la revolución más que en la “justicia” de ciertas exigencias.

De ahí que pudiéramos concluir el “El Socialista” #3: “es la lucha política para garantizar la existencia y presencia del movimiento estudiantil golpeando la represión que se ejerce contra él, lo que objetivamente señala el camino a la reivindicación y no al contrario como quiere hacerlo ver el reformismo” (pg.8). Triunfar en ese combate, modificar la correlación de fuerzas a nuestro favor significaba, al mismo tiempo que avanzar un paso en el camino de la revolución (y capacidad para seguir vinculándose a la lucha de los explotados) la única posibilidad de satisfacer las reivindicaciones de bienestar estudiantil y académicas.

He ahí el sentido de la consigna defensa política del movimiento estudiantil. Se pensaba en la revolución y más aún, en la perspectiva insurreccional y no en la de la reforma. Para quienes, en el colmo de la ignorancia, esto significaba que nosotros pensábamos en “el movimiento por el movimiento” (Bernstein), bueno es recordar que esta tesis revisionista consistía precisamente en el objetivo final, el socialismo, en aras de las conquistas inmediatas y el “avance gradual”. ¡Más cerca están Uds., de Bernstein que nosotros! … Grave, ¿verdad?

Por lo demás, no vamos a detenernos en la cuestión del gobierno. Ya hemos dicho que nuestra perspectiva no está en la reforma de la sociedad sino en la revolución, y por tanto en el objetivo “Universidad Democrática” no vemos otra cosa que una ilusión de la pequeña burguesía patriótica que confunde a las masas y las aleja del camino revolucionario. En este sentido la participación de los estudiantes en el supuesto “gobierno” de la universidad no solamente no cambia la naturaleza de clase de este aparato, sino que trae efectos perjudiciales a la lucha del movimiento estudiantil de los cuales el reformismo y el burocratismo son los principales. Pero dejemos ahí. Ya en los primeros números de “El Socialista” logramos esclarecer este problema.

Así pues, el triunfo del movimiento estudiantil no estaba ligado a la consecución del famoso “gobierno democrático de profesores y estudiantes” en todas las universidades. En la U. Nacional, por ejemplo, la renuncia de Duque Gómez aparecía más como una consecuencia de la victoria que como su condición necesaria y suficiente. El hecho de que este personaje hubiera sido allí el ejecutor directo de la represión no validaba el argumento de que necesitábamos “otro” que derogara las medidas. Detrás de Duque Gómez siempre ha obrado el Estado como aparato al servicio de la burguesía y el imperialismo. De nuevo las manos de la represión han vuelto a aparecer pública y descaradamente. Desde los oscuros confines y adornados lugares en que la clase dominante y el imperialismo mantienen a sus sicarios para “analizar” y planificar sus acciones contra los explotados y oprimidos, se repite ahora la larga y sistemática propaganda negra que desde antes se ha venido realizando para crear el desconcierto y la confusión. La represión policiaca y militar abierta que en las calles se realiza contra el movimiento estudiantil, ahora se combina con otra, que por lo sutil, resulta más peligrosa y dañina.
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Es la propaganda negra de los servicios de inteligencia del régimen la que a través de un comunicado titulado “VOZ DE ALERTA DE LA JUVENTUD REVOLUCIONARIA” emitido por un inventado “MOVIMIENTO DE LIBERACIÓN NACIONAL” y con un supuesto lenguaje de izquierda, la que ahora se utiliza. ¿Cuál es el sentido político que ese comunicado tiene? Una ligera lectura de él nos permite comprender sus reales intenciones. En primer lugar, “muestra” a partir de acusaciones contra los estudiantes y otras personas cuyos nombres allí aparecen que ellos son realmente subversivos y que esto “compromete” al gobierno nacional a realizar “jurídica y constitucionalmente” la represión contra ellas. Además, pretende y ese es su sentido real y más profundo, crear entre los estudiantes un clima de confusión y desconfianza sobre los compañeros que más se destacan en la lucha del movimiento estudiantil. En segundo lugar es posible concluir como lógico de que a partir de ese comunicado se pretende “justificar” cualquier atentado personal contra personas allí mencionadas. A partir del nombre de esta “organización” y con sus supuestas posiciones revolucionarias, sería posible “ajusticiar” a personas allí nombradas y ello, supuestamente, quedaría como “cumplimiento” de otra “tarea revolucionaria”.

Ante esta situación en la que la represión ejerce impúdicamente, hacemos los abajo firmantes, un llamado a todo el estudiantado y a los explotados para que rechacen enfática y categóricamente este tipo de propaganda y alertamos a su vez sobre posibles nuevos comunicados y hechos provenientes de esas fuentes reaccionarias.

COMANDOS CAMILISTAS, JUVENTUD PATRIÓTICA, CENTRO DE ESTUDIOS DE INGENIERÍA (CEIN), CENTRO DE ESTUDIOS DE CIENCIAS DE LA SALUD (CELUD). TESTIMONIO, REVOLUCIONARIOS SOCIALISTAS. Ciudad Universitaria, junio 1° de 1972.

Anexo 10

Política en movimiento

Héctor-León Moncayo S.146

Cabe preguntarse si, en realidad, todo era tan distinto. Repaso las noticias recientes sobre la Universidad Nacional y encuentro que un estudiante ha muerto como resultado de enfrentamientos con la policía. Abundante despliegue merece el descubrimiento de los servicios de inteligencia según el cual la guerrilla estaría infiltrándose en la Universidad. Se explica así la presencia de agitadores profesionales que estarían detrás de las protestas que se han venido registrando en contra de la reforma académica. Mi memoria es frágil, pero basta, de todas maneras, para generarme una sensación de estancamiento angustiosa; de un tiempo circular en el que las cosas parecen moverse, pero permanecen eternamente en el mismo sitio. La gente del común continúa refiriéndose hoy, después de treinta y cinco años, a los tirapiedras. Y aunque durante muchísimos años no volvieron a presentarse cierres o paros prolongados, todavía opina que allá los estudiantes no terminan nunca. Parece, además, que no es suficiente el conocimiento directo, ni haber sido testigo de excepción, para vencer el peso de los estereotipos. Algunos de mis compañeros de generación, antiguos militantes de izquierda, colocan a sus hijos en universidades privadas, para evitar riegos. Un exdecano de Economía, en plan de autocrítica, argumenta que los egresados no alcanzan puestos de importancia en el Estado o en la empresa privada porque el pénsum está lleno de Marxismo, aunque sabe perfectamente que desde hace muchos años éste fue abandonado, precisamente por los mismos que antes lo habían convertido en propaganda y hoy son profesores. El ejercicio de recordar corre, entonces, con diversos riesgos. Uno, el de no decir nada nuevo, como no sea lo obvio de las anécdotas irrepetibles. Otro, el de enjuiciar, entre severo y burlón, las miserias de siempre de la universidad pública. Uno más, benigno, intentaría exaltar en el ayer lo que hoy es inaceptable. Pero la Universidad, entendida en su dimensión humana, ha cambiado. Y es posible descubrir su condición singular en un instante pretérito. Aunque la mirada sobre la Universidad siga siendo la misma y parezca proscribir toda nostalgia.

Ese país

Diego Montaña Cuéllar escribió un libro, que leímos maravillados en la adolescencia, cuyo título eficaz era de por sí una tesis: País formal, país real. Irreductible dualidad que impide sintetizar en una sola proposición cualquier momento de su historia. Colombia se acercaba al decenio de los setenta tras la oferta de la “Transformación Nacional” que había planteado el presidente Carlos Lleras Restrepo. La propia invocación, en el ámbito político, de un propósito transformador, era un síntoma de que se precisaba un cambio; al menos una aceptación de que al país real no le había bastado con la supuesta reconciliación del Frente Nacional. Pero los cambios, en los hechos, ya se venían produciendo. Así lo percibíamos nosotros, aunque sólo fuera por la espontánea reacción que nos provocaba un pasado que intentaba perpetuarse. Daba la impresión de que nosotros éramos los portadores de ese cambio. Soberbia explicable, pero ingenua: éramos apenas parte de lo nuevo, y lo nuevo no siempre iba en el sentido de nuestras idealizaciones.

Fuimos la primera generación formada enteramente en la era de la televisión. La hegemonía de la radio aún no había terminado, pero ya hasta la música popular comenzaba a ser un hecho visual. El rock, probablemente la ruptura más profunda en la cultura musical de los latinoamericanos, se difundía sobre todo en sus pálidas versiones traducidas, salvo los Beatles, junto con esa colección de baladas que, intentando asesinar los boleros y los tangos, dio en llamarse “nueva ola”. Afortunadamente, su breve existencia pronto dio paso a un verdadero rock que, al comienzo, sólo era escuchado en ciertas elites. Y la música antillana, de nuestra infancia en el Valle del Cauca, se convertía ya, a su paso por Nueva York, en Salsa: Richie Ray vino por primera vez a Cali en 1968 y repitió al año siguiente. Los espectáculos deportivos poco aparecían en la pantalla chica, salvo en los noticieros. El fútbol, por supuesto, conquistaba las mayores simpatías. El Cali fue campeón en 1969 y 1970 (el América aún no conocía las mieles de la victoria), Santa Fe y Millonarios en los años siguientes; la selección Colombia no pudo llegar al Mundial de México donde una vez más el rey fue Pelé. Pero el ciclismo conservaba enorme popularidad; la gente escuchaba con fervor la Vuelta a Colombia y no había terminado de elogiar a Cochise cuando se le aparecía de pronto otro monstruo: Rafael Antonio Niño. Algo similar sucedió en el boxeo que tuvo su mejor época, de Rocky Valdés a Pambelé. Gracias a la televisión, además, el país contaba con una verdadera farándula que se exhibía ante los ojos del pueblo, imponiéndole motivos de conversación, y comenzaba, tímidamente, la farandulización de la política.

Mirado desde hoy, aún a los jóvenes se les haría harto familiar. Pero en ese momento, en su nacimiento, y de ahí su importancia, era contraste, contradicción. En su gran mayoría, la población continuaba en el pasado. Y vivía una realidad más prosaica y brutal, sobre todo en el campo donde permanecían los rasgos de la anterior violencia. Allí el cambio se manifestaba en nuevas formas de resistencia, como las recuperaciones de tierras, llamadas por la prensa invasiones. La novedad era más clara en las ciudades. El mito del liberalismo, después del MLR, como expresión de lo popular por antonomasia hacia agua y, gracias a los cambios en la iglesia católica, era ya posible una actitud de rebeldía en el pueblo conservador.

Bogotá mantenía su poder de atracción. Allí la Universidad Nacional recreaba su prestigio de leyenda. Porque es preciso confesar que, en ese momento, a pesar de la existencia de las sedes de Palmira, Medellín y Manizales, la Universidad Nacional quedaba realmente en Bogotá. Y aunque durante los años sesenta hubo movimientos estudiantiles en todo el país, daba la impresión de que esa era la sede del Movimiento Estudiantil, con mayúsculas. Con una diferencia, eso sí: que quienes llegamos después ya no íbamos a ser sorprendidos por la agitación política. Por el contrario, sabíamos de su existencia, algunos ya la habíamos vivido en el colegio y, en cierto modo, la ansiábamos. Acudíamos con esa mezcla de susto y deseo de toda primera vez.

El descubrimiento

No era difícil llegar cuando todavía los buses, los automóviles colectivos y los microbuses indicaban en sus carteles “Ciudad Universitaria”. Una vez adentro, lo difícil era no perderse. Una expresión, un ripio de la poesía romántica —aquel bosque umbrío— podría quizás sugerir la sensación inicial (pero que tardaba en desaparecer) que experimentábamos los recién llegados de tierra caliente. Sí, era un retazo del paisaje sabanero, pero inexistente en el centro de Bogotá, a menos que se hubiese paseado ya por el Parque Nacional. Ahora, ese iba a ser nuestro hábitat, y la palabra no va en sentido figurado. No conocíamos tan cerca los pinos y los eucaliptos, ni la tierra alfombrada de hojas húmedas, ni ese aroma de mentol. Ahí estaba, disponible para los estudiantes; algo muy distinto de la imagen de Colegio —un edificio— que teníamos la mayoría. A la Universidad Nacional no se le podía llamar Claustro.

Para los bogotanos, ya familiarizados con la Ciudad Universitaria, el impacto era otro. Muchos ya lo han relatado. Eran mayoría, pero la presencia de provincianos era decisiva en la cultura y las costumbres de esta pequeña sociedad. Gracias a las Residencias estos eran los típicos habitantes de la ciudad. Una curiosidad: las opciones políticas parecían repartirse por regiones de origen. Mientras que los afines del Partido Comunista resultaban ser bogotanos, los de provincia alimentaban las otras corrientes. Como los santandereanos y nortesantandereanos que siempre tuvieron el aire de simpatizantes del ELN. No era tan cierto que a la Universidad llegaran los hijos de los pobres, pero sí había una alta proporción que, con los recursos de sus padres, no hubiera podido estudiar en ninguna otra parte. Quedaban ya pocos jóvenes de la elite económica, para eso se había fundado la Universidad de los Andes. Quizá en esta última circunstancia resida la mejor explicación de la mirada ambivalente sobre la Universidad Nacional que se estaba instalando en la mentalidad el país: desmesurados elogios en público y ácido menosprecio en privado. Ya en 1964, Carlos Lleras Restrepo, a la sazón precandidato a la presidencia, ofendido por una monumental rechifla que lo obligó a esconderse en una oficina de la Facultad de Derecho, había declarado: “La Ciudad Blanca se ha convertido en enemiga de su vecina, Colombia”

Anatomía de un Búho

Cuando por primera vez entramos a la Ciudad Universitaria no sabíamos que el arquitecto, Leopoldo Rother, había diseñado ese, para nosotros, enorme conjunto de edificaciones, campos y arboledas, siguiendo el esquema de un búho. Ni siquiera lo podíamos deducir de los planos-carteleras que se encontraban en lugares estratégicos ni del que se incluía en el cuadernillo que recibíamos todos los estudiantes. Seguramente se podía apreciar en una fotografía aérea, pero abajo, en la escala normal de los seres humanos, se caminaba por calles, callejuelas y hasta avenidas, frente a edificios al principio desconocidos, en medio de una pequeña multitud que se dispersaba en pequeños grupos, o desfilaba con evidente prisa en uno u otro sentido, sin descubrir la deliberada representación espacial de la sabiduría que allí se materializaba.

Sospecho que muchos terminaron su carrera sin enterarse. No era indispensable, por lo demás. Lo verdaderamente importante, simbologías aparte, era que constituía una pequeña ciudad ovalada dentro de la ciudad, con dos grandes entradas, una “en la 26” y otra “en la 45”, prodigio que permitía, atravesándola, ahorrarse, en la imaginación, como veinte cuadras. Nos daba la grata sensación de llevarle la contraria a una Bogotá perfectamente cuadriculada y la no menos grata convicción de que todas las calles bajaban de los cerros para converger hacia un punto donde estábamos nosotros. Las entradas en cuestión tenían todo el perfil de tales, pero eran enteramente simbólicas, pues a esta ciudad se podía entrar por cualquier parte. Antes, por supuesto, de que se le cercara y convirtiera en una suerte de guarnición militar. El carácter de ciudad no resultaba, pues, de su aislamiento, pero sí, en parte, de su autosuficiencia. Había de todo. Cafetería Central y Residencias estudiantiles; por supuesto, Biblioteca y Museo; Servicio Médico y hasta Banco (estatal); Estadio y otros escenarios deportivos. La sala de cine —el Cádiz— estaba afuera pero cerca, en el Centro Nariño, prácticamente al pie de otras residencias, las Diez de Mayo, donde se alojaban estudiantes provincianos de varias universidades. Esta autosuficiencia — insisto— no buscaba el aislamiento. Procuraba, por el contrario, abrir un espacio para la vida en común, en pos de un objetivo que sólo puede alcanzarse en el ejercicio, feliz y doloroso, de la vida misma. Ahí si estaba la sabiduría en el pleno sentido del vocablo, no como la producción en serie de resultados utilizables, sino como la aptitud, individual y colectiva, lentamente construida, de poner una dosis de discernimiento en el asombro que nos produce —y debe preservarse— la realidad intrincada y volátil.

Todo ello sin mencionar, por sabido, el espacio que hoy llamaríamos verde, los prados y los árboles, lugar de reflexión individual o diálogo y de esparcimiento, que también hacía las delicias de las familias que lo tenían por destino de paseo dominguero. La mención al “campus” parece además inútil. Hoy muchas instituciones privadas que se llaman de educación superior lo tienen en mayor escala. Es más, hace parte en medio de la más salvaje competencia, de la oferta de servicios con que buscan capturar la clientela. En la Universidad, sin embargo, y entonces era innovación, correspondía a un proyecto de precisa filosofía y formaba parte de un concepto integral de ciudad que se levantaba, contradictoriamente, como un parque, para merecido escarnio de la que le daba albergue, amenazada ya por la invasión de concreto. De este modo, todo lo que ocurría en esta urbe singular, toda la semana, las veinticuatro horas del día, incluyendo el descanso sobre la hierba después del almuerzo, distaba mucho de ser incidentes prescindibles entre las clases y adquiría el carácter de acontecimientos significativos de una verdadera vida en sociedad.

Las relaciones que se tejían entre los habitantes daban la impresión de una original aldea donde no faltaban las anécdotas y los chismes, las historias de amor y desamor, pero con la particularidad de que permanecían apenas como cimiento de una actividad primordial que se ubicaba en la esfera del pensamiento. La controversia en todas las disciplinas. Como pasión y placer inagotables. Y por la vía de los grandes interrogantes sobre su capacidad de interpretación, su pertinencia o su aplicabilidad en las condiciones de la sociedad colombiana, se llegaba a la política.

No quiero sugerir un orden cronológico, de una serie de acontecimientos que desembocan en la política, porque seguramente ésta era un presupuesto histórico de la vida en la Universidad, pero sí intento rescatar una conexión frecuentemente olvidada. Motivo de burla ha sido para muchos recordar, por ejemplo, las larguísimas, eternas asambleas o foros donde nos enfrentábamos encarnizadamente a propósito del carácter de la sociedad colombiana y por consiguiente del carácter de la revolución que habría de ser, según el punto de vista, socialista o de nueva democracia. La explicación que pretende atribuirlo al sectarismo simplifica demasiado. El sectarismo suele ser expedito y se resuelve en forma sumaria, en la imposición o la ruptura. O la artificial transacción. Sólo en un ámbito como el de la Universidad, con esa indeclinable pasión racionalista, la política podía tener sustento en semejante, exquisita, confrontación de minuciosos argumentos que traían a cuento investigaciones históricas y las más diversas teorías. Desde luego, no faltaban los argumentos de autoridad basados en citas. Pero aún este ejercicio estéril no dejaba de ser una práctica intelectual de inacabable hermenéutica, que confiaba, en todo caso, en el poder de la razón.

Sin lugar a dudas, este era el verdadero y mayor logro del diseño imaginado por el arquitecto, tal vez fiel discípulo de Goethe o, por lo menos, heredero de su espíritu vitalista.

La pregunta por el ser

Desde el punto de vista institucional, el panorama no era, nunca fue, idílico. Tampoco era indispensable que lo fuera. La filosofía que inspiró el diseño espacial de la Universidad, la misma que creó las condiciones de posibilidad para lo que acaba de referirse y que duró en su materialidad hasta que un rector se le ocurrió, entre otras reformas eliminar la cafetería y las residencias estudiantiles, no correspondía a lo que aspiraban las elites del país. En 1960, a comienzos del Frente Nacional, la idea de ajustarla a las necesidades del “desarrollo” a través de un proyecto profesionalista, comenzó a tomar fuerza bajo la dirección de Mario Laserna, exrector de la Universidad de los Andes. Entonces, los estudiantes y otras voces calificadas señalaron el peligro que conllevaba la pretensión de convertirla en un “politécnico”. Fue la primera vez que se hizo esta advertencia y con la misma palabra de hoy casi medio siglo después. Podría decirse, en consecuencia, que la historia de la Universidad ha sido la de un duelo permanente entre la tentativa, a veces exitosa, de imponer este proyecto y la resistencia que suscita, una y otra vez. Pero es esa tensión, precisamente, lo que le ha dado su espléndido vigor; lo que ha hecho de ella un organismo vivo; una realidad que va más allá de las características materiales e institucionales. Quizá por la necesidad de preguntarse permanentemente por su razón de ser y de defender su derecho a existir.

Al llegar los años setenta, una parte de las reformas ya se había hecho. De los antiguos “castillos feudales”, como se denominaba peyorativamente a las antiguas Facultades, sólo quedaba Derecho que era, a la vez, una carrera. El resto, que correspondía al 97 % de los estudiantes, se encontraban en el nuevo sistema. Pero no era objetivo de mayor preocupación. Como resultado de pugnas y transacciones, particularmente con el principal reformador, José Félix Patiño, la propuesta de “integración académica” gozaba, hasta cierto punto, de aceptación. Había sido presentada en términos de modernización y, para satisfacción de los estudiantes, en contra de sectores calificados de oscurantistas. A cambio, se habían formalizado mecanismos de participación y coadministración como en el caso del Bienestar Universitario. De aquello no quedaba mucho, pero en la permanente agitación que se vivía, no era este un asunto crucial. Tal vez para el Consejo Superior Estudiantil, bastante cuestionado por estas y otras razones. En cambio, la reforma agraria, enredada en los pasillos de INCORA, era tema obligado. Y la solidaridad con el pueblo de Viet Nam. Se entendía además que la esencia del proyecto, conocido como Plan Básico, consistía en una reforma del conjunto de la Educación Superior. Al análisis de este se venían dedicando numerosos grupos de estudiantes, de diversas orientaciones, y algunos núcleos de profesores en todo el país. El porvenir de la Universidad Nacional se veía vinculado al del resto de las universidades.

La realidad política nacional e internacional, el vertiginoso curso de los acontecimientos sociales en las postrimerías del Frente Nacional no daba tregua. Era generalizada la sensación de que algo iba a pasar, o algo tenía que pasar. Y no podíamos, ni queríamos, quedar por fuera. El porvenir, para nosotros, tenía que ver con asuntos que desbordaban el campo de la educación y enfrentarlo así era nuestra manera más genuina, auténtica, de vivir la vida universitaria. El proyecto reformista, por su parte, se ocupaba, más bien, de garantizar las posibilidades de su imposición. El primer mecanismo era la condicionada financiación externa —norteamericana— que venía a compensar las deliberadas restricciones del presupuesto público. El segundo, un fortalecimiento de las formas verticales y autoritarias de dirección de las universidades. De estos, el primero era el que mayormente atraía nuestra atención y suscitaba beligerantes acciones de rechazo en la Universidad Nacional. En cuanto a la dirección de la Universidad, aunque merecía discusiones, no era aún blanco de las movilizaciones. Fue por eso que, cuando se desencadenó el gran movimiento estudiantil de 1971, la primera movilización fue apenas de solidaridad con los compañeros de la Universidad del Valle. Allá se estaba poniendo en práctica un verdadero plan piloto, basado claramente en los citados mecanismos y con el apoyo directo del gobierno de los Estados Unidos. La reacción de los estudiantes se orientaba a rechazar la “autocracia” encarnada en su rector, Alfonso Ocampo Londoño. Luego vinieron los asesinatos de estudiantes. Primero en Cali y luego en Popayán.

La generalización del movimiento en todo el país tuvo que ver inicialmente con la solidaridad, pero casi inmediato con la compresión de que se trataba de una resistencia frente a la imposición del proyecto de reforma de la educación. Se adoptó entonces un “Programa Mínimo” que, en lo fundamental, se orientaba a transformar las estructuras de dirección y administración de las universidades, los sistemas de financiación, y la organización de la educación superior. La iniciativa trascendió hacia todos los sectores de opinión, poniendo en dificultades al Ministro de Educación, el joven Luis Carlos Galán.

De la solidaridad pasamos a asumir un papel decisivo en el movimiento nacional. En la Universidad, todavía abierta, se formó y asumió la dirección del Comité Nacional de Solidaridad. Y luego, en la resistencia general, que no se detuvo prácticamente hasta finalizar el año, en la medida en la que la respuesta violenta ofrecía, sin descanso, nuevos motivos de lucha. Uno tras otro se sucedieron, en diferentes ciudades, los encuentros nacionales estudiantiles. Pero el contenido del movimiento repercutió en el interior de la Universidad al incorporarse los temas sugeridos por el Programa Mínimo, los mismos que parecían haberse abandonado años antes. No sin la participación de los profesores organizados en “Claustros”. Ello indujo a una transformación del debate político y de la vida universitaria, Así, hasta llegar al experimento del Cogobierno que fue la antesala de una nueva etapa de represión en 1972 con la expulsión de estudiantes y profesores.

Estar en la Universidad

Convertirse en estudiante, o mejor en una parte activa de la Universidad Nacional obligaba a un doble rito de iniciación. El primero, obvio, tenía que ver con los trámites de matrícula, inscripción de las asignaturas, etc. y equivalía a no perderse entre los edificios. En la práctica, la verdadera prueba se encontraba en la Cafetería Central. Formar en la cola, cuyo estricto orden hacían respetar los compañeros de cooperación estudiantil, y luego transportar la bandeja ante la mirada burlona de los comensales que esperaban cualquier error, ojalá la caída de los platos y pocillos verde claro, para iniciar el consabido griterío, acompañado de silbidos y golpes con los cubiertos. El segundo, que podía tardar dos semestres, era el ingreso a alguna de las organizaciones políticas. En mi caso, dados mis buenos (¿malos?) antecedentes, llegué directamente al Frente de Estudios Sociales, FES. Y pasé a ocuparme del periódico “Bandera Roja” junto a Marcel Silva y Gonzalo Sánchez, entre otros. Por supuesto, simultáneamente, era indispensable formar parte de un grupo de estudio —recuerdo ahora a María Elvira Naranjo y a Carmenza Gallo, en esa entonces novia de Rafael Humberto Moreno-Durán— y, junto a los compañeros de la misma Facultad, a manera de célula, poner en práctica las líneas de acción que decidíamos en periódicas asambleas de la organización.

Era más o menos la misma estructura y el mismo estilo en todos los grupos. Algunos con un mayor o menor grado de formalización y distintos tipos de relaciones con organizaciones o partidos de carácter nacional. El modelo más elaborado era, desde luego, el de la Juventud Comunista en relación con el Partido. Pero podían existir sin relación alguna. Recuerdo que al llegar, dos grupos de orientación que podríamos llamar maoísta, “Sol Rojo y Fusil” y “Combate” permanecían independientes, hasta que resolvieron integrarse, fundando al tiempo la Juventud Patriótica, ligada a la organización política que había resultado del MOIR. Por su parte, Comandos Camilistas se consideraba la prolongación, en el medio estudiantil, del Proyecto de Camilo Torres, para entonces muerto en el ELN, y representaba, de alguna manera, la herencia del liderazgo estudiantil de los años sesenta.

La prueba, en este caso, para la mayoría de los novatos, consistía, pues, en entender las diferencias de los matices ideológicos y equivalía a no perderse entre las siglas y los nombres. Al poco tiempo, la práctica, como se solía decir, confirmaba las adscripciones a uno u otro grupo y fácilmente se identificaban a los líderes y personajes destacados. Entre los comunistas, por ejemplo, Jaime Caicedo que venía de la experiencia de la Federación Universitaria Nacional — FUN— y Leonardo Posada, asesinado después. No se crea, sin embargo, que se trataba de agrupaciones puramente artificiales. Aún en los modelos de más estricta relación con un partido de orden nacional, el grupo respondía a la dinámica de la vida universitaria. Y el espacio de sus simpatías iba más allá de su propia militancia. Hasta el punto de poderse afirmar, sin lugar a dudas, que una buena parte del estudiantado, que en realidad nunca había pasado ni pasaría jamás por este segundo rito de iniciación, se encontraba de todas maneras en la órbita de influencia del conjunto de los grupos e incidía, a su vez, en sus comportamientos y decisiones. Era el estrato más importante del movimiento estudiantil, el que le daba el carácter de movimiento social. Y no faltaba el grupo, absolutamente inorgánico, que se definía precisamente por su desprecio respecto de los grupos y su profunda convicción en las virtudes irremplazables de la acción directa. En ese momento eran conocidos como “la plaga” y hacían gala de sus apodos: Cuero, Rata, Salsa, Chita, Pebbles y el ratón Miguelito, entre otros. Detrás de esos apodos de maleantes se encontraban, por cierto, magníficos estudiantes de Medicina, Ingeniería, Ciencias. Sólo que descreían de las doctrinas. No gratuitamente se comprobaba que había pocos de Ciencias Humanas. Recuerdo que, en medio de uno de esos mítines interminables, en el Jardín de Freud, se me acerca uno de ellos y en un gesto de simpatía y complicidad, me dice al oído: “Bueno, Moncayito, hable ya, que nos vamos pa’ la 26”. Ignoro dónde están ahora, si es que están; supe que algunos formaron parte, luego, del M-19. Guardo por ellos y profundo y sincero aprecio. Por lo demás, el mito de lo que ahora llaman tropel merece, sin embargo, algunas precisiones. No fueron pocas las ocasiones en que tuvimos que enfrentarnos con la policía, pero sólo en algunas se trataba del grupo reducido que tomaba la iniciativa, previa alguna “quema”, para provocar a la policía —crear el hecho, impactar a la ciudadanía, llamar la atención de los medios de comunicación— lo cual siempre fue objeto de debate, la mayoría de las veces fueron marchas masivas a las que se impedía circular por la 26. Una curiosidad: casi nunca salíamos por la 45.

La formación y fortalecimiento de grupos políticos correspondía a un proceso circular. Al cabo de cada movilización, sobre todo cuando comprometía en la acción a miles de estudiantes, nuevos aspirantes se acercaban a los grupos. Es claro que la decisión de ingresar suponía, en principio, una convicción de orden general; otra cosa era la selección del grupo particular. Era allí donde operaban las relaciones de amistad, de paisanaje, de simple proximidad en las clases o en residencias; la simpatía por un líder o el atractivo de una consigna o una propuesta. Todo ello en el espacio de la vida universitaria. Tan sólo indirectamente tenía que ver con las opciones que se disputaban el escenario nacional. Al fin y al cabo, frente al “sistema”, ya había una toma de partido.

Y en esa vida universitaria abundaban eventos propicios para la reflexión. No solamente político-partidistas, que era lo de menos. Conferencias, teatro, cine, música, poesía. La literatura —y no olvidemos el boom latinoamericano— circulaba de mano en mano. La discusión era permanente. Los cursos regulares, motivo de debate. Comenzando, desde luego, por los de Ciencias Humanas, pero también los de otras facultades como Medicina. Odontología, por cierto, se consideraba la excepción, y el hecho de que se le señalara corrobora la apreciación sobre el resto. Todo ello formaba el sustrato de nuestra formación política. “Interdisciplinaria”, dirían hoy. El maestro Darío Mesa se sorprendería sin duda al oírme decir ahora que sus cursos fueron decisivos, a la postre, en los debates sobre el carácter y papel de la Universidad. Especialmente en la idea de lo nacional y lo científico, como rasgos de la modernidad. Y, sin embargo, estoy convencido de que así fue, a pesar de que yo estaba muy lejos de esa idea. Quiero arribar entonces a una conclusión: la singularidad de esta época en la Universidad Nacional no reside tanto en la multiplicidad de expresiones culturales y en la diversidad de ocasiones propicias para la reflexión. Alguien podría replicarme, con razón, que sigue siendo así. La singularidad consiste en que todas ellas gravitaban, sin proponérselo, en torno a una misma inquietud: qué debemos hacer y en qué sentido tenemos que cambiar el país y el mundo. Honda preocupación que lo articulaba todo; nacida de la profunda desazón de nuestra generación, hija de la Violencia y formada en la tragicómica estafa del Frente Nacional.

Ser en movimiento

En septiembre de 1969 es asesinado en el centro de Bogotá Rómulo Carvalho, estudiante de Ingeniería de la Universidad Nacional. Militante del ELN, al parecer, había desaparecido meses antes. Miles de estudiantes acompañaban el féretro al Cementerio Central donde los oradores reivindican su condición de estudiante y aprovechan para denunciar la represión oficial en contra de los estudiantes de bachillerato y de los campesinos, en varias regiones del país, especialmente en Magdalena Medio. Este entierro fue prácticamente la última actividad pública organizada por el Consejo Superior Estudiantil que ya había perdido toda credibilidad. Contó, sin embargo, con la participación de todas las corrientes políticas. La única discusión —minutos antes de la partida del cortejo fúnebre— fue sobre si debía cubrir el ataúd con la bandera del ELN, pero se zanjó rápidamente con un argumento incontrovertible: Rómulo era efectivamente del ELN y hacerlo público, como él lo hubiera deseado, no tenía por qué comprometer la posición política de ninguno de nosotros.

Pero el CSE nunca pudo recuperase. La verdadera controversia, que llevaba ya casi un año, tenía que ver con la validez de crear organizaciones del estudiantado de tipo gremial. Armando Correa, prestigioso dirigente en la Universidad Nacional, quien más tarde moriría en las filas del ELN, había escrito, en 1967, una carta dirigida a la Organización Continental Latinoamericana de Estudiantes, OCLAE, con sede en la Habana, en la cual sostenía que la responsabilidad de los estudiantes no era consigo mismos sino con su pueblo. Sus organizaciones tenían que plantearse otras formas de lucha. Y dada la magnitud de la represión no cabía otra cosa que la clandestinidad. El documento no fue conocido inmediatamente, pero es claro que la postura influyó en no pocos activistas. Ello explica, en parte, que, frente a la pérdida de importancia de los Consejos Estudiantiles, proliferaran y tomaran protagonismo excluyente las organizaciones directamente políticas. Con sus defectos y sus virtudes. Mucho se perdía al renunciar a mecanismos que involucraran directamente a los estudiantes, a la hora de tomar decisiones, pero a la vez se ganaba en profundidad en la elaboración teórica y política.

Fue una etapa de transición que se resolvió a comienzos de 1970, cuando se crearon los Comités de Base para atender las necesidades del movimiento que había surgido en la Facultad de Medicina. Este movimiento, en vísperas de elecciones que ganó Rojas Pinilla y dieron la presidencia a Misael Pastrana, no sólo convocó al conjunto de la Universidad, sino que, a través de las marchas que se dirigieron a varias regiones del país —la más importante de ellas llegó Cali—, le dio al estudiantado una renovada presencia en el escenario político del país. Y estableció lazos más estrechos con los compañeros de otras universidades. La organización, al fin descubierta, era simultáneamente reivindicativa y política. No era estrechamente gremial, pero tampoco partidista. Los estudiantes de Medicina estaban reivindicando no sólo mecanismos de participación académica sino un nuevo enfoque de la salud pública. Por ello, aunque para algunos era casi una creación de Comandos Camilistas, este movimiento puede considerarse, sin lugar a dudas, como genuinamente estudiantil y así era apreciado por todos. De allí saldría un dirigente tan auténtico como Sergio Pulgarín quien, por cierto, no era de Medicina. Y puedo describirlo, vivimos juntos muchos episodios en aquella época, vertiginosa y feliz: de indudable capacidad de liderazgo, sabía al mismo tiempo ser sencillo; aunque militante comprometido, podía compartir, sin sectarismo, iniciativas con los más diversos activistas; convencido de sus ideas, muy lejos estaba, sin embargo, de cualquier doctrinarismo. Aunque ya nos conocíamos, no estuvimos juntos en ese movimiento fundacional: El FES había decidido imaginarse por considerarlo reformista, y con esa decisión entraban irremediablemente en el pasado.

Con la década de los setenta se inaugura, pues, una nueva etapa. Y al hablar de la Universidad Nacional esto es especialmente importante. No son pocos los que al referirse a esta época se remiten a los sucesos de los años sesenta signados por la figura de Carlos Torres. Es cierto que el movimiento estudiantil de 1971 y 1972 podría tomarse como una culminación y que nada podría explicarse sin esa previa acumulación. Y que el escenario de la Universidad seguía siendo más o menos el mismo: los mismos profesores, similares relaciones, los mismos personajes tradicionales, incluyendo a Goyeneche, y una vida cotidiana que continuaba repitiéndose entre “Gorgona” y la Cafetería. De todo ello aprendimos y también podríamos relatarlo. Pero es preciso es reconocer la realidad de un corte fundamental. Lamentablemente, tiende a imponerse la confusión de las épocas. Ese es quizá el principal problema de un libro como el de Ciro Quiroz que, por lo demás, parece inspirado en el principio “parnasiano” de sacrificar la verdad para pulir una anécdota. (La Universidad Nacional de Colombia en sus pasillos, U.N, Facultad de Derecho, Bogotá, 2002).

Quienes, como yo, empezamos a estudiar en la Universidad Nacional en 1969, vivimos ese cambio. Un doble legado, que se puede deducir de cuanto aquí se ha dicho, nos quedaba del período anterior: la omnipresencia de la política —en el verdadero sentido de la palabra— y la realidad del movimiento estudiantil como movimiento social. Una y otro comenzaban a redefinirse en su recíproca influencia.

A pesar de la importancia que, como se ha visto, se le atribuía a la lucha armada como la vía por excelencia del triunfo revolucionario, y de la admiración y respeto que se sentía por la gesta guerrillera, los criterios y las valoraciones comenzaban a cambiar definitivamente. El último dirigente estudiantil que, recorriendo el camino de sus antecesores, se marchaba a la guerrilla dejando un mensaje fue Gilberto Herrera, Era un obligado gesto simbólico. Su contenido, diferencias ideológicas aparte, era en cierto modo el mismo de las recomendaciones de Correa que se mencionaron antes. Desde entonces, y aunque el debate habría de prolongarse durante muchos años, dejó de considerarse que los movimientos de masas, como se decía, debían subordinarse a “la forma de lucha principal”, cosa que por cierto nunca ocurrió. Tenían sentido por sí mismos. Incluyendo el movimiento estudiantil. De alguna manera, esto estaba relacionado con otra consideración: importantes eran los campesinos, pero el país era urbano. No sólo lo decían las estadísticas, sino que el éxito de la ANAPO y la multitudinaria reacción, en las grandes ciudades, frente al fraude —explosión popular que muchos vivimos directamente— nos lo habían puesto de presente. Desde entonces, otra fue la preocupación y otra la fuente de las idealizaciones: la clase obrera. La realidad social y política del país marchaba en el mismo sentido. Sentíamos que estábamos acompañados. Sí en el campo, una gran movilización de recuperación de tierras había marcado el comienzo de la década, también en las ciudades, entre los asalariados, grandes huelgas anunciaban una perspectiva promisoria. Al lado de la CSTC, y en contra de las viejas y despreciadas burocracias patronales, se desplegaba un poderoso sindicalismo independiente.

Sin duda, en ese momento no lo comprendíamos cabalmente, pero vista desde hoy, la ruptura era profunda. En la Universidad Nacional, las disputas que arriesgaban convertirse en parroquiales, principalmente en torno al compromiso con la lucha armada, que habían vuelto un deporte enjuiciar a los “mamertos”, degenerando en un curioso moralismo que envenenaba el ambiente, cedían su lugar a debates más informados y profundos sobre las alternativas de la lucha política nacional. Y por esa vía fuimos recuperando la necesidad de la teoría y de la investigación. El espacio vital creado por la Universidad era el lugar indicado y el diálogo con los profesores asumía una nueva forma. El espectro de los colores políticos se fue transformando y simplificando. Este proceso de decantación daba lugar, sin prescindir de los grupos, a grandes tendencias o corrientes. Arrastrados luego por el torbellino del movimiento estudiantil de 1971, el punto de partida pasó a ser la naturaleza de la Universidad y el significado de los cambios que se pretendían.

La dialéctica del pensamiento

Una mirada simplista ha querido encontrar en esta atmósfera el signo ominoso del dogmatismo. Descarta, lamentablemente, el hecho de mayor importancia: el quiebre en el plano de la cultura política. No sólo se afirmaba, aunque con encomiable teorización, el Marxismo Leninismo —para algunos, añadiéndole Stalinismo Maoísmo— sino que reaparecían o despuntaban todas las corrientes del marxismo heterodoxo. La corriente francesa, Gramsci, la escuela de Frankfurt, el austro marxismo, el grupo norteamericano de Monthly Review, y otros más. Algo había muerto: el unanimismo. No temíamos leer a los herejes y renegados. Trotsky, los anarquistas, Rosa Luxemburgo. Demolidos los pilares de la vulgata soviética, ya nos sentíamos mejor con sus inveterados motivos de odio: Freud y Nietzsche. Y Sartre. Todo ello tenía fecundos antecedentes en la Universidad. Los seminarios de Ramón Pérez Mantilla sobre Los manuscritos del 44, por ejemplo, venían preparando el terreno. En la Facultad de Economía, gracias a su decano, Jaime Puyana, pudimos leer, traducidos, muchos textos de los autores marxistas norteamericanos, a través de las Lecturas Adicionales, mimeografiadas. Un milagro de la dedicación de su editor y traductor y del trabajo casi anónimo de las secretarias.

Una figura singular se destaca en todo este esfuerzo de recuperación: Estanislao Zuleta. Quienes lo conocíamos, procurábamos promover sus conferencias, ya fuera en Cali o en Medellín, e iniciamos la práctica de transcribirlas, en vista de que difícilmente se resolvía a escribir. En Bogotá, discreto y hasta oculto, como siempre, se encontraba Mario Arrubla, de cuyo popular libro escribió una vez Nicolás Buenaventura, entonces militante del Partido Comunista, que podía considerarse tan sagrado como el manual que se utilizaba en los colegios: el de Henao y Arrubla. La industria editorial colombiana, por cierto, conocían un éxito sin precedentes desde la fundación de Oveja Negra. Ya en el FES, con Gerardo Rivas y César Hurtado, se había hecho un trabajo extraordinario, en este sentido. Hoy continúan haciéndolo, cada uno por su lado.

Se trataba, en fin, para no abundar en más detalles, de una verdadera revolución cultural. Y es en ese sentido, fundamentalmente, que puede hablarse de una influencia de Mayo del 68. Porque en lo que se refiere al movimiento estudiantil, en sí mismo, poco nos ilustraba sobre los métodos de lucha. Tenía el significado, como toda la insubordinación europea y norteamericana, y como el movimiento en México que termina bañado en sangre en Tlatelolco, de un colosal de despliegue de fuerzas, enteramente nuevas, del cual hacíamos parte. Aunque sucedió unos años después, y conocimos lo escrito y hecho por los estudiantes franceses a través de la Revista cubana Pensamiento Crítico, puede decirse, sin temor a equivocación, que nuestro movimiento coincidía en el tiempo, confluía en una misma marea transformadora. Más tarde, nos involucraríamos en los debates sobre los balances, particularmente de la experiencia europea y sobre las alternativas políticas revolucionarias que de allí resultaron. Entre tanto, de Norteamérica nos llegaba el espíritu hippie que, aparte de modas, sí introdujo, con la música, nuevas formas de apreciar el sentido de la emancipación para el ser humano. Pero la realidad latinoamericana tenía una mayor fuerza. La experiencia de la Unidad Popular en Chile hasta el golpe de Pinochet; las expectativas y esperanzas en todo el cono sur hasta los sucesivos golpes militares. Lecciones examinadas y desmenuzadas juiciosamente.

De todo ello se extrajeron, en todo el país, los ingredientes teóricos de los nuevos partidos y movimientos políticos que irían a marcar la década del setenta. E incluso de los viejos, que después de este choque no volverían a ser los mismos, aunque sólo fuera por el hecho de que, enfrentados a esta explosión de ideas, se veían obligados a reconstruir sus fundamentos. Hasta en el ámbito de la lucha armada en el que surgiría después el M-19.

La Universidad

Debo una disculpa. Me he extendido en aspectos que van más allá de lo estrictamente sucedido en la Universidad Nacional. Se puede argumentar a mi favor que, efectivamente, en esa coyuntura, la transformación fue de tal magnitud que de suyo obliga a referencias más amplias. El propio movimiento estudiantil de 1971, si algo tiene de importante y singular, es el hecho de haber sido nacional. La opinión pública terminó tomando partido. La cuestión de la organización de la educación superior y en general de la política educativa debió ser considerada seria y ampliamente. El gobierno, acorralado por muchos otros problemas, entre los manotazos, pero sin abandonar nunca este tratamiento por la fuerza, ofreció una reforma. En la Universidad Nacional, como ya se dijo, se aceptó la oferta, aunque en medio de un moderado escepticismo. Breve fue su existencia.

Hoy podemos reír. Algunos llegan hasta abominar de aquellos tiempos. O sienten vergüenza. Otros padecen complejos de culpa. Y una minoría se duele de la pérdida de tiempo. Ninguna de esas sensaciones me ha afectado en estos treinta y cinco años. Este recuerdo no precisa de selección, ni siquiera para la crítica. En todo caso, la Universidad Nacional éramos nosotros.

(Bogotá, marzo 2006).

Anexo 11

“Tuve miedo, dice rector de la Nacional” El Tiempo, 22 de noviembre de 1971
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Anexo 12

Declaraciones del Ministro de Educación Juan Jacobo Muñoz (El Tiempo, 17 de mayo y 30 de junio de 1972)
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Acta N. 9.
Sesión Conjunta del Consejo Universitario con el Consejo Académico. Febrero de 1971 147

CONSEJO UNIVERSITARIO SESIÓN CONJUNTA CON EL CONSEJO ACADÉMICO - 8 DE FEBRERO DE 1972 ACTA NÚMERO 9

A las 6.30 pm del día 8 de febrero se reunió el Consejo Universitario en sesión extraordinaria conjunta con el Consejo Académico bajo la presidencia del señor Rector, DR. JORGE ARIAS DE GREIFF, y asistencia del Sr. Vicerrector, Dr., Javier Esparza Duque.

Por el Consejo Universitario estuvieron presentes los siguientes miembros: Dr, Leonardo Ayala, Decano de la Facultad de Artes, Dr. Víctor M. Moncayo y Fernando Sánchez, representantes de los profesores, y Wenceslao Vargas O., suplente.

Estudiantes Uriel Ramírez y Carlos F. Simancas, principales, y Juan J. Arango y José J. Rudas, suplentes.

Por el Consejo Académico asistieron: Dr. Ciro Angarita B., Decano Encargado de Derecho, Roberto Pinzón, Decano Encargado de la Facultad de Ciencias, Gonzalo Luque, Decano de la Facultad de Medicina Veterinaria, Héctor Murcia, Decano Encargado de la Facultad de Agronomía, Álvaro Figueroa, Decano de la Facultad de Ciencias Agropecuarias de Palmira, Gonzalo Jiménez, Decano de la Facultad de Ingeniería, Nelly Garzón, Decana de la Facultad de Enfermería, Carlos Cuervo Trujillo, Vicedecano de la Facultad de Medicina, Ernesto Ramírez, Decano Encargado de la Facultad de Ciencias Humanas, y Mario Ospina F., Decano de la Facultad de Odontología.

1. El objeto de la reunión es estudiar y establecer los cupos para nuevos estudiantes en el primer semestre de 1972. (…).

1.2. El Dr. Héctor Murcia, Decano Encargado de la Facultad de Agronomía, informa que promovió una reunión con los profesores a fin de discutir los puntos propuestos en la Circular N. 5 de la Secretaría General. El profesorado ve con muy buenos ojos la política de incrementar considerablemente los cupos para nuevos estudiantes. Sin embargo, se ha considerado que eso depende en gran parte de la Facultad de Ciencias a cuyo cargo están los servicios de la carrera de Agronomía. El incremento solicitado cuenta como su mayor dificultad el problema del transporte, ya que los estudiantes deben hacer numerosas prácticas de campo, tanto en la sabana como en regiones alejadas de Bogotá. En síntesis, considera aconsejable que se haga un análisis más detallado, a fin de lograr el incremento en el segundo semestre de 1972. Anota, finalmente, que la Facultad recibirá 40 estudiantes por transferencia de la universidad Francisco de Paula de Santander de Cúcuta en el 5º semestre.

1.3. El Dr., Leonardo Ayala, Decano de la Facultad de Artes, hace notar que en Arquitectura ya se aumentaron los cupos de 80 a 120 y que ahora, haciendo un gran esfuerzo, podrían aumentarse a 130, además de 10 para repitentes. Esta medida implica que se aumente la proporción profesor-estudiante a 1:16, mientras que la que se ha considerado como ideal es 1:10. Sin embargo, esto puede ser conveniente para modificar un cierto “purismo” en la enseñanza de la arquitectura que es preciso revisar. En cuanto las carreras de musical, cerámica, pintura y escultura se recibirán (sic) a todos los aspirantes, que por las peculiaridades de ellas, son relativamente pocos. Para diseño publicitario se aumente el cupo a 50 como lo solicitó el Consejo Universitario. A propósito de la relación profesor-estudiante a que hizo referencia el Dr. Ayala, anota el Dr. Hernando Patiño que es necesario revisar en toda la Universidad esta relación, pues se sigue actuando sobre la base de factores anacrónicos.

1.4. El Dr. Ernesto Ramírez F., Decano Encargado de la Facultad de Ciencias Humanas informa que el Comité de Directores, consultado sobre la propuesta de incremento de cupos hecho por el Consejo Universitario, consideró que no era posible hacerlo en el momento, por razones que se hallan en la siguiente comunicación: “Oficio 28 del 8 de febrero de 1972.- Señores miembros Consejo Universitario y Consejo Académico de la Universidad Nacional.- En relación con la cuestión del posible aumento de cupos para el próximo semestre, acerca de la cual se ha solicitado una definición a la Facultad de Ciencias Humanas (circulares 4 y 5 del presente año emanadas de la Secretaría General), el Comité de Directores de la misma se permite manifestar lo siguiente: - El problema del aumento de cupos incide directamente en la concepción que se tenga de la Universidad y en los objetivos que se le señalen a ésta. Si se está de acuerdo en que la Universidad Nacional debe ser en el país el centro de la investigación y docencia de mayor nivel científico, con el objeto de que pueda cumplir su función crítica y transformadora de la realidad colombiana, es necesario velar porque la estructura y el funcionamiento de la institución, en todos sus aspectos, y de manera coherente, garanticen la realización de las anteriores premisas. En el caso concreto del aumento de cupos, es obvio que, de llevarse a cabo, esta medida entraría en conflicto con los fundamentos y metas de esa universidad de máximo nivel. En efecto, el crecimiento intempestivo del número de estudiantes en las diferentes carreras repercutirá negativamente en aspectos tales como el desarrollo de la investigación, que en una Universidad profesionalista y masiva quedaría relegada a segundo plano; la calidad de la docencia, que se verá afectada tanto por la ausencia de la investigación que debe nutrirla como por el recargo de horas de clase a los profesores; el proceso de aprendizaje por parte de los estudiantes, ya que las clases masivas se convierten inevitablemente en clase magistrales donde se hace imposible la participación activa del alumno.

Teniendo en cuenta lo anterior, nos parece imprescindible que cualquier decisión en este sentido esté presidida por un amplio estudio tanto de las condiciones en que sería posible aumentar la población estudiantil sin desnaturalizar la concepción de la Universidad Nacional que se ha señalado arriba —y que creemos compartida en la comunidad universitaria—, como también de los factores económicos sociales que en todo caso deben servir de referencia a una acertada política de admisiones. Por otra parte, no está de más recordar que, dentro del nuevo espíritu de la Universidad Nacional, por el cual han venido luchando sus estamentos básicos, medidas de tanta trascendencia requieren una etapa previa de análisis y discusión por parte de profesores y estudiantes. (…)”.

Seguidamente se da lectura al siguiente oficio suscrito por el Director del departamento de Filosofía: “Facultad de Ciencias Humanas. Departamento de Filosofía N. F-071 8 de febrero de 1972. Sr Doctor Ernesto Ramírez, Decano de la Facultad de Ciencias Humanas. E.S.D. Estimado Dr. En mi condición de Director del Departamento de Filosofía de esta Universidad, quisiera, por su digno conducto, hacer ante el Consejo Académico de la misma, algunas consideraciones relacionadas con la solicitud que se me ha hecho, mediante circular emanada de la Secretaría General, en el sentido de ofrecer 20 cupos más para la Carrera de Filosofía. De acuerdo con los datos suministrados por la Oficina de Admisiones, la Carrera de Filosofía ofreció 40 cupos para el primer semestre de 1972; según los datos de la misma oficina, hubo 43 aspirantes, de los cuales solo 39 se presentaron a examen. En consecuencia, no veo cómo puede aumentarse el número de cupos a 60, a no ser que alguien pudiera resolver el problema aritmético, un tanto difícil, de dividir 39 por 60. Es más, si lo que debe primar no solo en la Universidad sino sobre todo en la Carrera de Filosofía, es la calidad y la excelencia intelectual de los alumnos, entonces yo me permitiría más bien solicitar al Honorable Consejo Académico, que redujera los cupos de Filosofía solo a 20. De lo contrario el Departamento se vería abocado, dada la proporción existente entre el cupo ofrecido y el número de los aspirantes, a recibir un personal que constituiría un lastre en la buena marcha de los estudios y que tarde o temprano tendría que abandonar la Carrera debido a su fracaso. Ruego al Honorable Consejo tener en cuenta estas consideraciones, que mi deber y responsabilidad como Director del Departamento, me exigen. De Usted atentamente, (Fdo) Ramón Pérez Mantilla”. (…)

El Consejero Carlos F. Simancas, considera que algunas Facultades como las de Ciencias, Artes y Derecho, y las sedes de Manizales y Palmira, han estudiado detenidamente la propuesta de ampliación de cupos universitarios con base en los criterios expuestos en las Circulares 4 y 5 de la Secretaría General. Encuentra que el documento del Comité de Directores de Ciencias Humanas, en primer lugar, tergiversa los criterios propuestos por el Consejo Universitario sobre un apolítica de ampliación de cupos, y en segundo lugar, confunde el papel mismo de la Universidad, pues parte de una concepción elitista de la docencia y de la investigación.

En relación con la carta del Dr, Pérez Mantilla, la critica severamente, pues considera que detrás de su tono burlón, muy poco apropiado para referirse a asuntos de tanta importancia, se entrevé la verdadera actitud tradicionalista que ha predominado en muchos sectores de la Universidad, que se presentan bajo el emblema de una supuesta posición de avanzada.

Considera que la Facultad de Medicina tiene una política orientada contra los intereses nacionales al formar médicos de laboratorio y no médicos para la comunidad, para las aldeas y tugurios que es donde se siente el verdadero problema de salud del país.

Protesta porque gran parte de los informes de las Facultades se hayan dedicado a buscar meras reivindicaciones presupuestales sin entrar a estudiar a fondo el tema que se les propuso, pues la verdadera responsabilidad de las directivas es plantear, teniendo en cuenta los estamentos de la Universidad, (asuntos) que le permitan afrontar su propio crecimiento.

La investigación debe tener relación directa con los problemas nacionales y ello no permite que la Universidad se encierre dentro de sí misma para favorecer presuntos intereses de grupos elitistas que dan la espalda a la problemática nacional.

Lo que debe primer no es el temor de que la Universidad Nacional pierda su liderazgo en la educación superior o de que las universidades privadas aprovechen su estatismo. La gran responsabilidad de la Universidad es ofrecerle al país una política que la vincule a la sociedad.

Destaca la importancia de la representación estudiantil en el Consejo Universitario, porque ha obligado a estudiar a fondo los problemas reales de la Universidad, no obstante que para este caso se haya dispuesto de muy poco tiempo.

(…)

Uriel Ramírez declara que los estudiantes no comparten el documento de la Facultad de Ciencias Humanas por no ser más que un sofisma. Se pregunta cuál es esa gran investigación que va a ser entorpecida por al aumento de los cupos. La Universidad ha sido y es profesionalista aún si ser masiva, sino por el contrario, marcadamente selectiva.

¿La masificación de la Universidad no impide ni obstaculiza la investigación? O,

¿es que las Facultades que sí se han propuesto incrementar el número de sus estudiantes han renunciado a la posibilidad de investigar?

En sentido burlesco de la carta del Dr. Pérez Mantilla no tiene otra explicación que la inconsistencia de la posición de la Facultad de Ciencias Humanas. Dirigir la Universidad con un criterio auténticamente universitario no es tarea fácil, pero no por ello puede eludirse la responsabilidad de hacerlo.

Es preciso remover el marasmo que domina a la Universidad.

Este es el sentido del gran reto que el Consejo ha lanzado a la comunidad universitaria.

Es preciso acabar con las cátedras de propiedad privada de algunos profesores a que hizo referencia el Dr. Ayala y mediante una renovada política académica aprovechar adecuadamente los recursos humanos.

De la revisión que se emprenda de los programas y planes de estudio resultará que muchas asignaturas sobran, lo cual liberará recursos del personal docente. Finalmente, manifiesta Uriel Ramírez que encuentra provechoso este contacto con el Consejo Académico, y que ojalá se pueda hacer una reunión con todos los Directores de Departamento para iniciar con ellos la revisión de los Programas. Propone que se mantengan los cupos adicionales asignados a la Facultad de Ciencias Humanas, al menos hasta donde la Facultad de Ciencias pueda atenderlos, propuesta que es acogida por el Consejo. (…)



Anexo 14

La Asociación de Profesores de la U.N. –APUN– Replica al Ministro de Educación

(El Tiempo, 20 y 26 de noviembre de 1972)
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Anexo 15

Carta al Presidente Pastrana. Antonio García148

Señor Presidente:

Me dirijo a S.E., no sólo en razón de su elevada investidura y de la necesidad de que se aborden los problemas fundamentales que pesan sobre el presente y el futuro de la Universidad Colombiana, sino considerando la absoluta ausencia de una estructura democrática en la Universidad del Estado que haga posible el diálogo, el debate académico y la vigencia de unas reglas universitarias del juego. Si el Consejo Superior Universitario está formado, exclusivamente, por funcionarios o agentes designados por S. E., o por el Rector de la Universidad Nacional —excluyendo rigurosamente toda representación democrática de los estamentos universitarios— obviamente el mencionado Consejo carece de representatividad y su naturaleza es la de una agencia política de la Presidencia de la República. Es, desde luego, un instrumento de poder, pero no un organismo que legítimamente pueda asumir la conducción académica de la Universidad del Estado. No funcionando ninguna legalidad auténticamente universitaria y académica y estando dotado el Rector de la Universidad Nacional de facultades discrecionales —con el objeto de que la Universidad y la cultura participen de la situación de un país en Estado de Sitio desde hace 25 años— la única ley vigente es la decisión política que adoptan el Ministro de Educación y el Rector, de acuerdo con sus concepciones personales o en aplicación de unas reglas del juego directamente emanadas de la Presidencia de la República. El hecho de que la Universidad del Estado resulte una simple agencia cultural y política del Gobierno no sólo define la responsabilidad de V.E., sino el sentido íntimo de la política de sectarización y violencia que actualmente se aplica en la Universidad Nacional, con el pretexto de restablecer el orden, la disciplina y el espíritu de trabajo. Si estas formulaciones tuvieran un sentido académico, se habrían fundamentado en un debate abierto dentro de la Universidad misma —con el objeto de definir el tipo de Universidad que necesita Colombia para resolver los problemas de su desarrollo económico y social— y no se habría limitado a instrumentar una política inquisitorial sólo comparable a la que destruyó, implacablemente, las conquistas de la Universidad Liberal a partir de 1950. El concepto de orden y disciplina que utilizan el Ministro de Educación y el Rector de la Universidad Nacional, es el mismo concepto absolutista y policial que sirvió para aniquilar las libertades universitarias y la vida democrática interna en 1950 y el que también es empleado —en términos semejantes— en países latinoamericanos como Nicaragua o Paraguay.

Es partiendo del reconocimiento de esta afrentosa realidad que padece la Universidad del Estado, como puede explicarse la naturaleza de la crisis que afronta, la existencia de una estructura autocrática en su gobierno, la absoluta carencia de autonomía académica y el ejercicio irresponsable de un poder omnímodo, insolente y sin controles. Abolida la estructura democrática de los Consejos —a través de los cuales podrán participar en la conducción o en el control de la Universidad los diversos estamentos universitarios— sólo ha quedado en pie, Sr. Presidente, una autoridad extraña, que funciona de arriba-abajo y que practica a su arbitrio —esto es, arbitrariamente— las reglas de toda organización eminentemente absolutista, represiva y policial.

El absoluto desprecio por la capacidad representativa del profesorado y del estudiantado en el gobierno de la Universidad Nacional —esa facultad que se reconoce a las asociaciones extranjeras o a la más indigente sociedad anónima— es una afrenta que el Gobierno Nacional hace al país, a la Universidad, a los profesores y a los estudiantes: es, desde luego, una afrenta más grave y trascendental que la hecha en los órganos publicitarios del Estado tradicional por valores tan desiguales como Alberto Lleras Camargo y el Ministro de Educación.

Quiero manifestarle, Señor Presidente, que absolutamente todos los profesores excluidos de la Universidad del Estado —purgados es la expresión exacta y más próxima a las nociones clínicas del Ministro de Educación— profesan ideologías de cambio (socialistas, comunistas o auténticamente liberales), disponen de los más altos títulos universitarios y no han sido procesados por incumplimiento de sus obligaciones académicas. Hasta ahora, no ha sido tachada o siquiera debatida su idoneidad profesional y profesoral. En la Facultad de Agronomía, se canceló el contrato de trabajo de 17 profesores, incluyendo la totalidad de sus directivas. El 80 % de su profesorado ha cursado estudios de post grado, 4 profesores han prestado asistencia técnica a instituciones nacionales e internacionales y 8 adelantan estudios de especialización en el exterior. De los 17 profesores cancelados, 12 tienen el título de Master y 3 de Ph.D., en universidades norteamericanas. De los 15 profesores cancelados de la Escuela de Ciencias Económicas, las tres cuartas partes tienen títulos de especialización y post grado en universidades norteamericanas (Master y Ph. D.), en la Universidad de París y Católica de Bélgica o en la Cepal en Santiago de Chile y dos han sido investigadores en el Centro de Investigaciones para el Desarrollo (CID) que hasta hace poco estuvo bajo la dirección del actual ministro de Gobierno. Ni uno solo de los profesores expulsados ha sido sometido a un proceso académico de acuerdo al Estatuto universitario y ni uno solo profesa la ideología conservadora y absolutista del Ministro de Educación o del Rector de la Universidad Nacional. Este hecho Sr. Presidente, es la prueba fehaciente de que la operación realizada en la Universidad es una purga ideológica y política, no importa las formas aparentemente legales con que se encubra. ¡Qué amargo es constatar, Sr. Presidente, que la arbitrariedad pueda estar armada con instrumentos legales y con unas facultades de carácter discrecional! Si a estos hechos se agregan los que han conmocionado a las Universidades del Atlántico, de Cartagena, del Valle del Cauca, de Antioquia, etc., será posible definir el carácter nacional de esta operación represiva, orientada hacia la conservatización autoritaria y la limpieza ideológica, esto es,la consagración de unas ideologías oficiales y de otras ideologías anatematizadas y punibles. Independientemente de cómo quiera calificarse oficialmente esta política universitaria, su último objetivo es el establecimiento —o restablecimiento si se toma como punto de referencia la Universidad existente entre 1886 y 1930— de una universidad confesional, vale decir, la que profesa una ideología oficial y persigue, reprime y excomulga las ideologías heréticas.

Contra las normas de una Constitución Nacional de apariencia democrática, contra los principios contenidos en la Carta de los Derechos del Hombre y del Ciudadano por los que lucharon los Libertadores del 1810 o contra las normas contenidas en la Declaración Universal de los Derechos del Hombre hecha por los países pertenecientes a las Naciones Unidas, el acceso a la Universidad del Estado y la vigencia real de las libertades universitarias en Colombia dependen de la ideología política de profesores y estudiantes: la opinión, el pensamiento, la posición ideológica frente al Gobierno y a los grupos centrales del Estado, pueden operar como un título de calificación privilegiada o como un delito punible por las agencias del Gobierno, sin proceso ni juez. Carece de validez jurídica un recurso de reposición que asigna funciones judiciales a la misma persona encargada de ejecutar los atropellos. En la Resolución No. 355 de 1972, el “Consejo Superior” y el Rector negaron el recurso de reposición presentado ingenuamente por algunos profesores, no sólo desconociendo la validez jurídica de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de Naciones Unidas, sino proclamando que “ha aplicado la medida de declarar insubsistentes los nombramientos no como una sanción, sino simplemente con base en las facultades legales que le fueron conferidas y que le permiten declarar insubsistentes nombramientos hechos, sin sujeción a normas o procedimientos especiales sino en uso de una facultad discrecional.” “Afirman los memorialistas —dice la mencionada Resolución— que en las Resoluciones… se violaron los artículos 18 y 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; conviene precisar que el recurso de reposición se ha establecido como una oportunidad para que quien pronunció la providencia, la aclare, modifique o revoque, es decir, para que tenga oportunidad de establecer si violó alguna disposición legal jerárquicamente superior y no si su texto está en desacuerdo con declaraciones convenios que aunque (sic) tengan aceptación universal no poseen la categoría de leyes de la República”. Es posible que, en razón de su formación arqueológica, el Rector de la U.N., no haya llegado aún al conocimiento de lo que representa, como fuente de Derecho Público Universal, la Carta de los Derechos del Hombre proclamada en las Naciones Unidas. Es obvio que la validez jurídicopolítica de estas normas —materia de una Convención Internacional suscrita también por el Gobierno de Colombia— depende de las relaciones de poder, de la orientación real y de la ideología política que profesan los grupos contralores del aparato del Estado. No podría exigirse a los gobiernos de Paraguay, Nicaragua o Haití, el que respeten estas normas como elementos de identificación de un Estado Democrático: pero debe suponerse, por respeto a nuestro país y a nuestro pueblo, que Colombia no está al nivel de los despotismos antillanos o centroamericanos. ¡La crisis del Estado Liberal de Derecho no puede haber ido tan lejos y tan hondo, Sr. Presidente!

De otra parte, es necesario plantear el problema de si es lícito que el Gobierno Colombiano continúe en el doble juego que consiste en hablar de ideologías de cambio en el exterior (como lo hace en las Conferencias Internacionales y en Naciones Unidas) y en reprimirlas implacablemente dentro de sus fronteras, expulsando a sus representantes (que obviamente están situados a la izquierda, no a la derecha) de las cátedras de la Universidad del Estado.

Desde luego, las políticas represivas que se adelantan, aceleradamente, en la Universidad del Estado, tienen algunos objetivos inmediatos y otros a largo plazo, rebasando la capacidad operacional de sus actuales ejecutores. Sobre este hecho debe el país —y los medios universitarios de América Latina— tomar una exacta conciencia. El objetivo inmediato de la política de arrasamiento cultural es el cierre de la Facultad de Ciencias Humanas, el desmantelamiento académico de la Facultad de Agronomía y la transformación de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas en una escuela artesanal de litigantes en leyes. Por esta vía se completa, históricamente, un proceso iniciado en 1950 de sustitución de la Universidad creada durante la República Liberal de Alfonso López —Universidad con libertades, con gobierno democrático, con inquietud científica, con inclinaciones a la inserción de nuevas fuerzas sociales— por un tipo muy definido de Universidad conservadora, cerrada, dogmática, autoritaria, elitista (en el sentido clasista y no intelectual de la expresión), orientada inflexiblemente hacia el suministro de técnicas, hacia la formación de profesionales de acuerdo con las demandas del mercado, y hacia la preservación de las formas tradicionales de dominación social y dependencia.

Desde esta perspectiva, la Universidad confesional y tecnocrática no tolera el pensamiento científico —fundamentalmente en el área explosiva de las Ciencias Sociales— no acepta la investigación como categoría académica, no concibe siquiera una extensión entendida como un método de volcamiento de la Universidad al pueblo, no admite la libertad cátedra sino para estar de acuerdo con la ideología oficial del gobierno. El problema esencial de la Facultad de Ciencias Humanas es, entonces, no sólo de un profesorado que se atreve a pensar con independencia del Gobierno y de los grupos sociales que ejercen la hegemonía sobre el Estado ( y en el que se cuentan los más eminentes sociólogos, filósofos, economistas, ingenieros agrónomos, antropólogos de la Universidad Colombiana ) sino de la naturaleza misma de las Ciencias Sociales, de la historia y de la filosofía en la formación de una conciencia crítica, en la desmitificación de los falsos valores que agobian las sociedades atrasadas y dependientes, en el descubrimiento de los problemas y obstáculos estructurales que impiden el desarrollo económico y social. El Rector de la U.N. ha explicado y justificado el cierre virtual de la Facultad de Ciencias Humanas y el desmantelamiento de la Facultad de Ingeniería Agronómica, repitiendo la falacia de que existe —en un país en él que esta todo por hacer— un exceso de agrónomos, de sociólogos, de economistas, de antropólogos, de historiadores, de filósofos. Desde luego esta noción del exceso depende de la perspectiva conservadora en que se sitúa el Rector de la U.N., no es una perspectiva de desarrollo —en sus diversas dimensiones económicas, sociales, políticas y de cultura—, sino una estrecha óptica de condiciones actuales del mercado de servicios profesionales articulado a la empresa privada. Desde esta óptica al nivel de las corporaciones que concentran en Colombia todo el poder económico, sobran agrónomos, porque no los requiere la estructura latifundista-minifundista, conformada históricamente para la dilapidación de recursos físicos y para funcionar de acuerdo con el antiguo esquema colonial de uso de los recursos; sobran economistas, si el sistema no quiere analistas científicos y profesionales del desarrollo sino contadores y econometristas asépticos; sobran médicos, si lo que importa no es la vida y las condiciones sanitarias de un pueblo, sino las demandas de bienestar y seguridad de las clases más ricas; sobran historiadores, porque ya está escrita la historia extensa de Henao y Arrubla, y porque la investigación histórica se ha encomendado a los investigadores de las universidades norteamericanas. De otra parte, si las Misiones extranjeras —la de Kemerer, la Currie, la Musgrave, para nombrar las de mayor importancia política— han tenido el encargo gubernamental de decirle a Colombia qué es y qué debe ser, ¿para qué formar economistas, antropólogos, sociólogos, filósofos e historiadores colombianos? Semejante postura, negativa y colonialista, del Rector de la Universidad del Estado, contradice la propia ideología de los rectores conspicuos del sistema como S.E. o como Alberto Lleras Camargo. “ El más grave de todos (los peligros presentes) —decía Lleras en 1954 en Misión y Problema de la Universidad (l)— es que nuestra educación es insuficiente para la nación que nos ha tocado en suerte, y que ya no tenemos ni profesionales, ni hombres de Estado, hi aviadores, ni soldados, ni físicos, ni químicos, ni filósofos, ni cosa alguna en proporción a nuestras necesidades mucho menos a las que van a surgir en el futuro. Estamos, entonces, condenados al colonialismo, porque es también colonialismo el que las clases presumiblemente dirigentes de Colombia reciban una educación extranjera, una educación concebida racionalmente para otro pueblo, para otros intereses nacionales, para otra lengua y hasta para inspirar veneración por otros próceres.”

Lo que está en camino, Sr. Presidente, no es sólo una conspiración contra la Universidad Nacional sino contra la Universidad Colombiana, contra la libre investigación científica, contra las posibilidades de participación democrática de los estamentos universitarios en el sistema de conducción académica, contra la enseñanza liberada de las ideologías oficiales, contra la orientación de la Universidad hacia el desarrollo y hacia liberación de las clases trabajadoras. Es dentro de este marco estratégico —definido con entera claridad en los planes de reforma de la enseñanza superior del profesor norteamericano Atcon— que ha ido articulándose la política de constante reducción de la Universidad del Estado, de privatización y extranjerización de la enseñanza superior y de transformación progresiva de la Universidad en Politécnico Superior, en el que la Economía, la Sociología, la Antropología, la Ingeniería Agronómica, etc., se enseñen como técnicas y no como ciencias sociales. Dentro de esta Universidad emparentada culturalmente con el SENA (Servicio Nacional de Aprendizaje), no sólo se capacitarían los profesionales de acuerdo con la demanda de las empresas privadas o de ciertos servicios tecnocráticos del Estado, sino que los científicos sociales tendrían el mismo rango y la misma inocuidad que los arqueólogos formados en los Estados Unidos. Esa Universidad, ordenada y tecnocrática, llenaría los requisitos de la Universidad confesional anterior a 1930 o posterior a 1950: sería una comunidad muda, sorda y ciega, sin pensamiento crítico ni voces disidentes, con un profesorado reclutado de la inerte burocracia del gobierno o de las empresas privadas y con un estudiantado incapaz de cuestionar la sociedad en que vive. Esta Universidad no requeriría de la investigación científica y menos de una peligrosa gravitación de las Ciencias Sociales, orientándose hacia las áreas neutras y asépticas como son las relacionadas con la prehistoria y la arqueología. Desde este punto de vista, ha sido un acierto la escogencia de un Rector como el Dr. Duque Gómez, ya que estudiar la estatuaria prehistórica de San Agustín no ofrece los riesgos de una investigación social entre los campesinos contemporáneos que deambulan por entre las estatuas de San Agustín. Desde luego, Sr. Presidente, esta Universidad reducida al rango de politécnico Superior, sin conciencia crítica, sin debate interno, sin estructura democrática de gobierno, dirigida desde afuera y desde arriba, puede imponerse e instalarse en un momento en que la sociedad colombiana carece de fuerzas resistencia, en que todo parece invadido por una niebla de confusión y en que el Estado de Derecho ha sido reemplazado por el régimen absolutista del Estado de Sitio y de la legalidad marcial. Nadie puede impedirlo en este instante, Sr. Presidente, ya que el liberalismo colombiano ha dejado de luchar por las libertades o por los valores democráticos, limitándose a pelear por los dividendos del poder. Pero Ud. sabe, Sr. Presidente —no subestimo en lo más mínimo su facultad de conocimiento crítico— que esa Universidad estaría en la más baja escala de los valores universitarios de la América Latina. Ni siquiera en países con Gobiernos Militares —como Argentina o Brasil— la Universidad del Estado se ha sometido a la precaria condición de agencia político-cultural de la Presidencia de la República. Tuve la honrosa oportunidad de ser profesor invitado de dos Universidades Nacionales de la República Argentina —precisamente unas semanas antes de que me fueran cerradas las puertas de la Universidad Nacional de mi propia patria— y por eso puedo dar testimonio de que en ellas no sólo funciona un gobierno legitimado por el consenso de los estamentos universitarios, sino que se ha institucionalizado el respeto por las libertades académicas. Esas libertades consisten en la facultad de pensar, de investigar, de analizar y de expresar el pensamiento con plena independencia crítica y de ninguna manera involucra un sometimiento ideológico al Gobierno que paga las subvenciones públicas a las Universidades. Las subvenciones que se originan en el presupuesto público no son consideradas en ninguna parte —con la excepción de los países totalitarios o de los que aplican la fórmula del cesarismo presidencial— como el precio que el Estado paga por la conciencia y la libertad de profesores, investigadores y estudiantes.

Si se acepta la monstruosa doctrina de que los Profesores de la Universidad —como todos los funcionarios de Gobierno— deben necesariamente identificarse con la ideología del Presidente de la Republica y de los grupos que controlan el poder del Estado, se está aceptando, implícitamente, dos cosas: la primera, la de que el Estado no es una organización jurídico-política que de alguna manera expresa la voluntad, los intereses y las aspiraciones de una nación y de un pueblo, sino que constituye una propiedad exclusiva de quienes ejercen las funciones de gobierno y en especial de quien concentra las facultades ejecutivas, legislativas, jurisdiccionales y contraloras de la Republica; y la segunda, la de que lo fundamental en la función pública, administrativa o universitaria, no es la idoneidad profesional sino la adhesión ideológica y personal a quien controle los mecanismos del Estado. Desde esta perspectiva cesarista fundamentada en la ética del arribismo, la Universidad Nacional no podría definirse como el instrumento por excelencia para el desarrollo de la cultura —así como para la definición de lo cultural del desarrollo — sino como una cerrada y purgada maquinaria de formación profesionalista, de acuerdo con las demandas específicas del mercado y operada, exclusivamente, por una adicta clientela. Es una Universidad para la consolidación de las estructuras dominantes de poder —como la que ya existió en la Colonia Española o en los ciclos contrarrevolucionarios de 1886 y de 1950— no Universidad para la transformación y el desarrollo. Sus normas clasistas, discriminatorias y confesionales, han de servir para mostrar el papel que la educación, en todos sus niveles, desempeña en la preservación de la Republica Señorial; “Ya llegará el día en que los demagogos —decía Alberto Lleras en 1957— le hagan creer (al pueblo) que todo este descuido, este abandono, esta indiferencia por la educación, no es sino el abominable e ingenioso truco para erigir una aduana infranqueable entre las clases sociales y perpetuar el poder de hacer y aprovecharlo todo en una reducida minoría que puede transitar libremente por los caminos del conocimiento.” (2) Este era el acertado diagnóstico de uno de los más consagrados ideólogos del Frente Nacional Bipartidista, si bien atribuye a los demagogos nada menos que la capacidad de descubrir las raíces intimas de la política educacional del Estado Colombiano. ¿Considera, S.E., Sr. Presidente, que es posible hablar de Universidad para el Desarrollo, cuando las normas prácticas que se aplican descartan las posibilidades de la investigación científica, de la cátedra libre, de la formación de un profesorado profesional, de la creciente apertura de las instituciones de enseñanza superior a las clases populares y de la democratización del gobierno universitario? ¿Qué clase de Universidad es la que pretende formar una elite tecnocrática reclutada de las propias clases dominantes —o de sectores sociales vinculados a ellas— obturando las vías de ascenso social y alegando aún más la posibilidad de que tengan acceso a ella los hijos de los campesinos, de los obreros, de las capas más empobrecidas de las clases medias? En un país de 22 millones de habitantes y en el que la población menor de 20 años asciende a cerca de 13 millones de personas, ¿cómo puede la Universidad del Estado conservar una capacidad de servicio inferior a 15.000 alumnos regulares, o sea, el 0.1 % de la demanda potencial de servicios educacionales? La peregrina idea de que el acceso a la Universidad Nacional es un privilegio social, se deriva del papel discriminatorio y limitadísimo asignado a esta Universidad: si estuviera proyectada para el desarrollo, ocuparía los primeros rangos dentro de la política presupuestal del Estado y aseguraría la participación de sectores cada vez más amplios de la sociedad colombiana, haciendo posible una matrícula de 100.000 estudiantes y seleccionando rigurosamente pero de acuerdo a las aptitudes vocacionales y no a la capacidad económica y el rango social del estudiantado. La más modesta universidad argentina —país con 23 millones de habitantes— o de un país como Chile —con menos de 10 millones— registra habitualmente matrículas de 50.000 estudiantes. En esos países latinoamericanos, la Universidad del Estado se abre, se amplía, se califica y se democratiza: en Colombia, la Universidad del Estado se cierra, se degrada científicamente, se limita su participación financiera en el presupuesto público y se conservatiza. De 1961 a 1971 los alumnos regulares de la U.N., apenas se incrementaron de 6.630 a 14.860, en un país que crece a tasas del 3.5 % anual y que duplica su población cada 20 años. En 1960, la participación de la U.N., en el Presupuesto Nacional de Educación fue del 15 %, descendiendo casi a la mitad en 1970, o sea, 9.3 %, debiendo la Universidad enfrentar un creciente desajuste entre las presiones a que está sometida y la disponibilidad de recursos financieros. El déficit de la Universidad del Estado, al transformarse en crónico y acumulativo, ha ido acrecentando sus condiciones de dependencia y ha ido cerrando el paso a cualquier aspiración práctica de autonomía. A través de este incontenible proceso de dependencia financiera, la U.N. ha vendido su alma y ha ido abandonando su liderazgo académico en el ámbito de la Universidad Colombiana. En estas condiciones ha podido acelerarse la aplicación del Plan Atkon, de transformación cualitativa de la Universidad del Estado y de progresiva privatización de la enseñanza superior de cualquier naturaleza. Esa privatización ha hecho posible la estratificación social de la Universidad colombiana, formando en la cima de la pirámide una elite de universidades de clase alta (como la Javeriana y los Andes) y en la base un informe aluvión de universidades de desecho, alentadas por subvenciones estatales y destinadas a las obstinadas capas medías que aún aspiran al ascenso social. En 1967, la U.N., admitió al 26.5 % de los bachilleres examinados, predominando el criterio de la limitación física de las instalaciones universitarias sobre el valor de las pruebas académicas de estilo norteamericano: en 1971 —cinco años después— ese porcentaje descendió al 8.8 % ¡o sea que estaba en camino el proceso de reducción proyectado en el Plan Atcon (1).

Menos Universidad Nacional, menos posibilidades de acceso de los bachilleres colombianos a la enseñanza superior, ya que aquella Universidad alcanzó en 1968 el 49 %, la primera preferencia entre los aspirantes a ingreso universitario, según el testimonio del ICFES. Menos Universidad del Estado y más universidades privadas, menos posibilidades educacionales para las clases más pobres y mayor apertura para las clases con mayor poder económico y de acuerdo con su status y con sus ingresos. De 1950 a 1968, el total de matriculados en la Universidad Nacional descendió del 45.3 % al 24.3 %; y, correlativamente, el monto de matriculados en las universidades privadas se incrementó del 28 % al 43,3 %, en el mismo período. Es dentro de este marco como puede comprenderse el alcance de la política educacional del Gobierno expresada en tres direcciones: la de eliminar la supremacía científica y el liderazgo académico de la U.N., frenando o desarticulando sus posibilidades de desarrollo cuantitativo y cualitativo; la de abolir la independencia de las universidades oficiales

(Cartagena, Barranquilla, Cali, Popayán, etc.), atándolas a las veleidades políticas de los Gobernadores; y la de consagrar la hegemonía de las grandes universidades privadas, ideológicamente comprometidas con los esquemas metropolitanos o tradicionales de educación y de cultura. Lo que se reserva a las clases pobres es, exclusivamente, el área de los politécnicos y de las Escuelas artesanales de Artes y Oficios, en la que el sistema puede capacitar la mano de obra que requiere para la operación del aparato económico, sin el riesgo de que pueda aparecer una conciencia social o una actitud inconformista que perturbe la tranquilidad o la estabilidad de este modelo político de República Señorial.

Esta situación nos explica, Sr. Presidente, la decadencia, la crisis y el agotamiento de la universidad del Estado, pero también explica los profundos desajustes estructurales del endeble aparato educacional colombiano y el hecho de que nuestro país, adormecido por la tradición humanística de los gramáticos y los retóricos, ocupe uno de los últimos rangos y una de las más atrasadas retaguardias de la Universidad Latinoamericana.

Finalmente, es necesario analizar, con la máxima objetividad crítica, el problema del estudiantado o más exactamente, de la rebelión estudiantil. No sobra decir, Sr. Presidente, que ese problema de la insurgencia de las nuevas generaciones —que ha originado la expulsión de 2.000 estudiantes de la U.N. o sea, cerca de la séptima parte de los alumnos matriculados— es uno de los rasgos de la sociedad contemporánea, en esos sectores del mundo en los que la juventud no tiene nada fundamental en que creer, ni un sistema esencial y auténtico de valores que respetar.

Es este uno de los problemas que desgarran la sociedad norteamericana, a la francesa, o a la de casi toda la América Latina. Pero en Colombia existen peculiaridades sociales y políticas que han ido empujando al estudiantado a un proceso de violencia y de subversión. Es por medio del reconocimiento de ese contexto histórico como puede explicarse la enorme distancia existente entre la plácida, provinciana y confesional universidad de hace medio siglo y la universidad de hoy; entre el país de ocho millones de campesinos y regido por un sistema autoritario y paternalista y el país de 22 millones, con un Estado que absorbe más de la quinta parte del producto nacional, con una población joven de 13 millones, con 800.000 desocupados, con 300.000 trabajadores exilados en la hermana Venezuela, con un millón y medio de campesinos sin tierra y con un enorme aparato de fuerza para enfrentarse a los efectos de la descomposición social. Las últimas generaciones han nacido en esta atmósfera de subversión y de violencia, en la que se ha desarticulado agresivamente la movilización popular, en la que se ha instalado la monolítica estructura oligárquica de poder, en la que se han profundizado las relaciones de dependencia y en la que se han las reformas constitucionales de 1958 y de 1968 por medio de las cuales se estableció una arbitraria hegemonía bipartidista sobre los organismos representativos y operacionales del Estado, se desmantelaron las funciones e iniciativas del Congreso y se articularon las nuevas formas del cesarismo presidencial. En esta República que limita el ejercicio de los derechos políticos a los ciudadanos liberales y conservadores y que consagra constitucionalmente los principios del exclusivismo y de la paridad en el control burocrático del Estado, el voto no puede ser auténticamente universal, no pueden funcionar los controles democráticos y no puede existir una separación real entre los órganos del poder público, desapareciendo los mecanismos jurídico-políticos de reconocimiento y garantía de las libertades sociales y personales. Se configura así un ordenamiento en el que no solo se genera la más extrema concentración del poder económico y político y la más peligrosa concentración unipersonal del poder del Estado, sino en el que la abstención electoral de las mayorías —6 millones entre 9 millones de ciudadanos— induce al gobierno a apoyase en una legalidad de excepción (Estado de Sitio, Estado de Emergencia, Facultades Extraordinarias) y en el aparato de fuerza. En este proceso, solo conservan el derecho a que se les reconozca el derecho, los que de alguna manera participan en el manejo del poder, quedando reducidos a polvo y ceniza la igualdad de los ciudadanos ante la ley, la inviolabilidad de la persona y del domicilio, la libertad de opinión y de información, la garantía de no ser condenado sin ser previamente oído y vencido en juicio, el reconocimiento práctico —por el Estado— de los derechos elementales a la vida, a la educación, a la salud, al trabajo, a la seguridad social.

Dentro de estos marcos absolutistas, la sociedad colombiana ha sido reorganizada y reordenada —de acuerdo con los intereses y poder de los grupos bipartidistas que ejercen la hegemonía sobre el Estado— en dos países, uno para los ciudadanos de primera clase, los que tienen derechos pero no obligaciones, y otro para los ciudadanos de segunda, que tienen obligaciones pero no derechos. Los ciudadanos del país de primera clase ocupan los más altos rangos de la economía y del Estado y se garantizan la evasión fiscal de las cargas tributarias; los del segundo, pagan impuestos exorbitantes (por algo la Misión Musgrave llegó a la conclusión de que los impuestos directos son pagados, predominantemente, por rentas de trabajo) pero no pueden participar en ninguna función pública o universitaria. ¡La única iniciativa presentada por el Ministro de Educación que ha prohijado la expulsión masiva de profesores y estudiantes en la Universidad Nacional, es la de financiar los proyectos educacionales con nuevos gravámenes! Estas son, Sr. Presidente, formas y raíces de la violencia. La quiebra del Estado de Derecho se traduce, en todos los ámbitos y en todos los niveles de la sociedad colombiana, en expansión de las áreas de subversión social, en aceleración de los procesos de descomposición social, en aniquilamiento de esos valores esenciales que impiden el estallido de la violencia. Si el Estado la condena en las formas execrables de los secuestros, de los asesinatos, de los asaltos a mano armada, de las diversas expresiones patológicas de la descomposición social, debe condenarla también en los abusos de poder, en la violación de las normas del Estado de Derecho, en la consagración e institucionalización de la arbitrariedad y de la injusticia. Un orden social y político que engendra semejantes situaciones constituye una fuente inagotable de subversión y de violencia. De qué derechos y de qué cultura puede hablarse en un país con porcentajes de analfabetismo que comprenden a un 35 % de la población y si de 1955 a 1968 debió salir de su patria una élite de cerca de 40.000 profesionales y de 12.000 técnicos medios, representando una pérdida —la más fácilmente mensurable— de más de 200 millones de dólares invertidos en capacitación profesional? (3) Cómo se recuperará esa notable elite de científicos y de técnicos, si esta fuga de cerebros aparece como una subvención gratuita a la opulencia de la Nación Metropolitana y si el Gobierno ha de exigirle, como condición para el regreso a la patria, primero una adhesión ideológica y luego un título de idoneidad profesional? ¿Podrá el Gobierno dar a los cerebros emigrados el mismo tratamiento que da a los economistas, sociólogos, antropólogos, filósofos e historiadores que acaban de ser expulsados de la Universidad del Estado por razones exclusivamente ideológicas? ¿No es esta crisis del Estado de Derecho y esta situación de violencia las que han hecho de nuestro país uno de los mayores exportadores de inteligencia científico-técnica de la América Latina? En reciente estudio del sociólogo German W. Rama sobre “El sistema universitario en Colombia” (4), se llegó a la desoladora conclusión de que “la comparación indica que Colombia ocupa, en el conjunto de países latinoamericanos... entre el tercero y el primer puesto por el número de profesionales y científicos admitidos como inmigrantes en los Estados Unidos.”

Si el Estado es cada día más incapaz de responder a la creciente e intensa presión de un enorme contingente de población menor de 20 años que reclama servicios educacionales, si no se organiza para garantizar los derechos fundamentales de todo hombre y no sólo de los ciudadanos liberales y conservadores, si no aplica las normas de un Estado de Derecho, si tolera la división del país en ciudadanos de primera y de segunda clase, cómo puede esperar que desaparezca mágicamente la violencia en la sociedad colombiana, que las clases pobres tengan fe en la autenticidad de la justicia y que las juventudes universitarias crean en un sistema de valores que los gobernantes no respetan?

Nada más peligroso, Sr. Presidente, que confundir, a estas alturas de la historia del mundo, rebelión estudiantil con delincuencia, descontento con subversión. Semejante confusión no demuestra sino que están aún vigentes las nociones conservadoras de orden público anteriores a 1930 y que no ha prosperado el estudio de las ciencias sociales entre quienes ejercen el control sobre los partidos oficiales y sobre el Estado. Existe la más clara y definida frontera entre rebeldía y delincuencia, por lo menos mientras no se consagre la constitucionalidad del Estado absolutista y no se declare muerta y sepultada la República representativa y democrática. El Estado dispone de los mis amplios y sofisticados instrumentos para descubrir, procesar y castigar a los delincuentes: pero lo que carece de sentido es que los Rectores de Universidad se transformen en jueces de policía y que se repriman como delitos, el descontento, el inconformismo, la profesión de ideologías revolucionarias o reformistas. ¿Qué habría sido del país, Sr. Presidente, sin la rebeldía estudiantil de los colegiales de San Bartolomé y del Rosario que participaron en el señalamiento de caminos a las Guerras de Independencia, o sin la rebeldía de la generación de 1924 que promovió la demolición de las formas más anacrónicas del autoritarismo y que asumió la responsabilidad de acometer la tremenda tarea de modernización de la República? Los profesores universitarios no consideramos la universidad como una isla amurallada y privilegiada en la que no pueden aplicarse la Constitución y Leyes de la República. Todo lo contrario; lo que estamos pidiendo es que se apliquen en la Universidad las reglas de un Estado de Derecho y que tengan vigencia práctica la Constitución y las leyes, sin facultades discrecionales, sin mecanismos de excepción y sin procedimientos que reducen el ejercicio del derecho a una decisión unipersonal y arbitraria. Lo que pedimos es que exista un proceso, una norma y un juez.

Después de 17 años de ejercicio del profesorado en la Universidad Nacional primero entre 1937 y 1951 y luego entre 1968 y el 31 de enero de 1973- he sido despojado de la cátedra por el Rector L. Duque Gómez. Debo agregar, Sr. Presidente, que no he ejercido la cátedra como una ocupación secundaria o marginal, sino como la actividad más importante y más trascendental de mi vida. Es este sentido de vocación y de solidaridad con el destino de mi patria, el que me indujo a renunciar en 1968 al más alto cargo al que puede aspirar un Experto Internacional en las Naciones Unidas, para servir a la juventud colombiana en la más modesta posición en la Escuela de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional. A partir de 1968 me hice cargo de las cátedras de Desarrollo Económico de América Latina y de Economía Agraria, en las que era posible utilizar mi vasta experiencia latinoamericana, no sólo por haber sido consultor de los Gobiernos de Bolivia, México, Chile, Perú, Ecuador y Santo Domingo, sino por haber sido Profesor en la Escuela Nacional de Antropología de México y profesor invitado en las Universidades Nacional Autónoma de México, Central de Chile, Nacionales de la Plata y Cuyo en Argentina, Nacionales de la Paz y Cochabamba en Bolivia, Central del Ecuador, Central de Venezuela, Nacional de San Agustín en el Perú. Mi rango académico de Profesor Titular de la Universidad de Colombia —que me otorgó en 1950 un Tribunal Calificador integrado por los doctores Carlos Lleras Restrepo, Víctor Cock, Eduardo Zuleta Ángel y J.J. Castro Martínez y refrendado luego por el Consejo Directivo y la Rectoría de la U.N.— no me ha puesto a cubierto de la arbitrariedad armada de facultades discrecionales. El problema que ahora formulo ante V.E., no es el pequeño problema de renovación de un contrato de trabajo como Profesor Titular de medio tiempo en la Escuela de Ciencias Económicas y por el que he recibido una remuneración de Secretaria: lo que ahora denuncio ante V.E. —o ante el país— es el abuso de poder que consiste en negar a un Profesor Titular de la Universidad del Estado el ejercicio de la cátedra, por el delito de profesar una ideología diferente a la del Gobierno y a la del presidente de la República. Por medio de este acto, se me despoja de un derecho y se destruye el fundamento mismo de la carrera del profesorado. Qué poco para un país que ha dejado de creer en las normas del derecho, pero, ¡qué mucho para quien cree que un país no sólo es lo que es, sino lo que quiere y puede ser! Abrigo el temor, Sr. Presidente de que esté reproduciéndose la situación creada en 1951 cuando el Gobierno del Sr. Laureano Gómez reconoció —en el seno del Consejo Directivo de la Universidad Nacional— mi Titularidad de cátedra... pero me privó del ejercicio de ella. No concibo en S.E. ninguno de estos deshonrosos juegos maquiavélicos. Cuando fui privado del ejercicio de la cátedra por mandato de la Presidencia de la Republica —la misma que ordenó la destrucción de mi libro “Bases de la Economía Contemporánea - Elementos para una Economía de la Defensa”, como en la Edad Media— el entonces Decano de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, miembro del Consejo Directivo de la U.N. y actual Rector de la Universidad del Rosario, Dr. Antonio Rocha, dejó la siguiente constancia en relación con el hecho de que no hubiese sido incluido en la nómina del profesorado de la Universidad Nacional:


“El Profesor Antonio García es un hombre investigador y poseedor de ciencia profunda. Se le teme políticamente, pero no por ello se le puede hacer el cargo de incompetencia, ni siquiera de sectario de sus propias ideas. Su producción científica, ‘Bases de la Economía Contemporánea’, ‘Planificación Municipal y Presupuesto de Inversiones’ y otras, le han traído honor a Colombia, especialmente en el exterior, en donde sus libros son apreciados sin prejuicios políticos y sí en cambio científicamente. La organización que le dio al Instituto de Ciencias Económicas fue perfectamente apolítica y la nómina de sus profesores está matizada de todas las corrientes y opiniones respetables en el mundo de la economía y de las finanzas. Además, el Dr. García es profesor Titular y llegó a esa posición por riguroso concurso técnico y estatutario. En el Acta No.13 del Consejo Directivo de la Universidad Nacional (5 de marzo de 1951), bajo la Presidencia del Ministro de Educación, se registró lo siguiente: ‘El Consejero Rocha, teniendo en cuenta de que hay de por medio los derechos civiles de un individuo, pregunta si la Universidad tiene derecho a retirar un Profesor Titular. No es lo mismo el retiro voluntario que el retiro obligado. La remoción de un Profesor Titular va contra los principios instituidos por la misma Universidad: hay un derecho individual y uno social que son afectados por tal remoción’. Tanto el Ministro de Educación como el Consejero Ramírez declararon que “de acuerdo con el Decreto reciente del Gobierno, el Titulo no se pierde.”



Defiendo mi derecho y los títulos a que me han hecho acreedor el haber sido profesor en la U.N. durante 18 años y en la Universidad del Cauca durante tres años; el haber participado activamente en la organización de la U.N. a partir de 1937 y cuando el título de Rector no tenía connotaciones policiales y se discernía a valores irreprochables como Luis López de Mesa, Gerardo Molina o Agustín Nieto Caballero; el haber fundado y haber sido Director del Instituto Nacional de Ciencias Económicas, la primera institución de enseñanza de las ciencias económicas en la Universidad colombiana, posteriormente transformado en Facultad de Ciencias Económicas de la U.N.; el haber fundado y haber desempeñado el cargo de Decano de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de Bogotá “Jorge Tadeo Lozano”; el haber fundado y dirigido el Instituto Nacional Indigenista y el Instituto Nacional de Estadística; el haber sido miembro titular de la Junta de Defensa Económica Nacional y del Consejo Nacional de Economía; el haber sido Consejero Económico del Ministerio de la Economía Nacional y de la Contraloría General de la República; el haber sido Consultor en Reforma Agraria de los gobiernos de Bolivia, México, Ecuador, Chile, Perú y Santo Domingo; el haber sido profesor en la Escuela Superior de Guerra y en diversas Universidades colombianas; el haber sido profesor en la Escuela Nacional de Antropología de México; el haber sido profesor invitado de las Universidades Nacionales de México, Argentina, Chile, Bolivia, Ecuador, Venezuela y Perú; el haber publicado en Colombia, México, Chile, Argentina, Perú, Ecuador, Bolivia y en países europeos, 34 libros sobre temas económicos y sociales de la América Latina.

Lamento de veras, Sr. Presidente, el verme forzado a hacer este recuento de títulos universitarios nada más que para demostrar la absoluta falta de probidad y de escrúpulos de quienes ahora encarnan la única legalidad y el único poder vigentes en la Universidad del Estado: en lo personal, más penoso que esto es que el funcionario encargado de cerrarme las puertas de la U.N. sea un antiguo discípulo de la Escuela Normal Superior y precisamente en ciencias sociales.

Tengo la esperanza de que V.E. no crea que este proceso que examino y denuncio, se cierra con las decisiones autoritarias de los funcionarios en quienes se reúnen, circunstancialmente, una máxima cantidad de poder represivo con una mínima autoridad académica. Las situaciones como esta en que se disocian tan profundamente la autoridad y el poder, y en que se asocian tan estrechamente la arbitrariedad y la injusticia, son tan frágiles como transitorias. Lo que va a quedar en el futuro no es la prepotencia de los agentes políticos encargados de estas pequeñas misiones medievales de cacería de brujas y de persecución a las ideologías heréticas, sino el nuevo horizonte, las semillas, las aspiraciones y las luchas de los pueblos y de las nuevas generaciones por construir una nueva sociedad, una nueva patria y una universidad abierta, popular, nacional, científica, sin supersticiones ni mitos, gobernada democráticamente desde adentro, abierta a los cuatro costados del mundo, capaz de afirmar un sistema colombiano y latinoamericano de valores, alentada por la nueva presencia de los campesinos y los obreros y orientada de acuerdo con las exigencias estratégicas del desarrollo económico y social de la nación colombiana.

Atentamente,

[image: Images]

Bogotá, Enero 31 de 1973

1) Misión y Problema de la Universidad, Discurso pronunciado el 19 de noviembre de 1954, al asumir la Rectoría de la Universidad de los Andes. Una Política Educativa para Colombia, Edic. Imprenta Nacional, Bogotá, 1962, pg. 52.

2) La Educación, Discurso pronunciado al conferirle la Universidad de los Andes el grado de “Doctor Honoris Causa”, 12 de septiembre de 1957, Una política educativa para Colombia, ob.cit. pg. 66.

3) Las cuatro Estrategias, Departamento Nacional de Planeación, Bogotá, 1972, pg. 190.

4) El sistema Universitario en Colombia, Edic. Universidad Nacional. Bogotá, pg. 157.

Anexo 16

Andrés Caicedo habla de sus rupturas y su destino

“(...) Cúcuta, 18 de enero de 1971

“1971 ha sido para mí un año diferente. Si yo un 30 de diciembre decidí partir hacia un viaje largo, difícil, era porque mi situación emocional en Cali no estaba estabilizada en lo más mínimo, lo cual producía un estado de angustia permanente, la angustia del burgués, ese sentimiento, ese cucarrón que se le mete a uno entre el esternón y que no puede sacárselo en todo el día por más que trate. Mis últimos tres meses en Cali fueron eso. (...) Impulsos repentinos, huidas, la renuncia al grupo de teatro de la Universidad del Valle y al teatro en general, acontecimientos que todos unidos originaron un estado como de inseguridad y miedo, y que vino a manifestarse más directamente en mis incursiones a la mariguana y a la LSD.

La droga. El descenso al infierno de la juventud que busca el paraíso, el estado eterno. El gran engaño, la proliferación de adictos a la droga, sobre todo dentro de los jóvenes burgueses, es muy diciente del estado de cosas. El joven se encuentra ante una situación que ofrece muy poco, el mundo que sus padres han construido para él y de pronto, la droga: la burbuja particular, el mundo donde lo privado se vuelve importante, el mundo encerrado y particular donde uno es el protagonista, donde uno es la figura principal. Entonces viene la pérdida del sentido crítico de las cosas, del análisis a cambio de una supersensibilidad que hace ver todo bello, todo fácil, todo comprensible cuando la realidad y lo importante de las cosas es que aún hay mucho de fealdad, así las soluciones son difíciles de encontrar y muchas veces las personas y sus emociones son incomprensibles. Pero no por eso, por lo que todo es tan difícil, es que nosotros tenemos que luchar día a día por la lucidez. (…) Esa es la situación de la tan conocida ‘Gente Linda’, y no sólo son hippies. ¿Qué va a salir de esa generación, me pregunto yo, atemorizado, después de que he conocido en mi propia persona el error tan grave que es la nueva tendencia artificial de búsqueda de esa estabilidad de cartón? La burguesía, pues, en su decadencia, está originando la muerte prematura de sus últimos jóvenes. Los jóvenes lindos y moribundos.

Yo he decidido cosas en este viaje y para decidir he tenido que aprender. He aprendido por ejemplo que quien desee luchar por su lucidez debe perder el mayor contacto afectivo con la clase que domina, con la gente que rige y con la que gobierna.

Yo he sentido hambre. He perdido la vergüenza de tener que pedir para comer, por ejemplo, y he comido de todo. He comido sobrados y los he comido con alegría. Pero también he comido comida campesina, buena comida, platados de yuca, de carne, de arepa. Porque he aprendido también que hay personas que lo ayudarán a uno. Y también que hay personas que se niegan a prestar ayuda. Y he aprendido que las personas que más ayudan, y las que obtienen alegría al hacerlo, son aquellas que alguna vez estuvieron pidiendo ayuda.

Yo pertenezco a una familia de clase alta pero que económicamente cuenta con los ingresos de una familia clase media, lo cual la sitúa de entrada en una situación compleja, crítica, de apariencias y de conflictos internos, tensiones que fácilmente pueden originar explosiones, finales.

Todo ese proceso lo he tenido que afrontar yo. Y de ese proceso me han quedado complejos, frustraciones, temores, señales que no se borran del todo. El burgués tiene que afrontar entonces una lucha por la existencia, mientras que el proletario, el obrero, se ocupa únicamente de sobrevivir. Es por eso que el proletario no sufre de esas limitaciones. Para él el problema es más sencillo, aunque más agudo. Para él no existe la “soledad”, la “angustia”, el “tedio”. A él sólo le importa comer, sobrevivir. El joven burgués, que ya tiene asegurado el pan, tiene que hacerse a otra serie de problemas no gratuitos ni inútiles, pero decadentes, producto de una clase que se descompone.

Freud, al asentar sus teorías exclusivamente en enfermos pertenecientes a la clase burguesa, ya hablaba de un tipo particular de alienación, la cultura burguesa, la educación occidental, que enfrenta a padres e hijos y origina destrucción y muerte. (...) En el estado capitalista cuando un hijo nace de una familia, el estado coge a los padres y les dice: “Bueno señor, aquí le entregamos a este hijo para que usted se encargue de educarlo, de enseñarle todo lo que sabe, y de formarlo (sobre todo) para que sea después un buen ciudadano, o sea para que sirva para nosotros, para que nosotros lo podamos coger e integrarlo a nuestra comunidad como es debido”.

De lo anterior se desprende: 1. El padre se encarga de preparar al hijo a su integración al Estado (educación), pero el Estado no ayuda económicamente a la formación del hijo. Sale perdiendo el padre, gana el Estado. 2. Se forma un contrato, bajo el cual el hijo pertenece al padre, viene a ser propiedad, ya que se ha invertido en él tiempo, esfuerzos, etc. Sale perdiendo el hijo. El Estado gana, ya que puede volver más fácilmente propiedad suya lo que ya no es propiedad del padre. (De aquí se origina también el rembolso de lo invertido: una vez educado, el hijo, por contrato, debe devolver a los padres lo que ha sido invertido en él. Si esto no se produce, el hijo es un mal hijo, o sea un antisocial. “El que es mal hijo es mal todo”). 3. De esa educación por contrato y por propiedad resulta que el padre, engañado también, le transmite al hijo todos sus complejos y frustraciones. Salen perdiendo el hijo y el padre, ya que de aquí se desprende el choque entre generaciones, producto de una situación anormal. El estado gana, ya que esa lucha constante entre padres e hijos no atenta contra su seguridad, antes todo lo contrario: hace más débiles a sus miembros, más fáciles de dominarlos, de hacerlos propiedad. La lucha generacional, la delincuencia juvenil, el hipismo (sic), no han hecho menos poderoso a Estados Unidos. Todo lo contrario.

Ese es el difícil estado de cosas que se tiene que cubrir en la educación. Al final no resultará más que un manojo de padres e hijos frustrados, rumiando cada uno su fracaso como parte de la relación filial. (...)

Mi primera experiencia sexual la tuve a los quince años. Con una puta. Un desastre. Yo no sé, no tengo la menor idea, cuál ha sido tu comportamiento sexual. (...) A mí me hubiera gustado saber todo eso. Si tuviste otras mujeres conversar sobre eso, que me contaras. Pero no. Siempre ha habido silencio. Silencio de parte y parte. De ti no he conocido más que tu comportamiento dentro de la casa, cuando es obvio que debes haber tenido otras emociones, conocido otras personas que no entraban en los límites de la familia, amistades diferentes, etc. Yo conozco a mi papá pero desde que llega a la casa. El otro, el de afuera, no lo puedo definir. (...)

Ahora voy a pasar a informarte de mis planes, a fin de iniciar desde ya una colaboración mutua. En mi caso, yo me abro, estoy abierto a todo, al diálogo, a la confidencia. Ante todo, me niego a ser propiedad de nadie. (...)

Cuando llegue a Cali, voy a integrarme definitivamente al TEC y voy a desarrollar por igual las tres actividades para las cuales tengo el talento suficiente. Pero talento no quiere decir una calidad inmanente, coeficiente de inteligencia, etc. Talento no es otra cosa que disposición al trabajo, a la labor creadora. Y esas actividades son la literatura, el teatro y el cine. Ya comprobé que no puedo suspender alguna de ellas sin descompensar mi formación, así pues, que a abordar los tres frentes. (…) Y lo primero que haga en Cali, antes de dedicarme por entero al trabajo, será separarme de la casa. Ya es una decisión. Buscaré un apartamento, un estudio, el lugar donde se trabaje. Esto lo podemos conversar todo lo que sea necesario, pero en la casa no puedo seguir viviendo. Viviendo en la casa soy una contradicción viva. Vivo en una casa con cuyas costumbres no estoy de acuerdo ni política, ni moral ni ideológicamente, entonces continuamente se están produciendo roces, tensiones, producto de mi situación anormal. (…) Estos términos no tienen nada que ver con edad ni con época. Sencillamente se es nuevo cuando se tiene posibilidad de cambio. Las personas envejecen y mueren cuando se niegan a cambiar. Ya ves cómo puede ser de fácil permanecer joven hasta la muerte. Lo único que se necesita es estar dispuesto a cuestionarse continuamente sobre la realidad, a renovarse cuantas veces sea necesario. No quiero, pues, oponer conceptos tan radicales en los niños desde tan temprano, sobre todo cuando los síntomas neuróticos en ellos son evidentes. (…) Mientras tanto mi residencia será Cali. Desde allí mi trabajo puede tener mejores vías de comunicación. Hay gente en Cali que me quiere y que me necesita. Por lo pronto, mi trabajo será una prueba de que aún esas personas pueden confiar en mí. (...)

Mi formación política, como ya lo habrás comprobado, será marxista. La causa de esa definición está, creo, algo explicada en las posiciones que describo en esta carta. Confío que esta carta, primera que te escribo en mi vida, a los 19 años, cuando ya me siento un hombre, una persona capaz de responder a cualquier situación que la labor que he elegido me presente, sirva para iniciar una relación atrofiada por una cultura ineficaz y engañosa como es la implementada por la burguesía.

Yo, (...), ya, felizmente, no puedo considerarme un burgués. Las personas con las que trabajo, converso, discuto y hago el amor tienen sus intereses en la clase que se beneficiará del cambio. Mi aspiración es que mi obra pueda ayudar en algo a que ese cambio se produzca cuanto antes. Todo hombre debe fijar muy bien no tanto sus amigos, sino sus enemigos. Mis enemigos desde ya son todas las personas que se nieguen a cambiar”.

Notas

134 Publicada por El Espectador 20 de septiembre de 1970.

135 Publicada en El Tiempo. 29 de julio de 1970.

*(1) BAUDELOT, Christian y ESTABLET, Roger. “L’ecole Capitaliste en France“. Ed. Francois Maspero. Paris 1971 Pág. 280.

*(2) GORZ, André. “Detruire L’ Université”. Revista Les temps moderns No. 285 abril de 1970. Págs. 1553 y ss.

*(1) Constancia presentada en sesión del Consejo Provisional Acta No. 9 de febrero 8 de 1972.

136 Del Acta original, se transcriben el punto 1, y el primer párrafo del punto 2, que se refieren a los sucesos del retiro del rector Santiago Fonseca. (Nota de los editores).

(*) Los socialistas reconocemos AUTOCRÍTICAMENTE nuestra participación en este programa, pues creemos que es en el compromiso decidido con la práctica de la lucha de clases donde las elaboraciones estratégicas y tácticas de la revolución se desarrollan y transforman.

137 Ver periódico “Revolución Socialista” N° 1. (Nota del original)

(*) Aquí es importante señalar que la prensa oficial y el propio gobierno identifican al mismo grupo que está en el “COGOBIERNO” con los que propician la “subversión”. ¡Cualquier estudiante de base de la U puede resolver esta confusión, para que los SRES., de LA JUPA no hagan demagogia!

138 No queremos decir que esta ofensiva ideológica sea simplemente una trampa, un truco demagógico; corresponde también a intereses específicos de la burguesía en la reforma del aparato escolar tal como fue demostrado en “EL SOCIALISTA N° 1”. (Nota del original).

139 Ver al final. (Nota del original).

140 “Discusión en torno a la ampliación de cupos” Secretaría General U. Anexo IN-pág. 2-D. (Nota del original).

141 Subrayados del original.

142 Carlos Marx, “El 18 Brumario de Luis Bonaparte”, pág. 99, Ediciones Progreso, Moscú. (Nota del original).

143 “Es el momento revolucionario, en que los explotados y oprimidos tienen la palabra”, al decir de Trotsky, en su “Historia de la Revolución Rusa”. (Nota del original).

144 Sobre la naturaleza de clase de la oposición, ver nuestro análisis en “Espartaco #3” (Nota del original).

145 No pretendemos en esta ocasión hacer una disertación de lo que significa para los revolucionarios la articulación entre reivindicación y revolución; esto es, no negamos las reivindicaciones económicas que el proletariado requiere, sino que deseamos analizar la situación histórico-política en que estas se presentan. (Nota del original).

146 Texto tomado del libro Bermúdez, E., et al., (2006) Miradas a la Universidad Nacional de Colombia (Colección de Crónicas Núm. 3, pp. 130-158) Universidad Nacional de Colombia. Dirección Nacional de Divulgación Cultural.

147 Ante la extensión y los múltiples temas puntuales del Acta, se presentan extractos relacionados con la ampliación de cupos universitarios, excepto la parte final, que corresponde a la constancia sobre el tema que presentó el profesor Víctor Manuel Moncayo, la cual se incluye en este libro como Anexo N. 7. (Nota de los editores).

148 Subrayados del original.
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Una busqueda de ruptura

La Rebelion Universitaria de 1971-1972 no fue solamente un movi-
miento reformista de la universidad colombiana que proclamaba los
principios de Cordoba, reclamaba acceso universal a la educacion su-
perior, y exigia participacion en las definiciones centrales de la vida
universitaria, con el propdsito de fortalecimiento de la Universidad
Publica para erigirla como un espacio critico, sino un movimiento so-
cial de amplio espectro y de mucha profundidad que develo y planteé la
necesidad insoslayable de ruptura del orden capitalista del cual forma
parte la Universidad.

La sociedad contemporanea y la Universidad de hoy, son muy distin-
tas a las de hace cincuenta anos, y retan al movimiento universitario
a trascender los limites de su universo, para situarse frente al nuevo
orden capitalista. Su nuevo horizonte ya no pasa por reivindicaciones
como las que estructuraron el Programa Minimo de 1971, ni por el de-
bate teérico-politico sobre la sociedad capitalista que florecioé en aquel
entonces que ya no es el mismo, sino que debe focalizarse alrededor de
otros problemas surgidos de las transformaciones propias de la fase
actual del capitalismo, para erigirse otra vez como rebelion en biis-
queda de rupturas, y para enlazarse con otras prdcticas sociales que

compartan los mismos propositos.
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